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-Estuvieron presentes los ministros de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo 
Longueira Montes, y de la Secretaría General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.-


II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 16.09 horas.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El acta de la sesión 103ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 104ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 

-El señor LANDEROS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

PERMISOS CONSTITUCIONALES.
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Si le parece a la Sala, se autorizará a la diputada señora Marta Isasi para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 10 de diciembre en curso, para dirigirse a Roma. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se autorizará a la diputada señora Marisol Turres para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 10 de diciembre en curso, para dirigirse a España. 


¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se autorizará al diputado señor Tucapel Jiménez para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 10 de diciembre en curso, para dirigirse a Italia. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se autorizará al diputado señor Felipe Salaberry para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 10 de diciembre en curso, para dirigirse a España. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se autorizará al diputado señor Enrique Accorsi para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 10 de diciembre en curso, para dirigirse a País Vasco, Irlanda del Norte y Francia. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Les recuerdo a los señores parlamentarios que, por acuerdo unánime de los Comités adoptado con anterioridad a la semana distrital recién pasada, debatiremos en esta sesión las modificaciones del Senado al proyecto de ley de Pesca. Por el momento no se han fijado límites de tiempo para las intervenciones, salvo el que establece el Reglamento, es decir, dos discursos de cinco minutos por cada diputado. 


La hora límite de votación de las modificaciones del Senado es a las 12.00 horas de mañana. Obviamente, si el debate concluye antes, la Mesa está disponible para que efectuemos dicha votación una vez cerrado el debate, siempre y cuando así lo determine la Sala. De lo contrario -reitero-, la hora límite de votación será mañana a las 12.00 horas.

Tiene la palabra el diputado señor René Alinco.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, en verdad, venía con otro ánimo a esta sesión especial; pero quiero manifestar mi más enérgico reclamo por la decisión -tengo entendido que fue adoptada en forma unilateral por parte suya, porque no hubo reunión de Comités- en cuanto al ingreso de los ciudadanos para escuchar el debate. Se están entregando entradas como si fuera un acto cultural o deportivo. Hay muchos dirigentes del sector pesquero artesanal que no podrán ingresar a las tribunas a escuchar este debate.

Entiendo la formación que usted tiene, señor Presidente. Para mí, democracia es participación real y efectiva, y derecho a la información. Pero en este debate, por lo que veo y veremos durante su desarrollo, van a faltar los protagonistas principales, que son los dirigentes de los miles y miles de pescadores artesanales desde Arica a Punta Arenas.

Hace pocos minutos invité a la cafetería a un grupo de seis o siete honorables dirigentes del sector pesquero artesanal y se les negó el café por instrucciones del Presidente de esta Cámara. Creo que eso es inaudito. Supuestamente, este espacio refleja la esencia y el corazón de la democracia chilena. Pero veo que usted está actuando en forma totalmente dictatorial; le falta el puro uniforme, señor Presidente.

He dicho.


El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señor diputado, quiero aclarar que todo lo que usted afirmó se aparta de la verdad.

El señor ALINCO.- Yo no estoy mintiendo, señor Presidente.

El Partido Radical no estuvo presente en esa decisión…
El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señor diputado, en primer lugar, la forma de distribuir equitativamente las invitaciones se acordó en Comités. Se entregaron veinte invitaciones a cada Comité. Todas fueron distribuidas. Según me informa el Edecán, las de su Comité fueron entregadas a usted mismo.

En segundo lugar, jamás he dado una instrucción de negar el café a algún dirigente y jamás lo haría, porque no soy dueño del café, ni mucho menos administro las cafeterías.

Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, quiero saber si someterá a votación la solicitud de constitución de la Comisión Investigadora que figura en la Cuenta.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señor diputado, los solicitantes retiraron esa petición de la Cuenta para presentarla mañana. Esa es la razón por la cual no se someterá a votación.

Tiene la palabra el diputado señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, si entendí bien, usted señaló que el acuerdo de los Comités fue que si la discusión finalizaba antes de la hora de término fijada para esta sesión, las modificaciones del Senado 



se votarían hoy. Eso es lo que entendimos varios diputados.

Por tanto, quiero que fije un criterio claro en términos de que la votación se realizará mañana.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señor diputado, el acuerdo de Comités es simple, en el sentido de que se votará mañana a las 12.00 horas. Lo que yo señalé es que, dado que los inscritos probablemente no son tantos como para terminar la discusión mañana antes de las 12.00 horas, solo por la unanimidad de la Sala podríamos acordar votar antes de las 12.00 horas, siempre que el debate haya concluido. De no haber esa unanimidad, la votación se efectuará mañana a las 12.00 horas.

Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, quiero saber por qué se va a entregar un informe de las modificaciones del Senado. Entiendo que no se requiere un informe, dado que el proyecto está en tercer trámite constitucional.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Señora diputada, dada la cantidad de modificaciones que el Senado introdujo al proyecto, la Comisión de Pesca solicitó expresamente analizar dichas modificaciones antes de que lo haga la Sala. Según el Reglamento, deberíamos haber conocido esas enmiendas sin que pasaran por la Comisión. No obstante -reitero-esa instancia nos solicitó conocerlas antes.

La Comisión de Pesca sesionó la semana pasada en Santiago, analizó cada uno de los cambios introducidos por el Senado al proyecto y evacuó un informe. Esa es la razón por la cual se entregará un informe de la Comisión de Pesca.

Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, ¿no se requiere un acuerdo previo de la Sala para que se proceda de esa forma? Quiero que me aclare ese punto.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Efectivamente, la Sala acordó que las modificaciones del Senado fueran conocidas por la Comisión de Pesca, antes de ser presentadas a la Sala.

V. TABLA

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE SUSTENTABILIDAD DE RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS, ACCESO A LA ACTIVIDAD PESQUERA, REGULACIONES PARA LA INVESTIGACIÓN Y FISCALIZACIÓN. Tercer trámite constitucional.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Corresponde considerar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones.

Diputado informante de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos es el señor Patricio Melero.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín 
N° 8091-21. Documentos de la Cuenta 
N° 10 de este Boletín de Sesiones.

-Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses marítimos sobre las modificaciones introducidas por el Senado. Documentos de la Cuenta N° 11 de este Boletín de Sesiones.

El señor MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor MELERO (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara, por acuerdo de esta Sala y en virtud del artículo 119 del Reglamento, me corresponde informar, en tercer trámite constitucional, las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones.

Por consiguiente, en representación de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, lo que voy a informar son los cambios que introdujo el Senado al proyecto y, tal como lo establece el artículo 119 del Reglamento, las recomendaciones que la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos le hace a esta honorable Corporación sobre el contenido de los mismos.

El proyecto de ley contiene como eje la sustentabilidad de los recursos, tal como ha sido declarado expresamente en el mensaje respectivo y como se ha advertido en todo el proceso de tramitación del mismo. Estos elementos, en su esencia, se mantienen en el proyecto.

El primer punto sobre el que recayeron las modificaciones del Senado figura en la página 1 del comparado y se refiere a la regulación del estatuto jurídico de los recursos hidrobiológicos.

En el primer trámite constitucional no se incorporó una regulación sobre el estatuto jurídico de los peces, debido a que fueron rechazadas las propuestas que se presentaron por indicaciones parlamentarias. Dichas indicaciones pretendían establecer el régimen de propiedad constitucional de las minas a los peces, lo cual, a juicio del diputado informante, era un error, tanto desde el punto de vista constitucional, debido a que colisiona con las normas de la Carta Fundamental, como en aspectos de fondo, puesto que desconoce la regulación que a dichos recursos otorga la Convención sobre el Derecho del Mar (Convemar).

Sin perjuicio de lo anterior, en segundo trámite constitucional, el honorable Senado incorporó, en una forma acordada con el Ejecutivo, con la asesoría de la Cancillería y con distintos parlamentarios que participaron en su redacción, un texto que recoge los principios internacionales y los aspectos de constitucionalidad que se debatieron durante el primer trámite.

Es así como se llega a un texto que establece que los recursos hidrobiológicos están sometidos a la soberanía del Estado de Chile, en las aguas terrestres, aguas interiores y mar territorial, así como a sus derechos de soberanía y jurisdicción en la Zona Económica Exclusiva y en la Plataforma Continental, de acuerdo a las normas del derecho internacional y a las normas de la presente ley. Esta diferenciación que propone el honorable Senado es absolutamente necesaria, debido a la calificación jurídica que tiene cada espacio marítimo, de acuerdo a la Convención del Mar. 

El inciso segundo, de conformidad con lo antes señalado, establece que el Estado de Chile tiene el derecho de regular la exploración, explotación, conservación y administración de los recursos en dichos espacios marítimos.

Finalmente, el artículo 1° dispone que el Estado de Chile podrá autorizar la exploración y explotación de los recursos sujetos a las disposiciones de esta ley. 

De esta forma, con la incorporación de este nuevo texto, existe plena armonía y conciliación con las normas de la Convención Internacional del Mar, antes mencionada, y con las de nuestro Código Civil.

El segundo cambio que introdujo el honorable Senado y que los colegas pueden encontrar en la página 8 del comparado, se refiere a la regulación del contrato a la parte, nomenclatura muy propia de la actividad pesquera. 

Durante el primer trámite constitucional del proyecto en la Cámara, se incorporó la definición del contrato a la parte, que pasó a formar parte del artículo 2° de la ley que contiene las definiciones. 

En el segundo trámite constitucional del proyecto en el Senado, el Ejecutivo incorporó la regulación de este contrato, con el consecuente equilibrio, debido a que este es un contrato de sociedad en que cada parte pone algo en común, con miras a repartirse las utilidades de ello. Dado que esta es una Ley de Pesca, se incorporan, en consecuencia, aquellos elementos que se consideran sustantivos para dicho fin, es decir, para fines pesqueros. 

Se incorpora un último elemento que es esencial para los tripulantes pesqueros que son parte del contrato a la parte, esto es, que los gastos que se descuenten antes de la repartición de utilidades solo puedan ser los referidos a aquello que siempre ha formado parte de este contrato y no gastos ajenos a la operación pesquera.

La tercera modificación introducida por el honorable Senado figura en las páginas 5 y 11 del boletín comparado y dice relación con la incorporación de una nueva definición de puntos biológicos, adicional a la definición de punto biológico de referencia. 

Se incorpora así una nueva definición de punto biológico, que es de carácter general, y se mantiene la ya incorporada de punto biológico de referencia, a fin de diferenciar un punto biológico cualquiera de aquellos que marcan determinados hitos en el estado de situación de una pesquería, que serían estos últimos. En todo lo demás se mantiene lo aprobado en el primer trámite constitucional.

En cuarto lugar, el Senado incorpora una regulación nueva que diferencia -es algo que formó parte del debate y que figura en la página 10 del boletín comparado- entre captura y desembarque. 

De manera que se incorporan dos nuevas definiciones: captura y desembarque, al artículo 2° del proyecto, en el cual, como ya lo expliqué, aparecen todas las definiciones.

En términos generales, captura es todo aquello que ha sido extraído vivo o muerto por un arte o aparejo de pesca, y desembarque es todo aquello que se saca de una nave, sea procesado o no.

Asimismo, se incorpora una nueva regulación en esta materia que pretende diferenciar entre ambos conceptos. Hasta la fecha, en la regulación pesquera ambos conceptos son tratados como sinónimos, sin hacer diferencia alguna entre ellos, lo que generaba muchas situaciones anómalas. 

Sin embargo, ahora, de conformidad con el nuevo artículo 63 -figura en la página 91 del boletín comparado- que fue reemplazado, los armadores pesqueros deberán informar tanto sus capturas, para cuyo efecto deberá portar una bitácora de pesca, como sus desembarques.

En caso de que existan diferencias entre la captura y el desembarque, y estas no se justifiquen debidamente por las normas de la ley del descarte u otros factores, y el rango del porcentaje de error que también deberá considerarse, se deberá imputar a los armadores el valor de lo capturado. 

La quinta modificación del honorable Senado se refiere a los ecosistemas marinos vulnerables, que figura en las páginas 18 y 19 del boletín comparado.

El Senado incorporó al proyecto de ley una regulación amplia de los ecosistemas marinos vulnerables. Los colegas recordarán que esta discusión surgió con motivo de un proyecto de ley, que suscribimos diversos diputados, que apunta a regular la pesca de arrastre y que se encuentra en la Comisión de Pesca, prohibiendo la utilización de esta arte de pesca en los ecosistemas vulnerables. 

Este proyecto define por primera vez con exactitud lo que se entiende por un ecosistema vulnerable. El principio básico que se incorpora es que la actividad pesquera de fondo en los ecosistemas marinos vulnerables está prohibida, en tanto no se demuestre que no se les afectan. Para este efecto se incorporan las definiciones de ecosistemas marinos vulnerables, montes submarinos y pesca de fondo. 

En la página 10 del boletín comparado se pueden encontrar las definiciones de captura y desembarque que he señalado, así como también la de ecosistema marino vulnerable. Para mejor comprensión, el proyecto define con precisión el concepto -lo voy a leer por la importancia que reviste para la historia fidedigna de la ley- de ecosistema marino vulnerable: “Unidad natural conformada por estructuras geológicas frágiles, poblaciones o comunidades de invertebrados de baja productividad biológica, que ante perturbaciones antrópicas son de lenta o escasa recuperación, tales como en montes submarinos, fuentes hidrotermales, formaciones coralinas de agua fría o cañones submarinos.”.

Asimismo, como ambas están interrelacionadas, define también lo que se entiende por pesca de fondo: “Actividad pesquera extractiva que en las operaciones de pesca emplea artes, aparejos o implementos de pesca, que hacen contacto con el fondo marino.”.

De igual forma, define, también por primera vez en nuestra legislación pesquera, lo que se entenderá por montes submarinos: “Elevaciones del piso oceánico que no emergen a la superficie y cuya altura sobrepasa los 1.000 metros, medidos desde el fondo marino circundante que constituye su base.”
También se incorpora una completa regulación en los artículos 6 A y siguientes, que tiene por objeto determinar el régimen por el cual se podrían efectuar actividades pesqueras extractivas en dichos ecosistemas marinos vulnerables, incorporándose nuevas medidas de conservación y protocolos de evidencias de la presencia de ecosistemas marinos vulnerables. 

Finalmente, se incorpora la obligación de la presencia -esto también es algo nuevo- de observadores científicos en forma permanente, cuando se desarrollen actividades pesqueras en los ecosistemas vulnerables.

La sexta modificación introducida por el honorable Senado se refiere a las nuevas regulaciones en la cuota global de captura, que los colegas pueden encontrar en las páginas 12 y 68 del boletín comparado. A saber:

a) Se reduce la cuota de imprevistos de 2 a 1 por ciento. Esta materia fue muy debatida en los dos trámites constitucionales del proyecto de ley. Se pretendía disminuir esta cuota, a fin de resguardar los intereses de los actores pesqueros porque, obviamente, el porcentaje se resta de la cuota global y del fraccionamiento que después se distribuye entre los sectores artesanal e industrial. Como dije, el Senado redujo la cuota de imprevistos de 2 a 1 por ciento.

b) Se incorpora la cuota licitada para la pequeña y mediana empresa (pymes). Durante su tramitación parlamentaria, diversos representantes de las plantas pesqueras pymes señalaron que no tienen acceso a las pesquerías que son destinadas a la reducción fundamentalmente del jurel, la sardina y la anchoveta. 

A raíz de lo anterior, se incorporó una norma que permite que se licite hasta el 1 por ciento de la cuota global solo entre los titulares de plantas de proceso que se encuentren registrados en el Registro que lleva el Servicio y que, además, califique como tal y sea una pyme.

Una vez licitada dicha cuota, esta puede ser extraída solo por armadores artesanales o industriales debidamente inscritos en la pesquería de que se trate. Esta norma se incorpora con el objeto de no vulnerar las reglas de acceso a las pesquerías, que solo pueden extraer los artesanales o industriales.

Finalmente, se establece que el destino de dichas cuotas solo puede ser el consumo humano directo, y queda prohibida su venta antes de efectuar el proceso de transformación de dicha captura. 

La parte no licitada acrece a la cuota global de captura.

c) Se establece también -esto fue muy pedido por la dirigencia artesanal- la cuota para carnada.

Dentro de la cuota para la pequeña y mediana empresa, y en el caso de las pesquerías pelágicas pequeñas, se permite que entre los pescadores artesanales que tengan inscritas esas pesquerías se pueda licitar un porcentaje de la cuota para pymes solo con el fin de destinarla para carnada. Esta norma se incorpora por la frecuente dificultad de obtener cuota para carnada, especialmente en las regiones australes.

d) Proceso de determinación de la cuota global de captura.

En este aspecto, se mantienen todos los elementos incorporados por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, y solo se corrigen algunos aspectos que son relevantes de destacar.

En primer lugar, en el caso de los recursos bentónicos, el Comité Científico Técnico, además de poder establecer los rangos para la determinación de la cuota global, puede establecer otros criterios para la determinación de las cuotas.

En segundo lugar, se incorpora una nueva norma, que permite regular de mejor forma las pesquerías dependientes unas de otras.

El séptimo cambio del Senado -página 16 del comparado- se refiere a las nuevas facultades para regular las artes y los aparejos de pesca.

Como consecuencia de mantener el hilo conductor del proyecto de ley en la sustentabilidad de los recursos pesqueros, se incorporan nuevas facultades a la Subsecretaria de Pesca, en el artículo 4 de la ley, las cuales tienen por objeto minimizar la captura de fauna acompañante e incidental, el establecimiento de utensilios para liberar especies capturadas incidentalmente y el establecimiento de buenas prácticas pesqueras, a fin de evitar la captura de aves marinas. 

Estas nuevas normas no hacen sino poner a altura a la actividad pesquera nacional que debe ejercerse con responsabilidad. Los armadores pesqueros industriales y artesanales deben incorporar en su actividad el concepto de pesca responsable y evitar prácticas indeseadas.

La octava enmienda que introdujo el honorable Senado dice relación con la implementación de los tratados y procedimientos para la adopción de medidas de conservación y manejo de carácter internacional.

Como esta honorable Corporación recordará, hace algunos meses esta Cámara aprobó la incorporación de nuestro país a la Organización Regional de Pesca del Pacífico Sur (ORP-PS). En ese sentido, este artículo es muy necesario porque establece la implementación de estos tratados. ¿Con qué objeto? Con el objeto de poder conciliar las normas legales nacionales con las que, producto de estos tratados y acuerdos, se establecen en el marco del derecho internacional.

Con estas normas se podrá poner en práctica, a través de un procedimiento reglado, las medidas de conservación y manejo adoptadas en el marco de un tratado internacional.

Asimismo, se incorpora un procedimiento en aquellos casos que deba efectuarse una objeción de las medidas adoptadas en el marco de un tratado internacional, así como en aquellos casos en que el Estado de Chile pueda aplicar esas medidas tanto dentro como fuera de la Zona Económica Exclusiva. Se debe expresar el consentimiento expresamente.

La novena enmienda del honorable Senado, que figura en la página 30 del comparado, se refiere a los planes de manejo.

Se efectúa una modificación en la integración de los Comités de Manejo con el objeto de ampliar la representación artesanal. De esta forma podrán integrarlo no menos de dos ni más de siete representantes artesanales. El objeto de esta modificación es permitir una representatividad de todas las regiones que integran una unidad de pesquería.

También se incorpora una modificación para el plan de recuperación de las pesquerías. Se incorpora a dicha norma una nueva letra -página 32 del comparado- que regula, en aquellos casos en que una pesquería se encuentre colapsada, que se pueda llegar a acuerdos entre los actores para considerar el uso alternado de algunos caladeros de pesca, a fin de no generar conflictos entre las flotas.

La décima enmienda del honorable Senado se refiere a la regulación de las licencias transables de pesca, la que se puede encontrar en la página 35 y siguientes del comparado.

Se incorporó en el trámite en el Senado la regulación de la pesca industrial a través de cuotas individuales transferibles. Se crean las licencias transables de pesca clase A para aquellos titulares de autorizaciones de pesca. 

Estas licencias están sometidas durante su vigencia a causales de caducidades tanto parciales como totales y, en caso de que ello ocurra, la parte caducada deberá licitarse y se regula como licencias transables de pesca clase B. 

Por lo tanto, tenemos dos tipos de licencias: las de clase A que se originan en el desempeño histórico, y las de clase B que se generan por el mecanismo de licitación.

Las licencias transables de pesca clase A tienen una vigencia de 20 años, al cabo de los cuales se renuevan si no se cumplen las causales de no renovación que incorporan elementos ambientales de sustentabilidad y laborales.

La modificación número 11 del Senado dice relación con la incorporación de las licitaciones. Ello figura en la página 39 del comparado.

Se incorporó en el Senado la licitación de la fracción industrial de la cuota en los siguientes casos:

Se licita el 15 por ciento de los coeficientes de participación de las licencias transables de pesca clase A, las que decrecen en dicho porcentaje si se da el supuesto de la letra siguiente, que señala: 

En aquellos casos que la pesquería se encuentre en un 90 por ciento de su rendimiento máximo sostenible, se licita el equivalente en toneladas al 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global. 

En aquellos casos en que la pesquería alcance el 95 por ciento de rendimiento máximo sostenido se licita otro 5 por ciento.

En aquellos casos en que la pesquería alcance el rendimiento máximo sostenible, se licita el 5 por ciento faltante. 

Estas licitaciones dan origen a las licencias transables de pesca clase B que tienen una vigencia de 20 años al cabo de los cuales se vuelven a licitar.

El reglamento de las licitaciones -esto es muy importante- debe considerar cortes que permitan la participación de empresas medianas y de menor escala en ella.

El duodécimo cambio del Senado -página 57 y siguientes del comparado- se refiere a la patente e impuesto específico.

El proyecto de ley propone reemplazar la patente a todas las naves inscritas por una combinación de patente a las naves en operación y un impuesto especifico que se aplica a las cuotas asignadas al sector industrial, lo que permitirá que la recaudación refleje de forma más cercana la mayor o menor actividad económica en el sector de pesca industrial, siempre manteniendo una base de recaudación a todo evento. 

La patente pesquera del artículo 43 bis solo fue modificada para agregarle las licencias transables de pesca clase B. De esta forma, es aplicable a todas aquellas naves que operen en un determinado año. Los tramos de la patente son los vigentes hoy en el artículo 43, pero incrementados en un 10 por ciento. Dicha patente se aplica a titulares de licencias transables de pesca clases A y B, y se paga durante el mes de marzo.

El impuesto específico consignado en el artículo 43 ter se mantiene sin modificaciones. Es el que se aplica sobre las toneladas de cuotas asignadas a los titulares de licencias transables de pesca clase A. Dicha tasa impositiva corresponde al mayor valor entre el 3,3 del valor de sanción de la pesquería reajustado según el índice de la FAO y el valor resultante de un polinomio que pondera las transferencias, subastas y otras transacciones con licencias transables de pesca. En el caso en que en una determinada pesquería los desembarques sean menores al 50 por ciento de la cuota global, los titulares tendrán derecho a un crédito por el 50 por ciento del impuesto que hayan pagado.

Finalmente, se elimina el primer inciso del artículo décimo sexto transitorio, que ha pasado a ser décimo séptimo -página 178 del comparado-, relativo a la gradualidad en la aplicación de la patente a las naves en operación, y se mantiene el inciso referido a la gradualidad en la aplicación del impuesto específico. La tasa impositiva varía entre 0 y 3,3 por ciento del valor sanción en un período de 10 años. El objeto de este artículo transitorio es que la recaudación por concepto de impuesto específico aumente gradualmente y, por ende, la recaudación por concepto de patente se reduzca.

La decimotercera modificación del Senado figura en la página 99 del comparado, y dice relación con algunas normas sobre acuicultura. Se incorporan normas con el objeto de facilitar y agilizar la transferencia de concesiones y dar transparencia a la información sobre titularidad de las concesiones. Para ello -esto es un cambio importante-, se saca el registro de concesiones desde la Subsecretaría de las Fuerzas Armadas y se traslada a la Subsecretaría de Pesca. El registro será público, en línea, y señalará la titularidad de la concesión y los contratos que habilitan su operación. Por ejemplo, si se hace una maquila, que es muy común en esta actividad. De este modo, siempre se sabrá quién está operando, porque no podrá mover peces si no está inscrito su contrato. Por ende, se inscriben los titulares de las concesiones y quienes ejercen la operación en ella en virtud de otro tipo de contratos, como arriendo, maquila, etcétera. Además, se eliminan los regímenes de los artículos 80 bis y 80 ter, actuales regímenes de transferencia. En consecuencia, ya no se tendrá que acreditar operación previa para poder transferir la concesión.

También se establece infracción a la falta de información, información falsa y subreportes. En la página 124 del comparado figuran las nuevas multas que se proponen.

A los señores diputados y señoras diputadas de la zona sur, de la Región de Los Lagos y otras, les interesará la siguiente modificación. Se establece un ordenamiento respecto de los mitílidos, es decir, de los choritos, que aparece en la página 162 del comparado.

Dada la gran cantidad de solicitudes de extracción de choritos que impiden un ordenamiento, se cierra el acceso y se denegarán las solicitudes pendientes, de modo de evitar situaciones como las vividas en la industria del salmón por un crecimiento exacerbado sin control.

Finalmente, se establece como facultad del Sernapesca designar certificadores oficiales para labores de muestreo, análisis y certificación de la condición sanitaria, los que serán de costo del acuicultor.

La modificación número 14 se refiere a la reserva de las cinco millas de la pesca artesanal y a las aguas interiores, y la pueden encontrar en la página 65 del comparado.

En el Senado se volvió a la forma de medir las 5 millas desde las líneas de base normales, que es la medida más adecuada en esta materia, tanto por consideraciones de tratados internacionales respecto de cómo estas deben medirse, como por aspectos de seguridad jurídica para todos los actores debido a que la forma de medirlas debe ser precisa, clara y definitiva.

Recordemos que en esta Corporación se introdujo una modificación para medir las 5 millas. En vez de las líneas de base normales, lo hacía desde las puntas más salientes de la costa. Ello trajo una serie de trastornos. Por eso, el Senado recomienda volver a lo original, que es desde las líneas de base en su proyección de 5 millas.

Además, en el Senado se incorporó una extensión de las 5 millas al borde exterior de la Isla Grande de Chiloé. Esto es muy importante para los habitantes de esa localidad.

Recordemos que antes, la reserva llegaba hasta el Canal de Chacao. De ahí hacia el sur no existía la reserva de las 5 millas. Ahora, se extiende frente a la Isla Grande de Chiloé, lo que es una ganancia importante para la pesca artesanal de ese sector en forma exclusiva para ellos.

Asimismo, se introduce una modificación sustantiva en dicho artículo. Se reemplazan sus incisos tercero y cuarto por unos nuevos, que establecen en la norma permanente cuáles son las regiones y los recursos sobre los cuales pueden existir perforaciones de las naves industriales.

Mediante la modificación número 15, el honorable Senado aborda la reserva de la primera milla.

En relación a la primera milla no hay cambios sustantivos, salvo su extensión a la parte externa de la Isla Grande de Chiloé 
-que es coherente con la extensión de las 5 millas que acabo de explicar- y la incorporación del artículo décimo noveno transitorio 
-anterior décimo octavo; figura en la página 179 del comparado-, que recoge un acuerdo entre los pescadores de la Octava Región, mediante el cual se establece la regulación sobre esta materia por cinco años, dejando algunas áreas cerradas solo para los pescadores de eslora igual o inferior a 12 metros. Recordemos que las embarcaciones artesanales califican de 0 a 18 metros. Entonces, se consigna esta subcategoría inferior a 12 metros. También preceptúa que luego del período de vedas los pescadores de esas embarcaciones, así como también los de eslora de más de 12 metros e igual a 15 metros sin tecnificación, puedan operar los primeros 10 días en forma exclusiva. Esto es exclusivo y excluyente para la Región del Biobío.

La modificación número 16 se refiere a las nuevas facultades para regular la fracción artesanal de la cuota global de captura, y figuran en las páginas 68 y siguientes.

Se incorpora en la regulación que cuando la fracción artesanal de la cuota se establezca más de un período dentro del año calendario, los saldos no capturados de un período se puedan traspasar durante ese mismo año, ya sea a una misma región o, incluso, a otra.

Asimismo, se incorpora el artículo 48 B que regula que al momento de determinar la distribución por regiones de la fracción artesanal de la cuota global, se debe determinar si se ha capturado en forma completa o no en cada región. En el caso de que existan regiones que hayan capturado menos del 80 por ciento de la cuota, se les puede deducir lo no capturado y traspasarlo a otra región que haya capturado por sobre el 80 por ciento de su cuota. Para este propósito, se deben considerar los tres años anteriores a la determinación de la cuota y el mejor año en capturas de cada región, a fin de tomar en cuenta los efectos por fuerza mayor, que siempre pueden ocurrir.

Por último, se incorpora un artículo transitorio para traspasar la cuota de imprevistos para algunas regiones en tanto la norma del artículo 48 B no sea aplicable. Figura en la página 184 del comparado.

La modificación número 17 introducida por el honorable Senado aborda enmiendas a los Títulos IX y X de la Ley General de Pesca, y aparece en las páginas 115 y siguientes del comparado.

Los pilares fundamentales de la propuesta abarcan los siguientes temas: autoría, ordenamiento tipos legales infraccionales, agilización del procedimiento judicial -notificaciones y tribunal competente- e incautación.

a) En materia de autoría. Su tratamiento en la ley vigente contiene contradicciones per se y con otros artículos que establecen tipos infraccionales.

La propuesta de modificación pretende determinar claramente quiénes son los responsables de las infracciones en cada una de las conductas que la ley sanciona. Establece en forma explícita la responsabilidad de las personas jurídicas.

b) Ordenamiento de tipos legales infraccionales. Se reúnen en un solo artículo conductas de similar naturaleza: capturas -con resultado de pesca-; operaciones de pesca -sin resultado de pesca-, y se incorporan nuevos tipos. Por ejemplo: transgresiones en área de reserva de la pesca artesanal, la captura en alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados; la captura de especies hidrobiológicas con una nave sin mantener en funcionamiento el sistema de posicionamiento automático en el mar, la captura de especies protegidas por convenios internacionales de los cuales Chile es parte, y se amplía la calidad de ministro de fe respecto de las infracciones a la actividad de acuicultura.

c) Agilización del procedimiento judicial -notificaciones y tribunal competente-. Se determina oportunamente el tribunal al cual debe comparecer el infractor y al cual deben ponerse a disposición los objetos incautados.

Se propone cambiar la forma de notificación de carta certificada a la regla general del Código de Procedimiento Civil, esto es, notificación por el estado diario, pudiendo las partes elegir, como forma de notificación, el correo electrónico. 

Lo anterior resulta útil, en la práctica, para resolver los problemas que se generan cuando los infractores entregan domicilios incorrectos, imprecisos o inexistentes que impiden concretar la notificación con la consecuente dilación del juicio, como muchas veces ocurre.

d) Incautación. Se trata de resolver un problema práctico para el Servicio, que no cuenta con los medios humanos ni materiales para hacer efectiva la incautación, dejando en poder de los denunciados los bienes objeto de la infracción hasta que el juez competente determine su destino.

La modificación número 18 dice relación con regulaciones a los Comités Científicos Técnicos.

Recordemos que en el primer trámite reemplazamos al Consejo Nacional en los parámetros para determinar la cuota global y les traspasamos esas atribuciones a los Comités Científicos Técnicos.

En la página 145 y siguientes del comparado podrán apreciar que se mantienen prácticamente todas las normas aprobadas en la Cámara, y solo se modifican algunos aspectos, como permitir una integración más amplia en el Comité Bentónico; así también se permite la participación de científicos de centros de investigación que sean actores que puedan participar con derecho a voto.

La modificación número 19 se refiere a las normas del Instituto de Fomento Pesquero. Figura en la página 152 del texto comparado.

Al respecto, se consolidan las normas que permitirán una mayor independencia del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP). El presupuesto del IFOP queda en manos del Ministerio de Economía y no de la Subpesca, como hoy. 

Por otra parte, se incorpora una serie de normas a fin de garantizar la calidad de la investigación del IFOP, quedando el Ministerio a cargo de supervisar que dicha calidad se cumpla tanto en su procedimiento como en la calidad de la información científica que provea.

La modificación número 20 se refiere al Fondo de Investigación Pesquera (FIP), página 108 del comparado.

Se incorporan algunas normas para el Consejo del FIP, a fin de adecuar sus funciones y establecer un plazo para los integrantes de su Consejo Directivo.

La modificación número 21 dice relación con el Fondo de Administración Pesquero (FAP), página 155 del texto comparado.

Tal como lo expresó el Ejecutivo, con la regulación que se busca implementar, se pretende la recuperación de las pesquerías nacionales y no su deterioro. Esa es la mejor garantía del empleo asociado al sector pesquero nacional.

Sin peces, no hay actividad posible; esa es la primera responsabilidad que hemos asumido todos al hacer los cambios que sean necesarios a fin de resguardar los recursos, de modo que las generaciones futuras puedan contar con normas de conservación que permitan la renovación de las pesquerías y el incremento de esta importante actividad económica.

Se incorpora además una nueva norma al FAP, que permitirá otorgar apoyo social a los trabajadores de la industria que sean mayores de 55 años, que tengan una antigüedad de 15 años en el sector y que no hayan recibido los beneficios de las letras anteriores, a fin de proveerles la ayuda que corresponda, como en el caso de la pérdida de su trabajo.

La modificación número 22 -página 175 del comparado- establece una norma respecto de la licitación del bacalao. Como recordarán, por un problema de vigencia en la fecha de esta modificación, introdujimos esta materia en la tramitación del proyecto de ley de reajuste del sector público. Ahora, esta norma, que viene en este proyecto de ley, establece que se permitirá la participación del sector pesquero artesanal en la pesquería del bacalao de profundidad al sur del paralelo 47°, latitud sur. 

El mecanismo que se contempla permitirá que, por cinco años, la mitad de lo que se licita anualmente de esta pesquería, se licite entre los pescadores artesanales inscritos en esa pesquería. No hay que olvidar que en las licitaciones actuales puede participar cualquier persona, incluidos los pescadores artesanales.

Como consecuencia de lo anterior, en esta norma uno de los aspectos sustantivos es contar con las debidas precauciones para que se efectúe una actividad sustentable, incluyéndose en este concepto que quienes participen en ella cumplan con las normas pesqueras. La idea es garantizar que las disposiciones se cumplan. No podemos ni debemos permitir la actividad ilegal en esta pesquería. 

Honorable Cámara, he reseñado así la totalidad de las modificaciones del honorable Senado al proyecto en el segundo trámite constitucional.

La Comisión de Pesca, el miércoles recién pasado, al tomar conocimiento de las propuestas, acordó por unanimidad rechazar las enmiendas que se indicarán a continuación, sin perjuicio de dejar constancia en el respectivo informe de los votos de minoría.

Asimismo, acordó proponer la aprobación de aquellas enmiendas que no fueron objeto de observaciones por parte de la Comisión.

¿Qué modificaciones recomienda rechazar la Comisión de Pesca, a fin de que vayan a Comisión Mixta?

En el artículo 1°:

Las recaídas en la letra c) del numeral 3), fundamentalmente en lo relativo a la cuota de reserva para consumo humano, en cuanto a que este 1 por ciento de la cuota global de captura -me refiero al 1 por ciento que expliqué de la cuota de las pymes; el sector artesanal ha sido claro en señalarlo- debería solo ir en beneficio de los pescadores artesanales en cuanto a su extracción. Figura en la página 12 del texto comparado.

También la Comisión propone rechazar y mandar a Comisión Mixta la modificación consistente en la incorporación de la letra f) nueva, en el numeral 3), en cuanto permite modificar los porcentajes de fauna acompañante autorizados. Página 15 del texto comparado.

Esto pretende resolver uno de los principales problemas pesqueros actuales: cómo se extraen pesquerías que son dependientes una de la otra, como es el caso de la sardina común y de la anchoveta, especialmente cuando una de aquellas pesquerías tiene una cuota de captura muy baja o cuando la diferencia entre ambas cuotas es muy alta.

Para ello, se incorporó una norma, que se considera insuficiente, pues en estos casos se debe avanzar en que cuando la situación descrita ocurra, la cuota de la pesquería más baja debe quedar para ser extraída en calidad de fauna acompañante de la otra. En el caso de que esas cuotas se encuentren asignadas, se debe poder asignar en dicha calidad a cada titular.

También, se propone rechazar los artículos 43, 43 bis, 43 ter y décimo séptimo transitorio referidos a la patente pesquera. En este caso, se debe prevenir que el artículo 43 ter no fue objeto de modificaciones en segundo trámite. Por lo tanto, se requiere la unanimidad de la Sala. Los demás, es decir, los artículos 43, 43 bis y 17 transitorio, sí pueden ser rechazados, pues fueron objeto de modificaciones por el honorable Senado. De manera que antes de someter a votación los referidos artículos, la Mesa de la Corporación debe pedir la unanimidad en relación con el artículo 43 ter.

La premisa que primó para la objeción en la Comisión de Pesca fue que en esta patente e impuesto específico la recaudación fiscal debe ser equivalente a la actual. Para estos efectos, la Comisión consideró que esas normas deben ser revisadas en la Comisión Mixta con el fin que he señalado.

También se propone rechazar la incorporación de la letra c), del artículo 26 B), del nuevo numeral 19. En dicha letra se incorporan causales laborales para la no renovación de las licencias transables de pesca. En este caso, se debe tener en consideración que el artículo 143 de la ley de Pesca, que considera causales de caducidad totales y parciales, ya contemplaba las causales laborales por prácticas antisindicales que incorporó esta Corporación, quedando, en consecuencia, reiteradas en ambos artículos. Asimismo, se requiere una revisión de correcciones a dicha norma, a fin de lograr un adecuado equilibrio entre la protección laboral como también para que ello no implique un problema muy serio a quienes ejercen en calidad de titulares de la actividad pesquera.

La Comisión de Pesca también propone rechazar el artículo 173 letra g), referida al Fondo de Administración Pesquera.

En materia de protección laboral para los trabajadores, la principal apuesta del proyecto va en la dirección de la recuperación de las pesquerías. Mientras tengamos pesquerías sanas y productivas contaremos con trabajo estable y bien remunerado, como el que todos queremos para nuestros trabajadores. Sin perjuicio de lo anterior, en ese artículo el Ejecutivo ha tomado precauciones que cubren la etapa de la recuperación de las pesquerías y que forman parte del contenido de las letras d), e) y f) del artículo 173, las cuales creemos que van en la dirección correcta.

Sin embargo, en la Comisión hubo consenso en que en lo referido a la letra g) de la plataforma social, que se agregó en segundo trámite, se requieren algunas perfecciones o adiciones que la hagan aplicable a todo evento. Por consiguiente, se propone rechazarla para ser revisada en la Comisión Mixta.

Se propone rechazar el artículo décimo quinto transitorio, referido a la pesquería del bacalao, puesto que, a juicio de la Comisión, requiere dos perfeccionamientos que fueron considerados por la Comisión: por una parte, se requiere la incorporación en la licitación de los pescadores artesanales de las regiones Undécima y Duodécima, y, por otra, incorporar elementos de control a esa pesquería. No podemos ni debemos permitirnos no contar con ellos a la brevedad. Por eso, creemos que se puede mejorar en la Comisión Mixta.

La Comisión también propone rechazar el artículo décimo sexto transitorio, referido a la autorización para que industriales pesqueros exploten los recursos que allí se indican en la Cuarta Región. Es un artículo especial para esta región, que requiere perfeccionamiento, tal como se expresó en la Comisión de Pesca, y en lo cual existe el acuerdo de todos los actores de esa región del país. 

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Solicito el acuerdo unánime para que ingrese a la Sala el subsecretario de Pesca.

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, quiero comenzar mi intervención señalando lo que hemos hecho los miembros de la Comisión de Pesca y que consta en el informe que tienen a su disposición los honorables señores diputados. Además, quiero saludar a todos los pescadores artesanales y también a los trabajadores de planta y tripulantes de la Región de Coquimbo, algunos de los cuales nos acompañan en esta Sala; otros están siguiendo atentamente el debate a través del canal de televisión de la Cámara de Diputados y de Internet.

Siete fueron los principios que planteamos al comienzo de la discusión y que debían inspirar la tramitación de este proyecto de pesca, de acuerdo con lo señalado por los diputados de la Democracia Cristiana.

En primer lugar, la sustentabilidad de los recursos pesqueros.

En segundo lugar, que dichos recursos son de todos los chilenos y que corresponde al Estado su administración y otorgar permisos de pesca.

En tercer lugar, la necesidad de establecer una plataforma social que proteja a los trabajadores de planta y a los tripulantes en caso de quedar desvinculados, a consecuencia de la aplicación de esta ley, tal como debió aplicarse con motivo de la ley de 2001, que fijó el límite máximo de captura por armador. 

En cuarto lugar, la opción preferente por la pesca artesanal.

En quinto lugar, la justa compensación al país por la administración de recursos pesqueros que pertenecen a todos los chilenos. Eso se llama royalty, patente o rentas al Estado por administrar y explotar recursos de todos los chilenos.

En sexto lugar, la necesidad de incorporar el acceso de nuevos actores a un mercado que, sobre todo en el caso de la industria, se encuentra absolutamente cerrado a la incorporación de nuevos partícipes.

Y, en séptimo lugar, y no por ello menos importante, favorecer el consumo humano de un producto muy importante para la salud de todos los chilenos.

Cabe señalar que salió un muy mal proyecto de la Cámara de Diputados, porque la situación en que estamos se debe mayoritariamente a que se aprobó una iniciativa sin licitación, con licencias perpetuas, sin ningún tipo de limitación y sin la posibilidad de que se pudieran transferir las cuotas. Es decir, consideraba un acceso absolutamente cerrado para la entrada de nuevos actores. 

Sin embargo, se avanzó en algunos temas importantes, gracias a los aportes de la Oposición, como, por ejemplo, la incorporación de comités científicos técnicos. Todos los miembros de la Comisión concordamos en que ellos pudieran determinar la cuota global y no como ocurre hoy, puesto que los mismos incumbentes, los industriales con mayoría en los consejos zonales y en el Consejo Nacional de Pesca, determinan la cuota. Sin duda, eso provocó la sobreexplotación de los recursos pesqueros. Ciertamente se lograron avances en el Senado, pero este sigue siendo un proyecto insatisfactorio. 

Por eso, los cuatro diputados de Oposición, quienes hemos tenido un planteamiento común y unitario en la Comisión de Pesca, que estuvimos presentes en esa oportunidad, acompañados por la diputada Clemira Pacheco y los diputados Cristián Campos y Gabriel Silber, tuvimos una sola posición como diputados de la Concertación. Por eso logramos mejorar el proyecto en numerosos aspectos.

No obstante, hay dos temas que, sin duda, son los más controvertidos.

Primero, la renovación o no de veinte años de las licencias clase A una vez que son conferidas en la nueva ley, de acuerdo con las asignaciones históricas.

Señor Presidente, quiero recordar que soy autor de una indicación, junto con el diputado Patricio Vallespín, para limitar las licencias de pesca a 20 años en forma no renovable. 

¿Por qué lo planteamos en forma no renovable? Porque nos parece que carece de la adecuada simetría jurídica que debe existir, que licencias clase A tengan la posibilidad de renovarse automáticamente, y no tengan la misma posibilidad las licencias clase B, que se generan a partir de las licitaciones. Nos parece complejo hipotecar en 20 años más la autonomía que debe tener el Congreso Nacional del año 2032 para decidir estas materias. 

Yo no voy a estar en el Parlamento el 2032, y espero que ninguno de nosotros, porque se va a aprobar nuestro proyecto para limitar la reelección de los parlamentarios. 

Sé que se producen mayores incentivos, y lo han planteado algunos trabajadores, a la inversión y al cumplimiento de la normativa ambiental, sanitaria y laboral, si hay renovación de licencias y no se produce la aplicación de las causales de caducidad. Pero también es cierto, y este es el tema de fondo, que hoy no están las condiciones para ello sin una adecuada plataforma social para los trabajadores; sin un “Indap” del mar, para que los trabajadores de la pesca artesanal puedan percibir beneficios concretos, y donde no existe una justa retribución al Estado, a todos los chilenos, por la explotación de los recursos. 

Por eso, hemos planteado en estos puntos una plataforma social de acuerdo con lo que están pidiendo los trabajadores. Es absolutamente insuficiente un bono de 37.000 pesos mensuales para los trabajadores que queden desempleados por la aplicación de esta futura ley. 

Apoyamos a los trabajadores de la industria, a los tripulantes, para obtener un bono de 80 UTM y un capital semilla de 400 unidades de fomento, y por eso vamos a rechazar el artículo 173. 

Queremos un justo y verdadero royalty, que compense al Estado y a todos los chilenos por la explotación de los recursos. 

También queremos un verdadero “Indap” del mar y necesitamos saber cómo será esa institución. No nos basta con que el gobierno nos diga que en seis meses más va a presentar un proyecto de ley sobre la materia. 

Estamos de acuerdo con que exista una cuota de 1 por ciento para las pymes, pero con una condición: que la cuota sea capturada por los pescadores artesanales y que sea destinada al consumo humano. 

También vamos a rechazar la modificación del Senado al artículo décimo sexto transitorio, que da 20 años de perforación a la industria en las cinco millas reservada a la pesca artesanal en la Región de Coquimbo, sin autorización de los pescadores artesanales, y pido a todos mis colegas rechazar dicha norma. 

Son los pescadores artesanales quienes deben autorizar, en casos específicos, concretos y excepcionales, dicha perforación. 

Este proyecto de ley es diferente al que analizamos en el primer trámite. Sin duda, ha sido mejorado con los aportes de la Oposición, pero nosotros esperamos avanzar todavía más en este trámite y en la Comisión Mixta. 

Además, por un principio de responsabilidad, quiero agregar un punto importante. Tenemos que pensar en una ley para los próximos veinte años. Lo peor es no legislar. No podemos estar dos años más, como han propuesto algunos, como el senador Navarro -me atrevo a individualizarlo-, con un 5 por ciento de la cuota del jurel para los pescadores artesanales, puesto que son los industriales, en el Consejo Zonal de Pesca, quienes deciden la cuota, y no el Comité Científico Técnico. 

Por lo anterior, vamos a legislar, pero lo haremos por el bien común. Hemos hecho propuestas y esperamos que el Gobierno se atreva a incorporarlas, por el bien de una buena ley de pesca que deberá regir en nuestro país por los próximos veinte años. 

He dicho. 

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Como en las tribunas se ha ubicado una cantidad importante de invitados, que representan a distintos sectores relacionados con la pesca, les pido que escuchen el debate y la exposición de cada diputado con el mayor respeto posible, independientemente de que estén de acuerdo o no con sus planteamientos. 

Tiene la palabra el diputado señor Frank Sauerbaum. 

El señor SAUERBAUM.- Señor Presidente, en mi condición de integrante de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos de la Corporación, me ha correspondido participar en la discusión del proyecto de ley que modifica la ley general de pesca y acuicultura. 

Tengo plena conciencia de la importancia de esta norma, sobre todo para la zona sur y para la región que represento, la del Biobío, particularmente para comunas como Talcahuano y Coronel, en que la actividad pesquera es esencial y donde la pesca no es un negocio sino, más bien, una forma de vida. 

Por lo anterior, no efectuaré una descripción del proyecto de ley, parque ya se ha hecho. Sólo indicaré que el proyecto tiene la virtud de buscar conciliar la conservación con la estabilidad, tanto para el sector artesanal como para los trabajadores de la industria pesquera. 

La discusión en la Cámara de Diputados fue extensa. Se escuchó a más de 180 organizaciones de todas las actividades del país, desde el norte al sur austral; se legisló con toda la información disponible y, por lo tanto, creemos haber despachado un proyecto aceptable. 

La iniciativa recibió varias modificaciones en el Senado, algunas de las cuales implican mejoras, pero hay otras con las que no podemos estar de acuerdo. 

Uno de los aspectos destacables es la mantención del fraccionamiento entre los sectores artesanales e industrial, negociación en la que participaron las organizaciones y dirigentes más representativos de los trabajadores industriales, artesanales y gremios de las empresas industriales. 

Esta iniciativa permitió evitar una discusión mucho más extensa, que habría desgastado al Congreso Nacional. 

El proyecto llega a su etapa final con un sector artesanal fortalecido, que tiene más porcentaje de pesca en diversas especies, con sus inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal y con la mantención de su carácter indefinido y transmisible. 

Después de que esta futura ley entre en vigencia, pasarán a pescar sobre el 56 por ciento de las capturas a nivel del país. 

El sector industrial, por su parte, podrá optar por entregar sus permisos de pesca indefinidos para recibir una licencia transable de pesca que tendrá una duración de veinte años, renovable si se solicita y no se ha caído en alguna de las causales de inhabilidad para tal renovación. 

Habrá entregado también un porcentaje de diversas pesquerías a los artesanales, pero sus permisos quedarán separados de las naves y podrán actuar con mayor flexibilidad en la transferibilidad de estos, como lo recomendó el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, en enero de 2011. 

Sin embargo, desde mi punto de vista, el proyecto viene con algunos problemas desde el Senado, porque se estableció licitación a todo evento sin sujeción a ningún parámetro científico. 

Cuando la Cámara de Diputados despachó el proyecto, no consideró la licitación, lo que no fue producto de un capricho, sino de la opinión que se formaron sus integrantes luego de escuchar a los más representativos dirigentes laborales, artesanales e industriales, que por distintas y fundadas razones -que no viene al caso repetir- fueron unánimemente contrarios a ella. 

El establecimiento de licitaciones es, en sí, cuestionable; el hacerlo a todo evento, y más aun en pesquerías colapsadas, sobreexplotadas e, incluso, en plena explotación es un error técnico que esta Cámara debe corregir. 

También debe corregirse que las patentes pesqueras no financien el monto que se ofreció en su momento, el que debe solventar las acciones de fiscalización y administración del sector. Eso debe hacerse con el establecimiento de patentes pesqueras justas, esto es, que los actores paguen en proporción a lo que capturan: el que pesca más, que pague más. Esta es una norma que debe respetarse en la formulación que la ley contemple respecto del pago de patentes y del impuesto específico o royalty. 

Finalmente, quiero referirme a un aspecto de la mayor importancia: los trabajadores de la industria, que han sido actores de este proyecto, quienes han defendido lealmente la actividad en que laboran. Y no podía ser de otra forma, ya que la menor disponibilidad de materia prima los afecta directamente. Cada tonelada de pesca que se traspasa a otros actores es menos trabajo para los tripulantes de barcos, que se paralizan, o trabajadores de plantas en que se procesa la pesca.

La plataforma social debe ser mejorada, y eso es resorte del Ejecutivo, y no del Congreso. Pero tienen razón los dirigentes de la industria cuando piden solución para la posible pérdida de trabajo de tripulantes y de otros trabajadores embarcados, así como de plantas procesadoras en que han laborado una vida en la actividad industrial y tienen una especialidad que es difícil de aplicar en otro trabajo.

Entonces, solicito al Gobierno que ponga especial atención a lo que pide el sector laboral y que conceda lo que han planteado los trabajadores, ya que me parece absolutamente insuficiente lo aprobado por el Senado. 

Por ejemplo, al desagregar las 20 UF establecidas en la letra g) del artículo 173, en beneficio de los ex trabajadores de la industria pesquera, promedia 37.000 pesos mensuales, lo cual no permite cubrir las necesidades básicas de un extrabajador. A ello hay que sumar que el desgaste propio de la industria pesquera hace que un trabajador de dicho sector, a los 55 años, tenga una salud considerablemente más deteriorada que trabajadores de otros rubros. 

Al plantearse la necesidad de incluir una plataforma social, se debe considerar que, en los hechos, sea efectiva en cubrir las necesidades de los trabajadores que, eventualmente, quedarán sin empleo. En ese sentido, es factible proponer elevar el monto del beneficio y el plazo por el cual será cubierto, puesto que se trata de un sector de la industria en que, eventualmente, algunos trabajadores podrían quedar sin trabajo por la aplicación de la ley y no por una decisión propia o un hecho imputable a ellos.

He dicho.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Adriana Muñoz.

-Manifestaciones en las tribunas.

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- A quienes no les guste mi pensamiento les pido que, al menos, lo respeten.

El señor ULLOA (Presidente accidental).- Pido nuevamente a quienes asisten a las tribunas que, por favor, mantengan silencio.

Continúe con el uso de la palabra, señora diputada.

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Gracias, señor Presidente.

En agosto recién pasado, cuando debatimos este proyecto en la Cámara de Diputados, voté en contra de la idea de legislar, porque considero que es un mal proyecto de ley de pesca, porque apunta especialmente a proteger los intereses y ganancias de unos pocos empresarios del sector. Lamentablemente, en el Senado, un grupo de senadores de la Democracia Cristiana llegó a acuerdo con el Gobierno en dos puntos que me parecen fundamentales.

El primero tiene relación con la duración y carácter de las cuotas. En este sentido, se trata de un proyecto que, en mi opinión, perjudica al país y a quienes desarrollan esta actividad en pequeña escala. Los únicos ganadores son las grandes empresas del sector que aseguran mantener sus cuotas por cuarenta años. Son veinte años, más otros veinte años renovables. Este es el punto fundamental del proyecto. Todo el resto es importante, pero esto es lo sustantivo. Este es el tema sobre el cual hago objeción y creo que, de cara a esta Sala y a la ciudadanía, debemos votar en conciencia. Por eso, desde ya, pido votación separada para el numeral 19 que contiene los artículos 26 A y 26 B. 

En dichos artículos, la ley reconoce a la industria pesquera, concentrada en siete u ocho familias, un derecho casi exclusivo para extraer recursos del mar -como ya dije- por veinte años prorrogables. Es decir, se les permite seguir obteniendo jugosas ganancias a través de la explotación de una riqueza que pertenece a todas las chilenas y chilenos. Además, son los mismos que han depredado nuestro mar durante los últimos diez años.

No puedo entender -por eso estimo que este es el elemento central del proyecto- que se premie al mismo sector que hizo posible, por ejemplo, que en la última década disminuyera casi seis veces la captura del jurel. La entrega de cuotas por cuarenta años se sustenta en pretendidos derechos históricos que, en mi opinión, sólo existen en la imaginación de esos empresarios y en la del Gobierno.

No creo en los derechos históricos. Creo en recursos estatales que se asignan por períodos cortos, bajo ciertos criterios y que culminan o caducan cuando lo disponga el bien común y el interés del país, y no los negocios.

El segundo tema que fue parte del acuerdo en el Senado, que me parece complejo, se refiere al fraccionamiento. 

El reparto para la pesca artesanal, contenido en el fraccionamiento propuesto, sigue siendo insuficiente. A modo de ejemplo, si se distribuye el mejoramiento obtenido a nivel de caletas, el aumento alcanza a un par de kilos por pescador artesanal. Esta propuesta es una vergüenza para un sector productivo que representa para la economía nacional más de 1.200 millones de dólares al año. Es una verdadera mezquindad con el sector artesanal.

Incrementar el porcentaje cuando la actividad está deprimida no es un avance. Subir de 50 a 60 por ciento la participación en algunas pesquerías en que las capturas se han reducido a la mitad o menos, en mi opinión, es un retroceso y no un logro. 

Por cierto, este proyecto de ley contiene algunos avances, que votaré a favor. Me quedo con los mejoramientos y avances en materia de administración, donde se perfila muy tímidamente -por lo menos, se perfila- una institucionalidad más técnica, con comités especializados, lo que permitirá priorizar los criterios científicos.

Sin embargo, la propuesta se relativiza 
-esta es mi preocupación- cuando vemos la presencia de una mesa sectorial que reproduce la injerencia de los consejos y cuando observamos la escasa decisión para mejorar la investigación y la fiscalización, que son claves para que los logros no se transformen en letra muerta. 

Una real decisión a favor de la sustentabilidad, valor que está en el centro de los considerandos y de las ideas matrices del proyecto, debió ser complementada con una fuerte inversión en investigación y fiscalización, que no existe en esta iniciativa.

Hay propuestas interesantes, como el “Indap” pesquero, que son bienvenidas.

No obstante, rechazaré un conjunto de artículos, ya individualizados por el diputado Walker, que la Comisión, por unanimidad, propone resolver en la Comisión Mixta, sobre todo aquel que afecta a los pescadores artesanales de la Región de Coquimbo, puesto que, a causa de una indicación que se presentó en el Senado, se propuso la perforación de las cinco millas. Esa ha sido una lucha histórica de los pescadores artesanales de nuestra región. Por lo tanto, solicito a los colegas que solidaricen con los pescadores artesanales de la región, para que no se lleve a cabo la referida perforación. 

También hago mía la propuesta de las pymes pesqueras. En esta Cámara logramos, mayoritariamente, aumentar a 5 por ciento la reserva de la cuota global industrial, para asegurar el abastecimiento de las pymes pesqueras de consumo humano. No se logró aprobar, porque era de quorum especial. Pero el acuerdo político en el Senado baja esa reserva a 1 por ciento. 

Estimo que hay que dirimir el tema en esta Sala y votar a favor ese 1 por ciento, porque la propuesta para llevarlo a la Comisión Mixta es que podamos eliminar la posibilidad de que sean todas las pesquerías. De hecho, se propone tratarlo en Comisión Mixta para que dicha reserva sea acotada solo a pelágicos menores, lo que considero preocupante. Por eso, concuerdo con la proposición de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos.

Insisto en que votemos en forma separada el numeral 19, que contiene los artículos 26 A y 26 B, porque, como ya señalé, ahí se establece un sistema de cuotas por veinte años prorrogables. Es lamentable que en el Senado -donde, supuestamente, la Oposición tiene mayoría- no se haya rechazado esta norma, de manera de impedir que un pequeño grupo de empresarios pesqueros, que actualmente tienen las cuotas, que reclaman como históricas, las sigan manteniendo para siempre. 

Pedí votación separada sobre ese punto, para que, en forma transparente, precisemos ante el país, en una decisión histórica, si estamos por plasmar en la ley que existen estos derechos históricos en la pesca de nuestro país y dejar a esas familias -tal como ocurre actualmente respecto del Código de Aguas- derechos y cuotas de nuestros recursos pesqueros ad aeternum, que pueden vender, transar y, después de veinte años, si cumplen con algunos requisitos, puedan mantenerlos por otros veinte años más. 

A mi juicio, eso significa expropiar un derecho del Estado -y, por ende, de todos los chilenos- en relación con nuestras riquezas del mar. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, cuando se discutió este proyecto de ley, en su primer trámite constitucional, nosotros nos opusimos a la idea de legislar. Dijimos que, a nuestro entender, estaba claro que existía desconfianza hacia la actual institucionalidad pesquera como garante de la sustentabilidad. Esa idea la mantenemos, porque el problema sigue siendo el mismo. 

Las preguntas que nos interesa responder son las siguientes: ¿Quién se beneficia de las riquezas del país? ¿Quién se beneficia de la biomasa marina? ¿Son los ciudadanos, los usuarios, los trabajadores de la pesca, artesanales o industriales? ¿O son los dueños de las grandes flotas, que no necesitan organizar protestas ni tomarse las calles, porque sus intereses están debidamente protegidos, garantizados y asegurados en un proyecto de ley que hoy se nos convoca a discutir? ¿Por qué se llega a la movilización? Porque a la ciudadanía no le gusta este proyecto de ley de pesca.

Tal como dijimos en aquella ocasión, la cuota que votaron Sonapesca y Anipes en el Consejo Nacional de Pesca fue, en promedio -que se escuche bien-, casi 80 por ciento por sobre lo recomendado por el Instituto de Fomento Pesquero. 

Según Naciones Unidas, sobran barcos y faltan peces, y en unas cuantas décadas todo estará colapsado, en Chile y en el mundo entero. Dará lo mismo desarrollar o no esta discusión sobre renovaciones de licencias y otras variantes, por la simple razón de que no habrá peces.

Lo que se agotó -la buena nueva es que se agotó antes de que se agotara la biomasa marina- es este modelo de mercado para explotar los recursos pesqueros, que se extraen a una velocidad voraz e incontenible. Lo que discutimos es un proyecto que regula esa voracidad incontrolable de unos pocos. 

Entonces, resulta contradictorio discutir sobre unas cuantas migajas. Por ejemplo, valoro mucho la licitación del 15 por ciento de las cuotas pesqueras, que fue acordado en el Senado. Pero esto me lleva a una pregunta de fondo: ¿Cuál es el compromiso del sector industrial con el país? ¿Acaso no se sabe que son responsables del colapso y del sometimiento de la institucionalidad pública a sus intereses, a sus requerimientos? ¡Por cierto que se sabe! ¡Todos los que estamos discutiendo aquí lo sabemos! Entonces, pese a lo anterior, ¿por qué se insiste en quedarse con todo: los derechos de propiedad, renovaciones automáticas, cuotas, perforación de la primera milla, perforación de las cinco millas; además, se disminuye la participación de las pymes, se mantiene la pesca de arrastre, etcétera? Repito: la voracidad es tremenda; lo quieren todo, hasta la cola del pescado. Es una codicia sin límite.

Sin embargo, debemos votar afirmativamente, para lograr algo, un 15 por ciento. ¡Pero hemos dicho -se ha escuchado insistentemente- que los recursos hidrobiológicos son de todos los chilenos, pero aun así estamos discutiendo sobre esas migajas que corresponden a los chilenos! A mi entender, debe-
ríamos estar legislando sobre los intereses nacionales y el beneficio popular. 

El proyecto busca regular la cuota de pesca e intenta disminuir la explotación para que, en el tiempo, el recurso sea menos susceptible de desaparecer y, por ende, generar una competencia ilimitada entre los privados más grandes. ¿Qué quiere decir esto? Que el mercado, al que le hemos entregado la pesca, no pudo hacerse cargo de regular la relación entre los privados, y esta intervención que hacemos ahora en el Congreso Nacional es la respuesta al llamado de auxilio que se le hace al Estado para regular la relación entre las ya muy famosas 4, 5 o 7 familias -a estas alturas del partido, no queda claro cuántas son; lo que está claro es que son muy pocas-, que nada tienen que ver con los intereses nacionales y el beneficio popular. 

Es una pena que empresas nacionales y extranjeras, con el apoyo de sus amigos instalados en esta institucionalidad, se aprovechen de la necesidad de trabajo de los más pobres para que se movilicen en defensa de sus intereses.

Se ha formado tal enredo de intereses y de conspiraciones que hace rato que no se sabe a quienes tenemos como interlocutores. Aquí se aplica el antiguo refrán que expresa: “a río revuelto, ganancia de pescadores”. Claro que esos pescadores no son los más sencillos ni los más humildes; son los industriales. Es decir, en este río revuelto, son los industriales pesqueros los que han ganado; las grandes empresas nacionales y transnacionales. 

El régimen de explotación pesquera dominante en Chile es justamente el que estamos cuestionando: el régimen de mercado, el régimen neoliberal. Pese a las palabras del ministro, este no es un país rico. Chile es un país de la periferia, es un mercado periférico, en que no se toman las decisiones sobre el modelo de desarrollo, porque esas decisiones las toman quienes realmente mandan, que no son los que tienen que protestar para asegurar el alimento y el bienestar de sus familias. Este modelo es la causa de esta crisis en los stocks pesqueros, del entrampamiento político y de las continuas protestas de personas cansadas de ver que una y otra vez los favorecidos son los mismos de siempre, los pocos de siempre. 

Ojalá pudiéramos rechazar este proyecto, para contar con una verdadera estrategia de Estado y no de expertos; una estrategia nacional y pública, y no de grupos privados y pequeños, en el sentido de que son pocos los que terminan aprovechándose de recursos que pertenecen a todos los chilenos. Aun cuando no es esa la situación, votaremos cada artículo según lo que estimemos adecuado, pero no apoyaremos las licencias renovables automáticamente, por veinte años, ad aeternum, ni la disminución de la cuota pyme, como tampoco los intentos de perforación de las cinco millas, porque en Chile debieran asegurarse el trabajo y las oportunidades para todos los chilenos y chilenas.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, nuevamente estamos discutiendo un proyecto de ley que, en su primer trámite constitucional, significó largas horas de debate en la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos. Y en esa discusión, los dirigentes de la pesca artesanal se dieron cuenta de cómo funciona el sistema en el Congreso Nacional, no solamente respecto de este proyecto, sino con la ley de pesca que debatimos hace diez años. 

Para mí, este es uno de esos proyectos -lo digo con mucho pesar- en que impera con mucha fuerza el lobby empresarial en el Congreso Nacional. Lo digo con sinceridad y responsabilidad. Hemos visto los pasillos del Senado y de esta Cámara llenos de connotados empresarios de la industria, que han venido a defender sus bolsillos y sus intereses. 

Desde mi punto de vista, este proyecto implica migajas para los pescadores artesanales y millones de dólares para los industriales. 

Lo expreso en esos términos porque hemos sido testigos de la forma en que se dio la discusión. Esta discusión partió mal hoy -lo digo con mucho respeto-, porque aparece como informante del proyecto el diputado Patricio Melero, el representante de los industriales en el Congreso Nacional durante muchos años, porque ha defendido sus intereses y sus bolsillos. Lo he dicho siempre, pero con respeto.

Al país tiene que quedarle claro que este proyecto de ley no le entrega licencia por veinte años, renovables, a la industria. ¡Le entrega los recursos de todos los chilenos a perpetuidad!

En la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos de la Cámara de Diputados aprobamos una indicación que establecía que los recursos hidrobiológicos son de todos los chilenos, pero se negaron a aprobar esa modificación en los siguientes trámites. Finalmente, se aprobó un artículo ambiguo, que deja en tierra de nadie los recursos pesqueros de todos los chilenos, lo que, en los hechos, significa que se entregan a las mismas manos de siempre.

Quieren mostrar varios temas que se discutieron en el Senado como grandes logros, como grandes aciertos.

Pero quiero destacar una gran contradicción. El Presidente del Senado, el senador Camilo Escalona, hace algunos días señaló públicamente que esta nueva ley de pesca es inconstitucional y un error político y económico garrafal. Hacía muchos años que no estaba de acuerdo con él, pero debo reconocer que ahora coincido plenamente con su posición, porque también considero que es inconstitucional. Él señaló, como Presidente del Senado, que esta era una expropiación de los derechos de los chilenos y de las chilenas, y estoy totalmente de acuerdo con ello. Agregó que la propiedad colectiva de todos los chilenos se está entregando, a través de un acto legal, a un puñado de controladores económicos. Y coincido plenamente con su afirmación.

También afirmó que la cesión de derechos por veinte años, renovables, defrauda las aspiraciones de la pesca artesanal y de los sectores ambientalistas.

Para el senador Camilo Escalona, Presidente del Senado, con esta ley se está consagrando un monopolio por ley en un sector productivo del país.

Los pueblos originarios -he aquí la contradicción- hicieron presente las violaciones flagrantes del proyecto al Convenio N° 169 de la OIT. No nos hagamos los tontos: la ley de pesca afecta también a las comunidades indígenas en miles de millas de las costas de nuestro país. El senador que ha hecho estas declaraciones se ha molestado porque se han presentado acciones en los tribunales de justicia que han sido acogidas en sus primeros trámites por algunas cortes de apelaciones, como, por ejemplo, la de Valparaíso.

No nos quedemos sólo en el discurso; vamos a las acciones.

Nosotros presentamos una serie de indicaciones que buscaban proteger y defender los intereses de la pesca artesanal, pero nos encontramos con una fuerte oposición a esas modificaciones, de parte del oficialismo. Pero también -¿por qué no decirlo?- diputados nuestros, de la Concertación, votan a favor de los industriales.

Es necesario decir -es un tema que tenemos pendiente como país- que, con esta futura ley de pesca, algunos están asegurando su reelección el próximo año, porque el financiamiento de las campañas políticas se relacionará con esta temática.

El diputado Hugo Gutiérrez mencionó el refrán “a río revuelto, ganancia de pescadores”, pero, al igual que las tribunas, yo diría que, en este caso, el refrán debiera decir: “a río revuelto, ganancia de los industriales”, porque se estipula que la concesión de la licitación por 20 años, renovables, va a significar 48.000 millones de dólares en 40 años, a los que, seguramente, se les podrán agregar 20 años más, o quizá será en forma perpetua.

Es decir, cuando esta norma entre en vigencia, el 1 de enero del próximo año, los conglomerados económicos aumentarán sus valores en varios millones de dólares al otro día. Eso será un hecho.

No obstante ello, en cuanto al detalle de las modificaciones, vamos a rechazar algunas que nos parecen impresentables. Pero vamos a aprobar algunos cambios que nos parecen importantes, como, por ejemplo, la que establece una causal para la no renovación de la licencia, asociada al reiterado incumplimiento grave de las normas laborales. Creemos que esto es un avance, aunque estamos conscientes de que puede haber “letra chica”, porque sabemos cómo funcionan los temas laborales en nuestro país. Existen muchos empresarios que mantienen millonarias deudas en las direcciones del trabajo, que nunca pagan. Por lo tanto, creemos positivo que quede establecido en la ley.

No voy a alcanzar a hacer un análisis detallado de cada uno de los puntos, pero hay un tema que constituye el corazón del proyecto, al que me voy a referir en el breve tiempo de que dispongo: las licencias transables, los plazos y causales de caducidad de las licencias.

Desde nuestro punto de vista, como bancada del Partido Socialista, creemos que en dos artículos se concentra el corazón del proyecto, que pretende entregar, de manera perpetua -seamos honestos en reconocer que eso es lo que quieren hacer; lo de los veinte años renovables es una mentira-, los recursos pesqueros a las grandes empresas industriales incumbentes, bajo el subterfugio de las licencias temporales, por veinte años, pero con renovación automática. Debemos rechazar ese artículo, porque es lo que nos han pedido los representantes de la pesca artesanal.

Pretendemos votar favorablemente el artículo relacionado con las licitaciones de las pesquerías en plena explotación, sujetas a RMS, porque posibilita la licitación del 15 por ciento de la fracción industrial. Al respecto, hay visiones diferentes dentro de nuestra bancada, que son legítimas, pero, desde nuestro punto de vista, el artículo tercero transitorio permitirá horadar el oligopolio de las grandes empresas industriales que hoy tienen esto en sus manos. Se intentará llevar a la Comisión Mixta, con el argumento de que hace mención a las licencias renovables por veinte años; sin embargo, ello no es necesario, porque basta con arreglar el artículo 26 B del proyecto.

Para terminar, repito que al inicio de esta discusión teníamos muchas más expectativas respecto de los avances que íbamos a lograr. Es cierto que se lograron objetivos que tienen relación con la pesca artesanal, pero son una minucia en comparación con los millonarios ingresos que esta futura ley generará a los grandes grupos industriales del país.

Cuando el Estado dijo que no iba a cobrar más patentes a las zonas concesionadas, en su momento, lo consideramos un avance, pero al revisar las cifras nos damos cuenta de que esta norma hará más millonarios a quienes ya se han hecho millonarios con los recursos de todos los chilenos, lo que resulta bastante doloroso.

La mejor muestra de que lo que estoy planteando guarda una estricta relación con la realidad es, justamente, lo que señalé al principio. El primer artículo que aprobamos -esto lo tiene que saber no sólo la gente que se encuentra en tribunas, sino la totalidad de la pesca artesanal del país- en la Comisión técnica de la Cámara de Diputados, el artículo 1°, establecía algo que para nosotros era fundamental: que el Estado es el propietario de todos los recursos hidrobiológicos del país. Ese artículo, que desde nuestro punto de vista iba a sustentar una mejor ley de pesca, en armonía con los artículos siguientes, fue simplemente desechado, primero en la Cámara de Diputados y, posteriormente, pulverizado en el Senado.

Eso demuestra que los grandes ganadores con esta nueva ley de pesca serán los mismos grupos económicos que se han enriquecido por largos años.

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a todas las agrupaciones que han venido a escuchar el debate de este proyecto de ley tan importante, en particular para la Región del Biobío.

He escuchado muchas intervenciones y creo que se ha quedado en el tintero el principal recurso que debemos cuidar los parlamentarios: los trabajadores.

Parto con esa afirmación porque algunos, en la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, primero, y en la Sala, después, rechazamos la idea de legislar este mal proyecto. Pero ahora debemos legislar sobre la base de lo que tenemos, y tenemos que poner el acento en lo importante.

Durante todos estos meses, en que las diferentes organizaciones han conversado con el Gobierno, me he convencido de que la plataforma social es completamente insuficiente. Se ha hablado de incorporar otras materias, pero sobre lo sustantivo, lo que implicará que algunas personas queden desempleadas, no se ha mencionado, como, por ejemplo, los puentes de jubilación. Muchas personas van a quedar sin empleo, que no desean recurrir a los municipios. Por eso, en esta materia, Talcahuano tiene una posición única como ciudad. 

Hablamos de una plataforma social para la pesca artesanal; sin embargo, se eliminó completamente lo que había aprobado la Cámara de Diputados. Esperamos mejores condiciones para la actividad pesquera, pero también para nuestra gente, como quienes se quieren retirar, a quienes no se les reconoce su actividad como trabajo pesado. Pero sobre eso no hay nada. Por eso el artículo 173, letra g), debe ir a Comisión Mixta, porque así quedó establecido transversalmente en la Comisión. La semana pasada concordamos conversar con el Gobierno para generar mejores condiciones. Es más, hoy, 10 de diciembre, seguimos recibiendo cartas de los trabajadores embarcados y de planta, porque ven que son los grandes perdedores con este proyecto.

Asimismo, quiero referirme al artículo 3°, letra c), que se relaciona con el 1 por ciento para las pymes. Las pequeñas y medianas empresas de la Región del Biobío vinieron mayoritariamente a tratar esta materia, y luego de un arduo camino, finalmente recibieron la comprensión del Gobierno y se les concedió ese porcentaje. Por eso, como estimo que no deben ser los parlamentarios quienes se lo quiten, pido a esta Cámara que apruebe, mañana u hoy en la noche, la concesión de ese 1 por ciento, porque generará trabajo. Lo digo porque leí completamente el estudio de la Universidad de Concepción del 2008, que señala que, cuando se entregaron las cuotas, efectivamente se generaron puestos de trabajo.

Hay que respetar los acuerdos, y por eso aplaudimos que los pescadores artesanales de la Región del Biobío con embarcaciones menores de 12 metros de eslora llegaran a un acuerdo, de manera excepcional, respecto de la primera milla. Por lo tanto, lo acordado en el Senado tiene que quedar estipulado como corresponde y debe ser ratificado por esta Cámara. Por lo mismo, debemos poner el acento en lo que, a mi juicio, es el gran problema de la pesca artesanal de la Región del Biobío. Por eso no me gusta la redacción del artículo 50, en lo relacionado con las zonas contiguas. Con todo, voy a respetar el acuerdo al que se llegó con los pescadores artesanales de nuestra región, particularmente porque se van a prorrogar algunas medidas importantes para su actividad, como la entrada en vigencia del posicionador satelital y la cámara, instrumentos que, sin duda, aumentan los costos operativos.

En muchas ocasiones he escuchado a personas que se manifiestan en contra de la pesca de arrastre. Hoy se les presenta una gran oportunidad, pues se incorporó el proyecto de ley completo de ecosistemas marinos vulnerables, que estaba en el Senado. Por lo tanto, se avanza en la línea correcta. No obstante, también quiero expresar a quienes quieren atentar contra el tema laboral, que si pretenden proponer el término de la pesca de arrastre debe contemplarse una plataforma social para los afectados que se tengan que retirar. Es fácil legislar y dejar a trabajadores sin empleo, pero eso no es correcto. No se trata de hacerlo porque esto no está permitido en otros países; a mí me interesa mi región y mi país. 

Como dijo el diputado Fidel Espinoza, esta ley se fue sin un artículo 1° y ahora vuelve con un artículo 1°; se fue con licencias indefinidas y ahora vuelve con un plazo de veinte años y con condiciones establecidas en el Código Laboral para poder renovarlas, cuestión que deja conformes a los trabajadores, lo que entrega una razón más para aprobar esa norma.

En definitiva, este proyecto ha sido mejorado, y mejorará aún más en la Comisión Mixta.

Quiero hacer un emplazamiento al Gobierno, que habló de sustentabilidad de los recursos durante toda la tramitación, pero, finalmente, estableció una licitación del 15 por ciento, que vamos a apoyar, pero cuando haya abundancia y no crisis. Es decir, los rendimientos máximos sostenibles tienen que estar presentes en el proyecto de ley; de otra forma, ¿para qué hablar de Comité Científico Técnico y de incorporar el manejo científico en la actividad pesquera?

Por lo tanto, tenemos muy claro lo que hicimos en la Comisión el miércoles pasado. 


Finalmente, los invito a que consideremos dos cuestiones fundamentales: la plataforma social, para que no quede abandonada en el camino, y el compromiso con las pequeñas y medianas empresas de la Región del Biobío, que se ganaron el 1 por ciento al que me referí, que se debe respetar. Cabe preguntarse qué ocurrirá con ese porcentaje, que quedará a criterio del subsecretario, por lo que los insto a fiscalizar la materia, particularmente a partir del 2013.

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo señalar que estamos frente a un proyecto que, desde el punto de vista técnico, no es fácil; tampoco lo es desde el punto de vista político, por cuanto, necesariamente, deben enfrentarse visiones legítimas, pero distintas, no solo del mundo artesanal respecto del industrial, sino también al interior del sector industrial y también al interior del sector artesanal, lo que, lamentablemente, termina por generar una complicación mayor. Por cierto, nos gustaría aprobar algo que dejara a todos completamente contentos, pero, objetivamente, eso no es posible, porque, o enfrentamos esta nueva ley con un criterio de sustentabilidad o solo anteponemos los legítimos intereses de cada uno de los sectores.

Por lo tanto, aunque respetemos las distintas visiones, necesariamente, debemos considerar que en Chile hay una gran cantidad de familias que viven de la pesca artesanal, pero que también hay una gran cantidad de familias cuyo sustento proviene de la pesca industrial. Por eso, resulta ilegítimo, contraproducente y hasta chocante ver en esto malas intenciones.


Un señor diputado señaló que otro parlamentario representa exclusivamente a un sector, en circunstancias de que quien emitió esas expresiones normalmente no asiste a la Comisión y, además, en la condición que imputa se encuentran parlamentarios de su propio partido, como los senadores Rossi y Letelier. Entonces, creo que no es bueno hacer ese tipo de imputaciones. Por cierto, es legítimo asumir una posición; lo que no es legítimo es suponer intenciones cuando existen posiciones distintas. 

En ese sentido, en la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos hemos coincidido, de manera unánime respecto de llevar a Comisión Mixta los aspectos mencionados por el diputado informante, particularmente en algunas materias que quiero destacar. 

El proyecto pasó al Senado con graves carencias, con ausencias, precisamente, por el profundo desacuerdo que existía. Naturalmente, en la Cámara Alta se hicieron propuestas, que se podrán compartir o no, y en la Comisión hemos resuelto rechazar algunas de ellas, para llevarlas a Comisión Mixta. 

Es necesario destacar un punto, porque nos preocupa lo que pueda pasar con la llamada “plataforma social”. Durante el primer trámite constitucional, destaqué la importancia de establecer una mesa negociadora integrada por los ministerios de Economía, Fomento y Turismo y del Trabajo y Previsión Social y por los dirigentes, con el propósito de anticiparse. Vuelvo a insistir en la necesidad de que se establezca dicha instancia, porque esta es una materia importante, que el Gobierno debe considerar. Es más, no tengo duda de que tendremos consensos sobre algunos temas. Por ejemplo, nadie puede dudar de que la labor de un pescador -no quiero hacer la diferencia entre artesanal e industrial- con más de 50 años de edad puede ser calificada como trabajo pesado. No hay dudas al respecto. Sin embargo, todavía estamos en pañales en este tipo de materias. 

Tampoco puedo estar de acuerdo con la propuesta del Senado, en el sentido de enviar a subasta a todo evento un determinado porcentaje de la cuota. Creo que, a todas luces, esa disposición atenta contra el concepto mismo en el que se funda este proyecto: la sustentabilidad. ¿Cómo se va a hacer una subasta a todo evento sin considerar la sustentabilidad? Esa materia, necesariamente, debe ir a Comisión Mixta. 

Además, curiosamente, el Senado nos envía disposiciones como el artículo 173, letra g). Pero sucede que esa disposición hace incompatibles determinados beneficios respecto de otros, lo que es completamente absurdo. No puede haber incompatibilidad en los beneficios, porque al final no se otorgarán. Por lo tanto, creo indispensable cambiar también esa propuesta en la Comisión Mixta. 

También me interesa destacar otro tema muy importante. El diputado Campos se refirió a un acuerdo especial para la Octava Región. Eso es cierto, y no lo quiero desconocer. Sin embargo, quiero confesar que tengo una duda tremenda, por lo que quiero que este punto se trate en la Comisión Mixta, ya que sólo habla del plazo de cinco años. ¿Y qué va a pasar después? 

O dejamos el plazo que contempla el proyecto o dibujamos de otra manera, pero lo que no podemos hacer es intentar un esbozo de solución por un breve plazo, ya que nadie sabe lo que va a pasar después. Por lo tanto, estimo que la norma debe tener coherencia respecto de los tiempos, y la propuesta de cinco años -ya lo manifesté el miércoles pasado- me parece inapropiada. 

Pero también quiero señalar que en este acuerdo, que valoro, también es perfectamente posible incorporar, solo para el caso de la bahía de Talcahuano, que naves no tecnificadas -es decir, sin sonar y de madera- y con escasa capacidad de metros cúbicos de bodega, de más de doce metros, también puedan operar en las condiciones que se establecen para las naves menores. Puedo estar equivocado, pero creo que es importante analizarlo sólo para esa bahía. Señalo esto porque no quiero que en el resto de las bahías donde se ha alcanzado un acuerdo -y hasta aquí nadie ha dicho lo contrario- el tema genere inconvenientes. Se trata de la bahía de Talcahuano, y me parece que es un tema que, por lo menos, debiera ser conversado.

En innumerables oportunidades, se nos ha planteado el tema de la pesca de arrastre. Creo que hay un avance sustantivo, pues el proyecto recoge algunas iniciativas que están en el Senado y otras que presentamos en esta Cámara; de hecho, quien habla presentó una que se refiere a la protección de los ecosistemas marinos vulnerables, que son los que más debemos cuidar. 

En consecuencia, junto con coincidir con la propuesta de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, me interesaba agregar este último dato.

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René 
Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, no soy experto en materia de recursos hidrobiológicos ni formo parte de los diputados que representan territorios del país en los que se desarrolla una importante actividad pesquera.

Sin embargo, quiero hacer tres observaciones respecto de este proyecto, que más bien dicen relación con temas de carácter jurídico. 

La primera se refiere a una expresión que se ha utilizado con mucha frecuencia en el transcurso del debate, que es el concepto que emana del artículo 1° de la ley: la soberanía.

Efectivamente, la propuesta del Senado establece que los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile. En su inciso segundo, hace una suerte de desarrollo del concepto. La verdad es que, a estas alturas del desarrollo de la globalización en el mundo, el concepto de soberanía es tremendamente discutido. De hecho, en la literatura política y jurídica podríamos encontrar, tal vez, miles de definiciones, alcances, apreciaciones o conceptos distintos respecto de la soberanía.

Me gustaría mencionar sólo dos ejemplos: primero, lo que han hecho los países de Europa, los que, al constituir la Unión Europea, han dado origen a un Parlamento Europeo y han creado una moneda común. Es decir, han renunciado a parte de su soberanía y conceden o cede esa parte a un órgano superior como es la Unión Europea. Otro ejemplo es el del Reino Unido, que forma parte de la Unión Europea, que también cede parte de su soberanía, pero que no comparte su política monetaria.

Cuando se dice que los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile, en verdad no se dice nada. Lo que no se quiso decir, y que estuvo presente en el debate en el Senado, es que lo que debió establecerse en el Artículo 1° era que los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos al dominio del Estado de Chile. 

Quiero ilustrar la diferencia con un ejemplo muy simple. El Estado de Chile tiene soberanía sobre el territorio sobre el cual está construida mi vivienda en la ciudad de Temuco, pero, como soy su propietario, puedo cederla, donarla, venderla, permutarla; es decir, tengo las facultades propias del dominio, que es el uso, el goce y la disposición de esos bienes. Si no se quiso decir que el Estado de Chile tenía el dominio sobre los recursos hidrobiológicos, ello constituye una señal para perfilar, con mayor nitidez aun, la circunstancia de que las concesiones que se están otorgando están pensadas para que sean a perpetuidad.

La segunda observación tiene que ver con el incumplimiento de un acuerdo suscrito por Chile, que es el Convenio 169 de la OIT. Hacemos grandes discursos respecto de la dignidad, del mejoramiento de la calidad de vida y del reconocimiento de nuestra condición de sociedad y de país pluricultural, multicultural y con grandes despliegues discursivos hacemos un reconocimiento al valor de nuestros pueblos originarios; sin embargo, en la primera ocasión que tenemos, legislamos negándoles ese reconocimiento. En otras palabras, decimos una cosa y hacemos precisamente lo contrario, porque no ha habido un proceso que reconozca previamente, antes del inicio de la legislación en torno a la Ley de Pesca, un reconocimiento o una consulta, establecida en el artículo 6° del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, a los pueblos originarios y, particularmente, al pueblo lafquenche. 

Se ha establecido una diferencia entre lo que se denomina la “ley lafquenche” y el Convenio 169 de la OIT. Al respecto, quiero señalar que esas diferencias de carácter jurídico no han sido abordadas ni por el Senado ni por esta Cámara y lo más probable es que esta ley termine en el Tribunal Constitucional, con todas las consecuencias que ello conlleva.

En tercer lugar, me llama profundamente la atención una técnica jurídica aplicada en este proyecto que no me parece aceptable. Se ha establecido como causal de caducidad de las concesiones el incumplimiento de las normas laborales. A primera vista, se podría pensar que es bueno que se protejan los derechos de los trabajadores, porque, en caso contrario, esa concesión va a caducar. Pero la verdad es que, a contrario sensu, generalmente resulta ser, al menos, un ejercicio intelectual importante. 

Estoy más dado a pensar que lo que se está diciendo a los empresarios de la pesca es que, si cumplen con la ley laboral, serán premiados y, en consecuencia, mantendrán y conservarán esa concesión. Si estamos hablando de materia laboral, que, esencialmente, implica normas de carácter proteccionista con el más débil en el vínculo laboral, que son, precisamente, los trabajadores, ¿por qué no se aplica el mismo criterio para los trabajadores, y se les dice: “si yo gano más, tu sueldo va a aumentar”? No se aplica la lógica del premio para el trabajador, sino solo para el empresario. Es decir, no estamos enfocando los temas con la rigurosidad y con la profundidad que el caso amerita. 

Desconozco muchísimos de los temas a los que se refiere la Ley de Pesca, pero resulta mucho más fácil pronunciarse respecto de estas materias cuando no se está comprometido personalmente con sectores individualizados, muchas veces con intereses contrapuestos, relacionados con la actividad pesquera.

Para concluir, quiero expresar que en La Haya se está haciendo un tremendo caudal con la defensa de nuestro mar territorial, pero el país tiene una inquietud: ¿Se está defendiendo nuestra soberanía marítima o se está defendiendo el negocio de estas empresas, a las que se les entregarán las concesiones por veinte o cuarenta años? 

Razonablemente, reafirmo la decisión que tomé cuando se vio este proyecto de ley en su primer trámite constitucional, cuando lo voté en contra, y reitero que no estoy disponible para ser cómplice de un despojo al Estado de Chile, a los trabajadores, a los pescadores artesanales y, en general, al patrimonio de nuestro país.

Por ello, anuncio que votaré en contra las modificaciones del Senado.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, planteo mi intervención en la perspectiva de lo que expresó el diputado Saffirio, porque no se puede escabullir un debate que tiene relación con la esencia de una ley que pretende regular la explotación de determinado sector. Particularmente, en este caso, me refiero a la titularidad de los recursos naturales de los que se trata.

En el primer trámite constitucional, en esta Cámara, se intentó resolver aquello que planteaban importantes sectores de la industria, los intereses corporativos de la industria pesquera y también sectores de la Derecha, en cuanto a que los recursos pesqueros son res nullius, es decir, son cosa de nadie, como señala la ley, y, por lo tanto, son susceptibles de apropiación por cualquiera.

Lo que intentamos hacer mediante una indicación, que establecía un nuevo artículo 1° -solo cito las primeras dos líneas de esa proposición-, era lo siguiente: “El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de los recursos hidrobiológicos existentes en los espacios marítimos sometidos a su jurisdicción…”. Es decir, quisimos dejar en claro que los recursos pesqueros pertenecen a la nación toda. Dicha disposición contó con el apoyo de la mayoría de la Sala de la Cámara de Diputados cuando fue votada en el primer trámite constitucional; sin embargo, la Mesa declaró que se trataba de una norma de quorum calificado, por lo que, no obstante tener mayoría de votos favorables, al no reunir el quórum requerido, esa indicación no prosperó. 

En el Senado no se resolvió esta cuestión de fondo: a quién le pertenecen los recursos pesqueros. ¿A quienes hoy disponen de la capacidad de explotarlos? ¿A quienes tienen derechos constituidos mediante un acto administrativo? ¿O al conjunto de los chilenos que entregan al Estado la facultad de regular su explotación para asegurar su sustentabilidad? Ese debate no se resolvió en el Senado. En el Senado se llegó a un acuerdo político que, más bien, tal como lo señaló la senadora Alvear, recoge una vieja expresión del Código Civil: la regla del artículo 596, que establece que el Estado ejerce derechos de soberanía para explotar, conservar y administrar los recursos naturales. Y, tal como quedó registrado en las actas de ese martes 20 de noviembre, se planteó, más bien, por fines de política exterior y no para hacerse cargo de la titularidad de los recursos naturales, en este caso de los recursos pesqueros.

Considero que este debate debe ser resuelto por el Congreso Nacional. No podemos saltar por sobre esa consideración, que nos parece esencial, porque tiene relación con lo que le estamos diciendo a los chilenos. ¿Qué estamos regulando? ¿Bienes que le pertenecen a quienes son capaces de explotarlos o bienes que nos pertenecen a todos los chilenos y, en consecuencia, el Estado tiene facultad amplia, en nombre del bien común, para regular cómo se hace esa explotación?

Nosotros no tenemos dudas sobre esta materia: los recursos pesqueros son propiedad de la nación en su conjunto y no pueden sino ser precisamente eso, porque son bienes que están ahí para disposición de todos los chilenos. 

Este proyecto no solamente no se hace cargo de ello, sino que apunta en la dirección contraria, puesto que -lo digo con todas sus letras- perpetúa y prolonga el régimen de privatización de los recursos naturales de Chile, en desmedro de la inmensa mayoría de los trabajadores del mar, que son los de la pesca artesanal.

Nos queremos hacer cargo de este debate jurídico. Decimos que la Constitución diseñó una clasificación de los bienes que sitúa tres posiciones, y pedimos que esta Cámara, en particular, y el Congreso Nacional, en general, se pronuncie sobre esta materia: aquellos que son comunes a todos los hombres, los que pertenecen a la nación en su conjunto -los bienes públicos- y aquellos que son susceptibles de ser apropiados por personas naturales o jurídicas de derecho público o privado. 

Los bienes comunes a todos los hombres son aquellos que no admiten ningún tipo de regulación, salvo excepciones, como el aire.

Los bienes nacionales o bienes públicos son aquellos que pertenecen a toda la nación y el Estado, en representación del soberano, permite su explotación bajo su regulación.

Y finalmente, están los que pueden ser parte del comercio privado, susceptibles de apropiación por parte de particulares.

¡Este es el punto de fondo! 

Si estimamos que es necesario regular un sector en el que ha primado la depredación y la apropiación de recursos pesqueros de todos los chilenos por parte de unas pocas manos, entonces llegó la hora de corregir esa realidad. Desde esa perspectiva, buena parte de las adecuaciones del Senado simplemente tendrán que ser rechazadas por esta Cámara, porque no se hacen cargo del problema y porque, como ya señalé, perpetúan la privatización de los recursos pesqueros.

Este no es un debate menor, sino uno de fondo. Respecto de los recursos, se ha querido hacer lo que se ha hecho en la minería, en que, por la vía de las concesiones, hemos terminado desestatizando los recursos que, en su momento, hicimos patrimonio de todos los chilenos. En resumen, lo que se está haciendo es privatizar recursos que, insisto, pertenecen a todos los chilenos.

El diputado Saffirio expresó -comparto su planteamiento- que hoy estamos en una corte internacional de justicia, el máximo órgano de las Naciones Unidas para dirimir contiendas entre los Estados, representados por una costosísima, pero necesaria, defensa, pues se han contratado abogados a los que se les pagarán millones de dólares, en un esfuerzo de Chile para defender no sólo los límites marítimos con Perú -aquí voy al tema de fondo-, sino también los recursos que se encuentran en los límites de ese mar jurisdiccional de Chile.

La factura de la defensa de ese límite marítimo y de esos recursos la pagará el Estado de Chile, y no las siete familias dueñas de los recursos marítimos del país. Y si la defensa de tales recursos y límites marítimos los pagará el Estado de Chile, quiere decir que esos recursos pertenecen a todos los chilenos.

Desde esa perspectiva, no aceptaremos normas propuestas por el Senado que permiten la perforación de las cinco millas marinas en las costas de la Región de Coquimbo.

(Aplausos)

No vamos a aceptar que, por la vía de las patentes, los grandes industriales, sus hijos y los hijos de sus hijos se hagan dueños de esos recursos hasta el fin de los tiempos, como si fuera un derecho heredable adquirido sobre el cual no hay ninguna posibilidad de discutir, porque no les pertenecen a ellos, sino a todos los chilenos.

Tampoco vamos a permitir que se exploten hasta el hartazgo los recursos naturales, porque nos parece que el principio de sustentabilidad no está garantizado en este proyecto, ya que solo se busca perpetuar un régimen inequitativo de distribución de esos recursos.

El la inmensa mayoría de la costa de Chile, el mayor esfuerzo de la pesca lo realizan los pescadores artesanales, que con esa actividad no obtienen grandes fortunas, sino que alimentan a sus familias; sin embargo, el proyecto no reparte equitativamente esos recursos.

Por eso, desde ya, expresamos que esta iniciativa no resuelve la cuestión de fondo, por lo que dejamos planteado que, si es necesario, recurriremos al Tribunal Constitucional, porque nos parece que el punto esencial es que el Estado se haga cargo de lo que le corresponde y debe establecer que esos bienes pertenecen a todos los chilenos, por lo que se requiere de una legislación que distribuya de manera equitativa dichos recursos y sus beneficios, lo que hoy no ocurre.

Los socialistas no tenemos dos opiniones sobre esta materia.

(Manifestaciones en las tribunas)

Nosotros estamos por una ley que disponga que los recursos pesqueros son un patrimonio del conjunto del país; no estamos por una ley que, insisto, perpetúe el dominio de buena parte de los recursos pesqueros, que hoy se defienden en los tribunales internacionales, en siete familias que han ganado demasiado, por lo que llegó la hora de cambiar esa situación.

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, ¡qué importante la discusión que tenemos en la Sala en este momento! Ojalá que podamos arribar a buen puerto.

Señor Presidente, la naturaleza dotó al planeta Tierra con recursos inimaginables, como minerales, hidrocarburos, superficies enormes cubiertas con bosques y llenas en su interior con aves y animales que vivían en perfecta armonía; con ríos cristalinos de diversas dimensiones, vertientes que brotaban en distintos lugares y eran aprovechadas por el ser humano, y con mares con una notable presencia de peces, crustáceos, moluscos y cetáceos. Lamentablemente, no hemos tratado de manera adecuada los recursos que he mencionado y tantos otros que se podrían agregar.

Por eso, en la actualidad se habla del calentamiento global del planeta, de la contaminación ambiental, de la extinción de grandes masas boscosas, del avance sin tregua del desierto, de la contaminación de las aguas y de la explotación indiscriminada de los recursos del mar. Lo anterior ha provocado huracanes, derretimiento de glaciares y tantas otras manifestaciones con que la naturaleza nos está diciendo: ¡Basta ya!

Los escasos recursos marinos, que nadie ha sembrado ni cultivado y que están allí por obra de la naturaleza, en nuestro son de propiedad del Estado de Chile, por lo que pertenecen, sin duda, a todos los chilenos. En consecuencia, debemos evitar la sobreexplotación de esos recursos del mar, porque, de lo contrario, el destino que nos espera es la extinción de muchas especies marinas.

La pesca industrial ha causado grave daño a los recursos del mar, que pertenecen a todos los chilenos.

La situación que hoy se vive en el territorio marítimo de Chile debe preocuparnos a todas las autoridades del país, quienes debemos entender que vamos por un mal camino y que estamos frente a un callejón sin salida, lo que se agravará con esta legislación, ya que nos llevará a la extinción de una parte importante del recurso pesquero nacional.

No es presentable que el proyecto de ley reserve la captura del 95 por ciento de algunas especies en vías de extinción a las grandes industrias pesqueras y que disponga que los pescadores artesanales capturen solo el 5 por ciento de dichos recursos.

Si legislamos responsablemente y con una mirada de país, si legislamos en conciencia, no se puede seguir barriendo con los escasos recursos que quedan en los mares chilenos.

Para recuperar esos recursos en vías de extinción hay que prohibir la pesca industrial por veinte años y permitir solo la pesca artesanal destinada al consumo humano.

(Aplausos)

No me hablen de royalty ni de cosa que se le parezca, porque eso significa pagar una cantidad insignificante de dinero para que miles de millones de dólares vayan al bolsillo de quienes siempre se han beneficiado; es decir, los dueños de tres o de cuatro grandes empresas pesqueras.

Los radicales votaremos en contra las modificaciones del Senado al proyecto de ley, porque este no defiende los recursos de Chile y de su gente. Solo estamos dispuestos a defender los intereses de la pesca artesanal en el territorio nacional.

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, el diputado don José Pérez dijo que el proyecto en discusión debiera ser preocupación de todas las autoridades. Yo agregaría que debiera ser preocupación de todos los chilenos.

Señor Presidente, esperaba sinceramente que el proyecto realizaría un cambio fundamental a la forma en se está llevando a cabo la explotación de nuestros recursos pesqueros, los cuales hasta el día de hoy están siendo objeto de una gran sustracción por empresas que pertenecen a grupos empresariales de familias que se han enriquecido a costa de productos que son de todos los chilenos.

Se dice que son de “todos los chilenos”, pero ni en la Cámara ni en el Senado hemos logrado incorporar una norma que declare derechamente que todos los recursos hidrobiológicos y los ecosistemas que se encuentran en el mar de Chile son de los chilenos y no del primero que se apropie de ellos. 

Por eso, Chile debiera, de una vez por todas, compartir lo que es de todos; pero hoy nos estamos alejando de ello y legislando a lo mejor en forma inadecuada, porque favorecemos a algunos y les restamos a otros. En el Senado se logró la aprobación de una norma que no es clara al respecto y que se prestará para confusión -no me queda duda-, ya que habla del derecho a ejercer la soberanía. Desde que tengo uso de razón, tengo claro que Chile ejerce su soberanía sobre todo el territorio nacional, llámese espacio aéreo, marítimo o terrestre, por el solo hecho de ser un Estado soberano, sin necesidad de que ello se esté recordando permanentemente en la ley, como sucede en la disposición que introdujo el Senado al proyecto. Es lo que allí está sucediendo.

En lo marítimo, veamos por ejemplo el caso peruano. Hoy, ellos quieren expandirse. Su pesca industrial indiscriminada los ha llevado a tener un juicio contra nuestro país. Nosotros hemos sido cautelosos al respecto. Ojalá pudiéramos mantenernos así. 

Otra materia que, desde mi punto de vista, no ha tenido una solución satisfactoria es la relacionada con las llamadas “licencias industriales”, las cuales considero que deben ser concedidas por un tiempo prudente, a fin de no eternizar estos permisos de pesca en manos de unos pocos. El Senado incorporó una norma que aparentemente no lo hace, pero que en definitiva sí entrega a perpetuidad tales permisos, pues ella contempla la posibilidad de otorgar las referidas licencias por veinte años, las que serán renovables automáticamente, transferibles y transables. Con ello queda claro que el espíritu del Gobierno no fue otro sino el de eternizar la explotación de nuestros mares en manos de unos pocos grupos económicos. 

A lo anterior debe agregarse el hecho de que solo se aprobó el 1 por ciento de la cuota global para las pymes pesqueras, para destinarla a consumo humano, lo cual representa una cifra miserable ante el 99 por ciento restante que podrá ser empleado para fines distintos. 

Seguramente, deberemos reflexionar antes de votar los artículos 26 A y 26 B.

Tampoco me parece adecuado que no se estableciera una norma que reconociera el derecho de los pueblos originarios y que no se dijera ni una palabra para poner freno a la destrucción masiva del ecosistema marino provocada por la pesca de arrastre.

En síntesis, considero que este es un mal proyecto, pues no resguarda como es debido los intereses nacionales y, en definitiva, solo permitirá perpetuar la situación que hoy existe en la materia, pero con alguna mayor regulación. 

Por ello, rechazaré algunas enmiendas del Senado a la espera de que en comisión mixta pueda regularse de mejor manera lo que hoy existe en el área que nos convoca. ¡Qué pena que legislemos tan mal! Hoy, enfrentamos a chilenos y chilenas, trabajadores todos, con proyectos que no conducen a la realidad que queremos: justicia para todos. Por lo tanto, se debe hacer una reflexión sobre este punto. 

He dicho.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un punto de Reglamento. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para un asunto de Reglamento, tiene la palabra, diputado señor Alinco.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, quiero hacer una pregunta.

El año 2008, el Estado de Chile ratificó el Convenio 169 de la OIT, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, norma internacional que obliga al trámite de consulta a los pueblos originarios en materias que les afectan. En el caso de este proyecto de ley, no han sido consultados. En efecto, los pueblos originarios no han sido escuchados durante la tramitación legislativa de la presente iniciativa, lo que vulnera el Convenio 169 de la OIT. Para este proyecto de ley de pesca, los pueblos originarios no existen, a pesar de vivir en las costas chilenas. Me refiero específicamente a los pueblos mapuche, pascuense, lafkenche, que tiene -este último- una tradición fundamentalmente recolectora. 

Por eso, señor Presidente, pido que el señor Secretario de la Corporación nos oriente al respecto y que nos clarifique la responsabilidad que tiene nuestra Corporación ante la falta de la referida consulta durante la tramitación de este proyecto y, por ende, la posible violación del Convenio 169. 

Si nosotros, parlamentarios, no respetamos los acuerdos internacionales, obviamente estaremos cometiendo una grave infracción. 

Reitero mi petición de que el señor Secretario -creo que es a quien le corresponde-, me explique si estamos actuando conforme a derecho y respetando lo que el año 2008 ratificamos: el Convenio 169 de la OIT.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Diputado Alinco, no obstante que su planteamiento puede ser muy loable, a la Secretaría no le corresponde pronunciarse al respecto.

El señor ALINCO.- ¿A quién le corresponde, entonces, señor Presidente?

El señor MONSALVE.- ¡A la Mesa!

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, esta materia es trascendental para el futuro de los recursos pesqueros nacionales y de suma importancia para los distritos costeros. Pero, de alguna manera, aquí también se están jugando concepciones muy profundas, como país, desde el punto de vista de nuestros sistemas jurídico, económico y social.

Por eso, desde nuestra perspectiva, con una mirada probablemente un poquito más descontaminada del interés electoral, queremos abordar algunas reflexiones sobre los aspectos más políticos y jurídicos que involucra este debate, porque los más técnicos han sido suficientemente debatidos tanto en las comisiones respectivas como en la Sala, por los diputados que integran tales comisiones. 

El primer punto que quiero plantear es uno al cual se refirieron los diputados Alinco, Saffirio y Espinoza, entre otros. 

A nuestro juicio, el presente proyecto de ley adolece de un vicio de constitucionalidad de forma. Por ello, hicimos reserva de constitucionalidad durante el primer trámite constitucional en esta Sala. En nuestra opinión, el artículo 6° del Convenio 169 de la OIT establece una norma imperativa, no facultativa; dispone que los gobiernos tienen la obligación de consultar a los pueblos originarios respecto de las medidas legislativas que pudiesen afectarles. Esa obligación, ese mandato imperativo del Convenio 169, suscrito y ratificado por Chile, ha sido transgredido, pues no ha existido ningún proceso de consulta. 

Por lo tanto, aquí se vulnera de manera flagrante el artículo 6° del Convenio 169, y también, a nuestro juicio, su artículo 8°, entre otros. Por ello, en su oportunidad recurriremos al Tribunal Constitucional, porque -insisto- aquí hay un vicio de constitucionalidad de forma. 

Consideramos indispensable no solo consultar, sino también considerar los derechos de nuestros pueblos originarios. Resulta paradójico que este proyecto de ley, que reconoce derechos históricos para explotar nuestros recursos pesqueros a los grandes industriales, no reconozca sus derechos históricos a nuestros pueblos originarios, que han vivido de lo que han obtenido de nuestras costas, de nuestro mar y de nuestros peces desde tiempos inmemoriales. 

Por eso, consideramos fundamental el proceso de consulta que se ha evitado en este proyecto de ley. 

Pero también queremos señalar que aquí había una oportunidad preciosa para avanzar hacia un modelo de aprovechamiento de nuestros recursos naturales de manera sustentable, que vele también por la eficiencia y la equidad en la distribución de los recursos. Sin embargo, lo que hace el proyecto de ley del Gobierno es seguir consagrando un oligopolio perpetuo en materia de pesca industrial en nuestro país. Con ello, lo que ocurre es la enajenación de nuestros recursos hidrobiológicos y la profundización de una mirada privatizadora.

Nosotros creemos -lo señalamos oportunamente en el debate llevado a cabo durante el primer trámite constitucional en esta Sala- que tenemos que dar una señal clara y categórica de que nuestros recursos pesqueros e hidrobiológicos deben pertenecer a todos los chilenos, para lo cual es necesario garantizar y establecer la propiedad y el dominio del Estado respecto de ellos y no solo la soberanía, que, indudablemente, está muy lejos de constituir dominio para ejercer, entonces, los atributos del mismo.

Queremos decir con mucha claridad que hoy, trece diputados de la bancada de la Democracia Cristiana hemos suscrito una declaración para rechazar estas licencias para la pesca industrial, que, en la práctica, son perpetuas; porque hablar de licencias a veinte años y con una renovación prácticamente automática no es sino el disfraz de la concesión perpetua e indefinida para un pequeño grupo de pescadores industriales.

Nosotros nos oponemos tajantemente a eso, porque consideramos que va en contra no solo del modelo de desarrollo económico y social que debemos tener como país, sino de principios éticos sobre la forma como se distribuyen nuestros recursos naturales.

Por eso, queremos señalar con fuerza que vamos a rechazar los artículos 26 A y 26 B que propone el Senado para la Ley General de Pesca y Acuicultura, porque queremos entregar una señal clara de que aquí vamos a defender los intereses de todos los chilenos, la sustentabilidad, la eficiencia y, sobre todo, la equidad, de manera que nuestros recursos naturales favorezcan a la inmensa mayoría de los chilenos y no solo a un puñado de grandes industriales.

He dicho.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, pido la palabra para un asunto de Reglamento.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, ¿cuál es el artículo del Reglamento al cual se va a referir? Se lo planteo, porque su señoría ya tuvo la palabra para referirse a asuntos de Reglamento.

El señor ALINCO.- El Reglamento de la duda, señor Presidente.

Como el señor Secretario no respondió mi pregunta, creo que usted tiene la obligación de hacerlo. ¿Estamos cumpliendo el Convenio 169 de la OIT? Su señoría es el Presidente.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, en todas las instancias en las cuales se ha tramitado el proyecto se ha considerado que se ha cumplido el Convenio 169 de la OIT. Eso es lo que resolvió la Cámara de Diputados en su momento y, posteriormente, el Senado. De manera que esa es la respuesta que le puedo entregar.

Para un asunto de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, quiero saber de qué manera se ha certificado por esta Corporación el cumplimiento del artículo 6° del Convenio 169 de la OIT.

Su señoría señaló que en todas las instancias en las cuales se ha tramitado el proyecto se ha acreditado su cumplimiento. Por tanto, me gustaría saber cuáles son respectivos documentos, dónde consta dicha certificación y cuáles son los antecedentes que sirven de base para la misma. Solo quiero pedir que fundamente la respuesta que entregó al diputado Alinco.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, eso aparece en cada uno de los informes que han llegado a la Sala desde las comisiones en las cuales se ha tramitado el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, creo que este proyecto expresa con mucha claridad y nitidez la vieja teoría del embudo: la parte ancha para unos pocos y la estrecha para la mayoría. Se trata de un proyecto de ley que consagra los privilegios. Aquí hay importantes sectores de la sociedad chilena y de los actores vinculados con la pesca que están siendo excluidos de un trato justo y de una distribución equitativa de una de las riquezas de la nación chilena, como son los recursos hidrobiológicos. Me refiero a los pescadores artesanales, a los trabajadores de los sectores pesqueros y a los pueblos originarios.

Quiero partir haciendo alusión a lo que han dicho los diputados que me precedieron en el uso de la palabra. Al respecto, desde ya anuncio que la bancada del Partido Socialista hace reserva de constitucionalidad respecto de la aprobación de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Durante el primer trámite constitucional, nosotros presentamos indicaciones para que, en el marco de la ley en proyecto, se reconociera la existencia de los pueblos originarios y, además, se les permitiera el acceso a los recursos. Esto fue rechazado en la Cámara; se insistió en el Senado, pero nuevamente fue rechazado. Permítanme detallar y fundamentar este punto.

Nosotros tenemos la convicción respecto de la reserva de constitucionalidad, porque desde nuestro punto de vista se han vulnerado principios y normas del derecho internacional y también del derecho nacional, que el Congreso Nacional aprobó. Voy a detallar algunas.

En primer lugar, la Ley Indígena y la ley N° 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios y reconoce el uso consuetudinario como fuente de derecho.

En segundo lugar, el Convenio 169 de la OIT, ratificado por Chile el año 2008, respecto del cual especialmente quiero mencionar de manera especial algunos artículos: Su artículo 2°, punto 2, letras a), b) y c), referidos a asegurar la igualdad de derechos y oportunidades; su artículo 6°, que establece el derecho de los pueblos originarios a ser consultados respecto de todas aquellas materias legislativas o administrativas que pueden afectarles directamente; su artículo 7°, que consagra la participación de los pueblos originarios en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente; su artículo 8°, que establece que es necesario considerar la costumbre y el derecho consuetudinario al aplicar la legislación nacional; sus artículos 13, 14 y 15, sobre la protección y el resguardo del acceso a los recursos.

Desde nuestra perspectiva, también se vulneran los artículos 25 y 26 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, firmada el 13 de septiembre del año 2007; el Convenio de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica, del año 1992, y el compromiso del Presidente de la República, Sebastián Piñera, en su discurso el 21 de Mayo de 2012, oportunidad en la cual señaló categóricamente: “Estamos dando un nuevo trato a nuestros pueblos originarios para integrarlos a nuestro desarrollo económico y social, y respetando al mismo tiempo su identidad, cultura, lengua y tradiciones.”. ¿Dónde está ese respeto en el proyecto de ley que modifica la Ley de Pesca? Se excluyeron por completo los derechos que los pueblos originarios ganaron en tratados internacionales firmados por la nación y ratificados por el Congreso Nacional.

Por eso, reitero nuestra reserva de constitucionalidad respecto de las modificaciones introducidas a la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Cuando hablamos de privilegios, nos referimos particularmente a un aspecto que consagra la ley en tramitación: las licencias transables o licencias clase A. La iniciativa establece, en sus artículo 26 A) y 26 B), la posibilidad de que el sector industrial pueda contar con licencias que permitirán la extracción del 85 por ciento de la cuota industrial durante veinte años. Se trata de licencias renovables en forma automática -salvo vulneración grave de la ley-, lo que, en la práctica, implica entregar un derecho perpetuo sobre recursos que son de toda la nación chilena.

Estamos hablando de recursos de todos los chilenos, que se entregan a perpetuidad, y de la vulneración del concepto de soberanía nacional y, por lo tanto, de la falta de posibilidad del Estado y de la nación chilena de ejercer poder y propiedad sobre sus riquezas. Al respecto, me pregunto sobre los beneficios que se entregan a los industriales. Pero, ¿qué pasa con los trabajadores? Lo planteo, a propósito de que aquí, en las tribunas, hay representantes de ellos. Respecto de los que serán desvinculados, ¿cuál es la plataforma social que se les entrega? Veinte unidades de fomento al año, por tres años. ¿Es este el trato justo que la ley en tramitación establece para los distintos actores del sector pesquero? 

Señor Presidente, permítame decirle que no estamos de acuerdo con esto. Por eso, vamos a rechazar los artículos 26 A y 26 B, que agregó el Senado, a fin de que en la comisión mixta podamos dar un paso adelante en la protección de la soberanía nacional y en la posibilidad de que el Estado ejerza sus derechos sobre nuestras riquezas. 

Respecto de la pesca artesanal, podríamos decir que algo se avanzó. Se buscaba limitar la pesca de arrastre, lo que se logró en el caso de los ecosistemas marinos vulnerables; pero se avanzó poco. 

Hubo un artículo que generó mucho debate. Me refiero al que establecía la forma de medir las cinco millas, que fue aprobado por la Cámara y suprimido por el Senado. Nosotros vamos a insistir en él y, por eso, vamos a rechazar el número 38) del artículo 1°, que pasó a ser número 42). 

Asimismo, vamos a rechazar las modificaciones a los artículos relacionados con las rentas de la nación, es decir, los relativos a patentes y royalty. Cuando el Estado entrega una riqueza para que sea explotada, lo que se busca fundamentalmente es que toda la nación y, por ende, todos los chilenos, dueños de esa riqueza, reciban una justa compensación. Me parece que lo que establece el número 34) del artículo 1°, en particular los artículos 43, 43 bis y 43 ter, no garantiza una justa compensación al país por la explotación de sus recursos.

En general, las estimaciones indican que la recaudación por concepto de patentes y royalty no aumentará, sino que, por el contrario, en los próximos años tenderá a disminuir. De manera que también vamos a rechazar las modificaciones del Senado a estos artículos.

Respecto de las licitaciones, algunos sostienen que es necesario aprobar el artículo 27 del Artículo 1° y rechazar el artículo tercero transitorio, nuevo, introducido por el Senado, que incorpora el concepto de licitación a todo evento. El argumento que se esgrime respecto de este último es que afectaría a las pesquerías que están en etapa de sobreexplotación y que, por lo tanto, estaría atentando contra el sentido de sustentabilidad de los recursos considerado en la ley en tramitación. Pero ocurre que la licitación no afecta la cuota, porque se hace sobre la base de la cuota global de la industria. De manera que al licitarse no se está permitiendo extraer más recursos, sino definiendo quiénes pueden extraerlos. En este caso, lo que busca el artículo tercero transitorio es que también puedan participar otros actores en la extracción de la cuota, que, por lo demás, es fijada por el Comité Científico Técnico. 

Desde esta perspectiva, vamos a tratar de proteger el avance logrado en el Senado, en particular en el artículo tercero transitorio.

No estamos conformes con los contenidos de la plataforma social y, por lo tanto, vamos a rechazar la modificación del Senado al número 75) del artículo 1°, con el objeto de lograr mejoras que han sido planteadas por los propios pescadores, en cuanto a aumentar la compensación social a quienes, eventualmente, sean desvinculados como consecuencia de la aplicación de la futura ley. Si uno mira esto desde la perspectiva de las líneas sobre las cuales hay que actuar como ejes orientadores del debate, me parece que hay que hacer un esfuerzo efectivo por limitar la concentración y evitar que se formen oligopolios, en particular sobre riquezas que pertenecen a todo el país. 

Creo que hay que proteger la soberanía y, por lo mismo, insistimos tanto en la necesidad de que las licencias tengan una duración finita y que no sean renovables en forma automática. Asimismo, frente al debate sobre la regulación de una riqueza tan importante para el país, es necesario que la ley asegure un trato justo a todos los actores del sector pesquero y a todos los actores interesados en los recursos hidrobiológicos, que pertenecen a todos los chilenos. 

Por lo tanto, mi bancada tratará de proteger estos principios durante este debate y en las votaciones que se realizarán mañana.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

El señor CERONI.- Señor Presidente, honorable Cámara, en lo medular este proyecto es inaceptable, porque la riqueza del mar, que debe pertenecer al Estado de Chile, es decir, a todos los chilenos, en la práctica es entregada a las grandes empresas industriales, que son pocas, en una modalidad que puede llegar a ser perpetua.

Digo esto porque se les otorgan licencias sobre cuotas de pesca por un plazo de veinte años, al cabo de los cuales, si han cumplido con ciertos requisitos establecidos por la ley, se les renovarán por otros veinte años, y así sucesivamente en forma indefinida. Además, estas licencias son transables, es decir, susceptibles de cualquier negocio jurídico, con lo cual los favorecidos podrán alegar, en los hechos, un verdadero derecho de propiedad, cosa que no podemos permitir.

En la práctica, estas disposiciones convierten en letra muerta lo que establece el artículo 1° A, en cuanto a que “Los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile…”. Lo real es que las disposiciones aprobadas privatizan el mar, hecho que no podemos permitir. Estas disposiciones obligan al Estado a indemnizar a las empresas si el día de mañana, por un interés superior, se termina con este sistema. 

Se dice que esto es necesario para que las empresas recuperen su inversión y para que inviertan. Pero me pregunto, ¿acaso ya no han recuperado con creces sus inversiones, toda vez que son las mismas empresas que llevan años explotando los recursos marinos? Si los recursos son de todos los chilenos, ¿acaso no es más lógico otorgar licencias por no más de quince años, no renovables y que no constituyan propiedad alguna, y que, al cabo de dicho tiempo, el Estado tome nuevamente la decisión que más le convenga al país en ese momento? 

Si uno analiza el proyecto, puede comprobar que no entrega un trato similar a los pescadores artesanales, ya que a ellos les otorga licencia para pescar sobre la base de una cuota, por veinte años, pero no es renovable.

Por otro lado, este proyecto de ley no termina con el flagelo que significa la pesca de arrastre, que ha destruido -así está demostrado- nuestros ecosistemas marinos. En otros países se ha terminado con esta pesca, pero aquí, a pesar del daño que produce, no existe voluntad de hacerlo, no obstante ser necesario. Sin duda, en esta materia hay influencias y mucho lobby. Por eso, no se ha podido detener.

Es lamentable que el Senado haya eliminado una importante conquista lograda por los pescadores artesanales. En efecto, en la Cámara aprobamos que la medición de las cinco millas para la pesca artesanal se hiciera desde las puntas más salientes; sin embargo, pudo más el lobby que realizaron algunos. 

Sin duda, el futuro “Indap” pesquero será muy importante para apoyar la pesca artesanal; pero debe ser implementado con recursos, porque, de lo contrario, su creación no tendrá sentido alguno. Espero que el proyecto de ley sobre esta materia, que ha sido anunciado, sea realmente efectivo y apoye verdaderamente a los pescadores artesanales.

El hecho de que se contemple la posibilidad de licitar el 15 por ciento de la cuota industrial, cumpliendo las condiciones que establece el proyecto, es algo que abre una pequeña ventana, por lo que debemos apoyarlo. Hay quienes se oponen a esto, porque consideran que atenta contra la sustentabilidad. Pero esa no es la idea, ya que no implica pescar más, sino incorporar más actores. Es decir, se trata de licitar para que no pesquen los mismos, sino para que otros actores puedan acceder por lo menos al 15 por ciento de la cuota industrial. Claro está que lo señalado teóricamente en el proyecto, difícilmente ocurrirá en la práctica. 

A mi juicio, no es un buen proyecto, porque respalda la depredación que ha ocurrido en nuestros mares en los últimos diez años; no es un buen proyecto, porque perpetúa los privilegios de un puñado de industriales; no es un buen proyecto, porque no es capaz de afirmar la propiedad estatal sobre las pesquerías y los recursos del mar; no es un buen proyecto, porque en lugar de incrementar las patentes y derechos de acuerdo con las utilidades de esta industria, se inventó una intrincada ecuación que le permite pagar menos; no es un buen proyecto, porque no avanza decididamente en terminar con la brutal diferencia que existe entre los miles de pescadores artesanales, que apenas subsisten, y la flota industrial.

No hay ninguna duda de que hay que rechazar todas las disposiciones que sean necesarias para que sean mejoradas en la comisión mixta, y así lograr un proyecto más justo para todos: para el país, para los pescadores artesanales y para los trabajadores. En suma, un proyecto que sea conveniente para Chile entero.

Como Congreso Nacional, necesitamos entregar señales claras de que estamos por favorecer a la ciudadanía toda más que a los grupos económicos. Está bien que los grupos económicos obtengan ganancias, y es lógico que así sea; pero lo que no está bien es lo que está ocurriendo en todas las áreas: el abuso y el enriquecimiento exagerado a costa del país, de la gran mayoría de los chilenos. Este proyecto es una expresión de esa situación, por lo que hay que rechazar todas las disposiciones que sean necesarias para mejorarlo.

Si no somos capaces de aprobar un proyecto de ley de pesca más conveniente para los intereses del país, ¿qué puede esperar la gente de nosotros el día de mañana respecto de legislar sobre una real reforma tributaria? ¿Qué puede esperar la ciudadanía de nosotros en relación con legislar verdaderamente sobre la propiedad de las aguas, con terminar con el lucro en la educación, con mejorar en verdad el sistema de las isapres y de las AFP? ¿Qué pensará la gente si no demostramos en los hechos que nuestras legislaciones son realmente beneficiosas para la ciudadanía entera?

Anuncio mi voto en contra de todos los artículos que sea necesario rechazar para que esta futura ley sea beneficiosa para todo el país.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, se ha hablado mucho sobre el fondo del proyecto de ley de pesca y se han reiterado muchos conceptos.

No he querido dejar de intervenir en esta sesión especial. Creo que me asiste el deber de hacerlo, por cuanto hay consideraciones y aspectos que deben ser resaltados y acentuados para su posterior corrección. 

En general, este proyecto crea un verdadero latifundio marítimo. Como se sabe, en la actualidad cuatro empresas concentran el 93 por ciento de los recursos pesqueros del país. Como ya se ha dicho, en Chile existe un verdadero oligopolio perpetuo en materia de pesca industrial, con lo cual se produce la enajenación del patrimonio pesquero que pertenece a todos los chilenos, el cual queda en manos de unas pocas empresas.

El mar y sus productos son de todos los chilenos, no de unos pocos. No podemos aceptar que esto ocurra en Chile, porque estamos hablando de derechos naturales y de derechos que le pertenecen al individuo en sí mismo. A nuestro juicio, en el país debe existir un modelo de aprovechamiento de los recursos naturales que cumpla con los principios básicos de sustentabilidad, de eficiencia y de equidad.

Desde ya, anuncio que vamos a rechazar modificaciones del Senado, en especial los artículos 26 A y 26 B, porque están en oposición a los principios que he señalado, respecto de que el mar sea para los chilenos y no para unos pocos.

Quiero reiterar lo planteado por otros colegas, en el sentido de que en la tramitación de esta iniciativa de ley se ha incurrido en una discriminación en contra de los pueblos indígenas. Por eso, organismos internacionales nos acusan en esta materia. En efecto, aquí sencillamente se ha obviado e ignorado el derecho que los pueblos indígenas tienen sobre el mar. Al respecto, lamento que en la Cámara y en el Senado se rechazaran indicaciones que tenían por objeto el respeto de los derechos históricos y ancestrales de las comunidades indígenas, que se rigen por el derecho consuetudinario. Ni siquiera se hizo una mención expresa a la ley N° 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios.

A mi juicio, era necesario enfatizar el derecho que les corresponde a los pueblos originarios.

Por otro lado, ¿cuántas veces tendremos que pedir que se respete y se aplique el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes? ¿Cuánto tiempo demoramos en aprobar el Convenio 169? ¿Cuántas instancias tuvimos que pasar para finalmente aprobarlo?

En los hechos, poco hemos ganado, porque ese Convenio no se aplica, pese a que debiera ser así. Según su artículo 6, “Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 

a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;” 

b) Aquí, sin duda, hay aspectos que afectan directamente a las comunidades indígenas, pese a lo cual no se llevó a cabo dicha consulta.


Por otro lado, la ley N° 19.253, Ley Indígena, también obliga a las instituciones o servicios públicos y administrativos a hacer las consultas respectivas. 

Por lo tanto, la ley en proyecto, aparte de ser abiertamente injusta, es mala porque ha obviado y omitido ciertas normas, ciertos estatutos jurídicos, como el Convenio 169 de la OIT, que obliga a consultar de manera previa a los pueblos originarios.

A mi juicio, este proyecto adolece de un vicio de constitucionalidad, debido a que no se realizó la señalada consulta y no garantiza un acceso real y equitativo de nuestros pueblos originarios a recursos pesqueros que, de manera ancestral, han sido aprovechados por ellos de manera sustentable. 

Por último, quiero dejar testimonio de lo ocurrido con este proyecto de ley para dejar en evidencia cómo el Estado chileno no cumple tratados internacionales y sigue discriminando a los pueblos originarios, como ha ocurrido en esta oportunidad.

He dicho.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un asunto de Reglamento.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, su señoría respondió que la constancia de la forma como se cumplió con el Convenio 169 de la OIT está en los informes.

Al respecto, deseo expresar que leí los dos informes de la Comisión de Pesca. Por eso, quiero decirle que lo que usted señaló no es efectivo, porque en ninguno de ellos consta la manera como se dio cumplimiento al Convenio 169 de la OIT. 

Por lo tanto, pido que cuando el señor Presidente nos responda en esta Corpora-



ción, sea fiel a los hechos; no nos responda tratando de evadir la pregunta, sino sobre la base de cosas ciertas.

Reitero, en ninguno de los informes de la Comisión de Pesca consta la manera como se ha dado cumplimiento al Convenio 169 de la OIT.

Por eso, le reitero mi pregunta: ¿Dónde consta la certificación que su señoría señaló a la Sala que existía respecto del cumplimiento de ese convenio internacional?

Repito, leí los informes de manera íntegra, y la certificación a la que alude su señoría no está. 

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Diputado Chahín, el informe del Senado hace alusión al tratamiento que se dio al Convenio 169.

Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Tuma.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero decir que concuerdo con las críticas relacionadas con el Convenio 169 de la OIT. Sin embargo, como dispongo de pocos minutos, me ceñiré a mi intervención.

Quien habla, por formación y convicción, cree en la capacidad de emprendimiento humano, de generar bienestar para la sociedad, y, por tanto, en el deber del Estado de amparar y fomentar la labor de sus emprendedores.

El vocablo “emprender”, originado en una locución latina que significa tomar o coger, con el tiempo fue llenándose de significados. Así, los franceses del siglo XVI trataron de describir con ella al aventurero que viajaba al nuevo mundo en búsqueda de oportunidades, sin tener certeza sobre los resultados de su empresa.

En este sentido económico, fue definida por primera vez por el francés Richard Cantillon, en 1755, como el proceso de enfrentar la incertidumbre.

Valoro, respeto y apoyo al emprendedor, porque asume riesgos reales. Pero no puedo valorar, respetar ni apoyar al hombre de negocios que busca su ganancia tratando de obtenerla con riesgo cero.

Cuando un Estado regula el acceso a los recursos pesqueros, lo que hace es regular el acceso directo a la riqueza y, en consecuencia, distribuye riqueza. Hoy, con esta ley de pesca en tramitación, estamos dejando en manos de los mismos de siempre una riqueza que es de todos los chilenos. Un sistema de licencias de pesca con veinte años de duración, las que se pueden transar en el mercado y con las cuales se pueden realizar operaciones bancarias para generar recursos frescos, es la antítesis de la noción de riesgo y emprendimiento económico; es, simplemente, un acto de apropiación de los privados, que cede solo a favor del titular del permiso o licencia de pesca, y perjudica el interés nacional.

Esta es mi objeción radical a esta iniciativa, por cuanto ella no promueve ni la competencia ni la asunción de riesgo, porque permite a los mismos de siempre seguir disfrutando de un régimen rentista y prebendario en relación con el acceso privilegiado a una renta nacional.

Hoy, cuando la sociedad chilena debate y demanda una nueva forma de distribución de los recursos públicos en el país -los recursos pesqueros lo son-, se comete este error que tendrá consecuencias económicas, medioambientales, políticas y sociales de muy largo plazo.

Es un hecho indiscutible que en Chile los grandes recursos pesqueros están en manos de un grupo oligopólico, conformado por unos cuantos grupos económicos que son los más interesados en avanzar a generar un modelo estable en el tiempo, que les asegure la actual preeminencia en la apropiación de los recursos marinos.

Ni este Gobierno ni los anteriores han querido generar una política pública integral que garantice la explotación racional de los recursos, ni la implementación de la pesca extractiva como una actividad al servicio del desarrollo del territorio costero en el cual ella se lleva cabo. Las caletas pesqueras del país, que, en muchos casos, han constituido asentamientos humanos casi milenarios, no son centros de riqueza y desarrollo, sino de pobreza y marginalidad.

No puedo dejar de insistir en mi reclamo por la forma en que, primero, la Cámara y, luego, el Senado, desecharon sin más ni más la legítima demanda de los pueblos indígenas costeros, especialmente de los lafkenches, de ser considerados en la Ley General de Pesca como actores validados y asegurarles derechos preeminentes por sobre los otros actores, de manera de permitirles un acceso seguro y suficiente a los recursos del mar, indispensables para su subsistencia, pese a tratarse de una exigencia impuesta por el derecho internacional de los pueblos indígenas.

Al no existir una ley general de consulta indígena en los términos previstos por el Convenio 169 de la OIT y al haber claras señales de que se avanza en el desarrollo de la legislación que podrá establecer al fin una consulta como un mecanismo de interlocución entre el Estado y los pueblos indígenas, se debió haber paralizado la discusión de este proyecto de ley, a la espera de contar con el entramado jurídico institucional. ¿Con qué objetivo? Para generar una discusión integral, de manera de respetar los compromisos internacionales del país, y alcanzar los consensos políticos suficientes para establecer quiénes, en qué cuantía y de qué forma accederán a una riqueza natural amenazada, indispensable para el desarrollo social y económico armónico de los distintos territorios y asentamientos humanos costeros.

No haberlo hecho deja expuesta a esta ley a un juicio de constitucionalidad en el Tribunal Constitucional, y a Chile, a sanciones internacionales por violar el Convenio 169 de la OIT.

Por las razones expuestas, anuncio que votaré en contra las modificaciones del Senado, por cuanto ellas son el reflejo de un acuerdo político que no sirve a Chile, sino solo a los grandes intereses de la pesca.

He dicho.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, punto de Reglamento.
El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Chahín.
El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en ninguno de los dos informes de la Comisión de Pesca del Senado, ni en el original ni en el complementario, constan las certificaciones por usted aludidas.

Por eso, solicito formalmente que responda la pregunta de manera honesta.

Reitero, en ninguno de los informes de la Comisión de Pesca del Senado figuran las certificaciones. Entonces, ¿por qué no dice que esa materia no fue certificada y que no es posible acreditarla por la Corporación? Eso es lo que corresponde. 

No se debe responder solo por cumplir cosas que no son efectivas. No creo que se pueda faltar a la verdad desde el rol de Vicepresidente que su señoría está cumpliendo.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, no corresponde entrar en el debate que plantea su señoría. Eso es parte de la discusión que cada diputado puede formular en el uso de su tiempo. Si su señoría tiene una discrepancia sobre el tema, tiene el derecho a recurrir al Tribunal Constitucional.
El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, ¡que quede claro que no es efectivo lo que usted respondió! ¡No es efectivo! ¡Eso no se ha certificado!

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, antes de comenzar mi intervención, voy a reiterar la solicitud formulada por el diputado Chahín.

Creo que su señoría, como Vicepresidente de la Cámara, debe entregar la explicación efectiva respecto de dónde, en la información que nos han entregado, consta la consulta a los pueblos originarios.

Por eso, en el tiempo que me corresponde le pido que entregue una respuesta formal y que el Secretario de la Cámara así lo certifique.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, el Presidente de la Cámara puede responder en el momento que estime conveniente.

Tiene la palabra el diputado De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, pero usted no se manda solo. Precisamente, está en ese cargo por mandato de los diputados. A usted le corresponde responder. 

Por su intermedio, le pido al Secretario de la Corporación que informe. Es una obligación. Esta no es una atribución autoritaria de usted o algo que quede a su antojo. El Secretario de la Cámara tiene que informar. Como diputado, tengo el derecho a exigirlo antes de intervenir.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Diputado De Urresti, a usted le corresponde el uso de la palabra. Le ruego que haga uso de ella.

El señor ARENAS.- Reglamento, señor Presidente.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Para un asunto de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Arenas.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, si los diputados que participaron en la discusión hubiesen leído el Convenio 169 de la OIT, sabrían que no establece ninguna exigencia concreta para los parlamentos en cuanto a la consulta, ya que esta debe dejarse a la implementación de la normativa interna, y en Chile no existe normativa interna que regule la consulta a nivel legislativo.

Por lo tanto, no es obligación de ninguna comisión de la Cámara o del Senado, tampoco de la Mesa, establecer si se cumplieron los requisitos de la consulta. Además, las buenas prácticas de la OIT han señalado que no corresponde a los poderes legislativos realizar la consulta, sino que es obligación de los ejecutivos, en el caso de que se hubiese consagrado el procedimiento establecido para la consulta.

El Tribunal Constitucional, que se ha pronunciado sobre esta materia, tampoco ha señalado la obligatoriedad de dictar una norma o establecer un procedimiento por las cámaras para concretar la consulta.
Entonces, cuando algunos colegas deseen hablar del Convenio Nº 169 de la OIT, pido que antes lo lean y lo estudien; así se darán cuenta de que lo que piden no existe, que es inaplicable hasta ahora. Incluso más, no hay ningún gobierno que lo haya implementado todavía.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, sin perjuicio de valorar la interpretación del diputado señor Gonzalo Arenas, reitero la situación. Por eso, solicito a la Mesa y al Secretario de la Corporación que certifiquen en qué lugar del informe del Senado está consignada esta materia. 

Señor Presidente, por su intermedio deseo expresar al diputado señor Arenas que hemos leído y estudiado el Convenio Nº 169, que a él no le gustaba ni quería que se implementara; nosotros, en cambio, lo impulsamos y lo respaldamos. 

Repito mi petición de una constancia reglamentaria. Al señor Presidente y al Secretario de la Cámara, sentado a su derecha, les corresponde indicar dónde y de qué manera el Senado ha dado cuenta de esta situación. Estamos hablando de una obligación de la Mesa, no de algo que pueda quedar a su arbitrio o de una prerrogativa de quien preside; tiene que indicarlo. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, el informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado, desde la página 3 en adelante, aborda el tema que señala su señoría. Incluso más, menciona la asistencia de representantes de comunidades Lafkenches y de otras. Reitero, se abordó ese tema. Su seño-
ría puede tener una posición sobre la forma como se trató, pero lo que corresponde ahora es que haga uso de la palabra.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, pido la palabra por un asunto de Reglamento.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Perdón, señor diputado, pero su señoría ha hecho uso de la palabra en reiteradas oportunidades por la vía del Reglamento.

Tiene la palabra el diputado Alfonso de Urresti.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, como el diputado señor De Urresti me ha cedido una interrupción, su señoría está obligado a concederme el uso de la palabra.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, lo que se le consultó a su señoría no es si el tema se discutió o no -es evidente que se debatió en Comisiones y en la Sala-, sino si en alguna parte se certifica o se acredita que se da cumplimiento al Convenio Nº 169. Su señoría señaló que sí, pero eso no es efectivo. Por lo tanto, lo que respondió, no dice relación con la consulta. 

En parte, el diputado señor Arenas tiene razón: la obligación es de los ejecutivos, de los gobiernos. Al respecto, lo que le preguntamos a su señoría es cómo esta Corporación puede acreditar que el Gobierno dio cumplimiento al Convenio Nº 169. 

Existe un procedimiento -está reglado de una manera que no satisface a los pueblos originarios, tampoco a nosotros- establecido en el decreto Nº 124. Por lo tanto, se cumple con una exigencia formal del Convenio 
Nº 169.

El diputado señor Gonzalo Arenas sabe perfectamente bien que, aun sin reglamentación interna, se puede aplicar directamente el texto del Convenio. Así lo han señalado la OIT y el relator de los pueblos indígenas. 

En consecuencia, no hay ninguna excusa para eludir la obligación que señala el artículo 6º del Convenio Nº 169. 

Por eso, pedimos a esta Corporación que señale si se encuentra certificado el cumplimiento de esa norma. Señor Presidente, si no es así, basta que nos lo diga, pero no siga respondiendo cosas que no le hemos preguntado o, peor aún, como lo hizo anteriormente, respondiendo cosas que no son efectivas. 

He dicho. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Recupera el uso de la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, a mayor abundamiento -es importante que quede consignado-, el Convenio Nº 169 tiene la naturaleza de tratado internacional. 

A propósito de lo que está ocurriendo en nuestro país, no sería correcto no hacer una referencia a él, de la misma manera como no habría sido prudente no señalar el Tratado de 1952 en relación con una situación que hoy nos preocupa a nivel internacional. 

Pido una vez más que el señor Secretario nos indique textualmente dónde está consignado lo relativo al Convenio N° 169 de la OIT. Las omisiones en materia de tratados le han costado a nuestro país litigios internacionales, materia respecto de la cual no es necesario ahondar en comentarios. 

Seño Presidente, solicito que cumpla con su función y que el señor Secretario dé lectura al texto respectivo, para salvar cualquier interpretación de la norma respecto de la cual pedimos aclaración.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ÁLVAREZ (Secretario).- En la página 3 del informe de la Comisión de Inte-
reses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado, se expresa lo siguiente: “Asimismo, asistieron invitados por la Comisión: De la Comunidad Identidad Lafkenche, el representante, señor Adolfo Millabur; los dirigentes señores Miguel Cheuqueman y Rolando Huenchunao. De la Asociación de Profesionales Indígenas y Coordinadora del Encuentro de Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, la Presidenta, señora Sandra Huentemilla. Del Comité de Defensa del Patrimonio Pesquero y miembro de las Autoridades Tradicionales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Auto Convocados, los representantes señores Boris Hualme y Juan Valeria Quilapán”. 

“En la visita efectuada a las regiones, la Comisión escuchó a las siguientes personas, en representación de las entidades que se indican: 

En la ciudad de Punta Arenas: señor Oscar Muñoz Vera, miembro del Consejo Zonal de Pesca de la Duodécima Región de Magallanes y Antártica Chilena; señor Víctor Aguilar, … señor Humberto Camelio Contreras”, etcétera.

Se trata de seis páginas, en las cuales aparecen los nombres de muchos representantes de los pescadores de los pueblos originarios.

Más adelante, el informe señala: “El 26 de septiembre del 2012, la Comisión efectúa una primera reunión en caleta Mehuín, comuna de San José de la Mariquina, Región de Los Ríos, a la que asistieron … el señor Luis Llanquiman, Presidente de la Asociación de Comunidades de Mehuín (Rehue-Lafken, Villa Nahuel, Lenfumapu, Huinculmapu, Piutril, Puringue, Nogal, Puringue Pobre y Mehuín Alto); el señor Boris Hualme, representante pueblos originarios, sector Mehuín Alto; el señor Jaime Nahuelpan, representante de pueblos originarios, sector Rehue-Lafken; el señor Gino Bavestrello, presidente de la Federación de Pescadores Artesanales de Corral, …”. Y, así, una serie de personas invitadas.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Queda claro, entonces que al menos en la Comisión de Pesca del Senado, el tema planteado fue abordado in extenso. Una cosa distinta es que la exigencia de certificación sea una facultad que se pueda ejercer en las distintas instancias de la tramitación del proyecto. Fue un tema bastante abordado durante la tramitación del proyecto en el Senado.

Tiene la palabra el diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, lo que ocurre es que estamos legislando sobre una materia que tiene que ver con los pueblos indígenas. 

Nuestro país suscribió el Convenio Nº 169 de la OIT, que es una ley de la República. En consecuencia, tenemos que anticiparnos y no cometer ningún error desde el punto de vista legislativo. 

La Mesa incurre en una notaria equivocación cuando asimila las audiencias concedidas por el Senado para escuchar a determinadas organizaciones y representantes de algunas organizaciones, con la obligación del artículo 6º del Convenio Nº 169, de la OIT, que establece expresamente lo siguiente: “Los gobiernos deberán consultar” -el Gobierno es el Ejecutivo y la norma es imperativa- “a los pueblos interesados mediante procedimientos apropiados y, en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente.”. Entonces, desde el punto de vista de nuestras obligaciones con la OIT, está claro que la consulta debe ser previa. No tiene ningún sentido consultar a los pueblos originarios después de haber aprobado la ley. Además, como lo establece el Convenio 169 de dicha organización, debe ser de buena fe. No se trata de cumplir con un simple trámite administrativo o de consultar a algunos amigos para saber lo que opinan. Entonces, como el procedimiento de consulta debe ser ejecutado por el Ejecutivo, debe quedar establecido en una norma. Hace dos años, el Presidente de Estados Unidos dictó un decreto que estableció las normas mediante las cuales debía regirse la consulta; sin embargo, nuestro país no ha cumplido con esa obligación.

En consecuencia, estamos frente a un procedimiento legislativo que, desde mi perspectiva, está viciado o eventualmente puede ser susceptible de una modificación por parte del Tribunal Constitucional. Esa es la razón por la cual estamos poniendo énfasis en el tema. Por eso, nos gustaría que se aclarara lo que ha ocurrido particularmente con el punto referido al Convenio 169, de la OIT.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Arenas.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, el diputado Saffirio tiene razón cuando señala que la OIT ha dicho que las audiencias parlamentarias no cumplen con los requisitos de la consulta. Eso es verdad. O sea, citando a alguien a una Comisión, no se dan todos los requisitos del artículo 6°. El tema es que como la actual regulación del funcionamiento de la Cámara no contempla ningún procedimiento que permita cumplir con el Convenio 169, es imposible que esta Corporación resuelva cómo se va a dar curso a la obligación de dicho Convenio. 

Por lo tanto, lo que corresponde es una objeción de constitucionalidad. El Tribunal Constitucional verá si es un trámite que se ha saltado y, en consecuencia, se produce un vicio en su tramitación. Esta Cámara no tiene ninguna atribución ni capacidad para hacer cumplir lo establecido en dicho Convenio, que claramente hoy no se cumple con la técnica de las comisiones legislativas.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, quiero aclarar que la obligación le corresponde al Gobierno, es decir, al Ejecutivo y no al Congreso Nacional. 

Por eso, por intermedio de su señoría, deseo reiterar al señor Secretario de la Corporación que certifique por escrito el cumplimiento constitucional respecto de la consulta de los pueblos originarios, porque no sólo debe ser previa y de buena fe, sino que tiene carácter imperativo. Entiendo que debemos discutir el proyecto que nos convoca y que cada uno expresará legítimamente sus opiniones, pero aquí estamos ante el Convenio 169 de la OIT, que tiene carácter de tratado. Sobre esa base, se trata de una ley interna que obliga al Estado de Chile. 

Por eso, previo a hacer mi intervención de fondo, pido formalmente a su señoría que el Secretario de la Cámara certifique por escrito el cumplimiento de este proyecto respecto del procedimiento de consulta del Convenio 169, en cuanto a que se ha ajustado a lo establecido por esa norma. Eso es importante para salvar cualquiera responsabilidad constitucional y, además, la presentación que legítimamente haremos ante el Tribunal Constitucional. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, nadie lo puede certificar. Ese es el punto. No corresponde la certificación por parte de la Secretaría y usted lo sabe. Por lo tanto, no le corresponde a la Mesa ni a la Secretaría certificar lo que usted está solicitando. 

Los diputados que han manifestado discrepancias respecto del tratamiento de ese tema durante la tramitación del proyecto están en todo su derecho a hacer presente al Tribunal Constitucional la reserva de constitucionalidad que corresponde o la discrepancia que usted ha señalado.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, solicito que indique la norma que está invocando. Ya que usted está presidiendo la sesión en este momento, entiendo que está calificando la constitucionalidad de la norma. ¿Quedamos claro en eso, para dejar constancia de ello en la historia fidedigna de la ley? ¿Usted está calificando como constitucional la norma que se somete a discusión?

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señor diputado, no he calificado nada. Sólo le di una respuesta. Le ruego que haga uso de la palabra.

El señor DE URRESTI.- Le estoy preguntando si usted la califica de ese modo. Eso le corresponde como Presidente. Es la Mesa y su Presidente quienes deben calificar la constitucionalidad o no de un proyecto ingresado a la Cámara de Diputados. Eso sí que le corresponde. No le busque el cuesco a la breva.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Diputado De Urresti, eso se hizo cuando se dio cuenta del proyecto.

El señor DE URRESTI.- Entonces, usted lo declara constitucional. Me gustaría que así quedara consignado para la historia fidedigna de la ley. 

Ya que entendemos que usted, como Presidente de la Cámara, ha declarado constitucional esa norma que tiene el carácter de tratado, ojalá no seamos requeridos internacionalmente por incumplir un tratado de esta naturaleza.

Como bancada del Partido Socialista señalo que en su momento votamos, mayoritariamente, en contra de la idea de legislar el proyecto. Creemos que se trata de una iniciativa que no se ha discutido lo suficiente. Su artículo 1° no consagra los principios básicos para identificar el carácter y la naturaleza jurídica de los recursos hidrobiológicos. Lo que estamos haciendo es hipotecar el desarrollo de los recursos marinos por largas décadas.

Es importante que quienes siguen esta discusión sepan que el proyecto original no establecía ninguna norma ni hacía ninguna referencia al Estado en relación con el carácter y propiedad de los recursos hidrobiológicos. Simplemente, buscaba establecer una norma de derecho histórico para asignar y mantener licencias y cuotas a siete familias. Lo paradójico es que se reconoce la existencia de derechos históricos sobre la pesca a un número limitado de empresas y con ese 



mismo criterio y razonamiento no se reconoce el derecho histórico de los pueblos originarios. Es contradictorio que a los pueblos originarios, asentados desde hace bastante más tiempo en los territorios relacionados con el proyecto, especialmente en el mundo lafkenche, y para los que la pesca tiene carácter ancestral, no se les reconozcan sus derechos históricos, pero sí a siete familias. 

Repito, mediante un proyecto patrocinado por el Ejecutivo, se solicitaban licencias perpetuas para que esas familias siguieran ejerciendo derechos de pesca sobre nuestro mar. Sin embargo, luego de muchas presiones -en ese sentido, quiero valorar el aporte del mundo científico y académico, de las organizaciones sociales y de los pescadores, que han estado bregando durante meses-, se ha abierto la discusión. Las licencias se han limitado a veinte años, renovables por otros veinte más. Con todo, me pregunto cuántos de los presentes estaremos vivos en cuarenta años más. Seguramente, muy pocos. En cuarenta años de explotación difícilmente vamos a disponer de esos recursos. 

Los artículos fundamentales del proyecto pretenden entregar para siempre, de manera perpetua, los recursos pesqueros a las grandes empresas industriales incumbentes, bajo el subterfugio de otorgar licencias temporales por veinte años y con renovación automática. ¿Alguien cree que no se va a renovar la licencia a alguna de esas empresas? ¿Por qué debemos limitarlas simplemente a esas siete empresas? ¿Cuáles son los poderosos intereses detrás de ellas para mantenerlas? 

Entiendo y valoro la lucha que hacen los trabajadores de tales empresas. El Partido Socialista va a estar siempre al lado de los trabajadores, pero entendamos que esas empresas no tienen por qué escudarse detrás de estos cuando son ellas las que ganan grandes cantidades de dinero y no siempre lo comparten con sus trabajadores. Si los trabajadores han conseguido mejoras ha sido gracias a su organización sindical, a la lucha que han dado. No tenemos por qué asegurar en este Parlamento el acceso perpetuo a los recursos hidrobiológicos a empresarios que hoy no solo no dan la cara, sino que mandan a sus lobbistas al Parlamento para mantener su negocio por 20 o 40 años más. Eso no corresponde. 

¿Plataforma social? ¡Absolutamente! ¿Protección a los trabajadores? Sí, pero principalmente protección a los pescadores artesanales, que son los que van a ver afectados sus derechos. Son ellos quienes van a ver limitada la posibilidad de sus capturas; son ellos los arrinconados; son ellos los que se ganan la vida en los territorios relacionados con el proyecto. En eso no nos equivoquemos respecto de dónde tenemos que poner el acento.

Sustentabilidad del recurso; mayor protección y más competencia; protección a los pueblos originarios; defensa del mar para los chilenos y no para siete familias que a lo largo de muchos años han ejercido sus derechos de manera ilimitada, depredatoria y sin control. Hoy nos solicitan que a esas grandes empresas, asentadas territorialmente en distintas partes del país, les otorguemos una licencia por veinte años, con posibilidad de renovación automática e indefinida. ¡Disculpen, pero no podemos estar disponibles para eso! 

Dentro de veinte o cuarenta años quiero caminar tranquilo por mi país sabiendo que votamos a favor de las grandes mayorías de la nación, en defensa de los recursos de todos los chilenos, no de mejorar a perpetuidad el negocio de siete empresas. Tarde o temprano, si el recurso se acaba, los únicos que van a perder son los pescadores artesanales y los propios trabajadores. No quiero que eso ocurra. Por eso, votaremos en contra los artículos que apunten en esa dirección. 

He dicho. 

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles. 

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en el tema pesquero hemos planteado, no solamente en esta oportunidad, sino que en varias ocasiones, el carácter diverso de la pesca a nivel país. En efecto, la pesca que se practica en el norte no tiene nada que ver con la que se ejerce en el extremo sur del país. Las realidades regionales son extraordinariamente distintas, disímiles, lo que habla de que Chile -repito- es un país diverso. 

En el norte, las áreas desérticas y la falta de agua es una constante; en el sur, no sólo la vegetación es abundante, sino que también las aguas. Por lo tanto, los elementos que confluyen para determinar el tipo de pesquería son distintos. 

En mi región, Atacama, durante los últimos años, la pesquería del jurel ha sido importante, y el mundo artesanal y el mundo industrial se han puesto de acuerdo. En la actualidad, en la Región de Atacama hay consenso sobre la pesca artesanal, que incluye a pequeños pesqueros artesanales y a quienes se dedican a otras labores extractivas, como los algueros o los buzos mariscadores y algunos de sus productos. Por eso, me parece muy relevante que sobre la pesca artesanal haya una mirada regional diferente. 

Me llama la atención que algunos elementos analizados por el Senado se apliquen a algunas zonas del país y no a otras. Me quiero referir, por ejemplo, a la letra c) del numeral 3) del artículo 1° -desde ya pido que se vote en forma separada-, que considera una cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño. 

Señor Presidente, las empresas de menor tamaño, por ejemplo, de las Regiones del Biobío y de La Araucanía son distintas de las empresas de menor tamaño que se encuentran en mi región. Por lo tanto, entregar esa opción de reserva a empresas de menor tamaño con nombre y apellido es una condición que a mis pescadores artesanales, a la gente de mi región, le perturba. Hoy, los pescadores artesanales extraen una cuota importante para el consumo humano regional y desarrollan su actividad pesquera con la cuota que les provee la ley. Por lo tanto, afectar la cuota de los pescadores artesanales para entregársela a empresas de menor tamaño, que en la Región de Atacama hoy no desarrollan su actividad, irá en desmedro de los primeros. Me parece poco razonable que esto sea así y considero que la materia debería ser analizada región por región, a través de acuerdos zonales, donde sean los representantes de la pesca artesanal quienes determinen qué porcentaje le entregan a las empresas de menor tamaño. 

Por ello -repito- solicito votación separada a la letra c) del numeral 3) del artículo 1°, introducida por el Senado.

Por otro lado, el senado sustituyó el artículo 48 A por otro de igual denominación, a través del cual faculta al subsecretario del ramo a redistribuir el 50 por ciento de los saldos no capturados al término de cada período, asignando dichos saldos a otra región o unidad de pesquería que se encuentre comprendida en la respectiva cuota global de captura. Se trata de una norma racional. Dado que los peces migran, el artículo permite distribuir la pesca de acuerdo con las distintas realidades regionales. Estamos absolutamente de acuerdo con ese artículo y, a mi juicio, el planteamiento hecho por el Senado contiene una mirada regionalista. 

Por su parte, el artículo 48 B entrega la posibilidad de redistribuir recursos entre las regiones, de acuerdo con la pesquería. Con todo, el artículo décimo noveno transitorio regula en forma especial la primera milla en el caso de la Región del Biobío, lo cual me parece prudente y razonable. Ese artículo señala que por el plazo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la ley, en el caso de la Octava Región, la primera milla contemplada en el artículo 47 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura quedará abierta a la operación de las naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con el acuerdo del Comité de Manejo, se cerrará en todas aquellas áreas en que se afecte la operación de la flota de inferior eslora. 

Pido que se vote separadamente ese artículo, a fin de que en la Comisión mixta se incorpore, también, a la Región de Atacama. 

La racionalidad planteada en relación con la pesca de la Octava Región resulta prudente y positiva. Así lo piensan los pescadores de mi región; sin embargo, ellos me consultaron por qué no pueden acceder a las prerrogativas establecidas en el señalado artículo transitorio, toda vez que presentan las mismas dificultades en algunas áreas y en consideración a las particularidades de la costa de Atacama. Como se sabe, esta es distinta a la del resto del país, ya que a pocos metros de la costa caen profundamente los niveles oceanográficos, por lo que puede apreciarse una distancia considerable entre la superficie y el fondo marino. Por lo tanto, en esa zona, la pesca de arrastre no llega a tocar el fondo y no se autoriza la operación de actividades pesqueras que afecten a este. 

Por otro lado, me parece prudente plantear un tema que para la región que represento resulta fundamental: me refiero a la creación de una nueva zona pesquera. En la actualidad, compartimos la zona pesquera con la Cuarta Región y tenemos visiones distintas respecto del trabajo industrial y artesanal. Por otro lado, la forma en que los pescadores de las regiones de Atacama y de Coquimbo trabajan en las cinco primeras millas es diferente. Por ello, hemos planteado la incorporación de una zona especial de pesca para Atacama, a fin de que pueda diferenciarse desde el punto de vista regional.

Señor Presidente, en general, compartimos la postura de que la pesca y, particularmente, los pescados, no son propiedad de las personas, sino del Estado de Chile. Por lo tanto, la concesión que entrega el Estado a los distintos actores debe ser cuidada, principalmente para mantener los recursos hidrobiológicos.

Termino mi intervención con un tema que es muy importante para la región de Atacama. 

Creemos que en la zona es necesario respetar que las cinco primeras millas sean para los pescadores artesanales y la primera milla para los pescadores más pequeños, siempre que haya acuerdos regionales que incorporen el trabajo de las naves mayores. A final de cuentas, las regiones son distintas, la actividad pesquera en cada una de ellas es diferente y cada región tiene su particularidad. En ese plano, los pescadores artesanales de la Región de Atacama han trabajado en forma muy eficiente para conservar el recurso pesquero y mantener la fuente de ingresos de sus familias. Por ello, es absolutamente necesario que se respete la historia pesquera artesanal de la región y el trabajo que han venido desarrollando los distintos actores de la pesca: me refiero a armadores, tripulantes, pescadores artesanales de embarcaciones pequeñas, buzos mariscadores y recolectores de orilla. La pesca es una actividad muy localizada y territorial, por lo que requiere de una visión local para actuar desde el punto de vista legal.

Señor Presidente, pido que consigne la votación separada que he solicitado respecto de los artículos que he señalado, con el objeto de apoyar el planteamiento de los pescadores de Atacama en relación con este proyecto de ley de pesca.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Vargas.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, el proyecto en debate comenzó a estudiarse en octubre del año pasado. En la Comisión de Pesca -puedo afirmarlo-, recibimos a representantes de instituciones, industrias y a artesanos, quienes vinieron a contarnos sus experiencias, de manera de que tomáramos en consideración sus demandas y legislar de la mejor forma. Claramente, no ha sido fácil dar en el gusto a todos; no ha sido fácil legislar, porque Chile es demasiado largo y la diferencia que tenemos en las costas dificulta, muchas veces, ponerse de acuerdo. 

En el norte tenemos muy claro los acuerdos tomados por los industriales, los semindustriales y los artesanales; por consiguiente, se nos ha hecho más o menos fácil tomar algunas decisiones respecto de las votaciones. Sin embargo, sabemos que desde la Cuarta Región hacia el sur, en particular en la Séptima, Octava y Novena Regiones, las cosas se complican. El proyecto que discutimos, producto de largas horas de debate, no tiene por finalidad sino dar solución a los problemas y necesidades que engloba al sector pesquero del país.

Señor Presidente, el Senado ha incorporado un artículo 1 A, nuevo, referido a la soberanía, derechos y regulaciones del Estado en esta materia, aportando, de esta manera, una visión y un eje claros al proyecto. Dichas materias podrían haber sido mejor reguladas. Con esto quiero decir que podría haberse establecido expresamente la pertenencia del mar y sus recursos a todos los chilenos y chilenas. El mar y los recursos marinos, que hoy intentamos proteger pertenecen -insisto- a todos los chilenos, y es a ellos a quienes también debemos proteger. 

En cuanto a la protección de los trabajadores y el establecimiento de una plataforma social, este diputado estima -quiero ser enfático en ello- que es la parte más débil del proyecto. Creemos que quienes han estado veinte o treinta años sobre un barco en altamar, entregando sus pulmones y haciendo ricos a los patrones de grandes empresas, hoy no se les otorgan beneficios suficientes de apoyo. Ellos, en algún momento, deben bajarse del barco y jubilar. Esta plataforma social ni siquiera cuenta con financiamiento. Por tal razón, se debe crear un fondo solidario para que los trabajadores pesqueros cuenten con una plataforma social que considere capacitaciones y cursos que propendan al desarrollo de estos, de manera de obtener una verdadera reconversión laboral, ya sea durante la vida laboral o luego de que los trabajadores jubilen. En tal sentido, lo establecido en el artículo 173 no es suficiente.

Tampoco comparto que el proyecto no haya regulado a los pueblos originarios. Se hace alusión a que estos se encuentran regulados por otra norma, pero ello no basta. Es indispensable reconocer y plasmar en esta iniciativa los derechos de los pueblos originarios sobre los recursos hidrobiológicos de los espacios costeros marinos que les pertenecen por tradición. En mi región de Arica y Parinacota, hace ocho mil años, existía la cultura Chinchorro, y, hasta hoy, en esa región hay gente que pesca con la misma práctica de los chinchorreros. 

Por lo tanto, en ese sentido, debemos cumplir la obligación que el país contrajo al adherir al Convenio N° 169, de la OIT, esto es oír y consultar a nuestros pueblos originarios.

En materia de veda, debería haber un pronunciamiento en cuanto al problema que existe con las pesqueras peruanas en la frontera marítima con ese país. Cuando nuestro país dispone una veda desde el hito 0 hacia el sur, hasta caleta Camarones, Perú no la impone desde el mencionado hito 0, sino a 120 millas náuticas hacia el norte. Por lo tanto, quedan 120 millas libres para que las pesqueras peruanas pesquen todo lo que se devuelve desde Chile hacia Perú. El proyecto no se refiere a ese punto. Necesitamos un sector, por lo menos hasta caleta Camarones, liberado de veda, a fin de competir con las embarcaciones peruanas, ya que en estos momentos ellas capturan todos los recursos existentes, por cuanto éste se moviliza.

En cuanto a las Pymes que extraen para el consumo humano, vemos un gran avance, una gran conquista, ya que a través de este proyecto se les asegura un porcentaje de la cuota global, la cual antes no poseían.

Si bien el proyecto ha motivado una larga discusión -para los integrantes de la Comisión técnica ha significado un largo trabajo-, quisiéramos que la iniciativa tuviera el encanto de satisfacer las necesidades tanto de los trabajadores industriales como artesanales.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, quiero recordar que este proyecto de ley ingresó a la Oficina de Partes de la Cámara el 14 de diciembre del 2011. En cuatro días más se cumplirá un año. 

Primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados: 600 indicaciones; segundo trámite constitucional en el Senado: 1.000 indicaciones. Aquí tengo el texto comparado del primer trámite constitucional y del segundo trámite constitucional. Hay modificaciones profundas del Senado.

Para mi Región del Biobío están en juego 10 mil empleos, amén de la posibilidad real y efectiva de establecer una plataforma social justa. Por eso, el Gobierno debe acceder a negociar y, según he sabido, lo está haciendo, lo que me alegra muchísimo. 

Uno de los primeros proyectos que examinó este Congreso en 1990 -en este momento se encuentran presentes en la Sala dos diputados que fueron elegidos en 1990: Jorge Ulloa y quien habla- fue el que prorrogaba la ley de Pesca. Su aprobación fue absolutamente transversal, porque estaban en juego miles y miles de empleos. Lo terrible era que firmas extranjeras -tal como ocurre hoy con ciertas compañías que desean participar en licitaciones- querían venir a tomar el control de la explotación de nuestra pesquería. Varios tuvimos la valentía de decir que íbamos a defender todo lo que era chileno. Después, hubo otra modificación. 

No tengo complejo para decir las cosas. Por eso digo que defenderé hasta el final los empleos. Hace seis semanas hubo una asamblea en el estadio La Tortuga de Talcahuano, a la que asistieron más de 3 mil trabajadores y trabajadoras de todas las organizaciones sociales: Festrach, integrada por los sindicatos de trabajadores de las empresas Orizón y Congelados Pacífico; por el Sindicato N° 1 El Golfo Blumar; por el Sindicato N° 1 Grimar, y por el Sindicato de Trabajadores N° 2 Food Corp; Fetrapec, integrada por el Sindicato Unitario de Trabajadores de la Pesquera Grimar; por el Sindicato de Trabajadores Geomar; el Sindicato Alimex; el Sindicato Tubul, y el Sindicato Camanchaca y Tamarugal, además de Fesipa, Agopesi, la Federación Nacional de Sindicatos Oficiales de Naves Mercantes y Especiales de Chile, los consejeros nacionales de Pesca, y muchos más. ¿Qué me plantearon? Lo tengo aquí, por escrito: ellos no están haciendo una defensa especial, sino que están defendiendo a los trabajadores con contratos indefinidos y con contrato a plazo fijo. No se trata de quién es más popular o más importante, o de quien figura más en los medios de comunicación. 

Defenderé este punto hasta las últimas consecuencias por una razón muy simple: las plantas industriales se ubican en Talcahuano, en Tomé y Coronel, y la mitad de sus trabajadores vive en mi distrito: Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz. Son familias que pueden proyectarse en el tiempo y desarrollarse porque tienen empleo. 

Nadie ha destacado los avances que hubo en el Senado. En primer lugar, se incorporó el artículo que establece que el Estado de Chile tendrá soberanía sobre los recursos del mar. Un artículo similar no fue aprobado en esta Cámara. En segundo lugar, nada se ha dicho sobre el nuevo proceso de toma de decisiones dentro de la institucionalidad pesquera para avanzar hacia una mayor sustentabilidad del recurso pesquero. Para ese efecto, se crean los comités científicos, cuya participación estará concentrada en la conservación de los recursos marinos, en la determinación de rangos de cuota y en los puntos biológicos de referencia. Otra cosa muy importante es que los científicos que provengan de institutos o centros científicos que dependan de empresas pesqueras industriales o artesanales podrán participar en los comités solo como invitados, no pudiendo votar ni decidir, como es natural. 

Se traspasa el presupuesto del Instituto de Fomento Pesquero desde la Subsecretaría de Pesca al Ministerio de Economía. Hay una mejoría del presupuesto no sólo a través de convenios específicos, sino también a través de presupuestos base para investigación estratégica. Además, se establece un sistema de evaluación externa de calidad de la investigación que realiza el Instituto de Fomento Pesquero. Fiscalización; certificación de embarque; aumento del presupuesto del Sernapesca para traspasar personal de honorarios a contrata; creación de nuevos cargos directivos; creación de cargos profesionales. Se otorgan facultades para regulación de artes y aparejos de pesca, con el objeto de aumentar su selectividad. Además, se deja el 55 por ciento de la licitación para la pesca artesanal. 

Por otro lado, se mejora la participación de los pescadores artesanales en los comités de manejo por pesquería; se ampliaron las cinco millas de uso exclusivo para la pesca artesanal hasta la Isla Grande de Chiloé; se entregan facultades para regular y alternar el uso de caladeros históricos, toda vez que es bastante preocupante que se compartan con la pesca industrial; se eximen del pago de patentes las concesiones de acuicultura de alga; se entrega una cuota global para la cuota de carnada; se bonifica el repoblamiento de algas; se dará 6 meses de plazo para que ingrese el proyecto que crea el Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal; se establecen planes de recuperación para pesquerías colapsadas; se otorga a los pescadores artesanales acceso a la cuota de bacalao al sur del paralelo 47°, llegando a 30 por ciento en seis años. Es decir, ¡Ave María que ha mejorado el proyecto! 

Por otra parte, se otorgan licencias a la pesca industrial. En esta Cámara se aprobaron licencias indefinidas, divisibles y transferibles, con causales de caducidad. En el Senado, se aprobaron licencias por 20 años, divisibles y transferibles, con causales de caducidad más estrictas. Estas se podrán renovar siempre que no se incurra en un conjunto de hechos. Los requisitos se endurecieron bastante, a fin de que la renovación no apareciera como simple trámite.

Ahora bien, ¿qué me preocupa? ¿Por qué no crear una plataforma social para los trabajadores de la industria pesquera? ¿Acaso ellos no son tan trabajadores como los pescadores artesanales? Recibí por escrito las propuestas de los dirigentes de los gremios de la Región del Biobío. Ellos proponen incorporar algunas modificaciones al artículo 173. Por ejemplo, en la letra c), a continuación de la frase “a la pesca artesanal” incorporar la siguiente: “y de los trabajadores de la industria pesquera”. Otra, a la letra d), para reemplazar entre la frase “Ambos programas tendrán una vigencia de” y “a contar de la entrada en vigencia de esta ley” la expresión “3 años” por “5 años”.

Otra propuesta es para agregar, en el artículo 173, una letra g), nueva, que señale que durante la vigencia de esta ley se implementará un programa extraordinario, denominado puente de jubilación, para el personal embarcado de la flota industrial acreditado ante la autoridad marítima, el cual beneficiará a quienes hayan perdido su trabajo a partir de enero de 2010. 

Son tan honestos nuestros trabajadores que reconocen dos requisitos para impetrar ese beneficio: haber cumplido 50 años de edad y desempeñarse a lo menos durante 15 años en la actividad pesquera. ¿Por qué no? ¿Por qué discriminar a los trabajadores de los barcos pesqueros? El tema es preocupante y la propuesta que nos ofrecen constituye la solución.

No tengo complejos. Aprobaré el tema relativo a las licitaciones, porque va en defensa del empleo de 10 mil personas; pero, también le pido al Gobierno, dado que el proyecto se votará mañana, que tenga la capacidad de ingresar una indicación que mejore la plataforma social.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Clemira Pacheco.

La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, saludo a los dirigentes que nos acompañan esta tarde en las tribunas, tanto del sector industrial como artesanal. 

Me voy a referir a la modificación del Senado que incide en el artículo 26 A), que entrega licencias transables de pesca por 20 años renovables. Me parece que, finalmente, serán 40 años. Establecer un período de 20 años prorrogable por otros tantos nos parece excesivo. La teoría del tejo pasado con la que el gobierno inició el trámite, con cuotas indefinidas, hace que, aparentemente, 20 años sea un avance, pero no lo es.

Para bien o para mal esta puede ser la última ley de pesca. En 40 años el sector se recupera o colapsa definitivamente. Creíamos que 10 años, renovables -así lo propusimos- era un plazo suficiente para amortizar inversiones y evaluar el funcionamiento del sistema. Por ello, lo aprobado en el Senado resulta tremendamente negativo.

Quiero señalar mi discrepancia con el artículo 27, sobre licitaciones, por lo que votaré en contra de lo aprobado por el Senado. No me parece un mecanismo razonable, menos aún a todo evento, como está planteado.

La administración sobre la base de cuotas individuales sólo la comparto en períodos cortos, que se fundan en que los actores cumplen sus límites establecidos para beneficiarse del mejoramiento de las pesquerías. Si ello se reparte entre nuevos operadores, se genera un incentivo contrario.

Vinculada con esta disposición se encuentra el artículo tercero transitorio, que establece la licitación a todo evento, incluidas las pesquerías colapsadas. En esas pesquerías el objetivo principal debe ser recuperar y no discutir el ingreso teórico de nuevos actores. Sin embargo, si se resuelve licitar, ello debe hacerse en pesquerías sanas con el objeto de centrarse en recuperar. Al licitar se incorporarán nuevas unidades de esfuerzo, nuevos barcos, lo que resulta incoherente con el objetivo expresado por el Gobierno, esto es salvaguardar la sustentabilidad de los recursos.

Los artículos 43, 43 bis y 43 ter, sobre patentes e impuesto específico, plantean un punto complejo. El nivel de patentes y permisos sigue siendo bajo. Se ha establecido una fórmula, que no comparto, que posterga el incremento de los montos que percibe el Estado hasta la recuperación de las pesquerías. Ello no es razonable. Este es un sector que cuenta con utilidades suficientes para hacer un aporte mayor. Por esa razón, hemos propuesto votar en contra de lo aprobado por el Senado.

El artículo 3°, letra c), establece otro punto de discrepancia: me refiero a la reserva del 1 por ciento de la cuota global como cuota Pyme. Se trata de una medida que apunta hacia un objetivo que me parece va en el sentido correcto: el consumo humano y la ayuda al empleo. Sin embargo, si se analiza en general, me asaltan algunas aprensiones, porque altera los términos de negociación e intercambio entre los compradores y la pesca artesanal. Disminuir los precios que la pesca artesanal conseguirá, a la larga, deprimirá el mercado.

El artículo 173 establece la llamada plataforma social para los trabajadores de la industria. Resulta totalmente insuficiente lo que el Senado trabajó, en acuerdo con el Gobierno, en relación con esta materia. Se trata de un grupo de trabajadores que merece apoyo para superar la situación de cesantía, ocurrida en 2010 por las fusiones, o a fin de mejorar su calificación laboral. La plataforma social debe tener una magnitud suficiente para asegurar los recursos en pos de ese objetivo. Esperamos que ello se concrete en la Comisión Mixta. Por lo tanto, solicito a los colegas rechazar el artículo para profundizar sus beneficios.

Además, solicito rechazar el artículo décimo sexto transitorio, que pasa a ser décimo séptimo, por cuanto la recaudación debe permitir el financiamiento de la investigación y la plataforma social para los trabajadores artesanales como industriales, en particular los puentes de jubilación y los subsidios a la reconversión.

Asimismo, solicito a los colegas votar en contra los artículos 26 A y 26 B. Al plantear licencias por 20 años renovables, estamos hablando de que las mismas tendrán una vigencia de 40 años. Por eso dije que, tal vez, esta sería la última ley de pesca. Mi petición es elevar el impuesto específico para todas las empresas, de manera pareja a nivel nacional, a fin de destinar esos recursos a la plataforma social, con el propósito de proteger a los trabajadores del sector industrial y artesanal.

Por otra parte, el Senado ha propuesto modificaciones a la distribución de las cuotas artesanales regionales, para hacerse cargo de la circunstancia de que una región tenga cuota, pero no peces, permitiendo redistribuciones, dentro de un año, del 50 por ciento del saldo, o cada tres años a quienes no logren capturar, en promedio, el 80 por ciento de la cuota en dos años. Ello me parece bastante curioso.

Se estableció, también, la cuota de carnada, para todos los que trabajan las flotas espineleras del país, pero bajo un sistema de acceso vía licitación que nosotros no compartimos.

En la misma línea de licitación, se acordó la incorporación de la flota bacaladera artesanal a los caladeros al sur del paralelo 47°, para rectificar una deuda histórica con el sector artesanal y asegurar un fraccionamiento del 30 por ciento de la cuota global de captura.

Por otro lado, propongo rechazar el artículo décimo cuarto transitorio. No nos parece adecuada la licitación que se propone. La pesquería del bacalao posee registro artesanal de acceso suspendido, por lo que no existe inconveniente en administrar con cuota global y certificación de capturas.

Respecto del cierre de la primera milla, valoro que el Senado se hiciera cargo del acuerdo con los pescadores artesanales de mi región, expresado en el artículo décimo noveno transitorio, que reserva, en lugares específicos, la primera milla a las flotas de menor tamaño, dando sostenibilidad a la operación de toda la flota. 

Señor Presidente, es lamentable que no se haya logrado avanzar en la definición de un estatuto público de los recursos pesqueros, indispensable para asegurar la posibilidad de reformular las medidas de administración en función de los intereses del país.

Además de los artículos ya mencionados -26 A, sobre licencias transables de pesca; 26 B, sobre causales de caducidad; 43, 43 bis y 43 ter, sobre las patentes e impuestos específicos-, pido que se voten, separadamente, a fin de que se traten en la comisión mixta, los artículos 173, relacionado con la plataforma social; décimo séptimo transitorio; 1°, numeral 3), letra c), para eliminar la licitación de la cuota de carnada y el uno por ciento de las cuotas Pymes; 27, que establece la fórmula de licitación; tercero transitorio; 48 A, letra d), que establece la fórmula de distribución del 50 por ciento del saldo no capturado; 48 B, que establece que en caso que una región capture menos del 80 por ciento de la cuota de captura artesanal que le corresponde, durante los dos años de mayor porcentaje de cumplimiento de la cuota en el período de los tres años anteriores al año de fijación de la cuota, el porcentaje que resulte de la resta del 80 por ciento y el porcentaje promedio capturado, será distribuido entre las regiones que tengan desembarque promedios por sobre el 80 por ciento a prorrata, considerando los porcentajes regionales de participación del año anterior; 50, que regula el acceso a la región contigua, en el que se eliminó la llamada segunda instancia del Consejo Zonal en caso de desacuerdo entre los pescadores; además, existe un vacío respecto del hecho de que es la Subsecretaría de Pesca la que debe elaborar un informe técnico y validar a los representantes de cada región, a fin de contribuir a los acuerdos entre los pescadores de las regiones contiguas; 156 bis, que eliminó la exclusividad del IFOP para realizar los estudios base de las pesquerías, acuerdo esencial para asegurar la independencia y autonomía de la investigación y que no se condice con el financiamiento que se está entregando en la Ley de Presupuestos para el próximo año. Además, se plantea la externalización de cada una de esas funciones, lo mismo que ocurre con Sernapesca.

En consecuencia, solicito votación separada para todos esos artículos. Además, quiero insistir en el aumento del impuesto específico, a fin de que esos recursos se focalicen en la plataforma social.

Esperamos que el proyecto vaya a Comisión Mixta para mejorar las condiciones de los trabajadores del sector pesquero.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señora diputada, ruego que haga llegar a la Mesa, por escrito, el listado de artículos respecto de los cuales ha pedido votación separada.

Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, el diputado Hugo Gutiérrez ya explicó la posición de nuestra bancada, pero quisiera reflexionar sobre algunas materias planteadas en este debate.

Se supone que el proyecto busca resguardar la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos de nuestros mares. La verdad es que al tenor del debate, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, y de la discusión sostenida hoy, uno se pregunta si serán los grandes industriales, en tanto empresarios que obtienen la máxima utilidad con el mínimo costo, a quienes les cabe la responsabilidad de resguardar la sustentabilidad.

De no resguardarse esta, ¿qué intereses se afectan? ¿Quiénes son los perjudicados? Entiendo -y quiero mirarlo desde esa perspectiva- que una cosa es resguardar el empleo, su estabilidad y luego los buenos salarios -ojalá fueran parte de una sola unidad-, y otra imaginar que se resguardan solos, siempre y cuando la actividad de explotación de los recursos del mar estén sometidos a una política de los sectores privados, que buscan, también, máxima concentración en este plano de la actividad económica. 

Por eso, aparece como prescindible el tema de la protección de los derechos de los pueblos originarios; aparece como optativo aplicar el Convenio 169 de la OIT, que estipula que si los espacios, patrimonio de la cultura y de desarrollo de la actividad económica de los pueblos originarios, serán sometidos a alguna alteración, tal acción debe ser llevada a consulta, implementada por los mismos afectados, no por quienes imaginan que deberán subsidiarlos en la creencia de que los primeros no sabrán organizarla. Esto no es optativo. De ahí la existencia de la ley N° 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios. 

La consulta aplicada por los lafkenches, por ejemplo, es análoga a la realizada por los pehuenches, relacionada con los tendidos de alta tensión en sus territorios. Los pueblos originarios deben ser consultados si algo va a afectar su economía o su cosmovisión. Aquí hay un vacío que afecta la aplicación de la ley, por cuanto esta existe y se reconoce una porción de la costa a favor de los pueblos originarios.

En consecuencia, haciendo hincapié en este punto, al mismo tiempo de reivindicar el derecho legítimo de los pueblos originarios vinculados a la actividad costera, que debe ser respetada rigurosamente, pregunto por qué el único camino para prever políticas sobre sustentabilidad del recurso hidrobiológico debe partir de la propiedad de un núcleo de empresarios de la pesca industrial.

Soy de los que cree que el modelo de mercado neoliberal ha colapsado y que no es capaz de dar cuenta de los desafíos de nuestras sociedades, en particular de nuestro país. En consecuencia, si desde el punto de vista del mercado privado neoliberal no es capaz de resguardar el recurso hídrico, ni el recurso energético, ni nuestros recursos naturales mineros, menos podrá proteger nuestros recursos naturales marinos. Sin afectar los intereses legítimos de los trabajadores, el Estado debiera ser más proactivo respecto de la soberanía sobre este recurso y ejercer acciones tendientes a protegerlo, por cuanto pertenece a todos los chilenos y chilenas que constituyen la sociedad de nuestro país.

Por eso, señor Presidente, vamos a votar en conciencia cada uno de los artículos del proyecto, de modo de amparar siempre los intereses que he manifestado.

Al respecto, no estamos en absoluto de acuerdo con la renovación casi indefinida de las licencias. Significa que si el empresario no es capaz de lograr la renovación automática es porque quebró en la mitad del camino, le faltó experiencia o lo afectó alguna circunstancia neuronal, pero no porque de motu proprio entre en una competencia donde de verdad haya licencias que le permitan la renovación con sentido crítico. Entregar per se los recursos sobre los cuales el Estado chileno tiene soberanía, afectando a quienes de verdad son los dueños, es decir, todos los habitantes del país, compromete nuestras riquezas en beneficio de un sector absolutamente minoritario del país, que, sin mediar prevenciones, lo explotará ilimitadamente. Anteponer esto a los intereses de los trabajadores me parece una manipulación que no tendrá lugar, porque significará estar condenados, eternamente, a que el país sobreviva solo si hay explotación del capital privado, sin ningún reglamento y ningún papel activo del Estado de Chile.

Esa es mi reflexión. Como señalé al principio de mi intervención, nuestra posición ya la expuso el diputado Hugo Gutiérrez.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eduardo Cerda.

El señor CERDA.- Señor Presidente, quiero referirme, brevemente, al proyecto en discusión y señalar, con mucha claridad, las pautas principales de los diputados de la Democracia Cristiana.

Lo fundamental es que los recursos pesqueros son de todos los chilenos y no de algún grupo privilegiado que los quiera en forma indefinida. Queremos que esto quede bien claro, porque esta idea la vamos a reiterar a lo largo de la discusión del proyecto, apoyada con distintas indicaciones, a fin de que la iniciativa vaya a Comisión Mixta.

Además, estimo que entregar licencias por 20 años resulta excesivo. Nos interesa la sustentabilidad de la pesca en Chile, de manera que no se agoten los recursos. Sin embargo, lo más importante son los pescadores artesanales y los trabajadores, sean tripulantes u operarios de las diferentes empresas, muchos de los cuales podrían quedar cesantes y recibir una mísera pensión de 33 mil pesos. Creo que esta debe aumentarse en forma considerable, por lo menos a 80 mil pesos.

También consideramos como base fundamental los derechos de los pescadores artesanales, sobre todo de los miles de pescadores que, con su bote, salen casi todas las noches a pescar y traer alimento para los chilenos.

Represento un distrito que tiene una extensa franja de costa, con nueve caletas de pescadores: Quintero, Ventanas, Horcón, Maitencillo, Cachagua, Zapallar, Papudo, Pichicuy y Los Molles.

En una reunión sostenida el jueves de la semana pasada, los pescadores artesanales de la zona me manifestaron que están contentos con la forma en que estamos defendiéndolos, a fin de que tengan la exclusividad absoluta sobre la primera milla y se exija a los otros pescadores artesanales tener GPS, para controlar que nadie se meta en su zona exclusiva.

Rechazaremos los acuerdos logrados en el Senado relacionados con los artículos 26 y 27, de modo que en la Comisión Mixta se alcance mayor justicia.

Repito, para los democratacristianos lo fundamental son los chilenos que viven de la pesca, de la riqueza de nuestro territorio, pues gracias a ese trabajo pueden llevar el sustento a su casas. Por eso, resulta importante el 1 por ciento de la cuota global de captura de las especies, para licitarla entre los titulares de las plantas de proceso inscritas en el Registro que lleva el Servicio Nacional de Pesca y que califiquen como empresas de menor tamaño, para realizar actividades de transformación sobre éstas y destinarlas exclusivamente a la elaboración de productos para el consumo humano directo. 

Como dije, examinaremos cada artículo del proyecto, a fin de que despachar un proyecto beneficioso para los trabajadores, que son los que engalanan nuestro país. 

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Pedro Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señor Presidente, soy diputado por la Región de Coquimbo, que es, prácticamente, la única zona donde alrededor del 80 por ciento de los pescadores artesanales llevaron a cabo una votación en cada una de sus caletas para pronunciarse sobre este proyecto de ley. 

Ellos rechazan categóricamente la perforación a las 5 millas. La votación a que he hecho referencia nunca antes se había llevado a cabo, por lo que vengo mandatado por los pescadores y trabajadores de las pequeñas y medianas empresas pesqueras y conserveras de las caletas Coquimbo, Guayacán, Peñuelas, Puerto Aldea, Tongoy, Totoralillo Norte, Los Hornos, Chungungo, Talquilla, Las Conchas, San Pedro de Los Vilos, de Puerto Manso, Punta Talca, Mantos de Hornillos, entre otras. 

El pasado miércoles el Senado aprobó este proyecto, que la gran mayoría de los chilenos rechaza, porque es más de lo mismo, ya que sólo entrega privilegios a unos pocos. Se trata de una iniciativa discriminatoria, injusta y que afecta, principalmente, a los pescadores artesanales y a la pequeña y mediana industria conservera. Por lo demás, privilegia en forma vergonzosa a un grupo no superior a siete familias que hoy controlan más del 80 por ciento de la pesca industrial. 

El proyecto será votado mañana en esta Cámara. Es la oportunidad para que la ley de pesca sea rechazada. Votar en contra significa dar dignidad a los pescadores de nuestro país, en particular a los de la Región de Coquimbo, desde Los Vilos hasta La Higuera, donde nuestra gente de mar ha luchado por años por que se despache una ley mejor. Sin embargo, esta iniciativa no entrega nada de lo que esperaban. Solo tendrán que conformarse con ser pescadores artesanales, puesto que el proyecto los limita al punto de que nunca podrán aspirar a ser pequeños o medianos empresarios. 

Señor Presidente, respecto de la cuota de pesca del jurel, la propuesta mantiene los privilegios de unos pocos, pues otorga el 90 por ciento de la cuota global a los pescadores industriales, mientras que los pescadores artesanales deben repartirse sólo el 10 por ciento restante en todo el país.

Lo relacionado con las 5 millas suena muy bonito para los pescadores artesanales, pero estas pueden ser perforadas por las grandes empresas industriales que cuentan con barcos para llevar a cabo la explotación. 

Un colega señaló que se había llegado a un acuerdo respecto de las licencias: mientras el proyecto original planteaba la entrega de licencias en forma indefinida, por obra y gracia del Senado se determinó que estas se entregarán por un plazo de 20 años, con renovación. Pero resulta que las causales para poner término al permiso son irrisorias. Es decir, los senadores pretenden “embolinar la perdiz” a miles de pescadores artesanales y privilegiar una norma claramente definida desde antes para que los industriales sean los favorecidos.

Finalmente, la pesca de arrastre es la que más daño produce a los pescadores artesanales. Votaré en contra el proyecto, ya que 
-como señalé- estoy mandatado por los pescadores artesanales y no por un grupo de privilegiados, no por siete familias que hoy manejan todo. En este país no pueden continuar las desigualdades. 

Se pensó que con esta ley venía el gran cambio para mejorar lo que siempre se le criticó a la Concertación, pero sucede que es más de lo mismo y peor.

Por eso, señor Presidente, en representación de los pescadores de la Región de Coquimbo, votaré en contra todos aquellos artículos que atenten contra el desarrollo de la pesca artesanal y, por sobre todo, que generen privilegios a unos pocos en el país. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, sin duda este proyecto tiene una trascendental importancia para el país, porque la pesquería representa una riqueza económica, social, cultural y alimentaria fundamental para nuestro desarrollo.

Sin embargo, aun cuando la iniciativa despertó enormes expectativas y tuvo reformas significativas en el Senado, el Gobierno, a mi juicio, no ha aprovechado la oportunidad histórica para hacer un cambio fundamental en el sistema de la pesquería, con el fin de brindar al país una legislación que cumpla con todos los requisitos que demanda la inmensa mayoría de los pescadores, tanto del sector industrial como artesanal. 

Esta oportunidad no aprovechada se parece mucho a la que el Gobierno tampoco ha querido explotar en Educación, pues podría hacer cambios fundamentales y estructurales al régimen de propiedad y distribución de los recursos de pesca. Si se hubiese tenido el coraje de tocar, alterar y afectar los intereses económicos que controlan la casi totalidad de la riqueza pesquera en Chile, el proyecto podría haber resuelto sistemática y profundamente los problemas tanto de los pescadores artesanales como industriales que, a mi juicio, no son necesariamente antagónicos y que pueden armonizarse al dictar una legislación con voluntad política de lograrlo. 

No existe voluntad política para redistribuir la riqueza pesquera, para dar verdadera sustentabilidad, proteger los recursos y recuperar lo que pertenece a todos los chilenos. La idea es no mantenerlos privatizados, como han permanecido hasta ahora, y menos privatizarlos aún más.

Al mismo tiempo, se podría haber recuperado ingresos a los que tiene derecho la Nación, al tratarse de la explotación de recursos que pertenecen a todos los chilenos. 

En los primeros artículos del proyecto se hace gala del derecho de todos los chilenos a acceder al recurso pesquero, que sería propio de la soberanía nacional. Sin embargo, al dictarse los artículos más importante de la iniciativa -el 26 A y el 26 B- e incorporarse las licencias transables de pesca por 20 años, renovables casi automáticamente, el país pierde el acceso y soberanía sobre esos recursos y los vuelve a entregar a aquellos que los han controlado durante tanto tiempo de forma casi monopólica.

Los principios y orientaciones que debió haber tenido la ley no se cumplen en absoluto con este proyecto, como tampoco los principios de sustentabilidad, distribución y protección con criterio científico de las especies. 

La modificación de la ley de pesca de 2001, que favoreció a los poseedores temporales de cuotas individuales mediante el régimen de administración pesquera llamada “límite máximo de captura por armador”, que quiso enfrentar la gran depredación como consecuencia de la carrera olímpica, no sólo produjo mayor depredación y desgaste del recurso y enriquecimiento con cuotas individuales desorbitadas e hiperconcentradas para algunos sectores de la industria, sino que no resolvió los problemas de fondo del sector. Sin embargo, el nuevo proyecto tampoco lo hace. Tal vez esta iniciativa es 



peor que la anterior, porque entrega más vilmente los recursos al dominio de cuatro empresas industriales que controlan el 85 por ciento de las riquezas.

Si se quieren asegurar licencias de pesca indefinidas para aquellos que tienen cuotas que hasta ahora se habían establecido como temporales y se les entrega el recurso pesquero que pertenece a todos los chilenos, se perpetuará un derecho absolutamente inaceptable en tiempos modernos.

El proyecto podría haber redistribuido la riqueza pesquera, pero no lo hizo. La iniciativa es una camisa de fuerza para los pescadores artesanales, ya que no protege sus verdaderos intereses, ni tampoco los de los trabajadores industriales. Los dueños de las licencias permanentes en cualquier momento pueden fusionar estas empresas, terminar con la estabilidad laboral, generar mayor desocupación y, por lo tanto, despido de trabajadores. Por ende, no se asegura a los trabajadores industriales una plataforma social que proteja sus derechos, ni se propicia un mejoramiento en la investigación científica, ya que no se dispone de los recursos necesarios para que se realice dicha labor. Por otra parte, tampoco se respetan los derechos de los pueblos originarios.

En suma, se trata de un proyecto que genera mayor concentración de la riqueza y que no respeta el hecho fundamental de que los recursos pesqueros pertenecen a todos los chilenos. Es una iniciativa que no podemos aprobar en la forma en que viene presentada y, por lo tanto, vamos a votar en contra todas aquellas normas que atentan contra ese derecho fundamental.

He dicho.

El señor RECONDO (Vicepresidente).- Señores diputados, en la sesión de mañana continuará el debate con quienes están inscritos para hacer uso de la palabra y no se encuentran presentes en la Sala.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 20.52 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.


VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que prorroga la vigencia de la Ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén. (boletín N° 8720-07)
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que introduce modificaciones y prorroga la vigencia de la Ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY

Como es sabido, a principios del mes de mayo de 2008, la provincia de Palena, Región de Los Lagos, sufrió una lamentable y considerable catástrofe natural producto de la repentina erupción del Volcán Chaitén, ubicado a escasos kilómetros de la ciudad del mismo nombre.

Esta erupción produjo serios daños, con especial intensidad en las comunas de Chaitén y Futaleufú, arruinando gran parte de sus edificaciones y predios. 

Lo anterior gatilló la adopción de una serie de providencias urgentes, que tuvieron por objeto directo la protección de la vida y la integridad física de los habitantes de dichas comunas. En ese contexto, se ordenó la inmediata evacuación de la zona y se efectuó una declaración de zona afectada por catástrofe, a través del decreto supremo Nº 588, del Ministerio del Interior, publicado en el Diario Oficial de 14 de mayo de 2008, conforme a la ley Nº 16.282.

Del mismo modo, se estimó pertinente impulsar medidas destinadas a permitir que, mientras durase la situación descrita, y hasta no contar con la seguridad de un posible restablecimiento de las normales condiciones de vida de los habitantes del área geográfica en cuestión, se posibilitara a quienes se encontraran residiendo en las comunas afectadas la reanudación de sus actividades dentro de la condiciones que permitieran las circunstancias.

Por lo anterior, y en particular en lo que dice relación a los temas de justicia, en agosto de 2008 se presentó un proyecto de ley para normalizar el estado de determinados servicios judiciales, mediante el traslado del asiento del tribunal de Chaitén, temporalmente y mientras durase la situación de catástrofe, desde la comuna de Chaitén a la de Futaleufú. Dicha iniciativa se materializó en la Ley N° 20.372, publicada en el Diario Oficial el 21 de agosto de 2009.

Junto con el traslado del asiento del tribunal con competencia sobre Chaitén, Futaleufú y Palena, la iniciativa otorgó un tratamiento especial a las causas que se encontraban en tramitación ante ese tribunal, disponiendo la continuidad de su sustantación en los juzgados de Puerto Montt, a menos que las partes o el solicitante o demandante pidieran mantener la competencia del juzgado de Chaitén, ahora con asiento en Futaleufú.

Del mismo modo, la ley en referencia determinó la suspensión de los plazos, diligencias y actuaciones pendientes ante el citado tribunal a la época de su entrada en vigencia, a fin de posibilitar a las partes la efectiva realización de las gestiones de imposible cumplimiento por las condiciones catastróficas de las localidades afectadas.

Finalmente, el texto legal dispuso que la facultad establecida en el inciso primero del artículo 21 A del Código Orgánico de Tribunales, sería ejercida por el juez de letras del tribunal que tendría ahora asiento provisorio en Futaleufú, en todas las causas penales en que se justificare, atendidas las especiales circunstancias existentes en la respectiva jurisdicción presentes a la fecha de entrada en vigencia del citado cuerpo legal.

Cabe señalar que el cuerpo legal aludido rige desde el 20 de octubre de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2012, de tal manera que nos encontramos ad portas de la pérdida de vigor de este cuerpo normativo.

Sin embargo, a pesar de haber ya transcurrido cuatro años de la catástrofe, y más de tres años desde la entrada en vigencia del cuerpo legal citado, las experiencias recogidas in situ demuestran que las condiciones de vida de los habitantes del área geográfica en cuestión aún son precarias, dadas las enormes dificultades geográficas y climatológicas que hacen largo el proceso de avance, obligando a los servicios públicos a atender a quienes se encuentran residiendo en comunas aledañas, según el esquema que se fue desarrollando para sortear las consecuencias de la erupción.

En atención a las circunstancias indicadas y al estado de desarrollo de las actividades de emplazamiento de la ciudad de Chaitén, se hace necesario prorrogar la vigencia de la Ley N° 20.372, a fin de mantener el asiento del juzgado de letras en comento en la ciudad de Futaleufú, hasta que se encuentren dadas las condiciones óptimas para volver al régimen regular, que prevé su asiento en la ciudad de Chaitén, estimándose como un período prudente, el término de dos años de extensión. Asimismo, se incorporan algunas modificaciones al texto legal en re-ferencia, a fin de aumentar la presencia itinerante del tribunal en las localidades de su territorio jurisdiccional que así lo exijan y facilitando la recepción de escritos en forma permanente en la ciudad de Chaitén.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA

El proyecto que se somete a vuestra consideración, contiene los siguientes aspectos:

1. Prórroga del asiento del tribunal con competencia sobre Chaitén, Futaleufú y Palena, en la ciudad de Futaleufú

Por las razones ya expresadas, se prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, hasta el 31 de diciembre de 2014, manteniéndose hasta esa fecha, en la comuna de Futaleufú, el asiento del juzgado con asiento en la comuna de Chaitén, con jurisdicción sobre las comunas de Chaitén, Futaleufú y Palena.

2. Itinerancias en zonas aledañas a la localidad de Futaleufú, tanto por el juez como por el secretario del tribunal

El proyecto prevé una modificación derivada de las necesidades propias del lugar y al desarrollo de las actividades jurisdiccionales llevadas a efecto a la fecha en la zona afectada. Para ello, se dispone que tanto el juez como el secretario del tribunal con asiento en Futaleufú, puedan y deban constituirse en las comunas aledañas bajo su competencia en que se hace necesaria su presencia, conforme lo exija la carga de trabajo, con una habitualidad no inferior a la prevista en el proyecto.

La habilitación de ambos funcionarios para ejercer jurisdicción bajo estas especiales circunstancias, permitirá la presencia del tribunal en el resto de su territorio jurisdiccional, sin que la comuna donde se encuentra provisoriamente asentado deje de ejercer la actividad jurisdiccional, en atención a los largos desplazamientos que exige la presencia del tribunal en esas zonas.

Por otra parte, en atención a la experiencia recabada durante la vigencia de la Ley N° 20.372, se propone modificar las localidades y la periodicidad de la presencia del tribunal en las mismas, conforme a las necesidades de cada zona. En ese contexto, a las itinerancias ya previstas en la ley en la localidad de Ayacara (una vez al mes) y Palena (una vez por semana), se añade la ciudad de Chaitén, que deberá ser objeto de la presencia del tribunal al menos una vez por semana y se suprime, como lugar de funcionamiento una vez por semana, a la comuna de Santa Lucía. 

3. Fijación de un funcionario permanente, en las instalaciones del juzgado de Chaitén, para recibir escritos judiciales

Actualmente, conforme al texto de la Ley N° 20.372, los escritos de plazos que requieran presentar las partes en los días en que no se encuentre en funciones el tribunal en las localidades distintas a Futaleufú, pueden ser presentados ante el Oficial del Registro Civil competente, y, en su defecto, por algún otro medio que señale la Corte de Apelaciones correspondiente.

No obstante ser esta medida eficiente para evitar la indefensión de los particulares, dada la importancia estratégica de la localidad, se ha estimado necesario destinar a un funcionario del tribunal con asiento provisorio en Futaleufú, a la ciudad de Chaitén, a fin de que en las instalaciones del juzgado de esta última ciudad reciba, en cualquier día hábil, los escritos judiciales que las partes deban presentar al tribunal.

4. Vigencia


La prórroga contenida en el proyecto de ley comenzará a regir a partir del día primero de enero del año 2013.

En mérito de lo anteriormente expuesto, vengo a someter a consideración de esta Honorable Corporación, el siguiente

“PROYECTO DE LEY:

“Artículo primero.- Modifícase el artículo 1° de la Ley N° 20.372, en el siguiente sentido:


1) En su inciso primero, reemplázase la expresión “2012” por el guarismo “2014”.


2) En su inciso segundo:


a) Tras la expresión “Futaleufú,”, intercálase la frase “mediante su juez o su secretario”.


b) Después de la palabra “funcio-nará”, intercálase la expresión “, como mínimo, conforme la carga de trabajo lo requiera,”.


c) Tras la expresión “localidad de Ayacara;” intercálase la frase “una vez por semana en la comuna de Chaitén”.


d) Suprímese la expresión “y en Santa Lucía”.


3) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“En todo caso, en la comuna de Chaitén, los escritos dirigidos al tribunal serán recibidos, en cualquier día hábil, por un funcionario del referido órgano jurisdiccional, destinado permanentemente para tal efecto por la Corte de Apelaciones respectiva, en las dependencias del juzgado existente en aquella comuna.

Artículo segundo.- El numeral 1) del artículo primero de esta ley entrará en vigencia a contar del día 1 de enero de 2013.

Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y en lo que faltare con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; TEODORO RIBERA NEUMANN, Ministro de Justicia.”
Informe Financiero

Proyecto de Ley que Prorroga la Vigencia de la Ley N° 20.372,

que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de

Chaitén

Mensaje. N° 372-360
I. Antecedentes


1. El año 2009 se publicó la Ley N° 20.372, la cual estableció el traslado temporal del asiento del Tribunal de Chaitén desde la comuna de Chaitén a la de Futaleufú. Lo anterior, dada la situación de catástrofe que afectó a esa zona producto de la erupción del volcán Chaitén.


2. Cabe señalar, que la ley antes señalada tiene vigencia hasta el 31 de diciembre de 2012. Sin embargo, las condiciones de vida de los habitantes de la zona en cuestión aún son precarias, dadas las dificultades geográficas y climatológicas que han hecho largo el proceso de avance en la normalización de los servicios de Chaitén.


3. Conforme a lo anterior, se hace necesario prorrogar la vigencia de la Ley N° 20.372, a fin de mantener el asiento del Juzgado de Letras de Chaitén en la ciudad de Futaleufú, hasta que se encuentren dadas las condiciones para volver al régimen regular, que prevé su asiento en la ciudad de Chaitén, lo que se estima ocurriría al término de dos años más.


4. Asimismo, se incorporan dos modificaciones adicionales en el texto legal, a saber:


a. Itinerancia en zonas aledañas a la localidad de Futaleufú, tanto por el Juez como por el 
Secretario del Tribunal: Lo anterior permitirá la presencia del Tribunal en el resto de su territorio jurisdiccional, sin que la comuna donde se encuentra provisoriamente asentado deje de ejercer la actividad jurisdiccional, considerando los largos desplazamientos que exige la presencia del Tribunal en esas zonas.


b. Fijación de un funcionario permanente en las instalaciones del Juzgado de Chaitén, para recibir escritos judiciales:


Dada la importancia estratégica de la localidad, se ha estimado necesario destinar a un funcionario del Tribunal con asiento provisorio en Futaleufú, a la ciudad de Chaitén, a fin que en las instalaciones del Juzgado de esta última ciudad reciba, en cualquier día hábil, los escritos judiciales que las partes deban presentar.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales


El proyecto de ley tiene gastos para el período 2013-2014, conforme a los siguientes supuestos de cálculo:

	
	Miles $ 2012

	Remuneraciones: suplencia de 1 Oficial Primero
	40.900

	Comisiones de Servicio (itinerancia)
	44.558

	Bienes y Servicios de Consumo
	39.000

	Mobiliario y equipos computacionales
	13.460

	Total
	137.918


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal


El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente estructura temporal:

	
	Miles de $ 2012

	
	Año 1
	Año 2

	Gasto Total
	94.589
	43.329



El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y en lo que faltare con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos”.
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8091-21
	Modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	Mensaje 372-360
	Prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8660-11
	Que otorga asignación asociada al mejoramiento de trato a los usuarios, para los funcionarios pertenecientes a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares de los establecimientos de los servicios de salud.

	
	

	8661-11
	Crea asignación asociada al mejoramiento de la calidad de trato al usuario, para los funcionarios regidos por el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
5. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8487-07
	Suprime el actual Servicio Nacional de Menores, creando dos nuevos Servicios de atención a la infancia y adolescencia.

	
	

	8034-15
	Crea la Superintendencia de Telecomunicaciones.

	
	

	6523-11
	Modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
6. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8335-24
	Regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público.

	
	

	8316-29
	Modifica Ley del Deporte.

	
	

	8189-04
	Establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal.

	
	

	7409-15
	Modifica Ley N° 18.290 y la ley N° 20.084, para establecer nuevas edades mínimas para obtener licencia de conducir a quienes cometan delitos que indica.

	
	

	8183-03
	Modifica Ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para fortalecer la protección de principios activos de medicamentos.

	
	

	8197-07
	Establece el nuevo Código Procesal Civil.

	
	

	8612-02
	Tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
7. Oficio de S.E. el Presidente de la República por el cual formula indicaciones al proyecto sobre “Fomento Forestal que modifica y extiende el DL N° 701.”. (boletín 
N° 8603-01.

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO PRIMERO

1) Para modificar su numeral 1) del siguiente modo: 

a) Reemplázase en el encabezado de la letra a), entre las frases “MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL” y “PEQUEÑO PROPIETARIO FORESTAL” la conjunción “y” por una coma “(,)” y agrégase después de la frase “PEQUEÑO PROPIETARIO FORESTAL”, la expresión “y SUELOS DEGRADADOS”.

b) Reemplázase en la definición de “SERVICIOS AMBIENTALES” contenida en la letra b), la palabra “disponibilidad” por “calidad”.

c) Agrégase, al final de la letra b), la siguiente definición, que se incorpora:
“SUELOS DEGRADADOS: Aquellos suelos de aptitud preferentemente forestal que presentan categorías de erosión moderada a muy severa, susceptibles de ser recuperados mediante actividades, prácticas u obras conservacionistas del uso del suelo.”
2) Para modificar el numeral 3) de la siguiente forma:

a) Agrégase en el inciso quinto del Artículo 12º bis B, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para estos efectos, el Instituto de Desarrollo Agropecuario podrá considerar a los pequeños propietarios forestales definidos en esta ley como sujetos de créditos, los que en todo caso, deberán cumplir con las normas generales que en la materia establezca la Institución para todos sus beneficiarios.”
b) Agréganse al Artículo 12º bis B los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, nuevos; pasando los actuales incisos sexto, séptimo y octavo a ser los incisos décimo primero, décimo segundo y décimo tercero:
“Las bases, los llamados a concursos y la asignación de puntajes se regirán por las normas que se establezcan en el respectivo reglamento. Dichas bases podrán considerar uno o más fondos con los cuales poder focalizar los incentivos. Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.

Para postular a los concursos públicos los interesados deberán tener la calificación de terrenos de aptitud preferentemente forestal previamente aprobada por la Corporación o ingresar su solicitud de calificación acompañada del estudio técnico, dentro del plazo que establecerán las bases del concurso. En la solicitud de calificación el interesado deberá entregar la información requerida para la postulación de conformidad al reglamento y a las bases.

La Ley de Presupuestos de cada año determinará el monto de los recursos que se destinarán a concursos.

Se realizará a lo menos un concurso al año, en el cual la primera prioridad de adjudicación la tendrá el segmento de pequeño propietario forestal. En el evento que no se alcanzara a copar el monto total de un determinado fondo, el excedente se podrá redireccionar a otros fondos. El criterio de reasignación, quedará establecido en el llamado a concurso.

Las bonificaciones se pagarán cada vez que los beneficiarios acrediten, mediante un estudio técnico expedido por un ingeniero forestal, la ejecución de las actividades bonificables señaladas en el artículo 12° del decreto ley, previa certificación de la Corporación. No obstante, para la procedencia del pago de bonificaciones por poda y raleo, se requerirá, además, de un plan de manejo aprobado por la Corporación. Si no se hubieren realizado todas las actividades o las superficies son menores a las adjudicadas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas y por aquella superficie forestada.”
c) Reemplázase en el inciso primero del Artículo 12º bis C, el guarismo “16º” por “14º”.

3) Para modificar el numeral 11) del siguiente modo:

a) Agrégase en el Artículo 37º, después del punto final, la siguiente frase: “Dicha restricción no se aplicará mientras no exista un mercado interno para transacción de bonos de carbono o que existiendo este mercado la demanda sea menor a la disponibilidad, excepción que en todo caso no podrá superar los 4 años desde la promulgación de la presente Ley.”.

b) Agrégase el siguiente Artículo 41º, nuevo:

“Artículo 41º.- Tratándose de suelos agrícolas que han sido bonificados por la Ley 20.412 y que sean forestados en un período igual o menor a tres años desde que se percibió la o las bonificaciones, los propietarios deberán reintegrar en arcas fiscales todas las bonificaciones otorgadas para esa superficie en dicho período, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos en conformidad con las normas del Código Tributario. Esta obligación regirá a partir de la entrada en vigencia de esta ley.”
ARTÍCULO TERCERO, NUEVO

1) Para agregar el siguiente artículo tercero, nuevo: 

“Artículo Tercero.- Modifícase el artículo 4º del decreto ley Nº 701, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el artículo 1° del decreto ley Nº 2.565, de 1979, del siguiente modo:
1) Intercálase en su inciso primero, después de la última coma la siguiente frase: “con especial énfasis en las normas de protección de suelos y de cursos y cuerpos de agua,”.”
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; LUIS MAYOL BOUCHON, Ministro de Agricultura.”
“INFORME FINANCIERO

INDICACIONES AL PROYECTO DE LEY DE FOMENTO FORESTAL QUE

MODIFIAC Y EXTIENDE EL D.L. N° 701

MENSAJE N° 062-360

I. ANTECEDENTES.


La indicación presentada, en lo principal, modifica el proyecto de ley en las siguientes materias:


a. En el artículo 1° modifica el numeral número 1 agregando el concepto de “suelos degradados”.


b. Se modifica el artículo 12° bis B asociando la calidad de sujetos de crédito de INDAP a los pequeños propietarios forestales, sin perjuicio de que deban cumplir con la normativa general de esa Institución. Lo anterior, al considerar el ámbito de acción legal definido para este servicio.


c. El artículo 37° se modifica para establecer la posibilidad de que durante los primeros 4 años desde la promulgación de la ley, los bonos de carbono puedan transarse en el exterior, con las condiciones que allí se determinan. El objetivo de esta medida es fomentar el desarrollo de dicho mercado en Chile y la producción de estos instrumentos financieros.


d. Finalmente, se agrega un artículo 41° que establece la devolución de subsidios para beneficiarios de la Ley N° 20.412 (Sistema de Incentivos para la Sustentabilidad Agroambiental de Suelos Degradados) cuando estos hubieran forestado en un plazo igual o menor a tres años, desde que percibió dicha bonificación, aquellas superficies favorecidas.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL


La presente iniciativa no produce efectos fiscales.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
8. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Otorga asignación asociada al mejoramiento de trato a los usuarios, para los funcionarios pertenecientes a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares de los establecimientos de los servicios de salud.”. (boletín N° 8660-11) (S)

“Valparaíso, 28 de noviembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo del Mensaje, informe y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 8.660-11:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese, a contar de la publicación de esta ley, para el personal auxiliar, técnico y administrativo, sea de planta o a contrata, de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, regidos por la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación anual en relación a los resultados obtenidos en el proceso de evaluación de la calidad del trato a los usuarios en los establecimientos señalados.


Para los efectos de la presente ley se entenderá por “establecimiento” las dependencias de los servicios de salud, hospitales, institutos, centros de diagnóstico terapéutico, centros de referencia de salud, centros de salud, consultorios y centros de salud familiar, como asimismo las direcciones de los servicios de salud, en las cuales se incluirán las direcciones de atención primaria.


Artículo 2°.- Corresponderá la asignación establecida en el artículo 1° al personal que se encuentre en servicio en cada uno de los establecimientos a la fecha de pago de aquélla y que haya prestado servicios para una o más de las entidades señaladas en el artículo anterior, sin solución de continuidad, durante los once meses anteriores a dicha fecha.


Artículo 3°.- El otorgamiento de la asignación que establece la presente ley se sujetará a las reglas siguientes:

a) Se concederá en función del mejoramiento del trato a los usuarios de los establecimientos pertenecientes a los servicios de salud referidos en el inciso segundo del artículo 1°, y se determinará mediante el resultado obtenido de la aplicación del instrumento de evaluación contemplado en los literales siguientes.


b) La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir el instrumento de evaluación, el que podrá ser actualizado cada tres años. Dicho instrumento deberá contener la aplicación de una encuesta de percepción del trato a los usuarios de los establecimientos de los servicios de salud.


c) La aplicación del instrumento de evaluación será efectuada anualmente por expertos externos a los servicios de salud. La contratación de dichos expertos se efectuará por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a través del procedimiento dispuesto en la ley Nº 19.886, y será de su cargo. La aplicación de dicho procedimiento será de responsabilidad de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. Con todo, las bases técnicas de la respectiva licitación deberán contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.


d) El instrumento de evaluación se aplicará respecto de los usuarios mayores de 15 años que hayan recibido atención en los servicios de salud durante el período de aplicación del respectivo instrumento. La selección muestral será aleatoria y representativa de los servicios de salud evaluados, conforme a la metodología que determine el respectivo reglamento.


e) Los establecimientos a que se refiere la letra a), que hubieren obtenido en el instrumento de evaluación a lo menos un puntaje de 60% o su equivalente, se ordenarán en forma decreciente según el puntaje obtenido en la aplicación de dicho instrumento, clasificándose en los tres niveles siguientes:


Nivel 1: el 33% de los establecimientos que hayan obtenido los mejores resultados en el proceso de evaluación.


Nivel 2: el 33% siguiente de los establecimientos.


Nivel 3: el 34% restante de los establecimientos, hasta completar el 100%.


Con todo, los establecimientos señalados en el artículo 1°, para acceder al beneficio, deberán alcanzar en el instrumento de evaluación, a lo menos, un puntaje del 60% o su equivalente.


f) Los expertos externos señalados en el literal c), una vez aplicado el instrumento de evaluación, deberán entregar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales el resultado de dicha aplicación y los demás antecedentes que se definan en las respectivas bases de licitación.


g) El proceso de evaluación se efectuará en el primer semestre de cada año. Con todo, los períodos de evaluación que se establezcan no podrán ser distintos para los establecimientos de salud.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará los contenidos mínimos, aspectos y metodología que deberá considerar el instrumento de evaluación, los elementos y procedimientos que deberá contemplar, como también cualquier otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento de la asignación establecida por esta ley.


El citado reglamento deberá dictarse dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Para efectos de proceder al pago de la asignación el Subsecretario de Redes Asistenciales, mediante resolución exenta visada por la Dirección de Presupuestos, determinará un listado con los establecimientos que corresponda ubicados en orden decreciente en tres niveles, de acuerdo al puntaje obtenido en la aplicación del instrumento de evaluación señalado en el artículo 3°.


El monto anual de la asignación corresponderá a $255.000 para aquellos funcionarios de establecimientos ubicados en el primer nivel, a $ 190.000 para aquéllos situados en el segundo nivel, y a $ 125.000 para aquéllos ubicados en el tercer nivel.


El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.


La asignación se pagará en una sola cuota al personal señalado en el artículo 2°, a más tardar el día 30 de noviembre de cada año.


Artículo 5°.- No tendrán derecho a percibir la asignación que establece esta ley los funcionarios que sean calificados en lista 3, condicional, o lista 4, de eliminación, en el período calificatorio inmediatamente anterior a la fecha del pago de la asignación. Tampoco tendrán derecho a esta asignación los funcionarios que hayan tenido ausencias injustificadas conforme a lo establecido en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, en los once meses anteriores al pago de la asignación.


Artículo 6°.- Respecto de los funcionarios que, de conformidad al artículo 110 del mencionado Estatuto Administrativo, hayan hecho uso de un permiso sin goce de remuneraciones durante los once meses anteriores al pago de la asignación, ésta será pagada proporcionalmente a los meses completos efectivamente trabajados.


Artículo 7°.- Esta asignación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal y el monto que los funcionarios perciban por su concepto tendrá carácter tributable e imponible para efectos de salud y pensiones.
“DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Excepcionalmente, el primer pago de la asignación establecida en el artículo 1° será por un monto único de $ 190.000 para cada funcionario de los establecimientos señalados en el inciso segundo de dicha norma. Esta asignación no estará sujeta a la aplicación del instrumento de evaluación a que se refiere esta ley. Para estos efectos será aplicable lo dispuesto en los artículos 2°, 5° y 6° de la presente ley.


El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.

El monto señalado en el inciso primero no será tributable ni imponible para efectos de salud y pensiones, y no servirá de base de cálculo para beneficio o remuneración alguna.


Artículo segundo.- El primer año de aplicación del instrumento de evaluación que establece esta ley corresponderá al año calendario siguiente a aquél en que se realice el pago señalado en el artículo anterior.


Para efectos del otorgamiento de la asignación establecida en el artículo 1° de esta ley, durante el primer año de aplicación del instrumento de evaluación, los establecimientos deberán alcanzar un puntaje de 50% o su equivalente, como mínimo.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a los recursos establecidos en el presupuesto del Ministerio de Salud y, en lo que faltare, con cargo a la partida Tesoro Público.”.

-o-

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
9. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Crea asignación asociada al mejoramiento de la calidad de trato al usuario, para los funcionarios regidos por el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.”. (boletín N° 8661-11) (S).

“Valparaíso, 28 de noviembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo del Mensaje, informe y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 8.661-11:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese, para el personal regido por el Estatuto de Atención Primaria contenido en la ley N° 19.378, que se desempeñe en los establecimientos municipales de atención primaria de salud y en las entidades administradoras de salud municipal, que se encuentre contratado a plazo fijo o indefinido, una asignación anual en relación con los resultados obtenidos en el proceso de evaluación del mejoramiento en la calidad del trato al usuario en los establecimientos municipales de atención primaria de salud.


Artículo 2°.- La asignación establecida en el artículo 1° corresponderá al personal que se encuentre en servicio a la fecha de pago de aquélla, siempre que haya prestado servicios para una o más de las entidades o establecimientos de salud señalados en dicho artículo 1°, sin solución de continuidad, durante los once meses anteriores a su pago.


Artículo 3°.- El otorgamiento de la asignación que establece la presente ley se sujetará a las reglas siguientes:


a) Se concederá en función del mejoramiento del trato a los usuarios de los establecimientos municipales de atención primaria de salud, el cual se determinará mediante el resultado obtenido de la aplicación del instrumento de evaluación establecido en los literales siguientes.


b) La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir el instrumento de evaluación, el que podrá ser actualizado después de tres años de uso. Dicho instrumento deberá contener la aplicación de una encuesta de percepción del trato a los usuarios de los establecimientos de salud municipal.


c) La aplicación del instrumento de evaluación será efectuada por expertos externos a los establecimientos municipales de atención primaria de salud. La contratación de dichos expertos se efectuará por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a través del procedimiento dispuesto en la ley Nº 19.886, y será de su cargo. La aplicación del referido procedimiento será de responsabilidad de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. Con todo, las bases técnicas de la respectiva licitación deberán contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.


d) El instrumento de evaluación se aplicará respecto de los usuarios mayores de 18 años que hayan recibido atención en los establecimientos de salud municipal durante el período de la aplicación de dicho instrumento. La selección muestral se realizará en los establecimientos de salud municipal conforme a la metodología que determine el respectivo reglamento.


e) La primera aplicación del instrumento de evaluación constituirá la línea de base a considerar, la que permitirá constatar la mejora en el trato a los usuarios de los establecimientos en los años sucesivos.


f) Los establecimientos de atención primaria de salud municipal se ordenarán en forma decreciente de acuerdo al resultado comparativo obtenido entre el primer año de aplicación del instrumento de evaluación y el obtenido en cada año de aplicación del mismo, clasificándose de acuerdo a los siguientes tramos:


i. Tramo 1: el 33% de los establecimientos de salud que hayan obtenido los mejores resultados en el proceso de evaluación.


ii. Tramo 2: el 33% siguiente de los establecimientos de salud.


iii. Tramo 3: el 34% restante de los establecimientos de salud, hasta completar el 100%.


Con todo, los establecimientos de atención primaria de salud municipal, para acceder al beneficio, deberán alcanzar en el instrumento de evaluación un puntaje de, a lo menos, un 60% o su equivalente en la medición del trato a los usuarios.


g) En caso que dos o más establecimientos de salud obtuvieren el mismo puntaje final, la Subsecretaría de Redes Asistenciales procederá a resolver dicha situación aplicando criterios de desempate, tales como porcentaje de población inscrita en el establecimiento correspondiente al Grupo A contemplado en el artículo 160 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, condición de ruralidad u otras, materias que serán definidas para tal efecto en el reglamento.


h) Una vez aplicado el instrumento de evaluación, los expertos externos señalados en el literal c) deberán entregar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales el resultado de la evaluación y el ordenamiento decreciente de los establecimientos de atención primaria de salud municipal.


i) El proceso de evaluación se efectuará en el primer semestre de cada año. Con todo, el período de aplicación del instrumento no podrá ser distinto para los establecimientos municipales de atención primaria de salud.


j) Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará los contenidos mínimos y aspectos que deberá considerar el instrumento de evaluación, la metodología, los criterios de desempate a que alude el literal g), los factores de mejora continua, los elementos y procedimientos que deberá contemplar dicha evaluación, así como cualquier otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento del beneficio.


El citado reglamento deberá dictarse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Exclusivamente y para efectos de la aplicación del artículo 5°, el Subsecretario de Redes Asistenciales mediante resolución exenta visada por la Dirección de Presupuestos, determinará para cada año un valor hora de la asignación, dividiendo el monto señalado en el artículo 9° por la sumatoria de los factores siguientes:


a) Tres veces el total de horas contratadas mensualizadas de todos los establecimientos ubicados en el tramo 1, referido en el artículo anterior.


b) Dos veces el total de horas contratadas mensualizadas de todos los establecimientos ubicados en el tramo 2, referido en el artículo anterior.


c) El total de horas contratadas mensualizadas, de los establecimientos que quedaren ubicados en el tramo 3, referido en el artículo anterior. 


A más tardar el 30 de julio de cada año las entidades y establecimientos de salud deberán informar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales, a través de los Servicios de Salud, el número total de horas del personal señalado en el artículo 1°, contratadas durante el primer semestre del año respectivo.


Artículo 5°.- El monto de la asignación para cada funcionario dependerá del tramo en que esté clasificado el establecimiento donde aquél se desempeñe, conforme a lo siguiente:


1) La asignación de los funcionarios que se desempeñan en los establecimientos ubicados en el 33% mejor evaluado corresponderá a 3 veces el valor hora multiplicado por las horas de cada funcionario contratadas en dicho establecimiento.


2) La asignación de los funcionarios que se desempeñen en los establecimientos ubicados en el segundo 33% corresponderá a dos veces el valor hora multiplicado por las horas de cada funcionario contratadas en el respectivo establecimiento.


3) La asignación de los funcionarios que se desempeñen en los establecimientos ubicados en el 34% restante corresponderá al valor hora multiplicado por las horas de cada funcionario contratadas en el respectivo establecimiento.


Para efectos del pago se considerará el promedio de horas contratadas por el funcionario durante el primer semestre del año respectivo.


Todos los funcionarios del establecimiento de atención primaria de salud municipal o entidad administradora percibirán la asignación, sin distinción de categorías funcionarias, de conformidad al tramo de cumplimiento respectivo y, en todo caso, en proporción a las horas contratadas, con un máximo de 44 horas.


La asignación se pagará en una sola cuota a más tardar conjuntamente con las remuneraciones del mes de noviembre de cada año.


Los recursos para el financiamiento de la asignación serán transferidos desde la Subsecretaría de Redes Asistenciales a los Servicios de Salud y de éstos a los establecimientos municipales de atención primaria y a las entidades administradoras de salud municipal, según corresponda, para efectos de proceder al pago de la asignación.


Artículo 6°.- No tendrán derecho a percibir esta asignación los funcionarios que sean calificados en lista 3, condicional, o lista 4, de eliminación.


Artículo 7°.- Respecto de los funcionarios que, de conformidad al artículo 17 de la mencionada ley N° 19.378, hayan hecho uso de un permiso sin goce de remuneraciones durante los once meses anteriores al pago de la asignación, ésta será pagada proporcionalmente a los meses completos efectivamente trabajados y de acuerdo a su jornada.


Artículo 8°.- La asignación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal y el monto que los funcionarios perciban por concepto de la asignación de trato al usuario tendrá carácter tributable e imponible para efectos de salud y pensiones.


Artículo 9°.- Los recursos presupuestarios de que trata esta ley sólo podrán concederse hasta por un monto máximo anual de $7.500.000.- miles, cantidad que se reajustará anualmente en el mismo porcentaje que se determine para el reajuste de las remuneraciones del sector público.

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Excepcionalmente, el primer pago de la asignación establecida en el artículo 1° será por un monto único de $180.000 para cada funcionario de las entidades y establecimientos señalados en la referida disposición. Dicha asignación no estará sujeta a la aplicación del instrumento de evaluación a que se refiere esta ley. Para estos efectos será aplicable lo dispuesto en los artículos 2°, 6° y 7° de la presente ley.


El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.


El monto señalado en el inciso primero no será tributable ni imponible para efectos de salud y pensiones, y no servirá de base de cálculo para beneficio o remuneración alguna.


Artículo segundo.- El primer año de aplicación del instrumento de evaluación que establece esta ley corresponderá al año calendario siguiente a aquél en que se realice el pago señalado en el artículo anterior.


Para efectos del otorgamiento de la asignación establecida en el artículo 1° de esta ley, durante el primer año de aplicación del instrumento de evaluación, los establecimientos municipales de atención primaria de salud se dispondrán en función del ordenamiento decreciente de los puntajes obtenidos en la aplicación de dicho instrumento.


Con todo, para acceder al beneficio, los establecimientos de atención primaria de salud municipal deberán alcanzar en el instrumento de evaluación, a lo menos, un puntaje del 50% o su equivalente en la medición del trato a los usuarios.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a los recursos establecidos en el presupuesto del Ministerio de Salud y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

-o-


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
10. Oficio del H. Senado por el cual comunica que ha aprobado, con modificaciones, el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones.”. (boletín N° 8091-21).


“Valparaíso, 3 de diciembre de 2012.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones, correspondiente al Boletín Nº 8.091-21, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°

Número 1)


Ha reemplazado su encabezamiento por el siguiente:


“1) Incorpóranse en el Título I, a continuación del artículo 1°, los siguientes artículos 1° A, 1° B y 1° C, nuevos:

-o-


Ha incorporado el siguiente artículo 1° A, nuevo, pasando los artículos 1° A y 1° B que este numeral contiene, a ser artículos 1° B y 1° C, respectivamente:


“Artículo 1° A.- Los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile en las aguas terrestres, aguas interiores y mar territorial, así como a sus derechos de soberanía y jurisdicción en la Zona Económica Exclusiva y en la Plataforma Continental, de acuerdo a las normas de derecho internacional y a las de la presente ley.


En conformidad a la soberanía, a los derechos de soberanía y a su jurisdicción a que se alude en el inciso anterior, el Estado de Chile tiene el derecho de regular la exploración, explotación, conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas existentes en todos los espacios marítimos antes mencionados. 


De acuerdo con lo dispuesto en los incisos anteriores, el Estado de Chile podrá autorizar la exploración y explotación de los antes mencionados recursos hidrobiológicos existentes en los espacios referidos, sujeto a las disposiciones de esta ley.”.

-o-

Artículo 1° A


Ha pasado a ser artículo 1° B, eliminándose la expresión “propender a”, y reemplazándose el vocablo “al”, que precede a la palabra “uso”, por “el”.

Artículo 1° B


Ha pasado a ser artículo 1° C, modificado del modo que sigue:

Letra a)


Ha intercalado, a continuación de la voz “pesquerías”, las palabras “y protección de sus ecosistemas”, y ha reemplazado la expresión “y la” por “, así como la”.

Letra b)


Ha agregado, después de la palabra “hidrobiológicos”, la frase “y la protección de sus ecosistemas”.

Letra c)


Ha incorporado, a continuación de la voz “pesqueros”, la frase “y la protección de sus ecosistemas”.

Letra e)


Ha reemplazado la expresión “, las pesquerías y su medio ambiente” por “y sus ecosistemas”.

Letra i)


La ha sustituido por la siguiente:


“i) minimizar el descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.”. 

-o-


Ha consultado el siguiente inciso final, nuevo.


“Cada cinco años se evaluará la eficacia e implementación de las medidas de conservación y administración.”.

-o-

Número 2)

Letra e)


Ha suprimido, en la frase final que incorpora al numeral 46), la expresión “propender a”.

Letra f)


Ha eliminado, en el primer párrafo del numeral 58) que contiene, las palabras “de referencia”. 

Letra g)


Ha suprimido, en el numeral 59) que propone, las palabras “de referencia” de las definiciones de Pesquería subexplotada; Pesquería en plena explotación; Pesquería sobreexplotada y Pesquería agotada o colapsada. 

Letra j)


Ha reemplazado, en el numeral 62) que contiene, el punto final (.) por lo siguiente: “, de conformidad con las siguientes reglas:


a) Sólo podrán participar pescadores artesanales propiamente tales inscritos en el Registro Pesquero;


b) La embarcación que se aporte deberá estar inscrita en el Registro Pesquero en la pesquería respectiva;


c) Determinar en forma previa al viaje de pesca las partes en las cuales se distribuirá el resultado de la operación pesquera y los gastos que se descontarán;


d) Los gastos que se pueden descontar sólo podrán ser en víveres, combustibles, lubricantes, en la operación pesquera de recursos pelágicos así como los gastos directos que irroga un viaje de pesca tales como carnada y descarga en las demás operaciones pesqueras.”.

Letra l)


La ha modificado como sigue:


- En el numeral 64) que propone, ha agregado, a continuación de la voz “hidrobiológicos”, la siguiente frase final: “, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos”.


- En el número 65) que contempla, ha intercalado, a continuación de la expresión “científico,” el vocablo “ambiental” y ha reemplazado las palabras “si corresponde” por “cuando corresponda”.

-o-


Ha introducido la siguiente letra m), nueva:


“m) Incorpóranse los siguientes numerales 66), 67), 68), 69), 70) y 71):


“66) Captura: peso físico expresado en toneladas o kilogramos de las especies hidrobiológicas vivas o muertas que en su estado natural hayan sido extraídas ya sea en forma manual o atrapadas o retenidas por un arte, aparejo o implemento de pesca.


67) Desembarque: peso físico expresado en toneladas o kilogramos de las capturas que se sacan de la nave pesquera o de la nave de transporte, que hayan sido procesadas o no, incluyéndose aquellas capturas obtenidas mediante recolección sin el uso de una embarcación.


68) Ecosistema Marino Vulnerable: unidad natural conformada por estructuras geológicas frágiles, poblaciones o comunidades de invertebrados de baja productividad biológica, que ante perturbaciones antrópicas son de lenta o escasa recuperación, tales como en montes submarinos, fuentes hidrotermales, formaciones coralinas de agua fría o cañones submarinos.


69) Pesca de fondo: actividad pesquera extractiva que en las operaciones de pesca emplea artes, aparejos o implementos de pesca, que hacen contacto con el fondo marino.


70) Monte submarino: elevaciones del piso oceánico que no emergen a la superficie y cuya altura sobrepasa los 1.000 metros, medidos desde el fondo marino circundante que constituye su base.


71) Punto biológico de referencia: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto establecer la medida a partir de la cual o bajo la cual queda definido el estado de situación de las pesquerías, pudiendo referirse a: biomasa, mortalidad por pesca, o tasa de explotación. Serán puntos biológicos de referencia la biomasa al nivel del máximo rendimiento sostenible, la biomasa límite y la mortalidad o tasa de explotación al nivel del máximo rendimiento sostenible, u otro que el Comité Científico Técnico defina.”.”.

-o-

Número 3)

Letra c)


La ha modificado de la siguiente manera:


- Ha incorporado, en el párrafo primero de la letra c) que propone, a continuación del punto seguido (.), lo siguiente: “Estas cuotas globales de captura se podrán determinar por períodos de hasta tres años, debiendo siempre establecerse la magnitud anual. En el evento que no se capture la totalidad en un determinado año no se podrá traspasar al año siguiente.”.


- Ha reemplazado, en el apartado referido a la cuota para imprevistos, la expresión “2%” por “1%”. 

-o-


- Ha consultado los siguientes párrafos, nuevos, a continuación del apartado referido a la cuota para imprevistos:


“- Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416: se podrá reservar hasta el 1% de la cuota global de captura de las especies, para licitarla entre los titulares de las plantas de proceso inscritas en el Registro que lleva el Servicio y que califiquen como empresas de menor tamaño, para realizar actividades de transformación sobre éstas y destinarlas exclusivamente a la elaboración de productos para el consumo humano directo.


La cuota no licitada acrecerá a la cuota global de captura. La licitación se efectuará cada tres años de conformidad a las reglas establecidas en un Reglamento y se deberán establecer cortes que permitan la participación de todas las plantas que califiquen.


La cuota sólo podrá ser extraída por armadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero o armadores titulares de autorizaciones de pesca o de licencias transables de pesca. La inscripción, autorización y licencia deberá corresponder a la misma pesquería objeto de la licitación y sólo podrán operar en la unidad o área autorizada a la respectiva embarcación.


Los adjudicatarios de la subasta sólo podrán procesarla para consumo humano directo quedando prohibido su traspaso o venta antes de dicho proceso.


En el caso de las pesquerías de pequeños pelágicos, con excepción del jurel y la caballa, salvo en el caso de las pesquerías de pez espada y tiburón, se podrá reservar del porcentaje a licitar una parte para destinarla exclusivamente a carnada.


Esta reserva se adjudicará mediante licitación, en la que sólo podrán participar armadores artesanales inscritos en la pesquería de que se trate.


Las normas de la licitación serán establecidas en un reglamento y deberá garantizarse que ésta se efectúe en cortes que permita la participación de todas las categorías dentro de los armadores artesanales.”.

-o-


- Ha agregado un párrafo segundo, nuevo, al número 2 de la letra c) propuesta, del siguiente tenor:


“No obstante lo anterior, en el caso de las pesquerías de recursos bentónicos el Comité Científico Técnico establecerá criterios para la determinación de la cuota global, cuando corresponda, considerando la información disponible y las particularidades de los recursos de que se trate.”.

-o-


- Ha incorporado la siguiente letra f), nueva:


“f) Agrégase en la letra e), que ha pasado a ser f), el siguiente párrafo segundo:


“Tratándose de especies pelágicas pequeñas en que el arte de pesca con los que se capturan no permitan discriminar entre éstas o tengan la calidad de fauna acompañante, y se encuentren sujetas a cuotas globales de captura, se podrá modificar los porcentajes de fauna acompañante autorizados cuando el desembarque de éstas no concuerde con las abundancias inicialmente consideradas, siempre que ello no atente con la conservación de dichas especies.”.”.

-o-

Número 4)


Lo ha sustituido por el siguiente:


“4) Modifícase el artículo 4° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en su encabezamiento, la locución “previo informe técnico del” por “previa consulta al”, y agrégase, a continuación de las palabras “que corresponda”, la frase “y comunicación previa al Comité Científico Técnico”;


b) Incorpóranse las siguientes letras c), d) y e), nuevas:


“c) Establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de dispositivos o utensilios para minimizar la captura de fauna acompañante o para evitar o minimizar la captura incidental, propendiendo a que la pesca sea más selectiva.


d) Establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de utensilios para liberar ejemplares capturados incidentalmente por las artes y aparejos de pesca.


e) Establecimiento de buenas prácticas pesqueras para evitar, minimizar o mitigar la captura incidental de mamíferos, aves y reptiles acuáticos.”.”.

Número 5)


Lo ha modificado de la siguiente manera:


- Ha reemplazado, en su encabezamiento, la expresión “artículos 4° A y 4° B” por “artículos 4° A, 4° B y 4° C”.

-o-


- Ha incorporado el siguiente artículo 4° C, nuevo:


“Artículo 4° C.- La Subsecretaría mediante resolución, previo informe técnico y consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, determinará los recursos hidrobiológicos que se exceptúan de consumo humano directo y que pueden ser destinados a la elaboración de harina y aceite.”. 


Ha intercalado los siguientes números 6), 7) y 8), nuevos:


“6) Agréganse, en el artículo 5°, los siguientes incisos finales:


“Asimismo, en virtud del principio precautorio, tratándose de montes submarinos, no se permitirá la pesca de fondo, a menos que exista una investigación científica realizada de acuerdo al protocolo y reglamento a que se refiere el artículo 6° B, que demuestre que la actividad de pesca no genera efectos adversos sobre los ecosistemas marinos vulnerables presentes en el área.


Sin perjuicio de lo anterior, previo a que la Subsecretaría autorice las actividades de pesca de fondo en algún monte submarino, los estudios científicos que funden dicha decisión serán sometidos al procedimiento de información pública, de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.”.


7) Intercálanse, a continuación del artículo 6º, los siguientes artículos 6° A, 6° B y 6° C:


“Artículo 6° A.- En las aguas marítimas de jurisdicción nacional, independientemente del régimen de acceso a que se encuentre sometida, el Ministerio, mediante decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y comunicación previa al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, deberá establecer en áreas geográficas delimitadas un régimen de administración pesquera para Ecosistemas Marinos Vulnerables, cuando se verifique en ellas la existencia de invertebrados o estructuras geológicas que den cuenta, de conformidad con el reglamento, de la existencia de un ecosistema marino vulnerable.


Sin perjuicio de otras medidas de administración o prohibiciones contempladas en esta ley, en las áreas que se aplique el régimen antes indicado, la Subsecretaría deberá establecer, mediante resolución fundada, las siguientes prohibiciones o medidas de administración pesquera:


a) Prohibición de realizar actividades de pesca de fondo con artes, aparejos o implementos de pesca que afecten al ecosistema marino vulnerable en un área determinada.


b) Regulación de las características y diseño de las artes, aparejos e implementos de pesca.


c) Prohibición del uso y porte de las artes y aparejos e implementos de pesca a que se refiere la letra a) o que no cumplan con las características y diseño indicados en la letra b).


La Subsecretaría, mediante resolución, podrá autorizar por períodos transitorios la realización de actividades de investigación científica en el área en que se aplique el régimen dando cumplimiento al reglamento a que se refiere el artículo 6° B. El resultado de dicha investigación se someterá al procedimiento de información pública de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.


Las prohibiciones o medidas de administración adoptadas se podrán modificar sólo con antecedentes científicos fundados y que hayan sido sometidos al mismo procedimiento de información pública del inciso anterior.


Artículo 6° B.- Mediante resolución de la Subsecretaría y la determinación del Comité Científico correspondiente, se establecerá la nómina de recursos hidrobiológicos cuyas pesquerías califiquen como pesca de fondo que pueden afectar Ecosistemas Marinos Vulnerables.


Para realizar actividades extractivas de aquellos recursos hidrobiológicos establecidos en dicha nómina, el armador deberá comunicar al Servicio, antes del zarpe, su intención de efectuar actividad de pesca de fondo, el área en la cual efectuarán operaciones y los equipos de detección que utilizarán en las operaciones de pesca, sometiéndose al Protocolo de Operación en Ecosistemas Marinos Vulnerables, que se contendrá en el reglamento. En este reglamento se regulará la información que se deberá entregar de las operaciones de pesca, la cual al menos deberá comprender: a) individualización del armador, nave o embarcación y características principales de ésta; b) descripción del equipo de comunicación y detección; c) probables especies que constituirán fauna acompañante; d) área de operación y huella de pesca proyectada; e) periodo de pesca; f) lugar de zarpe y recalada; g) detalles de construcción y de maniobra y operación del arte o aparejo de pesca; h) cuota de captura autorizada, en su caso; i) número de lances proyectados por día y duración de éstos. Asimismo, se deberá acreditar antes del zarpe que la nave cuenta con el observador científico a bordo y con la implementación requerida para aplicar el respectivo protocolo.


Si durante las actividades extractivas de pesca de fondo, de aquellos recursos hidrobiológicos establecidos en dicha nómina, una nave captura accidentalmente elementos que sean constitutivos de un Ecosistema Marino Vulnerable, el observador científico a bordo aplicará el Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable establecido en el reglamento.


Si la aplicación del protocolo antes señalado establece que los elementos capturados son constitutivos de la presencia de un Ecosistema Marino Vulnerable, el capitán de la nave deberá suspender inmediatamente las faenas de pesca en el área ubicada en torno a las coordenadas en que se efectuó el lance de pesca que generó dicha captura accidental. El área en que se suspenderán las faenas de pesca se establecerá en el reglamento, la cual deberá tomar en consideración los elementos constitutivos de ecosistema marino vulnerable que fueron objeto de la captura accidental. El observador deberá remitir a la Subsecretaría un informe emanado de la aplicación del Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable en un plazo máximo de 48 horas desde la recalada a puerto habilitado. Los límites de captura accidental que den cuenta de la presencia constitutiva de un Ecosistema Marino Vulnerable serán establecidos de conformidad con el reglamento.


La Subsecretaría deberá publicar en su sitio de dominio electrónico los informes de hallazgo de los observadores científicos a que se refiere el inciso anterior.


El reglamento a que se refiere este artículo será expedido conjuntamente por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y por el Ministerio del Medio Ambiente.


Artículo 6° C.- Las naves o embarcaciones, cuyos armadores cuenten con autorizaciones de pesca, permisos extraordinarios de pesca, licencias transables de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal sobre los recursos hidrobiológicos que figuren en la nómina a que se refiere el inciso primero del artículo 6° B, deberán contar con observadores científicos a bordo en todos los viajes de pesca que tengan por objeto la extracción de dichos recursos.


El armador y el capitán o patrón de la nave deberán otorgar todas las facilidades necesarias a los observadores científicos que permita la aplicación del Protocolo de Evidencia de Ecosistemas Marinos Vulnerables.”.


8) Incorpórase, en el Título II de la Ley General de Pesca y Acuicultura, un Párrafo 2°, nuevo, pasando el actual Párrafo 2° a ser 3° y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Párrafo 2°

Implementación de Tratados y procedimiento de adopción de medidas de conservación o administración de carácter internacional en materia pesquera


Artículo 7° E.- Las medidas de conservación y administración de recursos hidrobiológicos, adoptadas en el marco de Tratados u Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea Parte o miembro, una vez aceptadas por Chile serán publicadas en el Diario Oficial mediante resolución de la Subsecretaría íntegramente o en extracto, según la extensión de la medida adoptada. Deberán, asimismo, publicarse íntegramente en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


Artículo 7° F.- En caso que un Tratado u Organización Internacional de aquellos mencionados en el artículo anterior contemplen un derecho de objeción o aceptación posterior por el Estado Parte, respecto de las medidas adoptadas por los órganos de dicho Tratado u Organización, se deberá seguir el siguiente procedimiento, previo a la publicación de la medida de conservación y administración por la Subsecretaría:


a) El Ministerio de Relaciones Exteriores informará a la Subsecretaría, acerca de la decisión adoptada en el marco del respectivo Tratado u Organización;


b) La Subsecretaría se pronunciará favorable o desfavorablemente mediante oficio dirigido al Ministerio de Relaciones Exteriores. En caso de opinión desfavorable, la Subsecretaría propondrá si correspondiere las medidas de conservación o administración alternativas a fin de garantizar la conservación y el uso sustentable de los recursos de que se trate, durante el período de objeción de la medida;


c) El Ministerio de Relaciones Exteriores comunicará la objeción o la no aceptación de la medida, de acuerdo con el procedimiento establecido en las normas del Tratado u Organización de que se trate;


d) Las medidas alternativas que se hayan adoptado, podrán mantenerse, modificarse o dejarse sin efecto de conformidad a los resultados del Panel de Revisión o del procedimiento que establezca el Tratado u Organización aplicable en la materia.


Artículo 7° G.- Tratándose de pesquerías transzonales y altamente migratorias que se encuentren dentro de la Zona Económica Exclusiva y en la alta mar adyacente a ésta, reguladas por un Tratado internacional del cual Chile sea parte, se deberán seguir las siguientes reglas para concurrir a adoptar las medidas de conservación o administración a ser acordadas en el marco de dicho Tratado:


a) En aquellos casos en que, de conformidad con el tratado internacional, se contemple la aplicación de medidas de conservación o administración adoptadas dentro de la Zona Económica Exclusiva, se requerirá el expreso consentimiento del Estado de Chile. Para este efecto, el Ministerio de Relaciones Exteriores deberá, previa consulta a la Subsecretaría, expresar la manifestación de voluntad del Estado de Chile al momento de adoptarse la medida. 


b) Si la medida de conservación a adoptar se refiere a la cuota global de captura se deberá, además de lo establecido en la letra anterior, considerar lo siguiente:


i) Si la medida intenta abarcar tanto la Zona Económica Exclusiva como el alta mar adyacente, se deberá instar por ajustarla dentro de los rangos establecidos por el Comité Científico Técnico Nacional;


ii) El Comité Científico Técnico Nacional, para emitir su pronunciamiento sobre dicha medida de conservación deberá tener en consideración el informe del Comité Científico del Tratado u Organización Internacional que se trate;


iii) Si la cuota global ha sido adoptada en forma previa en la Zona Económica Exclusiva, de conformidad con la regulación nacional, ésta podrá modificarse en caso que se adopte con posterioridad una cuota global distinta de conformidad con las reglas del Tratado.


Artículo 7° H.- Los Planes de Acción Internacional adoptados por Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea parte, podrán adoptarse mediante decreto del Ministerio, previo informe de la Subsecretaría.


Las medidas de administración, conservación y manejo de recursos hidrobiológicos recomendadas en el marco de dichos planes de acción deberán seguir el procedimiento establecido en esta ley, a menos que las medidas incorporadas no estén reguladas, en cuyo caso se adoptarán por decreto del Ministerio y se requerirá un informe del Comité Científico Técnico correspondiente y consulta al Consejo Nacional de Pesca.”.”.

-o-

Número 6)


Ha pasado a ser número 9), remplazándose, en el inciso segundo del artículo 8° que contiene, la palabra “tres”, la primera vez que aparece, por la expresión “no menos de dos ni más de siete”.

Número 7)


Ha pasado a ser número 10, sin enmiendas.

Número 8)


Ha pasado a ser número 11), con las siguientes enmiendas:

Artículo 9° bis

-o-


Ha introducido el siguiente literal b), nuevo, pasando el literal b) a ser letra c):


“b) Intercálase, en el inciso tercero, la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente:


“e) Instalación de arrecifes artificiales, de conformidad con los requisitos y características establecidas en el reglamento.”.”.

-o-

Letra b)


Ha pasado a ser letra c), reemplazada por la siguiente:


“c) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:


“i) Reemplázase la expresión “una mesa de trabajo público privada” por “un Comité de Manejo”.


ii) Sustitúyese la oración final por la siguiente: “Dicho Comité deberá estar integrado por no menos de dos ni más de siete representantes de los pescadores artesanales inscritos en la o las pesquerías de que se trate, así como un representante de las plantas de proceso, un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional y un representante del Servicio.”.”.

Número 9)


Ha pasado a ser número 12), con las siguientes enmiendas:

Artículo 9° A


La ha modificado del modo que sigue:


- Ha agregado, en el inciso primero, a continuación de la expresión “plan de manejo”, lo siguiente: “, previo acuerdo del Comité de Manejo,”. 


- Ha reemplazado, en las letras b) y c), la palabra “deberían” por “deberán”.

-o-


- Ha consultado la siguiente letra g), nueva: 


“g) En caso de pesquerías de colapso, evaluar y proponer la operación alternada en el tiempo de caladeros de determinadas pesquerías a que se refiere el inciso primero por distintas flotas, así como evaluar la limitación temporal del uso de determinados artes o aparejos de pesca en dichos caladeros.”.

-o-

Número 10)


Ha pasado a ser número 13, sin modificaciones.

Número 11)


Ha pasado a ser número 14, sustituido por el que sigue:


“14) Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- A iniciativa de la Subsecretaría, mediante decreto supremo, y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda, podrá declararse una unidad de pesquería en plena explotación en aquellos casos en que de conformidad con los puntos biológicos definidos conforme a esta ley, la pesquería se encuentre en dicho estado.”.”. 

Número 12)


Ha pasado a ser número 15), sin enmiendas.

Número 13)


Ha pasado a ser número 16), reemplazándose, en el artículo 24 que contiene, la expresión inicial “Durante la vigencia del” por “Declarado el”.

Número 14)


Ha pasado a ser número 17), agregándose, en el artículo 25 que propone, a continuación de la expresión “sustituir sus naves pesqueras”, lo siguiente: “sin que signifique un aumento del esfuerzo pesquero”.

Número 15)


Ha pasado a ser número 18), sin modificaciones.

-o-


Ha contemplado como número 19), nuevo, el siguiente:


“19) Incorpóranse los siguientes artículos 26 A y 26 B, nuevos:


“Artículo 26 A.- En aquellas pesquerías que se declaren en plena explotación y se establezca una cuota global de captura se les otorgarán licencias transables de pesca clase A, a los titulares de autorizaciones de pesca, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca. Estas licencias temporales se otorgarán por un plazo de 20 años renovables y equivaldrán al coeficiente de participación de cada armador expresado en porcentaje con siete decimales el cual podrá decrecer si se realiza una o más subastas de conformidad con el artículo 27 de esta ley. En este caso los coeficientes de cada armador no podrán disminuir en más de un quince por ciento del coeficiente de participación original.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de esta ley, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.


El coeficiente de participación original de cada armador titular de autorizaciones de pesca vigente para la unidad de pesquería de que se trate, se determinará dividiendo las capturas de todas las naves autorizadas al armador, correspondientes a los 3 años calendario anteriores a la declaración del régimen, por las capturas totales, extraídas durante el mismo período, correspondientes a todos los armadores que cuenten con autorización de pesca vigente a esa fecha.


En el evento que alguna de las naves se encuentre autorizada en virtud de una sustitución, se considerarán las capturas efectuadas en el mismo período por la o las naves que dieron origen a ésta. Si en virtud de la sustitución se otorgó una autorización a dos o más naves sustitutas, se distribuirán entre ellas las capturas de las naves que les dieron origen en la proporción que corresponda de acuerdo con el parámetro específico contenido en el Reglamento de Sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.


Se entenderá por captura lo informado de conformidad con el artículo 63 de esta ley, una vez imputadas las diferencias entre lo capturado y lo desembarcado.


Artículo 26 B.- Antes del vencimiento de las licencias transables de pesca clase A, a solicitud del titular, arrendatario o mero tenedor de las licencias transables de pesca, mediante decreto supremo fundado se asignarán según la legislación vigente, siempre que el solicitante o los titulares previos no hayan incurrido en un lapso de 10 años en uno o más de los siguientes hechos:


a) Haber sido sancionado con más de cuatro infracciones de las contempladas en los 
artículos 40 B y 40 C de esta ley, en una misma pesquería, no existiendo por parte del armador recursos administrativos ni judiciales pendientes.


b) Haber sido sancionado con más de tres caducidades parciales en una misma pesquería, declaradas mediante resolución firme y ejecutoriada.


c) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de cuatro o más condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales en el plazo de siete años.


Para los efectos de este artículo, si en un período de 10 años, el titular de la licencia transable de pesca, no cuenta con ninguna sentencia condenatoria ejecutoriada o resolución ejecutoriada, no se contabilizarán las infracciones por las cuales haya sido condenado durante el período anterior.


El acto administrativo que niegue la solicitud del inciso primero deberá ser notificado al peticionario por carta certificada. Este último dispondrá de un plazo de 30 días contado desde la fecha del despacho de la notificación, para reclamar de esa resolución ante el Ministro, el que resolverá dentro de igual plazo. Esta última decisión no será susceptible de recurso administrativo alguno.


Las licencias transables de pesca que no se renueven se licitarán conforme a las reglas establecidas en el reglamento para la licitación de licencias transables de pesca clase B y por un período de 20 años.”.”.

-o-

Número 16)


Ha pasado a ser número 20), sustituido por el siguiente:


“20) Reemplázase el artículo 27, por el siguiente:


“Artículo 27.- En los casos que una determinada pesquería sujeta a régimen de plena explotación y administrada con cuota global de captura, se encuentre en un nivel igual o superior al 90 por ciento de su rendimiento máximo sostenible, se iniciará un proceso de pública subasta de la fracción industrial de la cuota global de la siguiente forma:


a) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 90 por ciento de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible;


b) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 95 por ciento de su punto biológico de su rendimiento máximo sostenible;


c) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible;


Las licitaciones que se produzcan darán origen a las licencias transables de pesca clase B. Estas licencias tendrán una vigencia de 20 años al cabo de los cuales se vuelven a licitar por igual período.


Las licencias transables de pesca clase A, decrecerán en el mismo coeficiente de participación que se licite de las licencias transables de pesca clase B, hasta un límite de 15 por ciento de su coeficiente de participación.


Las licencias transables de pesca clase A tendrán una vigencia de 20 años renovables de conformidad con el artículo 26 B.


Para determinar las toneladas a licitar se deberá restar de la fracción industrial de la cuota del año en que se aplicará la licitación, la fracción industrial de la cuota correspondiente al punto biológico de la licitación respectiva. Estas licitaciones deberán efectuarse en el año calendario anterior al de su aplicación.


El reglamento determinará los procedimientos de la subasta y el establecimiento de los cortes de los derechos a subastar que permita un adecuado acceso a la actividad pesquera extractiva de que se trate incluyendo a las empresas pequeñas y medianas de conformidad con la definición de la ley N° 20.416. Las subastas tendrán un precio mínimo anual de 3,3 por ciento del valor de sanción. En el caso que una subasta se declare desierta, se podrá hacer un segundo llamado. Si esta última también se declara desierta, las toneladas correspondientes no serán asignadas a ningún actor.


Los dineros a pagar como consecuencia de las subastas de este artículo se expresará en unidades tributarias mensuales por tonelada y la primera anualidad se pagará dentro de los quince días siguientes a la fecha de la adjudicación y las siguientes durante el mes de marzo de cada año.


Los pagos anuales por licencias transables clase B corresponderán al valor de la adjudicación multiplicado por las toneladas que le corresponda a ese año de acuerdo al coeficiente de su licencia transable de pesca.”.”.

Números 17), 18), 19), 20), 21) y 22)


Han pasado a ser números 21), 22), 23), 24), 25) y 26), respectivamente, sin modificaciones.

Número 23


Ha pasado a ser número 27), reemplazándose la referencia que el artículo 32 propuesto hace al “artículo 3° letra e)”, por otra al “artículo 3°, letra f)”.

Números 24) y 25)


Han pasado a ser números 28) y 29), respectivamente, sin enmiendas.

Número 26)


Ha pasado a ser número 30), sustituido por el que sigue:


“30) Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Tratándose de pesquerías sujetas a régimen de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente, en que se establezcan cuotas por áreas dentro de la unidad de pesquería o en que la cuota se divida en dos o más períodos, el coeficiente de participación o el porcentaje licitado, según corresponda, deberá aplicarse respecto de cada una de las cuotas que se establezcan para cada área dentro de la unidad de pesquería o para cada período en que se divida la respectiva cuota.”.”.

Números 27) y 28)


Han pasado a ser números 31) y 32), respectivamente, sin enmiendas.

Número 29)


Ha pasado a ser número 33), reemplazado por el siguiente:


“33) Reemplázase, en el artículo 38, la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”, por “previa consulta al Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”.”.

Número 30)


Ha pasado a ser número 34), modificado de la siguiente manera:

Letra a)


Ha suprimido las palabras “al Comité Científico Técnico correspondiente y”.

Letra b)


Ha intercalado; en la frase que agrega al inciso segundo del artículo 39, a continuación de la palabra “pesquerías”, el vocablo “declaradas”.

Número 31)


Ha pasado a ser número 35), eliminándose, en la letra a), las palabras “al Comité Científico Técnico correspondiente y”.

Número 32)


Ha pasado a ser número 36), sin modificaciones.

Número 33)


Ha pasado a ser número 37), modificado del modo que sigue:

Encabezamiento


Ha reemplazado la referencia “artículos 40 B, 40 C, 40 D y 40 E”, por “artículos 40 B, 40 C, 40 D, 40 E, 40 F y 40 G”.

Artículo 40 B


Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en los incisos anteriores será sancionado con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales.”.

Artículo 40 C


Ha sustituido el inciso final por el siguiente:


“Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en el inciso segundo será sancionado con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales.”.

-o-


Ha intercalado los siguientes artículos 40 D y 40 E, nuevos, pasando los artículos 40 D y 40 E a ser 40 F y 40 G, respectivamente:


“Artículo 40 D.- El titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letras a) y b), será sancionado con multa de hasta 600 unidades tributarias mensuales.


Sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos 40 B y 40 C, el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letra d), respecto de las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte y que sean aplicables, será sancionado de conformidad con las normas del Párrafo 4° del Título IX.


Artículo 40 E.- Será sancionado con multa de 100 a 1000 unidades tributarias mensuales el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca el armador pesquero industrial o artesanal que contravenga la medida de prohibición establecida de conformidad con la letra a) del inciso segundo del artículo 6° A, en los casos que se establezca un Régimen de Ecosistemas Marinos Vulnerables.


Asimismo las embarcaciones artesanales o industriales que contravengan dicha medida serán sancionadas con la suspensión de los derechos derivados de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal, de las autorizaciones o de los permisos extraordinarios de pesca por el plazo máximo de 15 días, según corresponda.


Si dentro del plazo de dos años contados desde la ejecución de la infracción se incurriere nuevamente en la conducta antes indicada, se sancionará dicha infracción con el doble de la sanción antes indicada.


Durante el período de suspensión, quedará prohibido el zarpe de la embarcación infractora desde que se comunique por el Servicio dicha circunstancia a la Autoridad Marítima.”.

-o-

Artículo 40 D


Ha pasado a ser artículo 40 F, reemplazándose la expresión “un año” por “seis meses”.

Artículo 40 E


Ha pasado a ser artículo 40 G, sin enmiendas.

Número 34)


Ha pasado a ser número 38), modificado de la siguiente forma:

-o-


- Ha agregado la siguiente letra b), nueva, pasando la letra b) a ser letra c):


“b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la locución “Fondo de Investigación Pesquera”, la frase “o para estudios, programas o proyectos de investigación pesquera y de acuicultura que desarrolle el mencionado Fondo”, e incorpórase, a continuación de la expresión “patente única pesquera”, la frase “o de la patente e impuesto específico a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter”.

-o-

Letra b)


- Ha pasado a ser letra c), sustituida por la siguiente:


“c) Elimínanse los incisos cuarto y quinto.”.

Número 35)


Ha pasado a ser número 39), reemplazándose en el artículo 43 bis propuesto, la expresión “clase A” por “clases A y B”.

Números 36) y 37)


Han pasado a ser números 40) y 41), respectivamente, sin enmiendas.

Número 38)


Ha pasado a ser número 42), reemplazado por el siguiente:


“42) Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “41° 28,6'“, por “43° 25' 42”“.


b) Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el inciso cuarto a ser sexto:


“No obstante lo anterior, mediante resolución de la Subsecretaría, previo informe técnico del Consejo Zonal de Pesca que corresponda, se podrán efectuar operaciones pesqueras extractivas por naves de titulares de licencias transables de pesca o de autorizaciones de pesca en las Regiones de Arica y Parinacota; Tarapacá y Antofagasta, sobre los recursos sardina española y anchoveta.


Asimismo, mediante el mismo procedimiento del inciso anterior pero con el acuerdo de los integrantes artesanales del Consejo Zonal de Pesca, se podrán efectuar operaciones pesqueras extractivas por naves de titulares de licencias transables de pesca y autorizaciones de pesca en la Región de Coquimbo, sobre los recursos camarón naylon; langostino amarillo; langostino colorado; gamba y sardina española y anchoveta.


La extracción de recursos hidrobiológicos que se encuentran dentro de las aguas interiores son de exclusividad, en dicha área, de los pescadores artesanales inscritos en pesquerías que correspondan.”.”.

Número 39)


Ha pasado a ser número 43), modificado como sigue:

Artículo 47 bis


- Ha sustituido, en el inciso primero, la expresión “41° 28,6' de Latitud Sur” por “43° 25' 42” de Latitud Sur, con exclusión de las aguas interiores” 


- Ha agregado, en el inciso segundo, después de las palabras “afecten el fondo marino”, la expresión “y los ecosistemas de los peces de roca”.

Número 40)


Ha pasado a ser número 44), sustituido por el siguiente:


“44) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 48 por las siguientes:


“a) Autorización de las actividades pesqueras extractivas sobre determinados recursos en los estuarios, entendiendo por tal, aquella parte del río que se ve afectado por las mareas.


b) Instalación de arrecifes artificiales en un área determinada de conformidad con los requisitos y características establecidas por reglamento.”.”.

Número 41)


Ha pasado a ser número 45), con las siguientes enmiendas:

Artículo 48 A

Letra c)


La ha reemplazado por la siguiente:


“c) Distribuir la fracción artesanal de la cuota global de captura por región, flota o tamaño de embarcación y áreas, según corresponda. Asimismo, se deberá considerar la disponibilidad de los recursos hidrobiológicos, sin que en ningún caso se afecte la sustentabilidad de los mismos. En este caso el Subsecretario deberá consultar al Consejo Zonal y al Comité de Manejo, que corresponda.”.

-o-


Ha agregado la siguiente letra d), nueva:


“d) En el caso que la fracción artesanal de la cuota global de captura sea distribuida en dos o más épocas en el año calendario y comprenda a más de una región o a más de una unidad de pesquería, la Subsecretaría mediante Resolución, podrá redistribuir el 50% de los saldos no capturados al término de cada período, asignando dichos saldos a otra región o unidad de pesquería que se encuentre comprendida en la respectiva cuota global de captura. En el evento en que existan acuerdos de esta naturaleza en el Comité de Manejo del Plan de Manejo de una pesquería respectiva éstos deberán ser aprobados por el Subsecretario.”.

-o-


Ha intercalado como número 46), nuevo, el que se indica a continuación:


“46) Incorpórase el siguiente artículo 48 B:


“Artículo 48 B. En el caso de las pesquerías de la merluza común, anchoveta y sardina común, de la V a X regiones, y jurel, para determinar la participación de cada región en la cuota de captura artesanal de una unidad de pesquería, se deberá considerar anualmente lo siguiente:


En el caso que una región capture menos del 80% de la cuota de captura artesanal que le corresponde, durante los dos años de mayor porcentaje de cumplimiento de la cuota en el período de los tres años anteriores al año de fijación de la cuota, el porcentaje que resulte de la resta del 80% y el porcentaje promedio capturado, será distribuido entre las regiones que tengan desembarque promedios por sobre el 80% a prorrata considerando los porcentajes regionales de participación del año anterior.


Si en una región la pesquería de que se trate está sometida al régimen artesanal de extracción, la medición se efectuará a la unidad de asignación que corresponda.”.”.

-o-

Número 42)


Ha pasado a ser número 47), eliminándose en el inciso quinto propuesto, lo siguiente: “, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca involucrados”.


Ha contemplado el siguiente número 48), nuevo:


“48) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 50 A, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de la Isla de Pascua, el Registro Artesanal será independiente del de la V Región de Valparaíso.”.”.

-o-

Número 43)


Ha pasado a ser número 49), suprimiéndose su letra c).

Número 44)


Ha pasado a ser número 50), agregándose, en su encabezamiento, antes de los dos puntos (:), lo siguiente: “, pasando el actual artículo 50 C a ser artículo 50 E”.

Número 45)


Ha pasado a ser número 51), modificado de la siguiente manera:

Letra a)


Ha sustituido, en la letra e), nueva, que intercala, la referencia al “artículo 50 C”, por otra al “artículo 50 D”.

Letra c)


La ha reemplazado por la siguiente:


“c) Agréganse los siguientes incisos finales:


“En el plazo de dos meses a contar de la resolución del Servicio a que se refiere el inciso primero, la Subsecretaría deberá dictar la resolución estableciendo el número de vacantes, si procede de conformidad al inciso noveno del artículo 50 de esta ley.


Para proveer la vacante sólo se considerará a los pescadores artesanales que cumplan las reglas de habitualidad establecidas en el artículo 50 B.


La inscripción en las listas de espera caducarán en el plazo de tres años a contar de la inscripción.”.”.

Número 46)


Ha pasado a ser número 52), sin modificaciones.

-o-


Ha intercalado como número 53), nuevo, el siguiente:


“53) Agrégase, en el artículo 55 C, el siguiente inciso final:


“Los pescadores artesanales que pertenezcan a la organización titular del área de manejo podrán extraer los recursos hidrobiológicos comprendidos en el plan de manejo con independencia de su inscripción en el Registro Artesanal, dentro de su área de manejo, debiendo cumplir, en todo caso, con las exigencias que establezcan para el otorgamiento del título o matrícula a que se refiere el artículo 51.”.”.

-o-

Número 47)


Ha pasado a ser número 54), modificado de la siguiente forma:

Letra a)


Ha agregado, a continuación de las palabras “biológico pesquero”, lo siguiente: “, económico y social”. 

-o-


Ha introducido la siguiente letra c), nueva:


“c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Las organizaciones titulares de áreas de manejo, podrán solicitar, en aquellos casos que la superficie del área no incluya la playa de mar, la explotación exclusiva de aquellos recursos que hayan sido incorporadas en su plan de manejo y que se encuentren en el espacio de la playa de mar colindante con el área. Dicha autorización se establecerá por resolución de la Subsecretaría previa consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.”.”. 

-o-

Números 48), 49) y 50)


Han pasado a ser números 55), 56) y 57), respectivamente, sin enmiendas.

Número 51)


Ha pasado a ser número 58), con las siguientes enmiendas:

Artículo 55 I


Ha reemplazado, en los incisos primero y tercero, la palabra “distribución” por “asignación”.

Artículo 55 J


Ha suprimido, en el inciso segundo, la expresión “No obstante lo anterior,”.

Artículo 55 N


Ha pasado a denominarse “Artículo 55 Ñ”.

Número 52)


Ha pasado a ser número 59), modificado como se indica a continuación:

Encabezamiento


Ha reemplazado la expresión “55 Ñ” por lo siguiente: “55 N, integrando dicho artículo el Párrafo 4°, nuevo, a continuación del artículo 55 M contemplado en el numeral anterior”.

Letra c)


Ha eliminado el punto aparte (.), incorporándose el siguiente texto: “y agrégase la siguiente oración final: “En estos casos y dependiendo del régimen contractual o laboral que rija la relación entre el armador y el patrón o tripulantes, se deberá pagar la parte acordada en el respectivo contrato o la remuneración correspondiente, por el traspaso de cuota que se haya efectuado.”.”.

Número 53)


Ha pasado a ser número 60), sin modificaciones.

Número 54)


Ha pasado a ser número 61), reemplazado por el que sigue:


“61) Sustitúyese el artículo 63 por el siguiente:


“Artículo 63.- Los armadores pesqueros, industriales o artesanales deberán informar al Servicio, sus capturas y desembarques por cada una de las naves o embarcaciones que utilicen, de conformidad a las siguientes reglas:


a) Las capturas se deberán registrar e informar en la bitácora de pesca que cada armador deberá llevar a bordo. En el caso de los armadores industriales dicha bitácora será electrónica y deberá tener la capacidad de informar las capturas lance a lance. Un reglamento determinará la información que deberá contener la bitácora, la que al menos comprenderá la captura por lance de pesca u otra forma de conformidad con la operación pesquera, la fecha y ubicación del lance de pesca. El Servicio determinará la oportunidad y condiciones de la entrega de la información de captura.


b) Los desembarques se deberán informar, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento, al momento que éste se produzca o al tiempo que el Servicio determine, ya sea en Chile o en el extranjero.


c) En caso que existan diferencias entre la información de captura y desembarque, el Servicio deberá establecer un procedimiento y criterios técnicos mediante los cuales se resolverán las diferencias de captura y desembarque, debiendo considerar lo establecido en el plan de reducción de descarte o fauna acompañante. Todo aquello que exceda conforme al procedimiento anterior, será imputado a la cuota global de captura o a las cuotas individuales o colectivas asignadas.


La misma obligación de la letra b) deberán cumplir las lanchas transportadoras, los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento.


Los titulares de Plantas de Proceso o de transformación y las personas que realicen actividades de comercialización de recursos hidrobiológicos, deberán informar al Servicio el abastecimiento de recursos hidrobiológicos y de los productos finales derivados de ellos, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento.


Los que realicen cualquier tipo de actividad de acuicultura y a cualquier título, deberán informar conforme al reglamento, sobre las estructuras utilizadas en el cultivo, el abastecimiento, existencia, cosecha, situación sanitaria, origen y destino de los ejemplares.


Toda la información de captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos, a que se refieren los incisos anteriores deberá tener origen legal, entendiendo por tal, aquellos capturados o adquiridos, procesados o comercializados cumpliendo con la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile. El procedimiento, condiciones y requisitos de la acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos, serán establecidos mediante resolución del Servicio.”.”.

-o-


Ha contemplado, como número 62), nuevo, el siguiente:


“62) Incorpórase el siguiente artículo 63 quáter, nuevo:


“Artículo 63 quáter.- Sólo se podrán desembarcar recursos hidrobiológicos en los puntos o puertos de desembarque que el Servicio autorice mediante resolución. 


Para otorgar esta autorización, el Servicio deberá tener en cuenta lo siguiente:


a) La forma en cómo se desarrollan las actividades pesqueras extractivas con el objeto de no interferir sustantivamente en éstas, teniendo en consideración las características del lugar de desembarque, el tipo de naves o embarcaciones que las realizan así como los horarios y las condiciones naturales de la operación pesquera.


b) Los medios necesarios para el efectivo control de los desembarques.


c) Las características sanitarias de la infraestructura de apoyo al desembarque del lugar a autorizar, de forma que sean apropiadas para realizar esta actividad.


d) El cumplimiento de los titulares del punto o puerto de desembarque de las condiciones del decreto de concesión marítima y de la normativa pesquera.


El incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones y condiciones establecidas por el Servicio, respecto de los puntos o puertos de desembarque por éste autorizados, hará incurrir al infractor en las sanciones que al efecto se prevén en el artículo 113 B de esta ley.”.”. 

-o-

Número 55)


Ha pasado a ser número 63), incorporándose en la frase final que propone para el inciso primero del artículo 64 B, a continuación de la palabra “embarcaciones”, la expresión “que efectúan operaciones extractivas”. 

Número 56)


Ha pasado a ser número 64), con las enmiendas que siguen:

Encabezamiento


Ha agregado, a continuación de la expresión “64 H”, lo siguiente: “, pasando los actuales artículos 64 E y 64 F a ser artículos 64 I y 64 J, respectivamente”.

Artículo 64 E


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 64 E.- Los titulares de cualquier instrumento que autorice a la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca, así como los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras deberán entregar al Servicio la información de desembarque por viaje de pesca a que se refiere el artículo 63 de esta ley, certificada por una entidad auditora acreditada por el Servicio.


Para otorgar el certificado, se deberán pesar los desembarques o productos de la pesca en su caso, a menos que el Servicio fundadamente, mediante resolución, la exceptúe por la aplicación de una metodología equivalente. El sistema de pesaje utilizado deberá estar habilitado por el Servicio.


La forma, requisitos y condiciones de la certificación y acreditación de las entidades auditoras y del pesaje, así como la periodicidad, lugar, forma de pago y demás aspectos operativos del sistema, serán establecidos por el Servicio mediante resolución. El Servicio deberá dar cumplimiento a los mecanismos de la ley N° 19.886, en lo que resulte pertinente, para efectos de determinar a la empresa autorizada para operar en cada zona. La empresa que resulte como adjudicataria de este proceso en cada zona será la que, cumpliendo con los requerimientos exigidos en las bases de licitación, ofrezca las mejores condiciones para el ejercicio de sus labores.


Las tarifas máximas por los servicios de certificación que deberán ser pagadas por los armadores o, en su caso, por los titulares de las embarcaciones transportadoras serán establecidas en cierta cantidad de la respectiva moneda de curso legal por tonelada de recurso o materia prima desembarcada, pudiendo contemplarse aranceles diferenciados en consideración a la especie, cantidad, horario y ubicación geográfica del desembarque, y serán fijadas en la resolución del Servicio que resuelva la contratación de la certificación. Las tarifas referidas serán pagadas a la entidad auditora a través del Servicio. Para estos efectos, la Dirección Regional del Servicio correspondiente al lugar en el cual se presten los servicios de certificación, recibirá los fondos que se perciban por el pago que efectúen los titulares y armadores de estos servicios. Dichos fondos serán administrados en forma extrapresupuestaria utilizando las cuentas complementarias abiertas para dicho efecto.


En caso de no pago, la entidad auditora podrá suspender la certificación, previa autorización del Servicio. El plazo que tendrán los titulares y armadores para pagar por los servicios de certificación será el fijado en la resolución del Servicio. Asimismo, para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 5° de ley N° 19.983, el Servicio certificará, a solicitud de la entidad auditora, el hecho de haber transcurrido el respectivo plazo sin que el armador haya consignado en la cuenta dispuesta para dicho efecto los fondos necesarios para cubrir el pago de que se trate. El Servicio no tendrá responsabilidad alguna respecto de los pagos adeudados por parte de los titulares y armadores a las entidades auditoras.


El certificador que certifique un hecho falso o inexistente o el que haga una utilización maliciosa de la certificación de desembarques será sancionado con las penas establecidas en los artículos 194 ó 196 del Código Penal, según corresponda. Para todos los efectos, se entenderá que los certificados constituyen instrumento público.


Las entidades auditoras serán fiscalizadas por el Servicio, debiendo, entre otros, efectuar directamente, o a través de terceros, auditorías para evaluar el desempeño de las entidades auditoras. Los resultados de estas auditorías deberán publicarse en el sitio de dominio electrónico de este Servicio.”.

Número 57)


Ha pasado a ser número 65), sin modificaciones.

-o-


Ha intercalado los siguientes números 66), 67), 68), 69, 70), 71), 72), 73) y 74), nuevos:


“66) Modifícase el artículo 69 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen”.


b) Elimínase, en el inciso cuarto, la oración “o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter”.


67) Elimínase el inciso final del artículo 69 bis.


68) Suprímense los incisos segundo y tercero del artículo 77.


69) Elimínase el inciso final del artículo 78.


70) Modifícase el artículo 80 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el inciso segundo, la oración final: “La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Elimínase, en el inciso final, las palabras “de Marina”, y agrégase la siguiente oración final: “El registro será público y la información contenida en él deberá mantenerse actualizada en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.


71) Elimínanse los artículos 80 bis y 80 ter.


72) Modifícase el artículo 81 de la siguiente manera:


a) En el inciso primero:


Reemplázanse la frase “o autorizaciones de acuicultura, cualquiera que sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,” por “de acuicultura o que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ellas, se inscribirán en el Registro de Concesiones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”, y la locución “debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura”, por el siguiente texto: “como asimismo el poder del representante legal de las partes contratantes, cuando corresponda; un certificado de hipotecas, gravámenes y prohibiciones de enajenar emitido por el Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión; el comprobante de pago de la patente de acuicultura correspondiente al año en que se solicite la inscripción y un certificado emitido por Tesorería que dé cuenta que no existen deudas de patente única de acuicultura pendientes.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero:


“El Registro de Concesiones será público y deberá estar disponible para su consulta en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. Se dejará constancia en el Registro de Concesiones del ingreso de todas las solicitudes de inscripción, desde la fecha de su recepción.


No se inscribirán los actos referidos a concesiones respecto de los que exista prohibición legal o judicial, o mientras sean objeto de una negociación de conformidad con la ley 
N° 19.220 y respecto de los demás que señale el reglamento. Las prohibiciones convencionales se inscribirán para el solo efecto previsto en el artículo 81 bis.”.


c) Elimínase el inciso tercero.


d) Reemplázase el inciso quinto por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones de acuicultura, no serán oponibles a terceros ni habilitarán el ejercicio de actividad alguna en las concesiones respectivas, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. La concesión que se transfiera, arriende o que sea objeto de otro acto jurídico, quedará sometida al mismo objeto, superficie y a las exigencias y modalidades que se encontraban vigentes al momento de la transferencia.


El Servicio sólo podrá visar documentos y habilitar el movimiento de ejemplares desde el centro de cultivo correspondiente a la concesión, a quien acredite su titularidad o derechos para ejercer la actividad de acuicultura en la misma mediante su inscripción en el Registro de Concesiones.”.


e) Elimínanse los incisos séptimo y octavo.


73) Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:


“Artículo 82.- En el evento de fallecimiento del titular de una concesión de acuicultura, la sucesión, mediante mandatario común, deberá presentar a la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, dentro del plazo de dos años de ocurrido el fallecimiento del causante, copia autorizada de la inscripción de la posesión efectiva en el Registro Civil e Identificación, para que proceda a dictar una nueva resolución a favor de los herederos, la que deberá ser inscrita por la Subsecretaría en el Registro de Concesiones de Acuicultura.”.


74) Agrégase el siguiente inciso octavo, nuevo, al artículo 84:


“Se exceptúan también de las disposiciones de este artículo, las organizaciones compuestas sólo por pescadores artesanales, cuya concesión o concesiones otorgadas exclusivamente para el cultivo de algas tengan una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas o en el caso que sea superior la proporción de superficie por afiliado no exceda de una hectárea.”. 

-o-

Número 58)


Ha pasado a ser número 75), con las siguientes enmiendas:

Artículo 91

Inciso cuarto


Lo ha modificado como sigue:


- Ha suprimido las palabras “de proyectos”.


- Ha reemplazado la frase “los que las enviarán con su respectiva priorización” por “así como al Instituto de Fomento Pesquero”.

Artículo 92

Inciso primero


Ha agregado, en su encabezamiento, después del término “básica”, las palabras “o permanente”, y ha reemplazado la voz “será” por “podrá ser”.

Letra a)


Ha sustituido las palabras “Los proyectos de” por “La”.

Letra b)


Ha reemplazado la frase “Los programas o proyectos de” por “La”.

Letra c)


La ha enmendado como se indica:


- Ha sustituido la locución “Los programas de” por “El”. 


- Ha agregado, a continuación de la expresión “pesquerías”, la frase “, dinámica poblacional y sus condiciones oceanográficas”. 

Letra d)


Ha reemplazado la frase “Los programas o proyectos de” por “El”.

Letra e)


Ha eliminado las palabras “o proyectos”.

Inciso final


Ha reemplazado la frase “que no esté asignada al”, por “que no sea efectuada por el” y la palabra “será” por la expresión “podrá ser”.

Artículo 92 A


Ha sustituido, en el inciso tercero, la locución “distintas pesquerías, y cada uno” por “distintas pesquerías, condiciones oceanográficas, y cada uno”.

Números 59) y 60)


Han pasado a ser números 76) y 77), respectivamente, sin enmiendas.

Número 61)


Ha pasado a ser número 78), modificado de la siguiente manera:

Artículo 94


Ha sustituido las letras c), f) y g) por las siguientes:


“c) un científico proveniente del ámbito pesquero, debiendo acreditar contar con título profesional, de a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, elegido por la Sociedad de Chilena de Ciencias del Mar.


f) dos profesionales especialistas en el ámbito pesquero, que serán elegidos por el Ministerio de una quina presentada por los estamentos laboral, industrial y artesanal del Consejo Nacional de Pesca.


g) dos profesionales especialistas en el ámbito de la acuicultura, de la salud animal o en materia ambientales o recursos naturales, elegidos por el Ministerio de una quina presentada por la Comisión Nacional de Acuicultura.”.

-o-


Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“En los casos de las letras b), c) y d) se deberá designar, además, a un suplente.”.

-o-

Artículo 95


Ha eliminado, en la letra c), las palabras “o asesor independiente”, las dos veces que aparecen.

-o-


Ha contemplado como números 79), 80), 81) y 82), nuevos, los siguientes:


“79) Sustitúyese, en el artículo 107, la palabra “elaborar” por los vocablos “tener, almacenar, transformar”.”.


80) Modifícase el artículo 108 del modo que sigue:


a) Agrégase, en la primera parte del inciso primero, después del vocablo “infracciones”, la siguiente frase: “a la presente ley, a sus reglamentos o”.


b) Sustitúyese la letra e) por la siguiente:


“e) Comiso de las especies hidrobiológicas o de los productos derivados de éstas. Esta sanción será aplicable a las infracciones a las normas de pesca recreativa, cuando así corresponda según la naturaleza de la infracción.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Lo señalado en el presente artículo es sin perjuicio de otras sanciones que para casos especiales establezca esta ley.”.


81) Incorpórase el siguiente artículo 108 A:


“Artículo 108 A.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por reincidencia la reiteración de cualquiera de las infracciones a las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera, cometidas dentro del plazo de dos años, contado desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria. En caso de reincidencia, las sanciones pecuniarias y el período de clausura se duplicarán, salvo disposición en contrario.”.


82) Reemplázase el artículo 109 por el siguiente:


“Artículo 109.- De las infracciones serán responsables: 


a) De las infracciones a las prohibiciones de captura o extracción o desembarque de especies hidrobiológicas, y realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, responderá el armador pesquero industrial o el armador pesquero artesanal y el capitán o patrón de la nave con la cual se cometa la infracción.


b) De las infracciones a las prohibiciones de transporte responderá el empresario de transporte, al tenor de lo dispuesto en el inciso final del artículo 166 del Código de Comercio. 


c) De las infracciones a las prohibiciones de comercialización responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad comercial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 7° del Código de Comercio.


d) De las infracciones a las prohibiciones de posesión y tenencia responderá el poseedor o mero tenedor. El porte de los recursos hidrobiológicos y los productos derivados de éstos en medios de transporte privados, o que son conducidos como parte del equipaje del conductor o de personas que viajan como pasajeros en el transporte público, constituye, para estos efectos, tenencia.


e) De las infracciones a las prohibiciones de transformación responderá la persona natural o jurídica titular de la inscripción que la habilita para ejercer la actividad. A falta de ésta, responderá la persona natural o jurídica que incurra en la infracción.


f) De las infracciones a las prohibiciones de almacenamiento responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad de depósito de mercancías, entendiendo por tal el almacenamiento, guarda, conservación, manejo y distribución de los bienes o mercancías que se encomiendan a su custodia. El almacenamiento en lugares cuyo objetivo especial no es el depósito de acuerdo a lo señalado precedentemente, constituye, para estos efectos, tenencia. 


g) Si una infracción ha sido cometida por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable del pago de la multa respectiva.


h) Si la infracción es cometida por una persona jurídica, junto a ella será solidariamente responsable, en el ámbito civil y administrativo, su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.”.

Número 62)


Ha pasado a ser número 83), reemplazado por el siguiente:


“83) Modifícase el artículo 110 del modo que sigue:


a) Elimínase, en la primera parte del inciso primero, la locución “o querella”, y agrégase, a continuación de la expresión “peso físico,” lo siguiente: “y con el comiso de las especies hidrobiológicas y de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, con que se hubiere cometido la infracción,”.


b) Intercálase, a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Informar capturas de especies hidrobiológicas menores que las reales, incluido el ocultamiento de capturas desembarcadas. La sanción se aplicará sobre el total de la captura efectuada.”.


c) Agrégase en la letra c), que pasa a ser d), a continuación del punto (.) final, que pasa a ser coma (,), la frase: “o en contravención a lo establecido en éstos.”.


d) Reemplázase, en la letra d), que pasa a ser e), la expresión “respectivo” por la frase: “pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.”.


e) Elimínase la actual letra e).


f) Sustitúyense las letras f) a i) por las siguientes:


“f) Capturar especies hidrobiológicas en contravención a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3º y en la letra c) del artículo 48.


g) Capturar especies hidrobiológicas en el área de reserva de la pesca artesanal, sin contar con la autorización establecida en los artículos 47 y 47 bis.


h) Capturar en alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y Párrafo 4° del Título IX.


i) Capturar especies hidrobiológicas con una nave, con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.”.


g) Incorpóranse las siguientes letras j), k), l) y m), nuevas:


“j) Capturar especies protegidas por convenios internacionales de los cuales Chile es parte, siempre que se haya decretado la prohibición de captura temporal o permanente.


k) Capturar especies hidrobiológicas bajo la talla mínima de extracción establecida y en exceso al margen de tolerancia autorizado por cada especie. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado. 


La cantidad de recursos bajo talla se podrá determinar mediante un sistema de muestreo, cuyo procedimiento se establecerá mediante resolución del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


l) Capturar especies hidrobiológicas con artes o aparejos de pesca prohibidos o en contravención a las regulaciones establecidas en el artículo 4° de esta ley.


m) Capturar una especie hidrobiológica en calidad de fauna acompañante en una proporción superior a la establecida en el decreto supremo correspondiente. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado.”.”.

-o-


Ha intercalado los siguientes números 84) y 85), nuevos:


“84) Agrégase el siguiente artículo 110 ter:


“Artículo 110 ter.- Será sancionado con dos unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso de la nave con que se cometa la infracción, y el comiso de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, la realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, en los siguientes casos:


a) Sin contar con la autorización, permiso o licencia correspondiente, o en contravención a lo establecido en éstas. 


b) Sin estar inscrito en el registro pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.


c) En alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y Párrafo 4° del Título IX.


d) Con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.


e) Con artes o aparejos de pesca prohibidos. Si no se usaren naves o embarcaciones pesqueras, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales y responderá quien ejerza tal actividad. Se sancionará de la misma manera el porte o tenencia de artes y aparejos prohibidos, en conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 6º A de esta ley.”. 


85) Incorpórase el siguiente artículo 110 quáter: 


“Artículo 110 quáter.- Será sancionado con multa de 30 a 100 unidades tributarias mensuales el capitán o patrón de una nave industrial o artesanal que entorpezca, por sí o por terceros, las labores de los observadores científicos a bordo de las mismas, o que no otorgue las facilidades necesarias para que éstos desempeñen sus funciones.


Igual sanción se aplicará al capitán o patrón de una nave industrial o artesanal que no dé cumplimiento a la obligación establecida en el inciso cuarto del artículo 6º B.”.”.

-o-

Número 63)


Ha pasado a ser número 86), reemplazándose su encabezamiento por el que sigue: “Sustitúyese el artículo 111 por el siguiente:”, y sustituyéndose la denominación del artículo que propone por “Artículo 111”.

-o-


Ha incorporado los siguientes números 87), 88) y 89), nuevos:


“87) Reemplázase, la oración final del inciso primero del artículo 111 A, por la siguiente: “En caso de que se trate de especies sometidas a la licencias transables de pesca, se aplicará la sanción establecida en el artículo 40 C de la presente ley.”.


88) Sustitúyese el artículo 112 por el siguiente:


“Artículo 112.- En los casos de los artículos 110, 110 bis y 110 ter, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial con que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 15 a 150 unidades tributarias mensuales.


Además, se les aplicará, de acuerdo con las reglas del Párrafo 3º de este Título, la sanción de suspensión del título de capitán o patrón desde 30 hasta 90 días. En caso de reincidencia, la pena será de cancelación del mismo.”.


89) Reemplázase el inciso final del artículo 113 por el siguiente:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que son titulares, o sobre la condición sanitaria de los mismos referida a las enfermedades de alto riesgo, serán sancionados con multas de 500 a 3.000 UTM y suspensión de operaciones hasta por dos ciclos de cultivo consecutivos. La misma sanción será impuesta a quienes entreguen información incompleta o subreportes o entreguen información fuera de plazo, salvo que se trate en este último caso de la información a que se refiere el artículo 118 ter letra g), en cuyo evento se aplicará el procedimiento y la sanción indicada en dicha norma. Serán sancionados de la misma forma, las personas naturales o jurídicas que realicen actividades sometidas a las medidas de protección previstas en los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley y que incurran en las conductas antes señaladas. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.”.

-o-

Número 64)


Ha pasado a ser número 90), agregándose en su encabezamiento, a continuación de la expresión “artículo 113 B”, lo siguiente: “, pasando el actual artículo 113 B a ser artículo 113 C”.

-o-


Ha consultado como números 91) y 92), nuevos, los que siguen:


“91) Suprímese, en el artículo 113 B, que ha pasado a ser 113 C, la frase “y en la ley 
N° 19.713”.”.


92) Incorpórase el siguiente artículo 113 D, nuevo:


“Artículo 113 D.- Serán sancionados con multa de 30 a 500 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial o artesanal cuya nave o embarcación desembarque recursos hidrobiológicos en un punto o puerto no autorizado por el Servicio, o con incumplimiento de las obligaciones y condiciones establecidos en la resolución que autorice dichos lugares de desembarque. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.”.

-o-

Número 65)


Ha pasado a ser número 93), sin enmiendas.

-o-


Ha considerado los siguientes números 94), 95), 96), 97) y 98), nuevos:


“94) Modifícase el artículo 116 de la forma que a continuación se indica:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “A las infracciones de esta ley” por “A las infracciones de las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad,”. Asimismo, sustitúyese la locución “a la fecha de la dictación de la sentencia” por “vigente a la fecha de la denuncia”. Además, incorpórase a continuación del punto (.) seguido, que pasa a ser coma (,), la frase “y el comiso de las especies hidrobiológicas, de las artes o aparejos de pesca y medios de transporte, cuando corresponda.”.


b) Elimínase el inciso final.


95) Elimínase el inciso segundo del artículo 118.


96) Modifícase el artículo 118 ter en el sentido siguiente:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente letra g):


“g) No entregar la información sobre la condición sanitaria del centro de cultivo referida a las enfermedades de alto riesgo exigida en virtud del reglamento a que se refiere el artículo 86 o en los programas sanitarios dictados conforme a dicho reglamento o entregarla fuera de plazo.”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “En el caso de la letra f) anterior”, por “En los casos de las letras f) y g) anteriores”.


97) Reemplázase el artículo 119 por el siguiente: 


“Artículo 119.- Será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasporte utilizados, cuando corresponda, y, además, con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días, el transporte, posesión, tenencia, almacenamiento y comercialización de especies hidrobiológicas bajo la talla mínima establecida y recursos hidrobiológicos vedados, o extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción, y los productos derivados de éstos.”.


98) Derógase el artículo 120.”.

-o-

Número 66)


Ha pasado a ser número 99), sin modificaciones.

-o-


Ha incorporado los siguientes números 100) y101), nuevos:


“100) Sustitúyese, en el artículo 121, la locución “El procesamiento” por “La transformación”, y el vocablo “elaboración” por “posesión, tenencia”. Asimismo, incorpórase a continuación de la expresión “unidades tributarias mensuales” la frase “, con el comiso de las aletas y de los medios de transporte utilizados, en su caso”. Además, reemplázase la expresión “hasta por un plazo de 30 días” por la frase “por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días”.


101) Sustitúyese, en el artículo 121 bis, el número “10” por “30”.”.

-o-

Número 67)


Ha pasado a ser número 102), con las siguientes enmiendas:

-o-


Ha agregado el siguiente literal a), nuevo, pasando los literales a) y b), a ser b) y c), respectivamente:


“a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del vocablo “ley”, la frase “sus reglamentos y medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”, y en el inciso segundo, a continuación de la expresión “la actividad pesquera” la frase “y de acuicultura”.”.

-o-

Letra a)

Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)


Ha pasado a ser letra c), modificada como sigue:


- Ha reemplazado, en su encabezamiento, la expresión “y s)”, por “, s) y t)”.

-o-


- Ha agregado, a continuación de la letra s) que este literal propone, la siguiente letra t), nueva:


“t) Designar certificadores oficiales para realizar labores de inspección, muestreo, análisis y certificación de la condición sanitaria requeridos por los programas sanitarios de vigilancia y control de enfermedades de alto riesgo dictados de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, a costo de los titulares de los centros de cultivo, cuya labor deberá ser supervisada por laboratorios de referencia del Servicio. El incumplimiento de los procedimientos o de las metodologías de análisis así como la entrega de información fuera de plazo, incompleta o falsa, será causal de revocación de la designación.”.

-o-


Ha incorporado los siguientes números 103), 104), 105), 106), 107), 108), 109), 110) y 111), nuevos:


“103) Reemplázase, en el inciso final del artículo 124, la frase “al que sea competente de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 175 y 176 del Código Orgánico de Tribunales”, por “al que se encuentre de turno a la fecha en que se sorprenda la infracción según la regla establecida en el artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales”.


104) Modifícase el artículo 125 de la siguiente manera:


a) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 1), a continuación del vocablo “reglamentos”, la locución “o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”, y en su párrafo segundo, incorpórase la siguiente oración final: “La persona citada por los fiscalizadores del modo antes señalado se entenderá debidamente emplazada para efectos de la referida comparecencia.”.


b) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2), la siguiente oración final: “Las audiencias que se realicen se celebrarán ante un funcionario del tribunal, incluyendo aquélla en que se reciba la prueba testimonial.”.


c) Reemplázase el numeral 8) por el siguiente:


“8) Las resoluciones se notificarán por el estado diario, con excepción de la resolución que recibe la causa a prueba y la sentencia definitiva, las cuales deberán notificarse por cédula, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48, 49 y 53 del Código de Procedimiento Civil. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de las partes de solicitar al juez su notificación en forma electrónica o por cualquier otro medio que elijan para sí, y que el juez califique como expedito y eficaz.”.


d) Reemplázase, en el párrafo primero del numeral 9), las expresiones “Tesorería Comunal” y “Tesorero Comunal”, por “Tesorería Regional o Provincial” y “Tesorero Regional o Provincial”, respectivamente.


e) Elimínase, en el primer párrafo del numeral 10), la expresión “de cinco días”, e incorpórase la siguiente oración final: “Si la infracción es cometida por personas jurídicas, la orden de arresto se despachará en contra de su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.


f) Reemplázase el último párrafo del numeral 12) por el siguiente:


“Las resoluciones que se dicten en esta instancia se notificarán por el Estado Diario.”.


g) Reemplázase, en la primera parte del numeral 13), la frase “o de sus reglamentos” por “, de sus reglamentos o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”.


h) En el párrafo tercero del número 16), intercálase, a continuación de “4ª,”, la expresión “5ª,”, y elimínase la frase “y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 432”.


i) Derógase el párrafo cuarto del número 17).


105) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 126, la expresión “deportiva” por “recreativa”.


106) Sustitúyese, en el artículo 127, la expresión “del crimen” por “de garantía”.


107) Modifícase el artículo 129 en el sentido que sigue.


a) En el inciso primero, agrégase, a continuación de la locución “aparejos de pesca”, la frase “, equipo y traje de buceo, según corresponda,”, y reemplázase las frases: “y puestos a disposición del juez competente a la mayor brevedad. Tratándose de los materiales biológicos o patológicos, con excepción de”, por lo siguiente: “quedando en poder del denunciado en calidad de depositario provisional, bajo la responsabilidad legal del artículo 470, Nº 1, del Código Penal, mientras el juez competente determine su destino, conforme las facultades establecidas en el presente artículo, con excepción de los materiales biológicos o patológicos, respecto de los cuales, salvo”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de especies hidrobiológicas o sus productos derivados, sujetos a las medidas de administración pesquera de veda, extraídos de parques marinos o reservas marinas, éstas deberán destinarse sólo a instituciones de beneficencia o similares, u ordenarse su destrucción. Si se hubiere dispuesto la donación de los mismos, la Autoridad Sanitaria competente deberá evaluar las condiciones de inocuidad alimentaria o aptitud para el consumo humano.”.


108) Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:


“Artículo 130.- Los bienes decomisados por sentencia ejecutoriada, atendida su naturaleza y el estado en que se encuentren, podrán ser donados a instituciones de beneficencia, educacionales dedicadas a la formación en materia de actividad pesquera o acuicultura, rematados en pública subasta o destruidos, según lo determine el juez que conozca de la denuncia.”.


109) Intercálase, en el inciso primero del artículo 131, a continuación de la locución “artículo 110”, la expresión “, 110 bis y 110 ter”.


110) Elimínase el inciso primero del artículo 132.


111) Modifícase al artículo 132 bis del modo que sigue:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a que se refiere este Título” por “a esta ley”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “ejecutoriada la sentencia condenatoria” por “firme la sentencia o acto administrativo condenatorio, según corresponda”.


c) Agrégase el siguiente inciso final: 


“Los plazos de días establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los feriados.”.”.

-o-

Números 68) y 69)


Han pasado a ser números 112) y 113), respectivamente, sin modificaciones.

-o-


Ha intercalado como número 114), nuevo, el que se indica a continuación:


“114) Modifícase el artículo 142 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el párrafo primero de la letra e), la frase “, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis”. 


b) Elimínase la letra g).


c) Reemplázase, en la letra h), la palabra “dos” por “cuatro”, y sustitúyese la frase “la entrega de información falsa” por “el subreporte o la entrega de información incompleta o falsa”.”.

-o-

Número 70)


Ha pasado a ser número 115), modificado del siguiente modo:

Letra a)


La ha enmendado como sigue:

-o-


Ha incorporado el siguiente ordinal iv), nuevo, pasando los numerales iv) y v) a ser v) y vi), respectivamente:


“iv) Intercálase una nueva letra c), pasando la actual letra c) a ser letra d), y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“c) Capturar menos del 70 por ciento del promedio de los desembarques del conjunto de titulares de licencias transables de pesca de una determinada unidad de pesquería, durante los tres años de mayor desembarque de un período de cinco años continuos. La caducidad se referirá al porcentaje que resulte de la resta del promedio del conjunto de titulares de licencias y el promedio del armador que corresponda. En este caso se excluyen los casos en que el titular haya sufrido una circunstancia de fuerza mayor debidamente acreditada. 


Para este efecto, no se considerarán las capturas efectuadas en exceso de lo autorizado. Asimismo, si al titular, arrendatario o mero tenedor se le ha impuesto alguna de las sanciones establecidas en este esta ley, se considerará como autorizado el que resulte después de aplicada la o las sanciones.”.”.

-o-

Numeral iv)


Ha pasado a ser numeral v), sustituido por el siguiente:


“v) Reemplázase la letra d), que ha pasado a ser letra e), por la siguiente:


“e) Haber transcurrido 1 mes desde la fecha de vencimiento del pago de la patente única a que se refieren los artículos 43 y 43 bis de esta ley. Tratándose de las licencias transables de pesca la caducidad será del porcentaje que represente las toneladas que haya capturado la nave a que se refiere la patente en el año calendario anterior.


Haber transcurrido 30 días desde la fecha de vencimiento del pago del impuesto específico a que se refiere el artículo 43 ter de esta ley.”.”.

Numeral v)


Ha pasado a ser numeral vi), reemplazado por el que sigue:


“vi) Incorpórase la siguiente letra k):


“k) Haber incurrido el titular, arrendatario o mero tenedor de licencias transables de pesca en al menos 3 sentencias condenatorias ejecutoriadas por el Juzgado de Letras del Trabajo, por infracción al artículo 289 del Código del Trabajo, en un período de dos años. Las infracciones deberán referirse a los trabajadores embarcados. En este caso la caducidad será de un 10 por ciento de la licencia transable de pesca de la especie preponderante con cargo a la cual se encontraba operando a la fecha de la comisión de la infracción.”.”.

Número 71)


Ha pasado a ser número 116), con las siguientes enmiendas: 

Artículo 114

Inciso primero

Letra b)


La ha suprimido.

Letras c) y d)


Han pasado a ser letras b) y c), respectivamente, sin modificaciones.

Inciso segundo


Ha sustituido la referencia a las letras “c) y d)” por otra a las letras “b) y c)”.

Número 72)


Ha pasado a ser número 117), sin modificaciones.

-o-


Ha incorporado los siguientes números 118) y 119), nuevos:


“118) Derógase la letra c) del artículo 146.


119) Elimínese la letra c) del artículo 152.”.

-o-

Número 73)


Ha pasado a ser número 120), reemplazándose el artículo 155 que contiene por otro del siguiente tenor:


“Artículo 155.- Las normas de funcionamiento, toma de decisiones y la integración de los Comités se determinarán mediante reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas: 


a) Cada Comité estará integrado por no menos de tres ni más de cinco miembros. Para participar en dicho Comité se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar relacionadas con el manejo y conservación de recursos pesqueros en caso de los Comités Científicos Técnicos Pesqueros. En el caso de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura del artículo 154, se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, medicina veterinaria u otra carrera de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales. Los miembros del Comité podrán participar en más de uno de ellos.


En el caso del Comité Científico de recursos bentónicos podrá estar integrado por un máximo de hasta 7 miembros. Asimismo, en el caso del Comité de recursos pelágicos podrá estar integrado hasta por el mismo número de miembros, debiendo provenir dos de ellos de las dos principales regiones en las que se desarrolle la pesquería.


b) Los miembros del Comité serán nombrados previo concurso público que llevará a efecto el Ministerio, pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. Los miembros del Comité durarán cuatro años en sus funciones, renovándose por parcialidades cada dos años. El nombramiento se efectuará por decreto del Ministerio bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


c) Al menos uno de sus integrantes, además de cumplir con el requisito de la letra a), deberá provenir de instituciones de investigación o universidades que tengan su sede en la o las regiones en las cuales se distribuye la principal pesquería o actividad objeto del Comité.


d) Es incompatible la función de los integrantes del Comité Científico Técnico señalados en la letra a), con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal o industrial, o de plantas de transformación o de sus matrices filiales o coligadas. Las personas que, al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones, deberán renunciar a ellas. Las limitaciones contenidas se mantendrán hasta un año después de haber cesado en sus funciones de miembro del Comité. En todo caso el desempeño como integrante del Comité es compatible con funciones o cargos docentes. Los integrantes de los Comités deberán presentar la declaración de intereses regulada en los artículos 57 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, previo a asumir sus funciones.


e) Además de los integrantes señalados en la letra a), dos representantes de la Subsecretaría y dos del Instituto de Fomento Pesquero integrarán el Comité por derecho propio. Un integrante de la Subsecretaría ejercerá las funciones de Secretario, quien será responsable de las actas del Comité. Asimismo, podrán participar en los Comités Científicos Técnicos de Pesca, hasta dos profesionales a los cuales se configure alguna causal de inhabilidad, pero no tendrán derecho a voto ni a recibir viático ni reembolso de los gastos en que incurran para concurrir a las sesiones del Comité.


f) Los integrantes de cada Comité deberán elegir a un presidente. En caso de no existir consenso en la adopción de los acuerdos deberán quedar reflejadas todas las opiniones en los informes que se emitan.


g) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Comité.


h) Los acuerdos de los Comités se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.


i) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Comité las siguientes:


ia) Expiración del plazo por el cual fue designado;


iib) Renuncia;


iiic) No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario, y 


ivd) Sobreviniencia de alguna de las causales de inhabilidad contempladas en este artículo.


Si un miembro del Comité cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en el literal b) por el período que reste al reemplazado. La cesación del cargo será declarada por el Ministro.


El Comité tendrá un plazo de 15 días corridos a contar de la fecha del requerimiento, prorrogables por otros 15 días corridos, para pronunciarse sobre las materias en las que ha sido requerido. Cumplido dicho plazo sin que exista pronunciamiento del respectivo Comité, la Subsecretaría o el Ministerio adoptará la decisión fundado en informe técnico.


Los miembros de los Comités, a excepción de los miembros de la Subsecretaría y del Instituto, recibirán una dieta de tres unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de dieta para seis sesiones dentro de un año calendario.


En caso que sus miembros tengan su residencia en una localidad distinta de aquella en la que sesionen, se financiarán los gastos en que incurran para asistir, así como un viático equivalente al que le corresponde a un funcionario grado 4° de la Escala Única de Sueldos. La Subsecretaría deberá consultar en su presupuesto anual los fondos necesarios para el financiamiento de los Comités.”.

-o-


Ha intercalado el siguiente número 121), nuevo:


“121) Derógase el artículo 156.”.

-o-

Número 74)


Ha pasado a ser número 122), con las siguientes enmiendas:

Artículo 156 bis


- Ha reemplazado, en el inciso segundo, la palabra “realizará” por “podrá realizar”.

-o-


- Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar de conformidad con la ley N° 19.886.”. 

-o-

Artículo 156 A


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 156 A.- La investigación que realice el Instituto de Fomento Pesquero deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Estar disponible en forma oportuna para apoyar la toma de decisiones.


b) Cumplir con los términos técnicos de referencia que elabore la Subsecretaría.


c) El Ministerio deberá velar por la calidad de la investigación de conformidad con las siguientes reglas:


1. Deberá someter los informes del Instituto a la revisión de evaluadores externos a fin de determinar si cumplen con los términos técnicos de referencia. Dichas evaluaciones deberán verificar la calidad técnica de la investigación realizada así como de los resultados obtenidos. Los informes de evaluación serán públicos.


2. Las metodologías, toma de datos y los procedimientos utilizados deberán someterse a la revisión de pares externos a fin de asegurar su calidad, de conformidad al procedimiento de la letra anterior. Los Comités Científicos podrán requerir esta revisión.


3. El Ministerio deberá consultar en su presupuesto los fondos necesarios para efectuar las evaluaciones externas referidas en los números anteriores. 


Un reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.”.

Artículo 156 B


Lo ha suprimido. 

Artículo 156 C


Ha pasado a ser artículo 156 B, sin enmiendas.

Número 75)


Ha pasado a ser número 123), reemplazado por el que sigue:


“123) En el artículo 173:


1. Reemplázase, en el inciso primero, el texto que va a continuación de la palabra “financiar”, hasta su punto aparte (.), que se sustituye por dos puntos (:), por el siguiente:


“a) Proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.


b) Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.


c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.


d) Programa de reinserción laboral para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure la reinserción y según las reglas que establece el reglamento. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta tres años a contar de la entrada en vigencia de esta ley.


e) Acciones de capacitación tanto para trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera como para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de esta ley y no imputable al trabajador, las que se ejecutarán en conformidad a algunos de los programas señalados en el artículo 46 de la ley Nº 19.518. Para estos fines se celebrarán convenios entre la Subsecretaría y el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, debiendo éste último implementarlas priorizando a los trabajadores del sector industrial antes señalado. Además con cargo de este fondo se financiarán becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de capacitación y según las reglas que se establezcan en el reglamento.


f) Programas de estudios técnicos de nivel superior destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley y no imputable al trabajador, la que no podrá exceder de 4 semestres; para la realización de estudios técnicos de nivel superior y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de estudios y según las reglas del reglamento.


g) Programas de apoyo social destinados a ex trabajadores de la industria pesquera extractiva o de procesamiento, que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, siempre que tengan más de 55 años de edad y 15 años de antigüedad en el sector a lo menos y, además, que no se hubieren acogido a alguno de los programas de reinserción señalados en las letras precedentes y no sean beneficiarios de alguna pensión estatal o jubilación anticipada o por enfermedad, para lo cual se estará a la información que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social proveerá a través de los servicios que corresponda. Estos beneficios no serán reembolsables y sólo se entregarán de forma anual por un máximo de tres años, de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento, priorizándose en su entrega a aquellas personas que acrediten mayor vulnerabilidad social. En todo caso este beneficio no podrá exceder de 20 unidades de fomento anual por cada trabajador beneficiario.


h) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.


i) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.


j) Programas de recuperación de las pesquerías para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.”.


2. En el inciso tercero, agrégase, después de la palabra “artículo” la siguiente frase, pasando el punto aparte (.) a ser una coma (,): “priorizándose los fines contenidos en las letras d) y e).”.”.

Números 76) y 77)


Han pasado a ser números 124) y 125), respectivamente, sin modificaciones.

ARTÍCULO 3°


Lo ha reemplazado por el que se indica a continuación:


“Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente artículo 17 bis: 


“Artículo 17 bis.- La Subsecretaría, previo a proponer al Ministerio la dictación de normas legales y reglamentarias, así como las medidas de conservación y administración que sean establecidas por primera vez en una determinada pesquería, que incidan en la fiscalización, deberá solicitar un informe técnico al Servicio, el cual se pronunciará dentro del plazo de 10 días, respecto del alcance e impacto que la normativa propuesta implica para la fiscalización.”.


b) Incorpórase, al artículo 28, la siguiente letra k), nueva, pasando la actual letra k) a ser letra l):


“k) Regular y administrar el sistema de servicios de certificación de desembarques y emitir los certificados que correspondan para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 5° de la ley N° 19.983.”.


c) Agrégase, en el artículo 31, la siguiente letra l), pasando la actual letra l) a ser letra m):


“l) Recibir, dentro de la región respectiva, los fondos correspondientes al pago que efectúen los titulares y armadores a las entidades auditoras, por los servicios de certificación a los que se refiere la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.”.

-o-


Ha contemplado los siguientes artículos 6°, 7° y 8°, nuevos:


“Artículo 6°.- Modifícase el artículo transitorio de la ley N° 20.625 en el sentido siguiente:


a) En el inciso segundo, reemplázase la expresión “artículo 64 E” por “artículo 64 I”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las obligaciones contenidas en los artículos 64 E y 64 F de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que pasan a ser artículos 64 I y 64 J, serán exigibles para los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora igual o superior a 15 metros, en el plazo de 3 años contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento que regule tal actividad.”.


c) En el inciso final, sustitúyese la frase “artículos 64 E y 64 F” por “artículos 64 I y 64 J”.”.


Artículo 7°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2015, suspéndase en la Décima Región de Los Lagos el ingreso de solicitudes de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos.


Suspéndese, asimismo, en la Décima Región de Los Lagos, hasta el 31 de diciembre de 2015, el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos, salvo las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca al 30 de septiembre de 2012 y cuya superficie solicitada no exceda de seis hectáreas o siendo superior a seis hectáreas y menor a 9 hectáreas, el solicitante modifique la superficie hasta una extensión total de seis hectáreas.


Las solicitudes de concesión de acuicultura para mitílidos ingresadas al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura con posterioridad al 30 de septiembre de 2012 o las que no se encuentren en los casos previstos en el inciso anterior deberán ser denegadas.


Las suspensiones de que trata este artículo estarán referidas a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 8°.- Se prohíbe lavar redes industriales en áreas reservadas a los artesanales.”. 

-o-

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo

Inciso primero


Ha reemplazado la expresión “de la presente ley”, la segunda vez que aparece, por “de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

Inciso cuarto


Ha sustituido la expresión “de esta ley” por la siguiente “de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

Inciso séptimo


Lo ha modificado como sigue:


- Ha reemplazado la palabra “mantengan” por la expresión “y que mantengan naves”. 


- Ha intercalado, a continuación de la locución “artículo 43”, lo siguiente: “de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

Inciso décimo


Ha sustituido la expresión “tres” por la palabra “seis”.

-o-


Ha incorporado el siguiente inciso final, nuevo:


“Los titulares de autorizaciones de pesca a que se refiere el inciso primero, hayan o no ejercido la opción establecida en el presente artículo, así como los titulares de certificados otorgados de conformidad al artículo 9° de la ley N° 19.713, sólo pagarán en el año 2013 la patente establecida en artículo 43 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incrementada en un 110 por ciento.”.

-o-


Ha contemplado como artículo tercero transitorio, nuevo, el que sigue:


“Artículo tercero.- Si al cabo de tres años de determinados los puntos biológicos de referencia de las pesquerías contenidas en el artículo segundo transitorio de la presente ley, no se ha cumplido con la condición a que se refiere el inciso primero del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se realizará por unidad de pesquería la pública subasta del 15% de la fracción industrial de la cuota global en tres años consecutivos, a razón de 5% anual. En el caso de las pesquerías colapsadas, estas subastas procederán a contar del quinto año de la determinación de los puntos biológicos de referencia.”.

-o-

Artículo tercero


Ha pasado a ser artículo cuarto, reemplazándose la frase inicial “La obligación establecida en el artículo 50 C”, por lo siguiente: “Las obligaciones establecidas en los artículos 50 C y 50 D de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

Artículo cuarto


Ha pasado a ser artículo quinto, sin enmiendas.

Artículo quinto


Ha pasado a ser artículo sexto, reemplazándose en su letra f), la expresión “Sardina común (Strangomera bentincki)” por “Sardina española (Sardinops sagax)”.

Artículos sexto, séptimo, octavo y noveno


Han pasado a ser artículos séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo décimo


Ha pasado a ser artículo undécimo, sustituyéndose la expresión “modificar el estatuto”, por “iniciar el procedimiento de modificación de los estatutos”.

Artículos undécimo y duodécimo


Han pasado a ser artículos duodécimo y décimo tercero, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo décimo tercero


Ha pasado a ser artículo décimo cuarto, con la siguiente enmienda:

-o-


Ha incorporado el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura podrá recurrir al trato directo con los adjudicatarios que mantengan contratos de prestación de servicios para el Programa de Certificación de Desembarques Industriales vigentes al 31 de diciembre de 2012, por un período que no podrá ir más allá del 31 de julio de 2013, tiempo durante el cual las tarifas serán pagadas directamente a las entidades auditoras de conformidad a dicho programa y a los actos administrativos dictados al efecto con las adecuaciones pertinentes.”. 

-o-

Artículo décimo cuarto


Ha pasado a ser artículo décimo quinto, modificado como sigue:

-o-


Ha agregado como incisos segundo a décimo, nuevos, los siguientes:


“Sin perjuicio de lo señalado precedentemente tratándose de la unidad de pesquería del bacalao de profundidad (Dissostichus eleginoides) declarada en régimen de desarrollo incipiente por decreto N° 328, del Ministerio de Economía, de 1992, en el área de las aguas jurisdiccionales al sur del paralelo 47° Latitud Sur, el porcentaje a subastar a que se refiere el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura durante un período de 5 años a partir del año 2013 se dividirá en dos partes iguales, subastándose un 5% para el sector pesquero industrial y un 5% para el sector pesquero artesanal, hasta alcanzar el 30% para el sector pesquero artesanal.


Los remanentes no asignados en la subasta durante un año calendario acrecerán la cuota a licitar del otro sector.


En la subasta del 5% para los pescadores artesanales sólo podrán participar los armadores que cuenten con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal en la pesquería del bacalao de profundidad. A los adjudicatarios se les otorgará un permiso extraordinario de pesca de una vigencia de 10 años con coeficiente fijo.


Los permisos extraordinarios de pesca sólo serán transferibles entre pescadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad.


Los pagos anuales correspondientes a la subasta de los pescadores artesanales se efectuará en dos cuotas, pagaderas los meses de junio y diciembre. La primera cuota se pagará en el mes de junio del año siguiente a la subasta.


El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior, constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas.


Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivo los permisos extraordinarios de pesca deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas.


La subasta y los permisos extraordinarios se regirán en todo lo no contemplado en este artículo por las normas generales contempladas en esta ley y sus normas reglamentarias.


Junto con establecer la cuota de captura para la unidad de pesquería licitada se deberá establecer cuota de captura para el área situada al norte del paralelo 47° de Latitud Sur.”.

-o-

Artículo décimo quinto


Ha pasado a ser artículo décimo sexto, con la siguiente enmienda:

-o-


Ha incorporado los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“La fracción artesanal de la cuota global de captura de la IV Región de Coquimbo se incrementará anualmente, durante 20 años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, con cargo a la cuota del sector industrial, en las siguientes pesquerías y cantidades: a) 340 toneladas de Langostino amarillo; b) 330 toneladas de Langostino colorado, y c) 195 toneladas de camarón naylon.


Asimismo, la autorización a que se refiere el inciso tercero del artículo 47 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para la operación de los armadores pesqueros industriales en la IV Región de Coquimbo, vigentes a la fecha de la presente ley sobre los recursos camarón naylon, langostino colorado, langostino amarillo y gamba, se mantendrá vigente por un período de 20 años. La autorización continuará respecto de las licencias transables de pesca que se originen en dichas pesquerías.”.

-o-

Artículo décimo sexto


Ha pasado a ser artículo décimo séptimo, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Lo ha eliminado.

Inciso segundo


Ha pasado a ser inciso único, reemplándose, en su encabezamiento, la expresión “de vigencia de esta ley” por la frase “contados desde que se haga exigible el pago de este impuesto”. 

Artículo décimo séptimo


Ha pasado a ser artículo décimo octavo, sin enmiendas.

Artículo décimo octavo


Ha pasado a ser artículo décimo noveno, con la modificación que sigue:

-o-


Ha consultado los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Por el plazo de cinco años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, en el caso de la VIII Región, la primera milla contemplada en el citado artículo 47 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura quedará abierta a la operación de las naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con el acuerdo del Comité de Manejo, se cerrará en todas aquellas áreas en que se afecte la operación de la flota de inferior eslora. En todo caso, en la primera milla marina medida desde la línea de base normal de las áreas de Bahía de Coliumo, desde “Piedra La Peluda” hasta “Punta Chapehue”; Bahía de Concepción, desde Punta “El Arco” hasta Punta “Tumbes”; Bahía de San Vicente, desde Punta “Piedra Blanca” hasta Punta “Longaví Chico”, y en el Golfo de Arauco, desde el Faro Puchoco hasta Río Tubul, la primera milla costera medida en línea de base normal, quedará cerrada a la actividad pesquera artesanal de embarcaciones de eslora igual o superior a 12 metros y, asimismo, en ningún caso se autorizará la operación de actividades pesqueras que afecten el fondo marino.


Asimismo, en el mencionado plazo, en la pesquería de sardina común y anchoveta, las embarcaciones de una eslora inferior a doce metros, y las embarcaciones de una eslora igual o superior a doce metros e igual o inferior a quince metros sin tecnificación, operarán por un lapso de diez días al inicio del período de pesca en forma exclusiva.”.

-o-

Artículos décimo noveno y vigésimo


Han pasado a ser artículos vigésimo y vigésimo primero, respectivamente, sin modificaciones.

-o-


Ha incorporado los siguientes artículos transitorios, nuevos:


“Artículo vigésimo segundo.- No se establecerán nuevas áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni serán tramitadas ampliaciones a los sectores decretados bajo este régimen, por el plazo de tres años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley. Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.


Artículo vigésimo tercero.- Los pescadores artesanales inscritos en la XIV Región de Los Ríos que hubieren informado desembarque al Servicio Nacional de Pesca, en el marco de una o más pescas de investigación a las que se refiere el artículo 1° de la ley N° 20.560, en la X Región de Los Lagos, y cuya participación haya sido establecida por resolución de la Subsecretaría de Pesca, podrán optar por quedar inscritos en esta última región en la o las pesquerías a que se refiere el artículo antes señalado y en las que haya sido reconocida su participación.


Artículo vigésimo cuarto.- En el plazo seis meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se deberá presentar un proyecto de ley, por parte del Presidente de la República, que cree un organismo público descentralizado denominado Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal y Acuicultura a Pequeña Escala, cuyo objetivo será el de contribuir a elevar la capacidad empresarial, productiva y comercial de los sectores de pesca y acuicultura, promover el consumo de los productos del mar y coordinar, financiar y ejecutar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos con el fin de fomentar y promover el desarrollo productivo de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad de la actividad pesquera y de acuicultura, así como programas de capacitación, diversificación productiva y asistencia técnica. Asimismo, en dicho proyecto de ley se eliminará de los fines del Fondo de Administración Pesquero el financiamiento de fomento y desarrollo a la pesca artesanal y programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.


Artículo vigésimo quinto.- En el plazo de seis meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que establezca un sistema de bonificación por parte del Estado al repoblamiento y cultivo de algas para empresas de menor tamaño de conformidad a lo estipulado en la ley N° 20.416. La entrega de tal bonificación se supeditará a la aprobación del proyecto ejecutado mediante calificación técnica la que deberá dar cuenta de la generación de impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención mediante indicadores recomendados por un Grupo Técnico Asesor de Expertos, el cual deberá constituirse con tal propósito.


Artículo vigésimo sexto.- Para los efectos del artículo 4° C de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán regulados los recursos hidrobiológicos contenidos en el decreto supremo N° 316, de 1985, modificado por los decretos supremos Nos 423, de 2001; 120, del 2003, y 169, del 2004.


Artículo vigésimo séptimo.- Los titulares de concesiones de acuicultura que habiéndose sometido al régimen del 80 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, hubieren pagado la consignación por la solicitud de la concesión establecida en el artículo 77 de la referida ley, podrán solicitar a la Subsecretaría de Pesca la restitución del 50% de dicha consignación, si no lo hubieren hecho antes, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o desde que obtengan la concesión, según corresponda.


El registro de concesiones a que se refiere el artículo 81 de la Ley General de Pesca y Acuicultura comenzará a operar en la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura a partir del 1 de julio de 2013. En el plazo que medie entre la fecha de publicación de esta ley y el 1 de julio de 2013, la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas seguirá inscribiendo los actos que tengan por objeto la concesión de acuicultura. Las transferencias, arriendos y demás actos que se hayan presentado a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas para su inscripción y que al 1 de julio de 2013 se encuentren pendientes, sin que haya vencido el plazo de tramitación, serán remitidas a la Subsecretaría de Pesca.


Artículo vigésimo octavo.- Los miembros del Consejo del Fondo de Investigación Pesquero vigente al momento de la entrada en vigor de la presente ley se mantendrán en sus cargos en tanto no se nombren los nuevos integrantes en conformidad con las modificaciones incorporadas por esta ley. Dicho plazo no podrá exceder de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Los tres primeros años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, para la aplicación del artículo 48 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se destinarán las cuotas de imprevistos de sardina común para las Regiones IX de La Araucanía y V de Valparaíso; de merluza común para las Regiones VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule; y de jurel para las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo; y sardina española y anchoveta para la Región XV de Arica y Parinacota.”.

-o-


Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto afirmativo de 24 Senadores, de un total de 38 en ejercicio.


En particular, el articulado del texto despachado por el Senado fue aprobado de la manera que se indica a continuación:


- El número 53) (que pasó a ser 60) del artículo 1°, en lo relativo al artículo 55 Q que contiene, por 28 votos favorables de un total de 37 Senadores en ejercicio.


- También del artículo 1°, los números 51) (que pasó a ser 58) en lo relativo al artículo 55 K; 103), 107), letra a), y 108), nuevos, y 73) (que pasó a ser 120) en lo referente a sus artículos 153 y 154, con 24 votos a favor de un total de 38 Senadores en ejercicio.


De este modo, se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Por su parte, las siguientes normas fueron aprobadas con la votación que sigue:


- El número 19), nuevo, del artículo 1°, respecto del artículo 26 B que propone, con 19 votos a favor.


- Los números 3), letra c), párrafo primero, y 26) (que pasó a ser 30), ambos del artículo 1°, por 20 votos favorables.


- Los números 3), letra c), apartado cuota reserva para consumo humano; 17) (que pasó a ser 21); 18) (que pasó a ser 22); 20) (que pasó a ser 24) en lo relativo al inciso primero del artículo 30; 21) (que pasó a ser 25); 24) (que pasó a ser 28), y 31) (que pasó a ser 35) a excepción de su letra b), todos del artículo 1°, con 21 votos a favor.


- Los números 16) (que pasó a ser 20); 25) (que pasó a ser 29), y 30) (que pasó a ser 34), todos del artículo 1°, por 22 votos favorables.


- El número 23) (que pasó a ser 27) del artículo 1°, con 23 votos a favor.


- Los números 3), letra c), apartado cuota de imprevistos, y 19), nuevo, en lo relativo a la palabra “temporales” incorporada en el inciso primero del artículo 26 A, ambos numerales del artículo 1°, y el artículo tercero transitorio, nuevo, por 24 votos favorables.


- Los números 6) y 7), nuevos, del artículo 1°, con 25 votos a favor.


- Los números 13) (que pasó a ser 16), y 20) (que pasó a ser 24) en lo relativo al artículo 30, excepto su inciso primero, ambos numerales del artículo 1°, por 26 votos favorables.


- Los números 1) en lo referente al artículo 1° A, nuevo; 3), letra c), sus párrafos nuevos, y 8), nuevo, en lo relativo al artículo 7° G, todos numerales del artículo 1°, con 27 votos a favor.


- Los números 31) (que pasó a ser 35), en lo relativo a su letra b), y 53) (que pasó a ser 60), respecto de todos los artículos que contiene, salvo el artículo 55 Q, ambos numerales del artículo 1°, y el artículo duodécimo (que pasó a ser décimo tercero) transitorio, por 28 votos favorables.


- El número 3), letra b), del artículo 1°, con 30 votos a favor.


En todos estos casos respecto de un total de 37 Senadores en ejercicio.


Finalmente, las siguientes disposiciones fueron aprobadas de la manera que sigue:


- El artículo décimo cuarto (que pasó a ser décimo quinto) transitorio, con 20 votos afirmativos.


- Los números 19), nuevo, relativo al artículo 26 A, y 32) (que pasó a ser 36), ambos del artículo 1°, y el artículo segundo transitorio, por 21 votos favorables.


- El número 38) (que pasó a ser 42) del artículo 1°, y el artículo quinto (que pasó a ser sexto) transitorio, con 23 votos a favor.


- Los números 15) (que pasó a ser 18); 39) (que pasó a ser 43); 41) (que pasó a ser 45); 46), nuevo; 44) (que pasó a ser 50); 49) (que pasó a ser 56); 51) (que pasó a ser 58) respecto de todos sus artículos salvo el artículo 55 K; 62), nuevo; 56) (que pasó a ser 64); 72), nuevo; 70) (que pasó a ser 115), todos del artículo 1°, y los artículos 6° y 7° permanentes, y los artículos décimo tercero (que pasó a ser décimo cuarto) transitorio y vigésimo segundo, vigésimo séptimo y vigésimo noveno, transitorios, nuevos, con 24 votos favorables.


- El número 52) (que pasó a ser 59) del artículo 1°, con 25 votos a favor.


- El artículo décimo octavo (que pasó a ser décimo noveno) transitorio, con 26 votos afirmativos.


En todos estos casos respecto de un total de 38 Senadores en ejercicio.


De esta forma, se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

-o-


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.288, de 18 de julio de 2012.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
11. Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, recaído en el proyecto que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la ley general de pesca y acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones. (boletín N° 8091-21).

“Honorable Cámara:

La Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos informa, en tercer trámite constitucional, el proyecto de la referencia, originado en Mensaje, el cual cuenta con urgencia calificada de discusión inmediata.

I. CONSTANCIAS PREVIAS:

De conformidad a lo señalado en el artículo 119 del Reglamento, corresponde a esta Comisión pronunciarse sobre los alcances de las modificaciones introducidas por el Senado y, si lo estimare conveniente, recomendar aprobar o desechar las propuestas.

Durante la realización de este trámite, la Comisión contó con la colaboración del Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea; de la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa; de la Asesora Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señora Alicia Baltierra, y del Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio.

Se hace presente que para el tratamiento del articulado se va a tomar como referencia la numeración dada por la Cámara, explicándose acto seguido su nueva denominación fruto de los cambios del Senado o bien, indicando la numeración del Senado entre paréntesis.

Debe consignarse, para los fines del caso, que el H. Senado aprobó conforme con el quórum que establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, las modificaciones consistentes en la incorporación del numeral 103); 107), letra a) , y 108), nuevos, al artículo 1° del proyecto.

Por su parte, aprobó, conforme lo dispone el inciso tercero de la misma disposición las siguientes modificaciones o enmiendas: numerales 1) en lo relativo al artículo 1° A, nuevo; 3) letra c), párrafo primero, apartado cuota de reserva para consumo humano, apartado cuota para imprevistos, párrafos nuevos; 6) y 7), nuevos; 8), nuevo, en lo relativo al artículo 7° G; 13) (16); 19, nuevo; 16 (20); 23 (27); 26 (30); 30 (34); 31(35) ; 38 (42); 39 (43); 41 (45); 44 (50); 46, nuevo; 51 (58) salvo en lo que respecta a su artículo 55 K; 52 (59); 56) ( 64); 62, nuevo; 70 (115); 72, nuevo, todos del artículo 1°; artículo 6° y 7°; artículo segundo transitorio; artículo tercero transitorio, nuevo; artículo quinto transitorio (sexto); artículo décimo tercero transitorio (décimo cuarto); artículo décimo cuarto transitorio (décimo quinto); artículo décimo octavo transitorio (décimo noveno); artículos vigésimo segundo, vigésimo séptimo y vigésimo noveno, transitorios, nuevos;

II. MÉTODO DE TRABAJO DE LA COMISIÓN.

Fruto del debate sostenido durante esta sesión, surgieron criterios concordantes en orden a rechazar parte de las modificaciones introducidas por el Senado, de esta forma se acordó votar dicho conjunto de enmiendas, cuyo rechazo unánime se propone a la sala. Acto seguido se acordó dejar constancia de las posiciones minoritarias, esto es modificaciones no insertas en la unanimidad y que determinados señores Diputados propone se rechacen. Finalmente, se acordó que, respecto a aquellas modificaciones sobre las cuales no hubo observaciones, se propondrá su aprobación.

III. ALCANCE DE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR EL H. SENADO:

Artículo 1°

N° 1)

Artículo 1° A, nuevo.

Incorporado por el Senado, establece que el Estado de Chile ejerce soberanía y derechos de soberanía, en las aguas terrestres, playa de mar, aguas interiores, mar territorial, zona económica exclusiva y plataforma continental, respecto de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas existentes en ellas.

Explicita que, en virtud de ello, el Estado está facultado para regular la exploración, explotación, conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas, conforme con esta ley y el derecho internacional.




Artículo 1° A (1°B)

El Senado elimina la expresión “propender a”, de tal forma que el objetivo de la ley se señala en forma más directa.

Artículo 1° B (1° C)

Intercala en la letras a), b), c) y e), las palabras “y protección de sus ecosistemas”, añadiendo este objetivo entre los que se ha de tomar en consideración al adoptar medidas de administración y conservación.

Sustituye la letra i), restringiendo el objetivo que plantea a minimizar el descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.

Inciso final, nuevo.

Agrega inciso que establece la obligación de evaluar cada cinco años la eficacia e implementación de las medidas de conservación y administración.

N° 2)

Letra e)

Suprime, en la frase final que se incorpora al numeral 46), la expresión “propender a”.

Letra f)

Elimina, en el encabezado del primer párrafo del numeral 58) que se agrega, las palabras “de referencia”, quedando reducida la expresión “punto biológico de referencia” a “punto biológico”.

Letra g)

Suprime, en el numeral 59) que se propone, las palabras “de referencia” de las definiciones de Pesquería subexplotada; Pesquería en plena explotación; Pesquería sobreexplotada y Pesquería agotada o colapsada.

Letra j)

En el numeral 62) que se agrega, añade un listado de reglas que han de seguir los contratos a la parte o sociedad a la parte, que dicho numeral define, de tal forma que sólo podrán participar pescadores artesanales; las naves han de estar inscritas en el Registro Pesquero en la pesquería respectiva, y se debe calcular antes del viaje de pesca, la distribución de ganancias y gastos, indicando taxativamente los tipos de gastos que se podrán descontar.

Letra l)

Agregar, en el numeral 64) que se incorpora, en su definición de “Política Pesquera Nacional”, que ésta se basará en “la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos”.

Intercala, en el número 65) que se agrega, a continuación del vocablo “científico”, la expresión “ambiental” y reemplazar la expresión “si corresponde” por “cuando corresponda”, en relación con la extensión de los fundamentos del informe técnico.

Letra m), nueva.

Introduce letra nueva, que incorpora los numerales 66 al 71, ambos inclusives, que definen: captura, desembarque, ecosistema marino vulnerable, pesca de fondo, monte submarino, y punto biológico de referencia.

N° 3)

Letra c)

Agrega en el encabezado de dicha letra, que regula la fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada o cuotas globales de captura, que éstas podrán determinarse por períodos de hasta tres años, debiendo establecerse la magnitud anual y no siendo traspasables al año siguiente en el evento de no se capture la totalidad en un determinado año.

Reemplaza, en el párrafo referido a la cuota para imprevistos, la expresión “2%” por “1%”.

Consulta párrafos, nuevos, a continuación del párrafo referido a la cuota para imprevistos, los cuales regulan la licitación, extracción, procesamiento y destino de la “cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley 
N° 20.416”. Esta cuota corresponde al 1% de la cuota global de captura, la cual se licitará en favor de empresas de menor tamaño, para que la transformen y destinen directamente al consumo humano. Esta cuota podrá ser extraída por armadores artesanales o por titulares de autorizaciones de pesca o licencias transables de pesca, lo cual implica que también pueden extraer armadores industriales.

Se agrega un párrafo segundo, nuevo, al número 2 de la letra c) propuesta, relativo a los criterios a utilizar por el Comité Científico Técnico para la determinación de la cuota global, respecto a los recursos bentónicos.

Incorpora una letra f), nueva, que agrega un párrafo segundo a la actual letra e), que ha pasado a ser f), que permite modificar el porcentaje de fauna acompañante autorizada, cuando se trate de especies pelágicas pequeñas, en que el arte de pesca con los que se capturan no permita discriminar entre éstas o tengan la calidad de fauna acompañante, y se encuentren sujetas a cuotas globales de captura.

N° 4)

Lo sustituye por otro que reemplaza, en su letra a), en el encabezado del artículo 4° la locución “previo informe técnico del” (Consejo Zonal de Pesca que corresponda) por “previa consulta al”, y agrega a continuación de las palabras “que corresponda” la frase “y comunicación previa al Comité Científico Técnico”.

Asimismo, agrega letras c), d) y e), nuevas, que contemplan otras prohibiciones o medidas de administración de los recursos hidrobiológicos, tales como establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de: dispositivos o utensilios para minimizar la captura de fauna acompañante y evitar o minimizar la captura incidental; utensilios para liberar ejemplares capturados incidentalmente, y establecimiento de buenas prácticas pesqueras para evitar, minimizar o mitigar la captura incidental de aves, mamíferos y reptiles acuáticos.

N° 5)

Reemplaza, en su encabezado, la expresión “artículos 4° A y 4° B” por “artículos 4° A, 4° B y 4° C”.

Incorpora un artículo 4° C, nuevo.

Esta disposición establece que la Subsecretaría mediante resolución, previo informe técnico y consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, determinará los recursos hidrobiológicos que se exceptúan de consumo humano directo y que pueden ser destinados a la elaboración de harina y aceite.

Intercala los siguientes N° s 6), 7) y 8), nuevos:

N° 6)

Agrega incisos finales al artículo 5°, que regulan la pesca de fondo en montes submarinos, que ésta no se permitirá, a menos que exista una investigación científica realizada de acuerdo al artículo 6°B, que será sometida al procedimiento de información pública, de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.

N° 7)

Intercala los siguientes artículos 6°A, 6°B y 6°C:

Artículo 6°A.

Regula el establecimiento de un régimen de administración pesquera para Ecosistemas Marinos Vulnerables, en áreas geográficas delimitadas. Ello supone que se verifique en ellas la existencia de invertebrados o estructuras geológicas que den cuenta, de conformidad con el reglamento, de la existencia de un ecosistema marino vulnerable.

Esto implicará, sin perjuicio de las medidas de administración o prohibiciones contempladas en esta ley, ciertas prohibiciones o medidas de administración pesqueras especiales, tales como la prohibición de realizar actividades de pesca de fondo con artes, aparejos o implementos de pesca que afecten al ecosistema marino vulnerable en un área determinada, entre otras.

Artículo 6° B.

Regula el establecimiento de una nómina de recursos hidrobiológicos cuyas pesquerías califiquen como pesca de fondo que pueden afectar Ecosistemas Marinos Vulnerables.

Para realizar actividades extractivas de los recursos contemplados en la nómina se establece que el armador ha de comunicar al Servicio, antes del zarpe su intención de efectuar actividad de pesca de fondo y que cuenta con observador científico a bordo, entre otros datos, conforme con el Protocolo de Operación en Ecosistemas Marinos Vulnerables, que se contendrá en el reglamento. Asimismo, se norma la información que se deberá entregar de las operaciones de pesca, por parte del armador.

El observador científico a bordo aplicará el Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable establecido en el reglamento, cuando una nave capture accidentalmente elementos que sean constitutivos de un Ecosistema Marino Vulnerable, en las pesquerías contempladas en la nómina, lo cual implicará suspender las faenas de pesca en el área ubicada en torno a las coordenadas en que se efectuó el lance de pesca que generó dicha captura accidental.

El observador deberá remitir a la Subsecretaría un informe emanado de la aplicación del Protocolo del caso. La Subsecretaría deberá publicar en su sitio de dominio electrónico los informes de hallazgo de los observadores científicos. Finalmente, se dispone que, el respectivo reglamento, será expedido conjuntamente por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y por el Ministerio del Medio Ambiente.

Artículo 6° C.

Dispone que las naves o embarcaciones, cuyos armadores cuenten con autorizaciones de pesca, permisos extraordinarios de pesca, licencias transables de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal sobre los recursos hidrobiológicos que figuren en la nómina del artículo anterior, deberán contar con observadores científicos a bordo en los viajes que se refieran a dichos recursos, a los cuales se le deberán dar todas las facilidades necesarias.

N° 8

Intercala el siguiente Párrafo 2° al Título II de la Ley General de Pesca y Acuicultura, pasando el actual Párrafo 2° a ser Párrafo 3° y así sucesivamente:

“Párrafo 2°

Implementación de Tratados y procedimiento de adopción de medidas de conservación o administración de carácter internacional en materia pesquera”.

Este párrafo está compuesto por los artículos 7°E, 7°F, 7°G y 7° H.

Artículo 7° E.

Regula la publicación de las medidas de conservación y administración de recursos hidrobiológicos, adoptadas en el marco de tratados u organizaciones internacionales, en los cuales Chile sea parte. 

Artículo 7° F.

Señala como se ha de proceder cuando exista un derecho de objeción o aceptación posterior por el Estado Parte, respecto de la decisión adoptada en el marco del respectivo tratado u organización, canalizándose las eventuales objeciones u aceptaciones a través de la Subsecretaría y el Ministerio de Relaciones Exteriores.

Artículo 7° G

Indica las reglas a seguir para adoptar las medidas de conservación o administración en el marco de un tratado, respecto de pesquerías transzonales y altamente migratorias, que se encuentren dentro de la Zona Económica Exclusiva y en la alta mar adyacente. Para estos efectos se requerirá del expreso consentimiento del Estado de Chile cuando se refieran a la Zona Económica Exclusiva, y si la medida de conservación se refiere a la cuota global de captura, se requerirá la participación y pronunciamiento del Comité Científico Técnico Nacional.

Artículo 7° H.

Prescribe que los Planes de Acción Internacional adoptados por Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea parte, podrán adoptarse mediante decreto del Ministerio, previo informe de la Subsecretaría. Éstos deberán ajustarse a los procedimientos de la Ley General de Pesca y Acuicultura, a menos que no tengan regulación, caso en el cual se adoptarán por decreto del Ministerio, previo informe del Comité Científico Técnico correspondiente y consulta al Consejo Nacional de Pesca.

N° 6) - Ha pasado a ser N° 9).

En el artículo 8°, que contiene, reemplaza, en el inciso segundo, la palabra “tres”, la primera vez que aparece, por la expresión “no menos de dos ni más de siete”, variando la representación de los pescadores artesanales en el Comité de Manejo.

N° 7) - Ha pasado a ser N° 10), sin enmiendas.

N° 8) - Ha pasado a ser N° 11).

Artículo 9° bis

Literal b), nuevo.

Introduce el siguiente literal b), nuevo, pasando el actual literal b) a ser literal c), por el cual se intercala en el inciso tercero una letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente.

Esta nueva letra incorpora la instalación de arrefices artificiales entre las medidas adicionales a contemplar en los planes de manejo, los cuales se regularán por el reglamento.

Literal b) - Ha pasado a ser c)

Es sustituido por este literal c), el cual modifica el inciso quinto , reemplazando la mesa de trabajo público privada por un Comité de Manejo, variando su integración, de tal forma que no la integrarán todos los pescadores artesanales inscritos en los registros respectivos, sino que no menos de dos ni más de siete representantes de éstos. En lo demás mantiene la integración, salvo en cuanto suprime al representante de las comercializadoras.

N° 9) - Ha pasado a ser N° 12).

En el inciso primero, del artículo 9° A, que se incorpora, se añade el previo acuerdo del Comité de Manejo dentro del programa de recuperación de una pesquería en estado de sobreexplotación o agotada.

Letras b) y c):

Reemplaza la palabra “deberían” por “deberán”.

Letra g), nueva:

Añade este nuevo literal que contempla medidas para el caso de pesquerías de colapso, dentro del programa de recuperación de una pesquería en estado de sobreexplotación o agotada.

N° 10) - Ha pasado a ser N° 13), sin modificaciones.

N° 11) - Ha pasado a ser N° 14).

Lo sustituye por un numeral que reemplaza el artículo 21, estableciendo que a iniciativa de la Subsecretaría, mediante decreto supremo, y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda, podrá declararse una unidad de pesquería en plena explotación en aquellos casos en que, de conformidad con los puntos biológicos definidos conforme a esta ley, la pesquería se encuentre en dicho estado.

N° 12) - Ha pasado a ser N° 15), sin enmiendas.

N° 13) - Ha pasado a ser N° 16), reemplazándose en el artículo 24, que contiene, la expresión inicial “Durante la vigencia del” por “Declarado el”.

N° 14) - Ha pasado a ser N° 17).

Añade a la disposición (artículo 25), que permite la sustitución de naves pesqueras, la condición de que ésta proceda siempre que no signifique un aumento del esfuerzo pesquero.

N° 15) - Ha pasado a ser N° 18), sin modificaciones.

N° 19), nuevo

Mediante este nuevo numeral se incorporan los artículos 26 A y 26 B.

El artículo 26 A, regula el otorgamiento de licencias transables de pesca clase A en pesquerías que se declaren en plena explotación y se establezca una cuota global de captura. Estas licencias temporales se otorgarán por un plazo de 20 años renovables.

El artículo 26 B, dispone que una vez vencido el plazo de las licencias transables de pesca clase A, éstas se asignarán, según la legislación vigente, siempre que el titular o solicitante no hayan incurrido en algunos de las sanciones que enumera, en un lapso de 10 años. En el caso de no proceder la renovación, la cual es declarada por resolución del Subsecretario, estas licencias se licitarán como licencias transables clase B, por un período de 20 años.

N° 16) - Ha pasado a ser N° 20), sustituido.

Este nuevo numeral sustituye el artículo 27, que el proyecto de la Cámara derogaba, por una disposición que establece y regula un proceso de pública subasta, en los casos que una determinada pesquería, sujeta a régimen de plena explotación y administrada con cuota global de captura, se encuentre en un nivel igual o superior al 90 por ciento de su rendimiento máximo sostenible. Lo que se subasta es un porcentaje de la fracción industrial de la cuota global de captura, siendo un 5% de ésta cuando el punto biológico de su rendimiento máximo sostenible (RMS) sea de un 90%; 5%, cuando el RMS sea de 95%, y 5% cuando llegue al punto biológico de rendimiento máximo sostenible.

N° s 17), 18), 19), 20), 21), y 22).

Han pasado a ser N° s 21), 22), 23), 24), 25), y 26), sin modificaciones.

N° 23) - Ha pasado a ser N° 27), reemplazándose la referencia que hace el artículo 32, propuesto, al “artículo 3° letra e)”, por otra al “artículo 3°, letra f)”.

N° s 24) y 25). - Han pasado a ser 28) y 29), sin enmiendas.

N° 26)

Ha pasado a ser N° 30).

Sustituye este numeral por otro que reemplaza el artículo 35, por una disposición que establece que en el caso de pesquerías sujetas a régimen de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente, en que se establezcan cuotas por áreas dentro de la unidad de pesquería o en que la cuota se divida en dos o más periodos, se procederá del siguiente modo:

El coeficiente de participación o el porcentaje licitado, según corresponda, deberá aplicarse respecto de cada una de las cuotas que se establezcan para cada área dentro de la unidad de pesquería o para cada periodo en que se divida la respectiva cuota.

N° s 27) y 28) - Han pasado a ser N° s 31) y 32), sin enmiendas.

N° 29) - Ha pasado a ser N° 33).

Sustituye el numeral por otro que reemplaza, de la disposición vigente, la aprobación del Consejo Nacional y Zonal de Pesca, respectivo, por una previa consulta a estos organismos (para efectos de modificar las áreas de las unidades de pesquería declaradas en régimen de plena explotación).

N° 30) - Ha pasado a ser N° 34).

Suprime en la letra a) propuesta por la Cámara de Diputados, la consulta al Comité Científico Técnico correspondiente.

Intercala, en la letra b), en la frase que agrega al inciso segundo del artículo 39, entre las expresiones “pesquerías” y “en” la expresión “declaradas”.

N° 31) - Ha pasado a ser N° 35).

Elimina, en la letra a), las palabras “al Comité Científico Técnico correspondiente y”. Suprime con ello la consulta a dicho Comité, para efectos de declarar en régimen de pesquerías en desarrollo incipiente y posterior subasta pública del derecho a captura en el porcentaje que se indica.

N° 32) - Ha pasado a ser N° 36), sin modificaciones.

N° 33) - Ha pasado a ser N° 37).

Reemplaza, en el encabezamiento, la referencia “artículos 40 B, 40 C, 40 D y 40 E” por “artículos 40 B, 40 C, 40 D, 40 E, 40 F y 40 G”.

Artículo 40 B

Agrega el siguiente inciso final, nuevo:

“Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en los incisos anteriores será sancionado con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales.”. La infracción a que se refiere es sobrepasar las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario.

Artículo 40 C

Sustituye el inciso final, por el siguiente:

“Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en el inciso segundo será sancionado con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales.”.

La infracción consiste en efectuar descartes en contravención a las normas de esta ley, o efectuar operaciones de pesca extractiva en áreas de reserva artesanal no autorizadas conforme al artículo 47 de esta ley o efectuar capturas en una unidad de pesquería distinta a la inscrita.

Intercala los siguientes artículos 40 D y 40 E, nuevos, pasando los actuales artículos 40 D y 40 E a ser 40 F y 40 G, respectivamente:

Artículo 40 D, nuevo.

Establece sanciones al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letras a), b) y d).

Artículo 40 E, nuevo.

Establece sanciones al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, el armador pesquero industrial o artesanal que contravenga la medida de prohibición establecida de conformidad con la letra a) del inciso segundo del artículo 6° A (régimen de ecosistemas vulnerables), como también se sanciona a la embarcaciones comprometidas en estos hechos.

Artículo 40 D

Pasa a ser 40 F.

Se reemplaza la expresión “un año” por “seis meses”.

De esta forma se reduce la sanción de suspensión de ejercicio de licencia de pesca, aplicable cuando se han cometido más de dos infracciones en dos años calendario consecutivos, por parte del que tenga una licencia transable de pesca o permiso extraordinario.

Artículo 40 E, pasa a ser 40 G, sin enmiendas.

N° 34) Ha pasado a ser N° 38).

Agrega una letra b), nueva, pasando la actual letra b) pasa a ser letra c).

Por este nuevo literal se intercala en el inciso tercero del artículo 43 de la ley vigente a continuación de la locución “Fondo de Investigación Pesquera”, la frase “o para estudios, programas o proyectos de investigación pesquera y de acuicultura”, e incorpórase, a continuación de la expresión “patente única pesquera”, la frase “o de la patente e impuesto específico a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter”.

Letra b) - que ha pasado a ser c).

Se sustituye este literal por otro que elimina los incisos cuarto y quinto del artículo 43 de la ley vigente. El inciso cuarto limita el incremento de la patente única pesquera y el inciso quinto exime a las embarcaciones artesanales del pago de tal patente.

N° 35) Ha pasado a ser N° 39).

Agrega, en el artículo 43 bis propuesto, la expresión “y B”, a continuación de “clase A”.

Con ello se extiende a las licencias clase B el pago anual, en el mes de marzo, de una patente de beneficio fiscal.

N° 36) y 37)

Han pasado a ser N° s 40) y 41), sin enmiendas.

N° 38) Ha pasado a ser N° 42).

Reemplaza este numeral por otro que modifica el artículo 47 (que regula el área marina reservada a la pesca artesanal) ) sustituyendo, en el inciso primero, la expresión “41° 28,6'“, por “43° 25' 42” y reemplazando el inciso tercero por tres nuevos incisos que determinan que la extracción de recursos hidrobiológicos que se encuentran dentro de las aguas interiores son de exclusividad en dicha área, de los pescadores artesanales inscritos en pesquerías que correspondan y que establecen excepciones a la exclusividad de la reserva para la pesca artesanal en la región de Arica y Parinacota; Tarapacá y Antofagasta, sobre los recursos sardina española y anchoveta; y en la Región de Coquimbo, sobre los recursos camarón naylon; langostino amarillo; langostino colorado; gamba y sardina española y anchoveta. En este último caso, se requiere el acuerdo de los integrantes artesanales del Consejo Zonal de Pesca.

N° 39) Ha pasado a ser N° 43).

Sustituye en el inciso primero del artículo 47 bis la expresión “41°28,6’ de Latitud Sur” por “43°25’42 de Latitud Sur, con exclusión de las aguas interiores”. (Para efectos de la primera milla de reserva artesanal).

Agrega, en el inciso segundo, después de las palabras “afecten el fondo marino” la expresión “y los ecosistemas de los peces de roca”.

N° 40) Ha pasado a ser N° 44).

Sustituye este numeral (que derogaba las letras a) y b) por otro que reemplaza las letras a) y b) del artículo 48 vigente (referentes a medidas o prohibiciones en el área de reserva para la pesca artesanal indicada en el artículo anterior, así como en las aguas terrestres) por las siguientes:

“a) Autorización de las actividades pesqueras extractivas sobre determinados recursos en los estuarios, entendiendo por tal, aquella parte del río que se ve afectado por las mareas.

b) Instalación de arrecifes artificiales en un área determinada de conformidad con los requisitos y características establecidas por reglamento.”.

N° 41) Ha pasado a ser N° 45).

Artículo 48 A

Reemplaza la letra c) y agrega una nueva letra d).

La letra c) faculta al Subsecretario para distribuir la fracción artesanal de la cuota global de captura por región, flota o tamaño de embarcación y áreas, según corresponda.

La letra d) faculta al Subsecretario para redistribuir el 50% de los saldos no capturados al término de cada período, en el caso que la fracción artesanal de la cuota global de captura sea distribuida en dos o más épocas en el año calendario y comprenda a más de una región o a más de una unidad de pesquería.

N° 46), nuevo

Mediante este numeral se incorpora un artículo 48 B. Esta disposición establece las consideraciones que se deberán emplear para efectos de determinar, anualmente, la participación de cada región en la cuota de captura artesanal de una unidad de pesquería, en el caso de las pesquerías de merluza común, anchoveta y sardina común, de la V a X regiones, y jurel, en todas. Si una región captura menos del 80% de la cuota de captura artesanal correspondiente, se establece un procedimiento en virtud del cual se puede redistribuir parte dicha cuota en beneficio de otras regiones

N° 42) Ha pasado a ser N° 47).

Elimina, en el inciso quinto propuesto (que permite extender el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua) la oración “, y con consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda. En caso que no exista un acuerdo entre los pescadores artesanales de las distintas regiones, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo de los Consejos Zonales de Pesca Involucrados”.

N° 48), nuevo 

Intercala en el inciso segundo del artículo 50 A, a continuación del punto seguido (.) la siguiente oración nueva: “En caso de la Isla de Pascua, el Registro Artesanal será independiente del de la V Región de Valparaíso.”.

N° 43) Ha pasado a ser N° 49).

Artículo 50 B

Suprime la letra c) propuesta.

N° 44) Ha pasado a ser N° 50).

Agrega, en el encabezamiento del numeral, antes de los dos puntos (:), lo siguiente: “, pasando el actual artículo 50 C a ser artículo 50 E”.

N° 45) Ha pasado a ser N° 51).

Ha sustituido la letra e), nueva, que intercala la referencia al “artículo 50 C”, por otra al “artículo 50 D”.

Reemplaza la letra c), agregando tres incisos al final del artículo 55, que regulan las facultades de las Subsecretaría para llenar las vacantes producidas por la caducidad de la inscripción en el Registro Artesanal en los casos que indica.

N° 46) Ha pasado a ser N° 52), sin modificaciones.

N° 53), nuevo

Este numeral agrega un inciso final al artículo 55 C, permitiendo a los pescadores artesanales que pertenezcan a la organización titular del área de manejo, extraer los recursos hidrobiológicos comprendidos en el respectivo plan de manejo, con independencia de su inscripción en el Registro Artesanal, cumpliendo los requisitos que se establezcan para el otorgamiento del título o matrícula a que se refiere el artículo 51.

N° 47) Ha pasado a ser N° 54).

Agrega, en la letra a), a continuación de las palabras “biológico pesquero”, lo siguiente: “, económico y social”.

Introduce una letra c), nueva.

Mediante este literal se incorpora un inciso final, el cual dispone que las organizaciones titulares de áreas de manejo, podrán solicitar, en aquellos casos que la superficie del área no incluya la playa de mar, la explotación exclusiva de aquellos recursos que hayan sido incorporadas en su plan de manejo y que se encuentren en el espacio de la playa de mar colindante con el área. Dicha autorización se establecerá por resolución de la Subsecretaría previa consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.

N° s 48), 49) y 50)

Han pasado a ser N° s 55), 56) y 57), sin enmiendas.

N° 51) Ha pasado a ser N° 58).

Artículo 55 I

Reemplaza, en el inciso primero, la palabra “distribución” por “asignación”.

Sustituye, en el inciso tercero, la palabra “distribución” por “asignación”.

Artículo 55 J

Suprime, en el inciso segundo, la expresión “No obstante lo anterior,”.

Artículo 55 N

Sustituye la referencia “Artículo 55 N” por “Artículo 55 Ñ”.

N° 52) Ha pasado a ser N° 59).

Reemplaza, en el encabezado, la expresión “55 Ñ” por “55 N, integrando dicho artículo al párrafo 4° nuevo, a continuación del artículo 55 M contemplado en el numeral anterior.

Elimina, en la letra c), el punto aparte (.), e incorporar la siguiente expresión: “y agrégase la siguiente oración final: “En estos casos y dependiendo del régimen contractual o laboral que rija la relación entre el armador y el patrón o tripulantes, se deberá pagar la parte acordada en el respectivo contrato o la remuneración correspondiente, por el traspaso de cuota que se haya efectuado.”.

N° 53) Ha pasado a ser N° 60), sin modificaciones.

N° 54) Ha pasado a ser N° 61).

Ha sustituido el numeral, por otro que sustituye el artículo 63. La nueva norma dispone que los armadores pesqueros, industriales o artesanales deberán informar al Servicio, sus capturas y desembarques por cada una de las naves o embarcaciones que utilicen, de conformidad a las reglas que el mismo establece. Así, las capturas se deberán registrar e informar en la bitácora de pesca; los desembarques se deberán informar, en la forma que determine el reglamento; y se regula el procedimiento en caso que existan diferencias entre la información de captura y desembarque.

Las lanchas transportadoras, los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo, deberán informar los desembarques, asimismo.

Los titulares de Plantas de Proceso o de transformación y las personas que realicen actividades de comercialización de recursos hidrobiológicos, como también los que realicen cualquier tipo de actividad de acuicultura y a cualquier título, tendrán obligaciones de entregar información, en los términos que la norma dispone.

Se precisa que toda la información de captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos, a que se refiere la disposición, deberá tener origen legal.

N° 62), nuevo

Este numeral incorpora un artículo 63 quáter, nuevo. Esta norma regula el desembarque de recursos hidrobiológicos en los puntos o puertos de desembarque que el Servicio autorice mediante resolución, para lo cual éste deberá tener en cuenta, entre otros aspectos, la forma cómo se desarrollan las actividades pesqueras extractivas y los medios necesarios para el efectivo control de los desembarques. Asimismo, se establecen sanciones frente al incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones y condiciones establecidas por el Servicio, respecto de los puntos o puertos de desembarque por éste autorizados.

N° 55) Ha pasado a ser N° 63).

Incorpora en la frase final, que propone para el inciso primero del artículo 64 B, a continuación de la palabra “embarcaciones”, la expresión “que efectúan operaciones extractivas”.

De esta forma, las embarcaciones que efectúan operaciones extractivas inscritas en recursos bentónicos, quedan exceptuadas de tener un dispositivo de posicionamiento automático.

N° 56) Ha pasado a ser N° 64).

Agrega en el encabezado, a continuación de la expresión “64 H”, lo siguiente: “, pasando los actuales artículos 64 E y 64 F a ser los nuevos artículos 64 I y 64 J”.

El artículo 64 E propuesto, lo sustituye por otro que establece que los titulares de cualquier instrumento que autorice la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca y los armadores artesanales de embarcaciones de pesca artesanal con eslora igual o superior a 12 metros y los transportadores deberán entregar al Servicio la información de desembarque que refiere el artículo 63 certificada por una entidad auditora acreditada por el Servicio.

Agrega que, para la entrega del certificado se deberá pesar el desembarque o producto de la pesca a menos que el servicio por resolución fundada lo exceptúe por una metodología equivalente.

Indica que las condiciones de certificación y acreditación de los auditores y demás aspectos operativos se establecerán por resolución del Servicio.

Finalmente, dispone que el certificador que certifique un hecho falso o inexistente o utilice maliciosamente el certificado de desembarco serán sancionados según los artículos 194 o 196 del Código Penal. Las entidades certificadoras serán fiscalizadas por el Servicio.

N° 57) Ha pasado a ser N° 65), sin modificaciones.

Intercala los N° s 66), 67), 68), 69, 70), 71), 72), 73) y 74) nuevos

N° 66

Modifica el artículo 69, relativo a las concesiones de acuicultura, en el sentido siguiente:

a) Elimina en el inciso tercero la frase “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen”.

Adecua esta disposición a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

b) Elimina en el inciso cuarto la oración “o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter”.

Adecua esta disposición a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

N° 67

Elimina el inciso final del artículo 69 bis.

Adecua esta disposición a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

N° 68

Elimina los incisos segundo y tercero del artículo 77.

Adecua esta disposición a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

N° 69

Elimina el inciso final del artículo 78.

Adecua esta disposición a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

N° 70

Modifica el artículo 80 en el sentido siguiente:

a) Elimina en el inciso segundo la oración final: “La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.

Adecua esta disposición a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

b) Elimina en el inciso final las palabras “de Marina” y agrégase la siguiente oración final, antes del punto aparte: “El registro será público y la información contenida en él deberá mantenerse actualizada en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.

N° 71

Elimina los artículos 80 bis y 80 ter. Estas disposiciones otorgan al titular de una concesión o autorización de acuicultura que se acoge al sistema del artículo 77, una serie de derechos, fundamentalmente los de transferir o celebrar otros negocios jurídicos sobre la concesión o autorización, entre otros.

N° 72

Modifica el artículo 81:

a) En el inciso primero:

Reemplaza la frase “o autorizaciones de acuicultura, cualquiera que sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,” por “de acuicultura o que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ellas, se inscribirán en el Registro de Concesiones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura” y la locución “debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura” por el siguiente texto: “como asimismo el poder del representante legal de las partes contratantes, cuando corresponda; un certificado de hipotecas, gravámenes y prohibiciones de enajenar emitido por el Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión; el comprobante de pago de la patente de acuicultura correspondiente al año en que se solicite la inscripción y un certificado emitido por Tesorería que dé cuenta que no existen deudas de patente única de acuicultura pendientes.”.

b) Reemplaza el inciso segundo por nuevos incisos segundo y tercero:

El primero de los cuales establece que el Registro de Concesiones será público y deberá estar disponible para su consulta en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. En él se dejará del ingreso de todas las solicitudes de inscripción, desde la fecha de su recepción.

El segundo, señala que no se inscribirán los actos referidos a concesiones respecto de los que exista prohibición legal o judicial, o mientras sean objeto de una negociación de conformidad con la ley N° 19.220 y respecto de los demás que señale el reglamento. Asimismo, regula la inscripción de las prohibiciones convencionales.

c) Elimina el inciso tercero.

Adecua esta norma a la derogación de los artículos 80 bis y 80 ter.

d) Reemplaza el inciso quinto por incisos quinto y sexto, nuevos:

El inciso quinto establece que los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones de acuicultura no serán oponibles a terceros mientras no se inscriban en el registro pertinente y, señala, que la concesión sometida a tales actos jurídicos, quedará sometida al mismo régimen que la concesión tenía al momento de su transferencia.

El inciso sexto, dispone que el Servicio sólo podrá visar documentos y habilitar el movimiento de ejemplares desde el centro de cultivo correspondiente a la concesión, a quien acredite su titularidad o derechos para ejercer la actividad de acuicultura en la misma mediante su inscripción en el Registro de Concesiones.

e) Elimina los incisos séptimo y octavo que facultaban a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, para la inscripción de otros actos o contratos sobre las concesiones.

N° 73

Reemplaza el artículo 82 por otro que regula los derechos de la sucesión del concesionario fallecido, para efectos de que se inscriba a su nombre la respectiva concesión, aumentando el plazo a dos años para presentar los documentos respectivos a la autoridad actualmente competente, para practicar la inscripción en el registro respectivo.

N° 74

Agrega un inciso octavo, nuevo, al artículo 84:

En virtud de este nuevo inciso, se exceptúan del pago de patentes de acuicultura, las organizaciones compuestas solo por pescadores artesanales, cuya concesión o concesiones otorgadas exclusivamente para el cultivo de algas tengan una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas o en el caso que sea superior la proporción de superficie por afiliado no exceda de una hectárea.

N° 58) Ha pasado a ser N° 75).

Modifica el artículo 91 propuesto.

Inciso cuarto

Suprime las palabras “de proyectos”. 

Reemplaza la frase “los que las enviarán con su respectiva priorización” por “así como al Instituto de Fomento Pesquero”.

Artículo 92

Inciso primero

Agrega, en el encabezamiento, después de la palabra “básica”, las palabras “o permanente”, y reemplazar la voz “será” por “podrá ser”. 

Con ello permite que no solo el IFOP efectúe programas de investigación.

Letra a) sustituye las palabras “Los proyectos de” por “La”. 

Letra b) reemplaza la frase “Los programas o proyectos de” por “La”. 

Letra c) sustituye la locución “Los programas de” por “El”. 

Agrega, a continuación de la expresión “pesquerías”, la frase “, dinámica poblacional y sus condiciones oceanográficas”.

 De esta forma se añaden esas categorías a los programas de monitoreo y seguimiento sistemático de las pesquerías

Letra d)

Reemplaza la frase “Los programas o proyectos de” por “El”.

Letra e)

Elimina las palabras “o proyectos”.

Inciso final

Reemplaza la frase “que no esté asignada al” por “que no sea efectuada por el” y la palabra “será” por la expresión “podrá ser”.

Artículo 92 A

Sustituye, en el inciso tercero, la locución “distintas pesquerías, y cada uno” por “distintas pesquerías, condiciones oceanográficas, y cada uno”.

N° s 59) y 60)

Han pasado a ser N° 76) y 77), sin enmiendas.

N° 61) Ha pasado a ser N° 78).

Artículo 94

Sustituye las letras c), f) y g) por las siguientes, que modifican la integración del Consejo del Fondo de Investigación Pesquera y de Acuicultura, por las siguientes:

“c) un científico proveniente del ámbito pesquero, debiendo acreditar contar con título profesional, de a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, elegido por la Sociedad de Chilena de Ciencias del Mar.

f) dos profesionales especialistas en el ámbito pesquero, que serán elegidos por el Ministerio de una quina presentada por los estamentos laboral, industrial y artesanal del Consejo Nacional de Pesca.

g) dos profesionales especialistas en el ámbito de la acuicultura, de la salud animal o en materia ambientales o recursos naturales, elegidos por el Ministerio de una quina presentada por la Comisión Nacional de Acuicultura.”.

Agrega el siguiente inciso final, nuevo:

“En los casos de las letras b), c) y d) se deberá designar, además, a un suplente.”.

Artículo 95

Elimina, en la letra c), las palabras “o asesor independiente”, las dos veces que aparecen.

N° s 79), 80), 81) y 82), nuevos

N° 79

 Sustituye en el artículo 107, la palabra “elaborar” por los vocablos “tener, almacenar, transformar”.”.

N° 80

Modifica el artículo 108 del modo que sigue:

a) Agrega en la primera parte del inciso primero, después del vocablo “infracciones”, la siguiente frase: “a la presente ley, a sus reglamentos o”.

Con esto se extienden las sanciones a las infracciones a los reglamentos de la ley.

b) Sustituye la letra e) por la siguiente:

“e) Comiso de las especies hidrobiológicas o de los productos derivados de éstas. Esta sanción será aplicable a las infracciones a las normas de pesca recreativa, cuando así corresponda según la naturaleza de la infracción.”.

c) Agrega el siguiente inciso final, nuevo:

“Lo señalado en el presente artículo es sin perjuicio de otras sanciones que para casos especiales establezca esta ley.”.

De esta forma se aclara que estas no son las únicas sanciones posibles.

N° 81

Incorpora el siguiente artículo 108 A:

“Artículo 108 A.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por reincidencia la reiteración de cualquiera de las infracciones a las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera, cometidas dentro del plazo de dos años, contado desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria. En caso de reincidencia, las sanciones pecuniarias y el período de clausura se duplicarán, salvo disposición en contrario.”.

N° 82

Reemplaza el artículo 109 otro que precisa, las responsabilidades, según el tipo de infracción cometida:

“Artículo 109.- De las infracciones serán responsables:

a) De las infracciones a las prohibiciones de captura o extracción o desembarque de especies hidrobiológicas, y realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, responderá el armador pesquero industrial o el armador pesquero artesanal y el capitán o patrón de la nave con la cual se cometa la infracción.

b) De las infracciones a las prohibiciones de transporte responderá el empresario de transporte, al tenor de lo dispuesto en el inciso final del artículo 166 del Código de Comercio.

c) De las infracciones a las prohibiciones de comercialización responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad comercial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 7° del Código de Comercio.

d) De las infracciones a las prohibiciones de posesión y tenencia responderá el poseedor o mero tenedor. El porte de los recursos hidrobiológicos y los productos derivados de éstos en medios de transporte privados, o que son conducidos como parte del equipaje del conductor o de personas que viajan como pasajeros en el transporte público, constituye, para estos efectos, tenencia.

e) De las infracciones a las prohibiciones de transformación responderá la persona natural o jurídica titular de la inscripción que la habilita para ejercer la actividad. A falta de ésta, responderá la persona natural o jurídica que incurra en la infracción.

f) De las infracciones a las prohibiciones de almacenamiento responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad de depósito de mercancías, entendiendo por tal el almacenamiento, guarda, conservación, manejo y distribución de los bienes o mercancías que se encomiendan a su custodia. El almacenamiento en lugares cuyo objetivo especial no es el depósito de acuerdo a lo señalado precedentemente, constituye, para estos efectos, tenencia.

g) Si una infracción ha sido cometida por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable del pago de la multa respectiva.

h) Si la infracción es cometida por una persona jurídica, junto a ella será solidariamente responsable, en el ámbito civil y administrativo, su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.

N° 62) Ha pasado a ser N° 83).

Sustituye el numeral por otro, que introduce modificaciones al artículo 110, actualizando las sanciones a las modificaciones que por el proyecto se introducen a la Ley General de Pesca y Acuicultura:

“83) Modifícase el artículo 110 del modo que sigue:

a) Elimínase en la primera parte del inciso primero la locución “o querella” y agrégase a continuación de la expresión “peso físico,” lo siguiente: “y con el comiso de las especies hidrobiológicas y de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, con que se hubiere cometido la infracción,”.

b) Intercálase, a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c):

“b) Informar capturas de especies hidrobiológicas menores que las reales, incluido el ocultamiento de capturas desembarcadas. La sanción se aplicará sobre el total de la captura efectuada.”.

c) Agrégase en la letra c), que pasa a ser d), a continuación del punto (.) final, que pasa a ser coma (,), la frase: “o en contravención a lo establecido en éstos.”.

d) Reemplázase en la letra d), que pasa a ser e), la expresión “respectivo” por la frase: “pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.”.

e) Elimínase la actual letra e).

f) Sustitúyense las letras f) a i) por las siguientes:

“f) Capturar especies hidrobiológicas en contravención a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3º y en la letra c) del artículo 48.

g) Capturar especies hidrobiológicas en el área de reserva de la pesca artesanal, sin contar con la autorización establecida en los artículos 47 y 47 bis.

h) Capturar en alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y párrafo 4° del Título IX.

i) Capturar especies hidrobiológicas con una nave, con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.”.

g) Incorpóranse las siguientes letras j), k),l) y m) nuevas:

“j) Capturar especies protegidas por convenios internacionales de los cuales Chile es parte, siempre que se haya decretado la prohibición de captura temporal o permanente.

k) Capturar especies hidrobiológicas bajo la talla mínima de extracción establecida y en exceso al margen de tolerancia autorizado por cada especie. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado.

La cantidad de recursos bajo talla se podrá determinar mediante un sistema de muestreo, cuyo procedimiento se establecerá mediante resolución del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.

l) Capturar especies hidrobiológicas con artes o aparejos de pesca prohibidos o en contravención a las regulaciones establecidas en el artículo 4 de esta ley.

m) Capturar una especie hidrobiológica en calidad de fauna acompañante en una proporción superior a la establecida en el decreto supremo correspondiente. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado.”.

N° s 84) y 85), nuevos

En virtud el numeral 84, se agrega un artículo 110 ter que sanciona conductas especialmente graves, como el efectuar faenas de pesca sin la licencia respectiva, o sin estar inscrito en el registro pesquero artesanal, o enarbolar el pabellón chileno para hacerlo por nave extranjera.

Por su parte, por el numeral 85, se agrega un artículo 110 quáter que castiga el entorpecer las labores del observador científico o no darle las facilidades para que desempeñe sus funciones.

N° 63) Ha pasado a ser N° 86).

Reemplaza su encabezamiento por el siguiente “Sustitúyese el artículo 111 por el siguiente:” y cambia la denominación del artículo, “110 ter” por “111”. 

Se trata de una modificación meramente formal.

N° s 87), 88) y 89), nuevos

N° 87

Se actualiza la conducta sancionada a las modificaciones propuestas a la Ley de Pesca:

“87) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 111 A, la oración final que sigue a continuación del punto seguido por la siguiente: “En caso de que se trate de especies sometidas a la licencias transables de pesca, se aplicará la sanción establecida en el artículo 40 C de la presente ley.”.

N° 88

Se actualizan las conductas sancionadas y las sanciones a las modificaciones propuestas a la Ley de Pesca:

“88) Sustitúyese el artículo 112 por el siguiente:

“Artículo 112.- En los casos de los artículos 110, 110 bis y 110 ter, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial con que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 15 a 150 unidades tributarias mensuales.

Además, se les aplicará, de acuerdo con las reglas del párrafo 3º de este título, la sanción de suspensión del título de capitán o patrón desde 30 hasta 90 días. En caso de reincidencia, la pena será de cancelación del mismo.”.”.

N° 89

Se contemplan fuertes sanciones a las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que son titulares:

“89) Reemplázase el inciso final del artículo 113 por el siguiente:

“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que son titulares, o sobre la condición sanitaria de los mismos referida a las enfermedades de alto riesgo, serán sancionados con multas de 500 a 3.000 UTM y suspensión de operaciones hasta por dos ciclos de cultivo consecutivos. La misma sanción será impuesta a quienes entreguen información incompleta o subreportes o entreguen información fuera de plazo, salvo que se trate en este último caso de la información a que se refiere el artículo 118 ter letra g), en cuyo evento se aplicará el procedimiento y la sanción indicada en dicha norma. Serán sancionados de la misma forma, las personas naturales o jurídicas que realicen actividades sometidas a las medidas de protección previstas en los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley y que incurran en las conductas antes señaladas. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.”.

N° 64) Ha pasado a ser N° 90), con modificaciones meramente formales.

N° s 91) y 92), nuevos

N° 91

Suprime la referencia a la ley N° 19.713, que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y regularización del Registro Pesquero Artesanal.

N° 92

Incorpora un artículo 113 D, que sanciona el desembarque en punto no autorizado o incumpliendo las obligaciones y condiciones establecidas para efectuar tal desembarque.

N° 65)

Ha pasado a ser N° 93), sin enmiendas.

N° s 94), 95), 96), 97) y 98), nuevos

N° 94

Actualiza el artículo 116, que establece una sanción a las conductas sin una sanción especial en la ley, a las modificaciones propuestas a la Ley de Pesca, en orden a sancionarse también las infracciones al reglamento y a las medidas de administración pesqueras.

N° 95

Dado que proyecto elimina el artículo 80 ter, se suprime el inciso segundo del artículo 118.

N° 96

Modifica el artículo 118 ter, sancionando no entregar información sobre la condición sanitaria del centro de cultivo referida a las enfermedades de alto riesgo.

N° 97

Aumenta la sanción y la extiende al comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasportes empleados. Reemplaza el artículo 119 por el otro que sanciona con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasporte utilizados, cuando corresponda, y, además, con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días, el transporte, posesión, tenencia, almacenamiento y comercialización de especies hidrobiológicas bajo la talla mínima establecida y recursos hidrobiológicos vedados, o extraídos con violación al artículo 3º letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción, y los productos derivados de éstos.

N° 98

Deroga el artículo 120 por cuanto el proyecto introduce otra norma, en otro acápite, que sanciona igual conducta.

N° 66)

Ha pasado a ser N° 99), sin modificaciones.

N° s 100) y 101), nuevos

N° 100

Precisa la conducta sancionada y le aplica el comiso de las especies. Para esto sustituye en el artículo 121 la locución “El procesamiento” por “La transformación”, y el vocablo “elaboración” por “posesión, tenencia”. Asimismo, incorpórase a continuación de la expresión “unidades tributarias mensuales” la frase “, con el comiso de las aletas y de los medios de transporte utilizados, en su caso”. Además, reemplázase la expresión “hasta por un plazo de 30 días” por la frase “por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días”.

N° 101)

Aumenta la sanción de multa. Para ello sustituye en el artículo 121 bis el número “10” por “30”.”.

N° 67) Ha pasado a ser N° 102).

N° 102

Modifica el artículo 122, agregando a la fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la ley, a la de sus reglamentos y medidas de administración pesquera, como también extiende la fiscalización al ámbito de la acuicultura.

N° s 103), 104), 105), 106), 107), 108), 109), 110) y 111), nuevos

N° 103

Otorga competencia al juez en lo civil de turno a la fecha de la infracción. Para ello, reemplaza en el inciso final del artículo 124, la frase “al que sea competente de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 175 y 176 del Código Orgánico de Tribunales” por “al que se encuentre de turno a la fecha en que se sorprenda la infracción según la regla establecida en el artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales”.

N° 104

Modifíca el artículo 125, extendiendo la posibilidad de infracción a la de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad, y establece que la persona citada por los fiscalizadores se entenderá debidamente emplazada para efectos de la referida comparecencia.

Asimismo, establece que las audiencias que se realicen se celebrarán ante un funcionario del tribunal, incluyendo aquélla en que se reciba la prueba testimonial.

De esta forma descarga al juez de esta labor.

Establece, asimismo, que las resoluciones se notificarán por el estado diario, con excepción de la resolución que recibe la causa a prueba y la sentencia definitiva, las cuales deberán notificarse por cédula, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48, 49 y 53 del Código de Procedimiento Civil. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de las partes de solicitar al juez su notificación en forma electrónica o por cualquier otro medio que elijan para sí, y que el juez califique como expedito y eficaz.

Aclara ante quien se ha de enterar el pago de las multas.

Precisa que, si la infracción es cometida por personas jurídicas, la orden de arresto se despachará en contra de su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.

Con esto se facilita la aplicación del apercibimiento de arresto en contra del infractor moroso.

Reemplaza el último párrafo del numeral 12) por el siguiente:

“Las resoluciones que se dicten en esta instancia, se notificarán por el estado diario.”.

Por esta modificación se armoniza con la anterior que reemplaza el antiguo sistema de notificación por carta certificada.

Reemplaza en la primera parte del numeral 13) la frase “o de sus reglamentos” por “, de sus reglamentos o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”. 

Se armoniza de esta manera con las modificaciones que precisan que también se sanciona las infracciones a los reglamentos y medidas de administración pesquera.

Modifica el párrafo tercero del número 16) de la siguiente forma:

“a) Intercala entre las expresiones “4ª” y “6ª”, el guarismo “5ª”. 

De esta forma se agrega una causal más para que la Corte pueda dictar derechamente sentencia.

Finalmente, permite que se pueda recurrir de casación, derogando el párrafo cuarto del numeral 17).

N° 105

Reemplaza en el inciso primero del artículo 126 la expresión “deportiva” por “recreativa”. Se corrige una referencia errónea.

N° 106

Reemplaza en el artículo 127 la expresión “del crimen” por “de garantía”. Actualiza la denominación del tribunal.

N° 107)

Señala que las especies hidrobiológicas, los materiales biológicos o patológicos objeto de infracción deberán ser incautados juntos con las artes de pesca y aparejos, agregándose los equipos y trajes de buceo, según corresponda. Se establece que las especies incautadas quedarán en manos del infractor como depositario provisional de los bienes y bajo la responsabilidad que asigna el artículo 470 del Código Penal.

N° 108)

Reemplaza el artículo 130 por otro, que dispone que los bienes decomisados por sentencia ejecutoriada, atendida su naturaleza y el estado en que se encuentren, podrán ser donados a instituciones de beneficencia, educacionales dedicadas a la formación en materia de actividad pesquera o acuicultura, rematados en pública subasta o destruidos, según lo determine el juez que conozca de la denuncia. Eventualmente podrá ordenarse su destrucción, según el estado en que se encuentren.

N° 109)

Intercala en el inciso primero del artículo 131, entre las locuciones “artículo 110” e “y que los fiscalizadores” la frase “, 110 bis y 110 ter”.

N° 110)

Elimina el inciso primero del artículo 132, que define la reincidencia.

N° 111)

Modifica el artículo 132 bis del modo que el plazo de tras años de prescripción de las sanciones correrá, además de la fecha en que la sentencia quede firme, desde que también lo quede el acto administrativo condenatorio, según corresponda. También precisa que los plazos de días establecidos en el respectivo Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los feriados.

N° s 68 y 69)

Pasan a ser números 112 y 113 sin modificaciones.

N° 114) nuevo.

Modifica el artículo 142 que establece las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura. Realiza adecuaciones formales y amplía a cuatro años el plazo, a contar desde la primera infracción, para hacer aplicable la caducidad. Además, la infracción de entregar información falsa, la perfecciona de modo que también comprende la entrega de información incompleta y el sobreporte.

N° 70) Ha pasado a ser número 115.

Letra a)

Ha incorporado el siguiente ordinal iv), nuevo, pasando los numerales iv) y v) a ser v) y vi), respectivamente:

“iv) Intercálase una nueva letra c), pasando la actual letra c) a ser letra d), y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“c) Capturar menos del 70 por ciento del promedio de los desembarques del conjunto de titulares de licencias transables de pesca de una determinada unidad de pesquería, durante los tres años de mayor desembarque de un período de cinco años continuos. La caducidad se referirá al porcentaje que resulte de la resta del promedio del conjunto de titulares de licencias y el promedio del armador que corresponda. En este caso se excluyen los casos en que el titular haya sufrido una circunstancia de fuerza mayor debidamente acreditada.

Para este efecto, no se considerarán las capturas efectuadas en exceso de lo autorizado. Asimismo, si al titular, arrendatario o mero tenedor se le ha impuesto alguna de las sanciones establecidas en este esta ley, se considerará como autorizado el que resulte después de aplicada la o las sanciones.”.”.

Numeral iv)

Ha pasado a ser numeral v), sustituido por el siguiente:

“v) Reemplázase la letra d), que ha pasado a ser letra e), por la siguiente:

“e) Haber transcurrido 1 mes desde la fecha de vencimiento del pago de la patente única a que se refieren los artículos 43 y 43 bis de esta ley. Tratándose de las licencias transables de pesca la caducidad será del porcentaje que represente las toneladas que haya capturado la nave a que se refiere la patente en el año calendario anterior.

Haber transcurrido 30 días desde la fecha de vencimiento del pago del impuesto específico a que se refiere el artículo 43 ter de esta ley.”.”.

Numeral v)

Ha pasado a ser numeral vi), reemplazado por el que sigue:

“vi) Incorpórase la siguiente letra k):

“k) Haber incurrido el titular, arrendatario o mero tenedor de licencias transables de pesca en al menos 3 sentencias condenatorias ejecutoriadas por el Juzgado de Letras del Trabajo, por infracción al artículo 289 del Código del Trabajo, en un período de dos años. Las infracciones deberán referirse a los trabajadores embarcados. En este caso la caducidad será de un 10 por ciento de la licencia transable de pesca de la especie preponderante con cargo a la cual se encontraba operando a la fecha de la comisión de la infracción.”.”.

N° 71) Ha pasado a ser número 116).

Letra b), inciso primero del artículo 114, la ha suprimido.

Letras c) y d), han pasado a ser letra b) y c) respectivamente

Inciso segundo, sustituye la referencia a las letras c) y d) por otras a las letras “b) y c)”.

N° 72)

Ha pasado a ser número 117 sin modificaciones.

N° 118) y 119) nuevos.

118) Deroga la letra c) del artículo 146, referido a la composición del Consejo Nacional de Pesca. La letra c) se refería al Director Ejecutivo del Instituto de Fomento Pesquero.

119) Elimina la letra c) del artículo 152. Este literal se refiere a la integración del Consejo Zonal Pesquero, su letra c) se refería al Director Zonal del Instituto de Fomento Pesquero.

N° 73) Ha pasado a ser número 120).

Reemplaza el artículo 155, por otro que se refiere a las normas de funcionamiento, toma de decisiones e integración de los Comités Científicos Técnicos de Pesca y Acuicultura, su integración, nombramientos, requisitos, incompatibilidades, quórum para sesionar, forma de tomar acuerdos y causales de cesación en el cargo

N° 121) nuevo

Deroga el artículo 156, norma que establecía que los miembros de los Consejos Regionales de Pesca no percibirán remuneración.

N° 74) Ha pasado a ser número 122).

Modifica el artículo 156 bis, permitiendo que el Instituto de Fomento Pesquero pueda subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar de conformidad con la ley N° 19.886.”
Sustituye el artículo 156 A, señalando que la investigación que realice el Instituto de Fomento Pesquero deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Estar disponible en forma oportuna para apoyar la toma de decisiones.

b) Cumplir con los términos técnicos de referencia que elabore la Subsecretaría.

Además, el Ministerio deberá velar por la calidad de la investigación de conformidad con las reglas que precisa.

Agrega que, un reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.

Artículo 156 B

Lo ha suprimido.

Artículo 156 C

Ha pasado a ser artículo 156 B, sin enmiendas.

N° 75)

Ha pasado a ser número 123), sustituyéndolo:

Modifica el artículo 173, precisando y extendiendo las posibilidades de situaciones que puede financiar el Fondo de Administración Pesquero, a las siguientes:

“a) Proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.

b) Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.

c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.

d) Programa de reinserción laboral para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure la reinserción y según las reglas que establece el reglamento. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta tres años a contar de la entrada en vigencia de esta ley.

e) Acciones de capacitación tanto para trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera como para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de esta ley y no imputable al trabajador, las que se ejecutarán en conformidad a algunos de los programas señalados en el artículo 46 de la ley Nº 19.518. Para estos fines se celebrarán convenios entre la Subsecretaría y el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, debiendo éste último implementarlas priorizando a los trabajadores del sector industrial antes señalado. Además con cargo de este fondo se financiarán becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de capacitación y según las reglas que se establezcan en el reglamento.

f) Programas de estudios técnicos de nivel superior destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley y no imputable al trabajador, la que no podrá exceder de 4 semestres; para la realización de estudios técnicos de nivel superior y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de estudios y según las reglas del reglamento.

g) Programas de apoyo social destinados a ex trabajadores de la industria pesquera extractiva o de procesamiento, que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, siempre que tengan más de 55 años de edad y 15 años de antigüedad en el sector a lo menos y, además, que no se hubieren acogido a alguno de los programas de reinserción señalados en las letras precedentes y no sean beneficiarios de alguna pensión estatal o jubilación anticipada o por enfermedad, para lo cual se estará a la información que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social proveerá a través de los servicios que corresponda. Estos beneficios no serán reembolsables y sólo se entregarán de forma anual por un máximo de tres años, de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento, priorizándose en su entrega a aquellas personas que acrediten mayor vulnerabilidad social. En todo caso este beneficio no podrá exceder de 20 unidades de fomento anual por cada trabajador beneficiario.

h) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.

i) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.

j) Programas de recuperación de las pesquerías para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.”.

N° 76) y 77)

Han pasado a ser números 124) y 125), respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 3°

Lo ha sustituido por otro, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, agregando un artículo 17 bis, del mismo tenor que el propuesto por la Cámara de Diputados, más otras modificaciones consistentes en agregar al artículo 28 de dicho decreto con fuerza de ley, dos letras , k) y l), entregando nuevas facultades al Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, para regular y administrar el sistema del servicio de certificación de desembarques y certificados relativos a esta operación, como también para recibir los fondos, dentro de la región respectiva, correspondientes a los pagos que efectúen titulares y armadores a las entidades auditoras..

Ha agregado los siguientes artículos 6°, 7° y 8°, nuevos:

Por estos artículos se modifica la ley N° 20.265, se suspende en la Décima Región de Los Lagos el ingreso de solicitudes de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos y prohíbe el lavado de redes industriales en áreas reservadas a los pescadores artesanales.

“Artículo 6°.- Modifícase el artículo transitorio de la ley N° 20.625, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, en el sentido siguiente:

a) En el inciso segundo, reemplázase la expresión “artículo 64 E” por “artículo 64 I”.

b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Las obligaciones contenidas en los artículos 64 E y 64 F de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que pasan a ser artículos 64 I y 64 J, serán exigibles para los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora igual o superior a 15 metros, en el plazo de 3 años contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento que regule tal actividad.”.

c) En el inciso final, sustitúyese la frase “artículos 64 E y 64 F” por “artículos 64 I y 64 J”.”.

Artículo 7°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2015, suspéndase en la Décima Región de Los Lagos el ingreso de solicitudes de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos.

Suspéndese, asimismo, en la Décima Región de Los Lagos, hasta el 31 de diciembre de 2015, el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos, salvo las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca al 30 de septiembre de 2012 y cuya superficie solicitada no exceda de seis hectáreas o siendo superior a seis hectáreas y menor a 9 hectáreas, el solicitante modifique la superficie hasta una extensión total de seis hectáreas.

Las solicitudes de concesión de acuicultura para mitílidos ingresadas al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura con posterioridad al 30 de septiembre de 2012 o las que no se encuentren en los casos previstos en el inciso anterior deberán ser denegadas.

Las suspensiones de que trata este artículo estarán referidas a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 8°.- Se prohíbe lavar redes industriales en áreas reservadas a los artesanales.”. 

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo

Se trata de modificaciones meramente formales, salvo en lo que se refiere a aumentar el plazo para mantener los límites máximos de captura, de tres a seis meses y por la incorporación del inciso final, nuevo, el cual establece que los titulares de autorizaciones de pesca a que se refiere el inciso primero de la disposición, hayan o no ejercido la opción establecida en el presente artículo (de cambiar sus autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca clase A), así como los titulares de certificados otorgados de conformidad al artículo 9° de la ley N° 19.713, sólo pagarán en el año 2013 la patente establecida en artículo 43 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incrementada en un 110 por ciento.

Artículo tercero, nuevo:

Establece que, si al cabo de tres años de determinados los puntos biológicos de referencia de las pesquerías contenidas en el artículo segundo transitorio de la presente ley, no se ha cumplido con la condición a que se refiere el inciso primero del artículo 27 (licitación del 15% de la cuota global de captura) de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se realizará por unidad de pesquería la pública subasta del 15% de la fracción industrial de la cuota global en tres años consecutivos, a razón de 5% anual. En el caso de las pesquerías colapsadas, estas subastas procederán a contar del quinto año de la determinación de los puntos biológicos de referencia.

Artículo tercero

Ha pasado a ser artículo cuarto, reemplazándose la frase inicial “La obligación establecida en el artículo 50 C”, por lo siguiente: “Las obligaciones establecidas en los artículos 50 C y 50 D de la Ley General de Pesca y Acuicultura”.

Artículo cuarto

Ha pasado a ser artículo quinto, sin enmiendas.

Artículo quinto

Ha pasado a ser artículo sexto, reemplazándose en su letra f), la expresión “Sardina común (Strangomera bentincki)” por “Sardina española (Sardinops sagax)”. 

Artículos sexto, séptimo, octavo y noveno

Han pasado a ser artículos séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo décimo

Ha pasado a ser artículo undécimo, sustituyéndose la expresión “modificar el estatuto”, por “iniciar el procedimiento de modificación de los estatutos”.

Artículos undécimo y duodécimo

Han pasado a ser artículos duodécimo y décimo tercero, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo décimo tercero

Ha pasado a ser artículo décimo cuarto.

Ha incorporado el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura podrá recurrir al trato directo con los adjudicatarios que mantengan contratos de prestación de servicios para el Programa de Certificación de Desembarques Industriales vigentes al 31 de diciembre de 2012, por un período que no podrá ir más allá del 31 de julio de 2013, tiempo durante el cual las tarifas serán pagadas directamente a las entidades auditoras de conformidad a dicho programa y a los actos administrativos dictados al efecto con las adecuaciones pertinentes.”.

Artículo décimo cuarto

Ha pasado a ser artículo décimo quinto:

Ha agregado como incisos segundo a décimo, nuevos, los siguientes:

“Sin perjuicio de lo señalado precedentemente tratándose de la unidad de pesquería del bacalao de profundidad (Dissostichus eleginoides) declarada en régimen de desarrollo incipiente por decreto N° 328, del Ministerio de Economía, de 1992, en el área de las aguas jurisdiccionales al sur del paralelo 47° Latitud Sur, el porcentaje a subastar a que se refiere el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura durante un período de 5 años a partir del año 2013 se dividirá en dos partes iguales, subastándose un 5% para el sector pesquero industrial y un 5% para el sector pesquero artesanal, hasta alcanzar el 30% para el sector pesquero artesanal.

Los remanentes no asignados en la subasta durante un año calendario acrecerán la cuota a licitar del otro sector.

En la subasta del 5% para los pescadores artesanales sólo podrán participar los armadores que cuenten con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal en la pesquería del bacalao de profundidad. A los adjudicatarios se les otorgará un permiso extraordinario de pesca de una vigencia de 10 años con coeficiente fijo.

Los permisos extraordinarios de pesca sólo serán transferibles entre pescadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad.

Los pagos anuales correspondientes a la subasta de los pescadores artesanales se efectuará en dos cuotas, pagaderas los meses de junio y diciembre. La primera cuota se pagará en el mes de junio del año siguiente a la subasta.

El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior, constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas.

Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivo los permisos extraordinarios de pesca deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas.

La subasta y los permisos extraordinarios se regirán en todo lo no contemplado en este artículo por las normas generales contempladas en esta ley y sus normas reglamentarias.

Junto con establecer la cuota de captura para la unidad de pesquería licitada se deberá establecer cuota de captura para el área situada al norte del paralelo 47° de Latitud Sur.”.

Artículo décimo quinto

Ha pasado a ser artículo décimo sexto, con la siguiente enmienda, consistentes en la incorporación de incisos segundo y terceros, nuevos: por ellos se establece que la fracción artesanal de la cuota global de captura de la IV Región de Coquimbo se incrementará anualmente, durante 20 años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, con cargo a la cuota del sector industrial. Esto en las pesquerías de langostino amarillo (340 toneladas); Langostino colorado (330 toneladas), y camarón naylon (195 toneladas).

La autorización del inciso tercero del artículo 47 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para la operación de los armadores pesqueros industriales en la IV Región de Coquimbo, para los recursos camarón naylon, langostinos amarillo y colorado y gamba, se mantendrá vigente por un período de 20 años. La autorización continuará respecto de las licencias transables de pesca que se originen en dichas pesquerías

Artículo décimo sexto

Suprime su inciso primero, que aplicaba, durante los 10 primeros años de vigencia de esta ley, para efectos del pago de la patente del artículo 43 bis, ciertos guarismos multiplicados por los factores que señalaba, que perseguían obtener un pago superior decreciente, hasta llegar al pago normal, de tales patentes.

Modifica también su inciso segundo, de tal forma que los guarismos allí contemplados se aplicarán desde que impuesto específico sea exigible.

Artículo décimo séptimo

Ha pasado a ser artículo décimo octavo, sin enmiendas.

Artículo décimo octavo

Ha pasado a ser artículo décimo noveno, con la modificación que sigue:

La modificación establece que por cinco años desde la entrada en vigencia de la ley, en la VIII Región, la primera milla, contemplada en el artículo 47 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, quedará abierta a la operación de las naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con el acuerdo del Comité de Manejo, se cerrará en todas aquellas áreas en que se afecte la operación de la flota de inferior eslora.

Indica que, en la primera milla marina medida desde la línea de base normal de las áreas de Bahía de Coliumo, desde “Piedra La Peluda” hasta “Punta Chapehue”; Bahía de Concepción, desde Punta “El Arco” hasta Punta “Tumbes”; Bahía de San Vicente, desde Punta “Piedra Blanca” hasta Punta “Longaví Chico”, y en el Golfo de Arauco, desde el Faro Puchoco hasta Río Tubul, la primera milla costera medida en línea de base normal, quedará cerrada a la actividad pesquera artesanal de embarcaciones de eslora igual o superior a 12 metros y, asimismo, en ningún caso se autorizará la operación de actividades pesqueras que afecten el fondo marino.

Asimismo, señala que en el mencionado plazo, en la pesquería de sardina común y anchoveta, las embarcaciones de una eslora inferior a doce metros, y las embarcaciones de una eslora igual o superior a doce metros e igual o inferior a quince metros sin tecnificación, operarán por un lapso de diez días al inicio del período de pesca en forma exclusiva.

Artículos décimo noveno y vigésimo

Han pasado a ser artículos vigésimo y vigésimo primero, respectivamente, sin modificaciones.

Ha incorporado los siguientes artículos transitorios, vigésimo segundo a vigésimo noveno, nuevos:

Mediante estos artículos transitorios se norma que no se establecerán nuevas áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni serán tramitadas ampliaciones a los sectores decretados bajo este régimen por el plazo de tres años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley. Sin embargo en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma (artículo vigésimo segundo).

Se regula la situación de los pescadores artesanales inscritos en la XIV Región de Los Ríos, que hubieren informado desembarcos al Servicio Nacional de Pesca, en el marco de una pesca de investigación, en la X Región de Los Lagos, podrán optar por quedar inscritos en esta última Región (artículo vigésimo tercero).

Se dispone la presentación, en el plazo de 6 mese desde la entrada en vigencia de esta ley, de un proyecto de ley por el Presidente de la República, que creará un organismo público descentralizado denominado Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal y Acuicultura a Pequeña Escala, con el objetivo, entre otros, de contribuir a elevar la capacidad empresarial, productiva y comercial de los sectores de pesca y acuicultura, entre otros (artículo vigésimo cuarto).

En el mismo plazo señalado, se compromete la presentación de un proyecto de ley que establecerá un sistema de bonificación por el Estado al repoblamiento y cultivo de algas para empresas de menor tamaño de conformidad a lo estipulado en la ley N° 20.416 (artículo vigésimo quinto).

Para los efectos del artículo 4° C de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán regulados los recursos hidrobiológicos contenidos en el decreto supremo N° 316, de 1985, modificado por los decretos supremos Nos 423, de 2001; 120, del 2003, y 169, del 2004 (artículo vigésimo sexto).

Se regula la situación de los titulares de concesiones de acuicultura sometidos al régimen del 80 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que hubieren pagado la consignación por la solicitud de la concesión del artículo 77 de la referida ley. Éstos podrán solicitar a la Subsecretaría de Pesca la restitución del 50% de dicha consignación .

Se regula la situación del registro de concesiones a que se refiere el artículo 81 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, el cual comenzará a operar en la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura , éste en la actualidad opera en la Subsecretaría de las Fuerzas Armadas (artículo vigésimo séptimo) 

En el caso de los miembros del Consejo del Fondo de Investigación Pesquero vigente a la entrada en vigor de la presente ley, se dispone que éstos se mantendrán en sus cargos mientras no se proceda al nombramiento de los nuevos integrantes, de acuerdo con las modificaciones de esta ley, pero este plazo no podrá exceder de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley (artículo vigésimo octavo).

Finalmente, para la aplicación del artículo 48 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, señala como se destinarán las cuotas de imprevistos que allí se indican, durante los tres primeros años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley (artículo vigésimo noveno).

IV. DISCUSIÓN ACERCA DE LA ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL H. SENADO.


El señor Pablo Galilea (Subsecretario de Pesca), explica que buena parte de las modificaciones introducidas por el H. Senado, son fruto de un acuerdo político alcanzado con cuatro Senadores de la Democracia Cristiana más el Senador Fulvio Rossi (Partido Socialista), en las siguientes importantes materias:

1.- Licencias transables de pesca: éstas eran indefinidas, en cuanto a su vigencia, en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. En virtud del acuerdo, se transforman en temporales (por un plazo de 20 años) renovables y con causales de caducidad.

2.- Licitaciones: el artículo tercero transitorio contempla licitaciones a todo evento.

3.- Se establece que los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile en las aguas terrestres, interiores y mar territorial, así como a sus derechos de soberanía y jurisdicción en la Zona Económica Exclusiva, y en la plataforma continental (Artículo 1° A).

4.- Acuerdos regionales: se adoptaron algunos acuerdos que dieron solución a situaciones puntuales en regiones, como es el caso de la Cuarta Región, en la cual se autorizó la perforación de la primera milla y en la Octava región, en la cual se procedió de manera semejante, cumplidos los requisitos que las respectivas disposiciones establecen.

La señora María Alicia Baltierra (asesora jurídica de la Subsecretaría de Pesca), sostiene que en el Senado se mantuvo el respeto a la sustentabilidad de los recursos que caracteriza a este proyecto de ley, siendo los cambios muy puntuales.

En primer término en lo que se refiere al Estatuto Jurídico de los Recursos Hidrobiológicos, indica que se incorporó un artículo 1° A, cuyo texto fue validado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. Esta norma, consensuada, recoge elementos esenciales que establecen las facultades del Estado de Chile en los diferentes espacios marítimos.

En cuanto al contrato a la parte, señala que el proyecto contemplaba una definición del mismo y, en el segundo trámite constitucional, se incorporaron incisos estableciendo regulaciones de este contrato de sociedad, sólo en lo referente, en forma directa, a una relación pesquera, por ejemplo, respecto a los descuentos posibles.

Indica que se definieron los conceptos de puntos biológicos de referencia, los cuales son hitos de medición, así como se definió el concepto de punto biológico.

Señala que se estableció una diferencia entre el concepto de captura y el de desembarco, para lo cual se sustituyó el artículo 63, el cual establece la obligación de informar por parte de los armadores y entrega facultades al Servicio, de tal manera que cuando haya una diferencia entre lo capturado y lo desembarcado, esta diferencia debe estar justificada y el Servicio deberá establecer un procedimiento para resolver dichas diferencias. Todo aquello que exceda, será imputado a la cuota global de captura o a las cuotas asignadas.

Añade que se incorpora toda una nueva normativa relativa a ecosistemas marinos vulnerables, a partir de un proyecto que sobre la materia se tramitaba en el Senado, respecto al cual el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva. Se resolvió incorporarlo a este proyecto considerando el compromiso adquirido por el Ejecutivo de respetar las normas internacionales sobre la materia. Así, se definen los conceptos de ecosistema marino vulnerable, pesca de fondo y monte submarino.

Afirma que, a partir de esta nueva normativa, la pesca de fondo sólo se podrá efectuar si se demuestra, por parte de quien desea desarrollar esta actividad, que no se dañará al ecosistema.

Indica que los artículos 6° A, 6° B y 6° C, regulan la protección de dichos ecosistemas y establecen la obligación de incorporar observadores científicos en las naves que desarrollen labores de pesca de fondo, contemplándose sanciones a la infracción de sus normas.

Frente a consultas del Diputado señor Ulloa y del Presidente de la Comisión, el señor Felipe Palacio (Jefe División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca), complementa la exposición de la señora Baltierra, precisando que en los montes submarinos se prohibirá la pesca de fondo, mientras el interesado no acredite que no hará daño. Afirma que existe también la posibilidad de prohibir definitivamente la pesca de fondo en ecosistemas marinos vulnerables. Añade que hay montes submarinos ya identificados.

La señora María Alicia Baltierra continúa su exposición indicando que en el artículo 3°, letra c, modificada por el Senado, se dispone que de la cuota global de captura se podrá deducir hasta un 1% para imprevistos. De esta forma se redujo el porcentaje de 2% establecido en el proyecto, quedando el 1% restante para licitarla entre las plantas de proceso inscritas en el Servicio y que califiquen como empresas de menor tamaño. Precisa que la extracción de esta cuota podrá ser realizada por armadores artesanales o industriales inscritos en la respectiva pesquería. Añade que esta cuota de reserva es exclusiva para el consumo humano.

Al respecto el Diputado, señor Matías Walker manifiesta estar de acuerdo con esta cuota de reserva para consumo humano. No obstante, enfatiza que no está de acuerdo con que los armadores industriales puedan participar en la extracción de esta cuota, la cual debería reservarse solamente para su extracción por parte de armadores artesanales.

El Diputado señor, Patricio Melero estima que esta disposición discrimina a los armadores artesanales, por cuanto debería beneficiar a los pequeños pescadores pelágicos, que son propios de la pesca artesanal.

La Diputada, señora Clemira Pacheco solicita al Ejecutivo una explicación por cuanto la cuota de imprevisto no era para ser licitada. Expresa que hay sectores no considerados como zonas aisladas, como es la situación de la isla Santa María, los cuales han quedado sin cuota. Agrega que en el Senado existía también la idea de entregar cuotas sólo a los pelágicos pequeños. Hace presente que a la Pymes ya se les está entregando hasta el 15% de la cuota industrial, lo cual es más que suficiente. Por ello no es partidaria que el 1% de la cuota global de captura vaya también a las Pymes.

El Diputado, señor Frank Sauerbaum, manifiesta que si las Pymes son dueñas de estas cuotas, podrán terminar pagando, a los pescadores artesanales, lo que ellas quieran. Hace presente que se había pensado en entregar esta cuota a los pelágicos pequeños. Agrega que este 1% está bien que se destine al consumo humano, pero debería ser solamente para el consumo humano nacional.

El señor Pablo Galilea (Subsecretario de Pesca) afirma que la ley vigente entrega entre un 3% y un 5% de la cuota global, para pesca de investigación y un 3% para catástrofes e imprevistos.

Considera que con las modificaciones introducidas se reduce la discrecionalidad de la autoridad para distribuir la cuota. Por ello se disminuyó la cuota de imprevistos a un 1%. Reconoce que tiene sentido pensar que el 1% comentado, sea destinado para los pelágicos pequeños. Opina que las Pymes tienen dificultades para abastecerse y recibir este 1% les servirá.

En cuanto a la situación de los pescadores de la Isla Santa María, sostiene que sería un retroceso darle cuota a los pescadores que no tienen inscritos los recursos.

El Diputado, señor Sergio Bobadilla (Presidente de la Comisión) opina que este 1% debería estar destinado al consumo humano interno y favorecer a los pescadores pelágicos pequeños.

La Diputada señora Clemira Pacheco manifiesta que la situación de los pescadores de la Isla Santa María es sólo un ejemplo, por cuanto hay otros casos de pescadores que, por falta de información, no accedieron al sistema de la Ley de Pesca, y el Estado debería ir en su ayuda. A modo de ejemplo manifiesta que estos sectores rezagados deberían poder participar en la licitación del 15% de la cuota reservado para las Pymes.

La señora María Alicia Baltierra continúa su exposición explicando que dentro de la cuota para las Pymes, se puede hacer un descuento para carnada, a favor de los pescadores artesanales. Añade que esto se realiza mediante una licitación dirigida a los pescadores inscritos en la respectiva pesquería, dentro del 1%.

Afirma que la determinación de la cuota global de captura se flexibiliza, a través de la intervención del Comité Científico Técnico. Así, en las pesquerías de recursos bentónicos, este Comité establecerá criterios para la determinación de la cuota global, basado en la información disponible y las particularidades de los recursos de que se trate.

Explica que otra modificación es la que permite modificar los porcentajes de fauna acompañante autorizados, respecto a especies pelágicas pequeñas, sujetas a cuotas globales de captura, siempre que esto no atente contra la conservación de la especie. Opina que esta disposición se podría perfeccionar en Comisión Mixta.

Manifiesta que en virtud de las modificaciones que se comentan, se entregan nuevas facultades a la Subsecretaría para regular artes y aparejos de pesca, con el propósito de minimizar la captura de fauna acompañante, liberar fauna capturada y minimizar la captura incidental de mamíferos, aves y reptiles acuáticos.

Explica que, en virtud de las modificaciones, se regula la situación de que un tratado u organización internacional, en los que Chile sea parte, contemplen un derecho de objeción o aceptación por parte de nuestro país, respecto de las medidas adoptadas en virtud de dicho tratado u organización. Para ello se establece un procedimiento en el cual intervienen, coordinadamente, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Subsecretaría. Se contempla un procedimiento diferenciado respecto de pesquerías transzonales y altamente migratorias que se encuentren dentro de la zona económica exclusiva y en la alta mar adyacente a ésta, contemplándose la intervención del Comité Científico Técnico Nacional, cuya orientación debe primar.

Explica que se varía la composición del Comité de Manejo, por cuanto participaban solamente tres representantes de la pesca artesanal, de tal forma que éstos no podrán ser menos de dos y más de siete.

Agrega que se contempla una nueva facultad en relación con los planes de recuperación de una pesquería colapsada, cual es el uso alternado de caladeros de pesca, constituyendo una nueva herramienta basada en el acuerdo entre los actores.

Indica que hay un conjunto de modificaciones a los artículos 21, 39 y 40 relativos a la forma como se adoptan los diferentes regímenes, principalmente como resultado de la interacción de los Consejos de Pesca y de los Comités Científicos Técnicos.

Afirma que otra modificación sustantiva propuesta por el Senado, es la referida a las licencias transables de pesca reguladas en los artículos 26 A y 26 B. Éstas tienen una duración de 20 años, renovables, y caducables. Se trata de las licencias clase A. La regulación de las licencias clase B se encuentra en el artículo 27. Se trata de licencias temporales y no renovables, dado que después de 20 años se vuelven a licitar.

Precisa que, el citado artículo 27, dispone que en los casos que una determinada pesquería sujeta a régimen de plena explotación y administrada con cuota global de captura, llegue a un nivel igual o superior al 90% de su rendimiento máximo sostenible, se iniciará un proceso de pública subasta de la fracción industrial de la cuota global, de tal forma que se licitará el 5% cuando la pesquería se encuentre en un nivel de 90% de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible; otro 5% cuando se llegue a un nivel de 95%, otro 5% cuando se llegue al punto biológico del rendimiento máximo sostenible. Indica que estos porcentajes decrecen de las licencias transables de pesca clase A y da origen a las licencias transables clase B.

A la Diputada, señora Clemira Pacheco le preocupa el contenido del artículo 3° transitorio propuesto por el Senado, que regula las licitaciones a todo evento.

La señora María Alicia Baltierra, en relación con el artículo transitorio décimo sexto transitorio, que pasó a ser décimo séptimo, explica que se eliminó su inciso primero porque se daba preponderancia a la patente de la embarcación por sobre la patente de la licencia.

Expresa que el H. Senado eliminó la propuesta de la Cámara en orden a fijar las puntas más salientes de la costa para determinar las 5 millas marinas de reserva para la pesca artesanal, volviendo a la medición a partir de las líneas de base normales. Agrega que se modifica longitudinalmente esta reserva, por cuanto se extiende a la zona exterior de la Isla Grande de Chiloé. Asimismo el Senado introduce una modificación, en virtud de la cual mediante resolución de la Subsecretaría, y previo informe técnico del Consejo Zonal de Pesca correspondiente, se podrá perforar esta zona de reserva en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta, sobre los recursos sardina española y anchoveta; y en la Región de Coquimbo, sobre los recursos camarón naylon, langostino amarillo, langostino colorado, gamba y sardina española y anchoveta.

El Diputado, señor Matías Walker precisa que en el caso de la Cuarta Región, la modificación dispone, adicionalmente, que se requiere el acuerdo de los integrantes artesanales del Consejo Zonal de Pesca. Manifiesta su preocupación porque el artículo décimo quinto transitorio, que ha pasado a ser artículo décimo sexto fue modificado por el Senado añadiendo un inciso que extiende por 20 años la perforación, por parte de armadores pesqueros industriales, en la Región de Coquimbo respecto de los recursos camarón naylon, langostino colorado, langostino amarillo y gamba.

Considera que, como consecuencia de este artículo transitorio, se deja sin efecto la norma permanente efectiva, por 20 años.

El señor Pablo Galilea (Subsecretario de Pesca) estima que sería recomendable llevar las modificaciones al artículo décimo quinto transitorio, que ha pasado a ser décimo sexto, a Comisión Mixta.

La señora María Alicia Baltierra continúa señalando que el Senado incorpora modificaciones en el artículo décimo octavo transitorio, que ha pasado a ser décimo noveno, que contempla regulaciones de la primera milla para la VIII Región. De esta forma, por el plazo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de esta ley, la primera milla en la VIII Región quedará abierta a naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con acuerdo del Comité de Manejo se cerrará en la áreas en que afecte la operación de la flota de inferior eslora. Asimismo se cierra la primera milla al acceso de naves de eslora igual o superior a 12 metros conforme con los puntos geográficos que la norma indica.

El Diputado señor Jorge Ulloa, manifiesta que se estaría modificando el acuerdo original por cuanto Coliumo y Tumbes han operado históricamente en la Bahía de Concepción. Agrega que gente de Coronel también va a la mencionada bahía.

La señora Clemira Pacheco indica que si bien la indicación relativa a la nueva forma de medir las 5 millas de reserva artesanal no fue aprobada por el Senado, sí permitió acordar puntos planteados durante el primer trámite constitucional. Así se incorporó la protección de los caladeros históricos, lo cual constituye un gran avance.

El señor Pablo Galilea (Subsecretario de Pesca) asevera que el artículo décimo octavo transitorio, modificado, fue fruto de un compromiso, en la medida que se logró un acuerdo entre los pescadores de la VIII Región. Estima que si esta disposición fuere a Comisión Mixta, debería incorporarse la opinión de los más chicos.

La Diputada, señora Clemira Pacheco manifiesta que su Bancada no estima pertinente enviar a Comisión Mixta el artículo décimo octavo transitorio.

El Diputado, señor Jorge Ulloa manifiesta que su voluntad no es cambiar el acuerdo sino adicionarlo en la forma antes expuesta.

El Diputado, señor Cristián Campos estima que es un buen acuerdo y habría que ver, conversando con los interesados si se puede adicionar lo planteado por el señor Ulloa.

El señor Pablo Galilea (Subsecretario de Pesca) sostiene que en realidad la Bahía de Concepción no queda cerrada, porque la primera milla se mide desde las líneas de base normales.

El Diputado, señor Jorge Ulloa expresa que sí es efectivo lo señalado por el señor Subsecretario, su propuesta estaría demás.

La señora María Alicia Baltierra explica que se entrega una nueva facultad para la regulación de la distribución de la fracción artesanal de la cuota y cuota legal de captura, que pueden distribuirse a otro año o región. El artículo 48 B dispone que en el caso de las pesquerías de merluza común anchoveta y sardina común, de la V a la X Regiones, y jurel, para determinar la participación de cada región anualmente, en el caso que esa región capture menos del 80% de la cuota artesanal que le corresponde, durante el período que la norma indica, el porcentaje que resulte de la fórmula de cálculo propuesta será distribuido entre las regiones que tengan desembarque promedio, por sobre el 80%, a prorrata.

Añade que esta disposición se complementa con el artículo vigésimo noveno transitorio, que regula su aplicación los 3 primeros años a contar de la entrada en vigencia de esta ley, mediante la destinación de las cuotas de imprevistos de los recursos y para las regiones que allí se indican.

El Diputado señor Matías Walker consulta porqué se excluyo a la Cuarta Región de la aplicación del artículo 48 B.

La señora María Alicia Baltierra responde que la mencionada disposición va por unidad de pesquería, y que en el norte es otra pesquería, esto es sardina española.

La señora Clemira Pacheco opina que la disposición del artículo 48 B constituye una medida administrativa no precautoria, no quedándole claro a qué apunta.

El señor Pablo Galilea (Subsecretario de Pesca) responde señalando que esta medida no atenta a la sustentabilidad en una misma unidad de pesquería. Agrega que se puede pescar en una región diferente, en la misma cuota de esa pesquería, como cuota global de la unidad.

El Diputado, señor Jorge Ulloa precisa que, aún cuando la cuota global artesanal es regionalizada, es una cuota global y el traspaso no afecta porque es una biomasa establecida por el Comité Científico.

La Diputada, señora Clemira Pacheco manifiesta que en la práctica es una medida meramente administrativa, en el papel, porque los recursos siguen donde están.

La señora María Alicia Baltierra explica que en el recurso merluza, por ejemplo, la V Región tiene más cuota que pescado y la VII Región tiene menos cuota que pescado. La idea es ir sacando una parte de lo no capturado para su entrega paulatina a las otras regiones.

En lo que respecta a Acuicultura, señala que las modificaciones del Senado eliminan los regímenes con o sin pago, estableciendo un régimen común en materia de ejercicio de derechos, derogándose los artículos 80 bis y 80 ter. Se cambia la ubicación del registro respectivo a la Subsecretaría de Pesca, dado que en la actualidad lo maneja la Subsecretaría de las Fuerzas Armadas. Este recurso será público y será accesible a través de internet. Agrega que también se exceptúa del pago de patentes a los pescadores artesanales concesionarios de explotación de algas. Añade que el artículo 7° cierra la X Región de Los Lagos, al ingreso de solicitudes de concesión de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos, dado que en la práctica se utiliza para ocupar espacios solamente. Es por ello que, sólo se permiten cuando se refieren a superficies que no excedan de 6 hectáreas.

En cuanto a las infracciones a la Ley de Pesca, sus sanciones y autoría se introducen modificaciones al artículo 108 y se incorpora el artículo 108 A; se reemplaza el artículo 109; se modifica el artículo 110, entre otras modificaciones destinadas a corregir errores, problemas con la autoría y con la incautación / comiso de recursos hidrobiológicos. Asimismo, se efectúa una adecuación a sanciones administrativas nuevas. Manifiesta que este conjunto de normas constituyen un soporte a las nuevas normas en materia de sustentabilidad.

Manifiesta que se efectúan diversas modificaciones y adecuaciones. Así, en el Fondo de Investigación Pesquera son los actores, armadores artesanales e industriales, los que designan a los integrantes de su concejo; se reincorpora la dieta de los integrantes de los Comités Científicos Técnicos; se agregan más integrantes al Comité Científico de Bentónicos; el presupuesto del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), que es manejado por la Subsecretaría de Pesca pasa a ser administrado por el Ministerio de Economía, el cual deberá velar por la calidad de la investigación.

Precisa que en el Fondo de Administración Pesquera, del artículo 173, se incorporan programas de apoyo social a ex trabajadores de la industria pesquera extractiva o de procesamiento, que hayan perdido su trabajo como consecuencia de aplicación de esta Ley (nueva letra g).

El Diputado señor Cristián Campos, sostiene que la letra g), del artículo 173, debería pasar a Comisión Mixta, por cuanto, a su juicio, es solamente una declaración de buenas intenciones. Debe perfeccionarse, por cuanto no queda claro, no explica qué tipo de beneficios comprende.

El Diputado, señor Jorge Ulloa coincide en que la mencionada letra g), debiera ir a Comisión Mixta, por cuanto hace incompatibles algunos beneficios con otros.

El Diputado, señor Patricio Melero considera que lo dispuesto en la mencionada letra g), constituye un esfuerzo, no obstante, opina que, considerando el crecimiento económico del país, se pueden entregar mayores beneficios. Hace presente que esta norma sólo beneficia a personas de más de 55 años de edad, lo cual no es justo para los tripulantes, quienes por desempeñar una dura labor, normalmente se retiran entre los 45 y 50 años. Acota que se entregará un bono de no más de 20 UF. al año, durante 3 años. Según sus cálculos esto equivale aproximadamente $37.000 mensuales, lo cual considera una cifra muy baja.

El Diputado, señor Matías Walker expresa su acuerdo con lo manifestado por los Diputados Campos, Ulloa y Melero sobre la norma en comento. Sostiene que el Ministro, señor Longueira, ha manifestado su disposición a mejorar los montos. Considera que la plataforma social es fundamental, razón por la cual él y otros Diputados, en su oportunidad, presentaron indicaciones algunas de las cuales se acogieron.

Explica que artículo 173 contempla beneficios aplicables durante los 3 primeros años de vigencia de la ley modificada. No obstante, considera que puede haber licitaciones posteriores que generen desempleo. Es por ello que, sostiene, estos beneficios deberían entregarse durante los 3 años siguientes al despido. Coincide con el Diputado señor Melero en cuanto a que fijar una edad superior a los 55 años, no es adecuado, especialmente, para los tripulantes. Explica que él se ha reunido con organizaciones sindicales de tripulantes quienes desean recibir beneficios tales como un fondo de capital semilla y un apoyo económico superior.

En relación con la renovación de las licencias clase A, luego de 20 años, considera que los artículos 26 A y 26 B, tienen que ir a Comisión Mixta, por cuanto no puede haber renovación de licencias sin una verdadera plataforma social y mayores beneficios para la pesca artesanal.

La Diputada, señora Clemira Pacheco considera que el Fondo de Estabilización debe ir a Comisión Mixta por cuanto no responde a las necesidades de los trabajadores de la industria pesquera. Asimismo, opina respecto del artículo dieciséis transitorio, que ha pasado a ser diecisiete, por cuanto el Senado eliminó los guarismos, única manera que el impuesto tenga un destino relacionado con el Fondo de Estabilización para los trabajadores industriales pesqueros. Agrega que esto se suma a otros temas tales como puente de jubilación y enfermedades laborales.

El Diputado, señor Sergio Bobadilla (Presidente de la Comisión) comparte la opinión de que la mencionada letra g) vaya a Comisión Mixta. Valora el esfuerzo, pero estima que es insuficiente. También echa de menos, en lo relativo a la plataforma social, una preocupación por el sector artesanal.

La señora María Alicia Baltierra comenta el artículo catorce transitorio, que ha pasado a ser décimo quinto, explicando que durante un período de cinco años, a partir del año 2013, en la licitación al 10% de la cuota global anual de captura del bacalao, se dividirá esta cuota en dos partes iguales, subastándose un 5% para el sector pesquero industrial y un 5% para el sector pesquero artesanal, hasta alcanzar el 30% para el sector pesquero artesanal. Opina que esta disposición transitoria debería recibir algunas correcciones.

V. ACUERDOS

La Comisión, después de un debate, acordó;

1) Votar, en primer término, aquellas modificaciones introducidas por el Senado, que, conforme con la discusión desarrollada en el transcurso de la sesión, reúnen el consenso de la Comisión en orden a rechazarlas, de tal forma que sean conocidas por una Comisión Mixta.

2) Dejar constancia en el informe, de los votos de minoría, señalando las disposiciones que otros señores Diputados estimen debieran ser rechazadas, pero no reúnen la unanimidad de la Comisión.

3) Dar por aprobadas todas las modificaciones propuestas por el Senado, que no han sido objeto de observaciones conforme con los dos puntos anteriores.

VI. MODIFICACIONES RECHAZADAS

En primer término, se procede a proponer el rechazo de las siguientes modificaciones:

En el artículo 1°

-Las recaídas en la letra c) del numeral 3).

-La consistente en la incorporación de la letra f), nueva, en el numeral 3).

-La consistente en la incorporación de la letra c), del artículo 26 B, del nuevo numeral 19).

-La recaídas en el numeral 34 (38) relativas al artículo 43.

-Las recaída en el numeral 35 (39) del artículo 1° (relativa al artículo 43 bis)

- La recaída en el numeral 75 (123) en lo que respecta a la letra g) que introduce en el inciso primero del artículo 173.

- la consistente en la incorporación de un artículo tercero transitorio, nuevo.

- la referente al artículo décimo cuarto transitorio (décimo quinto).

- las recaídas en el artículo décimo quinto transitorio (décimo sexto).

- La introducida en el artículo décimo sexto transitorio (décimo séptimo).

Efectuada la votación, se acordó el rechazo de las modificaciones anteriores, por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Sergio Bobadilla (Presidente de la Comisión); Cristián Campos; Patricio Melero; Clemira Pacheco; Jorge Ulloa; Frank Sauerbaum; Gabriel Silber (en reemplazo del Diputado Ascencio), y Matías Walker.

Con la misma votación anterior, la Comisión acordó proponer la revisión, en Comisión Mixta, del artículo 43 ter, contenido en el numeral 36 (40) del artículo 1° del proyecto, no obstante no haber sido objeto de enmiendas.

VII. CONSTANCIA DE PROPUESTA DE RECHAZO DE MODIFICACIONES POR OTROS SEÑORES DIPUTADOS.

La Diputada señora Clemira Pacheco, deja constancia de su parecer en orden a que se debieran rechazar, y por tanto remitir a Comisión Mixta, las siguientes modificaciones propuestas por el Senado:

- La recaída en el numeral 16 (20) que sustituye el artículo 27.

- La recaída en la letra c) del numeral 41 (45) en relación con la letra d) que agrega al artículo 48 A.

- La referente a la incorporación del numeral 46, nuevo, que introduce un nuevo artículo 48 B.

- Las recaídas en el numeral 42 (47), que modifica el inciso quinto del artículo 50.

- La recaída en el numeral 74 (122) en lo referente al nuevo inciso final que agrega al artículo 156 bis.

- Las recaídas en el numeral 75 (123) que modifican el artículo 173.

El Diputado señor Matías Walker, deja de manifiesto su parecer en orden a que se rechacen las siguientes modificaciones propuestas por el Senado:

- La recaída en la letra c) del numeral 3) del artículo 1° , la cual modifica la letra c) del artículo 3° de la Ley general de Pesca y Acuicultura.

Al respecto, explica que está de acuerdo con la cuota para consumo humano, pero que ésta debe ser extraída únicamente por pescadores artesanales.

- La contenida en el numeral 19), nuevo, incorporado por el Senado, consistente en la incorporación de los artículos 26 A y 26 B.

Al respecto, sostiene que entiende el acuerdo alcanzado en el Senado como un progreso, en la medida que las licencias dejan de ser indefinidas. No obstante lo cual, fruto de sus conversaciones sostenidas con trabajadores del sector de la pesca industrial, ha llegado a la conclusión que no corresponde que se proceda a la entrega de licencias transables de pesca a las empresas, del mencionado sector, que han tenido mal comportamiento laboral. En general, estima que no corresponde se otorguen estas licencias sin mejorar antes la plataforma social.

- La recaída en el numeral 16 (20) que sustituye el artículo 27.

Al respecto señala que no es contrario a esta licitación vinculada al rendimiento máximo sostenible. Pero, que no desea que se interprete que él está a favor de la licitación a todo evento que incorpora el nuevo artículo tercero transitorio, agregado por el Senado, habida cuenta que el referido artículo 27 habla de licencias con veinte años de vigencia.

- La recaída en el numeral 75 (123), que modifica el artículo 173.

En relación con este rechazo, explica que las modificaciones tienen deficiencias que hay que revisar en distintas áreas, incluso en capacitación.

- Reitera su decisión en orden a que se rechace el artículo tercero transitorio, nuevo, introducido por el Senado.

- Asimismo, reitera su rechazo al artículo décimo quinto transitorio (décimo sexto) por cuanto permite perforar las cinco millas de reserva para la pesca artesanal en la Región de Coquimbo, por parte de los armadores pesqueros industriales, sobre los recursos camarón naylon, langostino colorado, langostino amarillo y gamba. Esta perforación se extiende por un plazo de veinte años. Esta autorización continuará respecto a las licencias de pesca transables que se originen en dichas pesquerías. Al respecto, señala que se está trabajando en un acuerdo en dicha Región, entre los sectores industrial y artesanal, en orden a que se requiera la aprobación de los pescadores artesanales para que proceda la perforación.

- Reitera también su rechazo a la enmienda al artículo décimo sexto transitorio (décimo séptimo) por cuanto significa perder importantes recursos.

- La recaída en el artículo vigésimo cuarto transitorio, nuevo, por cuanto, si bien le parece positiva la idea de crear un Instituto para el Desarrollo de la Pesca Artesanal, considera necesario establecer mayores definiciones sobre las características que tendrá dicha entidad, sus facultades y recursos.
VIII. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó como Diputado informante al señor Patricio Melero.


Acordado en sesión de 5 de diciembre de 2012, con la asistencia de los Diputados señores Sergio Bobadilla (Presidente); Cristián Campos; Patricio Melero; Clemira Pacheco; Gabriel Silber (en reemplazo del Diputado Ascencio); Frank Sauerbaum; Jorge Ulloa, y Matías Walker.

Sala de la Comisión, a 7 de diciembre de 2012.

(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión.”
12. Informe de la Comisión de Familia recaído en diversos proyectos de ley que modifican normas referidas a la violencia intrafamiliar contenidas en la propia Ley 
N° 20.066, como en el Código Orgánico de Tribunales, el Código Civil, el Código Penal y la Ley sobre Tribunales de Familia (boletines N° s 4106-18; 4936-18; 5093-18; 5235-18; 5292-18; 5293-18; 5294-18; 5569-18; 5979-18; 6001-18; 6057-18; 7314-18 y 7566-18)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Familia pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, trece proyectos iniciados en mociones, y refundidos de conformidad con el 
artículo 17 A de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, en virtud de que todos proponen modificaciones que inciden en la ley N° 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar, y, en relación con la misma, formulan enmiendas en diversas normas pertinentes del Código Civil, el Código Orgánico de Tribunales, el Código Civil, el Código Penal, y la ley N° 19.968 sobre Tribunales de Familia, con el propósito de adecuar sus normas.

Asistió, al inicio de la tramitación de los proyectos en estudio, la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt Zaldívar, acompañada de la Jefa del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Andrea Barros Iverson; asimismo, durante el desarrollo asistió la asesora abogada señora Susan Ortega Herrera.

La Comisión recibió a los jueces de familia de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins, señora Natasha García Rojas, Jueza Presidenta de San Fernando; señora Constanza Belloni Gil, Juez (S) de Peralillo; y señor Oscar Guzmán Jara, Juez de Familia de Santa Cruz, quienes expusieron respecto de la aplicación de las normas sobre violencia intrafamiliar, en una zona rural; del mismo modo, recibió la opinión del Juez del Tribunal de Familia de Valparaíso, señor Germán Núñez Romero, quien expuso sobre las modificaciones propuestas desde su experiencia.

Asimismo, contó con la opinión de las siguientes personas: General de Carabineros de Chile, señora Marcia Raimann Vera, Directora de la Dirección de Protección Policial de la Familia; el señor Patricio Muñoz, Asesor Jurídico de la Dirección de Protección Policial de la Familia, Diprofam, y el Subcomisario Maximiliano Castro Herrera, Jefe del Departamento de Apoyo y Acción Comunitaria de la Policía de Investigaciones, y el Jefe del Departamento de Planificación de la Jefatura Nacional de Delitos contra la Familia, Comisario Maximiliano Mac-Namara Valderrama.

Igualmente, asistió a entregar su opinión el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán Sarrás, y la Directora de la Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar, señora María Cecilia Ramírez Guzmán.

La Comisión contó con la colaboración de los abogados del Departamento de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello García y señor Rodrigo Bermúdez Soto.

“CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

1. Idea matriz o fundamental de los proyectos: 

Las iniciativas en análisis tienen por objeto introducir diversas modificaciones en la ley N° 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales relacionados con la materia, con el propósito de corregir normas, adecuar otras, de forma o de fondo, sustantivas o de procedimiento, fundamentadas todas, por una parte, en la necesidad de fortalecer la protección de las víctimas y aumentar la sanción de los victimarios, y, por la otra parte, poner a disposición de los tribunales mejores herramientas para la aplicación de la ley, y a las policías, para la prevención de la violencia.

2. Normas de quórum especial

De conformidad con lo establecido en el número 2°, del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión deja constancia de lo siguiente:

Que el artículo 16 bis que se incorpora en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, tiene rango de ley orgánica constitucional en razón de disponerlo así los artículos de la Constitución Política que se indican, respecto de las leyes orgánicas constitucionales que se señalan:

1.- Artículo 18 de la Constitución Política, en relación con la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios

2.- Artículo 38 de la Constitución Política, en relación con la ley N° 18.575 orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

3.-Artículo 77 de la Constitución Política, en relación con el Poder Judicial en cuanto a las calidades que las personas deben tener para ejercer el cargo de juez o ministro de corte (organización y atribución Código Orgánico de Tribunales)

4.-Artículo 84 de la Constitución Política, en relación con la ley N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

5.-Artículo 92 de la Constitución Política, en relación con la ley N° 20.381, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

6.-Artículo 108, en relación con la ley N° 18.840 Orgánica Constitucional del Banco Central.

7.-Artículo 110 de la Constitución Política, en relación con la ley N° 19.175 orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional.

8.-Artículo 118 de la Constitución Política, en relación con la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.

3. Trámite de hacienda:

No requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda

4. Aprobación en general:

La idea de legislar fue aprobada por la unanimidad de siete de sus integrantes presentes, diputadas señorita Marcela Sabat Fernández y señoras Karla Rubilar Barahona y Mónica Zalaquett Said, y por los diputados señores Ramón Barros Montero, Eugenio Bauer Jouanne, Issa Kort Garriga (Presidente) y Jorge Sabag Villalobos.

5. Artículos e indicaciones rechazadas por la comisión.

A.-Modificaciones propuestas en la Ley N° 20.006, sobre Violencia Intrafamiliar:

-En el boletín 4106-18 (De los ex Diputados (as) señora Caraball y señores Sánchez y Palma)

1.-Al artículo 3°, inciso primero 

“Sustitúyese la frase “en especial contra la mujer y los niños” por la frase “sea que se trate de mujeres, hombres, niñas, niños o adolescentes”.

2.- Al artículo 6°

“Sustitúyase la frase “que no constituyan delito” por la frase “constitutivo de falta”.

3.- Al artículo 15

“Intercálase entre las palabras “Medidas” y “cautelares”, la frase “de protección o”.

Indicación rechazada, respecto de este mismo boletín y artículo:

De las señoras Muñoz y Saa:

“Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:

“Artículo 3°.-Prevención y Asistencia. El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, sea que se trate de mujeres, hombres, adultos mayores, niños, niñas o adolescentes, teniendo especial consideración la violencia de género en contra de las mujeres cualquiera fuese su edad”.

-En el boletín 4936-18 (De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina)

1.- Al artículo 3°, inciso segundo, letra c) 

“Incorpórese, en la letra c), entre la expresión “intrafamiliar” y el punto y coma (;) que le sucede, la expresión: y “para apoyar y proteger a las víctimas de ella”.

2.-Párafo nuevo, que contiene los artículos 5° bis, ter y quater.

El párrafo propuesto es el siguiente:

“Párrafo 2°. De las medidas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar.

“Artículo 5 bis. Orden de Protección. Cuando exista una situación de riesgo para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de actos de violencia intrafamiliar, el tribunal con competencia en lo penal, de oficio o a solicitud de alguna de las víctimas o de cualquier persona en su nombre, dictará una orden de protección en favor de aquéllas.

Dicha orden podrá requerirse ante cualquier tribunal, ante los organismos mencionados en el artículo 973 del Código Procesal Penal, en las oficinas de atención a la víctima o en establecimientos de salud, los que deberán remitirlos en forma inmediata ante el Ministerio Público, el que la derivará al Tribunal a que se refiere el inciso anterior. La presentación respectiva no se sujetará a formalidad alguna.

Recibida la solicitud por el Tribunal competente, éste convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal y al agresor, quienes podrán hacerse representar por su respectivo abogado y al Ministerio Público.

La audiencia deberá desarrollarse dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud. Dicho plazo podrá extenderse hasta en 5 días con el objeto que aquélla coincida con cualquiera otra que deba desarrollarse entre las partes ante el mismo tribunal.

En la realización de la audiencia, el Juez adoptará las medidas para evitar la confrontación entre la víctima y el agresor y los restantes miembros de la familia que asistan. Con tal efecto podrá tomar las declaraciones por separado.

Culminada la audiencia el Juez resolverá, sin más trámite, acerca de la orden de protección solicitada. Si ella es acogida su resolución deberá:

a) Imponer una o más medidas cautelares o de protección o extenderlas, tratándose de lo dispuesto en el artículo siguiente,

b) Iniciar el procedimiento por violencia intrafamiliar en el mismo tribunal, si se tratare de la situación descrita en el artículo 14° o remitirlos al tribunal de familia competente en el caso de aquella señalada en el artículo 8°,

c) Requerir al tribunal de familia competente la adopción de medidas adicionales de tipo civil que complementen la orden de protección, tales como la regulación de las situaciones previstas en los numerales 2) al 5) del inciso segundo del artículo 92° de la Ley 19.968,

d) Ordenar la inscripción de la resolución en el registro señalado en el artículo 12°,

e) Comunicar la dictación de la Orden de Protección a los organismos policiales, establecimientos de salud y aquellos encargados de entregar asistencia y protección de la comuna en que la víctima tenga su domicilio, y 

f) Informar a la víctima del procedimiento a seguir en caso de no cumplirse las medidas cautelares dispuestas.”
“Artículo 5° ter. Situación de riesgo inminente. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, en casos graves, existiendo riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, con el sólo mérito de la presentación, el Juez decretará provisionalmente en forma inmediata la Orden de Protección y adoptará alguna medida cautelar, especialmente, la dispuesta en la letra c) del artículo 9°.

Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N° 17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.

Además, se supone una situación de riesgo de este tipo, especialmente, en los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable.”
“Artículo 5° quater. Asistencia social y protección a las víctimas. La orden de protección otorga a la víctima, además de las acciones de carácter penal y civil señaladas en el artículo 5° bis, un estatuto integral de atención que comprende, asimismo, recibir la asistencia y protección social que su situación amerite y que disponga el reglamento.

Los organismos del Estado involucrados procurarán brindar una atención inmediata a las víctimas en cuyo favor se haya dictado una Orden de Protección”. “.

3- Al artículo 7° 

Para eliminarlo

4.-Al artículo 9°

a) Incorpórese, en la letra b) la siguiente frase final: 

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, cuando la gravedad o habitualidad de los maltratos o los antecedentes del agresor lo hicieran aconsejable, el Juez impondrá al condenado la obligación de financiar un sistema de alarma o comunicación destinada a la protección de la víctima.

b) Agréguese la siguiente parte final en el inciso segundo del artículo 9º:

“En los casos en que a una situación de violencia intrafamiliar sujeta al conocimiento de un juzgado de familia suceda una denuncia por el delito señalado en el artículo 14, las medidas cautelares dispuestas por aquél permanecerán vigentes hasta que exista un pronunciamiento explícito del juzgado de garantía competente al respecto

5.-Al artículo 10

Intercálese la siguiente parte final en el inciso primero, entre la palabra “días” y el punto aparte (.) que le sucede:

“y disponer, en todo caso, la medida señalada en la parte final de la letra b) del artículo 9”.

-En el boletín 5235-18: (De la Diputada señora Karla Rubilar)

Al artículo 5°

Para agregar el siguiente inciso final:

“Se considera además violencia intrafamiliar la cometida por la pareja, actual o pasada, cuando ésta actúe motivada por dicha relación, debiendo el Tribunal apreciar según el merito de los antecedentes, la existencia de ella, o el plazo de protección posterior al cese de esta.”
-En el Boletín N° 5293 18 (De los diputados (as) señores (as) Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) señores (as) Alvarez, Cubillos, Forni y Uriarte)

Al artículo 10

Incorpórase la siguiente frase final: 

“Tratándose de la primera vulneración o las medias cautelares o accesorias decretadas, el tribunal impondrá como medida de apremio la reclusión nocturna por 3 fines de semana consecutivos, debiendo cumplir dicha sanción el fin de semana inmediatamente siguiente a la fecha de la notificación de la resolución que así ordena.”
-En el boletín 6057-18 (De los diputados (as) Arenas, Barros, Cristi, Isasi, Nogueira, Rojas y Turres, y ex diputados (as) Alvarado, Cubillos y Masferrer).

Al artículo 5°

Agrégase el siguiente inciso final:

“Para todos los efectos de esta ley, se concederá acción popular con el objeto de que cualquiera persona interesada, con fundamento plausible, y sin tener la calidad de víctima directa de la violencia comparezca ante tribunal competente a su nombre con el fin de interponer la acción respectiva por violencia intrafamiliar en contra del agresor de ésta.”.

-En el boletín 7314-18 (De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio) 

1.-Al artículo 3°, inciso primero 

“Sustitúyase la frase “en especial contra la mujer y los niños” por “sea que cometa en contra de mujeres, hombres, niños, niñas o adolescentes, teniendo especial consideración la violencia de género en contra de las mujeres, cualquiera fuese su edad”.

2.- Al artículo 5°

“Agrégase el siguiente inciso tercero:

“La violencia intrafamiliar puede ser de cualquiera de las siguientes categorías:

a) Maltrato Físico.- Toda acción que importe agresión intencional en el que se utilice en alguna parte del cuerpo algún objeto, arma o sustancia para inmovilizar o causar daño a la integridad corporal del otro, orientado hacia su sometimiento o control;

b) Maltrato Psicológico.- Toda acción u omisión cuyas formas de expresión pueden ser: prohibiciones, coacciones, condicionamientos, intimidaciones, actitudes devaluatorias, de abandono y que provoquen en quien las recibe, deterioro, disminución o afectación a su estructura de personalidad;

c) Maltrato Sexual.- Toda acción u omisión cuyas formas de expresión pueden ser: inducir a la realización de prácticas sexuales no deseadas, practicar la celotipia para el control, manipulación o dominio de la pareja y que ocasionen un daño, y en general cualquier otro análogo no comprendido en los delitos contemplados en el Título VII del Libro 2 del Código Penal.

d) Maltrato Patrimonial.- Toda acción u omisión que implique daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona.”
Indicaciones rechazadas respecto de este boletín en relación con el mismo artículo 5°:

Del señor Urrutia

Para sustituir la letra c) del artículo 1 que modifica el artículo 5 de la Ley N° 20.066 de violencia intrafamiliar, en los siguientes términos:

“Agrégase el siguiente inciso 3 al artículo 5 de la Ley N° 20.066 de Violencia Intrafamiliar:

La violencia intrafamiliar puede adoptar las siguientes formas de maltrato:

a) Físico: Incluye toda conducta intencional que dañe o pueda dañar la integridad corporal de otro, por medio del uso de la fuerza física o algún tipo de objeto u arma, que pueda provocar o no lesiones.

b) Psicológico: Incluye toda conducta destinada a perturbar o controlar las acciones, comportamientos, creencias, sentimientos o decisiones del otro, mediante intimidación, manipulación, amenaza, humillación, aislamiento, vigilancia permanente, hostigamiento, acoso, negligencia, abandono, descuido reiterado, insultos, celos excesivos, infidelidad, comparaciones destructivas o cualquier otra conducta que cause o pueda causar perjuicio a la salud psicológica o a la autodeterminación de la víctima.

c) Sexual: Incluye toda conducta de connotación sexual, no comprendida en los delitos contemplados en el Título VII del Libro Segundo del Código Penal, que cause o pueda causar la anulación, limitación o vulneración de la integridad o libertad sexual de la víctima.

d) Patrimonial: Incluye toda conducta que cause o pueda causar daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos personales o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona”.

-De los señores Schilling y Urrutia

Para sustituir la letra c) del artículo 1 que modifica el artículo 5 de la Ley N° 20.066 de violencia intrafamiliar, en los siguientes términos:

“La violencia intrafamiliar puede adoptar las siguientes formas de maltrato:

a) Físico: Incluye toda conducta intencional que dañe o pueda dañar la integridad corporal de otro, por medio del uso de la fuerza física o algún tipo de objeto u arma, que pueda provocar o no lesiones.

b) Psicológico: Incluye toda conducta que cause o pueda causar perjuicio a la salud psicológica o a la autodeterminación de la víctima.

c) Sexual: Incluye toda conducta de connotación sexual, no comprendida en los delitos contemplados en el Título VII del Libro Segundo del Código Penal, que cause o pueda causar anulación, limitación o vulneración de la integridad o libertad sexual de la víctima.

d) Patrimonial: Incluye toda conducta que cause o pueda causar daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos personales o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona”.

3.- Al artículo 6°

“Sustitúyase la palabra “delito” por la frase “ilícito penal”. 

4.- Al artículo 14 bis.

Para agregar el siguiente inciso:

“No procederá acoger las circunstancias 6° o 7a del artículo 11 del Código Penal, tratándose de ilícitos que tengan su origen en la violencia intrafamiliar.”
B.- Modificaciones propuestas en la ley N° 19.968 que crea los tribunales de familia

En el boletín N° 5292-18 (De los diputados señores Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) Alvarez, Cubillos, Forni, y Uriarte).

Al artículo 94

Incorpórese el siguiente párrafo final:

“Tratándose de la primera vulneración a las medidas cautelares o accesorias decretadas, el tribunal impondrá como medida de apremio lo reclusión nocturna por 3 fines de semana consecutivos, debiendo cumplir dicha sanción el fin de semana inmediatamente siguiente a la fecha de notificación de lo resolución que así lo ordena”.

-En el boletín N° 7314-18 (De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio).

Al artículo 99 

“Sustitúyase la frase “la persona denunciada o demandada” por “el denunciado o demandado”.

C.-Modificaciones propuestas en el Código Penal

En el boletín N° Boletín N° 7314-18 (De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio).

“1.- Agrégase a la circunstancia 6a del número 11 el siguiente nuevo inciso segundo:

“Será improcedente la aplicación de esta circunstancia a los casos en que el hechor haya ejercido actos de maltrato con anterioridad en la víctima, los parientes señalados en el artículo 5° de esta ley o sus cercanos”.

II. ANTECEDENTES

1.- Normas aplicables:

Es necesario, para contextualizar las iniciativas en estudio, diferenciar el concepto de violencia intrafamiliar, del de violencia de pareja; el primero, es mucho más amplio y comprende diferentes tipos de violencia que ocurren al interior de una familia, como pueden ser el maltrato infantil, de adultos mayores o de personas con discapacidad; a su vez, el término violencia de pareja hace referencia a una relación íntima, -matrimonio, convivencia, noviazgo u otras afines- , “lo que puede llevar a equívocos si se utiliza como homólogo de violencia de género, la que responde a un tipo de violencia que se produce con el objetivo exclusivo de dominar a la mujer en diferentes ámbitos sociales como son la familia o la comunidad en general

Dicho lo anterior, lo que une a los términos descritos es su concepción de violencia, en la que se destaca que una persona que se impone por la fuerza, tiene mayor poder que la otra y utiliza la violencia para dominarla.

Las normas aplicables son las siguientes:

-Ley N° 20.066 sobre violencia intrafamiliar, de 7 de octubre de 2005.

-Ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia, de 30 de agosto de 2004.

Ley N° 20.480, que tipifica y sanciona el femicidio e introduce una serie de modificaciones en el Código Penal y en la leyes mencionadas, de 18 de diciembre de 2010.

2.- Concepto de violencia intrafamiliar

Todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o síquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea, pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive del ofensor, su cónyuge o su actual conviviente, o bien, cuando esta conducta ocurre entre los padres de un hijo común, o sobre un menor de edad, adulto mayor o discapacitado que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.

Dicho lo anterior, supone la existencia de los siguientes vínculos:

a) Matrimonio: cónyuges o ex cónyuges.

b) Convivencia: actual o pasada.

c) Parentesco por consaguinidad: El que existe entre dos personas que descienden una de la otra o de un mismo progenitor, en cualquiera de sus grados (abuelo, padres, hijos, nietos, hermanos, primos).

d) Parentesco por afinidad: El que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos de su marido o mujer (cuñados, suegros, yernos, nueras) Implica la existencia de un matrimonio y no desaparece con la muerte de uno de los que le dieron origen.

e) Padres de un hijo en común: que no sean ni cónyuges ni convivientes.

f) Cuidado y protección respecto de la víctima menor de edad, adulto mayor o persona con discapacidad.

3.- Garantías que otorga la ley

Considera el delito de maltrato habitual que sanciona la violencia psíquica y física ejercida repetidamente; aumenta las sanciones por este tipo de conductas; aumenta en un grado las penas de cárcel en caso de lesiones causadas por violencia intrafamiliar; otorga mayores garantías de obtener protección para quienes denuncien maltratos, así como la obligación del agresor de abandonar la casa; la prohibición de que se acerque a la víctima, a su casa o a su lugar de trabajo, así como, a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente; la obligación de asistir a terapia; y la facultad concedida a las policías para incautar al agresor toda clase de armas, aunque tenga autorización para tenerlas.

La infracción de algunas de las medidas anteriores, puede acarrear sanción penal o arresto hasta por 15 días para el ofensor. 

4.- Ante quién se denuncia un caso de violencia intrafamiliar. 

Se puede denunciar ante Carabineros e Investigaciones, quienes remitirán la denuncia al juzgado de familia que corresponda, pero además se puede recurrir directamente a éste. Luego, de la interposición de la denuncia se da inicio al juicio por violencia intrafamiliar y si éstos consideran que se configura el delito de maltrato habitual, remitirán los antecedentes al Ministerio Público.

5.- Tribunales que se ocupan de la violencia intrafamiliar

-Los Tribunales de familia, cuando los actos de violencia intrafamiliar no constituyan delito sino una falta.

-El Ministerio Público, cuando los actos de violencia intrafamiliar constituyan delito, esto es, dará curso a la investigación pertinente en caso de que se trate del delito de maltrato habitual, de acuerdo a la calificación que efectúe el respectivo juzgado de familia y le remita los antecedentes.

6.- El delito de maltrato habitual

El ejercicio habitual de violencia física o síquica respecto de las personas protegidas por la ley de violencia intrafamiliar. El requisito determinante de este delito es que los actos de violencia intrafamiliar sean repetidos porque para apreciar la habitualidad el tribunal atenderá al número de actos ejecutados y a la proximidad temporal de los mismos.

7.- Sanción para el delito de maltrato habitual

La sanción varía entre los 61 a 540 días de presidio, salvo que el hecho constituya un delito de mayor gravedad, caso en que se aplica la pena asignada a éste último.

8.- Medidas de protección para las víctimas

Los tribunales de justicia con competencia en materia penal pueden adoptar medidas cautelares para proteger a la víctima, o bien, alguna de las medidas accesorias antes mencionadas, fijar su plazo de duración y prorrogarlo en caso de ser necesario.

Por su parte, el tribunal de familia que conozca de una causa por violencia intrafamiliar, debe adoptar de oficio todas las medidas necesarias para llevarlo a su término, así como, para dar protección a las víctimas de violencia intrafamiliar. El tribunal debe cautelar especialmente los casos en que la víctima está embarazada, sea una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable. Asimismo, debe considerar como situación de riesgo inminente el hecho de que un adulto mayor, dueño o poseedor de un inmueble que ocupe para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios, o bien se limite su desplazamiento en su interior, por alguno de sus parientes.

9.- Centros de atención a los que pueden recurrir las víctimas.

Existen varios centros que se especializan en recibir a víctimas de violencia intrafamiliar. Los centros de atención tienen por objetivo dar respuesta lo más pronto posible a las necesidades de los involucrados en situaciones de violencia intrafamiliar. Ellos auxilian, atienden consultas jurídicas o médicas, asesoran de acuerdo a su especialización, remiten a otras organizaciones y acogen ante hechos de maltrato
.

10.- Registro de las personas que hayan sido condenadas por violencia intrafamiliar

El Registro Civil de Identificación tiene la obligación de llevar un registro especial de las personas condenadas como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las demás resoluciones que la ley ordene transcribir.

11.- Conceptos de violencia doméstica y sus clases, Chile y Derecho comparado

La violencia intrafamiliar (VIF) en Chile, corresponde a todo maltrato que afecte a la vida o la integridad física o psíquica de la víctima. Legislaciones extranjeras regulan además aquella que menoscabe al patrimonio de la misma, con independencia de los efectos psíquicos. Se denomina “violencia patrimonial” y tiene por objeto controlar los bienes de la víctima.

Asimismo, diferentes legislaciones incorporan definiciones sobre otras formas de violencias, como lo es la violencia sexual. Legislaciones relativas a ambas clases de violencias se contemplan en Costa Rica, Panamá, Uruguay, México, Argentina y España, todas las cuales definen expresamente también, al igual que Chile, los conceptos de violencia física y psíquica.
Análisis

Se analizan los conceptos de violencia física, psíquica, patrimonial y sexual consagrados en las legislaciones de Costa Rica, Panamá, Uruguay, México, Argentina y España. En todos estos casos, las legislaciones han definido expresamente estas especies de violencia. Sin embargo, los conceptos presentan diferencias en sus elementos constitutivos y, por tanto, en los requisitos para su configuración.

-Conductas que constituyen Violencia intrafamiliar. Regulación en Chile

La Ley N° 20.066 de Violencia Intrafamiliar
 establece en su artículo 5°, los tipos de actos que constituyen VIF, señalando que: “Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica...”. 

De la norma se desprende que el maltrato constitutivo de VIF es aquel que afecta:

-La vida de la víctima;

-La integridad física, por conductas que generan algún tipo de lesiones; y

-La integridad psíquica, es decir, perjuicios a la salud psicológica, por medio de menoscabar, degradar controlar a la víctima utilizando intimidación, manipulación, amenazas, humillación, aislamiento.

De manera que, el actual ámbito de aplicación de la Ley, VIF no considera explícitamente a la violencia patrimonial ni la sexual como un tipo de violencia intrafamiliar.

Lo que la Ley VIF contempla es el establecimiento de la obligación del condenado por violencia intrafamiliar a pagar a la víctima los perjuicios patrimoniales ocasionados con motivo de sus actos, incluyendo “la reposición en dinero o en especie de bienes dañados, destruidos o perdidos” (artículo 11).

Sin embargo, la ley no considera explícitamente los perjuicios o daños patrimoniales ni sexuales dentro de los tipos de violencia que establece el artículo 5 ya señalado
.

-Conceptos de violencia física

La generalidad de los países analizados consagran definiciones expresas sobre los conceptos de violencia física. Constituye, por tanto, una de las formas habituales de violencia doméstica.

Como se detalla en la tabla 1, los elementos presentes en las definiciones son los siguientes:

-Conducta

Los países analizados presentan diferencias en relación a la naturaleza de las conductas que se estiman constitutivas de violencia física, así como también en relación a su descripción.

Naturaleza. La naturaleza de las conductas sancionadas no es uniforme en los países analizados. Por una parte, algunos países definen el concepto en términos de “cualquier acto” (México y España). Por otro lado, están los conceptos que incorporan expresamente los supuestos de omisión. Este es el caso de Costa Rica y Uruguay. Finalmente, se encuentran las legislaciones que omiten referencia a la naturaleza activa u omisiva. Tal es el caso de Panamá y Argentina.

Descripción. A diferencia de la naturaleza activa u omisiva, los países analizados presentan mayor uniformidad en la descripción de la conducta. En general, se omite la utilización de verbos que describan las acciones constitutivas de violencia física. En este sentido, la descripción se limita a señalar la naturaleza del comportamiento, unido al resultado dañoso que acarrea.

La excepción viene dada por Panamá, que define a la violencia física en términos de “uso de la fuerza o la coerción”, agregando la finalidad que la misma posee, así como también los sujetos en contra de quienes se dirige.

-Culpabilidad

En general, las definiciones no precisan si la violencia requiere o no de intencionalidad. Ella puede inferirse en ciertas definiciones, como en el caso de Panamá, donde el concepto señala que ella se despliega “para lograr que ésta haga algo que no desea o deje de hacer algo que desea”. Los restantes conceptos suelen definirse en términos causales.

-Resultado

El resultado de la conducta ha sido señalado de manera diversa en los países analizados. Algunas definiciones requieren una afectación material del cuerpo (Uruguay). En otros casos, la violencia se satisface con la sola exposición al riesgo. Ello ocurre en Costa Rica, Argentina y España. Finalmente, otros países carecen de precisiones acerca de resultados dañosos (Panamá).

Tabla 1. Conceptos legales de violencia física

	Costa Rica

	Panamá

	Uruguay

	México

	España

	Argentina


	Acción u omisión que arriesga o daña la integridad corporal de una persona.
	El uso de la fuerza o la coerción, por parte del agresor o de la persona agresora, contra la víctima sobrevinien-te, para lograr que ésta haga algo que no desea o deje de hacer algo que desea por encima de sus derechos.
	Acción, omisión o patrón de conducta que dañe la integridad corporal de una persona.
	Cualquier acto que infringe daño, usando la fuerza física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, externas o ambas.
	Incluye cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de la mujer, con resultado o riesgo de producir lesión física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. 
	La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra forma de maltrato agresión que afecte su integridad física.


-Conceptos de violencia psicológica

Junto a la violencia física, los países analizados definen en términos expresos el concepto de violencia psicológica. Se trata de un concepto relevante, dado que otros tipos de violencia -como la económica o patrimonial- generarán efectos psicológicos y, por ende, pueden ser consideradas una manifestación de esta clase de violencia.

Como se observa en tabla 2, los elementos presentes en los conceptos son los siguientes 

-Conducta

La naturaleza y descripción de las conductas son las siguientes:

-Naturaleza. La generalidad de las definiciones comprenden supuestos activos y omisivos. En casi todos los casos de manera expresa. En el caso español, puede comprenderse al definir el comportamiento como “toda conducta”. Asimismo, en Argentina ella puede inferirse dado que los resultados dañosos pueden generarse por la vía de acciones u omisiones. 

-Descripción. Las conductas referidas, en general, suponen la utilización de cláusulas sobre afectación de la estabilidad o salud psicológica. A vía ejemplar, este es el caso de Costa Rica, Panamá, Uruguay y Argentina. En tales casos, esta cláusula permite comprender otras conductas señalados a vía ejemplar. Tales descripciones comprenden, entre otras acciones, intimidación, manipulación y amenaza, directa o indirecta.

-Culpabilidad

Los países no señalan expresamente supuestos de culpabilidad. Ellos sólo pueden desprenderse de determinadas expresiones, utilizadas para describir las conductas sancionables. Así ocurre con expresiones como la negligencia, abandono, descuido reiterado (México), menosprecio al valor personal (Panamá), o en la medida que el comportamiento pueda ser calificado como una “conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal”.

-Resultado

El resultado ha sido señalado en las diferentes definiciones acerca de violencia sexual. En general, se contempla la degradación o el control de acciones y comportamientos. En algunos casos, se especifica la intensidad a la que pueden llegar estas conductas. Así, por ejemplo, en el caso de México, se especifica que ellas “pueden conllevar a la victima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio”.

Tabla 2. Conceptos legales de violencia psicológica

	Costa Rica
	Panamá
	Uruguay
	México
	España
	Argentina

	Acción u omisión destinada a degradar o controlar las acciones, comporta-mientos, creencias y decisiones de otras personas, por medio de intimida-ción, manipula-ción, amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal.
	Toda acción u omisión que realiza una persona contra otra, destinada a coaccionar, degradar o controlar las acciones, comportamientos, creencias, sentimientos o decisiones de personas a quienes es aplicable esta ley. Se manifiesta por medio de la intimidación, manipulación o amenaza directa o indirecta, vigilancia permanente, hostigamiento, acoso o menosprecio al valor personal, destrucción de objetos apreciados por la persona, privación del acceso a la alimentación, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación y el desarrollo personal.
	Toda acción u omisión dirigida a perturbar, degradar o controlar la conducta, el comportamiento, las creencias o las decisiones de una persona, mediante la humillación, intimidación, aislamiento o cualquier otro medio que afecte la estabilidad psicológica o emocional.
	Cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir en negligencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales pueden conllevar a la victima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio.
	Toda conducta, verbal o no verbal, que produzca en la mujer desvalori-zación o sufrimiento, a través de amenazas, humilla-ciones o vejaciones, exigencia de obediencia o sumisión, coerción, insultos, aislamiento, culpabiliza-ción o limitaciones de su ámbito de libertad, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, tendrán la consideración de actos de violencia psicológica contra la mujer los ejercidos por hombres en su entorno familiar o en su entorno social y/o laboral.
	La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación aislamiento. Incluye también la culpabiliza-ción, vigilancia constante, exigencia de obediencia sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridiculización, explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación.


Conceptos comparados de violencia patrimonial

Para Mouradian
, la violencia patrimonial puede ser considerada una subcategoría de la violencia psicológica, especialmente porque genera los mismos perjuicios en la víctima. Sin embargo, la diferencia entre ambas radica en que el control patrimonial implica para la víctima, finalmente, dependencia del victimario. Se pretende aislar a la víctima de otras personas, generando un círculo de relación con el abusador.

Se sostiene que los agresores “alargan el brazo del control hasta donde otras formas de violencia no alcanzan a llegar” para asegurar la permanencia de la mujer en las condiciones que determina el agresor 
.

Para ilustrar cómo ha sido definida legalmente la violencia patrimonial en algunos países, a continuación se indican las definiciones legales adoptadas por las leyes de violencia doméstica de Costa Rica, Panamá, Uruguay, México, Argentina y España, sin que ello necesariamente constituya una tendencia internacional.

Las definiciones comparadas permiten desprender los siguientes elementos:

-Conducta

La conducta considerada violencia puede analizarse, tanto en función de su descripción, como de su naturaleza activa u omisiva.

-Naturaleza. Las conductas de violencia económica o patrimonial pueden desarrollarse tanto a través de acciones como de omisiones. Por ello, la mayor parte de las legislaciones comparadas comprenden ambas hipótesis de manera expresa. Distinto es el caso de la Ley 
Nº 26.485 de Argentina y de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de España, sobre medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género, que carecen de referencias acerca de supuestos omisivos.

-Descripción. Tanto Costa Rica, como Panamá y Uruguay comparten referencias al daño, transformación, sustracción, destrucción, distracción y retención que pueden sufrir los objetos. Este último país agrega también el ocultamiento. La mayoría de estas conductas son también consideradas en la legislación mexicana.

En el caso de Argentina, las hipótesis comprenden: “perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes, pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida”. Por su parte, España se limita a referirse a la privación, que además debe ser injustificada e intencional, así como también a la discriminación en el uso de recursos compartidos.

-Culpabilidad

No todas las definiciones hacen referencia a la culpabilidad del sujeto. En este sentido, no precisan si la configuración requiere intencionalidad (dolo) o se satisface con la negligencia. Sólo lo señala expresamente Panamá. España se refiere a ella al señalar que la privación debe ser intencional. En otros casos, puede desprenderse.

En efecto, este es el caso de Uruguay, al precisar que la acción debe estar “destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona”. También es el caso de Argentina, que define la violencia como aquella “que se dirige a ocasionar un menoscabo”.

-Bienes 

Los bienes sobre los que recae la violencia son señalados en las diferentes legislaciones. Pueden analizarse según su naturaleza y propiedad:

-Naturaleza. En el caso de Panamá y Costa Rica, se señalan elementos idénticos, con la sola diferencia que en el primer caso se agrega el concepto de valor y se señala, además, que los recursos deben estar orientados a satisfacer las necesidades básicas. Comprenden, en general, objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, derechos y recursos económicos. Uruguay comprende la mayoría de dichos elementos, pero excluye los objetos y derechos. Una enumeración similar ha sido consagrada en Argentina. México, por su parte, se refiere a los “objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos”. Una técnica de enumeración o listado no ha sido seguida en España, que se limita a consagrar un concepto amplio de “recursos para el bienestar físico o psicológico de la mujer y de sus hijas e hijos”.

-Propiedad. Un aspecto diverso es el patrimonio dentro del cual se integran los bienes señalados por las definiciones. Algunas legislaciones comprenden los bienes pertenecientes a ambos cónyuges (Costa Rica, Panamá y España), mientras que otras se refieren expresamente a los bienes de la mujer (Argentina). Finalmente, hay países que no precisan la propiedad (Uruguay) 
.

-Resultado

El resultado sancionable no ha sido considerado en todos los países analizados. Sin embargo, sí ha sido señalado expresamente en algunos países. Este es el caso de México, al señalar que las conductas punibles corresponden a “cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima”. En otros casos, la violencia deberá “coaccionar la autodeterminación de otra persona” (Uruguay).

Tabla 3. Conceptos legales de violencia patrimonial

	Costa Rica
	Panamá
	Uruguay
	México
	España
	Argentina

	La acción u omisión que implica daño, pérdida, transforma-ción, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, instrumen-tos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o recursos económicos destinados a satisfacer las necesidades de alguna de las personas menciona-das en la definición de violencia doméstica.
	La acción u omisión dolosa que implica daños, transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, derechos u otros recursos económicos destinados a satisfacer las necesidades básicas de las personas comprendidas dentro del artículo 3 de dicha ley. 
	Toda acción u omisión que con ilegitimidad manifiesta implique daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamien-to o retención de bienes, instrumen-tos de trabajo, documentos o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeter-minación de otra persona. 


	Incluye cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima, se manifiesta en la transforma-ción, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la violencia.
	Incluye la privación intencionada, y no justificada legalmente, de recursos para el bienestar físico o psicológico de la mujer y de sus hijas e hijos o la discrimina-ción en la disposición de los recursos compartidos en el ámbito de la convivencia de pareja.
	La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los recursos económicos o patrimonia-les de la mujer, a través de la perturba-ción de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes, pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimonia-les


Conceptos comparados de violencia sexual

Las leyes relativas a la protección de violencia doméstica y/o de género ya analizadas incorporan también nociones referidas a otras clases de violencia, como la sexual. A continuación se analizan los conceptos legales de violencia sexual consagrados en Costa Rica, Panamá, Uruguay, México, Argentina y España. 

Las definiciones comparadas permiten desprender los siguientes elementos:

-Conducta

La naturaleza y descripción de las conductas son:

-Naturaleza. Las legislaciones analizadas sólo comprenden hipótesis activas para la comisión de violencia sexual. No obstante, también puede considerarse la posibilidad de comprender situaciones omisivas, por ejemplo, en la medida que la víctima sufra una agresión sexual ante la pasividad del autor
. Situación que, en algunos casos, puede configurar una comisión impropia, conocida también como comisión por omisión.

-Descripción. Son formas comunes el uso de la fuerza, intimidación, coerción, manipulación, amenaza o cualquier mecanismo que anule la voluntad. Ellas son señaladas en Costa Rica, Panamá y Uruguay. Sin embargo, algunos países agregan formas especiales. Este es el caso de Panamá y Costa Rica, que incorporan el chantaje y soborno. Panamá además agrega las sustancias o drogas.

La descripción en México es diversa, dado que se limita a “cualquier acto”, seguido del resultado que la conducta supone. Argentina, por su parte se refiere a la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital. Posteriormente agrega que ella puede desarrollarse a través de “amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres”.

En España, la referencia se realiza en términos de “cualquier acto de naturaleza sexual forzada por el agresor o no consentida por la mujer”. Posteriormente, se refiere a la fuerza e intimidación, pero sólo a vía ejemplar, así se desprende de la expresión “abarcando”. 

-Culpabilidad

En general, las conductas de violencia sexual sólo pueden ejecutarse intencionalmente. Por ello, suelen omitir los supuestos de negligencia o culpa.

-Afectación

La afectación exigida por las conductas ha sido consagrada de manera diversa en los países analizados. Algunos requieren la anulación o limitación de la voluntad (Panamá y Costa Rica), mientras que otros exigen la afectación de la libertad sexual (Uruguay). En el caso de México, se trata de una acción que “degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad del receptor de violencia”. Finalmente, Argentina señala una “vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva”.

Tabla 4. Conceptos legales de violencia sexual

	Costa Rica
	Panamá
	Uruguay
	España
	México
	Argentina

	Acción que obliga a una persona a mantener

contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras

interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, intimidación,

coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier

otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal.

Igualmente, se considerará violencia sexual el hecho de que la persona agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos

actos con terceras personas.
	Acción que obliga a una persona, mediante el uso de la fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza, uso de sustancias o drogas o cualquier otro mecanismo que afecte su voluntad, a participar en interacciones sexuales que por sí mismas no constituyen necesariamente delitos contra el pudor y la libertad sexual.

Igualmente, se considera violencia sexual que la persona agresora obligue a la persona agredida a realizar algunos de estos actos con terceras personas o a presenciarlos. 
	Toda acción que imponga o induzca comportamientos sexuales a una persona mediante el uso de: fuerza, intimidación, coerción, manipula-ción, amenaza o cualquier otro medio que anule o limite la libertad sexual. 
	Incluye cualquier acto de naturaleza sexual forzada por el agresor o no consentida por la mujer, abarcando la imposición, mediante la fuerza o con intimidación, de relaciones sexuales no consentidas, y el abuso sexual, con independen-cia de que el agresor guarde o no relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco con la víctima.
	Cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad del receptor de violencia y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía del generador de violencia hacia el receptor de la violencia.
	Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimida-ción, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de paren-tesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explota-ción, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres.


III. DESCRIPCIÓN DE LOS PROYECTOS

Esta Secretaría, con el propósito de facilitar el estudio y la tramitación de los proyectos, los agrupa por materia, según propongan modificaciones respecto de:

1.- El deber del Estado de proponer políticas públicas sobre la violencia intrafamiliar; 

2.- El concepto de violencia intrafamiliar; 

3.- La ampliación del sujeto pasivo de violencia intrafamiliar;

4.- El fortalecimiento de las medidas de protección a las víctimas; 

5.- El endurecimiento de las sanciones, y

6.- Los que dicen relación con normas de procedimiento

A.-Proyectos relativos al deber del Estado de proponer políticas públicas sobre la materia, con el objeto de prevenir y asistir en materia de violencia familiar: proponen modificaciones en el artículo 3 de la ley N° 20.066

1.- Boletín 4106-18: De los ex Diputados (as) señora Caraball y señores Sánchez y Palma.

Propone, sustituir la frase: “en especial contra la mujer y los niños”, por la frase: “sea que se trate de mujeres, hombres, niñas, niños o adolescentes”, con el propósito de incorporar, de modo expreso, a los hombres, adolescentes y niñas dentro de los sujetos protegidos por la disposición.

2.- Boletín 4936-18: de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio 

- Propone incorporar en la letra c), referido al deber del Estado de desarrollar políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar, la frase y “para apoyar y proteger a las víctimas de ella”.

-Propone promover la creación, a nivel comunal y regional, de Comités de Coordinación, con el objeto de abordar en forma integral y conjunta las políticas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar y agilizar la respuesta de las instituciones públicas y la comunidad.

- Incorpora una evaluación por parte del SERNAM de la eficacia de las normas vigentes, en el plan nacional de acción que deberá formular al Presidente de la República.

3.- Boletín 7314-18: de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.

Propone sustituir la frase: “en especial contra la mujer y los niños”, por la frase: “sea que se cometa en contra de mujeres, hombres, niños, niñas o adolescentes, teniendo especial consideración la violencia de género en contra de las mujeres, cualquiera fuese su edad”, con el propósito de individualizar de mejor manera los sujetos de protección del Estado.

4- Boletín 7566-18: de los diputados (as) Barros, Estay, Kast, Molina, Recondo, Sandoval, Urrutia y Zalaquett y el ex diputado García-Huidobro.

 Propone incorporar a los Servicios Nacionales de Menores y Adulto Mayor en el desarrollo de las políticas públicas relativas a atenuar los efectos sufridos por las personas víctimas de violencia intrafamiliar.

B.-Proyectos que proponen modificaciones en el artículo 5° de la ley sobre Violencia Intrafamiliar, ampliando su ámbito de aplicación.

1) En cuanto amplían el concepto de violencia intrafamiliar

-Boletín 7314-18: de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio


Propone modificar el artículo 5 del siguiente modo:

-Por una parte amplía las formas de afectación constitutivas de violencia intrafamiliar agregando la integridad sexual y patrimonial.

-Define conceptos de maltrato físico, psicológico, sexual y patrimonial.

2) En cuanto amplían al sujeto pasivo de violencia intrafamiliar

-Boletín 5093-18: De los ex diputados señores Errázuriz y Palma.


 Propone incorporar como víctima de violencia intrafamiliar a la nueva pareja, ya sea éste cónyuge o conviviente, de una persona que ha sido cónyuge o conviviente del ofensor, es decir, respecto de quien haya tenido con el ofensor una relación actual o pasada de matrimonio o convivencia.

-Boletín 5235-18: De la Diputada señora Rubilar

Propone incorporar a las ex parejas, entendiendo por pareja aquella relación que no es matrimonio ni convivencia, 

-Boletín N° 7314-18.- De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio 

Modifica los grados de parentesco que requieren tener los sujetos para estar dentro del ámbito de aplicación de la violencia intrafamiliar, indicando que será hasta el cuarto grado inclusive (los primos).

C. Proyectos que fortalecen medidas de protección a las víctimas (proponen modificaciones en diferentes normas)

-Boletín 4106-18: De los ex Diputado (as) señora Caraball y señores Sánchez y Palma)

Pretende intercalar en el artículo 15 de la ley VIF, entre las palabras “medidas” y “cautelares”, la frase “de protección”, con el objeto de recalcar el sentido de las medidas que adopta el tribunal.

-Boletín 4936-18: De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.

-Propone incorporar un nuevo párrafo 2º en la ley VIF denominado “De las medidas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar”, compuesto de tres artículos (5°bis, ter y quater), con el objeto de entregar competencia al tribunal en lo penal, pare que de oficio o a solicitud de alguna de las víctimas o de cualquier persona en su nombre, dicte una orden de protección cuando exista una situación de riesgo de sufrir un maltrato constitutivo de actos de violencia intrafamiliar; igualmente, precisa el concepto de situación de riesgo inminente y dictas normas sobre aspectos relativos a la asistencia social y protección a las víctimas; impone al condenado la obligación de financiar un sistema de alarma o comunicación destinada a la protección de la víctima.

-Elimina el actual artículo 7 referido a la situación de riesgo, toda vez, que incorpora en el nuevo párrafo señalado, el mismo concepto. 

-Boletín 5292-18 De los diputados (as) señores (as) Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) señores (as) Alvarez, Cubillos, Forni y Uriarte.

Propone, con el objeto de dar concordancia al artículo 10 inciso primero de la Ley de Violencia Intrafamiliar, agregar en el artículo 94 de la Ley de Tribunales de Familia que tratándose de lo primera vulneración a las medidas cautelares o accesorias decretadas, el tribunal impondrá como medida de apremio lo reclusión nocturna por 3 fines de semana consecutivos.

-Boletín 5293-18: De los diputados (as) señores (as) Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) señores (as) Alvarez, Cubillos, Forni y Uriarte.

Propone, sancionar en la ley VIF con 3 fines de semana consecutivos, la primera vulneración a las medidas cautelares o accesorias decretadas.

-Boletín 5294-18 De los diputados señores Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) Alvarez, Cubillos, Forni, y Uriarte

Propone que se modifique el artículo 92 de la Ley de Tribunales de Familia, señalando que las medidas cautelares puedan decretarse por todo el proceso mientras se mantengan las circunstancias que las motivaron, previo informe del consejo técnico en donde se acredite la ausencia total de presión o amenaza.

-Boletín 7314-18 De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio).

Respecto a la medida de prohibición de acercarse a la víctima, se propone que ésta incluye no sólo el acercamiento físico, sino también el efectuado por medios electrónicos o telefónicos. Además se propone que el juez pueda ordenar que el denunciado o demandado porte brazalete electrónico para detectar el incumplimiento de orden de no acercamiento. En caso de incumplimiento se impondrá arresto hasta por quince días, y si se reitera el incumplimiento, se podrá aumentar al doble.

D.-Proyectos relativos a las sanciones 

-Boletín 4106-18: De los ex Diputado (as) señora Caraball y señores Sánchez y Palma)

Propone que se modifique la expresión del artículo 6 “que no constituyan delito” por la frase “constitutivo de falta”, con el objeto de que esa expresión no sea malentendida por la ciudadanía y suponga que algunos actos violentos no son sancionados.

-Boletín 5293-18: De los diputados (as) señores (as) Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) señores (as) Alvarez, Cubillos, Forni y Uriarte.

Incorpora la condición de que para apreciar la habitualidad del delito de maltrato habitual, el ofensor hubiera sido condenado por una sentencia penal anterior. Además elimina la expresión “o condenatoria” en la parte final del inciso 2 del artículo 14.

-Boletín 5569-18: De los Diputados (as) señores (as) Araya, Goic, Ojeda, Pascal, Sabag, Sepúlveda y Venegas y los ex diputados señores Díaz Del Río, Olivares y Mulet.

Propone modificar la Ley de Violencia Intrafamiliar, estableciendo una inhabilidad sobreviniente en el sentido de quienes sean condenados como autores de violencia intrafamiliar, sean inhábiles para desempeñar cargos públicos.

-Boletín 5979-18: De los diputados (as) señores (as) De Urresti Longton, Díaz, Jiménez, Pacheco y Saa y los ex Diputados señores Chahuán, Enríquez- Ominami Gumucio y Escobar.

También propone establecer la inhabilidad para desempeñar cargos públicos, por haber sido condenado por delito contemplado en la ley de violencia intrafamiliar. Sin embargo, se propone modificar la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, la Ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, La Ley 
N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la Ley N° 18.840 Orgánica Constitucional del Banco Central y Código Orgánico de Tribunales.

-Boletín 6001-18: De los diputados (as) señores (as) Arenas, De Urresti, Díaz, Muñoz, Vallespín y Tarud y los ex diputados señores Quintana y Rossi.

Amplía causal de indignidad para suceder, contemplada en el artículo 968 del Código Civil, respecto de personas que sean condenadas por violencia intrafamiliar.

-Boletín 7314-18: De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.

a) Propone que se sustituya la palabra delito por la frase ilícito penal.

b) Respecto al monto de la multa una vez sancionado por violencia intrafamiliar, se propone que el monto que puede ser actualmente de media a 15 UTM, pueda incrementarse hasta 30 UTM, atendida la situación económica del agresor.

c) Propone que la pena establecida para el delito de maltrato habitual, que actualmente es sancionado con presidio menor en su grado mínimo, -salvo que el hecho sea constitutivo de un delito más grave-, se aumente y se señale que sea en sus grados mínimo a medio. 

d) Propone que cuando se cometa un ilícito producto de violencia intrafamiliar, no sean consideradas como circunstancias atenuantes el obrar por estímulos tan poderosos que naturalmente hayan producido arrebato u obcecación; la conducta anterior del delincuente haya sido irreprochable, o que haya procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias.

e) Por último propone que se modifique la aplicación de la circunstancia atenuante del artículo 11 número 6 del Código Penal, que se refiere a la conducta irreprochable anterior, en los casos que el acusado haya ejercido anteriormente actos de maltrato en la víctima o parientes por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o colateral hasta el tercer grado inclusive, o cercanos.

f) Que el juez pueda ordenar que el denunciado o demandado porte brazalete electrónico para detectar el incumplimiento de orden de no acercamiento. En caso de incumplimiento se impondrá arresto hasta por quince días, y si se reitera el incumplimiento, se podrá aumentar al doble. 

g) En caso de incumplimiento reiterado de las medidas cautelares, el juez puede aplicar hasta el doble de las medidas de apremio contempladas (actualmente son 15 días).

E.-Proyectos relacionados con el procedimiento propiamente tal

Boletín 5294-18 De los diputados señores Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) Alvarez, Cubillos, Forni, y Uriarte.

Propone que se modifique el artículo 92 de la Ley de Tribunales de Familia, señalando que las medidas cautelares puedan decretarse por todo el proceso mientras se mantengan las circunstancias que las motivaron, previo informe del consejo técnico en donde se acredite la ausencia total de presión o amenaza. 

-Boletín 6057-18 De los diputados (as) Arenas, Barros, Cristi, Isasi, Nogueira, Turres y los ex diputados (as) Alvarado, Cubillos, Masferrer y Rojas)

Propone crear una acción popular para los casos de violencia intrafamiliar, donde cualquiera persona interesada, con fundamento plausible, y sin ser víctima directa de la violencia comparezca ante tribunal competente para interponer acción en contra del agresor.

-Boletín 7314-18: De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio. 

Propone lo siguiente:

a. Que en la audiencia preparatoria se fijen los hechos a probar en los casos en que se deban fijar alimentos, relación directa y regular de los hijos o cuidado personal de los mismos.

b. Que en el artículo 17, que se refiere a las condiciones para la suspensión del procedimiento, se agregue entre las palabras “suspensión” y “del” la palabra “condicional”, las dos veces que aparece en el texto, con el objeto de brindar una interpretación sistemática del ordenamiento jurídico.

c. Que en el artículo 98, a propósito de los efectos de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia, después de la expresión “sentencia” se agregue la palabra “condenatoria”. Además se propone se agregue que no procederá en ningún caso que en ese estado de la causa, se reabra el procedimiento y se cite a juicio, todo ello, en cuanto precisar los efectos de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia.

d. Se propone que en el artículo 99 se sustituya la frase “la persona denunciada o demandada” por “el denunciado o demandado”.

Además se señala que el tribunal además remitirá los antecedentes al Ministerio Público, para que deduzca acción conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, en caso de revocación de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia.

IV. INTERVENCIONES ANTE LA COMISIÓN

- Señora Natasha García Rojas, Jueza Presidenta del Tribunal de Familia de San Fernando; la señora Constanza Belloni Gil, Juez (S) de Peralillo, y el señor Oscar Guzmán Jara, Juez de Familia de Santa Cruz.

Como primer acercamiento al tema, manifestaron que su exposición estaría centrada en los principales nudos en la aplicación de la ley de violencia intrafamiliar (Ley N° 20.066) en sus jurisdicciones 

Señalaron en primer lugar, que la prevalencia de causas de violencia intrafamiliar en la región es bastante alta, varía entre un 20% de los ingresos por año. En razón de estas cifras, en sus tribunales se han implementado medidas especiales para hacer frente a esta demanda, destinando días y salas especiales para audiencias de violencia intrafamiliar.

Expresaron que los usuarios son de sectores rurales y semirrurales y de estratos socioeconómicos bajos con alto grado de alcoholismo y drogadicción y bastante lejanía entre un sector y otro, condiciones que redundan muchas veces en la generación de violencia intrafamiliar, y una vez que ésta ya existe y se pone en conocimiento del Tribunal competente, en la dificultad para cumplir las resoluciones judiciales.

Manifestaron que un fenómeno que se observa mucho en sus jurisdicciones es la retractación de la víctima, y muchas de las denuncias que se realizan no son conocidas debido al tiempo que transcurre entre que se presenta y se produce la primera audiencia, esto redunda en que muchas veces las partes no se presentan a la primera a ésta, estando debidamente notificadas. Respecto de las notificaciones, acotaron, por las dificultades de acceso y distancia geográfica, se recurre a Carabineros para la práctica de la notificación que la ley exige.

Explicaron que para condenar por violencia intrafamiliar debe acreditarse el maltrato y el daño que ésta provocó en la víctima, no basta el hecho por sí solo sino también otros elementos subjetivos. Para la acreditación de estas circunstancias se apoyan en los hospitales y consultorios, generándose otro nudo importante: las redes disponibles no dan abasto porque atienden también a personas que no están judicializadas. 

Agregaron que otro problema es el control del cumplimiento de las medidas en el caso de la suspensión condicional del procedimiento, las partes dejan de asistir sea por la falta de recursos o la lejanía física, por lo tanto esta clase de medida no tiene ningún efecto práctico para resolver el conflicto.

Consultados sobre la existencia de convenios con universidades de la zona o programas especiales en las municipalidades u otras instancias para la atención de los usuarios de violencia intrafamiliar, indicaron que existe un programa especial del Sernam para hombres agresores, pero por la lejanía física entre los sectores es muy difícil que las partes asistan a ellos, agregaron que este programa se realiza en la capital regional, Rancagua, y por la falta de recursos las partes no asisten.

En cuanto a las medidas que se podrían adoptar para facilitar la tramitación de estas causas, como asimismo, brindar la debida protección a las víctimas, en concreto, de qué manera se puede avanzar para resolver estos nudos y homogenizar las normas para su correcta aplicación, señalaron que los principales problemas que observan son la falta de dotación de carabineros, personal especializado y destinado para las partes de un juicio de violencia intrafamiliar y asistencia jurídica para éstas. Agregaron que un punto importante para el procedimiento sería ampliar las formas de notificación a medios digitales.

Manifestaron que la red de apoyo médico legal, distinta a la red asistencial para la población en general, destinada para las partes en esta clase de juicio, por un tema de recursos es difícil de crear, pero la realidad indica que es del todo necesario. Los invitados concordaron con el punto y agregaron que no es que las redes asistenciales no cumplan con la colaboración que ellos solicitan, y precisamente por eso estiman que esa buena voluntad es la que debe potenciar a través de protocolos de procedimientos claros y especialización del personal de las redes ya existentes.

- Señora Carolina Schmidt Zaldívar, Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer quien asistió acompañada por las abogadas señoras Andrea Barros Iverson, Jefa del Departamento de Reformas Legales y Susan Ortega Herrera.

Respecto de la agenda sobre violencia intrafamiliar explicó que el Servicio ordenó un estudio junto al Ministerio Público para ver las principales dificultades en la tramitación de estas causas; agregó que se está trabajando conjuntamente con jueces de familia, para presentar propuestas en un plazo próximo (mes de diciembre), sea en forma de proyecto de ley o indicación, dependiendo del estado de avance de los proyectos que trata actualmente la Comisión, y buscar la forma más expedita para su tramitación y respetar con ello el trabajo parlamentario.

Destacó las áreas que se están estudiando en la materia: la inclusión de las acciones omisivas en la definición de violencia intrafamiliar, la violencia en el pololeo, la definición de maltrato habitual, el fortalecimiento de las medidas cautelares, las salidas alternativas, perfeccionamiento en el procedimiento penal y en el anonimato de la denuncia.

- Señora Marcia Raimann Vera, General Directora de la Dirección de Protección Policial de la Familia (DIPROFAM), quien asistió acompañada por la Capitán Loreto de la Cerda Paredes, Ayudante de la General Raimann y el señor Patricio Muñoz, Asesor Jurídico de DIPROFAM.

Explicó que de un total de 122.079 denuncias que se registraron a nivel nacional (según Subsecretaria de Prevención del Delito), Carabineros de Chile es el ente que más registra denuncias por Violencia Intrafamiliar, alcanzando para el año 2011, un total de 121.258, lo que representa un 99.3% del total.

En relación a las denuncias, señaló que éstas han crecido en el mismo periodo un 30,6%. En cuanto a los casos de V.I.F. han crecido en el periodo 2005-2011 un 61,4%. Sin embargo, la categoría que presenta mayor aumento son los detenidos con un 1.559,7%, acrecentándose a partir de la implementación del parte tipo V.I.F, lo anterior en base al siguiente cuadro
:
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Asimismo, explicó que en promedio durante los últimos siete años se registran 126.000 casos de violencia intrafamiliar y exhibió el siguiente cuadro donde se refleja la distribución anual y regional de estos casos:

Arica y Parinacota, Los Ríos y Aysén sobrepasan el límite de la desviación estándar del promedio para la tasa de Violencia Intrafamiliar (1.158 casos por cada 100.000 Habitantes). La Tasa anual 2011 fue de 1.002 casos por 100.000 habitantes con una desviación estándar de 156 casos. Para graficar lo anterior exhibió el siguiente cuadro:

Cuadro en página siguiente.
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REGION ARICA Y PARINACOTA 1.313 1.581 1.808 2.341 2.382 2.461 2.416

REGION TARAPACA 2.321 2.422 2.832 3.510 3.536 3.262 3.338

REGION ANTOFAGASTA 2.289 2.653 3.480 4.259 5.021 5.236 6.044

REGION ATACAMA 1.409 1.844 1.990 2.069 2.355 2.506 2.646

REGION COQUIMBO 2.656 2.931 4.078 4.775 4.673 4.631 5.052

REGION VALPARAISO 9.652 9.952 12.016 14.007 15.526 15.144 16.880

REGION LIB. BDO. O'HIGGINS 5.912 6.924 8.338 8.696 8.471 8.272 8.828

REGION MAULE 5.816 6.662 7.275 8.169 8.507 8.259 8.761

REGION BIO-BIO 12.958 13.469 16.203 17.803 19.413 17.267 20.037

REGION ARAUCANIA 6.104 7.543 8.270 8.279 7.918 8.530 9.845

REGION LOS RIOS 3.109 2.962 3.607 3.877 4.126 4.042 4.538

REGION LOS LAGOS 5.418 5.726 5.932 6.650 7.665 8.096 9.205

REGION AYSEN GRAL IBAÑEZ 776 923 976 1.077 1.203 1.214 1.203

REGION MAGALLANES Y ANT. 1.362 1.581 1.730 1.504 1.769 1.709 1.642

REGION METROPOLITANA 34.378 35.129 41.393 46.292 48.016 45.551 53.718

Total General 95.473 102.302 119.928 133.308 140.581 136.180 154.153

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, REGISTRADA

 ANUALMENTE POR CARABINEROS DE CHILE.



REGIONES DEL PAÍS:

Total de Casos


* Gráfico de Frecuencia absolutas de Casos y Tasa de Casos por cada 100.000 Habitantes, para los períodos 2010 - 2011.
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En cuanto al tipo de víctima de violencia intrafamiliar de mayor frecuencia expresó que son las mujeres, así, de un total 154.153 casos 123.769 afectaban a éstas y el daño correspondiente a esta cifra corresponde en un 2,6% a Lesiones M/Graves o Superior; un 42,2% a lesiones leves y un 55,2% a daño sicológico.

En el caso de los femicidios, agregó que éstos presentan una leve tendencia a la baja y estandarización en el periodo 2008-2011. La mayor frecuencia de femicidios es cometida en primer lugar por el conviviente y en segundo lugar por el cónyuge. Exhibió al respecto el siguiente cuadro:
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Respecto de las medidas de protección, manifestó que Carabineros de Chile diligencia anualmente un promedio de 37.100 medidas adoptadas por los órganos jurisdiccionales (Juez Garantía, Juez de Familia) y Fiscales en virtud a infracciones constitutivas de violencia intrafamiliar. Sobre el particular enseñó el siguiente cuadro:
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Expresó que se estima que un medio de vigilancia (2 Carabineros y 1 vehículo sedan), demoran 58,7 minutos para el cumplimiento de una Medida Cautelar o de protección, originadas por Violencia Intrafamiliar y que para el cumplimiento del total de las medidas llevadas a cabo durante el 2011 (45.301), se necesitaron más de 5.663 Carabineros con turnos de 8 horas exclusivo para el cumplimiento de estas medidas y más de 44.319 Horas de Vehículo. El costo asociado al cumplimiento de Medidas Cautelares (originadas por Violencia Intrafamiliar) cumplidas por Carabineros de Chile durante este año asciende a $566.262.500.-

- Señor Maximiliano Castro Herrera, Subcomisario Jefe del Departamento de Apoyo y Acción Comunitaria (Dacom), y el Jefe del Departamento de Planificación de la Jefatura Nacional de Delitos contra la Familia (Jenafam), Comisario Maximiliano Mac-Namara Valderrama de la PDI. 

Señaló que las iniciativas son un avance que les permitirá realizar de mejor forma la protección a las víctimas y ayudará a una agilización de los procesos, siendo un aporte para la comunidad.

En cuanto a las medidas que relacionadas con el deber del Estado, indicó que favorecen la intervención, ya que potencian el apoyo a las víctimas y como la VIF es un fenómeno multicausal, es importante lograr identificar variables propias de la comuna o región a fin de intervenir de forma integral y real.

Respecto de la ampliación del concepto de VIF, incorporando la patrimonial y sexual manifestó que favorece la correcta tipificación y sus alcances, pues estadísticamente son tipos de agresión recurrentes en la dinámica propia de la VIF.

Por su parte, en cuanto a la inclusión de los medios electrónicos y telefónicos a los acercamientos que pudiere realizar un(a) agresor(a) frente a la víctima, señaló que implica una actualización lógica de los sistemas de acoso y que son los más usados a nivel de ese fenómeno.

En cuanto a la medida accesoria de inhabilidad para desempeñar cargo público a la persona condenada por VIF, manifestó que es positiva porque contribuye la erradicación del hecho, ya que es ejemplificadora, dada la altura moral y ética que un funcionario público debe explicitar en su quehacer, sin perjuicio que se considera esta propuesta una clara señal del Estado en cuanto a la importancia de la violencia intrafamiliar y que podrían generar un efecto ejemplificador en la sociedad, son decisiones que requieren ser analizadas con cautela por los efectos que podrían causar en la dinámica intrafamiliar.

- Señor Germán Núñez Romero, Juez del Tribunal de Familia de Valparaíso.

- Respecto de modificaciones propuestas, en cuanto ampliar expresamente la protección del Estado a los hombres, niñas y adolescentes, señaló que el texto actual es más inclusivo que el propuesto, porque incorpora a los adultos mayores. Consideró no ser necesario decir expresamente adolescentes, porque la Convención internacional de los Derechos del Niño, establece claramente que el término niño incluye a adolescentes.

En cuanto a promover la creación, a nivel comunal y regional, de Comités de Coordinación, con el objeto de abordar en forma integral y conjunta las políticas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar, lo considera atingente porque orienta empoderando a la sociedad respecto del conflicto. Los problemas que se observan son de orden práctico: de quién dependerán, quién las evaluará, o si tendrán alguna potestad determinada. 

Hizo presente que más importante es que esta idea sea relevante para la concepción del Ministerio Público.

Le parece atingente y necesario que una vez al año SERNAM evalúe el resultado de las políticas sociales en materia de VIF porque agrega un objetivo concreto. El problema práctico que observa es en base a qué parámetros hará dicha evaluación y el efecto de ésta.

Por otra parte, le parece atingente que se amplíe el sujeto pasivo de la VIF a quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él, o sea actualmente cónyuge o conviviente de quien haya tenido con el ofensor la relación señalada, o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente

En cuanto a otorgar acción popular para denunciar hechos de VIF, indicó que se plantea el inconveniente del concepto de denuncia seria y responsable y el compromiso que exista con ella. Agregó que es una norma similar a la que existe en materia de vulneración grave de derechos, en ese sentido el legislador utiliza la siguiente terminología “toda persona que tenga interés en ello”
.

Además hizo presente la redacción del actual art. 82 de la ley de Tribunales de Familia: “Artículo 82.- Inicio del procedimiento. El procedimiento por actos de violencia intrafamiliar podrá iniciarse por demanda o por denuncia. La demanda o denuncia podrá ser deducida por la víctima, sus ascendientes, descendientes, guardadores o personas que la tengan a su cuidado. La denuncia, además, podrá hacerse por cualquier persona que tenga conocimiento directo de los hechos que la motiven, a quien le será aplicable lo establecido en el artículo 175 del Código Procesal Penal. No obstante, la denuncia de la víctima le otorgará la calidad de parte en el proceso”.

En cuanto a categorizar el maltrato, manifestó que conceptualiza un concepto difuso y sirve de herramienta de interpretación necesaria y que no existe hasta el momento.

Respecto de la modificación que otorga al tribunal con competencia en lo penal, para que de oficio o a solicitud de alguna de las víctimas o de cualquier persona en su nombre, dicte una orden de protección en favor de aquéllas, la consideró atingente por cuanto se da una señal social. Hizo presente que es importante que esta idea sea relevante para la concepción del Ministerio Público sobre la materia.

Explicó, que en la práctica diaria ocurre que las personas denunciantes concurren a los Tribunales de Familia de forma espontánea para solicitar las medidas cautelares del artículo 72 y 92 de la Ley 19.968 (tanto en procedimientos proteccionales como por violencia intrafamiliar).

Lo anterior implica que en el mes recién pasado el Juzgado efectuó 72 audiencias las cuales se denominan como no programadas o cautelares y que se efectúan una vez que son recepcionados los antecedentes siempre que se encuentre presente la persona denunciante en la sede del juzgado.

Una vez verificada la presencia de la persona afectada ella es derivada en forma inmediata desde la atención de público (funcionario exclusivo y preferente) a su atención por parte de un consejero técnico quien en forma individual y resguardada, practica una evaluación del riesgo que sufre la persona víctima y elabora un informe profesional con su opinión acerca de la medida cautelar solicitada.

Hecho, pasa a sala tanto la persona afectada como el consejero técnico respectivo, en donde el Juez con la declaración de la parte y en base a la opinión del consejero técnico quien en audiencia asesora al referido, resuelve la pertinencia o no de otorgar la medida cautelar en los términos del artículo 72 o 92 de la ley 19.968.

En esta audiencia no está notificada la persona denunciada, y se efectúa solo con la presencia de la persona afectada. 

Estableciendo el artículo 90 en la actualidad que la única oportunidad de remitir los antecedentes al Ministerio Público por el delito de maltrato habitual es en la audiencia preparatoria o de juicio oral, se obstaculiza la posibilidad remitir desde ya la causa respectiva a la sede competente, lo que genera una pérdida de tiempo en la iniciación de la causa penal y la persecución de la responsabilidad de la persona afectada. Lo anterior se agrava a un más considerando la especial naturaleza de los conflictos de familia y la débil posición en que se encuentra la parte denunciante.

Es un hecho para ser considerado, el que evaluada la parte denunciante por un consejero técnico especializado y revisado los antecedentes que se tienen a la vista por un Juez de Familia competente, considerando la interconexión actual existente con el Servicio de Registro Civil e Identificaciones, es posible desde la recepción de los antecedentes o al comparecer a estrados la persona afectada determinar desde ya la ocurrencia del delito de maltrato habitual establecido en el artículo 14 de la ley 20.066. 

- Señora Érika Maira Bravo, Directora de la Asociación Nacional de Fiscales de Chile (A.G)

La exposición de la señora Fiscal estuvo enfocada en la atención de las víctimas de violencia intrafamiliar, las que, según explicó, son sumamente vulnerables y que requieren de una atención multidisciplinaria.

Señaló que la violencia intrafamiliar, representa un 10% del ingreso anual de causas en Fiscalía y que la dotación de personal del órgano persecutor no es suficiente para enfrentar esa demanda, lo que redunda en la calidad de atención que requiere la víctima de este delito. Explicó que la violencia intrafamiliar difiere de otros delitos por la relación especial que une (o unió) a la víctima con su agresor, es por eso que muchas veces se produce el fenómeno de la retractación, cuestión que podría evitarse ganando la confianza de la víctima y eso sólo se logra mediante una relación cercana y directa entre el fiscal a cargo y aquélla. Por otra parte, agregó, que ayudaría el hecho de poder contar durante el juicio y como medio de prueba las grabaciones de la declaración de la víctima, para poder acreditar el delito y poder perseverar a pesar del desistimiento.

Agregó que se debe reforzar el sistema actual para brindar una atención de calidad y hacer efectivas las normas que la ley establece en la materia, así señaló que se requiere de mayor claridad en la determinación del delito de maltrato habitual, atendido el traspaso de causas desde el Tribunal de Familia al Ministerio Público y mayor personal especializado para velar por el efectivo cumplimiento de las penas accesorias o suspensión condicional del procedimiento. 

- El señor Sabas Chahuán Sarrás; Fiscal Nacional y la señora María Cecilia Ramírez Guzmán, Directora de la Unidad Especializada de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar de la Fiscalía.

El señor Chahuán manifestó que la Fiscalía de Chile no ha sido ajena a la complejidad que representan los delitos de violencia intrafamiliar. Desde un primer momento, la entrada en vigencia de la Ley N° 20.066, vino a exigir de la institución que dirige una respuesta seria y decidida a los actos de esta naturaleza constitutivos de delito.

Manifestó que el Plan Estratégico Fiscalía 2015, relevó a la categoría de delito estratégico -junto a los delitos sexuales y a los ilícitos sancionados por la ley de drogas- los delitos cometidos en este contexto. Como fundamento de esta decisión se consideró el hecho que la violencia intrafamiliar constituye una realidad que cruza toda la sociedad chilena, con el consecuente efecto transgeneracional que conlleva. 

Explicó que los delitos de esta clase, pueden representar un riesgo permanente para la víctima y, en algunos casos, sus manifestaciones de menor lesividad llegar a constituir potenciales facilitadores de delitos más violentos, acabando incluso con la vida de la ofendida. Siendo así, para la Fiscalía ha resultado fundamental definir criterios que permitan efectuar una segmentación adecuada de casos, en distintas categorías, con el propósito de instaurar procedimientos estándares, basados en modelos de protección que se vinculan a la evaluación temprana de riesgo.

Agregó que para implementar estas definiciones, la Fiscalía de Chile viene realizando innovaciones con un alto compromiso humano y material a través del “Modelo de intervención inmediata a víctimas de VIF” cuyo propósito central es otorgarles a ellas una protección oportuna y efectiva, durante su participación en el proceso penal y mejorar la calidad de los términos de estas causas. Luego, puntualizó los objetivos de este modelo:

-Contactar a las víctimas de delitos constitutivos de violencia intrafamiliar dentro de 24 horas desde el ingreso de la denuncia a la fiscalía, con el fin de recoger información necesaria para evaluar el riesgo de la víctima, conocer sus expectativas y su disposición a participar en el proceso penal.

-Adoptar dentro de 48 hrs. las medidas de protección adecuadas, para aquellos casos definidos de riesgo vital/alto o medio. 

-Contribuir a mejorar la calidad de los términos de las causas de violencia intrafamiliar, considerando las necesidades de las víctimas y las características del fenómeno.

-Contribuir a disminuir los tiempos de tramitación de las causas VIF.

-Contribuir a mejorar la percepción y satisfacción de los usuarios atendidos.

Agregó que la implementación de este modelo a partir del año 2008 ha sido progresiva y a la fecha se encuentra instalado en todo el país. La evaluación del mismo por parte de los usuarios ha sido muy positiva, según encuesta de satisfacción a cargo de una consultoría externa.

Luego, señaló que durante el año 2011, ingresaron al Ministerio Público 134.658 casos en contexto VIF, lo que representa casi un 10% del total de ingresos a todo el sistema penal durante dicho año. Al comparar con el año 2010, se registra un incremento de 14,9% (117.145). 

Precisó que las categorías de delitos con mayor presencia, que en conjunto representan casi el 90% del total de ilícitos en contexto VIF, son: lesiones 73.324 (52,0%) y amenazas 52.980 (37,6%), que explican en mayor medida el incremento respecto al año 2010, ya que al comparar estas cifras se observa un incremento de 8.260 lesiones y 9.084 amenazas (12,7% y 20,7%, respectivamente). En este segmento, detalló que el porcentaje de judicialización alcanzó un 58,3% (105.729), mientras que en el año 2010, fue de 56,6% (81.433), lo que representa un aumento de 1,7%; es decir, en cifras se decretaron 24.296 salidas judiciales más que durante el año 2010.

Respecto a los términos judiciales, enfatizó, al igual que el año 2010, se concentraron, principalmente, en la suspensión condicional del procedimiento 41,4% y la sentencia definitiva condenatoria 8,8%.

Por otro lado, respecto de salidas no judiciales, manifestó que el archivo provisional fue el término más aplicado al alcanzar un 26,6% de participación (48.264), porcentaje 1,7% menor que lo obtenido de acuerdo a las cifras 2010.

En cuanto a las cifras del modelo de atención,
 agregó que durante 2011 el ingreso total de causas por delitos de violencia intrafamiliar alcanzó un universo de 134.658. De ellas, se contabilizaron 142.901 víctimas, 390 personas cada día. Manifestó que bajo esta modalidad de trabajo durante 2011 se aplicaron 119.900 medidas de protección autónomas y 28.920 medidas cautelares a casos de violencia intrafamiliar en todo el país, representando un gasto para la Fiscalía por sobre los 462 millones de pesos y que desde la implementación del modelo de intervención inmediata en 2008, su cobertura fue incrementándose territorialmente, sextuplicando el número de víctimas atendidas; de 12.886 asistencias iniciales a 77.189 personas.

Señaló que durante 2011, las 5 medidas autónomas de mayor aplicación fueron las rondas periódicas de Carabineros al domicilio de la víctima (55.875), contacto telefónico prioritario con la policía (15.242), contratación de servicio de asistencia telefónica en casos de emergencia (12.255), entrega del número telefónico del Plan Cuadrante (9.265) y elaboración de un Plan de Autoprotección con la víctima (7.969). La entrega de alarma personal, en tanto, se aplicó en 1.242 casos, mientras que las medidas que involucraron cambios de residencia a la víctima alcanzaron 1.901: Reubicación temporal en hospedaje (946), ubicación en casa de acogida (614) y relocalización (341).

Respecto de las medidas cautelares, expresó que las medidas más aplicadas durante 2011 fueron: obligación del agresor de abandonar el hogar común, prohibición de acercarse a la víctima, prohibición de porte y tenencia de armas, asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar, y presentarse en forma periódica ante la unidad policial que indique el juez y que estas medidas fueron aplicadas en 22.417 oportunidades, alcanzado el 77% del total de medidas cautelares otorgadas. Agregó que entre las otras medidas cautelares que se aplicaron fueron: arraigo (1.851), prisión preventiva (1.231), libertad vigilada (890), arresto domiciliario (736), internación provisoria en los casos de menores de edad infractores (8).

Precisó que durante el primer trimestre de 2012 se registraron 35.650 causas con marca VIF, y 37.841 víctimas. Entre enero y mayo se aplicaron 51.847 medidas de protección autónomas y 15.175 medidas cautelares y que en la aplicación de estas medidas de protección y otras de apoyo a las víctimas, tales como asistencia médica y psicológica, gastos de comparecencia a diligencias de investigación y juicio, entre enero y junio de 2012, ya supera los 187 millones de pesos. En cuanto a las cifras de muertes de mujeres y femicidio, especificó que desde el año 2007 al año 2010 el promedio de muertes ha sido de 50 mujeres al año; pero durante el año 2011 esta cifra baja a 40 casos. Sobre el particular expuso el siguiente cuadro:
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Explicó que en este gráfico se muestra la incidencia de femicidios por año, lo que permite comparar y observar la evolución del fenómeno. Las barras celestes, corresponden a las muertes de mujeres ocurridas en contexto de pareja, y las barras púrpuras, a muertes por razones de género, sin vínculo de pareja. El registro se sistematizó a partir de la información divulgada por SERNAM y distintas organizaciones de mujeres a través de la prensa y otros medios, con el fin distinguir aspectos jurídico penales claves que permitan dimensionar el problema de la violencia contra la mujer y establecer directrices de persecución y protección en función del parentesco y el móvil de los asesinatos.

Al observar las cifras absolutas de femicidios, se aprecia una disminución en el año 2011 respecto de los demás periodos. Desde el año 2007 al año 2010 el promedio de muertes fue de 50 mujeres al año y el 2001 esta cifra baja a 40 casos.

A continuación, expuso y explicó la siguiente tabla que presenta la cifra de muertes de mujeres desagregadas por el vínculo entre la víctima y el victimario:

	Sujetos Art. 5° de la Ley 20.066 y Ley de Femicidio

	Convivientes
	13

	Cónyuges
	13

	Ex convivientes
	10

	Ex Cónyuges 
	1

	Sub total 
	37

	Sujetos que no aplican en Ley 20.066 

	Pololos
	1

	Ex pololos
	2

	Conocidos
	1

	Subtotal 
	4

	Total 
	41


Manifestó que los Femicidios de acuerdo a la Ley 20.480, es decir, según la definición jurídico penal chilena asciende 37 casos. Se aprecia, además, que queda un pequeño segmento de homicidios en los que opera el estatuto de reglas generales del Código Penal.

A continuación precisó con la siguiente tabla, la variable suicidio del victimario para distinguir los casos en que el imputado enfrenta un proceso penal.

	Delito
	N

	Sujetos Ley Nº20.480

	Femicidio
	21

	Femicidio y Suicidio
	15

	Femicidio e intento de suicidio 
	1

	Sujetos que no aplican en Ley Nº20.480

	Homicidio
	1

	Homicidio y Suicidio
	2

	Homicidio e intento de suicidio
	1

	Total
	41


Luego, explicando las cifras expuestas, señaló que en Chile, la mitad de los hombres que cometen femicidio u homicidio en contra de sus parejas se suicida o intenta suicidarse. Si comparamos esta variable con España, podemos decir que sólo 25% de los hombres en este país cometen suicidio. Surge así una interesante línea de investigación a explorar tanto en el contexto penal como en el terapéutico toda vez que surgen interrogantes acerca de si los organismos que intervienen en el conflicto penal o los que operan desde la salud mental pueden o no advertir un desenlace de esta naturaleza.

A continuación, y de modo general se refirió a las dificultades en esta clase de delitos. 

Respecto del delito de maltrato habitual, explicó que la intervención penal en materia de violencia intrafamiliar, de la misma manera que en otras áreas, ha sido concebida como la última ratio y en general para ilícitos más graves. Manifestación de esta concepción la constituye la fórmula para derivar el delito de maltrato habitual desde los tribunales de familia a la sede penal, tras la calificación de habitualidad -efectuada por dichos tribunales- de los hechos de maltrato en que se sustenta la denuncia. 

Sobre el punto, explicó que un importante fundamento para este diseño lo representa el hecho que los tribunales de familia cuentan con consejos técnicos que permiten evaluar y orientar sobre la naturaleza del conflicto subyacente, cuestión que en el sistema penal no existe. Sólo con una adecuada evaluación en dicha sede, los hechos debieran pasar a la jurisdicción penal, pues de no ser así se corre el riesgo de dejar a las víctimas de estos lamentables ilícitos en una situación de mayor desprotección. Agregó que no se debe perder de vista que la sede penal actúa con estándares más exigentes en materia probatoria que otras jurisdicciones y que en estas circunstancias, es también poco probable que el proceso en familia motive el desistimiento de la víctima denunciante, ya que recibe oportuna y eficazmente lo que busca más urgentemente del sistema, esto es, su protección. 

Por otra parte, explicó, que las investigaciones por este delito se caracterizan, en la mayoría de los casos, por la ausencia de elementos de prueba. A la retractación de la víctima (muchas veces única testigo presencial de los hechos constitutivos de maltrato), se suma, la exigencia en sede penal, de la atención al conflicto familiar, cuestión que escapa del ámbito de competencias del Ministerio Público y de los tribunales penales. De ahí que se sostenga que las víctimas sin la evaluación de tribunales de familia quedarían en una situación de mayor desamparo. 

Para evitar esta negativa consecuencia, expresó que considera fundamental contar con el trabajo y experiencia de los Tribunales de Familia, especialmente en lo que se refiere a la apreciación de la habitualidad de los hechos, ya que dichos tribunales pueden contar con denuncias e incluso condenas VIF no constitutivas de delito, que pueden constituir un antecedente relevante a la hora de condenar. Además, conocen de las medidas de protección que eventualmente pudieran existir en favor de los hijos de la pareja, que se originen en acciones u omisiones del agresor.

Respecto de los delitos de violencia intrafamiliar, en general, hizo presente que el fenómeno de la retractación, unido a la falta de testigos e informes periciales especializados, muchas veces, impiden que la Fiscalía pueda ejercer eficazmente su rol persecutor. De ahí que en esta clase de ilícitos, sin el concurso de otros organismos que potencien la autonomía de la víctima y acciones reparatorias en este ámbito, es muy difícil cristalizar esos logros.

Explicó que el desafío que implica poder contar con una oferta programática especializada, que permita intervenir, además, con agresores que ejercen violencia contra la mujer desde las fases tempranas, agregó que actualmente ésta es escasa o inexistente, dificultando aún más las posibilidades de aplicar la ley. Reconoció los esfuerzos desplegados por algunas instancias, que aunque loables resultan insuficientes. 

Finalmente, observó que se observa una falta de tratamientos para agresores VIF que presenten consumo problemático de alcohol o drogas. 

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO

En general

Votación

La Comisión, en definitiva, compartió los fundamentos de las iniciativas y coincidió en la necesidad de adecuar las normas sobre violencia intrafamiliar respecto de su aplicación y uso tanto en la propia ley especial como respecto del procedimiento en los tribunales de familia, con el propósito de fortalecer y complementar la legislación que permita abordar de mejor manera el maltrato tanto en las relaciones de familia como de pareja, el que constituye una realidad que cruza la sociedad chilena con el consecuente riesgo para la víctima y que incluso puede llegar a constituir delitos más violentos terminando con la vida del ofendido.

Por lo anterior, y puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los diputados (as) presentes, señores (as) Ramón Barros, Eugenio Bauer, María Angélica Cristi, Carlos Abel Jarpa, Issa Kort (Presidente), Adriana Muñoz, Karla Rubilar, María Antonieta Saa, Marcela Sabat, Jorge Sabag, Marcelo Schilling y Mónica Zalaquett.

En particular

Acuerdos adoptados


Cabe dejar constancia que la votación de las normas de los proyectos refundidos se realizó en orden temático, sin seguir el orden correlativo de los boletines con los que se les identifica, atendida la forma en que la Comisión acordó tratar dichas materias para su mejor entendimiento.

I. MODIFICACIONES PROPUESTAS EN LA LEY 20.066, SOBRE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

1.- Modificaciones propuestas por los proyectos relativas al deber del Estado de proponer políticas públicas sobre la materia

AL ARTÍCULO 3°

En el inciso primero


Boletines N° 4106-18
, 7314-18
 

Proponen modificar este artículo, referido al rol de prevención y asistencia del Estado en materia de violencia intrafamiliar en el mismo sentido, esto es, individualizando en términos precisos a cada uno de los sujetos respecto de los cuales debieran orientarse las políticas de protección, y, además, relevando la violencia contra la mujer, en el caso del segundo de los proyectos

Mediante el primero, se sustituye la frase “en especial contra la mujer y los niños” por la frase “sea que se trate de mujeres, hombres, niñas, niños o adolescentes”; y mediante el segundo, se sustituye la frase “en especial contra la mujer y los niños” por “sea que cometa en contra de mujeres, hombres, niños, niñas o adolescentes, teniendo especial consideración la violencia de género en contra de las mujeres, cualquiera fuese su edad”.

La mayoría de los integrantes no estuvieron de acuerdo con las modificaciones propuestas porque coincidieron con la opinión expresada en las audiencias, en cuanto no es necesario porque, por una parte, la Convención Internacional de los Derechos del Niño, establece claramente que el término niño, incluye a las niñas y a los adolescentes, y, por otra parte, porque igualmente la violencia de género está recogida en todo el espíritu de la ley actual. 

Los integrantes que estuvieron por acoger las modificaciones; lo fundamentaron en que se trata de equiparar los términos empleados en la ley VIF N° 20.066 con la ley de Tribunales de Familia, que habla de “niños, niñas y adolescentes”.

Puesta en votación la modificación del boletín 4106-18 se rechazó por la unanimidad de los integrantes presentes, señores (as) Bauer, Cristi, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa y Zalaquett.

Puesta en votación la modificación del boletín 7314-18, se obtuvo como resultado 4 votos a favor de los señores (as) Jarpa, Muñoz, Saa y Sabat y 3 en contra, de los (as) señores (as) Bauer, Cristi y Kort y una abstención de la señora Zalaquett, por lo que fue rechazada al no ser aprobada por la mayoría absoluta de los integrantes presentes.

En el inciso segundo

Boletín N° 4936-18

Propone dos modificaciones, respecto de este inciso que contiene las medidas que el Estado debe implementar para la prevención y asistencia de la violencia intrafamiliar; la primera, para agregar en la letra c), referida al desarrollo de políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar, la frase: y “para apoyar y proteger a las víctimas de ella”.

La mayoría de los integrantes encontraron la modificación innecesaria porque se desprende que así es, de la interpretación armónica y sistemática de sus normas, y, en consecuencia fue rechazada por tres votos a favor de los (as) diputados (as) señores (as) Jarpa, Muñoz y Saa, y cinco en contra de los (as) señores (as) Bauer, Cristi, Kort, Sabat y Zalaquett.

Respecto de la letra d) que intercala, con el siguiente texto: “Promover la creación, a nivel comunal y regional, de Comités de Coordinación, con el objeto de abordar en forma integral y conjunta las políticas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar y agilizar la respuesta de las instituciones públicas y la comunidad. En dichas instancias participarán representantes de las fuerzas de orden y seguridad, de entidades gubernamentales y de la sociedad civil, en la forma que disponga el reglamento”, una de sus autoras, la señora Saa, señaló que esta idea la recogió de la experiencia con algunas municipios y que no implica establecer un deber al Estado o la creación de nuevas funciones para un institución pública, sino que simplemente se intenta promover la creación de instancias de participación comunitaria.

Puesta en votación la modificación propuesta que intercala una nueva letra d) fue aprobada por 8 votos a favor de los (as) señores (as) Bauer, Cristi, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa, Sabat, Sabag y Zalaquett, pero suprimiendo la frase final “en la forma que disponga el reglamento.”
AL ARTÍCULO 4°

En el inciso segundo

Boletín N° 4936-18 

Sugiere modificar este artículo, referido al plan nacional de acción que anualmente debe formular el Servicio Nacional de la Mujer en materia de violencia intrafamiliar, en el sentido de agregar una frase final al inciso segundo, del siguiente tenor:

“Éste deberá contener una evaluación de la eficacia de las normas vigentes y disponer la adopción de medidas concretas para la protección de las víctimas de violencia intrafamiliar.”
Para los integrantes de la Comisión, si bien inicialmente pareciera haber una eventual injerencia en las atribuciones de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, concordaron en que más bien se está plasmando una intención, más que imponer una obligación concreta al Sernam. Por otra parte, estuvieron contestes en recalcar que la evaluación debe comprender no sólo los programas tendientes a la protección de las víctimas, sino también, a la prevención de este fenómeno, cuestión que claramente sólo tiene por idea central colocar el énfasis en materias que se contienen en toda la ley.

En concordancia con lo anterior, los integrantes presentes acordaron una indicación para la modificación propuesta, agregando entre las palabras “protección” y “de”, la expresión “prevención”.

Puestas en votación la indicación con la modificación descrita, fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa, Sabat, Sabag y Zalaquett.

Nuevo inciso final

Boletín N° 7566-18

Respecto de la misma materia, propone incorporar un nuevo párrafo, con el siguiente texto:

“En estos casos los Servicios Nacionales de Menores y Adulto Mayor podrán asesorar al Presidente de la Republica para la implementación de políticas públicas orientadas a morigerar los efectos perniciosos sufridos por esta personas con ocasión de los actos de violencia intrafamiliar”
Los integrantes de la Comisión estuvieron todos contestes con su contenido y espíritu, toda vez, que las normas de protección contenida en la ley sobre Violencia Intrafamiliar tiene como destinatario tanto a las mujeres como a los niños y niñas y a los adultos mayores, de modo que resulta atingente la incorporación de tales organismos públicos en materia de asesoría al Presidente de la República, si así se estima.

Sin embargo, acordaron, mantener su espíritu pero introduciéndole algunas modificaciones de forma y adecuación con los textos que se refieren a la materia, e incorporarlo en el mismo artículo 4°, agregando un inciso final nuevo, y no en el artículo 5° como venía propuesto; en definitiva, con el siguiente texto:

“El Servicio Nacional de Menores y el Servicio Nacional del Adulto Mayor podrán asesorar al Presidente de la Republica en la implementación de políticas públicas orientadas a la prevención y protección de la violencia intrafamiliar en contra de niños y adultos mayores, respectivamente”.

Puesta en votación la referida indicación fue aprobada por la misma votación anterior.

2.-Modificaciones propuestas, referidas al concepto y ámbito de aplicación de la Violencia Intrafamiliar.

AL ARTÍCULO 5°

Este artículo referido a la definición de la violencia intrafamiliar y a los sujetos pasivos de ésta (las víctimas), es objeto de las siguientes proposiciones modificatorias por los boletines que se señalan y con los textos que se indican:

En cuanto al inciso primero: 

1.-Boletín N° 5093 18

Propone incorporar como víctima de violencia intrafamiliar la nueva pareja, -actual cónyuge o conviviente- de quien haya tenido con el ofensor la relación señalada. 

El texto propuesto intercala respecto de la actual norma, la siguiente frase, que se destaca, a continuación del primer párrafo del artículo que contiene tanto la definición del concepto como del alcance de quiénes son sus víctimas: 

“Artículo 5°. Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él, o sea actualmente cónyuge o conviviente de quien haya tenido con el ofensor la relación señalada, o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente”.

La mayoría de los integrantes estuvieron muy de acuerdo con la proposición porque consideraron atingente y acertada la incorporación de nuevos sujetos pasivos porque se atiene a la nueva concepción y realidad de las relaciones de parejas.

Otros integrantes, se manifestaron contrario a extender el concepto de violencia intrafamiliar más allá de la protección familiar que tiene como objetivo central el espíritu de la ley, y, por otra parte, consideraron que la ampliación del universo y los costos asociados que en materia de protección a las víctimas pudiera acarrear la modificación sería enorme.

Puesta en votación la referida modificación fue aprobada por cinco votos a favor de los diputados (as) Jarpa, Muñoz, Saa, Sabat y Sabag y cuatro en contra, de los diputados (as) Bauer, Cristi, Kort y Zalaquett. 

2.- Boletín N° 7314-18

Esta iniciativa propone dos modificaciones respecto del mismo inciso primero: por una parte, incorpora dentro del concepto de violencia intrafamiliar, al maltrato que afecte igualmente a la integridad sexual y patrimonial como manifestación de violencia intrafamiliar; y, por otra parte, agrega al pariente por consanguinidad hasta el cuarto grado (los primos) como sujeto pasivo de la violencia.

Respecto de la primera modificación, algunos integrantes de la Comisión manifestaron que su reconocimiento expreso resulta redundante ya que tanto la violencia sexual como patrimonial se entienden comprendidas en la afectación de la integridad física o sicológica, respectivamente. Sobre el punto, argumentaron que ambas formas de violencia son reconocidas en derecho comparado, y, particularmente, respecto de la violencia patrimonial, recalcaron que su incorporación resulta necesaria para cubrir aquellas formas de presión u hostigamiento por parte del ofensor, cuando éste es el principal o único proveedor del grupo familiar y amenaza a sus víctimas con el desamparo.

En definitiva, para la mayoría, hizo sentido la idea de que la modificación constituiría una herramienta para la interpretación judicial y ayudaría a reconocer situaciones prácticas que actualmente dentro de la práctica judicial, quedan sin reconocimiento, y por consiguiente, sin protección. 

En consecuencia, puesta en votación la modificación que reemplaza la frase: “o la integridad física o psíquica” por “la integridad física, psíquica, sexual o patrimonial” fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabat, Sabag, Schilling y Zalaquett. 

Respecto de la segunda modificación, en el sentido de sustituir la palabra “tercer” por “cuarto” (incorporación de los primos como sujetos pasivos de la violencia intrafamiliar) coincidieron que su aprobación es pertinente, atendido la modificación previamente aprobada, que incorpora a la actual cónyuge o conviviente de la víctima, por lo que puesta en votación fue aprobada por la mayoría de 7 votos a favor, de los diputados (as) Bauer, Jarpa, Muñoz, Saa, Sabat, Sabag y Zalaquett, 1 en contra, señora Cristi y 1 abstención, señor Kort (Presidente).

En cuanto agregan un nuevo inciso tercero:

Boletines N° 5235 18
; 6057 18
 y 7314-18

Los tres proyectos proponen agregar un inciso tercero y final, pero con distintos objetivos; el primero, incorpora nuevo sujeto activo de violencia intrafamiliar; el segundo, concede acción popular para la denuncia de este tipo de violencia, y el tercero, categoriza los distintos tipos de violencia intrafamiliar, como se pasa a explicar:

- Boletín 5235-18: Sugiere incorporar a las ex parejas dentro del ámbito de protección del sujeto pasivo, entendiendo por tales, aquella relación que no es matrimonio ni convivencia, toda vez, que éstas se encuentran amparadas por la ley actual, es decir, se trata de los pololos, con el siguiente texto:

“Se considera además violencia intrafamiliar la cometida por la pareja, actual o pasada, cuando ésta actúe motivada por dicha relación, debiendo el Tribunal apreciar según el merito de los antecedentes, la existencia de ella, o el plazo de protección posterior al cese de esta.”
En este punto, los integrantes de la Comisión en su mayoría consideraron que incorporar a la pareja (en general, sin determinar si ésta tiene la calidad de cónyuge o conviviente) conllevaría una dificultad práctica en cuanto a la prueba de esa relación y sobre todo, dificultaría su contextualización dentro del fenómeno de la violencia intrafamiliar. La postura minoritaria en cambio, consideró que es un tema sensible que ya fue debatido durante la tramitación del proyecto de femicidio
. Esta postura, hizo hincapié que la violencia en el pololeo ha sido un tema tratado y debatido en la Comisión, siendo relevante su prevención, mediante su reconocimiento en la ley.
 En contra se argumentó que su incorporación mediante esta modificación legal escapaba al contexto de la violencia intrafamiliar, que corresponde a un estatuto proteccional en donde hay lazos de confianza más intensos.

En consecuencia, puesta en votación la modificación propuesta fue rechazada por 5 votos en contra, de las señoras Cristi, y Zalaquett y señores Bauer, Kort (Presidente) y Sabag, y 4 votos a favor, de las señoras Muñoz, Saa, señorita Sabat y señor Jarpa.

- Boletín N° 6057 18: Propone agregar el siguiente inciso final:

“Para todos los efectos de esta ley, se concederá acción popular con el objeto de que cualquiera persona interesada, con fundamento plausible, y sin tener la calidad de víctima directa de la violencia comparezca ante tribunal competente a su nombre con el fin de interponer la acción respectiva por violencia intrafamiliar en contra del agresor de ésta.”.

En el parecer de la mayoría de los integrantes de la Comisión, su incorporación, por una parte, resultaría redundante en consideración a lo preceptuado actualmente en el artículo 82 de la ley 19.968 sobre los Tribunales de Familia, en cuya virtud la denuncia puede ser presentada por cualquier persona que tenga conocimiento directo de los hechos.

Por otra parte, coincidieron en que los términos son muy amplios y podría lugar a riesgos en materia de familia y judicializarse hechos por venganza que no tienen un real fundamento o simplemente no son ciertos o efectivos.

Puesta en votación la modificación propuesta fue rechazada por 6 votos en contra, de las señoras Cristi, Muñoz, Saa y Zalaquett y señores Bauer y Kort, y. 1 voto a favor, del señor Urrutia, que reemplazó al señor Barros, y una abstención, del señor Jarpa.

- Boletín 7314-18: Propone agregar el siguiente inciso tercero, mediante el cual divide la violencia intrafamiliar en cuatro categorías, las cuales, están en concordancia con la definición de maltrato que constituye violencia intrafamiliar, en los términos del inciso primero de este artículo, esto es, en la actual disposición comprende el maltrato físico y psíquico, y mediante la incorporación propuesta (y aprobada por la Comisión), agrega el maltrato sexual y el patrimonial. El texto propuesto es el siguiente

Agrégase el siguiente inciso tercero:

“La violencia intrafamiliar puede ser de cualquiera de las siguientes categorías:

a) Maltrato Físico.- Toda acción que importe agresión intencional en el que se utilice en alguna parte del cuerpo algún objeto, arma o sustancia para inmovilizar o causar daño a la integridad corporal del otro, orientado hacia su sometimiento o control;

b) Maltrato Psicológico.- Toda acción u omisión cuyas formas de expresión pueden ser: prohibiciones, coacciones, condicionamientos, intimidaciones, actitudes devaluatorias, de abandono y que provoquen en quien las recibe, deterioro, disminución o afectación a su estructura de personalidad;

c) Maltrato Sexual.- Toda acción u omisión cuyas formas de expresión pueden ser: inducir a la realización de prácticas sexuales no deseadas, practicar la celotipia para el control, manipulación o dominio de la pareja y que ocasionen un daño, y en general cualquier otro análogo no comprendido en los delitos contemplados en el Título VII del Libro 2 del Código Penal.

d) Maltrato Patrimonial.- Toda acción u omisión que implique daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona.”
Para algunos integrantes de la Comisión, la descripción minuciosa de las conductas que las constituyen podría resultar peligrosa, porque se podrían omitir otras conductas aún más graves. 

Para buscar una redacción más acorde, se presentaron las siguientes indicaciones al texto del proyecto:

a) Del señor Urrutia, para sustituir la letra c) del artículo 1 que modifica el artículo 5 de la Ley N° 20.066 de violencia intrafamiliar, del Boletín N° 7314-18 en los siguientes términos:

“Agrégase el siguiente inciso 3 al artículo 5 de la Ley N° 20.066 de Violencia Intrafamiliar:

La violencia intrafamiliar puede adoptar las siguientes formas de maltrato:

a) Físico: Incluye toda conducta intencional que dañe o pueda dañar la integridad corporal de otro, por medio del uso de la fuerza física o algún tipo de objeto u arma, que pueda provocar o no lesiones.

b) Psicológico: Incluye toda conducta destinada a perturbar o controlar las acciones, comportamientos, creencias, sentimientos o decisiones del otro, mediante intimidación, manipulación, amenaza, humillación, aislamiento, vigilancia permanente, hostigamiento, acoso, negligencia, abandono, descuido reiterado, insultos, celos excesivos, infidelidad, comparaciones destructivas o cualquier otra conducta que cause o pueda causar perjuicio a la salud psicológica o a la autodeterminación de la víctima.

c) Sexual: Incluye toda conducta de connotación sexual, no comprendida en los delitos contemplados en el Título VII del Libro Segundo del Código Penal, que cause o pueda causar la anulación, limitación o vulneración de la integridad o libertad sexual de la víctima.

d) Patrimonial: Incluye toda conducta que cause o pueda causar daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos personales o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona”.

b) Del señor Schilling y del señor Urrutia, para sustituir la letra c) del artículo 1 que modifica el artículo 5 de la Ley N° 20.066 de violencia intrafamiliar, del Boletín N° 7314-18 en los siguientes términos:

“La violencia intrafamiliar puede adoptar las siguientes formas de maltrato:

a) Físico: Incluye toda conducta intencional que dañe o pueda dañar la integridad corporal de otro, por medio del uso de la fuerza física o algún tipo de objeto u arma, que pueda provocar o no lesiones.

b) Psicológico: Incluye toda conducta que cause o pueda causar perjuicio a la salud psicológica o a la autodeterminación de la víctima.

c) Sexual: Incluye toda conducta de connotación sexual, no comprendida en los delitos contemplados en el Título VII del Libro Segundo del Código Penal, que cause o pueda causar anulación, limitación o vulneración de la integridad o libertad sexual de la víctima.

d) Patrimonial: Incluye toda conducta que cause o pueda causar daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos personales o recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona”.

Los integrantes de la Comisión, valoraron ambas propuestas en su propio mérito, mas para la mayoría de los diputados (as) presentes, ambas redacciones no superan el reparo inicial realizado al proyecto, en el sentido de que la dificultad en la conceptualización de la violencia intrafamiliar y sus diversos tipos, hace preferible que su contenido sea desarrollado jurisprudencialmente, en base a la categorización que se menciona en el inciso primero y que fue previamente aprobada, de manera que estimaron que con lo ya aprobado, en el sentido de que se agrega en el concepto del violencia al maltrato sexual y al patrimonial, constituyen suficientes herramientas para que el juez que conoce la materia pueda interpretar las conductas.

Puesta en votación la modificación propuesta por el proyecto de ley, fue rechazada por cinco votos en contra de los (as) señores (as) diputados (as) Barros, Bauer, Cristi, Kort (Presidente) y Sabag y dos votos a favor, de las diputados (as) señores (as) Muñoz y Urrutia (que reemplaza a la señora Zalaquett). Se abstuvieron las diputadas señoras Saa y Sabat.

Puestas en votación las indicaciones al proyecto, fueron rechazadas por seis votos en contra los (as) diputados (as) señores (as) Barros, Bauer Cristi, Kort (Presidente), Sabat y Sabag y tres a favor de las señora Muñoz y los señores Schilling y Urrutia (que reemplaza a la señora Zalaquett).

3.- Modificaciones respecto de la competencia de los tribunales de familia

Respecto de la incorporación de un párrafo 2° nuevo, a continuación del artículo 5° 

Boletín N° 4936-18
 Propone intercalar un nuevo párrafo 2°, para incorporar los nuevos artículos 5°bis, 5° ter y 5°quater, mediante los que se regulan las medidas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar dando una regulación particular respecto de aquellas que se soliciten ante los tribunales con competencia en lo penal, en el caso de que la víctima se encuentre en situación de riesgo inminente. En concordancia con lo anterior, se propone una nueva definición de la situación de riesgo inminente (actualmente contemplada en el artículo 7° de la ley); de las acciones que puede decretar de oficio el tribunal con competencia en lo penal, incluyéndose la posibilidad de requerir al tribunal de familia que practique las medidas pertinentes para la adecuada protección de la víctima y su grupo familiar; de la oportunidad y forma de tramitación de estas medidas, y, finalmente, propone la posibilidad de insertar a la víctima en un programa de protección integral a cargo de los órganos del Estado.

El párrafo propuesto es el siguiente:

“Párrafo 2°. De las medidas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar.

“Artículo 5 bis. Orden de Protección. Cuando exista una situación de riesgo para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de actos de violencia intrafamiliar, el tribunal con competencia en lo penal, de oficio o a solicitud de alguna de las víctimas o de cualquier persona en su nombre, dictará una orden de protección en favor de aquéllas.

Dicha orden podrá requerirse ante cualquier tribunal, ante los organismos mencionados en el artículo 973 del Código Procesal Penal, en las oficinas de atención a la víctima o en establecimientos de salud, los que deberán remitirlos en forma inmediata ante el Ministerio Público, el que la derivará al Tribunal a que se refiere el inciso anterior. La presentación respectiva no se sujetará a formalidad alguna.

Recibida la solicitud por el Tribunal competente, éste convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal y al agresor, quienes podrán hacerse representar por su respectivo abogado y al Ministerio Público.

La audiencia deberá desarrollarse dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud. Dicho plazo podrá extenderse hasta en 5 días con el objeto que aquélla coincida con cualquiera otra que deba desarrollarse entre las partes ante el mismo tribunal.

En la realización de la audiencia, el Juez adoptará las medidas para evitar la confrontación entre la víctima y el agresor y los restantes miembros de la familia que asistan. Con tal efecto podrá tomar las declaraciones por separado.

Culminada la audiencia el Juez resolverá, sin más trámite, acerca de la orden de protección solicitada. Si ella es acogida su resolución deberá:

a) Imponer una o más medidas cautelares o de protección o extenderlas, tratándose de lo dispuesto en el artículo siguiente,

b) Iniciar el procedimiento por violencia intrafamiliar en el mismo tribunal, si se tratare de la situación descrita en el artículo 14° o remitirlos al tribunal de familia competente en el caso de aquella señalada en el artículo 8°,

c) Requerir al tribunal de familia competente la adopción de medidas adicionales de tipo civil que complementen la orden de protección, tales como la regulación de las situaciones previstas en los numerales 2) al 5) del inciso segundo del artículo 92° de la Ley 19.968,

d) Ordenar la inscripción de la resolución en el registro señalado en el artículo 12°,

e) Comunicar la dictación de la Orden de Protección a los organismos policiales, establecimientos de salud y aquellos encargados de entregar asistencia y protección de la comuna en que la víctima tenga su domicilio, y 

f) Informar a la víctima del procedimiento a seguir en caso de no cumplirse las medidas cautelares dispuestas.”
“Artículo 5° ter. Situación de riesgo inminente. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, en casos graves, existiendo riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, con el sólo mérito de la presentación, el Juez decretará provisionalmente en forma inmediata la Orden de Protección y adoptará alguna medida cautelar, especialmente, la dispuesta en la letra c) del artículo 9°.

Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N° 17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.

Además, se supone una situación de riesgo de este tipo, especialmente, en los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable.”
“Artículo 5° quater. Asistencia social y protección a las víctimas. La orden de protección otorga a la víctima, además de las acciones de carácter penal y civil señaladas en el artículo 5° bis, un estatuto integral de atención que comprende, asimismo, recibir la asistencia y protección social que su situación amerite y que disponga el reglamento.

Los organismos del Estado involucrados procurarán brindar una atención inmediata a las víctimas en cuyo favor se haya dictado una Orden de Protección”. “.

La Comisión discutió latamente la proposición respecto de la conveniencia de entregar un rol preponderante al tribunal en lo penal en cuanto, por una parte, se le otorgar competencia para conocer, -desde su conocimiento y sin remisión del tribunal de familia- los hechos que se le denuncien por violencia intrafamiliar, y, por otra parte, en cuanto amplía la posibilidad de que cualquier persona pueda pedir una orden de protección al incorporarla como mecanismo de respuesta inmediata, que agilice las adopción de medidas cautelares y disponga un estatuto integral de resguardo a favor de víctimas de violencia intrafamiliar (VIF). Asimismo, y en otro orden, en cuanto propone que, si fueran necesarias medidas adicionales de carácter civil, el tribunal con competencia en lo penal, deberá requerirlas al tribunal de familia competente.

Al respecto, la Corte Suprema
, en virtud de la remisión de los antecedentes para su informe, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 77 de la Constitución Política y 16 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, -toda vez, que la iniciativa otorga nuevas competencias a los tribunales de garantía- informó, en términos generales, favorablemente el proyecto, en lo que respecta a la incorporación de un estatuto amplio de medidas cautelares de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar porque aparece bien inspirado, sin embargo, no le pareció coherente con el sistema actual,-el que se mantendría igualmente vigente) lo que inevitablemente producirá problemas de competencia entre los jueces de garantía y los de familia.

La Comisión, en concordancia con lo expuesto sostuvo en el debate la conveniencia de mantener el sistema actual donde el juez de familia debe remitir los antecedentes al Ministerio Público en caso de que aparezca que los hechos investigados son constitutivos del delito de maltrato habitual (u otro, como lesiones), y no al revés como propone el proyecto, en el sentido de que si se solicita una orden de protección será competente el juez de garantía quien determinará la habitualidad, o bien, determinará que se trata de las situaciones de violencia que prescribe el artículo 8°
, caso en que lo remitirá al tribunal de familia correspondiente.

Por lo anterior, la autora de la iniciativa, Diputada señora Adriana Muñoz, recogió el debate y presentó una indicación sustitutiva del párrafo 2° señalado, con el siguiente texto:

“Agréguese, a continuación del artículo 7º, los siguientes nuevos artículos 7 bis, 7 ter, 7 quater y 7 quinquies:

“Artículo 7 bis.- Orden de Protección. Cuando exista una situación de riesgo para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de actos de violencia intrafamiliar de aquéllas referidas en los incisos segundo y tercero del artículo precedente, el tribunal, de oficio o a solicitud de alguna de las víctimas o de cualquier persona en su nombre, dictará una orden de protección en favor de aquéllas.

Dicha orden podrá requerirse ante cualquier tribunal, ante los organismos mencionados en el artículo 173 del Código Procesal Penal, en las oficinas de atención a la víctima o en establecimientos sanitarios, los que deberán remitirlos en forma inmediata ante el juzgado de familia más cercano, el que si correspondiere la derivará al que sea competente, sin perjuicio de poder adoptar las medidas a que se refiere el inciso segundo del artículo 81º de la ley 19.968. 

La presentación respectiva no se sujetará a formalidad alguna. Los servicios públicos referidos deberán proveer de formularios estandarizados, simples y fácilmente comprensibles para su presentación”.

“Artículo 7 ter. Tramitación de la orden de protección. Ingresada la solicitud al tribunal competente, éste convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal y al agresor, quienes podrán hacerse representar por su respectivo abogado.

La audiencia deberá desarrollarse dentro de los quince días siguientes a la presentación de la solicitud. Dicho plazo podrá extenderse hasta en 5 días con el objeto que aquélla coincida con cualquiera otra que deba desarrollarse entre las partes ante el mismo tribunal.

En la realización de la audiencia, el Juez adoptará las medidas para evitar la confrontación entre la víctima y el agresor y los restantes miembros de la familia que asistan. Con tal efecto podrá tomar las declaraciones por separado”.

“Artículo 7 quater. Contenido de la orden de protección. Culminada la audiencia el Juez resolverá, sin más trámite, acerca de la orden de protección solicitada. 

Si ella es acogida su resolución deberá:

a) Imponer una o más medidas cautelares o de protección o extenderlas, si ya se hubieran decretado;

b) Iniciar el procedimiento por violencia intrafamiliar, si se tratare de la situación descrita en el artículo 5º o remitirlos al juzgado de garantía competente, en el caso de aquella señalada en el artículo 14º;

c) Adoptar las medidas adicionales de tipo civil que complementen la orden de protección, tales como la regulación de las situaciones previstas en los numerales 2) al 5) del inciso primero del artículo 92º de la Ley 19.968; 

d) Ordenar la inscripción de la resolución en el registro señalado en el artículo 12º;

e) Comunicar la dictación de la Orden de Protección a los organismos policiales, establecimientos sanitarios y oficinas de ayuda de la comuna en que la víctima tenga su domicilio, y

f) Informar a la víctima del procedimiento a seguir en caso de no cumplirse las medidas cautelares dispuestas”.

“Artículo 7 quinquies.- Asistencia social y protección a las víctimas. La orden de protección otorga a la víctima, además de las acciones cautelares y civil señaladas en el artículo precedente, un estatuto integral de atención que comprende recibir de los servicios públicos la asistencia y protección social que su situación amerite y que disponga el reglamento.

Los organismos del Estado involucrados procurarán brindar una atención inmediata a las víctimas en cuyo favor se haya dictado una Orden de Protección”.

Los integrantes de la Comisión valoraron la indicación que mantiene la incorporación de un estatuto integral de resguardo en favor de la víctima mediante la dictación de la orden de protección como respuesta inmediata, como asimismo, fortalece el control de la medida cautelar y accesoria de prohibición de acercamiento del agresor a la víctima, todo ello, bajo la competencia exclusiva del tribunal de familia

Respecto de los nuevos artículos que incorpora, las diputadas y diputados integrantes estuvieron muy de acuerdo en cuanto a aprobar las disposiciones por las siguientes razones:

Artículo 7 bis

Hipótesis que justifican la orden de protección. La orden de protección debe significar una protección integral para casos de especial peligro y gravedad. Se propone, que ellas sean las hipótesis de riesgo inminente señaladas en los incisos segundo y tercero del artículo 7º
. (ej. amenazas previas; alcoholismo, drogadicción y antecedentes de violencia previos en el agresor; resistencia al cese de una relación sentimental, si víctima está embarazada o discapacitada o abuso económico contra el adulto mayor).

Presentación. Ésta podrá ser de oficio o ser requerida por la víctima o alguien en su nombre ante cualquier tribunal, organismos competentes para recibir denuncias (Carabineros, PDI y Ministerio Público), organismos de atención a víctimas y establecimientos asistenciales. 

Simplicidad.- Se agregó la exigencia de contar con formularios simples y fácilmente comprensibles para su presentación.

Remisión al tribunal competente. Cualquier organismo de los mencionados que reciba la denuncia deberá hacerla llegar al Juzgado de Familia más cercano, el que la remitirá a aquél que sea competente si no fuere este mismo, es decir, en caso de delito 

Adopción de medidas urgentes.-Se precisa que no obstante la necesidad de remitir la solicitud de orden de protección al tribunal competentes, el tribunal de familia podrá adoptar las medidas urgentes ya consideradas en la normativa (medidas cautelares).

Artículo 7°ter

Tramitación y resultado. Se mantiene la citación a una audiencia y la decisión de adoptarse como consecuencia de la acción, medidas cautelares y de carácter civil.

Respecto del plazo de 15 días que señala la indicación para el desarrollo de la audiencia, luego de presentada la solicitud de protección, la Comisión lo estimó excesivo porque no cumpliría con el objetivo, esto es, dictar las medidas urgentes de protección a la víctima, el que incluso va más allá del actual plazo de 10 días, razón por la cual, las diputadas y diputados integrantes, en concordancia con su autora, acordaron rebajarlo a 5 días.

Artículo 7° quáter

Resolución sin más trámite y adopción de medidas

Se mantiene la adopción de medidas cautelares y de tipo civil que complementen la orden de protección.

Artículo 7° quinquies

Carácter de estatuto.-Se mantiene, asimismo, el carácter del estatuto que confiere la orden y que habilita para recibir una protección integral por parte de los servicios públicos.

En consecuencia, puesta en votación la indicación sustitutiva que incorpora los nuevos artículo 7° bis, ter, quáter y quinquies, en los términos señalados, fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

AL ARTÍCULO 6°

Los boletines 4106-18 y 7314-18 proponen modificaciones a este artículo referido a la competencia de los tribunales de familia respecto de los actos de violencia intrafamiliar no constitutivos de delito, aplicándose el procedimiento especial contemplado en la ley que establece los tribunales de familia (Ley N° 19.968).

Mediante la primera iniciativa, se propone sustituir la frase “que no constituyan delito” por la expresión “constitutivo de falta”. Por su parte el segundo boletín propone reemplazar la palabra “delito” por “ilícito penal”.

Respecto de ambas propuestas, la mayoría de los integrantes de la Comisión estimaron que son innecesarias en consideración a la claridad de la norma actual, toda vez, que el concepto delito en materia penal es por sí solo comprensivo respecto de la expresión falta, la cual constituye igualmente un ámbito definido y preciso, distinto del delito.

En consecuencia, puestas en votación ambas propuestas, fueron rechazadas por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes, señoras Cristi, Muñoz y Zalaquett y señores Kort (Presidente) y Urrutia (en reemplazo al señor Barros).

4.-Modificaciones propuestas respecto de la adopción de medidas cautelares frente a una situación de riesgo.
Al ARTÍCULO 7°

Boletín 4936-18
 Propone eliminar esta disposición referida a la definición de situación de riesgo inminente, concordante con la proposición hecha por el mismo proyecto en el sentido de incorporar un nuevo párrafo denominado “de las medidas de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar”, dentro del cual, uno de sus artículos define el concepto.

5.- Modificaciones propuestas respecto de las sanciones

AL ARTÍCULO 8°

El Boletín N° 7314-18
 propone modificar esta norma referida a la sanción pecuniaria con que se sanciona a quien ejerce maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, consistente en una multa de media a 15 UTM, en el sentido de incorporar un nuevo inciso segundo que extiende el monto de la multa a 30 UTM, dependiendo de la capacidad económica del agresor o denunciado.

El texto propuesto es el siguiente:

“La multa señalada en el inciso precedente podrá extenderse hasta treinta unidades tributarias mensuales, atendida la situación económica del demandado o denunciado.”.

Los integrantes presentes de la Comisión si bien tuvieron presente el hecho de que las multas en el sistema sancionatorio se encuentran establecidas en relación a la gravedad del delito cometido, fueron contestes en considerar, por una parte, pertinente excepcionar al maltrato de esa regla, con el objeto de dar una señal de Estado respecto de los actos constitutivos de violencia intrafamiliar, y, por otra parte, establecer el que sea el juez quien califique la multa a aplicar dentro del rango, en consideración a la situación socioeconómica del ofensor.

Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes, señoras Cristi, Muñoz y Zalaquett y señores Kort (Presidente) y Urrutia (en reemplazo del señor Barros).

6.- Modificaciones propuestas respecto de las medidas accesorias a la sentencia

AL ARTÍCULO 9°

Tanto el boletín N° 4936-18
 como el boletín N° 7314
 proponen modificar este artículo, referido a las medidas accesorias para el agresor que el juez debe establecer en la sentencia condenatoria por actos de violencia intrafamiliar, particularmente, en lo que dice relación con la prohibición de acercamiento a la víctima contemplada en su letra b).(ver pié de pág.)

En tal sentido, el primer boletín citado propone, para asegurar el cumplimiento de la medida, la adopción de un sistema de alarma financiado por el agresor, con el siguiente texto:

Incorpórese, en la letra b) la siguiente frase final: 

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, cuando la gravedad o habitualidad de los maltratos o los antecedentes del agresor lo hicieran aconsejable, el Juez impondrá al condenado la obligación de financiar un sistema de alarma o comunicación destinada a la protección de la víctima”.

La Comisión compartió ampliamente el espíritu de la proposición, sin embargo, sus integrantes igualmente estuvieron contestes en que no se contempla la manera cómo se ejecutará y nada se dice respecto de la responsabilidad de garantizar el cumplimiento de la norma, procedimiento que en todo caso, implicaría gasto para las policías de modo que no sería factible su aprobación por corresponder a una iniciativa del Ejecutivo.

Puesta en votación, fue rechazada la unanimidad de los diputados (as) presentes señoras Cristi, Muñoz y Zalaquett y señores Kort (Presidente), Schilling y Urrutia.

No obstante, los integrantes presentes valoraron la iniciativa en su propio mérito y por lo tanto consideraron pertinente realizar una nueva propuesta acorde con la normativa actual, particularmente, con lo que dice relación con las modificaciones introducidas por la ley 
N° 20.063 a la ley N° 18.216
 a través de la cual, se intercala un nuevo Título III a la precitada ley, donde se contempla el denominado “Monitoreo telemático”, esto es, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva aplicadas de conformidad a dicha ley. Si bien estas medidas pueden aplicarse a condenados por diversos delitos en contra de las personas e incluso el juez disponer que la víctima los use (siempre que ésta consienta en ello) no se hace referencia a las medidas cautelares o de protección que puedan dictarse en un proceso de violencia intrafamiliar, ya sea en el Tribunal de Familia o en el Tribunal de Garantía. 

En este contexto, igualmente, la Comisión por unanimidad acordó una indicación “facultativa para el juez” de modo de instalar la posibilidad de adoptar las medidas para asegurar el cumplimiento de la medida cautelar, con el siguiente texto:

Agrégase, en la letra b) del artículo 9°, el siguiente párrafo, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido:

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, el juez podrá imponer al condenado la obligación de utilizar un dispositivo electrónico de monitoreo telemático; proveer a la víctima de un sistema de alarma o comunicación, o establecer el uso o aplicación de cualquier otro elemento que permita asegurar la eficacia de la medida cautelar”.

Puesta en votación la referida indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados (as) presentes señoras Cristi, Muñoz y Zalaquett y señores Kort, Schilling y Urrutia, 

Boletín N° 7314
 .-Mediante el segundo proyecto, se incluye en esta prohibición el hecho de contactar el agresor a la víctima por medios electrónicos o telefónicos, con el siguiente texto:

“La prohibición a que se refiere el inciso anterior incluye el acercamiento físico y el efectuado por medios electrónicos o telefónicos”.

.Sobre esta propuesta, algunos integrantes de la Comisión hicieron presente su duda sobre la pertinencia de su incorporación, principalmente en consideración a la dificultad probatoria de la vulneración de la medida, pero fueron igualmente contestes en que la protección integral de la víctima, no se agota ni termina con la dictación de una sentencia condenatoria para el agresor, de manera que coincidieron en aprobarla por una cuestión de fondo, y acordaron, además, agregarle, por “cualquier medio tecnológico o de comunicación”, para hacerla concordante con los medios actualmente existentes .

Puesta en votación la propuesta del boletín, como asimismo, la indicación que la complementa, fueron aprobadas por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señoras Cristi, Muñoz y Zalaquett y señores Kort, Schilling y Urrutia (que reemplaza a Barros).

7.- Modificaciones propuestas respecto de las sanciones por incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias

Al ARTÍCULO 10

Respecto de este artículo referido a las sanciones frente al incumplimiento de las medidas cautelares, tanto el boletín Boletín N° 4936 18
 como el N° 5293 18
 proponen modificaciones en orden a incorporar herramientas adicionales ante la vulneración de éstas, a objeto de fortalecer la protección a las víctimas. 

Boletín 4936-18, propone que el juez imponga al condenado el financiar un sistema de alarma o comunicación destinada a la protección de las víctimas, con mayor razón si es vulneración de las medidas cautelares; sin embargo, la Comisión, estando de acuerdo con su espíritu, y por las mismas razones esgrimidas al sugerir incorporar tal medida en el artículo anterior, fue de la idea de rechazarla, toda vez, que estimó que no debe ser financiada por el condenado porque es imposible de cumplir y debería más bien tratarse de una política de Estado 

Boletín N° 5293-18, propone ante la primera vulneración del infractor a las medidas cautelares, como medida de apremio, la reclusión nocturna por 3 fines de semanas consecutivos, con el siguiente texto:

“Incorpórase la siguiente frase final: 

Tratándose de la primera vulneración o las medias cautelares o accesorias decretadas, el tribunal impondrá como medida de apremio la reclusión nocturna por 3 fines de semana consecutivos, debiendo cumplir dicha sanción el fin de semana inmediatamente siguiente a la fecha de la notificación de la resolución que así ordena.”
Los integrantes de la Comisión estuvieron contestes en que la medida es redundante porque, por una parte, la norma actual ordena al Juez de Familia competente remitir los antecedentes al Ministerio Público para la aplicación del delito de desacato, cuya sanción se extiende desde los 540 días a 5 años (reclusión menor en su grado medio a máximo), y por la otra, la medida de apremio que además se fija, ya establece el arresto al infractor hasta por 15 días, por lo que no parece lógico que sea una sanción diferente (y menor) para el caso de primera vulneración.

Puestas en votación ambas modificaciones fueron rechazadas por siete votos en contra, de los diputados (as) señores (as) Barros, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Schilling y una abstención del Diputado señor Urrutia.

8.- Modificaciones propuestas respecto del registro de sanciones y medidas accesorias

AL ARTÍCULO 12

Respecto de este artículo referido al Registro de sanciones y medidas accesorias de las personas condenadas por sentencia ejecutoriada como autoras de violencia intrafamiliar, el boletín N° 5569 18
 propone incorporar un nuevo inciso tercero, en donde se establece como causal de inhabilidad sobreviniente para funcionarios públicos el haber sido condenado por sentencia ejecutoriada como autor de violencia intrafamiliar.

La Comisión decidió estudiar esta modificación conjuntamente con el boletín N° 5979-18
 que modifica diversas leyes orgánicas constitucionales
 con el objeto de por una parte, establecer como causal de inhabilidad el haber sido condenado por sentencia ejecutoriada por delito contemplado en la ley N° 20.066 y por otra, la obligación de estos funcionarios públicos de prestar declaración jurada, al asumir el cargo, de no encontrarse afecto a esta causal de inhabilidad, ya que se refieren a las mismas materias.

Asimismo, sin perjuicio de considerar la Comisión aprobar las proposiciones como una clara señal del Estado en cuanto a la importancia de sancionar la violencia para generar un efecto ejemplarizador en la sociedad, coincidieron sus integrantes que debían analizarse con cautela por los efectos que podrían causar en la dinámica intrafamiliar el que el agresor pierda el trabajo.

Boletín 5569-18.- Propone el siguiente texto:

“Agrégase el siguiente inciso tercero:

Será causal de inhabilidad sobreviniente para desempeñar el cargo de funcionario público el haber sido condenado por sentencia ejecutoriada, como autor de violencia intrafamiliar”.

Por su parte, el boletín N° 5979-18, propone lo siguiente:

 “Modifica diversas leyes orgánicas constitucionales con el objeto de por una parte, establecer como causal de inhabilidad el haber sido condenado por sentencia ejecutoriada por delito contemplado en la ley N° 20.066 y por otra, la obligación de estos funcionarios públicos de prestar declaración jurada, al asumir el cargo, de no encontrarse afecto a esta causal de inhabilidad.

- Leyes que modifica y funcionarios a los cuales afecta:

Ley N° 18.575 orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, respecto de Ministros de Estado (Art. 40); Subsecretarios, Jefe Superior de Servicio y Directivo Superior de un órgano u organismo de la Administración del Estado (Art. 55 bis); Ley N° 19.175 orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional, respecto de los Intendentes y Gobernadores (art. 6°), Consejeros Regionales (art. 31°); Ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, respecto de Alcaldes y Concejales (Art. 73); Ley N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público respecto de los Fiscales; Ley N° 18.840 Orgánica Constitucional del Banco Central, respecto de Presidente del Banco Central (art. 14 bis y 81 bis); Código Orgánico de Tribunales respecto de los Jueces.

Al respecto, debatieron en cuanto precisar el alcance de las normas propuesta para definir qué se entiende por funcionario público.

Asimismo, sobre si también debería extenderse la medida accesoria para postular al cargo o sólo opera como causal sobreviniente
, y, por otra parte, definir si bajo la sentencia condenatoria por violencia intrafamiliar se entendería la constitutiva de falta por maltrato que sanciona el artículo 8° de la ley, (que no constituye delito) o si sólo se trataría del delito de maltrato habitual contemplado en el artículo 14
, o ambas conductas, y, finalmente, respecto de extender las inhabilidades, igualmente, a los cargos de elección popular correspondientes a los diputados y senadores e incluso, al Presidente de la República, y definir si la inhabilidad será de carácter absoluta
 o especial y si su duración será perpetua
 o temporal.

En cuanto al funcionario público

Sobre el particular, consideraron la existencia de diversas acepciones de funcionario público
, tomando como referencia el concepto restringido consignado en el Estatuto Administrativo

 o el concepto amplio contenido en el artículo 260 del Código Penal
, donde el elemento central del concepto de empleado que entrega este artículo se encuentra en la naturaleza de la labor que una persona desarrolla, cual es, el desempeño de un cargo o función pública
, aunque no sean del nombramiento del Presidente de la República ni reciban sueldo del Estado. No obstará a esta calificación el que el cargo sea de elección popular.

Así, conforme a esta disposición, la Comisión concluyó que es un elemento de segunda importancia la naturaleza del órgano en que se desempeña el empleado
, la forma en que se nombra - incluso si es de elección popular-, y el origen de los fondos con que se remunera la prestación de sus servicios. Este concepto está pensado para ser aplicado en el ámbito penal, específicamente respecto de los delitos comprendidos dentro del Título V y del Párrafo IV del Título III de ese cuerpo legal
.

Ante la posibilidad que el concepto que se utilice sea objeto de interpretaciones sobre a quienes se aplica, los integrantes de la Comisión fueron contestes en utilizar un concepto de carácter amplio, inclusivo de todo funcionario que perciba remuneraciones del Estado. Argumentando lo anterior, algunos señalaron que es insostenible que por una parte el Estado luche contra la violencia intrafamiliar, destinando recursos a planes y programas especiales y por otra, remunere a un funcionario que la ejerce.

En cuanto a la sentencia condenatoria

Igualmente, hubo absoluto acuerdo en la Comisión respecto de que la sentencia que condena al funcionario público debe estar ejecutoriada, es decir, no existan recursos pendientes. De lo contrario, no opera la causal de inhabilidad.

Por otra parte, sus integrantes también analizaron la extensión de la misma porque la ley N° 20.066 contiene dos tipos de ilícitos relativos a violencia intrafamiliar, esto es, el contenido en el artículo 8°, referido al maltrato que constituye una falta y que es conocido y sancionado por el tribunal de familia, y el contemplado en el artículo 14, denominado delito de maltrato habitual, sancionado por el juez con competencia en materia penal, el cual conoce luego que el juez de familia le remite los antecedentes por estimar que el maltrato constituye delito, y, por la pena que tiene asignada, constituye un simple delito (según el artículo 21 del C.P, son penas de simples delitos la de presidio menor y la pena asignada al delito de maltrato habitual es de presidio menor en su grado mínimo, esto es, de 61 a 540 días).

Respecto de esta consideración, los integrantes de la Comisión coincidieron en la calificación que efectúa el boletín 5979-18
, la que se refiere expresamente a la inhabilidad para quien sea condenado por el delito de maltrato habitual, es decir, al contenido en el artículo 14
, el cual, -es preciso tener presente- ha sido objeto de dos modificaciones contenidas en el proyecto de ley en análisis: una, se le agrega la violencia sexual y patrimonial, dentro de las conductas posibles de constituir el delito, y, dos, se propone aumentar la pena asignada al delito en un mayor rango, esto es, en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años).

Argumentando lo anterior, se tuvo en consideración lo expuesto por los invitados durante la discusión general, referente al abuso de las denuncias por hechos de violencia intrafamiliar, cuestión que resultaría permeable respecto de las denuncias realizadas directamente en sede penal o bien, que sean derivadas al Ministerio Público, en razón de la calificación previa que hace el Juez de Familia al remitir los antecedentes.

Sin embargo, algunos hicieron presente que esta modificación engarza con el fenómeno de retractación de la víctima, en tal sentido, si el agresor es el único o principal proveedor del grupo familiar, esta modificación redundaría en que éste quedara sin trabajo, y si la mujer está en una posición económicamente más débil, la hará más propensa a retractarse durante la investigación. 

La inhabilidad como requisito para postular a un cargo de función pública

En el debate, la Comisión estuvo de acuerdo en que respecto de los funcionarios de la Administración del Estado la inhabilidad propuesta en la iniciativa, ya estaría contemplada en la letra c) del artículo 54 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado
 que dispone: “Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos de la administración del Estado: c) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito”, de modo que no es necesario consignarlo expresamente.

Aplicación como inhabilidad sobreviniente:

Los integrantes de la Comisión observaron en que la inhabilidad, en la forma en que se encuentra redactada en la proposición, debe entenderse al tiempo de ya asumido el cargo, lo que abrió el debate sobre la interrogante respecto de su aplicación como inhabilidad sobreviniente. A este respecto, es conveniente considerar que la Ley de Bases de la Administración del Estado referida, contempla la inhabilidad para acceder a los cargos en el artículo 54
 ya referido y la inhabilidad sobreviniente en el artículo 64
 de la misma Ley de Bases, los que prescriben que las inhabilidades sobrevinientes, deben ser declaradas por el funcionario afectado a su superior dentro de 10 días contados desde su configuración, presentando su renuncia al cargo o función.

Por lo anterior, las diputadas y diputados integrantes convinieron en que no obstante que la inhabilidad para los casos propuestos se encuentra expresamente considerada en la legislación actual, salvo en los casos de alcaldes, concejales y Banco Central, en todo caso, no obsta a su regulación también expresa, para los casos de violencia intrafamiliar.

A continuación, se presenta un cuadro sinóptico con las inhabilidades en la normativa que la contempla, respecto de los funcionarios que se indican, propuestos por una de las iniciativas en estudio:

Anexo: Tabla inhabilidades Boletín 5979-18 y normativa existente

	Artículo del Boletín
	Funcionarios
	Inhabilidad en normativa existente

	Artículo 1 Modifica LOC N° 18.575 Bases Generales Administración Estado 
	N° 1) Ministro de Estado
	Si. Artículo 54 LBAE: Establece inhabilidad general que impide acceder a cargos de la Administración del Estado a aquellos que hubiesen cometido crimen o simple delito

	
	N° 2) Subsecretario Jefe superior servicio Directivo superior órgano u organismo Administración del Estado
	Si: Artículo 54 LBAE: Establece inhabilidad general que impide acceder a cargos de la Administración del Estado a aquellos que hubiesen cometido crimen o simple delito

	Artículo 2 Modifica LOC N° 19.175 Gobierno y Administración Regional 
	1) Intendente o Gobernador
	Si: Artículo 6, c) LOC de Gobierno y Administración Regional: Para ser designado intendente o gobernador se requiere “No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos”. 

Referencia al Artículo 54 LBAE: Establece inhabilidad general que impide acceder a cargos de la Administración del Estado a aquellos que hubiesen cometido crimen o simple delito

	
	2) Consejero Regional
	Si: Artículo 32 LOC de Gobierno y Administración Regional: No podrán ser consejeros regionales los que hayan sido condenados por crimen o simple delito. 

	Artículo 3 modifica LOC N° 18.695 de Municipalidades
	Alcalde

Concejal
	No: Artículo 74 LOC Municipalidades. “Tampoco podrán ser candidatos a alcalde o a concejal las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva”.

La inhabilidad del artículo 10 f) Ley 18.883 Estatuto Funcionarios Municipales que impide ingresar a la municipalidad a quien se encuentre inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, o se halle condenado por crimen o simple delito, no es aplicable a alcaldes y concejales.

	Artículo 4 modifica LOC 
N° 19.640 del Ministerio Público
	1) Fiscal Nacional

Fiscales Regionales

Fiscales adjuntos
	Si: Artículo 60 Ley 19.640: “No podrán ser fiscales quienes tengan alguna incapacidad o incompatibilidad que los inhabilite para desempeñarse como jueces”.

Artículo 256 COT: No podrán ser jueces “6° Los que hubieren sido condenados por crimen o simple delito”.

	Artículo 5 modifica LOC 
N° 18.840 del Banco Central
	1) Consejero Banco Central
	No 

	
	2) Personal del Banco Central
	No 

	Artículo 6 modifica COT
	Jueces 
	Si: Artículo 256 COT: No podrán ser jueces “6° Los que hubieren sido condenados por crimen o simple delito”.


Para los integrantes de la Comisión, en definitiva, fue unánime el considerar que la sentencia condenatoria por violencia intrafamiliar, debía ser causal de inhabilidad tanto para optar al cargo o función pública, como asimismo, respecto de aquel que se encuentre actualmente ejerciéndolo.

Sin perjuicio de lo anterior, el debate igualmente se centró en la duración que debía tener esta pena accesoria que se propone incorporar. 

En tal sentido, la postura más radical fue la doble condena, esto es, la accesoria durará tanto como la principal, y, en caso de reincidencia, la inhabilidad será perpetua. 

Otros integrantes, consideraron que se vulneraría el principio del non bis in ídem, de aplicación en el ámbito penal, porque se estaría sancionando en virtud de una segunda consideración, un hecho que ya fue sancionado. Por otra parte, tuvieron presente que el objetivo de toda norma penal es sancionar evitando que se infrinjan principios como el de la doble incriminación y la sanción de hechos no constitutivos de delitos, o se sancionen hechos irrelevantes, como asimismo, el que la norma propuesta se adecue a los términos que utiliza el Código Penal, toda vez, que puede llevar a la confusión en la aplicación de esas normas por los jueces y tribunales
.

Si bien al interior de la Comisión se debatió latamente acerca de extender la inhabilidad a otras personas con cargos de dependencia de las autoridades, no hubo acuerdo, por lo que se prefirió no incluirlas, porque se concluyó que en los estamentos inferiores a los cargos directivos o de confianza, el hecho de perder el trabajo y dejar a las personas sin sustento económico podría inhibir a la victima a denunciar a su agresor, con lo que podría producirse el efecto contrario.

En definitiva, hubo pleno acuerdo en que la inhabilidad debe afectar directamente al autor del delito de maltrato habitual que haya sido condenado por sentencia firme durante el tiempo que dure la condena, tanto para quienes ejerzan un cargo de elección popular como y a quienes ejerzan cargos directivos o de exclusiva confianza de la Administración del Estado, en instituciones o empresas semifiscales, autónomas u organismos creados por el Estado, o dependientes de él, incluyendo al Poder Judicial, Ministerio Público y Tribunal Constitucional, y en esos términos se puso en votación una indicación que complementa la proposición contenida en el boletín N° 5569 18
, que propone incorporar un nuevo inciso tercero en el artículo 12 de la ley de violencia intrafamiliar, -referido al Registro de sanciones en donde se establece como causal de inhabilidad sobreviniente para funcionarios públicos el haber sido condenado por sentencia ejecutoriada como autor de violencia intrafamiliar; y la contenida en el boletín N° 5979-18
 que modifica diversas leyes orgánicas constitucionales
 con el objeto, por una parte, establecer como causal de inhabilidad el haber sido condenado por sentencia ejecutoriada por delito contemplado en la ley N° 20.066.

Puesta en votación la indicación sobre la inhabilidad, en los términos explicados, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Los integrantes valoraron la aprobación de la inhabilidad por considerarla justa y ejemplar porque estimaron que un parlamentario, ministro, subsecretario, juez o fiscal condenado por violencia intrafamiliar debería dejar su cargo de inmediato.

Asimismo, para precisar muy bien de que se trata sólo respecto de los condenados por el delito de maltrato habitual, se intercala la nueva norma a continuación del delito de maltrato habitual, -en el artículo 16-, y no en el artículo 12, como venía propuesto porque éste se refiere al registro de las condenas y penas accesorias.

El texto aprobado es el siguiente:

Incorporáse, el siguiente artículo 16 bis

“Artículo 16 bis.-Inhabilidad para el ejercicio de la función pública. Todo aquel que haya sido condenado, por sentencia ejecutoriada, como autor del delito de maltrato habitual contemplado en el artículo 14 de esta ley, no podrá ejercer cargos de elección popular, como tampoco cargos directivos o de exclusiva confianza, en la Administración del Estado; en instituciones o empresas semifiscales o autónomas; municipales u organismos creados por el Estado; en el Ministerio Público, Poder Judicial o Tribunal Constitucional, durante el tiempo que dure la condena.

Lo establecido en el inciso anterior, será igualmente causal sobreviniente”.

9.- Modificaciones propuestas respecto del delito de maltrato habitual

Al Artículo 14

Tanto el boletín N° 7314
 como el N° 5293 18
 proponen modificaciones a este artículo que define el delito de maltrato habitual con su respectiva pena y señala los criterios que se utilizan para determinar la habitualidad; en sus incisos primero y segundo, respectivamente.

El primer boletín propone, por una parte, incorporar la violencia sexual y patrimonial en su definición, y por otra, extender la pena desde presidio menor en su grado mínimo, hasta su grado medio.

La Comisión estuvo plenamente de acuerdo con agregar tales conceptos al definir el delito de maltrato habitual porque tienen directa relación con los mismos introducidos en el artículo 5°, propuestos por la misma iniciativa, con el propósito de ampliar lo que se entiende por violencia intrafamiliar, de manera de que se trata de una adecuación de normas.

Respecto de la segunda proposición, igualmente se amplía el rango de posibilidad de aplicación de la sanción, - de 61 días a 540 días- , por de 61 días hasta 3 años, con el objeto de que el juez pueda calificar al delito con mayor pena, de acuerdo a las circunstancias. 

Ambas propuestas fueron aprobadas sin debate por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett.

Por su parte, el segundo proyecto propone incorporar dos modificaciones en el inciso segundo, en el sentido de que las sentencias penales condenatorias, sean consideradas para la determinación de la habitualidad en el delito que la norma regula. La otra modificación, dice relación con eliminar la expresión final del inciso segundo, que deja fuera, expresamente, para apreciar la habitualidad, a los hechos anteriores cometidos por la misma persona respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria. Sobre el particular los integrantes de la Comisión señalaron que considerar todo tipo de condena penal anterior se escapa al propósito de los proyectos, por lo que acordaron limitar su aplicación sólo respecto de aquellas sentencias condenatorias previas por crimen o simple delito cometido en un contexto de violencia intrafamiliar.

Puesta en votación las modificaciones propuestas por el boletín fueron aprobadas por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett.

Artículo 14 bis nuevo

El boletín N° 7314
 propone incorporar este nuevo artículo con el objeto de que determinadas circunstancias atenuantes que se prescriben en el artículo 11 del Código Penal, no sean consideradas cuando se trate de ilícitos cometidos en el contexto de la violencia intrafamiliar.

El texto propuesto es el siguiente:

“Artículo 14 bis. No procederá acoger las circunstancias 5a, 6° o 7a del artículo 11 del Código Penal
, tratándose de ilícitos que tengan su origen en la violencia intrafamiliar.”
Respecto de las circunstancias atenuantes, es decir, aquellas que si proceden permiten al juez disminuir la pena, y que la iniciativa propone no considerarlas como tales en materia de violencia intrafamiliar, los integrantes de la Comisión valoraron la iniciativa en su propio mérito, mas estuvieron contestes en que es necesario limitarla sólo respecto de la circunstancia 5° referida al arrebato u obcecación, teniendo presente lo señalado por el Fiscal Nacional durante la discusión general, en el sentido de que es una atenuante que efectivamente se ha invocado para justificar el actuar violento del agresor en virtud de una situación de hecho que ha experimentado con la víctima, cuestión que suele ser de común ocurrencia en contextos donde se ejerce violencia. Por lo tanto, si esta atenuante está establecida para morigerar las penas de quienes actúan motivados por un impulso que es frecuente encontrar en ilícitos intrafamiliares, parece razonable la prohibición de acoger el arrebato u obcecación como circunstancia atenuante de responsabilidad penal. Asimismo, estuvieron muy de acuerdo en reemplazar la expresión “ilícito” por “delito”, toda vez, que no corresponde en términos jurídicos referirse a la primera porque contiene a las faltas, y cuando se trata de atenuantes claramente se está en el contexto de los crímenes y simples delitos.

Por lo anterior, la Comisión rechazó la proposición y la sustituyó por la siguiente indicación:

“Artículo 14 bis: No procederá acoger la circunstancias 5a, del artículo 11 del Código Penal, tratándose de delitos que tengan su origen en la violencia intrafamiliar.”
Puesta en votación la indicación señalada, fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett. Por la misma votación, se entiende rechazada la propuesta original de proyecto.

10.-Modificaciones propuestas respecto de las medidas cautelares en sede penal

Al Artículo 15

El boletín N° 4106-18
 propone modificar este artículo referido a las medidas cautelares dictadas durante la investigación o el procedimiento por delito constitutivo de violencia intrafamiliar, en el sentido de intercalar entre las palabras “Medidas” y “cautelares”, la frase “de protección o”. Dicha modificación para los integrantes de la Comisión, pareció innecesaria y redundante porque las medidas cautelares incluyen a las de protección de manera que podría generar error respecto de su interpretación.

Por lo anterior la proposición fue rechazada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett.

11.- Modificaciones propuestas respecto de la suspensión de procedimiento

Al artículo 17

El boletín N° 7314
 propone modificar este artículo referido a las condiciones para la suspensión del procedimiento, en el sentido de incorporar la palabra “condicional” a continuación de la palabra “suspensión”, las dos veces que aparece mencionada en el texto.

Los integrantes de la Comisión estuvieron contestes en la pertinencia de la modificación, en el sentido de que aclara el sentido de la norma, por lo que puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett.

II. MODIFICACIONES PROPUESTAS EN EL CÓDIGO ORGANICO DE TRIBUNALES

Respecto de la competencia de los juzgados de garantía

Al artículo 14

El boletín N 4936-18
 propone incorporar expresamente la competencia de los juzgados de garantía para conocer y resolver las cuestiones y asuntos que la ley de violencia intrafamiliar les encomiende, mediante el siguiente texto:

“Agrégase en la letra h) entre la palabra “Código” y la conjunción “y” que le sucede la expresión “ en la ley 20.066”.

La Comisión estimó que si bien no parece del todo necesario agregar la modificación, toda vez, que las materias a que se refiere se rigen por las reglas generales, es decir, si se configura el delito de maltrato habitual o bien los actos de violencia intrafamiliar son constitutivos de cualquier otro delito, necesariamente conocerá de éstos el tribunal con competencia en materia penal; sin embargo, estuvieron de acuerdo en acoger la proposición porque quedará expresamente establecido de la misma forma que lo prescriben las letras g) y h) respecto de otras materias como son las provenientes de delitos de la ley de responsabilidad penal juvenil o del sistema de justicia militar; 

En definitiva, la Comisión presentó una indicación para adecuar los términos de la proposición al resto del artículo 14, con el siguiente texto, toda vez, que consideró interpreta mejor el sentido de la proposición:

Incorpórase, en el artículo 14, la siguiente letra nueva:

“ i) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley sobre violencia intrafamiliar les encomienden”.

Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett.

III. MODIFICACIONES PROPUESTAS EN EL CÓDIGO CIVIL

Respecto de las indignidades para suceder

Al artículo 968

El boletín N° 6001-18
 propone incorporar, dentro de las indignidades para suceder al difunto, como heredero o legatario, a quienes hayan sido condenados por violencia intrafamiliar tanto respecto de éste, su cónyuge o de cualquiera de sus ascendientes o descendientes.

El texto es el siguiente:

“Agrégase en el número 2° del artículo 968 del Código Civil a continuación del signo de punto y como (;) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“Se consideraran indignos, además, los que hayan sido sancionados por sentencia firme en materia de violencia intrafamiliar a que se refiere la ley número 20.066”.

Los integrantes de la Comisión estuvieron totalmente de acuerdo con la proposición porque coincidieron en que es adecuada y pertinente porque, además, trata a los agresores de violencia intrafamiliar de la misma forma que en los delitos sexuales donde el autor ejerce daños sensibles frente a sus víctimas, y, en el caso, agravado porque los agresores son parientes o cónyuges de las víctimas y por tanto, herederos.

Sin embargo, repararon que debía dejarse claramente establecido sin lugar a interpretaciones que se trata de una relación de violencia intrafamiliar entre un causante y su pariente agresor, de modo que presentaron una adecuación en los siguientes términos:

“El que haya sido condenado por sentencia ejecutoriada por el delito de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, en los términos del artículo 14 de la ley N° 20.066, en contra de la persona de cuya sucesión se trate, de su cónyuge, o de cualquiera de sus ascendientes o descendientes”
En consecuencia, puesta en votación la proposición, con las modificaciones formales señaladas fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Bauer, Cristi, Kort (Presidente), Muñoz, Sabat, Sabag y Zalaquett.

IV. MODIFICACIONES PROPUESTAS EN EL CÓDIGO PENAL

Respecto de las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal

Al artículo 11

El Boletín N° 7314-18
, propone agregar un párrafo en la circunstancia N° 6, que consagra como atenuante la irreprochable conducta anterior del delincuente, con el objeto de hacerla improcedente en los casos que haya ejercido anteriormente actos de maltrato en la víctima o parientes por consaguinidad o por afinidad en toda la línea recta o colateral hasta el tercer grado inclusive, o respecto de sus cercanos.

El texto propuesto es el siguiente:

“Agrégase a la circunstancia 6a del número 11 el siguiente nuevo inciso segundo:

“Será improcedente la aplicación de esta circunstancia a los casos en que el hechor haya ejercido actos de maltrato con anterioridad en la víctima, los parientes señalados en el artículo 5° de esta ley o sus cercanos”.

Respecto de la proposición, los integrantes de la Comisión opinaron de distinta manera; los que se manifestaron a favor, señalaron que se debe dar una señal clara a la sociedad para erradicar el flagelo de la violencia donde la mujer es la principal víctima; además, el agresor, antes de que sea denunciado o cause lesiones de tal gravedad que solo en ese momento es aprendido, ya ha maltratado a su víctima en reiteradas oportunidades, de modo que mal podría constituirse en su favor una irreprochable conducta. Por su parte, quienes estuvieron por rechazar la proposición, concluyeron que aun compartiendo el espíritu, las circunstancias atenuantes de responsabilidad penal son una institución que se aprecia objetivamente, al margen de cualquier otra consideración.

En definitiva, puesta en votación fue rechazada por la mayoría de 5 votos en contra, de la señora Cristi y los señores Barros, Bauer, Kort (Presidente) y Sabag; votaron a favor las señoras Muñoz y Saa, y los señores Jarpa y Schilling. Se abstuvo la señora Zalaquett. 

V. MODIFICACIONES PROPUESTAS EN LA LEY N° 19.968, QUE CREA LOS TRIBUNALES DE FAMILIA

Respecto del procedimiento relativo a los actos de violencia intrafamiliar

Artículo 81 bis, nuevo

El boletín N° 4936-18
, propone intercalar, en las normas que contienen los asuntos que son de competencia de los tribunales de familia, un artículo 81 bis (nuevo), con el siguiente texto:

“Incorpórase el artículo 81 bis:

“Artículo 81 bis. Orden de protección. Si se solicitare una orden de protección, de acuerdo a lo previsto en el artículo 5° bis de la ley 20.066,
 el tribunal citará a una audiencia tendiente a la resolución de ésta, debiendo, en caso de ser acogida, adoptar las medidas dispuestas en dicho precepto y particularmente iniciar el procedimiento relativo a los actos de violencia intrafamiliar conforme a los establecido en este Párrafo o derivarlo al Tribunal de Familia competente, si fuera el caso.”
La Comisión entendió y compartió el fondo de la proposición, la que no es otra que fortalecer las medidas de protección a la víctima cuando existe una situación de riesgo para que el tribunal competente pueda dar una respuesta inmediata
; sin embargo, constató que de la lectura se colige que se refiere a los tribunales con competencia en lo penal, toda vez, que por una parte, dice relación con las medidas que éste debe adoptar de acuerdo con el propio artículo 5° bis que el mismo proyecto proponía incorporar, el cual fue rechazado porque la propia autora de la iniciativa, Diputada Muñoz, presentó una indicación para sustituirla por otra en la cual mantiene la competencia de los tribunales de familia; por lo anterior, la Comisión concordó en aprobar la proposición, pero con las modificaciones necesarias para concordarla con el artículo 7° bis que ahora se incorpora y que contiene un estatuto integral de protección a las víctimas de violencia intrafamiliar, pero dentro de la competencia de los tribunales de familia 

En definitiva, la nueva norma que se incorpora es la siguiente:


Incorpórase el siguiente artículo 81 bis:

“Artículo 81 bis. Orden de protección. Si se solicitare una orden de protección, de acuerdo a lo previsto en el artículo 7° bis de la ley N° 20.066, el tribunal citará a una audiencia tendiente a la resolución de ésta, debiendo, en caso de ser acogida, adoptar las medidas dispuestas en dicho precepto y particularmente iniciar el procedimiento relativo a los actos de violencia intrafamiliar conforme a los establecido en este párrafo

Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Al artículo 90

La Comisión, de acuerdo con lo aprobado tanto en el artículo 7 bis y siguiente, como en el artículo 81 bis, ambos que se proponen agregar, y que tiene por objeto establecer, -el primero-, un estatuto especial de respuesta inmediata frente a un riesgo de violencia intrafamiliar, y, considerar su procedimiento, el segundo, recogió una sugerencia hecha en la audiencia pública
 en cuanto a agregar en este artículo, referido a la remisión de antecedentes de inmediato si el hecho reviste caracteres de delito al Ministerio Público, la posibilidad de que igualmente el juez de familia pueda formarse la convicción en el momento de recibir los antecedentes o en la audiencia que precisamente se ordena realizar en el artículo 81 bis.

Los integrantes de la Comisión fundamentaron plenamente la indicación porque tuvieron presente que en la audiencia preparatoria no está notificada la persona denunciada, y se efectúa solo con la presencia de la persona afectada, de manera que estableciendo este artículo en la actualidad que la única oportunidad de remitir los antecedentes al Ministerio Público por el delito de maltrato habitual es en la audiencia preparatoria o de juicio oral, se obstaculiza la posibilidad remitir desde ya la causa respectiva a la sede competente, lo que genera una pérdida de tiempo en la iniciación de la causa penal y la persecución de la responsabilidad de la persona afectada. Lo anterior se agrava a un más considerando la especial naturaleza de los conflictos de familia y la débil posición en que se encuentra la parte denunciante.

A mayor abundamiento, es un hecho para ser considerado, el que evaluada la parte denunciante por un consejero técnico especializado y revisado los antecedentes que se tienen a la vista por un juez de familia competente, considerando la interconexión actual existente con el Servicio de Registro Civil e Identificaciones, es posible desde la recepción de los antecedentes o al comparecer a estrados la persona afectada, determinar desde ya la ocurrencia del delito de maltrato habitual establecido en el artículo 14 de la ley 20.066.

En consecuencia, puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los (as) diputados (as) presentes señores (as) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Al artículo 92

Los boletines N° 4936-18
, 7314-18
, y 5294-18
 proponen incorporar dentro de las medidas cautelares que puede adoptar el juez de familia en el ejercicio de su potestad cautelar de protección a la víctima de violencia intrafamiliar, nuevas medidas, con el siguiente texto:

“1. Agréguese la siguiente frase final al numeral 1 del artículo 92:

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, cuando la gravedad o habitualidad de los maltratos o los antecedentes del agresor lo hicieran aconsejable, el Juez podrá imponer al condenado la obligación de financiar un sistema de alarma o comunicación destinada a la protección de la víctima.”
2.- Agrégase el siguiente nuevo inciso al número 1 del artículo 92.

“Si el juez lo estimare pertinente, podrá ordenar que el denunciado o demandado porte brazalete electrónico a fin de detectar el incumplimiento de orden de no acercamiento. En caso de incumplimiento se impondrá como medida de apremio arresto hasta por quince días. Si el infractor reiterare en el incumplimiento, la medida de apremio se podrá aumentar al doble. Sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público para que deduzca acción conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil”.

3.- Reemplázase, en el inciso segundo
, la frase “por un período que no exceda de los 180 días hábiles, renovables, por una sola vez, hasta por igual plazo”, por lo siguiente: “por todo el proceso mientras se mantengan las circunstancias que las motivaron, previo informe del consejo técnico en donde se acredite la ausencia total de presión o amenaza. Dicha medida cautelar se mantendrá mientras ninguna de las partes presente en el juicio antecedentes suficientes que acrediten el cese de la violencia o amenaza;”.

La Comisión valoró las iniciativas en su propio mérito y compartió el sentido de las mismas, aún teniendo presente, por una parte, que las dos primeras no concuerdan con el sistema de financiamiento del sistema de alarma o comunicación por tener claridad que éste debe provenir del Estado, y, por otra parte, porque se trata de imponer mayores restricciones y control a una persona que no está condenada.

Sin embargo, e igualmente como se hizo presente por sus integrantes al aprobar su expresa incorporación en el artículo 9° de la ley de violencia intrafamiliar, es posible realizar una nueva propuesta acorde con la normativa actual, particularmente, con lo que dice relación con las modificaciones introducidas por la ley N° 20.063 a la ley N° 18.216
 a través de la cual, se intercala en ésta un nuevo Título III donde se contempla el denominado “Monitoreo telemático”, esto es, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva aplicadas de conformidad a dicha ley. 

Por otra parte, si bien estas medidas pueden aplicarse a condenados por diversos delitos en contra de las personas e incluso el juez disponer que la víctima los use (siempre que ésta consienta en ello), pero no se hace referencia a las medidas cautelares o de protección que puedan dictarse en un proceso de violencia intrafamiliar, ya sea en el Tribunal de Familia o en el Tribunal de Garantía, sin embargo, estimaron que cualquier medida de resguardo que se adopte será siempre legítima cuando se trate de controlar la prohibición que tiene el ofensor de acercarse a la víctima y así evitar la ocurrencia de delitos aún mayores como el femicidio.

En este contexto, igualmente, la Comisión por unanimidad acordó una indicación “facultativa para el juez” de modo de instalar la posibilidad de adoptar las medidas para asegurar el cumplimiento de la medida cautelar, con el siguiente texto:

“Agrégase, el siguiente párrafo segundo en el N° 1, del artículo 92:

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, el juez podrá imponer al condenado la obligación de utilizar un dispositivo electrónico de monitoreo telemático; proveer a la víctima de un sistema de alarma o comunicación, o establecer el uso o aplicación de cualquier otro elemento que permita asegurar la eficacia de la medida cautelar”. 

Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Por las mismas razones y unanimidad fue aprobada la proposición contenida en la segunda iniciativa, referida a la facultad del juez de dictar como sanción al incumplimiento de acercamiento del ofensor a la víctima, el porte de brazalete electrónico, el cual, asimismo, se sancionará con arresto por el desacato. 

Respecto de la tercera proposición, los integrantes de la Comisión estuvieron plenamente de acuerdo porque consideraron apunta en la línea que ha venido sosteniendo con cada una de las modificaciones, esto es, otorgar la mayor cantidad de herramientas para la protección y respuesta de la víctima de violencia de modo inmediato y sin más trámite, las que deben protegerla hasta que no cambien las circunstancias que le dieron origen.

Por lo anterior, y puesta en votación fue igualmente aprobada por la misma unanimidad antes señalada de diputadas y diputados.

Al artículo 94

Respecto de esta norma que prescribe que en caso de incumplimiento de las medidas cautelares decretadas por el juez de familia, los antecedentes deben ser remitidos por éste al Ministerio Público para los efectos de configurarse en contra del infractor el delito de desacato, se presentaron las siguientes proposiciones:

1.-Boletín N° 4936-18

“Incorpórase la siguiente parte final al inciso primero del artículo 94°, entre la palabra “días” y el punto aparte (.) que le sucede:

“y dispondrá, en todo caso, la medida señalada en la parte final del número 1 del artículo 92.”
La Comisión consideró atendible la medida que hace extensiva la facultad del juez de imponer al condenado la obligación de financiar un dispositivo electrónico de monitoreo telemático para proteger a la víctima, de la misma forma que se aprobó como medida cautelar pura y simple para controlar que no se le acerque el ofensor, de manera que resulta de toda lógica que cuando se incumple la medida cautelar principal, se aplique la misma disposición.

Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

2.-Boletín N° 7314-18

La iniciativa propone lo siguiente respecto del incumplimiento de las medidas cautelares:

“Agrégase la siguiente frase final, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.)

“Si reiterare el incumplimiento el juez podrá aplicar hasta el doble como medida de apremio”.

Fue aprobada sin debate por la misma votación anterior

3.-Boletín N° 5292-18

Incorpórase la siguiente frase final al artículo 94: 

“Tratándose de la primera vulneración a las medias cautelares o accesorias decretadas, el tribunal impondrá como medida de apremio lo reclusión nocturna por 3 fines de semana consecutivos, debiendo cumplir dicha sanción el fin de semana inmediatamente siguiente a la fecha de notificación de lo resolución que así lo ordena. “
La Comisión rechazó la proposición por la unanimidad de de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Fundamentaron el rechazo porque consideraron que la norma actual, que sanciona hasta por 15 días al infractor es más acertada y prefirieron no innovar.

Al artículo 95

Boletín N° 7314-18
 de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.

El artículo 9°, de la ley de violencia intrafamiliar, dispone que el juez, al dictar sentencia definitiva, debe aplicar, además, las medidas accesorias que corresponda, como por ejemplo, la prohibición de acercarse el ofensor a la víctima o a su domicilio; asimismo, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere y cualquier otra cuestión de familia sometida a su conocimiento por las partes.

Por su parte, el artículo 95 de la ley de tribunales de familia en comento, refiriéndose al procedimiento aplicable en esta materia, prescribe que recibida la demanda o denuncia, el juez de familia citará a audiencia preparatoria la que debe efectuarse dentro de los diez días siguientes; sin embargo, nada dice la ley respecto de cuándo se fijan los hechos pertinentes a probar en las materias señaladas. 

La proposición, tiene relación con este punto, en el siguiente sentido:

“Agrégase el siguiente inciso final al artículo 95:

“Para los casos en que se deban fijar alimentos, relación directa y regular de los hijos o cuidado personal de los mismos en la sentencia definitiva, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 9 de la ley 20.066, deberá fijarse los hechos a probar pertinentes a estas materias en la audiencia señalada en el inciso primero “
Los integrantes de la Comisión valoraron la iniciativa porque consideraron que precisa la materia y es atingente y acertada.

Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Al artículo 98

Boletín N° 7314-18

Esta iniciativa propone tres modificaciones referidas a los efectos de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia, que consagra la disposición que se señala, en los siguientes términos:

“a) Introdúcense en el artículo 98 las siguientes modificaciones

En el inciso segundo, entre las palabras “sentencia” e “y”, intercálase la palabra “condenatoria”.

b) En el inciso tercero después de la palabra “sentencia”, agrégase la palabra “condenatoria”.

c) Agregase el siguiente inciso final:

Con todo, no procederá en ningún caso que en este estado de la causa, se reabra el procedimiento y se cite a juicio”. 

La suspensión condicional de la dictación de la sentencia (contemplada en el artículo 97 de la ley sobre tribunales de familia) es un beneficio que se otorga a quien cometió actos de violencia intrafamiliar no constitutivos de delito, si existen antecedentes que permitan presumir fundadamente que no ejecutará el agresor actos similares, con la condición de que además, se haya establecido y aceptado por las partes obligaciones respecto de sus relaciones de familia y las de carácter reparatorio a satisfacción de la víctima, y se haya adquirido por el denunciado o demandado el compromiso de observar con acuerdo de la víctima una o más de las medidas cautelares o de protección.

No procede le suspensión condicional si el juez lo estimare necesario para la continuación del proceso, si ha habido denuncia o demanda previa sobre violencia intrafamiliar en contra del denunciado o demandado o si el denunciado hubiese sido condenado por un delito de carácter sexual u homicidio o lesiones.

Por su parte, el artículo 98 se refiere al efecto de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia. Si se decreta y el denunciado o demandado ha dado cumplimiento satisfactorio a las condiciones impuestas, el tribunal mediante resolución declarará tal circunstancia, ordenará el archivo de los antecedentes y dispondrá de la omisión en el certificado de la inscripción practicada.

Asimismo, si conforme al mismo artículo, el denunciado o demandado no ha dado cumplimiento de las obligaciones acordadas, el juez dictará sentencia, la que en todo caso debe ser condenatoria, debido a que el hechor ha reconocido los hechos, se ha comprometido a observar obligaciones que él no cumplió, situación que pone en evidencia el dar por acreditado los hechos y como consecuencia solo cabe una sentencia condenatoria.

La Comisión compartió totalmente las proposiciones señaladas porque precisa de buena manera los términos cuando se trata de una sentencia absolutoria o condenatoria, en caso de cumplimiento o incumplimiento de las medidas accesorias.

Asimismo, y como quedó dicho en las audiencias, sucede que en la práctica frente al incumplimiento de las condiciones impuestas, una parte de los tribunales de familia reabre el procedimiento al estado de audiencia preparatoria, se cita a juicio y nuevamente se fijan los hechos a probar, es decir se vuelve a reiniciar el juicio, lo que genera como consecuencia una jurisprudencia procesal eminentemente contradictoria, que redunda en un grave perjuicio para la víctima de violencia intrafamiliar. 

Por lo anterior, los integrantes de la Comisión estimaron del todo procedente e indispensable y muy necesario señalar en forma expresa que no procede bajo ninguna circunstancia reabrir el juicio cuando el hechor ha incumplido las condiciones por las que se dictó la suspensión condicional de la dictación de la sentencia.

Puestas en votación las tres proposiciones referidas a los efectos de la suspensión condicional de la pena, tanto respecto de su cumplimiento como de su incumplimiento, fueron aprobadas por por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Al artículo 99

La misma iniciativa presentó dos proposiciones respecto de este artículo que se refiere a la revocación que opera de la condicionalidad, cuando el ofensor incurre en nuevos actos de violencia intrafamiliar, debiendo el tribunal acumular los autos y dictar sentencia respecto de ambos actos.

Los textos propuestos son los siguientes: 

“a) Sustitúyase la frase “la persona denunciada o demandada” por “el denunciado o demandado”.

La Comisión consideró innecesaria la proposición y la rechazó sin debate, por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

“b) El punto aparte (.) pasa a ser seguido y agrégase la siguiente frase final:

“En este caso el tribunal además remitirá los antecedentes al Ministerio Público, para que deduzca acción conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de procedimiento Civil.

Los integrantes de la Comisión consideraron atingente la incorporación del párrafo porque estimaron válido que al haber incumplido el hechor el compromiso incurre en desacato, y, la sanción en ese caso, en concordancia con lo señalado en el artículo 8° de la ley de violencia intrafamiliar, - el tribunal debe remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, de manera que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición.

Por lo anterior, y puesta la proposición en votación, se aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, diputados (as), señoras (es) Barros, Bauer, Cristi, Jarpa, Kort (Presidente), Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá en su momento el Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente 

“PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar: 

1.- Intercálase, en el artículo 3°, una letra d) con el siguiente texto; pasando las actuales d), e) y f), a ser e), f) y g), respectivamente.

“d) Promover la creación a nivel comunal y regional, de comités de coordinación que aborden en forma integral y conjunta las políticas de protección de las víctimas de violencia intrafamiliar y agilicen la respuesta de las instituciones públicas y de la comunidad, instancias en las que participarán representantes de las fuerzas de orden y seguridad, de entidades gubernamentales y de la sociedad civil”.

2.-Enmiéndase, el artículo 4°, de la forma que sigue:

a).-Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo:

“Éste deberá contener una evaluación de la eficacia de las normas vigentes y disponer la adopción de medidas concretas para la prevención de la violencia intrafamiliar y la protección de las víctimas.

b).-Añádese, el siguiente inciso final:

“El Servicio Nacional de Menores y el Servicio Nacional del Adulto Mayor, podrán asesorar al Presidente de la Republica en la implementación de políticas públicas orientadas a la prevención y protección de la violencia intrafamiliar en contra de niños y adultos mayores, respectivamente”.

3.-Reemplázase, el artículo 5°, del modo que se señala:

“Artículo 5°.-Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física, psíquica, sexual o patrimonial de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él, o sea actualmente cónyuge o conviviente de quien haya tenido con el ofensor la relación señalada, o pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.”.

4.-Agrégase, a continuación del artículo 7º, los siguientes nuevos artículos 7 bis, 7 ter, 7 quáter y 7 quinquies:

“Artículo 7 bis.- Orden de protección. Cuando exista una situación de riesgo para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, en los términos referidos en el artículo precedente, el tribunal, de oficio o a solicitud de alguna de las víctimas o de cualquier persona en su nombre, dictará una orden de protección en favor de aquéllas.

La orden podrá requerirse ante cualquier tribunal, ante los organismos mencionados en el artículo 173 del Código Procesal Penal, en las oficinas de atención a la víctima o en establecimientos sanitarios, los que deberán remitirla en forma inmediata ante el juzgado de familia más cercano, el que si correspondiere, la derivará al que sea competente, sin perjuicio de adoptar las medidas a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 de la ley N° 19.968. 

La presentación respectiva no se sujetará a formalidad alguna. Los servicios públicos referidos deberán proveer de formularios estandarizados, simples y fácilmente comprensibles para su presentación”.

“Artículo 7 ter. Tramitación de la orden de protección. Ingresada la solicitud al tribunal competente, éste convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal y al agresor, quienes podrán hacerse representar por su respectivo abogado.

La audiencia deberá desarrollarse dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la solicitud, plazo que podrá extenderse hasta en 5 días con el objeto de que ésta coincida con cualquier otra que deba desarrollarse entre las partes ante el mismo tribunal.

En la realización de la audiencia, el tribunal adoptará las medidas para evitar la confrontación entre la víctima y el agresor y los restantes miembros de la familia que asistan; para tal efecto, podrá tomar las declaraciones por separado”.

“Artículo 7 quáter. Contenido de la orden de protección. Culminada la audiencia el tribunal resolverá, sin más trámite, acerca de la orden de protección solicitada. 

Si ella es acogida su resolución deberá:

a).-Imponer una o más medidas cautelares o de protección o extenderlas, si ya se hubieran decretado;

b).-Iniciar el procedimiento por violencia intrafamiliar, si se tratare de la situación descrita en el artículo 5º o remitirlos al juzgado de garantía competente, en el caso de las señaladas en el artículo 14;

c).-Adoptar las medidas adicionales de tipo civil que complementen la orden de protección, tales como la regulación de las situaciones previstas en los numerales 2) al 5) del inciso primero del artículo 92 de la ley N° 19.968; 

d).-Comunicar la dictación de la orden de protección a los organismos policiales, establecimientos sanitarios y oficinas de ayuda de la comuna en que la víctima tenga su domicilio, y

e).-Informar a la víctima del procedimiento a seguir en caso de no cumplirse las medidas cautelares dispuestas”.

“Artículo 7 quinquies.- Asistencia social y protección a las víctimas. La orden de protección otorga a la víctima, además de las acciones cautelares y civil señaladas en el artículo precedente, un estatuto integral de atención que comprende recibir de los servicios públicos la asistencia y protección social que su situación requiera.

Los organismos del Estado involucrados procurarán brindar una atención inmediata a las víctimas en cuyo favor se haya dictado una orden de protección.”.

5.-Intercálase, en el artículo 8°, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“La multa señalada en el inciso precedente, podrá extenderse hasta treinta unidades tributarias mensuales, atendida la situación económica del demandado o denunciado.”
6.-Modifícase, la letra b) del artículo 9°, de la forma que se expresa:

a).- Agrégase, el siguiente inciso segundo:

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, el juez podrá imponer al condenado la obligación de utilizar un dispositivo electrónico de monitoreo telemático; proveer a la víctima de un sistema de alarma o comunicación, o establecer el uso o aplicación de cualquier otro elemento que permita asegurar la eficacia de la medida cautelar”.

b) Incorpórase, el texto que se indica, como inciso final:

“La prohibición a que se refiere el inciso anterior incluye el acercamiento físico y el efectuado por medios electrónicos, telefónicos, o cualquier otro medio tecnológico de comunicación”.

7.- Modifícase, el artículo 14, del modo que se señala:

En el inciso primero:

a) Sustitúyense, los vocablos “física o psíquica” por los adjetivos calificativos “física, psíquica, sexual o patrimonial”.

b) Reemplázase, las expresiones “en su grado mínimo” por las locuciones “en sus grados mínimo a medio”.

En el inciso segundo:

a) Incorpórase, al término del primer párrafo y antes del punto seguido (.) que pasa a ser coma (,), la oración, “como asimismo, si hubiera sido condenado por una sentencia penal anterior”. 

d) Elimínanse, las voces “o condenatoria”, en su parte final.

8.- Agrégase, en el artículo 14 bis, el siguiente inciso segundo:

“No procederá acoger la circunstancias 5a, del artículo 11 del Código Penal, tratándose de delitos que tengan su origen en violencia intrafamiliar”
9.- Incorporáse, el siguiente artículo 16 bis

“Artículo 16 bis.-Inhabilidad para el ejercicio de la función pública. Todo aquel que haya sido condenado, por sentencia ejecutoriada, como autor del delito de maltrato habitual contemplado en el artículo 14 de esta ley, no podrá ejercer cargos de elección popular, como tampoco cargos directivos o de exclusiva confianza, en la Administración del Estado; en instituciones o empresas semifiscales o autónomas; municipales u organismos creados por el Estado; en el Ministerio Público, Poder Judicial o Tribunal Constitucional, durante el tiempo que dure la condena.

Lo establecido en el inciso anterior, será igualmente causal sobreviniente.

10.- Intercálase, en el artículo 17, entre el sustantivo “suspensión” y la proposición “del”, el término “condicional”, las dos veces que aparece.

Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 19.968 que crea los tribunales de familia, en los siguientes términos:

1.- Incorpórase el siguiente artículo 81 bis:

“Artículo 81 bis. Orden de protección. Si se solicitare una orden de protección, de conformidad con lo previsto en el artículo 7° bis y siguientes de la ley N° 20.066, el tribunal citará a una audiencia tendiente a la resolución de ésta, debiendo, en caso de ser acogida, adoptar las medidas dispuestas en dicho precepto, y, particularmente, iniciar el procedimiento relativo a los actos de violencia intrafamiliar, conforme a lo establecido en este párrafo”.

2.-Intercálase, en el inciso segundo del artículo 90, entre el término “examinados” y la proposición “en”, el siguiente texto:

“por el Tribunal ya sea al momento de su recepción, en la audiencia que prescribe el artículo 81 bis de esta ley,”.

3.- Modifícase el artículo 92, de la siguiente manera:

a) Agrégase, en el número 1., el siguiente párrafo segundo:

“Con el objeto de garantizar el cumplimiento de esta medida, el juez podrá imponer al condenado la obligación de utilizar un dispositivo electrónico de monitoreo telemático; proveer a la víctima de un sistema de alarma o comunicación, o establecer el uso o aplicación de cualquier otro elemento que permita asegurar la eficacia de la medida cautelar”.

b).- Añádese, en el número 1., el siguiente párrafo tercero:

“Si el juez lo estimare pertinente, podrá ordenar que el denunciado o demandado porte brazalete electrónico a fin de detectar el incumplimiento de la orden de no acercamiento. En caso de incumplimiento, se impondrá como medida de apremio arresto hasta por quince días. Si el infractor reiterare en el incumplimiento, la medida de apremio se podrá aumentar al doble, sin perjuicio, de remitir los antecedentes al Ministerio Público para que deduzca acción conforme con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil”.

c) Reemplázase, el inciso segundo, por el siguiente:

“Las medidas cautelares podrán decretarse por todo el proceso mientras se mantengan las circunstancias que las motivaron, previo informe del consejo técnico en donde se acredite la ausencia total de presión o amenaza, y se mantendrá mientras ninguna de las partes en el juicio presente antecedentes suficientes que acrediten el cese de la violencia o amenaza, las que podrán, asimismo, ampliarse, limitarse, modificarse, sustituirse o dejarse sin efecto, de oficio o a petición de parte, en cualquier momento del juicio.

4.- Modifícase el artículo 94, de la forma que sigue:

a)- Agrégase la siguiente frase, entre el vocablo “días” y el punto final (.) que le sucede:

“y dispondrá, en todo caso, la medida señalada en la parte final del número 1, del artículo 92.”, que se agrega en virtud de esta ley.

b) Adiciónase, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“Si reiterare el incumplimiento, el juez podrá aplicar hasta el doble como medida de apremio”.

5.- Agrégase, en el artículo 95, el siguiente inciso final:

“Para los casos en que se deban fijar alimentos, relación directa y regular de los hijos o cuidado personal de los mismos en la sentencia definitiva, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso final del artículo 9° de la ley N° 20.066, el juez fijará los hechos a probar referidos a estas materias, en la audiencia señalada en el inciso primero”.

6.- Introdúcense en el artículo 98, las siguientes modificaciones:

a).- Intercálase, en el inciso segundo, entre el sustantivo “sentencia” y la conjunción “y”, el adjetivo calificativo “condenatoria”.

b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del sustantivo “sentencia”, la voz “condenatoria”.

c) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Con todo, no procederá, en caso alguno, que en este estado de la causa, se reabra el procedimiento y se cite a juicio”.

7.- Agrégase, en el artículo 99, a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido el siguiente párrafo final:

“En este caso el tribunal además remitirá los antecedentes al Ministerio Público, para que deduzca acción conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de procedimiento Civil”.

Artículo 3°.-Incorpórase, en el artículo 14 del Código Orgánico de Tribunales, la siguiente letra i):

“ i) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley sobre violencia intrafamiliar les encomienden”.

Artículo 4°.- Agrégase, en el número 2° del artículo 968 del Código Civil, el siguiente párrafo, pasando el punto y coma (;) a ser punto seguido (.):

“Asimismo, el que haya sido condenado por sentencia ejecutoriada por el delito de maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, en los términos del artículo 14 de la ley 
N° 20.066, en contra de la persona de cuya sucesión se trate, de su cónyuge, o de cualquiera de sus ascendientes o descendientes;”.

-o-

Se designó Diputada Informante a la autora de una de las iniciativas refundidas, señora Adriana Muñoz D´Albora. 

Se adjunta comparado como parte integrante de este informe, y que da cuenta de las modificaciones introducidas.

Se efectuaron las correcciones que permite el artículo 15, del Reglamento de la Corporación.

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones celebradas los días 21 de marzo; 11 de abril; 2, 16 y 23 de mayo; 6 y 13 de junio; 4 de julio; 1 de agosto; 5 de septiembre; 3, 10, 17, y 31 de octubre; 7 y 28 de noviembre, todos del año 2012, con la asistencia de las señoras y señores diputadas y diputados que a continuación se indican: 

Ramón Barros Montero, Eugenio Bauer Jouanne, María Angélica Cristi Marfil, Carlina Goic Boroevic, Carlos Abel Jarpa Wewar, Issa Kort Garriga, (Presidente), .Adriana Muñoz D’Albora, Karla Rubilar Barahona, María Antonieta Saa Díaz, Marcela Sabat Fernández, Jorge Sabag Villalobos, Marcelo Schilling Rodríguez y Mónica Zalaquett Said.

Se produjeron los siguientes reemplazos temporales: en la sesión 86ª, realizada el día 3 de octubre, asistió el Diputado Ignacio Urrutia Bonilla, en reemplazo del Diputado señor Ramón Barros Montero, y en la sesión 87ª, realizada el día 10 de octubre, asistió el Diputado Ignacio Urrutia Bonilla, en reemplazo de la Diputada señora Mónica Zalaquett Said.

Asistió, a dos sesiones, la Diputada señora Claudia Nogueira Fernández.

Sala de la Comisión, a 5 de diciembre de 2012 

(Fdo.): MARÍA EUGENIA SILVA FERRER, Abogado Secretaria de la Comisión

13. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil. (boletín Nº 7.550-06).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.


2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Las indicaciones al artículo 7º y al inciso primero del artículo 9° formuladas por la Comisión de Defensa Nacional.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Los artículos 27 y 1° transitorio.


4.- Se designó Diputado Informante al señor Lorenzini, don Pablo.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Andrés Chadwick, Ministro del Interior y Seguridad Pública; Rodrigo Ubilla, Subsecretario del Interior; María José Gómez, Jefa de Gabinete del Ministro; Benjamín Chacana, Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, ONEMI; Óscar Alfaro, Subdirector de Operaciones de Onemi; Juan Francisco Galli, Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública; Santiago Concha, Abogado de la ONEMI; la Abogada Asesora doña Fernanda Undurraga, también de la Onemi; el señor Juan Eduardo Vega, Asesor Legislativo del Ministerio del Interior, y la señora Silvia Siebert, Jefa de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Concurrieron también los señores Jaime Campos, Académico del Departamento de Geofísica de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile y el señor Michel De L’Herbe, Asesor del Servicio Sismológico de la Universidad de Chile.


El propósito de la iniciativa consiste en crear un nuevo sistema nacional de emergencia y protección civil, basado en el trabajo preventivo, la subsidiariedad y la intersectorialidad. El sistema constituye un conjunto de organismos públicos y privados que ejercerán funciones consultivas, técnicas y ejecutivas.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 23 de enero de 2011, señala que el mayor costo fiscal anual estimado por la aplicación de la iniciativa se refiere a la Agencia Nacional de Protección Civil, siendo el primer año de $ 230.341 miles y en régimen de $ 224.341 miles. En relación al mayor gasto adicional anual para el Estado Mayor Conjunto de la Defensa Nacional se requerirán $ 85.000 miles. Se consideran, asimismo, gastos por una vez asociados al Sistema de Alta Dirección Pública de $ 115.500 miles. Con respecto al Fondo Nacional de Protección Civil, los recursos se fijarán anualmente en las respectivas leyes de presupuestos.


El gasto que represente la aplicación de la ley durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que consulten anualmente los respectivos presupuestos.

En el debate de la Comisión el señor Juan Francisco Galli hizo presente que lo acontecido el 27 de febrero de 2010 reveló las siguientes deficiencias de la institucionalidad encargada de la emergencia:

- Carencia de procedimientos adecuados para la detección, el diagnóstico, la acción y coordinación de la emergencia. 

- La institucionalidad actual se centra en el manejo de la respuesta y no en la prevención de ésta.

- No integra a las FFAA, agente central para el manejo de situaciones críticas. 

Expresó que ante este diagnóstico preliminar, el Gobierno ordenó la elaboración de informes externos para que analizaran tanto la institucionalidad existente, ONEMI, en lo relativo a su proceso y estructura organizacional como la experiencia internacional en el tema de la protección civil y las recomendaciones internacionales que podían servir para actualizar nuestra institucionalidad y nuestro sistema de protección civil.

Los informes evacuados al respecto son los siguientes:

1. Consultora Mc Kinsey & Co, cuyo informe puso énfasis en la fase de respuesta, los procesos y la estructura organizacional, entregando 36 recomendaciones destinadas a mejorar los procesos y la capacidad de respuesta ante nuevas crisis.

2. Naciones Unidas, que enfatizó en la fase de prevención y preparación. Esta misión integrada por 14 expertos realizó 75 recomendaciones, entre ellas:

- Establecimiento de una plataforma nacional para la reducción del riesgo de desastres, lo que se traduce en el proyecto en un Consejo Nacional de Protección Civil;

- Formular una política nacional para la gestión del riesgo de desastres, esto es una “Estrategia Nacional de Protección Civil”;

- Dotar a la Agencia propuesta con el liderazgo, capacidad técnica y conocimiento apropiado, de tal manera de liderar la prevención y la respuesta ante la emergencia;

- Crear un fondo nacional para financiar actividades de reducción del riesgo de desastres a todos los niveles, para lo cual se establece un “Fondo Nacional de Protección Civil”.

3. Banco Interamericano de Desarrollo, cuyo informe puso énfasis en la fase de competencias, estructura organizacional y talento, proponiendo la creación de 76 nuevos cargos, fundamentalmente para fortalecer regiones y el área de prevención en el nivel central.

En cuanto al proyecto de ley, afirmó que los principales aspectos que éste contempla son los siguientes:

1. Establece una nueva institucionalidad encargada de las emergencias.

2. Regula la prevención de la emergencia y los distintos procedimientos para hacer frente de manera eficiente a los riesgos.

3. Define los niveles de la emergencia, determinando las facultades excepcionales de los distintos órganos públicos en cada uno de ellos.

Manifestó el señor Galli que el proyecto consta de 8 Títulos: 

Título I: Del Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil.

Título II: De la Agencia Nacional de Protección Civil.

Título III: Del Rol de la Defensa Nacional y Carabineros de Chile.

Título IV: De la protección civil y la prevención de Emergencias.


Título V: Del Sistema Nacional de Alerta Temprana.

Título VI: De la Red de Comunicaciones de Emergencia Nacional, incorporado en la Comisión de Defensa.

Título VII: De la Emergencia.

Título VIII: Otras disposiciones legales.

El Título I, desarrollado en los artículos 1° y 2° del proyecto, establece que el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil estará conformado por la Agencia Nacional de Protección Civil, el Consejo Nacional de Protección Civil, los Comités de Protección Civil y los Comités de Operaciones de Emergencia. Su objetivo será promover e implementar las acciones que tengan por objeto tanto prevenir riesgos, mitigar daños y alertar una emergencia, como aquéllos destinados a enfrentar y controlar dicha situación mediante la recuperación, reconstrucción y rehabilitación de personas y bienes.


Este Sistema, añadió el señor Galli, permite evitar descoordinaciones entre los organismos a cargo de la prevención y respuesta de la emergencia.

El Título II del proyecto se refiere a la Agencia Nacional de Protección Civil, que es la sucesora y continuadora legal de la ONEMI. Será un servicio público descentralizado que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Esta Agencia será la encargada de coordinar y ejecutar las acciones de prevención de emergencias y protección civil y de asesorar a las autoridades en las labores de planificación y coordinación de emergencias.

El Título III relativo al rol de la Defensa Nacional y Carabineros de Chile, fue materia de especial debate en la Comisión de Defensa.

Hizo presente, además, que el proyecto no establece la participación de las FF.AA. como resguardo del orden público, lo que ocurre sólo en los estados de excepción constitucional. Esta iniciativa formaliza la participación de las FF.AA. y Carabineros en la prevención y preparación ante emergencias, así como en las labores de respuesta y en la entrega de ayuda humanitaria a la población.

La coordinación y planificación previa ha demostrado ser esencial para afrontar una catástrofe, razón por la cual se consideró imprescindible incorporar a las Fuerzas Armadas en la institucionalidad pública a cargo de ello. Asimismo, el proyecto de ley les permite realizar las actividades y labores de apoyo que resulten necesarias para afrontar la emergencia.

Agregó que frente a una emergencia, el Comité de Operaciones de Emergencia, podrá requerir a través del Ministerio de Defensa el empleo de las FF.AA. en funciones de apoyo a la emergencia (logístico, reporte de daños y medidas de despliegue). Esto es sin perjuicio de las facultades del Presidente de la República para declarar un estado de excepción constitucional en la zona afectada por la emergencia.

El Ministerio de Defensa Nacional y las instituciones de las Fuerzas Armadas deberán estar preparados para cumplir con las tareas de emergencia.

Por su parte, el Estado Mayor Conjunto asesorará al Ministro de Defensa respecto a las capacidades militares existentes en la zona afectada y las Autoridades Militares Regionales dirigirán las fuerzas militares existentes en la zona afectada por la emergencia y recopilarán y centralizarán la información de la emergencia, especialmente en el ámbito de las Fuerzas Armadas, informando y asesorando durante la emergencia a los COE y al Ministerio de Defensa Nacional.

El Título IV, relativo a la protección civil y la prevención de emergencias, crea el Consejo Nacional de Protección Civil como una instancia multisectorial responsable de asesorar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección Civil. Su composición máxima es de 21 miembros y lo preside el Subsecretario del Interior. El organismo ejecutor de los acuerdos del Consejo es la Agencia Nacional de Protección Civil.

Por su parte, los Comités de Protección Civil, son los órganos consultivos permanentes del Intendente Regional y de otras autoridades que ejerzan el gobierno interior en una determinada zona geográfica.

La Estrategia Nacional de Protección Civil establece los lineamientos y prioridades de políticas públicas en materia de reducción de riesgos y de preparación para afrontar una emergencia a las que deberán ceñirse las instituciones pertenecientes al SNPC en todas aquellas materias señaladas en la ley. La dictará el Presidente de la República, previa propuesta del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante decreto supremo suscrito por el Ministro.

Se revisará cada 5 años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento.

Los Planes Sectoriales de Protección Civil serán elaborados por los órganos de la Administración del Estado que se individualicen en la Estrategia Nacional de Protección Civil. Las Estrategias Regionales de Protección Civil serán elaboradas por los Comités de Protección Civil y sancionadas por el Intendente respectivo.

Para el financiamiento de la prevención, se crea el Fondo Nacional de Protección Civil, el que será administrado por el Director Nacional de la Agencia Nacional de Protección Civil. Este Fondo estará destinado a financiar acciones e iniciativas que contribuyan a la reducción de riesgos y a lograr un adecuado nivel de preparación ante una eventual emergencia que afecte al país. En particular, iniciativas contenidas en los planes sectoriales presentados al Consejo y, además, podrá ser utilizado para financiar iniciativas de prevención y reducción de riesgos presentadas por entidades locales, provinciales o regionales, unidades vecinales u otros organismos.

En relación al Sistema de Alerta Temprana, regulado en el Título V del proyecto, su desarrollo, coordinación y dirección corresponderá a la Agencia Nacional de Protección Civil. Considera infraestructura, sistemas comunicacionales y protocolos de alerta temprana.

La declaración de la alerta corresponderá a los organismos técnicos respectivos (SHOA, Sernageomin, Conaf y la DGA) y la difusión a la población corresponderá a la Agencia. 

El Título VI, De la emergencia, define emergencia como “cualquier desastre, derivado de un fenómeno o accidente provocado por la naturaleza o el hombre, que produzca o pueda producir alteración o daños en las personas, bienes o medio ambiente y que requiera de una acción inmediata para resguardar la integridad de éstos.

La situación de emergencia deberá ser decretada por el Presidente de la República.

El proyecto define dos niveles de emergencia: el nivel 1, susceptible de ser controlado con los medios y recursos disponibles en la zona afectada, cuya duración será de hasta 3 meses prorrogable en la medida que se mantengan las condiciones que motivaron su declaración; y el nivel 2, que supone un desastre o grave alteración en las condiciones de vida que no es susceptible de ser controlado con los recursos humanos y materiales de la zona afectada, requiriendo la asistencia y coordinación escalonada de organismos públicos o privados. Esta emergencia tendrá un plazo de duración de 6 meses prorrogable en la medida que se mantengan las condiciones que motivaron su declaración.

Terminó expresando que el proyecto establece disposiciones comunes y especiales para cada uno de los niveles de emergencia.

El Diputado señor Carlos Montes consultó, ¿cómo se conjugaría la capacidad institucional de la futura Agencia de Protección Civil para reaccionar frente a situaciones de catástrofe, con la labor de prevención y la necesidad de acumular elementos que permitan diseñar un modelo preventivo adecuado? En particular, planteó que no es posible tener distintos sistemas de interpretación de datos sismológicos en diferentes lugares del país, por lo que se requiere al menos una mejor coordinación entre ellos. Además, hay quienes han señalado que lo que provocó la crisis con ocasión del 27F fue que el sistema de emergencia está estructurado para reaccionar desde la cúspide y no desde la base, cuando lo moderno es que suceda justamente lo contrario.

El señor Chacana recordó que la institucionalidad propuesta nace precisamente después del 27F, pidiéndose ayuda a distintos entes nacionales e internacionales por haberse determinado entonces que lo primero que debía hacerse era cuestionar el modelo existente para enfrentar la emergencia, y que su revisión debía hacerse por estudiosos con experiencia. Es así que se contrataron varias consultorías a partir de las cuales se comenzó a diseñar un nuevo sistema. Desde hace mucho tiempo se ha dicho que la prevención y la respuesta ante situaciones de emergencia deben surgir desde el nivel local e, incluso, desde las familias. En ese sentido, el proyecto busca fortalecer la capacidad de reacción a nivel local, mejorando la estructura organizacional de la futura ANPC en las distintas regiones. Esto, porque a través de las direcciones regionales se realizan comités de protección civil, se organizan simulacros y se coordina la labor de prevención con todos los municipios. Asimismo, el mejoramiento de las telecomunicaciones, los protocolos, la señalética o las sirenas de borde costero apuntan al sistema local, porque hoy en día los modelos top-down están obsoletos y se sabe que las emergencias se generan en el nivel local y deben ser gestionadas desde allí.

Comentó el expositor que para el 27F las direcciones regionales de la Onemi contaban en promedio con dos personas que cumplían horarios determinados, por lo que, si ocurría una emergencia durante la noche, había que esperar una hora para que el director llegara a su oficina y comenzara a gestionar la emergencia. En cambio, hoy en día las Diremer cuentan en promedio con 8 personas disponibles las 24 horas del día durante toda la semana. Pese a ello, todos los estudios realizados aconsejan tener 15 personas 24/7 en cada unidad regional.

También se busca fortalecer la capacidad de respuesta a nivel local con el Fondo de Protección Civil porque, hoy en día, para llevar a cabo sus proyectos de prevención, la Onemi debe pedir permanentemente recursos a los gobiernos regionales. En ese sentido, el Fondo es una herramienta de gran relevancia que permitirá en el futuro dar mayor énfasis a las prioridades que enfrentan las regiones con respecto a las vulnerabilidades.

El señor Juan Eduardo Vega agregó que el proyecto del Ejecutivo ha sido criticado por plantear como modelo un sistema centralizado, lo cual no sería efectivo, pues lo que hace es escalonar los distintos niveles de gestión de la emergencia. Así, se fortalece el nivel comunal de modo que pueda responder a cierto tipo de emergencias, escalando ésta a un nivel superior si aquél no es capaz de hacerle frente. Asimismo, el proyecto busca mejorar la prevención y la preparación ante la eventualidad de una emergencia, pues actualmente todo el sistema está enfocado en la respuesta y no hay nada en la etapa previa. En tal sentido, lejos de suprimir las capacidades municipales o regionales existentes, la iniciativa apunta a potenciarlas, por una parte, a través de la elaboración de una Estrategia Nacional de Protección Civil por parte de un Consejo, que tiene por objeto lograr que tanto las autoridades encargadas del orden público como las municipalidades se adecuen a ella, para que no sólo las instituciones sino también la sociedad civil estén preparadas frente a una emergencia, lo cual es importante porque, en Estados Unidos, se ha establecido que por cada dólar gastado en prevención se ahorran siete dólares al momento de responder a una emergencia.

Hizo hincapié el señor Vega en que la actual Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades contempla entre las funciones de estas entidades la de prevenir riesgos y prestar auxilio en situaciones de emergencia o catástrofe. Sin embargo, ellas se ven impedidas de hacerlo por carecer de recursos para ello. Es por esta razón que el Ejecutivo se ha propuesto potenciar esta capacidad por medio del Fondo de Protección Civil, como también ofreciendo apoyo técnico, a partir de una Agencia robusta, con capacidad estratégica basada en la idoneidad del personal de su dependencia. Insistió en que la institucionalidad propuesta no es centralista, sino que responde a la necesidad de implementar una política pública que fortalezca la capacidad de gestión de la emergencia en distintos niveles.

El Diputado señor Auth preguntó, ¿qué razones llevaron al Ejecutivo a optar por concentrar en un solo organismo las labores de prevención y enfrentamiento de las situaciones de emergencia, en lugar de separarlas? Asimismo, consultó si se ha considerado la posibilidad de restringir la difusión de informaciones por parte de distintas autoridades durante una emergencia, puesto que ello genera confusión y contribuye a intensificar la alarma pública. Por último, preguntó si existe algún mecanismo que permita intervenir en caso necesario los puertos marítimos, que en su mayoría son administrados por concesionarios privados, ya que constituyen la única alternativa ante la eventual pérdida de la conectividad terrestre en el territorio nacional.

El señor Chacana señaló que hay países, como Perú, donde efectivamente las labores de prevención están separadas de las de respuesta a la emergencia por razones institucionales. La responsabilidad por la preparación ha estado allí históricamente a cargo de la Defensa Civil. Pero, teniendo en cuenta que Chile es -según todos los estudios- un país sujeto a numerosos riesgos (sismos, inundaciones, incendios forestales, erupciones volcánicas, sequías, etcétera), todo aconseja unir ambas cosas para que haya una mejor articulación entre los planes de prevención y los de contingencia.

Con respecto a la difusión de informaciones, reconoció cierta falta de claridad de la Onemi para transmitir al país lo que ha ocurrido en su relación con el SHOA durante las alertas de tsunami, generando confusión en algunas evacuaciones preventivas realizadas. Explicó que, desde que ocurre un sismo hasta que el SHOA está en condiciones de confirmar o descartar un tsunami, transcurren 16 minutos de incertidumbre. Por esa razón, los expertos recomiendan evacuar las zonas costeras cuando se percibe un sismo que dificulta o impide a las personas mantenerse en pie.

En relación al problema de la conectividad, reconoció que Chile es un país altamente vulnerable, pero justamente por eso la Onemi está planeando constantemente cómo llevar ayuda a los lugares que la requieran a través de diferentes medios tanto marítimos como aéreos y terrestres. En tal sentido, la nueva institucionalidad consagrada en el proyecto es importante, porque obligaría al MOP a tener, dentro de la Estrategia Nacional de Protección Civil, un plan de contingencia frente a la pérdida de conectividad en el país. Destacó que hoy en día existen distintos planes de contingencia sectoriales gracias a la voluntad de las respectivas autoridades, pero es importante tener una institucionalidad que les imponga la obligación de contar con ellos.

El señor Vega respondió a la pregunta sobre la posibilidad de intervenir los puertos concesionados durante una emergencia señalando que el proyecto en debate es bastante moderno en cuanto divide los estados de emergencia en dos niveles, antes de pasar a los estados de excepción constitucional, en los cuales no hay duda de que esa posibilidad existe. En tanto, en los niveles de emergencia I y II que regula el proyecto, se otorgan al Presidente de la República un conjunto de facultades especiales para autorizar la realización de determinadas tareas enumeradas en la ley, las cuales se gradúan en atención a la gravedad de la emergencia. Sin perjuicio de ello, las Fuerzas de Orden y Seguridad pueden realizar diversas labores relativas a la mantención de la conectividad, sobre todo, durante los estados de excepción, que esta iniciativa no altera en absoluto.


El señor Jaime Campos, Académico del Departamento de Geofísica de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile, hizo presente que la Universidad de Chile tiene la Red Sismológica Nacional (RSN) y el Sistema de Monitoreo Sismológico y de Alerta de Tsunami, lo que constituye la única red sismológica nacional que permite determinar la magnitud del evento y el hipocentro oficial en Chile para el SHOA, la ONEMI, el Gobierno y la comunidad. Además, es la única información relevante en tiempo real para el SHOA y para el Sistema de Alerta de Tsunami.


Añadió que existen otras redes a lo largo del país, una que maneja la Universidad de Tarapacá en Arica, que fue instalada a comienzos de los años 90 por la Universidad de Chile en virtud de un convenio de cooperación con Europa, otra red local de aproximadamente 15 estaciones que la Universidad de Chile instaló a comienzos de los 90 en la Universidad Católica del Norte en Antofagasta, que dejó de funcionar hace 15 años; una red sismológica del SERNAGEOMIN destinada a la vigilancia de volcanes y otra red de investigación de la Universidad de Concepción.


El procesamiento en tiempo real de esta Red Sismológica consiste en un sistema sofisticado y complejo, que no es esencialmente la instalación de instrumentos en terreno como se ha dicho. Esta Red, agregó, funciona en la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile.


Los resultados de esta Red se entregan normalmente al SHOA y a la ONEMI en tiempo real, a través de distintos sistemas de comunicación que van desde internet hasta comunicaciones robustas que se han establecido después del terremoto del 27 de febrero de 2010.


Los principales cambios que se han producido desde el año 2010 consisten en la implementación de programas que permiten localización automática con soluciones hipocentrales y de magnitud muy rápidas que no requieren intervención de especialistas, sino sólo supervisión de un sismólogo.


También cuentan, desde agosto de 2010, gracias a un acuerdo con la ONEMI, con personal las 24 horas de los 7 días de la semana y desde hace 2 años cuentan con el método llamado Fase W, que sólo está instalado en 4 lugares del mundo, que permite tener de manera inequívoca los parámetros esenciales para una alerta de Tsunami que requiere el SHOA. Lamentablemente, este método que cuenta con la instalación y la expertise no está implementado por carencia de instrumental.


Precisó que la Red Sismológica es un sistema complejo construido sobre la base de ciencia, tecnología, conocimientos y experiencia que permite aportar al Sistema de Gestión de Emergencias, en las fases de Mitigación-Prevención, Preparación, Respuesta y Recuperación, inteligencia para la toma de decisiones.


La Universidad de Chile es la única que posee en Chile experiencia y conocimiento en estas competencias, además como parte de un Sistema Global de Redes Mundiales.


En cuanto al contenido del proyecto de ley en discusión, hizo presente que la Universidad de Chile no ha participado ni ha sido convocada para opinar en la elaboración de esta iniciativa.


Sobre la creación de una Corporación para el Monitoreo Sismológico, señaló que la única Red Sismológica Nacional es la de la Universidad de Chile y las competencias están en la Universidad de Chile desde hace más de 106 años. A su juicio hay duplicidad de esfuerzos, en el entendido que bajo este proyecto la intención del Estado es crear una nueva Red Sismológica, lo que resulta incomprensible para la Universidad de Chile, ya que ésta ha desarrollado la sismología nacional, desde sus inicios, a un nivel de referente mundial, poseyendo la Red Sismológica y el Sistema de Monitoreo sísmico para Alerta de Tsunamis.


Finalmente, destacó que ven como una amenaza la burocratización de un sistema que debe responder de manera eficiente y efectiva frente a situaciones de crisis sísmica y alerta de tsunamis.


El señor Michel De L’Herbe, Asesor del Servicio Sismológico de la Universidad de Chile, reiteró la preocupación de los académicos de esta casa de estudios en torno a la eventual creación de una Corporación para el Monitoreo Sismológico, considerando que la Universidad de Chile, entidad que por más de 100 años ha manejado el sistema de monitoreo sismológico y que hoy maneja el tema de alerta de tsunami, no fue convocada ni se consideró su opinión en la elaboración de este proyecto.


Asimismo, expresó su inquietud respecto de que aproximadamente 597 instrumentos adquiridos por el Estado no han sido conectados a la Red Sismológica para que cumplan el propósito de proteger y salvar vidas, sin que, hasta el momento, se hayan comprometido en el presupuesto del próximo año los recursos económicos necesarios para que estos instrumentos sean parte del Sistema, lo que es fundamental no sólo para el monitoreo sismológico, sino que en una eventual alerta de tsunami.


El señor Chacana explicó que el principal objetivo de la Corporación es contar con un organismo autónomo capaz de conseguir, entre otras cosas, un presupuesto acorde y en ningún caso pretende sustituir a la Universidad de Chile en la Red de Monitoreo, considerando los más de 100 años de expertise que tiene en el tema.


En cuanto a la preocupación expresada por el señor De L’Herbe por la falta de presupuesto para conectar los instrumentos a la Red, expresó que la Onemi comparte esta inquietud, razón por la cual, en conjunto con el Servicio Sismológico la Universidad de Chile, han gestionado el presupuesto que permita conectar este equipamiento a la Red.


El señor Rodrigo Ubilla, Subsecretario del Interior, planteó que el proyecto de ley recoge de alguna manera la inquietud relativa a la administración de la red sismológica, pues faculta a los ministerios de Vivienda, Defensa e Interior para crear una persona jurídica sin fines de lucro que se haga cargo de ello en forma permanente. Confirmó que esta red tiene un valor esencial en cuanto entrega información para diseñar planes preventivos y de reacción frente a ciertas emergencias, además de un valor estratégico en la definición de los planes reguladores y normas sísmicas, y un valor académico para las distintas universidades. La idea es que esta institución cuente con un directorio público-privado, en el que para el Gobierno resulta fundamental la participación de la Universidad de Chile, y que ella sea la encargada de definir el uso de la información que se genere y de compartirla con los distintos actores sociales que la requieran.


En cuanto a la implementación de la red sismológica, explicó que en el presupuesto del año 2008 quedaron asignados los recursos para la compra de equipos, pero no se pudieron ejecutar ese año ni el siguiente, por lo que al asumir el actual Gobierno se celebró nuevamente un convenio con la Universidad de Chile, el cual rescató dichos recursos y permitió que durante el año 2011 esa casa de estudios licitara la adquisición de los equipos necesarios, que terminaron de llegar a mediados del año en curso. Desde hace unos cuarenta días se ha estado trabajando en la celebración de un nuevo convenio, que debería suscribirse los primeros días de diciembre de 2012 y que permitiría a la Universidad de Chile terminar de implementar, con recursos del Ministerio del Interior, una red sismológica de aproximadamente 65 estaciones distribuidas a lo largo del país, con tecnología de última generación.


El Diputado señor Robles planteó la conveniencia de mejorar la escala de remuneraciones para los profesionales que se integren a la Agencia Nacional de Protección Civil, especialmente en regiones distintas de la Metropolitana de Santiago.


El Diputado señor Ortiz sostuvo que el personal de la Onemi en la Región del Bío Bío es mínimo, y es por eso que el proyecto autoriza la creación de 76 nuevos cargos en la ANPC. Teniendo en cuenta que en el país existen apenas seis sismólogos profesionales, concuerda en que deben ofrecerse mejores remuneraciones para poder reclutarlos. Planteó además que la ANPC debe tener la posibilidad de asociarse, especialmente con las municipalidades, para que el sistema de protección civil que se crea tenga éxito. Preguntó, finalmente, si existe de parte del Ejecutivo disposición para proveer por concurso público los 76 nuevos cargos que tendrá la Agencia, de modo que primen en su selección criterios técnicos más que políticos.


El Diputado señor Lorenzini expresó la necesidad de que los Directores Regionales de la ANPC sean nombrados a través del sistema de ADP o que al menos un funcionario de nivel superior de cada Dirección Regional sea oriundo de la región correspondiente, para asegurar que quienes estén a cargo del diseño y la implementación de los planes de emergencia tengan conocimiento cabal de las características geológicas de sus respectivos territorios.


En segundo lugar, consultó si habría disposición del Ejecutivo para asignar a cada región del país una cuota mínima del Fondo Nacional de Protección Civil para el año 2013, pues entiende que, no habiéndose contemplado recursos en la Ley de Presupuestos para ello, no estaría asegurado el financiamiento de las acciones preventivas que autoriza el proyecto para el año entrante. De no existir tal disposición, solicitaría votar separadamente el artículo 24 de la iniciativa.


El Diputado señor Auth anunció la presentación de indicaciones que apuntan a reponer el texto del proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno Interior en lo que atañe al nombramiento de los directores Nacional y Regionales de la futura ANPC, por el sistema de ADP. Afirmó que esto contribuiría de paso a satisfacer la inquietud manifestada en torno al conocimiento que deben tener los directivos de la Agencia acerca de la realidad de cada región.


El Diputado señor Montes argumentó la conveniencia de que Conicyt oriente parte de los fondos que actualmente administra a financiar la formación de profesionales en Ciencias de la Tierra (Sismología y Vulcanología).


El Subsecretario señor Ubilla aclaró que la voluntad política del Ejecutivo, reflejada en su propuesta original, es que todos los cargos directivos de la ANPC (alrededor de 28 de los 76 que se crean) sean provistos mediante el sistema de ADP.


Con respecto al Fondo Nacional de Protección Civil, puntualizó que éste tiene por objeto financiar específicamente la actividad de los comités regionales y comunales de emergencia, y no puede utilizarse para financiar iniciativas de la propia ANPC. Su distribución debe efectuarse, además, teniendo en cuenta el tamaño y las características de cada unidad territorial. Precisó que la asignación de estos fondos no se pudo establecer en la Ley de Presupuestos 2013, dado que el proyecto aún no constituye ley de la República. Sin embargo, la intención es destinar los recursos correspondientes en cuanto ello ocurra.


La Comisión de Gobierno Interior y Regionalización dispuso en su informe que los artículos 6°, 24, 25, 26, 27, 56 N° s 3 y 4, primero, segundo, cuarto y quinto transitorios deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda. Lo propio ocurre con aquéllos que han sido objeto de indicaciones.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


El Diputado señor Silva (Presidente) propuso votar en un solo acto aquellos artículos de competencia de la Comisión conforme al texto aprobado por la Comisión de Gobierno Interior que no han sido objeto de indicaciones en la Comisión de Defensa ni en la de Hacienda.


En vista de lo anterior, se pusieron en votación los numerales 3 y 4 del artículo 56; los artículos 2º, 4º (que pasa a ser 6º) y 5º (que pasa a ser 7º) transitorios, siendo aprobados por unanimidad. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


En relación con el artículo 6º, el señor Galli abogó por la aprobación de las enmiendas introducidas por la Comisión de Defensa, dado que la primera corrige la referencia a la Ley de Impuesto a las Herencias, Donaciones y Asignaciones, en tanto la segunda es concordante con lo dispuesto en el nuevo artículo 5º transitorio en relación al traspaso de los bienes de la Onemi.


Puesto en votación el artículo 6º, con las modificaciones acordadas por la Comisión de Defensa, fue aprobado por unanimidad. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Con respecto al artículo 7º, los Diputados señores Auth, Jaramillo, Montes, Ortiz y Robles formularon una indicación para reemplazar la frase “quien será designado por el Presidente de la República” por “quien será designado conforme a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública establecidas en la ley Nº 19.882”.


Tal indicación, que tiene por objeto reponer el texto de la iniciativa aprobado por la Comisión de Gobierno Interior, fue considerada inadmisible por ser contraria al artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política, razón por la cual fue retirada por sus autores.


Puesta en votación la modificación al artículo 7º propuesta por la Comisión de Defensa, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón, dándose por aprobado el texto sugerido por la de Gobierno Interior, por el mismo quórum, pero con votación inversa.


Por hallarse estrechamente relacionado con el anterior, se acordó incorporar al conocimiento de la Comisión el inciso primero del artículo 9º del proyecto, sometiéndose a votación la enmienda propuesta por la de Defensa, al inciso primero, la cual fue rechazada también por la unanimidad de los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón, dándose por aprobado el texto sugerido por la de Gobierno Interior, por el mismo quórum, pero con votación inversa.


En relación con el artículo 24, el Diputado señor Lorenzini planteó que, al no haberse contemplado en el Presupuesto 2013 recursos para el Fondo Nacional de Protección Civil, según lo previsto en el artículo 25, una parte de la ley en proyecto no tendría financiamiento, por lo que adolecería de inconstitucionalidad.


El señor Galli sostuvo que el Fondo se integrará con los recursos que se le asignen anualmente por la Ley de Presupuestos cuando la ley en proyecto se encuentre en régimen, pero durante su primer año de vigencia ésta se financiará con recursos del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo a la partida Tesoro Público, según se prevé en el artículo 5º transitorio (que pasaría a ser 7º transitorio).


Acordada una modificación aclaratoria de este punto al artículo 5º transitorio original, el artículo 24 en comento fue aprobado por unanimidad. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


En cuanto al artículo 25, que pasaría a ser 26, los Diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Silva y Von Mühlenbrock formularon una indicación para reemplazar, en su inciso segundo, la frase “con que resulte favorecido” por “de que sea destinatario”, aprobándose la disposición con la referida indicación por asentimiento unánime. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


En el artículo 26, que pasaría a ser 27, los Diputados señores Auth, Jaramillo, Montes, Ortiz y Robles formularon una indicación para incorporar a continuación de la frase “los convenios correspondientes” la frase “previo concurso público”.


El Diputado señor Auth estimó que la exigencia de asignar los recursos del Fondo mediante licitación compensaría la discrecionalidad que establece el artículo 27 (que pasaría a ser 28) a favor del Director de la ANPC, al poner a su cargo la administración del mismo y la inversión de los recursos que lo integren.


El Diputado señor Montes sostuvo que aun el sistema de concurso podría llevar a destinar recursos del Fondo a inversiones que no resulten prioritarias, tratándose de implementar una nueva institucionalidad. Afirmó que las decisiones del Director de la ANPC sobre la materia debieran sujetarse a un plan previamente aprobado por el Ministerio del Interior o a la visación de algún cuerpo colegiado.


El Ministro señor Chadwick estuvo de acuerdo con la propuesta de asignar los recursos del Fondo mediante concurso público, pero solicitó tiempo para estudiar una fórmula que permita evitar la arbitrariedad a que pudiera dar lugar la habilitación de una sola persona para resolver sobre su inversión.


En ese entendido, fue retirada la indicación por sus autores.


Puesto en votación el artículo 26, que pasaría a ser 27, con la modificación sugerida por la Comisión de Defensa, destinada a aclarar que la mitigación y la preparación forman parte de las actividades preventivas a que pueden destinarse los recursos del Fondo de Protección Civil, fue aprobado en forma unánime. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Sometido a votación el artículo 27, que pasaría a ser 28, fue aprobado por 11 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvo el Diputado señor Robles, don Alberto.


En el artículo 1º transitorio, los Diputados señores Auth, Jaramillo, Montes, Ortiz y Robles formularon una indicación para suprimir el numeral 6, por ser partidarios de fijar por ley una fecha para la puesta en marcha de la ANPC.


El señor Galli advirtió que en todos los proyectos que crean nuevos ministerios o servicios públicos, aprobados durante el actual Gobierno, se ha utilizado la misma fórmula para determinar la fecha de entrada en funcionamiento de esos organismos, pues normalmente se produce un descalce presupuestario que es necesario tener en cuenta. Sin embargo, el ejercicio de la facultad legislativa delegada no puede en caso alguno exceder de un año contado desde la promulgación de la ley habilitante (artículo 64 de la CPR), sin perjuicio de que pueda acotarse dicho plazo.


A proposición del Diputado señor Silva, se acordó facultar a la Secretaría de la Comisión para modificar la redacción del numeral 6 del artículo en comento, de modo que la fecha de iniciación de actividades de la Agencia que se determine no pueda exceder los 90 días después de promulgado el decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal de la misma.


A petición del Diputado señor Robles, se sometió a votación separada el numeral 1 del artículo 1º transitorio, siendo aprobado por 7 votos a favor, 3 votos en contra y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; señora Nogueira, doña Claudia; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron por la negativa los Diputados señores Lorenzini, don Pablo; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto. Se abstuvieron los Diputados señores Jaramillo, don Enrique, y Montes, don Carlos.


Quienes votaron en contra se manifestaron partidarios de que las plantas de personal de los organismos del Estado sean fijadas siempre por ley y plantearon su desconfianza en volver a otorgar esta facultad al Ejecutivo, puesto que en el pasado reciente éste no ha respetado los compromisos contraídos sobre la materia con la Oposición. Se acordó al respecto solicitar al Ejecutivo que informe a esta Comisión, una vez dictado el decreto con fuerza de ley contemplado en el numeral 1 del artículo en comento, cuál ha sido la decisión adoptada y qué ha pasado con los funcionarios de la Onemi.


Puesto en votación el resto del artículo 1º transitorio, con la modificación relativa al plazo de puesta en funcionamiento de la Agencia y la enmienda sugerida por la Comisión de Defensa al numeral 6, en orden a reemplazar la palabra “iniciación” por “inicio”, fue aprobado por 11 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvo el Diputado señor Robles, don Alberto.


Puesto en votación el nuevo artículo 5º transitorio introducido por la Comisión de Defensa, fue aprobado por asentimiento unánime. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Finalmente, a petición del Diputado señor Lorenzini, se acordó reabrir debate del artículo 5º transitorio original, que pasaría a ser 7º transitorio, a objeto de reemplazar en él la frase “su primer año de vigencia” por “sus primeros doce meses de vigencia”, para evitar que el proyecto pudiera quedar sin financiamiento, siendo aprobado por unanimidad. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; señora Nogueira, doña Claudia; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 11 de septiembre, 2 y 30 de octubre, y 28 de noviembre de 2012, con la asistencia de los Diputados señores Silva, don Ernesto (Presidente); Auth, don Pepe; Edwards, don José Manuel; Jaramillo, don Enrique (Núñez, don Marco Antonio); Lorenzini, don Pablo; Marinovic, don Miodrag; Macaya, don Javier (Nogueira, doña Claudia); Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectivas.


Sala de la Comisión, a 5 de diciembre de 2012.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
14. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un Plan Garantizado. (boletín Nº 8.105-11).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

“CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “simple”, “suma” y sin urgencia para su tramitación legislativa, según el caso.


2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Los numerales 6) y 7) del artículo 1° con sus respectivas indicaciones y el numeral 16) con su indicación.


3.- Indicaciones declaradas inadmisibles


Indicación de los Diputados señores Castro, Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, y Robles para modificar el numeral 6) del artículo 1° del proyecto, eliminando el artículo 188 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud.


4.- Disposiciones que fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.


5.- Indicaciones que requieren quórum especial de aprobación


Todas aquellas aprobadas por esta Comisión y que inciden en normas de quórum calificado según la calificación del Informe de la Comisión de Salud, además del nuevo numeral 6) del artículo 1° del proyecto.


6.- Se designó Diputado Informante al señor Silva, don Ernesto.


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Jaime Mañalich, Ministro de Salud; Luis Romero, Superintendente de Salud; Fernando Riveros, Fiscal de la Superintendencia de Salud; Juan Cataldo, Jefe de Gabinete del Ministro de Salud; la señora Johanna Osorio, encargada de Comunicaciones de la Superintendencia de Salud, y los señores Jaime González y Pablo Solís, Asesores del Ministerio de Salud; Thomas Leisewitz, Asesor de la Dirección de Presupuestos; Francisco Moreno y José Domingo Peñafiel, Asesores del Ministerio de Hacienda.


Concurrieron además el señor Patricio Silva, Presidente de la Corporación de Investigaciones Sociales, CISO; la señora Victoria Beaumont, Directora de la Consultora Altura Management, acompañada por el Director de Estudios de dicha entidad, señor Bernardo Luque; el señor Francisco Javier Labbé, Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, INE; la señora Marcela Cabezas, Subdirectora Técnica del INE; el señor Cristián Copaja, Jefe del Departamento de Estudios de Precios del INE; el señor Julio Pinto, Economista Senior del INE; el señor Rafael Caviedes, Director Ejecutivo de la Asociación de Isapre de Chile A.G.; el señor Gonzalo Simón, Gerente de Estudios de dicha Asociación; la señora Ana María Albornoz, Gerenta de Clínicas de Chile A.G.; la señora María Eugenia Salazar, Gerente de Estudios de dicha Asociación; el señor José Mauricio Cortés, Presidente de la Asociación de Clínicas y Prestadores de Salud Privadas A.G., y el Abogado, señor Pedro Barría; el señor Rodrigo Castro, Decano de la Universidad del Desarrollo; el señor Óscar Arteaga, Director de la Escuela de Salud Pública de la Universidad de Chile, y el señor Fernando Cañas, Subgerente de la Asociación de Isapre.


El propósito de la iniciativa consiste en modificar el Sistema Privado de Salud, regulado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, a través de la creación de un Plan Garantizado de Salud y estableciendo herramientas que faciliten el análisis de los ajustes de precios que realicen las Isapres, aumentando la solidaridad y transparencia del mismo.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 20 de diciembre de 2011, señala que el plan garantizado de salud contempla una protección financiera no inferior a la que otorga el Fondo Nacional de Salud en la modalidad de libre elección y tiene como características la no discriminación por sexo ni edad, siendo financiado con precios idénticos para todos los beneficiarios de una misma Institución. Asimismo, este proyecto considera que las personas podrán seguir destinando recursos para la compra de coberturas complementarias, con la finalidad de mantener beneficios similares a los que actualmente han contratado con sus Isapres, a través de sus planes de salud.


Si bien este proyecto de ley se relaciona exclusivamente con el Sistema Privado de Salud, tiene efectos directos e indirectos en el gasto público.


El plan garantizado de salud (PGS) incluye:


-Las garantías explícitas en salud (GES);


-La cobertura para gastos catastróficos en salud.


-La cobertura ante eventos de emergencia vital;


-El examen de medicina preventiva incluido en el régimen GES, y


-Las prestaciones curativas y la cobertura financiera que se fijen conforme al procedimiento señalado al efecto.


Este Plan contemplará una protección financiera global no inferior a la que otorga el Fondo Nacional de Salud en la modalidad de libre elección.


El PGS deberá ser obligatoriamente ofrecido por las Isapres a un único precio, independiente de sexo, edad y condición de salud de las personas beneficiarías. Este precio será determinado por cada institución.


Para hacer viable la existencia de este precio, el que es independiente del riesgo de cada persona individualmente considerada, se creará un fondo de compensación en el Sistema Isapre, el que redistribuirá recursos desde las instituciones con carteras menos riesgosas hacia aquéllas que lo requieran. El modelo de ajuste de riesgos será definido a partir de la propuesta del Consejo Consultivo del plan garantizado de salud, y cuya prima comunitaria del fondo en comento será determinada anualmente por el Ministro de Salud. Para llevar adelante esta tarea es fundamental la participación que le asigna este proyecto de ley a la Superintendencia de Salud.


Los factores de riesgo se determinarán en base a los costos efectivos registrados por el PGS para todos los beneficiarios del Sistema de Isapre, y considerando al menos sexo y edad. Adicionalmente podrá considerar diagnósticos o patologías en la definición del riesgo, las que se agregarán conforme la información que respecto de este aspecto se vaya registrando. De esta manera se viabiliza la solidaridad de riesgos entre todos quienes integran el sistema.


Por otro lado, el precio del plan garantizado de salud no incluirá el costo del subsidio de incapacidad laboral, el que deberá ser cobrado adicionalmente respecto de los trabajadores dependientes e independientes que correspondan. Para esto, cada Isapre determinará un porcentaje de la remuneración imponible de los cotizantes, el que será el mismo para todos los afiliados a una misma entidad.


i) Costos directos en la Superintendencia de Salud:


Los costos directos de este proyecto se ven reflejados en un mayor gasto fiscal en la Superintendencia de Salud. Para los cálculos respectivos se ha supuesto el refuerzo de la Superintendencia para hacer frente a esta tarea, tanto en la elaboración, control, fiscalización, regularización, difusión del plan garantizado de salud, como de su actualización en el tiempo, para lo cual se incluye la participación del Instituto Nacional de Estadística en el levantamiento de indicadores referenciales. Comprende esto algunos gastos por una sola vez y otros recurrentes, esperando alcanzar el régimen el segundo año.


Otras instituciones públicas involucradas operarán con el presupuesto vigente para hacer frente a esta tarea, por lo que se asume que no hay mayor gasto fiscal.


Un resumen de los mayores costos de la Superintendencia de Salud:

	
	Concepto
	MM$
	Año 0
	Año 1
	Año 2

	1
	Propuesta PGS y Arancel
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	6,4

147,7
	147.7
	147,7

	2
	Indicadores Referenciales
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	140,0
	140,0
	140,0

	3
	Supervisión Fondo Compensación
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	231,8

100,0
	100,0
	100,0

	4
	Cuentas de Excedentes: Reguladas y Fiscalizadas por la Superintendencia de Salud
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	54,7

22,5
	22,5
	22,5

	5
	Regulación
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	77,7

13,0
	67,9

13,0
	13,0

	6
	Fiscalización
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	28,3

37.9
	74,8
	74.8

	7
	Resolución de Conflictos
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	90,3

553,0
	553,0
	553,0

	8
	Fiscalía
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	3,5

40,4
	40,4
	40,4

	9
	Difusión y Educación
	Gastos por una vez Gastos Anuales
	20,5

12,3
	12,3
	12,3

	
	
	Total (MMS)
	Año 0
	Año 1
	Año 2

	
	
	Gastos por una vez
	513,3
	67,9
	0,0

	
	
	Gastos anuales
	1.066,9
	1.103,7
	1.103,7

	
	
	Total proyecto
	1.580,2
	1.171,6
	1.103,7



Si bien a la fecha no hay definido un precio asociado al plan garantizado para cada Isapre, estos costos suponen que el Fondo de Compensación de Riesgos a ser controlado por la Superintendencia de Salud maneja montos elevados producto de las cotizaciones de los afiliados al Sistema Privado de Salud, muy superiores a los que actualmente administra esta institución.


La resolución de conflictos da cuenta de las posibles diferencias entre el plan de salud vigente y las modificaciones o adecuaciones del plan garantizado y los beneficios complementarios que se contraten, que originarán mayores reclamos a lo largo del país, con un crecimiento del 400% respecto a lo actual.


ii) Efectos Indirectos:


En esta categoría se contemplan los efectos fiscales del traslado de beneficiarios desde el Sistema Isapre a Fonasa por imposibilidad de cubrir el precio del plan para si y para sus beneficiarios. Este efecto se produce si es que algún afiliado no cuenta con recursos disponibles, provenientes de su remuneración imponible, para financiar aquella parte del precio del plan que no alcanza a ser financiada con su cotización obligatoria “neta”; es decir, su cotización obligatoria menos el porcentaje que la Isapre cobrará a todos sus afiliados para financiar las licencias médicas.


El departamento de estudios de la Superintendencia de Salud, utilizando la base de datos del Sistema Isapre para el año 2010, ha identificado cuántos beneficiarios (cotizantes más sus cargas) no cumplen con el requisito de contar con cotización legal neta suficiente para financiar planes garantizados a distintos precios (“beneficiarios deficitarios”):

Tabla: Beneficiarios Deficitarios (definición según cotización legal sin SIL)

	Acumulado
	Dependiente
	Independiente
	Pensionado
	Voluntario
	Cargas
	Total
general

	< = 2000
	63.267
	20.788
	2.799
	63.323
	112.963
	263. 14O

	< =15000
	360.887
	29.222
	24.687
	70.280
	766.150
	1.251.226

	<=16000
	395.896
	29.887
	26.746
	70.852
	820.271
	1.343.652

	<=170OO
	429.946
	30.667
	28.889
	71.353
	866.588
	1.427.443

	<=18OOO
	465.639
	31.449
	31.300
	71.869
	918.788
	1.519.045

	<-19000
	537.288
	33,025
	33.414
	72.635
	1.082.936
	1.759.298

	< =20000
	566.198
	33.590
	35.393
	73.022
	1.113.501
	1.821.704

	<=21OOO
	593.689
	34.145
	37.322
	73.368
	1.139.149
	1.877.673

	<=2200O
	619.991
	34.786
	39.128
	73.750
	1.162.316
	1.929.971

	Total
	1.295.117
	49.747
	85.103
	82.519
	1.462.730
	2.975.216


Fuente: Superintendencia de Salud


Ahora bien, en caso de que alguno de estos beneficiarios se trasladase a Fonasa, se producirá en esta entidad un incremento simultáneo entre los ingresos por cotizaciones y los gastos que generan, lo que no es posible de dimensionar fácilmente. Ello depende de la cotización de la persona que se traslade de sistema y del tamaño de su grupo familiar, comparado con un gasto promedio per cápita en Fonasa equivalente, aproximadamente, a $ 21.883 mensuales por beneficiario estimado en 2011 para los grupos B, C y D. Si ocurriera entonces que la cotización promedio de quienes se trasladan es menor a dicho gasto, entonces habrá necesidad de un mayor financiamiento a Fonasa, lo cual es mayor costo fiscal.


Así por ejemplo, si el valor del PGS fuera $ 17.000, y un 10% de los beneficiarios deficitarios se cambiaran de Isapre a Fonasa (y si su cotización efectiva fuera de $ 17.000), manteniendo su distribución de cotizaciones, y que su estado de salud es similar a los afiliados actuales a Fonasa, habría un mayor gasto esperado en Fonasa de $ 8.364 millones anuales, lo cual constituye costo fiscal. Del mismo modo, este costo fiscal puede ser mayor si se considerara que estos nuevos beneficiarios de Fonasa tuvieran un gasto semejante al de los actuales beneficiarios del grupo D, con un gasto mensual estimado de $ 23.205 mensuales por beneficiario, totalizando un mayor costo fiscal de $ 10.628 millones anuales. Sin embargo, estos afiliados en la actualidad pagan cotizaciones adicionales y, o son parte de contratos colectivos, que se busca preservar con el cambio legal propuesto, de modo que no se considera realista esperar que en régimen se observe el efecto máximo recién presentado.


La indicación N° 243-360 fue acompañada por un informe financiero complementario, de fecha 6 de noviembre, presentado el 28 de noviembre de 2012 a la Comisión, mediante un oficio conductor del señor Ministro Jaime Mañalich, que señala que la referida indicación no cambia las características del plan garantizado de salud, sino sólo incide en el valor de éste. La cobertura establecida sigue contemplando una protección financiera no inferior a la otorgada por el Fondo Nacional de Salud en la Modalidad de Libre Elección, sin discriminación por sexo, con un valor único definido para cuatro tramos etarios válido a todos los beneficiarios de una misma institución.

Dichos tramos son:

A 0-17 años 

B 18-44 años 

C 45-64 años 

D 65 años y más.

La indicación respecto del proyecto de ley original, implica un menor costo fiscal, según se detalla a continuación:

i) Costos Directos en la Superintendencia de Salud: Sin variación.

ii) Costos indirectos:


Esta propuesta no elimina la situación de “beneficiarios deficitarios” (esto es, aquellos cotizantes y sus cargas cuya cotización legal para financiar el Plan Garantizado de Salud es menor al precio esperado del plan), pero sí disminuye su número en relación al proyecto de ley original al diferenciar la tarifa plana original en los 4 tramos. Es menester recordar que este número de “beneficiarios deficitarios” depende del precio final del plan, el cual es desconocido por ahora.


Sin embargo, manteniendo el ejercicio del IF original, donde el valor del PGS supuesto es de $ 17.544 (considerando una variación del IPC en 2012 igual a 3,2%) la indicación supone disminuir en 160.587 las personas cuya cotización legal no les alcanzaría para permanecer en una ISAPRE.


Ello, presumiblemente, disminuiría el número de beneficiarios que podrían decidir emigrar a Fonasa, con el correspondiente costo fiscal para el Estado, al considerar un mayor gasto en el Fondo Nacional de Salud.


Usando el mismo supuesto que en el IF N° 153 - 2011; es decir, que el 10% de los beneficiarios deficitarios se trasladan de una Isapre al Fonasa, teniendo un gasto similar que los actuales beneficiarios del grupo D de Fonasa, que se estima en $ 23.948 mensuales, se esperaría una disminución del costo fiscal desde $ 10.969 millones anuales (a pesos de diciembre 2012, que equivale a $ 10.628 millones en moneda de diciembre 2011) a $ 9.735 millones; es decir, $ 1.234 millones menos al año, en moneda de diciembre de 2012, respecto al costo presentado en el IF antes citado.


En el debate de la Comisión el señor Jaime Mañalich planteó que el sistema de salud chileno está constituido por cuatro cuadrantes: en los dos cuadrantes superiores están los sistemas de seguros de salud: el sistema privado constituido por las Isapres, con 3 millones de beneficiarios y el seguro público de salud, Fonasa, que tiene 13,2 millones de beneficiarios. El fondo de las Isapres se constituye con la cotización de salud que corresponde al 7% de la remuneración con un tope imponible. Por su parte, el seguro público se financia en el 40% con la cotización obligatoria y en el 60% por contribución de impuestos generales de la Nación. Debe tenerse presente, añadió, que los afiliados al Sistema de Isapre sobre cotizan pagando en promedio el 10% de su remuneración para adquirir lo que ellos determinan como buenos planes de salud.


En los dos cuadrantes inferiores se encuentran los prestadores: por un lado está el sistema público de prestadores constituido por la salud primaria municipal, que tiene aproximadamente 13 millones de beneficiarios inscritos y por el sistema hospitalario que posee 186 hospitales a lo largo del país, prestadores que realizan el 50% de las atenciones de los beneficiarios del seguro público de salud, principalmente los beneficiarios de Fonasa de menores ingresos, que no tienen copago o éste es mínimo, que son los segmentos A y B. Los tramos C y D acceden al sistema de libre elección, lo que les permite optar a prestadores privados, pero en sus grandes patologías estos usuarios se atienden en la red pública de prestadores. Los prestadores privados, por su parte, atienden fundamentalmente a los beneficiarios del Sistema de Isapre y a los usuarios de Fonasa, principalmente en servicios de menor complejidad como atenciones ambulatorias, consultas y exámenes.


En relación a los antecedentes de este proyecto de ley, el señor Mañalich hizo ver que el Presidente de la República en su discurso del 21 de mayo de 2010 reconoció que el sistema de seguros privados funciona dentro de un marco jurídico muy complejo, diagnóstico que se corroboró con el fallo dictado por el Tribunal Constitucional, de 6 de agosto de 2010, que declaró inconstitucional la norma relativa a la estructura de la tabla de factores de riesgo por sexo y edad de la ley N° 18.993, dictamen que fue ratificado con posterioridad por la Corte Suprema.


En esa cuenta a la Nación, el Presidente decidió constituir una Comisión Presidencial que trabajó intensamente en diversos temas relacionados con la salud, concluyendo que en el ámbito de la salud privada el sistema actual debía ser reformado por un plan garantizado de salud. Con posterioridad, se designó una Comisión político-técnica en la que participaron parlamentarios de todos los sectores y diversos expertos, que luego de tres meses de trabajo elaboraron un informe que se plasmó en el proyecto de ley que se envió a tramitación legislativa en el mes de diciembre del año 2011.


En la Comisión de Salud de esta Corporación el proyecto fue objeto de discusiones y negociaciones, despachándolo con algunas modificaciones a fines de marzo. En esa oportunidad se acordó que el Ejecutivo presentara en la Comisión de Hacienda algunas indicaciones que básicamente recogiera acuerdos logrados en la Comisión de Salud.


Precisó el señor Ministro que hay un solo tema que no logró acuerdo en la Comisión de Salud y que el Ejecutivo está interesado en debatir en esta Comisión, que es la posibilidad de que el plan garantizado tenga un precio diferenciado para las cargas menores de 24 años, de manera tal de no castigar excesivamente a las familias con más de dos hijos.


En cuanto al contenido del proyecto de ley, manifestó que sus ejes principales son:

1. Plan garantizado de salud, que tiene una tarifa que será definida por cada Isapre, pero que debe ser única para todos los cotizantes y beneficiarios de una misma Isapre.

2. Definición de un IPC de la salud por parte del Instituto Nacional de Estadísticas. El INE ya está construyendo la canasta que estará compuesta por las prestaciones más frecuentes en materia de salud.

Este IPC de la salud será el indicador objetivo para determinar el alza en los precios de los programas de salud.


Explicó también que el Ministerio de Salud elaboró un IPC de la salud para el año 2011 utilizando criterios similares a los que hoy está usando el INE para construir la canasta, el que fue de 2,15% real, es decir, sobre UF. A su juicio, esta información tuvo un efecto disuasivo en las alzas de precios que las Isapres iban a aplicar a los beneficiarios de sus planes de salud, incremento que deben informar las Isapres a la Superintendencia de Salud a más tardar el 31 de marzo de cada año.


Concluyó su presentación señalando que el proyecto corrige en forma sustantiva las falencias del Sistema Privado de Salud, haciéndose cargo de los reclamos de los usuarios de este sistema. Asimismo, introduce solidaridad y pone término a la discriminación por edad, preexistencia, enfermedad y sexo.


 El señor Luis Romero afirmó que los antecedentes de la reforma son básicamente dos: la judicialización de las alzas de los precios de los planes de salud y el fallo del Tribunal Constitucional, de agosto de 2010, que declaró inconstitucional la aplicación de las tablas de factores de riesgo para la determinación de los precios de los planes de las Isapres.


Tal como lo mencionó el señor Ministro, como consecuencia de la demanda ciudadana de establecer un sistema de financiamiento más equitativo en el sistema privado de salud, el Presidente de la República conformó una Comisión Presidencial de Salud, cuyo informe fue evacuado en diciembre de 2010, y posteriormente, se convocó a una Comisión de Expertos en el área de la Salud, la que en su informe de 2011 determinó la viabilidad técnica de introducir un plan común para todos los beneficiarios de Isapres y diseñó los elementos principales del plan garantizado de salud (PGS), que fue la base del proyecto de ley en informe.


En cuanto a la estructura del PGS, sostuvo que este plan estará estructurado sobre la base de cinco componentes principales: examen de medicina preventiva, beneficios plan Auge, beneficios no Auge, cobertura para gastos catastróficos y cobertura ante eventos de emergencia vital (Ley de Urgencias).


El PGS será único para todos los beneficiarios del Sistema Isapre, tendrá un precio común por Isapre, se podrá otorgar en una red de prestadores en convenio y este plan no incluirá el seguro de invalidez y sobrevivencia, el que deberá contratarse aparte en la misma Isapre.


En relación al acceso universal a garantías explícitas (Auge) y al examen de medicina preventiva, planteó que este proyecto mantiene los copagos, mecanismos de acceso y todas las normas establecidas en la ley vigente.


En el caso de la cobertura para condiciones de salud no Auge, el plan crea un listado de prestaciones de salud no Auge, las que tendrán una bonificación fija en pesos o UF, que será establecida en un Arancel (Arancel del PGS). Estas bonificaciones no podrán ser inferiores, en su conjunto, a aquellas que establece el arancel del Fonasa en la modalidad de libre elección ni al 25% de la cobertura de Fonasa. Esta cobertura podrá operar en una red de prestadores, pero, si el beneficiario prefiere atenderse en un prestador distinto trasladará su bonificación fija, en pesos o UF, a esos prestadores. La diferencia entre el precio de la atención y la bonificación será de cargo del beneficiario.


Por su parte, agregó, la cobertura para gastos catastróficos, CGC, operará de manera similar a la cobertura adicional para enfermedades catastróficas, CAEC, actual (en red). La CGC consiste en un límite anual de copagos por beneficiario, cuyo monto será fijado anualmente. El deducible se acumulará independientemente del diagnóstico y, o del prestador utilizado, y en este último caso, los copagos estarán basados en el arancel del PGS. Una vez alcanzado el deducible, el beneficiario deberá concurrir a la red de prestadores definida por la Isapre para acceder a la cobertura adicional.


Finalmente, en relación a la cobertura de la Ley de Urgencias, explicó que las atenciones de emergencia mantendrán las condiciones de protección, acceso y todas las normas de la “Ley de Urgencias” vigente. Asimismo, tendrán la cobertura que corresponda al tipo de condición de salud de que se trate: Auge, no Auge, CGC, según se ha definido. La Ley de Urgencias se aplicará incluyendo cualquier beneficio complementario que haya convenido el beneficiario con una Isapre. 


En cuanto a los precios y al financiamiento del PGS, el señor Romero indicó que este plan será ofrecido a un precio único, independientemente del sexo, edad, y condición de salud de los contratantes, precio que será determinado por cada Isapre. Respecto del Subsidio por Incapacidad Laboral, SIL, éste se cobrará aparte y sólo a los cotizantes que tengan derecho a él. Este precio se expresará como un porcentaje fijo y único de la remuneración imponible, el cual será determinado anualmente por cada Isapre.


Tanto el PGS y el SIL se financiarán con cargo al 7% de la renta imponible. Si este monto no fuese suficiente, podrá completarse con una cotización voluntaria y las personas que no son trabajadoras, podrán comprar el PGS al precio establecido como tarifa plana.


Además, el proyecto crea un Fondo de Compensación de Riesgos para el PGS que operará en forma similar al establecido para el AUGE. El actual Fondo del AUGE se eliminará, siendo reemplazado por este nuevo, más amplio. En una primera etapa, el modelo de ajuste de riesgos considerará sólo sexo y edad como variables predictoras del riesgo individual. Posteriormente, en la medida que se disponga de la información necesaria, incorporará otras variables que permitan mejorar el modelo. Este Fondo, añadió, será gestionado por la Superintendencia de Salud.


En materia de reajustes anuales de precios, se crea lo que se ha denominado el IPC de la salud, para lo cual anualmente el Instituto Nacional de Estadísticas, INE, calculará los siguientes indicadores, los que serán publicados en el Diario Oficial por la Superintendencia de Salud, el último día hábil del mes de enero de cada año: 

- Indicador de la variación de los precios de las prestaciones de salud otorgadas por el Sistema Isapre.

- Indicador de la variación experimentada en la frecuencia de uso de las prestaciones de salud otorgadas por el Sistema Isapre.


- Indicador de la variación en el gasto en subsidios por incapacidad laboral del Sistema Isapre, es decir, el pago de las licencias médicas.


Además, anualmente, un Panel de Expertos calculará los índices referenciales de variación porcentual para los precios del PGS y SIL, basándose en: los indicadores elaborados por el INE; las condiciones existentes en el mercado; las variaciones en la productividad, y en los cambios tecnológicos del sector. Estos índices serán publicados en el Diario Oficial por la Superintendencia de Salud, el último día hábil del mes de febrero de cada año.


Agregó el señor Romero que adicionalmente al PGS las Isapres podrán comercializar beneficios complementarios de salud, BC, que mejoren la cobertura del PGS u otorguen bonificación a prestaciones no incluidas en él. Los BC deberán ser convenidos en contratos independientes de aquél en el que se contrate el PGS y el SIL, cuando éste corresponda, y podrán contratarse en la misma Isapre o en otra distinta. Los BC sólo podrán venderse a personas que ya cuenten con un PGS contratado y podrán pactarse en forma individual o colectiva, al momento de la afiliación o durante la vigencia del contrato. Un reglamento establecerá los requisitos y condiciones mínimas que tendrán que cumplir estos beneficios, los que deberán ser informados a la Superintendencia de Salud en forma previa a su comercialización.


Además, existirá la cuenta de excedentes, pudiendo el cotizante solicitar a la Isapre que abone todos sus excedentes a una cuenta que conservará las características de la actual cuenta de excedentes, pero se eliminará el tope de 10% establecido en el artículo 188 del decreto con fuerza de ley N° 1.


En relación a la movilidad de los cotizantes, el proyecto establece que en el ámbito del PGS no existirán afiliados cautivos, es decir, los afiliados que estén adscritos a una Isapre y deseen cambiarse a otra, no tendrán limitaciones de acceso, exclusiones de cobertura ni períodos de carencia, pero en el ámbito de los BC, las Isapres podrán establecer restricciones de acceso, exclusiones, carencias o coberturas restringidas.


En cuanto a la vigencia del PGS, éste comenzará a regir el primer día del mes de julio del 2014 y todos los contratos vigentes a la época en que empiece a regir el PGS y aquéllos que se suscriban con posterioridad, deberán ajustarse a esta ley, contemplando: el plan garantizado de salud, el subsidio por incapacidad laboral, cuando corresponda, y los beneficios pactados con cada afiliado en sus planes complementarios, los que tendrán que traducirse a beneficios complementarios.


Añadió que el PGS será incorporado a los contratos de salud a través de un proceso de adecuación de contratos, que se iniciará con la emisión de una carta de adecuación que las Isapres deberán remitir a cada uno de sus afiliados, a más tardar, el último día hábil del mes de marzo del año 2014. En estas cartas, las Isapres deberán señalar, a lo menos, el contenido del PGS y mencionar que el precio del SIL sólo se cobrará a cotizantes que tengan derecho a él. Además, deberán individualizar los establecimientos que conformarán la red o redes de prestadores, a través de las cuales se otorgarán los beneficios del PGS.


En estas cartas, las Isapres deberán ofrecer a los afiliados las siguientes alternativas de contratos:

- Un contrato que incluya y distinga el precio del PGS y del SIL, si procede, más otro que contenga y distinga el precio de los beneficios complementarios en actual comercialización, de manera tal que la suma de ambos contratos permita mantener los beneficios vigentes del cotizante, aun cuando ello le signifique un aumento en su cotización pactada.

- Un contrato que incluya y distinga el precio del PGS y del SIL, cuando proceda, y otro que contenga y distinga el precio de los beneficios complementarios en actual comercialización, de manera tal que la suma de ambos contratos permita mantener la cotización pactada vigente del cotizante.


- Un contrato que incluya el PGS y el SIL, cuando proceda, y la posibilidad de abonar todos los excedentes de cotización a la respectiva cuenta individual.


Los afiliados, agregó, podrán requerir otras alternativas de contrato o beneficios complementarios entre aquéllos que se comercialicen, quedando obligada la Isapre a otorgarles los beneficios solicitados hasta por un valor equivalente al monto de la cotización vigente.


En todo caso, los afiliados podrán cambiarse a otra institución de salud previsional, para lo cual el cotizante deberá ejercer su opción ante la Isapre, a más tardar, el último día hábil del mes de junio de 2014. En el evento que nada diga, se entenderá que ha optado por permanecer en el contrato indicado en la primera opción.


Finalmente, sostuvo que los principales elementos del proyecto de ley son:

- PGS: incorporación de un plan garantizado de salud común para todos los beneficiarios del Sistema Isapre.

- Prima Plana para el PGS: el mismo precio para todos los beneficiarios de una misma Isapre, independientemente de su sexo, edad o estado de salud.

- Fondo de Compensación para el PGS: este fondo compensará las diferencias de costos derivadas de los distintos perfiles de riesgo de los beneficiarios. Más amplio que el actual Fondo del AUGE.

- Financiamiento Separado para el SIL: sólo para quienes tengan derecho a él. Será igual para todos los cotizantes de una misma Isapre y estará expresado como un porcentaje de la renta imponible.

- Patrones de Referencia para las Alzas de Precios: los precios del PGS y del SIL se ajustarán sobre la base de índices de referencia fijados por un Panel de Expertos a partir de indicadores calculados por el INE.

- Eliminación de la Cautividad: en el contexto del PGS, los actuales beneficiarios de Isapres no tendrán limitaciones de acceso o cobertura que les impidan cambiarse de Isapre.

- Beneficios Complementarios: las Isapres podrán ofrecer beneficios adicionales al PGS cuyos requisitos serán fijados por un reglamento. Estos beneficios podrán ser adquiridos con los excedentes de cotización o cotizaciones voluntarias, en la misma Isapre o en otra distinta y deberán constar en contratos independientes.

- Cuenta de Excedentes: los cotizantes también podrán destinar sus excedentes de cotización a una cuenta individual de excedentes, similar a la actual, pero, sin el tope de 10% que existe actualmente.


Consultado el señor Romero acerca de las preexistencias en el caso que un usuario de Fonasa contrate el PGS con una Isapre afirmó que dentro del PGS los usuarios son libres de moverse entre las Isapres, sin preexistencias. Con respecto a los afiliados a Fonasa el proyecto no contempla el acceso de éstos al PGS porque se estima que estos usuarios podrían cambiarse al PGS sólo para hacer uso de una prestación y luego volver a Fonasa provocando un caos financiero en este plan e incrementando sus precios.


La idea que se proyecta es que este plan vaya incrementando su cobertura y mejorando sus condiciones a lo largo del tiempo, tal como ha sucedido con el AUGE, para lo cual un Consejo Consultivo deberá proponer anualmente la incorporación de nuevos beneficios.


Varios señores Diputados manifestaron sus dudas en torno al IPC de la salud, por lo que formulan las siguientes preguntas, ¿este IPC se calcula en pesos o en UF?, ¿es obligatorio para las Isapres o sólo opera como una medida de presión social?, ¿cuáles son los antecedentes que permiten determinar que la precios relacionados con la salud se incrementan en mayor medida que los precios de los otros bienes?, ¿qué prestaciones componen este IPC?


Respecto del IPC de la salud, sostuvo el señor Romero que el proyecto establece que éste será determinado por el INE, razón por la cual ni el Ministerio ni la Superintendencia conocen exactamente la metodología que están aplicando.


Agregó que en la determinación del IPC referencial del año pasado realizada por la Superintendencia, se consideraron todas aquellas prestaciones que en su conjunto representan el 90% del costo de la salud en Chile, tanto en el ámbito de las prestaciones ambulatorias; exámenes, consultas, procedimientos, etcétera, como hospitalarias. Además, se analizaron todas las prestaciones que las Isapres habían otorgado el 2010 y 2011, chequeando los precios de esas prestaciones en todas las clínicas de Chile. Asimismo, se analizó la variación de frecuencia de uso de estas prestaciones, que en un año subió en 4,48%.


Esta información expresada en pesos dio cuenta que tanto las licencias médicas como el precio de las prestaciones se habían incrementado en menor medida que el IPC, pero al considerar la frecuencia de uso de estas prestaciones, se determinó que éstas se incrementaron en 2,15% por sobre el IPC.


Finalmente, explicó que se utilizó la UF porque el 90% de los planes de salud que ofrecen las Isapres utilizan este índice.


Con respecto a la obligatoriedad de cambiarse al nuevo sistema para todos los usuarios de Isapres, indicó que este fue un tema que se debatió en la Comisión de Salud donde se discutió la constitucionalidad de esta disposición. La razón técnica de establecer la obligatoriedad radica en que permitir que sólo se cambien al nuevo sistema los afiliados a los que les es conveniente, no permitiría tener un fondo de compensación de riesgos técnicamente viable.


En este tema el Diputado señor Auth expresó sus dudas sobre la constitucionalidad de que una persona que tiene un plan vigente con una Isapre por el cual paga un determinado precio, deba obligatoriamente suscribir un nuevo contrato que eventualmente puede significar un mayor precio para mantener los mismos beneficios. Esta situación sin duda generará una nueva judicialización de estos temas.


Por otro lado, preguntó si este IPC da cuenta de los precios que cobran las clínicas por las prestaciones de salud o de lo que efectivamente valen esas prestaciones.


El Diputado señor Robles consultó por qué este IPC de la salud sólo considera el costo de las prestaciones en el sector privado y no incorpora el sector público de salud.


Respondiendo al Diputado señor Robles, señaló que el IPC se calcula sólo en el sector privado porque está relacionado con las Isapre. Considera importante conocer la variación de los precios de las prestaciones de salud en el sector público, pero los hospitales carecen de esa información y ni siquiera saben cuánto le cuestan los insumos, las prestaciones, etcétera, por lo que hoy es imposible calcular costos y precios. Para solucionar este problema se está haciendo un trabajo exhaustivo a nivel hospitalario, lo que permitirá en el futuro saber cuáles son los hospitales eficientes y cuáles no.


Indicó que las Isapres pueden cobrar precios distintos por el PGS porque éste dependerá de la red de prestadores que ofrezcan a sus cotizantes. Pero el fondo de compensación se determinará por un estudio técnico, de manera que las Isapres que cobren un precio muy alto por el PGS verán reducido su compensación o simplemente no tendrán derecho a ésta.


Finalmente, el señor Fernando Riveros explicó que, por una parte, el INE debe fijar anualmente los indicadores relativos a la variación de los precios de las prestaciones de salud otorgadas por el Sistema Isapre; la variación experimentada en la frecuencia de uso de las prestaciones de salud otorgadas por el Sistema Isapre, y la variación en el gasto en subsidios por incapacidad laboral de las Isapres y, posteriormente, un Panel de Expertos calculará los índices referenciales de variación porcentual para los precios del PGS y SIL, basándose tanto en los indicadores elaborados por el INE como en las condiciones existentes en el mercado, las variaciones en la productividad, y los cambios tecnológicos del sector. De manera que el aumento en los precios de las prestaciones de salud no se reflejan automáticamente en el IPC.


El señor Jaime Mañalich hizo presente que durante la discusión de este proyecto en la Comisión de Salud de esta Corporación, el Ejecutivo se comprometió con los parlamentarios a presentar en la Comisión de Hacienda una serie de indicaciones, las que se explican a continuación por el Superintendente de Salud. Destacó que no se logró acuerdo en la Comisión de Salud, en la posibilidad de fraccionar la tarifa plana del plan garantizado, de manera que las cargas menores de 24 años tuvieran un precio diferenciado. Este tema, precisó, no fue abordado en las indicaciones N° 039-360, presentadas por el Ejecutivo en esta Comisión, el 24 de abril de 2012.


El señor Luis Romero, expresó que los aspectos centrales de las indicaciones presentadas son las siguientes:

1. Establecer dos contratos de salud distintos (PGS y Beneficios Complementarios).


Se establecen todas las indicaciones necesarias para adecuar el texto del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, a la existencia de dos contratos de salud: uno, en el que se deberá consignar el PGS y, cuando corresponda, la cobertura de los subsidios por incapacidad laboral y otro, en el que deberán constar los beneficios complementarios. Este último contrato podrá ser suscrito por el afiliado en la misma Isapre en la que haya contratado el PGS o en otra distinta.

2. Protección mínima del 25% del arancel Fonasa.


Esta indicación tiene por finalidad brindar protección a los afiliados a través del establecimiento de un piso mínimo de 25% arancel Fonasa modalidad libre elección para arancel PGS y la misma protección para los beneficios complementarios.

3. Requisitos para el cambio de Isapre.


Se establecen nuevos requisitos que tendrán que cumplir los afiliados que se quieren cambiar de Isapre para adquirir el PGS que ofrece otra Isapre, otorgándole mayor estabilidad al modelo.


Los requisitos que debe cumplir el afiliado son:

a) El plazo de 1 año de afiliación en la Isapre actual;

b) No estar haciendo uso del subsidio de incapacidad laboral;

c) No tener deudas pendientes de cuyo pago sean responsables, con la Isapre en la que se encuentren afiliados al momento de solicitar la celebración del contrato;

d) Haber informado a la Isapre a la que solicitan la celebración del contrato sus patologías o condiciones de salud preexistentes.

4. Definición de gastos catastróficos.


Nueva redacción de la definición de la cobertura de los gastos catastróficos, para aclarar que se trata de una cobertura cuyo deducible se acumulará por cualquier copago independientemente del diagnóstico o patología que lo haya ocasionado.

5. Indexación de riesgos.


La indicación tiene por finalidad definir taxativamente las variables que se considerarán para efectuar la compensación de riesgos. La idea es limitar la compensación de riesgos sólo a las variables de edad, sexo, diagnóstico y otras variables específicas y previamente definidas, eliminando del articulado la alusión que se hace a “…cualquiera otra que permita mejorar el modelo de ajuste de riesgos en salud, en la forma y oportunidad que determine el Reglamento”, pues atendido el impacto económico que tendrá para las Isapres, se entienda que una facultad de esta naturaleza no puede quedar entregada a una autoridad administrativa.

6. Se adicionan dos nuevos miembros al Consejo Consultivo del PGS.

- Un representante de las sociedades científicas, elegido por éstas, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo;

- Un representante del Director de Fonasa.


La Comisión de Salud dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del artículo 1°, numerales 16), 17), 18), inciso primero de la letra c) del numeral 19), 27), 29), 33), la letra b) del numeral 34); artículo 4°; artículo tercero transitorio; artículo cuarto transitorio y artículo quinto transitorio. Asimismo, corresponde pronunciarse sobre los siguientes artículos que han sido objeto de indicaciones del Ejecutivo: artículo 1°, numerales 1), la letra a) del numeral 2), 3), 4), 5), nuevo numeral 6), actual numeral 6) que pasaría a ser 7), actual numeral 7) que pasaría a ser 8), actual numeral 8) que pasaría a ser 9), actual numeral 9) que pasaría a ser 10), actual numeral 12) que pasaría a ser 13), la letra c) del actual numeral 13) que pasa a ser 14), actual numeral 14) que pasaría a ser 15), actual numeral 15) que pasaría a ser 16), actual numeral 16) que pasaría a ser 17), actual numeral 22) que pasaría a ser 23), actual numeral 23) que pasaría a ser 24), actual numeral 28) que pasaría a ser 29), actual numeral 31) que pasaría a ser 32), la letra b) del actual numeral 36) que pasaría a ser 37); artículo 2°, artículo 3° y artículos primero, segundo, tercero y cuarto transitorios.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:

Luego de un breve debate y a propuesta del Presidente de la Comisión, se acordó votar en un solo acto los artículos de competencia de esta Comisión y aquéllos con indicaciones del Ejecutivo; el numeral 6) del artículo 1°, respecto del cual se solicitó votación separada y, finalmente, las indicaciones ingresadas del Ejecutivo N° 243-360 sobre los artículos 188 bis y 197 bis propuestos.


Los Diputados señores Castro, Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, y Robles presentaron la siguiente indicación: para modificar el numeral 6) del artículo 1° del proyecto, eliminando el artículo 188 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, sobre el destino de los excedentes de la cotización legal que indica.


El señor Robles explicó que esta indicación tiene por objeto derogar el artículo 188 de la norma citada puesto que ésta establece que los excedentes de la cotización legal son de propiedad del afiliado, inembargables e incrementan una cuenta corriente individual que la institución debe abrir a favor del afiliado, en circunstancia que, a su juicio, los fondos provenientes de la cotización de los afiliados al sistema privado de salud son de la seguridad social y no propiedad del individuo. De manera que al derogar esta disposición los excedentes pasarían al Fondo que crea esta ley, el que está constituido para fines de seguridad social y tiene un carácter solidario.


El Diputado señor Silva (Presidente) declaró inadmisible la indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo preceptuado en el numeral 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


En razón de la declaración de inadmisibilidad el Diputado señor Robles solicitó votación separada del numeral 6) del artículo 1° del proyecto.


El Ejecutivo formuló con fecha 10 de abril de 2012 las siguientes indicaciones al texto aprobado por la Comisión de Salud:

Artículo 1°

- Para modificarlo del siguiente modo: 


a) Sustitúyase su numeral 1), por el siguiente:


“1) Reemplázase el inciso primero del artículo 107 por el siguiente:


“Corresponderá a la Superintendencia supervigilar y controlar a las instituciones de salud previsional, en los términos que señale este Capítulo, el Libro III de este decreto con fuerza de ley y las demás disposiciones legales que sean aplicables, y velar por el cumplimiento de las obligaciones que les imponga la ley en relación al Plan Garantizado de Salud, a la Cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral y a los Beneficios Complementarios, contenidos en los respectivos contratos de salud, las leyes y reglamentos que las rigen.”.”.


b) Sustitúyase la letra a) de su numeral 2), que modifica el artículo 110, por la siguiente:


“a) Reemplácese su primer párrafo por el siguiente:


“Dictar las instrucciones de carácter general que permitan la mayor claridad en las estipulaciones de los contratos de salud, con el objeto de facilitar su correcta interpretación y fiscalizar su cumplimiento, sin perjuicio de la posibilidad de los contratantes de convenir Beneficios Complementarios en los términos regulados en la presente ley.”.”.


c) Modifícase su numeral 3), que introduce modificaciones al artículo 170, de la siguiente forma:


i. Reemplázase su literal a), por el siguiente:


“a) Sustitúyase su literal i) por el siguiente:


“i) La expresión “Plan Garantizado de Salud”, por el conjunto de prestaciones uniformes conformado por las Garan¬tías Explícitas relativas al acceso, calidad, protección financiera y oportunidad contempladas en el Régimen General de Garantías en Salud, en conformidad a lo dispuesto en la ley que establece dicho Régimen; la Cobertura para Gastos Catastróficos; la cobertura de las atenciones de emergencia contempladas en los incisos cuarto y quinto del artículo 173; las prestaciones mínimas legales contempladas en el artículo 194, a excepción de la Cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral; y las prestaciones curativas y la cobertura financiera que se fije para el Arancel que se elabore de conformidad a lo dispuesto en la letra p) de este artículo, el que no podrá establecer coberturas inferiores al 25% del Arancel Fonasa en la Modalidad de Libre Elección.”.”.


ii. Reemplázase su literal b), por el siguiente: 


“b) Sustitúyase su literal k) por el siguiente:


“k) La expresión “Beneficio Complementario”, por cualquier beneficio o conjunto de beneficios de salud, convenido libremente por los afiliados, que aumente la cobertura prevista en el Plan Garantizado de Salud o que otorgue cobertura a prestaciones no incluidas en dicho plan, mediante la suscripción de un contrato de salud independiente, ya sea con la misma Isapre o con otra distinta.”.”.


d) Modifícase su numeral 4), el que modifica el artículo 172, de la siguiente forma:


i. Reemplázase su literal a) por el siguiente:


“a) Sustitúyase su inciso primero por el siguiente:


“Las Instituciones de Salud Previsional deberán proporcionar información suficiente y oportuna a sus afiliados y al público en general respecto de las materias fundamentales de los contratos que ofrecen, tales como los precios del Plan Garantizado de Salud, de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, de los Beneficios Complementarios y de las modalidades y condiciones de otorgamiento de éstos. En cumplimiento de esta obligación, las Isapres deberán informar sobre la red o redes de prestadores a través de las cuales otorguen las prestaciones comprendidas en las Garantías Explícitas en Salud y la Cobertura para Gastos Catastróficos, así como otras redes que puedan constituir para otorgar los demás beneficios que ofrezca el Plan Garantizado de Salud. Asimismo, las Isapres deberán informar las redes de prestadores a través de las cuales se otorguen los Beneficios Complementarios en el caso que se comercialicen en esa modalidad. A través de instrucciones de general aplicación, la Superintendencia regulará la forma y el contenido mínimo de la información que las Isapres deberán entregar a sus beneficiarios y al público en general.”.”.


ii. Sustitúyase su letra b) por la siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“Anualmente, junto a la información que las Isapres envíen a sus afiliados, deberán acompañar una tabla comparativa, elaborada por la Superintendencia de Salud, en la que incluyan los precios cobrados por cada Isapre por el Plan Garantizado de Salud, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, tasa de rechazo de licencias médicas, red de prestadores para el Plan Garantizado y red de prestadores, cerrada y preferente para los Beneficios Complementarios, utilidades del año cronológico anterior, promedio de costos de administración, beneficios vinculados al examen de medicina preventiva y cualquier otra información determinada por el reglamento.


Sin perjuicio de las notificaciones por escrito a que obliga este decreto con fuerza de ley, todas las actuaciones que deban de-sarrollarse con una Isapre, sea por parte de sus afiliados, del público en general, de los prestadores de salud o de los empleadores u obligados al pago de las cotizaciones de salud, así como todas las informaciones, comunicaciones y notificaciones que las Isapres dirijan a sus afiliados, a los prestadores de salud o a los respectivos empleadores u obligados al pago de la cotización de salud, podrán realizarse por aquellos medios electrónicos que hayan sido aprobados por la Superintendencia de Salud.”.”.


e) Modifícase su numeral 5), el que modifica el artículo 173, del siguiente modo:


i. Reemplázase en su literal a), en el inciso sexto que se sustituye, el vocablo “convenidos” por la oración “que hubieren convenido con esa institución.”.


ii. Reemplázase su letra b) por la siguiente:


“b) Sustitúyase en el inciso noveno la oración “Las cuotas mensuales no podrán exceder del 5% de la remuneración o renta imponible, tratándose de los afiliados dependientes, independientes o pensionados, ni de una suma equivalente al precio del plan de salud contratado, en el caso de los voluntarios” por la siguiente: “Las cuotas mensuales no podrán exceder del 5% de la remuneración o renta imponible, tratándose de los afiliados dependientes, independientes o pensionados, ni de una suma equivalente al precio del Plan de Salud Garantizado de salud más el precio de los Beneficios Complementarios que se hubieren convenido con esa Isapre, en el caso de los voluntarios”.”.


f) Intercálase el siguiente numeral 6) nuevo, pasando el actual numeral 6) a ser 7) y así sucesivamente.


“6) Modifíquese el artículo 184 de la siguiente manera:


a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la oración “establecido en esta Ley”, la siguiente: “para el otorgamiento del Plan Garantizado de Salud y, cuando proceda, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral. Además, deberán suscribir otro contrato si pactan Beneficios Complementarios, ya sea en la misma Isapre o en otra distinta.”, precedida de una coma (,).


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 


“La Isapre deberá comunicar la suscripción del o de los contratos, según sea el caso, a la Superintendencia y a la entidad encargada del pago de la pensión, si el cotizante fuere pensionado, o al empleador, si fuere trabajador dependiente, antes del día 10 del mes siguiente a la suscripción de los mismos. Estas comunicaciones, como también las relativas al término de alguno de los contratos o de ambos, que deberán informarse a la Superintendencia y a la entidad encargada del pago de la pensión o al empleador, según corresponda, se efectuarán en la forma y de acuerdo a los procedimientos que dicha Superintendencia establezca.”.”.


g) Modifícase su numeral 6), que modifica el artículo 188, de la siguiente manera:


i. Intercálase la siguiente letra b), nueva, pasando su actual letra b) a ser c) y así sucesivamente:


“b) Sustitúyase en el numeral 3.- de su inciso cuarto, la expresión “el contrato” por la siguiente oración: “el o los contratos de salud suscritos por el cotizante.”.”.


ii. Reemplázase su letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente:


“c) Sustitúyase el número 5.- de su inciso cuarto por el siguiente:


“5.- “Para financiar Beneficios Complementarios, y”.”.


iii. Reemplázase su letra c), que ha pasado a ser d), por la siguiente:


“d) Sustitúyase el numeral 6.- del inciso cuarto, por el siguiente: 


“6.- Para financiar el Plan Garantizado de Salud, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, cuando proceda, y los Beneficios Complementarios si los hubiere convenido, cuando el afiliado reúna los requisitos que la ley establece para pensionarse, durante el lapso comprendido entre la solicitud de la jubilación y el momento en que ésta se hace efectiva.”.”.


h) Modifícase su numeral 7), que agrega el artículo 188 bis, del siguiente modo:


i. Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 188 bis: 


“Además, cuando corresponda, la Isapre deberá otorgar la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, la que tendrá, en términos de porcentaje de la remuneración imponible, el mismo precio para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio.”.


ii. Sustitúyase el inciso segundo del artículo 188 bis, el que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“Para el otorgamiento del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidio por Incapacidad Laboral que norma este Título, las instituciones de salud previsional deberán suscribir un contrato de plazo indefinido con sus afiliados. Tratándose de afiliados y beneficiarios que provengan de otra institución del Sistema Privado de Salud que participe del Fondo de Compensación a que alude el artículo 210 de este decreto con fuerza de ley, las Isapres estarán obligadas a afiliarlas siempre que acrediten cumplir todos los siguientes requisitos:


a) El plazo establecido en el inciso segundo del artículo 197;


b) No estar haciendo uso del subsidio de incapacidad laboral;


c) No tener deudas pendientes, de cuyo pago sean responsables, con la Isapre en la que se encuentren afiliados al momento de solicitar la celebración del contrato, y


d) Haber informado a la Isapre a la que solicitan la celebración del contrato sus patologías o condiciones de salud preexistentes en los términos indicados en el presente artículo.”.


iii. Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, al artículo 188 bis:


“Tratándose del contrato que contiene el Plan Garantizado de Salud, las Isapres no podrán establecer exclusiones o periodos de carencia respecto de antecedentes de salud preexistentes, salvo los contemplados en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 7 y 8 del artículo 190.”.


iv. Agréguense el siguiente inciso quinto, nuevo, al artículo 188 bis:


“La Institución de Salud Previsional estará obligada a concurrir al financiamiento de las prestaciones cubiertas por el Plan Garantizado de Salud derivadas de enfermedades o condiciones de salud preexistentes, hayan sido declaradas o no. Sin embargo, la no declaración de las preexistencias facultará a la Isapre para disponer el término del contrato de salud, salvo que se acredite que la omisión se debió a justa causa de error o que haya transcurrido un plazo de cinco años contado desde la suscripción del contrato o desde la incorporación del beneficiario, en su caso, sin que el beneficiario haya requerido atención médica por la patología o condición de salud preexistente. Se presumirá la mala fe si la Institución probare que la patología o condición de salud preexistente requirió atención médica durante los cinco años anteriores a la suscripción del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso, y el afiliado a sabiendas la ocultó.”.


La indicación signada con la letra h) fue retirada por el Ejecutivo en virtud de la indicación N° 243-360.


i) Modifícase su numeral 8), que ha pasado a ser 7), el que reemplaza el artículo 189, del siguiente modo:


i. Sustitúyase en el inciso primero del artículo 189, que se reemplaza, la oración “un prestador distinto de los mencionados en el párrafo primero de este numeral”, por la siguiente: “un prestador distinto de los considerados en la red de atención del Plan Garantizado de Salud o de los Beneficios Complementarios convenidos”.


ii. Elimínese en el inciso tercero del artículo 189, que se reemplaza, la oración “calificará la concurrencia de los requisitos habilitantes a que se refiere el inciso anterior. Asimismo,”.


j) Modifícase su numeral 9), que ha pasado a ser 8), el que agrega el artículo 189 bis, del siguiente modo:


i. Reemplácese en la letra a) del inciso primero del artículo 189 bis, la oración “Las prestaciones aseguradas a través del Régimen de Garantías Explícitas sólo serán cubiertas si se otorgan por los prestadores previstos al efecto, sin perjuicio de la facultad del interesado de optar por la cobertura de algún Beneficio Complementario que tenga contratado”, por la siguiente: “Las prestaciones aseguradas a través del Régimen de Garantías Explícitas sólo serán cubiertas si se otorgan por los prestadores previstos al efecto, sin perjuicio de la facultad del interesado de optar por la cobertura de algún Beneficio Complementario convenido con la misma Isapre o con otra distinta.”.


ii. Sustitúyase la letra b) del inciso primero del artículo 189 bis, por la siguiente:


“b) La Cobertura para Gastos Catastróficos, cuyo monto máximo de deducible anual, por cada beneficiario, será establecido en el decreto supremo del Ministerio de Salud que establezca las prestaciones y coberturas del Plan Garantizado en Salud. Los gastos que se considerarán para dicho deducible serán todos aquellos originados en prestaciones de salud realizadas dentro de la respectiva anualidad, tanto en la red de prestadores definida por la Isapre como en otros establecimientos, en ambos casos de conformidad al Arancel del Plan Garantizado de Salud. Con todo, para obtener el beneficio de dicha cobertura catastrófica, el paciente deberá trasladarse efectivamente al prestador de la red que la Isapre haya definido para estos efectos, una vez que se complete el deducible;”.


k) Reemplázase en su numeral 12), que ha pasado a ser 11), los incisos primero y segundo del artículo 189 quinquies, que se agrega, por los siguientes:


“Adicionalmente al Plan Garantizado de Salud y a la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, las instituciones de salud previsional podrán comercializar Beneficios Complementarios, los que, en todo caso, no podrán vulnerar la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 173 de este decreto con fuerza de ley y deberán ser pactados en un contrato distinto e independiente al que contiene el Plan Garantizado de Salud y la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral.


Las Isapres podrán ofrecer, tanto a quienes contraten con ella el referido Plan Garantizado, como a quienes los hubieren contratado con otra Institución de Salud Previsional, Beneficios Complementarios que consistan en aumentos de cobertura para prestaciones específicas o que estén estructurados como un conjunto de beneficios de salud ambulatorios, hospitalarios, o ambos, o planes de salud que mejoren la cobertura del Plan Garantizado de Salud. Asimismo, dichos Beneficios Complementarios podrán referirse al otorgamiento de cobertura para una determinada prestación o un conjunto de prestaciones no incluidas en el Plan Garantizado de Salud.”.


l) Sustitúyase la letra c) del numeral 13), que ha pasado a ser 12), el que modifica el 
artículo 190, por la siguiente:


“c) Derógase el número 6 de su inciso segundo, pasando sus actuales números 7 y 8 a ser los números 6 y 7.”.


m) Modifícase su numeral 14), que ha pasado a ser 13), el que reemplaza el artículo 192, de la siguiente manera:


i. Sustitúyase el inciso primero del artículo 192, que se reemplaza, por el siguiente:


“Los Beneficios Complementarios podrán ser contratados por el cotizante al momento de la suscripción del contrato de salud o con posterioridad, mediante la suscripción de un contrato de salud independiente, en los términos indicados en el literal k) del artículo 170 y el artículo 189 quinquies del presente decreto con fuerza de ley.”.


ii. Agréguese el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 192, que se reemplaza, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Con cada institución de salud previsional podrá suscribirse un solo contrato de salud para el otorgamiento de Beneficios Complementarios, ya sea en la misma Isapre en la que se esté afiliado para la obtención del Plan Garantizado de Salud y, cuando corresponda, la Cobertura para el Subsidio por Incapacidad Laboral, o en otra distinta. Los Beneficios Complementarios podrán alcanzar al cotizante y a todos sus beneficiarios contemplados en dicho contrato o sólo a algunos de ellos.”.


iii. Sustitúyase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, del artículo 192, por el siguiente:


“En ningún caso la Isapre podrá supeditar la contratación del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, a la contratación de Beneficios Complementarios.”.


n) Modifíquese su numeral 15), que ha pasado a ser 14), el que modifica el artículo 197, de la siguiente manera:


i. Reemplázase su letra a) por la siguiente: 


“a) Remplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Los contratos de salud a que hacen referencia los artículos 189, 189 quinquies y 192 de este decreto con fuerza de ley, deberán ser pactados por tiempo indefinido, y no podrán dejarse sin efecto durante su vigencia, sino por incumplimiento de las obligaciones contractuales o por mutuo acuerdo.”.”.


ii. Sustitúyase su letra b) por la siguiente: 


“b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“El cotizante podrá, una vez transcurrido un año de vigencia de beneficios contractuales, desahuciar el o los contratos de salud, para lo cual bastará una comunicación escrita a la o las Instituciones de salud correspondientes con copia al empleador o a la entidad pagadora de la pensión, según corresponda, dada con una antelación de, a lo menos, un mes del cumplimiento del primer año o de la fecha posterior en que se hará efectiva la desafiliación, quedando él y sus cargas, si no optaren por un nuevo contrato de salud previsional, afectos al régimen general de cotizaciones, prestaciones y beneficios de salud que les correspondan como beneficiarios del Libro II de este decreto con fuerza de ley. En caso de cesantía y no siendo aplicable el artículo 188 de este decreto con fuerza de ley, la Institución deberá acceder a la desafiliación, en cualquier momento, si ésta es requerida por el afiliado. La Superintendencia podrá impartir instrucciones de general aplicación sobre la forma y procedimiento a que deberán ceñirse las comunicaciones indicadas precedentemente.”.”.


iii. Incorpórese la siguiente letra d), nueva:


“d) Reemplázase el inciso sexto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente: 


“Cuando el cotizante desahucie el o los contratos de salud y transcurrido el plazo de antelación que corresponde, la terminación surtirá plenos efectos a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de expiración de dicho plazo.”.”.


iv. Agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) Intercálase el siguiente inciso octavo, nuevo, pasando el actual inciso octavo, el que ha pasado a ser quinto, a ser sexto y así sucesivamente:


“En el evento que al día del término del contrato por desahucio el cotizante esté en situación de incapacidad laboral, el contrato que contiene el Plan Garantizado de Salud y cuando corresponda, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral se extenderá de pleno derecho hasta el último día del mes en que finalice la incapacidad y mientras no se declare la invalidez del cotizante.”.”.


ñ) Modifícase el numeral 22), que ha pasado a ser 20), el que modifica el artículo 201, de la siguiente manera:


i. Agrégase la siguiente letra a), nueva, pasando la actual letra a) ser b) y así sucesivamente:


“a) Reemplácese el encabezado del inciso primero por el siguiente: 


“La Institución sólo podrá poner término al contrato de salud que contenga el Plan Garantizado de Salud y, cuando corresponda, la cobertura de subsidios por incapacidad laboral o al contrato independiente en el que consten los beneficios complementarios convenidos cuando el cotizante incurra en alguno de los siguientes incumplimientos contractuales:”.”.


ii. Intercálese en el numeral 2 de la letra a), que ha pasado a ser b), entre las expresiones “o del precio” y “Subsidios por Incapacidad Laboral” la frase “de la cobertura para”.


iii. Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso que los incumplimientos señalados en este artículo se relacionen con el contrato salud en el que consten los beneficios complementarios convenidos, la respectiva Isapre podrá poner término a dicho beneficio, pero no podrá poner término al contrato de salud ni afectar el otorgamiento de los beneficios contenidos en el Plan Garantizado de Salud y la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral.”. 


o) Modificase su numeral 23), que ha pasado a ser 21), el que modifica el artículo 202, de la siguiente manera: 


i. Reemplázase su letra b) por la siguiente:


“b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Los beneficios del Plan Garantizado de Salud y de los Beneficios Complementarios convenidos se extenderán por el solo ministerio de la ley a todos los nuevos familiares beneficiarios que declare el cotizante. Asimismo, estos beneficios se extinguirán automáticamente, respecto de quienes pierden dicha calidad.”.”.


ii. Elimínase su letra c), pasando su actual letra d) a ser c).


iii. Reemplázase su letra d), que ha pasado a ser c), por la siguiente:


“c) Reemplázase su inciso final por el siguiente:


“Con todo, en el evento de que un beneficiario adquiera la calidad jurídica de cotizante, podrá optar por permanecer en la o las Instituciones respectivas celebrando los correspondientes contratos de salud de acuerdo a lo establecido en esta ley. La Institución estará obligada a ofrecer al beneficiario el Plan Garantizado de Salud, la cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral y los Beneficios Complementarios convenidos, según corresponda, debiendo pagar aquél los valores en que se estén comercializando tales beneficios en ese momento”.”.


p) Reemplázase en su numeral 28), que ha pasado a ser 26), el artículo 206 que se sustituye, por el siguiente: 


“Artículo 206.- El Consejo estará compuesto por seis miembros:


1.- Un representante de las instituciones de salud previsional, elegido por éstas, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo;


2.- Un representante de los prestadores privados institucionales, elegido por éstos, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo;


3.- Un representante del Ministerio de Salud, quien lo presidirá; 


4.- Un representante de la Dirección de Presupuestos;


5.- Un representante de las sociedades científicas, elegido por éstas, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo, y 


6.- Un representante del Director del Fondo Nacional de Salud.


Además, integrará el Consejo el Superintendente de Salud, sin derecho a voto, quien actuará como Secretario Ejecutivo del Consejo y como ministro de fe respecto de sus acuerdos.


Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Secretario Ejecutivo contará con la colaboración de un secretario asistente, designado por éste de entre los funcionarios de la Superintendencia.


Los consejeros no recibirán remuneración alguna por su desempeño.


Podrán asistir a sus sesiones, con derecho a voz, los Ministros y Subsecretarios de los Ministerios de Salud y de Hacienda, o quienes los representen.”.


q) Reemplázase en el numeral 31), que ha pasado a ser 29), el artículo 209 que se sustituye, por el siguiente:


“Artículo 209.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 197, el afiliado podrá desahuciar el contrato de salud que contiene el Plan Garantizado de Salud y, cuando corresponda, la cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral dentro de los sesenta días siguientes a la entrada en vigencia del nuevo Plan Garantizado de Salud o de sus posteriores modificaciones.”.


r) Sustitúyase la letra b) del numeral 36), que ha pasado a ser 34), que modifica el artículo 221, por la siguiente: 


“b) Sustitúyase su inciso final por el siguiente: 


“Las Instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados y beneficiarios de la Isapre a la que se le aplique el régimen especial de supervigilancia y control que se establece en el presente artículo, deberán adscribir a cada uno de los cotizantes al Plan Garantizado de Salud y si correspondiere, a la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, al precio vigente para el referido Plan Garantizado, y al precio vigente para la mencionada Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, a la fecha de la transferencia. Lo anterior, sin perjuicio de que las partes, de mutuo acuerdo, convengan Beneficios Complementarios adicionales a dicho plan. Las Instituciones deberán notificar a los cotizantes mediante carta certificada expedida dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la transferencia, informándoles, además, que pueden desafiliarse de la Institución y traspasarse, junto a sus cargas legales, al régimen a que se refiere el Libro II de este decreto con fuerza de ley o a otra Isapre con la que convengan. Si los afiliados nada dicen hasta el último día hábil del mes subsiguiente a la respectiva notificación, regirá a su respecto.”.”.

Artículo 2°


- Para sustituir en su inciso primero el guarismo “2013” por “2014”.

Artículo 3°


- Para sustituir en su inciso segundo la oración “2012, de conformidad a lo dispuesto en los artículos cuarto y quinto transitorios” por “2013, de conformidad a lo dispuesto en los artículos tercero y cuarto transitorios”.

Artículo primero transitorio


- Para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo Primero Transitorio.- A más tardar el último día hábil del mes de marzo del año 2014, las Isapres deberán enviar a cada uno de sus afiliados una carta certificada, en la que comunicarán las modificaciones que sufrirá su contrato de salud vigente conforme a esta ley, de acuerdo con las instrucciones generales que imparta al efecto la Superintendencia de Salud.


En dicha carta, la Isapre deberá señalar, a lo menos, el contenido del Plan Garantizado de Salud y mencionar que sólo cobrará el valor de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral cuando ello proceda. Además, se deberá individualizar los establecimientos que conforman la red o redes de prestadores a través de las cuales se otorgarán las Garantías Explícitas en Salud y la Cobertura de Gastos Catastróficos, para prestaciones ambulatorias y hospitalarias. Adicionalmente, si fuere procedente, se deberán informar, en los mismos términos, la red o redes a través de los cuales se otorgarán el resto de las prestaciones comprendidas en el Plan Garantizado de Salud. Por último, se deberá informar a los cotizantes que pueden contratar los Beneficios Complementarios con esa o con otra Isapre distinta, aunque todos esos beneficios deberán ser convenidos con una sola institución de salud.


La Isapre deberá proponer las siguientes alternativas de contratos ajustados a las disposiciones de la presente ley, a las que podrá optar el cotizante: 


1.- Un contrato que contenga el Plan Garantizado de Salud y, si correspondiere, la Cobertura para Subsidios por incapacidad Laboral, y otro contrato que contenga los demás beneficios del plan de salud vigente al momento del envío de la carta, los que pasarán a denominarse Beneficios Complementarios, informándose el precio total, con el siguiente desglose:


a. El precio que asigne la institución de salud al Plan Garantizado de Salud, el que será idéntico para todos sus cotizantes;


b. El precio que corresponda por la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, el que será, en términos de porcentaje de la remuneración imponible, idéntico para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio, en la forma y condiciones señaladas en el artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley, y


c. El precio que se asigne a los demás beneficios del plan que se está ajustando que no estén incluidos en las letras a) y b) anteriores, denominados Beneficios Complementarios, manteniendo respecto de éstos la cobertura que contempla el plan vigente. Para estos efectos, las Isapres no podrán requerir una nueva Declaración de Salud, ni establecer restricciones de cobertura.


Respecto de los Beneficios Complementarios, el valor asignado a éstos por la Isapre, deberá, en todo caso, respetar las normas establecidas en el artículo 192 y el inciso tercero del artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.


2.- Un contrato cuyo precio sea equivalente al valor total que esté pagando el cotizante al momento de enviársele la carta en referencia por el Plan Garantizado de Salud, más la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, si ésta corresponde, señalándose:


a. El precio asignado al Plan Garantizado de Salud, el que será idéntico para todos los cotizantes y demás beneficiarios;


b. El precio que le corresponda por la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, cuando corresponda, el que será idéntico para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio, en los términos señalados en el artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.


Además, deberá proponerle otro contrato que contenga los Beneficios Complementarios que serán financiados con el monto de la cotización que exceda el valor del Plan garantizado de Salud y cuando correspondiere, de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, indicando el precio que se cobrará por ellos. Para estos efectos, las Isapres no podrán requerir una nueva Declaración de Salud, ni establecer restricciones de cobertura.


Respecto de los Beneficios Complementarios, el valor asignado a éstos por la Isapre, deberá, en todo caso, respetar las normas establecidas en el artículo 192 y el inciso tercero del artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.


3.- Un contrato que sólo comprenda el Plan Garantizado de Salud y, cuando proceda, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, en los casos que el cotizante tenga derecho a este último beneficio.


Los afiliados podrán requerir, en todo caso, otras alternativas de contratos o Beneficios Complementarios distintos de los propuestos por la Isapre, de entre aquéllos que la institución esté ofreciendo, quedando obligada aquélla a otorgarle los beneficios que los afiliados le soliciten hasta por un valor equivalente al monto de su cotización vigente. 


Si no les satisfacen las propuestas de su Isapre, los afiliados podrán cambiarse a otra institución de salud previsional.”.

Artículo segundo transitorio


- Para sustituir en su inciso primero el guarismo “2013” por “2014”.

Artículo tercero transitorio


- Para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo Tercero Transitorio.- Para efectos de la adecuación de los precios del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral de los contratos de salud vigentes el año 2013, la Superintendencia de Salud, por única vez, elaborará indicadores de la variación de los precios de las prestaciones de salud, de la variación experimentada en la frecuencia de uso de las mismas y de la variación del gasto en subsidios por incapacidad laboral. 


A contar del proceso de adecuación de precios de los contratos del año 2014, el Instituto Nacional de Estadística elaborará los indicadores a que alude el inciso precedente.


Los indicadores elaborados conforme a los incisos precedentes, deberán ser informados por la Superintendencia de Salud y el Instituto Nacional de Estadísticas al Panel de Expertos, según corresponda, a más tardar el último día del mes de enero de cada año.


Respecto del proceso de adecuación de los referidos precios en los contratos de salud del año 2013, y en tanto no se dicte el reglamento a que aluden los artículos 198 y 198 ter del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley, la Superintendencia de Salud dictará las instrucciones que sean indispensables para el adecuado ejercicio de las funciones señaladas en el presente artículo.”. 

Artículo cuarto transitorio


- Para modificar su inciso primero del siguiente modo:

a) Intercálase entre la palabra “precios” y la expresión “de los años”, la siguiente frase: “del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral”.

b) Reemplázase la expresión “2012 y 2013”, por la frase “2013 y 2014”.


Además, el Ejecutivo presentó las siguientes indicaciones al artículo 1° del proyecto que fueron rechazadas ad referéndum:


a) Sustitúyase en su numeral 7), que ha pasado a ser 8), el artículo 188 bis, que se agrega, por el siguiente:


“Artículo 188 bis.- Las Instituciones de Salud Previsional deberán otorgar a las personas indicadas en el artículo 184 el Plan Garantizado de Salud, el que será único para todos los beneficiarios del Sistema Privado de Salud. Cada Isapre determinará el precio que cobrará por dicho plan, el que cumplirá con las siguientes condiciones según el tramo de edad en que se encuentren los respectivos afiliados y beneficiarios:


a) Deberá ser igual para todos los cotizantes y beneficiarios a partir de los 18 y hasta los 44 años de edad;


b) A todos los cotizantes y beneficiarios menores de 18 años de edad se les deberá cobrar el mismo precio, el que no podrá ser superior al 80% del que se cobre a los cotizantes y beneficiarios señalados en el literal a) precedente;


c) A todos los cotizantes y beneficiarios a partir de los 44 y hasta los 65 años de edad se les deberá cobrar el mismo precio, el que no podrá ser superior al 200% del precio que se cobre a los cotizantes y beneficiarios señalados en el literal a) precedente, y


d) A todos los cotizantes y beneficiarios a partir de los 65 años de edad se les deberá cobrar el mismo precio, el que no podrá ser superior al 300% del que se cobre a los cotizantes y beneficiarios señalados en el literal a) precedente.


En concordancia con lo dispuesto en el artículo 197 bis, en ningún caso las Isapres podrán ofrecer rebajas o disminuciones de precio respecto del Plan Garantizado de Salud a los afiliados vigentes o a los nuevos contratantes de ese plan.


Además, cuando corresponda, la Isapre deberá otorgar la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, la que tendrá, en términos de porcentaje de la remuneración imponible, el mismo precio para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio.


Para el otorgamiento del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidio por Incapacidad Laboral que norma este Título, las instituciones de salud previsional deberán suscribir un contrato de plazo indefinido con sus afiliados. Tratándose de afiliados y beneficiarios que provengan de otra institución del Sistema Privado de Salud que participe del Fondo de Compensación a que alude el artículo 210 de este decreto con fuerza de ley, las Isapres estarán obligadas a afiliarlas siempre que acrediten cumplir todos los siguientes requisitos:


a) El plazo establecido en el inciso segundo del artículo 197;


b) No estar haciendo uso del subsidio de incapacidad laboral; 


c) No tener deudas pendientes, de cuyo pago sean responsables, con la Isapre en la que se encuentren afiliados al momento de solicitar la celebración del contrato, y


d) Haber informado a la Isapre a la que solicitan la celebración del contrato sus patologías o condiciones de salud preexistentes en los términos indicados en el presente artículo.


Tratándose del contrato que contiene el Plan Garantizado de Salud, las Isapres no podrán establecer exclusiones o periodos de carencia respecto de antecedentes de salud preexistentes, salvo los contemplados en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 7 y 8 del artículo 190.


La Institución de Salud Previsional estará obligada a concurrir al financiamiento de las prestaciones cubiertas por el Plan Garantizado de Salud derivadas de enfermedades o condiciones de salud preexistentes, hayan sido declaradas o no. Sin embargo, la no declaración de las preexistencias facultará a la Isapre para disponer el término del contrato de salud, salvo que se acredite que la omisión se debió a justa causa de error o que haya transcurrido un plazo de cinco años contado desde la suscripción del contrato o desde la incorporación del beneficiario, en su caso, sin que el beneficiario haya requerido atención médica por la patología o condición de salud preexistente. Se presumirá la mala fe si la Institución probare que la patología o condición de salud preexistente requirió atención médica durante los cinco años anteriores a la suscripción del contrato o a la incorporación del beneficiario, en su caso, y el afiliado a sabiendas la ocultó.”.


b) Modifícase en el numeral 16), que ha pasado a ser 17), del siguiente modo:


i. Sustitúyase el inciso primero del artículo 197 bis, que se agrega, por el siguiente:


“Sin perjuicio de los cambios de precio que experimente el Plan Garantizado de Salud por las modificaciones de cobertura o de prestaciones que se incorporen al Arancel respectivo, anualmente, en la oportunidad que determine el reglamento, las Instituciones podrán modificar el precio que cobran por el Plan Garantizado de Salud. Con todo, el nuevo precio que se cobre por el Plan Garantizado, cumplirá con las siguientes condiciones según el tramo de edad en que se encuentren los respectivos afiliados y beneficiarios:


a) Deberá ser igual para todos los cotizantes y beneficiarios a partir de los 18 y hasta los 44 años de edad;


b) A todos los cotizantes y beneficiarios menores de 18 años de edad se les deberá cobrar el mismo precio, el que no podrá ser superior al 80% del que se cobre a los cotizantes y beneficiarios señalados en el literal a) precedente;


c) A todos los cotizantes y beneficiarios a partir de los 44 y hasta los 65 años de edad se les deberá cobrar el mismo precio, el que no podrá ser superior al 200% del precio que se cobre a los cotizantes y beneficiarios señalados en el literal a) precedente, y


d) A todos los cotizantes y beneficiarios a partir de los 65 años de edad se les deberá cobrar el mismo precio, el que no podrá ser superior al 300% del que se cobre a los cotizantes y beneficiarios señalados en el literal a) precedente.”.


ii. Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 197 bis, que se agrega, pasando los actuales incisos segundo a sexto, a ser tercero a séptimo:


“En la misma oportunidad, la Isapre podrá modificar el precio correspondiente a la Cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral, la que tendrá, en términos de porcentaje de la remuneración imponible, el mismo precio para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio, en los términos establecidos en el inciso segundo del artículo 188 bis.”.


El señor Jaime Mañalich, en relación a las indicaciones presentadas ad referéndum y que dicen relación con el PGS y no modifican el IPC de la salud, explicó que tienen por objeto que este Plan que es único e idéntico para todos los cotizantes sea tarificado en 4 tramos diferenciado sólo por edad y no por sexo. Estos tramos serían de 0 a 17 años; de 18 a 44 años; de 45 a 64 años y 65 años y más.


Esta propuesta pretende disminuir el costo fiscal que la proposición original irrogaba para las arcas públicas.


El señor Romero agregó que la Superintendencia de Salud realizó un estudio para analizar la factibilidad de establecer una tarifa diferenciada por tramos de edad en el Plan Garantizado de Salud, PGS, concluyendo que dicha opción mejoraría el proyecto en dos sentidos: facilitar que las familias con más de dos hijos puedan adquirir el PGS a un precio razonable y reducir el efecto de transición de aquellas personas a las que no les alcanzaría su cotización para adquirir el PGS, por lo cual deberían migrar a Fonasa.


Los cálculos elaboradas por la Superintendencia son los siguientes:

Cálculo de Tarifas Diferenciadas

	Edad
	Tarifa Plana
	Tarifa Cuatro Tramos
	% Variación

	0 a 17 años
	$17.000
	$ 10.280
	-40%

	18 a 44 años
	$17.000
	$15.488
	 -9%

	45 a 64 años
	$17.000
	$22.816
	+34%

	65 años y más
	$17.000
	$41.267
	 +143%


Porcentaje Deficitario según:

	Escenario
	Cotización Legal
	Cotización Legal Ajustada
	Cotización Pactada

	Cuatro Tramos
	42,6%
	35,2%
	14,2%

	Sin Tramos
	48,0%
	41,2%
	21,8%



El señor Jaime Mañalich complementó lo expresado manifestando que de acuerdo al análisis de la Dirección de Presupuestos la tarifa plana del PGS, tal como estaba contemplado en el proyecto original, significaba la migración desde el Sistema de Isapre a Fonasa de aproximadamente 500 mil jóvenes por el encarecimiento de su plan. Esta migración produce el efecto de encarecer aún más el sistema de seguro privado para los cotizantes que se mantienen en las Isapres. Con esta indicación este efecto de reduciría en aproximadamente $ 1.000 millones.


Puestos en votación el artículo 1° del proyecto, numeral 1), letra a) del numeral 2), 3), 4), 5), nuevo numeral 6), actual numeral 8) que pasó a ser 7), actual numeral 9) que pasó a ser 8), actual numeral 12) que pasó a ser 11), letra c) del actual numeral 13) que pasó a ser 12), actual numeral 14) que pasó a ser 13), actual numeral 15) que pasó a ser 14), actual numeral 17) que pasó a ser 15), actual numeral 18) que pasó a ser 16), inciso primero de la letra c) del actual numeral 19) que pasó a ser 17), actual numeral 22) que pasó a ser 20), actual numeral 23) que pasó a ser 21), actual numeral 27) que pasó a ser 25), actual numeral 28) que pasó a ser 26), actual numeral 29) que pasó a ser 27), actual numeral 31) que pasó a ser 29), actual numeral 33) que pasó a ser 31), letra b) del actual numeral 34) que pasó a ser 32), letra b) del actual numeral 36) que pasó a ser 34); artículo 2°, artículo 3°, artículo 4°, y artículos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios se aprobaron por 10 votos a favor y 3 abstenciones. Votaron a favor los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Núñez, don Marco Antonio; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto; Silva, don Ernesto; Van Rysselberghe, Enrique, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvieron los Diputados señores Castro, don Juan Luis; Lorenzini, don Pablo, y Marinovic, don Miodrag.


Sometido a votación el actual numeral 6) del artículo 1° con las indicaciones del Ejecutivo, se rechazó por 6 votos a favor, 6 votos en contra y una abstención. Votaron a favor los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Macaya, don Javier; Silva, don Ernesto; Van Rysselberghe, Enrique, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron en contra los Diputados señores Castro, don Juan Luis; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Núñez, don Marco Antonio; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto. Se abstuvo el Diputado señor Miodrag Marinovic.


Puestas en votación ad referéndum las indicaciones N° 243-360 al actual numeral 7) y al actual numeral 16) del artículo 1° del proyecto, se rechazaron por 6 votos a favor y 7 votos en contra. Votaron a favor los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Macaya, don Javier; Silva, don Ernesto; Van Rysselberghe, Enrique, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron en contra los Diputados señores Castro, don Juan Luis; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Marinovic, don Miodrag; Núñez, don Marco Antonio; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto.


Sometido a votación el actual numeral 7) y el actual numeral 16) del artículo 1° del proyecto propuesto por la Comisión de Salud, se rechazaron por 6 votos a favor, 6 votos en contra y una abstención. Votaron a favor los Diputados señores Castro, don Juan Luis; Jaramillo, don Enrique; Marinovic, don Miodrag; Núñez, don Marco Antonio; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto. Votaron en contra los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Macaya, don Javier; Silva, don Ernesto; Van Rysselberghe, Enrique, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvo el Diputado señor Pablo Lorenzini.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

“TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley 
N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469:


1) Reemplázase el inciso primero del artículo 107 por el siguiente:


“Artículo 107.- Corresponderá a la Superintendencia supervigilar y controlar a las instituciones de salud previsional, en los términos que señale este Capítulo, el Libro III de este decreto con fuerza de ley y las demás disposiciones legales que sean aplicables, y velar por el cumplimiento de las obligaciones que les imponga la ley en relación al Plan Garantizado de Salud, a la Cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral y a los Beneficios Complementarios, contenidos en los respectivos contratos de salud, las leyes y reglamentos que las rigen.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones al número 8) del artículo 110: 


a) Reemplázase su primer párrafo por el siguiente:


“Dictar las instrucciones de carácter general que permitan la mayor claridad en las estipulaciones de los contratos de salud, con el objeto de facilitar su correcta interpretación y fiscalizar su cumplimiento, sin perjuicio de la posibilidad de los contratantes de convenir Beneficios Complementarios en los términos regulados en la presente ley.”.


b) Reemplázase el párrafo segundo por el siguiente:


“La Superintendencia de Salud llevará un registro de los Beneficios Complementarios que comercialicen las Isapres y que éstas deberán informar, de acuerdo a lo que establece el 
artículo 190.”. 


3) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 170:


a) Sustitúyese su literal i) por el siguiente:


“i) La expresión “Plan Garantizado de Salud”, por el conjunto de prestaciones uniformes conformado por las Garan¬tías Explícitas relativas al acceso, calidad, protección financiera y oportunidad contempladas en el Régimen General de Garantías en Salud, en conformidad a lo dispuesto en la ley que establece dicho Régimen; la Cobertura para Gastos Catastróficos; la cobertura de las atenciones de emergencia contempladas en los incisos cuarto y quinto del artículo 173; las prestaciones mínimas legales contempladas en el artículo 194, a excepción de la Cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral; y las prestaciones curativas y la cobertura financiera que se fije para el Arancel que se elabore de conformidad a lo dispuesto en la letra p) de este artículo, el que no podrá establecer coberturas inferiores al 25% del Arancel Fonasa en la Modalidad de Libre Elección.”.


b) Sustitúyese su literal k) por el siguiente:


“k) La expresión “Beneficio Complementario”, por cualquier beneficio o conjunto de beneficios de salud, convenido libremente por los afiliados, que aumente la cobertura prevista en el Plan Garantizado de Salud o que otorgue cobertura a prestaciones no incluidas en dicho plan, mediante la suscripción de un contrato de salud independiente, ya sea con la misma Isapre o con otra distinta.”.


c) Sustitúyese su literal m), por el siguiente:


“m) La expresión “precio del Plan Garantizado de Salud”, por el precio definido por la Isapre para el conjunto de prestaciones señaladas en el literal i) de este artículo, el que podrá fijarse en moneda de curso legal o en unidades de fomento.”.


d) Sustitúyese su literal n), por el siguiente:


“n) La expresión “precio del Beneficio Complementario”, por el precio definido por la Isapre para el beneficio o conjunto de beneficios de salud señalados en el literal k) de este artículo.”.


e) Agrégase el siguiente literal o):


“o) La expresión “precio del subsidio por Incapacidad Laboral”, por aquella parte de la cotización legal para salud destinada al financiamiento de dicho beneficio.”.


f) Agrégase el siguiente literal p):


“p) La expresión “arancel de prestaciones del Plan Garantizado de Salud”, por el conjunto de prestaciones y sus respectivos precios, que serán otorgadas por las Isapres ya sea en los prestadores en convenio o en libre elección, conforme al referido plan. Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se definirán, periódicamente, el arancel y sus respectivas coberturas, las que se establecerán en moneda de curso legal o en unidades de fomento.”.


4) Modifícase el artículo 172 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 172.- Las Instituciones de Salud Previsional deberán proporcionar información suficiente y oportuna a sus afiliados y al público en general respecto de las materias fundamentales de los contratos que ofrecen, tales como los precios del Plan Garantizado de Salud, de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, de los Beneficios Complementarios y de las modalidades y condiciones de otorgamiento de éstos. En cumplimiento de esta obligación, las Isapres deberán informar sobre la red o redes de prestadores a través de las cuales otorguen las prestaciones comprendidas en las Garantías Explícitas en Salud y la Cobertura para Gastos Catastróficos, así como otras redes que puedan constituir para otorgar los demás beneficios que ofrezca el Plan Garantizado de Salud. Asimismo, las Isapres deberán informar las redes de prestadores a través de las cuales se otorguen los Beneficios Complementarios en el caso que se comercialicen en esa modalidad. A través de instrucciones de general aplicación, la Superintendencia regulará la forma y el contenido mínimo de la información que las Isapres deberán entregar a sus beneficiarios y al público en general.”.


b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Anualmente, junto a la información que las Isapres envíen a sus afiliados, deberán acompañar una tabla comparativa, elaborada por la Superintendencia de Salud, en la que incluyan los precios cobrados por cada Isapre por el Plan Garantizado de Salud, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, tasa de rechazo de licencias médicas, red de prestadores para el Plan Garantizado y red de prestadores, cerrada y preferente para los Beneficios Complementarios, utilidades del año cronológico anterior, promedio de costos de administración, beneficios vinculados al examen de medicina preventiva y cualquier otra información determinada por el reglamento.


Sin perjuicio de las notificaciones por escrito a que obliga este decreto con fuerza de ley, todas las actuaciones que deban de¬sarrollarse con una Isapre, sea por parte de sus afiliados, del público en general, de los prestadores de salud o de los empleadores u obligados al pago de las cotizaciones de salud, así como todas las informaciones, comunicaciones y notificaciones que las Isapres dirijan a sus afiliados, a los prestadores de salud o a los respectivos empleadores u obligados al pago de la cotización de salud, podrán realizarse por aquellos medios electrónicos que hayan sido aprobados por la Superintendencia de Salud.”.


5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 173:


a) Sustitúyese el inciso sexto, por el siguiente:


“En las situaciones indicadas en los incisos cuarto y quinto de este artículo, las Instituciones podrán repetir en contra del afiliado el monto que exceda de lo que les corresponda pagar conforme al Plan Garantizado de Salud y a los Beneficios Complementarios que hubieren convenido con esa institución en el respectivo contrato independiente, si lo hubiere.”

b) Sustitúyase en el inciso noveno la oración “Las cuotas mensuales no podrán exceder del 5% de la remuneración o renta imponible, tratándose de los afiliados dependientes, independientes o pensionados, ni de una suma equivalente al precio del plan de salud contratado, en el caso de los voluntarios” por la siguiente: “Las cuotas mensuales no podrán exceder del 5% de la remuneración o renta imponible, tratándose de los afiliados dependientes, independientes o pensionados, ni de una suma equivalente al precio del Plan de Salud Garantizado de salud más el precio de los Beneficios Complementarios que se hubieren convenido con esa Isapre, en el caso de los voluntarios.”.


c) Sustitúyese en el inciso décimo tercero, la expresión “plan de salud correspondiente”, por la frase “Plan Garantizado de Salud y Beneficios Complementarios que se hubieren convenido.”.


6) Modifícase el artículo 184 de la siguiente manera:


a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la oración “establecido en esta Ley”, la siguiente: “para el otorgamiento del Plan Garantizado de Salud y, cuando proceda, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral. Además, deberán suscribir otro contrato si pactan Beneficios Complementarios, ya sea en la misma Isapre o en otra distinta.”, precedida de una coma (,).


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 


“La Isapre deberá comunicar la suscripción del o de los contratos, según sea el caso, a la Superintendencia y a la entidad encargada del pago de la pensión, si el cotizante fuere pensionado, o al empleador, si fuere trabajador dependiente, antes del día 10 del mes siguiente a la suscripción de los mismos. Estas comunicaciones, como también las relativas al término de alguno de los contratos o de ambos, que deberán informarse a la Superintendencia y a la entidad encargada del pago de la pensión o al empleador, según corresponda, se efectuarán en la forma y de acuerdo a los procedimientos que dicha Superintendencia establezca.”.


7) Reemplázase el artículo 189 por el siguiente:


“Artículo 189.- Los contratos de salud deberán establecer el derecho del afiliado que, con ocasión de una emergencia, haya ingresado a un prestador distinto de los considerados en la red de atención del Plan Garantizado de Salud o de los Beneficios Complementarios convenidos, a ser trasladado a alguno de los prestadores individualizados en el plan, y el derecho de la Institución de Salud Previsional a trasladar al paciente a uno de estos prestadores, sujetándose a las siguientes reglas:


a.- Corresponderá al médico tratante en el establecimiento determinar el momento a partir del cual el paciente se encuentra en condiciones de ser trasladado.


b.- Si el paciente o sus familiares deciden el traslado a un prestador que forme parte de la oferta cerrada o preferente, accederán a la cobertura prevista en el plan, desde el momento del traslado. Si, por el contrario, no obstante la determinación del médico, optan por la mantención en el establecimiento o por el traslado a otro que no forme parte de la oferta cerrada o preferente, no podrán requerir la cobertura prevista en el plan cerrado o preferente.


En todos estos casos, para resolver discrepancias, se aplicará el procedimiento previsto en el inciso final del artículo 9º de la ley Nº 19.966.


El Secretario Regional Ministerial respectivo velará porque la atención a personas no beneficiarias del Libro II de esta ley no provoque menoscabo a la atención de los beneficiarios de dicho Libro.


Cada vez que un afiliado o beneficiario solicite a una Institución de Salud Previsional un beneficio cualquiera en virtud de un contrato de salud, se entenderá que la faculta para requerir de los prestadores, sean éstos públicos o privados, la entrega de la certificación médica que sea necesaria para decidir respecto de la procedencia de tal beneficio. La Institución de Salud Previsional deberá adoptar las medidas necesarias para mantener la confidencialidad de estas certificaciones.


Si la Institución de Salud Previsional considera que la información proporcionada por el prestador es incompleta, imprecisa o teme fundadamente que no se ajusta a la verdad, podrá designar un médico cirujano independiente de las partes para que revise personalmente la ficha clínica. Si de la revisión resulta que no corresponde otorgar la cobertura financiera solicitada, la Institución de Salud Previsional informará de tal circunstancia al afiliado, el que podrá recurrir ante la Superintendencia, a fin de que ésta resuelva la controversia. El médico cirujano que se designe deberá estar inscrito en un registro que la Superintendencia llevará para estos efectos. 


El o los prestadores de salud deberán dar cumplimiento al requerimiento señalado en el inciso anteprecedente, y deberán permitir la revisión de la ficha clínica, dentro del plazo de cinco días hábiles. La Institución de Salud Previsional deberá mantener la información recibida en reserva, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 19.628.


Corresponderá a la Superintendencia vigilar el adecuado ejercicio de esta facultad y resolver los conflictos que puedan producirse entre los prestadores y las Isapres.”

8) Agrégase el siguiente artículo 189 bis:


“Artículo 189 bis.- El Plan Garantizado de Salud deberá contener las siguientes coberturas y prestaciones: 


a) Las Garantías Explícitas relativas a acceso, calidad, protección financiera y oportunidad contempladas en el Régimen General de Garantías en Salud, en conformidad a lo dispuesto en la ley que establece dicho Régimen. Las prestaciones aseguradas a través del Régimen de Garantías Explícitas sólo serán cubiertas si se otorgan por los prestadores previstos al efecto, sin perjuicio de la facultad del interesado de optar por la cobertura de algún Beneficio Complementario convenido con la misma Isapre o con otra distinta. Los procedimientos y mecanismos para el otorgamiento de las garantías deberán sujetarse al reglamento respectivo y serán sometidos por las Instituciones de Salud Previsional al conocimiento y aprobación de la Superintendencia;


b) La Cobertura para Gastos Catastróficos, cuyo monto máximo de deducible anual, por cada beneficiario, será establecido en el decreto supremo del Ministerio de Salud que establezca las prestaciones y coberturas del Plan Garantizado en Salud. Los gastos que se considerarán para dicho deducible serán todos aquellos originados en prestaciones de salud realizadas dentro de la respectiva anualidad, tanto en la red de prestadores definida por la Isapre como en otros establecimientos, en ambos casos de conformidad al Arancel del Plan Garantizado de Salud. Con todo, para obtener el beneficio de dicha cobertura catastrófica, el paciente deberá trasladarse efectivamente al prestador de la red que la Isapre haya definido para estos efectos, una vez que se complete el deducible;


c) La modalidad de financiamiento de las atenciones de emergencia contempladas en los incisos cuarto y quinto del artículo 173;


d) Las prestaciones mínimas legales contempladas en el artículo 194, a excepción de la cobertura de los subsidios por incapacidad laboral, y


e) La cobertura financiera de las prestaciones contempladas en el arancel definido en la letra p) del artículo 170 de este decreto con fuerza de ley.


Las instituciones de salud previsional deberán otorgar, adicionalmente, el beneficio contemplado en el artículo 149 de este decreto con fuerza de ley, el que no se entenderá formar parte del Plan Garantizado de Salud. Por la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, cada Isapre deberá cobrar un porcentaje de la remuneración o rentas imponibles, que será el mismo para todos sus cotizantes, y estará comprendido dentro de la cotización obligatoria de salud a que se refieren los artículos 84 y 92 del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este porcentaje sólo podrá ser cobrado a los afiliados que tengan la calidad de trabajadores dependientes e independientes que tengan derecho a gozar de licencia médica.


Los afiliados voluntarios a que se refiere el artículo 92 J de la ley N° 20.255, los imponentes voluntarios de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social y los pensionados por cualquier causa, no estarán afectos a la cotización a que se refiere el inciso anterior. Con todo, aquellos pensionados que se desempeñen como trabajadores dependientes o independientes, estarán afectos a la referida cotización en esta última calidad, la que se calculará sobre la remuneración o rentas imponibles que correspondan.


Un reglamento establecerá los parámetros, indicadores y periodicidad para determinar el valor de la prima comunitaria que se utilizará para la compensación de riesgos en el Fondo de Compensación que se encuentra regulado en el párrafo 6° del Título II del Libro III de este decreto con fuerza de ley; el procedimiento para determinar las prestaciones cubiertas por el Plan Garantizado de Salud, así como los mecanismos para el otorgamiento de tales prestaciones; el establecimiento de la Red o Redes de Prestadores en Convenio para el otorgamiento de las Garantías Explícitas en Salud y la Cobertura para Gastos Catastróficos. Lo anterior, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia de Salud para dictar instrucciones de general aplicación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 110.”.


9) Agrégase el siguiente artículo 189 ter:


“Artículo 189 ter.- Tratándose de la red o redes de prestadores en convenio para el otorgamiento de las Garantías Explícitas en Salud y la Cobertura para Gastos Catastróficos, las instituciones de salud previsional deberán indicar, en el Plan Garantizado de Salud, el nombre del o los establecimientos a través de los cuales se otorgarán las prestaciones, sean éstas ambulatorias u hospitalarias. Asimismo, deberán identificarse los prestadores que subsidiariamente brindarán las atenciones de salud a los beneficiarios, en el evento de configurarse una insuficiencia. Las obligaciones anteriores se aplicarán también respecto de las redes que eventualmente establezcan las Isapres, para el otorgamiento de los demás beneficios contemplados en el Plan Garantizado de Salud.


Para estos efectos, se entenderá que se configura una insuficiencia del o los prestadores individualizados en el Plan Garantizado de Salud, cuando se encuentran imposibilitados de realizar alguna de las prestaciones que forman parte de éste. El reglamento determinará las causales de insuficiencia del prestador ambulatorio que habilitarán al beneficiario para solicitar la designación de un nuevo prestador, así como el procedimiento de reclamo respectivo ante la Superintendencia de Salud.


En caso de prestaciones que se otorguen en virtud de la derivación a que alude el inciso segundo, el monto del copago del afiliado no podrá ser superior al que le habría correspondido si hubiere sido atendido por el prestador de la red. Cualquier diferencia será financiada por la Institución de Salud Previsional.


Las Instituciones de Salud Previsional no podrán eximirse de la responsabilidad que para ellas emana de los contratos de salud en lo que se refiere a acceso, oportunidad y cobertura financiera, atribuyéndosela a los prestadores. En todas estas situaciones, el contrato entre el asegurador y los prestadores será público y conocido por la Superintendencia de Salud, así como sus modificaciones y adecuaciones. La Isapre y los prestadores mantendrán información actualizada respecto de todos sus contenidos, los que estarán disponibles permanentemente, tanto para el usuario como para la Superintendencia de Salud.


El término del convenio entre la Institución de Salud Previsional y el prestador institucional cerrado, o cualquier modificación que éstos le introduzcan, no afectará el monto que, en virtud del contrato, corresponde copagar a los beneficiarios por las atenciones recibidas, hasta el cumplimiento del respectivo período anual.


Al cumplirse dicho período, la Institución de Salud Previsional podrá modificar la Red de Prestadores, debiendo informar por carta al cotizante, la circunstancia de haberse puesto término o de haberse modificado el referido convenio.”.


10) Agrégase el siguiente artículo 189 quáter:


“Artículo 189 quáter.- El cotizante de una Isapre y las personas señaladas en el artículo 202 de este decreto con fuerza de ley, podrán utilizar la modalidad institucional para la asistencia médica curativa del Libro II de este cuerpo normativo, de acuerdo al artículo 157, sujetos al arancel para personas no beneficiarias del referido Libro, en casos de urgencia, de ausencia o insuficiencia de la especialidad que motive la atención, o de ausencia o escasez de servicios profesionales en la especialidad de que se trate. Las personas a que se refiere este inciso deberán pagar el valor total establecido en el arancel aplicable a los no beneficiarios del Libro II de este decreto con fuerza de ley, a menos que se encuentren en la situación prevista en los incisos cuarto y quinto del artículo 173, en que dicho pago deberá efectuarlo directamente la Institución correspondiente.


La atención a personas no beneficiarias del Libro II de este decreto con fuerza de ley no podrá provocar menoscabo a la atención de los beneficiarios de dicho Libro.”.


11) Agrégase el siguiente artículo 189 quinquies:


“Artículo 189 quinquies.- Adicionalmente al Plan Garantizado de Salud y a la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, las instituciones de salud previsional podrán comercializar Beneficios Complementarios, los que, en todo caso, no podrán vulnerar la prohibición establecida en el inciso primero del artículo 173 de este decreto con fuerza de ley y deberán ser pactados en un contrato distinto e independiente al que contiene el Plan Garantizado de Salud y la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral. 


Las Isapres podrán ofrecer, tanto a quienes contraten con ella el referido Plan Garantizado, como a quienes los hubieren contratado con otra Institución de Salud Previsional, Beneficios Complementarios que consistan en aumentos de cobertura para prestaciones específicas o que estén estructurados como un conjunto de beneficios de salud ambulatorios, hospitalarios, o ambos, o planes de salud que mejoren la cobertura del Plan Garantizado de Salud. Asimismo, dichos Beneficios Complementarios podrán referirse al otorgamiento de cobertura para una determinada prestación o un conjunto de prestaciones no incluidas en el Plan Garantizado de Salud.


Sin perjuicio de las prestaciones específicas que puedan contemplarse en estos Beneficios Complementarios, será procedente la homologación de prestaciones, si la Institución de Salud Previsional consiente en ello o cuando la Superintendencia lo ordene en casos excepcionales y siempre que se trate de prestaciones en que exista evidencia científica de su efectividad. En tales casos, el costo de la prestación para la Institución no podrá ser superior al que hubiese correspondido por la prestación a la cual se homologa.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, establecerá los requisitos y condiciones mínimos que deberán cumplir dichos Beneficios Complementarios de salud, así como sus condiciones de comercialización.


Al momento de establecer dichos beneficios, las Isapres deberán informarlos a la Superintendencia de Salud, en los términos y periodicidad que ésta determine a través de instrucciones de general aplicación.


El o los Beneficios Complementarios podrán contener una o más de las siguientes modalidades para su otorgamiento:


a) Libre elección: aquel Beneficio Complementario en que la elección del prestador de salud es resuelta discrecionalmente por el afiliado o beneficiario, sin intervención de la Institución de Salud Previsional.


Para efectos del otorgamiento de los beneficios en esta modalidad, cuya cobertura financiera se efectúe por la vía del reembolso, la Institución de Salud Previsional deberá pagarlas de acuerdo a lo pactado, sin supeditarla a que los prestadores mantengan convenios con la Institución o estén adscritos a ella para la emisión de órdenes de atención; 


b) Cobertura cerrada: aquel Beneficio Complementario cuya estructura sólo contempla el financiamiento de las prestaciones de salud convenidas a través de determinados prestadores previamente individualizados, no previéndose el acceso a las prestaciones bajo la modalidad de libre elección.


Con todo, la Superintendencia podrá determinar, mediante instrucciones generales, los casos excepcionales en que el afiliado o beneficiario podrá ser atendido por un prestador distinto al individualizado en el plan, eventualidad en la cual tendrá derecho, como mínimo, a la cobertura financiera contemplada en arancel del Plan Garantizado de Salud, y


c) Cobertura con prestadores preferentes: aquel Beneficio Complementario cuya estructura combina la atención bajo la modalidad de libre elección y el financiamiento a través de determinados prestadores previamente individualizados.”.


12) Modifícase el artículo 190 de la siguiente forma:


a) Derógase su inciso primero, pasando su actual inciso segundo a ser primero.


b) Reemplázase, en el encabezado del inciso segundo, la oración “Asimismo, no podrá convenirse exclusión de prestaciones, salvo” por la siguiente: “El Plan Garantizado de Salud sólo podrá considerar como exclusiones de cobertura,”.


c) Derógase el número 6 de su inciso segundo, pasando sus actuales números 7 y 8 a ser los números 6 y 7.


d) Derógase el inciso final.


13) Reemplázase el artículo 192 por el siguiente: 


“Artículo 192.- Los Beneficios Complementarios podrán ser contratados por el cotizante al momento de la suscripción del contrato de salud o con posterioridad, mediante la suscripción de un contrato de salud independiente, en los términos indicados en el literal k) del artículo 170 y el artículo 189 quinquies del presente decreto con fuerza de ley.


Con cada institución de salud previsional podrá suscribirse un solo contrato de salud para el otorgamiento de Beneficios Complementarios, ya sea en la misma Isapre en la que se esté afiliado para la obtención del Plan Garantizado de Salud y, cuando corresponda, la Cobertura para el Subsidio por Incapacidad Laboral, o en otra distinta. Los Beneficios Complementarios podrán alcanzar al cotizante y a todos sus beneficiarios contemplados en dicho contrato o sólo a algunos de ellos.


En ningún caso la Isapre podrá supeditar la contratación del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, a la contratación de Beneficios Complementarios.


Los Beneficios Complementarios podrán ser contratados en la misma Isapre donde se suscriba el contrato de salud o en una distinta. Podrán alcanzar al cotizante y a todos sus beneficiarios contemplados en dicho contrato o sólo a una parte de ellos.


Al momento de la suscripción del o los Beneficios Complementarios, las ISAPRES sólo podrán evaluar el riesgo individual de salud del cotizante y sus beneficiarios, pudiendo requerir para ello una Declaración de Salud en los términos del artículo 190, en lo que corresponda, y sólo podrán negar la contratación del beneficio basadas en dicha evaluación.


Las Isapres, en el caso de preexistencias declaradas conforme al inciso precedente, podrán restringir la cobertura de los Beneficios Complementarios por un plazo no superior a dieciocho meses, sólo respecto del beneficiario de que se trate, contado desde la contratación del citado beneficio.


En el caso de Beneficios Complementarios que tengan por finalidad mejorar la cobertura que el Plan Garantizado de Salud contempla para las prestaciones relacionadas con el embarazo y parto, se deberá consignar claramente que la cobertura al menos será proporcional al período que reste para que ocurra el nacimiento.


Los Beneficios Complementarios que el afiliado contrate, se incorporarán como un anexo al contrato de Salud. En dicho anexo, entre otras materias, deberá especificarse el mecanismo de modificación de su precio, si corresponde. El referido mecanismo deberá ser el mismo para todas las personas adscritas al respectivo beneficio.


Los Beneficios Complementarios tendrán carácter de indefinidos y no podrán dejarse sin efecto durante su vigencia, sino por el incumplimiento de las obligaciones contractuales, por mutuo acuerdo o, una vez transcurrido un año desde la contratación del beneficio, por voluntad del afiliado. No obstante lo anterior, podrán estar sujetos a un plazo determinado aquellos Beneficios Complementarios que, por su naturaleza, tengan una duración definida o cuyos efectos se circunscriban a un determinado período, circunstancias que deberán quedar expresamente estipuladas al momento de la contratación.


En todo caso, no constituirá causal de terminación del Beneficio Complementario, el hecho de haber puesto término a su comercialización a nuevos afiliados.


Los Beneficios Complementarios podrán ser contratados individual o colectivamente, con dos o más personas pertenecientes a una misma empresa o grupo de trabajadores. En este último caso, cada afiliado deberá contar con sus propios anexos al respectivo contrato de salud.


Las condiciones en que se comercialicen los Beneficios Complementarios, deberán ser transparentes, públicas y objetivas, y no podrán ser modificadas unilateralmente por la Isapre una vez que hayan sido contratados.


Las Isapres podrán ofrecer descuentos en los precios de los Beneficios Complementarios a aquellos beneficiarios que se sometan a programas de medicina preventiva. Dichos descuentos deberán ser ofrecidos en condiciones generales, que no importen discriminación entre los afiliados adscritos al Beneficio Complementario respectivo.


Cuando se trate de la contratación de un Beneficio Complementario destinado a cubrir riesgos de salud por tiempo indefinido, éstos se extenderán por el solo ministerio de la ley a todos los nuevos familiares beneficiarios que declare el cotizante. En caso de Beneficios Complementarios que, por su naturaleza se otorguen para un evento específico o dentro de un plazo previamente definido, la extensión a todos o a algunos de los beneficiarios del cotizante podrá establecerse de común acuerdo entre las partes.


Las Isapres, anualmente, podrán modificar los precios de los Beneficios Complementarios de Salud.”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 197:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 197.- Los contratos de salud a que hacen referencia los artículos 189, 189 quinquies y 192 de este decreto con fuerza de ley, deberán ser pactados por tiempo indefinido, y no podrán dejarse sin efecto durante su vigencia, sino por incumplimiento de las obligaciones contractuales o por mutuo acuerdo.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El cotizante podrá, una vez transcurrido un año de vigencia de beneficios contractuales, desahuciar el o los contratos de salud, para lo cual bastará una comunicación escrita a la o las Instituciones de salud correspondientes con copia al empleador o a la entidad pagadora de la pensión, según corresponda, dada con una antelación de, a lo menos, un mes del cumplimiento del primer año o de la fecha posterior en que se hará efectiva la desafiliación, quedando él y sus cargas, si no optaren por un nuevo contrato de salud previsional, afectos al régimen general de cotizaciones, prestaciones y beneficios de salud que les correspondan como beneficiarios del Libro II de este decreto con fuerza de ley. En caso de cesantía y no siendo aplicable el artículo 188 de este decreto con fuerza de ley, la Institución deberá acceder a la desafiliación, en cualquier momento, si ésta es requerida por el afiliado. La Superintendencia podrá impartir instrucciones de general aplicación sobre la forma y procedimiento a que deberán ceñirse las comunicaciones indicadas precedentemente.”.


c) Deróganse los incisos tercero, cuarto y quinto.


d) Reemplázase el inciso sexto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“Cuando el cotizante desahucie el o los contratos de salud y transcurrido el plazo de antelación que corresponde, la terminación surtirá plenos efectos a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de expiración de dicho plazo.”.


e) Intercálase el siguiente inciso octavo, nuevo, pasando el actual inciso octavo, el que ha pasado a ser quinto, a ser sexto y así sucesivamente:


“En el evento que al día del término del contrato por desahucio el cotizante esté en situación de incapacidad laboral, el contrato que contiene el Plan Garantizado de Salud y cuando corresponda, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral se extenderá de pleno derecho hasta el último día del mes en que finalice la incapacidad y mientras no se declare la invalidez del cotizante.”.


15) Reemplázase el artículo 198, por el siguiente:


“Artículo 198.- Para efectos de la modificación de precios del Plan Garantizado de Salud y de la cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral, anualmente el Instituto Nacional de Estadísticas deberá calcular, respecto del Sistema de Instituciones de Salud Previsional, y para el mismo período, indicadores de la variación de los precios de las prestaciones de salud, de la variación experimentada en la frecuencia de uso de las mismas y de la variación del gasto en subsidios por incapacidad laboral. Para el cálculo de estos indicadores, la información a considerar corresponderá al período definido en el reglamento a que alude el inciso siguiente, el que no podrá ser superior a cinco años.


Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito además por el Ministro de Salud, establecerá las demás materias necesarias para el ejercicio de esta función. En todo caso, los cálculos, variaciones e indicadores deberán estar perfectamente diferenciados entre Plan Garantizado de Salud y Subsidio por Incapacidad Laboral, asegurándose que no haya confusión respecto de los elementos que determinan la variación del precio entre ambos.


Para los efectos descritos en los incisos precedentes, a más tardar el último día hábil de noviembre de cada año, la Superintendencia de Salud deberá proporcionar al Instituto Nacional de Estadísticas toda la información de que disponga y que sea necesaria para que dicho órgano pueda cumplir adecuadamente con sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, el referido Instituto podrá solicitar a dicha Superintendencia cualquier antecedente que le parezca pertinente y relevante para el cumplimiento de estos fines.


Los indicadores a que alude esta disposición serán informados a la Superintendencia de Salud por el Instituto Nacional de Estadísticas, a más tardar, el último día hábil del mes de enero de cada año; una vez recibida dicha información, la Superintendencia la publicará en el Diario Oficial y en su página web.”.


16) Agrégase el siguiente artículo 198 bis:


“Artículo 198 bis.- Un Panel de Expertos con carácter de asesor, en adelante “el Panel”, calculará anualmente índices referenciales de variación de los precios del Plan Garantizado de Salud, de la cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral, basados en los indicadores elaborados por el Instituto Nacional de Estadísticas de conformidad al artículo anterior.


Al efecto, el Panel evaluará la varianza estadística de los indicadores presentados por el Instituto Nacional de Estadísticas, las condiciones existentes en el mercado, las variaciones en la productividad y los cambios tecnológicos en el sector, de modo que los índices resultantes reflejen las variaciones de precio que, bajo condiciones de eficiencia, Isapres representativas de las diversas realidades del mercado aplicarían al Plan Garantizado de Salud y a la cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral.


A más tardar el último día hábil de enero del año que corresponda, la Superintendencia de Salud y el Instituto Nacional de Estadísticas deberán proporcionar al Panel toda la información de que dispongan y que sea necesaria para que dicho órgano pueda cumplir adecuadamente con sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, el referido Panel podrá solicitar a la Superintendencia de Salud cualquier antecedente que le parezca pertinente y relevante para el cumplimiento de sus fines.


Los índices referenciales determinados de conformidad a este artículo serán informados a la Superintendencia de Salud, a más tardar, el último día hábil del mes de febrero del año respectivo. Una vez recibida la información por la referida Superintendencia, ésta la publicará en el Diario Oficial y en su página web.”.


17) Agrégase el siguiente artículo 198 ter:


“Artículo 198 ter.- El Panel estará integrado por las personas que se indican a continuación, quienes ejercerán sus funciones sin derecho a remuneración ni dieta alguna, por un período de cuatro años:


1) Un académico de una universidad acreditada de conformidad a la ley N° 20.129, que deberá estar en posesión de un título de una carrera profesional de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado, o reconocido por éste, quien deberá ser experto en el área de la administración, de la gestión, de la ingeniería, de la economía o de las finanzas;


2) Un académico de una universidad acreditada de conformidad a la ley N° 20.129, que deberá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado, o reconocido por éste, quien deberá ser experto en el área de la salud pública, y


3) Un profesional experto en alguna de las áreas señaladas en las letras precedentes.


Los integrantes del Panel serán nombrados previo concurso público de antecedentes, proceso que se fundará en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. Dicho concurso será convocado por el Ministerio de Salud y resuelto por dicho organismo, de común acuerdo, con el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Además, los miembros del Panel deberán reunir los siguientes requisitos:


a) No haber sido condenado o encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los contemplados en la ley N° 18.045;


b) No haber sido administrador o representante legal de personas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta establecidos en la Ley de Quiebras, y


c) No haber prestado él ni su cónyuge, servicios, de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar, a una Institución de Salud Previsional o al Fondo Nacional de Salud, en el año anterior a su designación.


La función de integrante del Panel es incompatible con la calidad de accionista, director, gerente, trabajador dependiente o asesor de una Institución de Salud Previsional.


El Panel contará con un secretario ejecutivo, que será funcionario de la Superintendencia de Salud, quien estará encargado de coordinar su funcionamiento. Dicho funcionario será designado por el Superintendente y no tendrá derecho a voto.


Una vez constituido el Panel, en su primera sesión elegirá de entre sus integrantes al experto que lo presidirá. Ante la ausencia del presidente a una sesión, el cargo será subrogado según lo que disponga el reglamento.


El Panel funcionará con un mínimo de dos de sus integrantes y sus acuerdos deberán adoptarse por la mayoría simple de quienes estén presentes en la sesión respectiva. En caso de empate, decidirá el voto de su presidente, o quien lo reemplace.


El procedimiento para designar a los miembros del Panel, como también, los mecanismos de adopción de acuerdos por parte de sus miembros, serán establecidos en el reglamento señalado en el inciso segundo del artículo 198.”.


18) Derógase el artículo 199.


19) Reemplázase el artículo 200 por el siguiente:


“Artículo 200.- Las Instituciones de Salud Previsional podrán tener por objeto el otorgamiento de prestaciones únicamente a trabajadores de una determinada empresa o institución, caso en el cual, la pérdida de la relación laboral podrá constituir causal de término anticipado del mismo, salvo que ella se origine por el hecho de acogerse a pensión. Tal circunstancia deberá dejarse expresamente establecida en el contrato.”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 201:


a) Reemplázase el encabezado del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 201.- La Institución sólo podrá poner término al contrato de salud que contenga el Plan Garantizado de Salud y, cuando corresponda, la cobertura de subsidios por incapacidad laboral o al contrato independiente en el que consten los beneficios complementarios convenidos cuando el cotizante incurra en alguno de los siguientes incumplimientos contractuales:”.


b) Reemplázase el numeral 2.-, en su inciso primero, por el siguiente:


“2.- No pago del precio del Plan Garantizado en Salud o del precio de la cobertura para el Subsidio por Incapacidad Laboral, por parte de los cotizantes voluntarios de este sistema o de quienes reúnan la calidad de trabajadores independientes, tanto aquellos que revistan tal carácter al afiliarse como los que la adquieran posteriormente por un cambio en su situación laboral. Para ejercer esta facultad, será indispensable haber comunicado el no pago de la cotización en los términos del inciso final del artículo 197.”.


c) Reemplázase, en su inciso cuarto, las oraciones “la cotización, desde los treinta días siguientes a la fecha en que comunicó la deuda en los términos del inciso undécimo del artículo 197” por las siguientes: “del precio del Plan Garantizado en Salud o del monto por concepto de la cobertura de los Subsidios por Incapacidad Laboral, el plazo se contará desde los treinta días siguientes a la fecha en que la Institución de Salud Previsional comunicó la deuda en los términos del inciso segundo del artículo 197.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso que los incumplimientos señalados en este artículo se relacionen con el contrato salud en el que consten los beneficios complementarios convenidos, la respectiva Isapre podrá poner término a dicho beneficio, pero no podrá poner término al contrato de salud ni afectar el otorgamiento de los beneficios contenidos en el Plan Garantizado de Salud y la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral.”.


21) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 202:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “Los contratos celebrados”, por la siguiente frase: “Los contratos de salud celebrados, tanto del Plan Garantizado de Salud como de Beneficios Complementarios”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Los beneficios del Plan Garantizado de Salud y de los Beneficios Complementarios convenidos se extenderán por el solo ministerio de la ley a todos los nuevos familiares beneficiarios que declare el cotizante. Asimismo, estos beneficios se extinguirán automáticamente, respecto de quienes pierden dicha calidad.”.


c) Suprímese la letra c), pasando su letra d) a ser c).


d) Reemplázase su inciso final por el siguiente:


“Con todo, en el evento de que un beneficiario adquiera la calidad jurídica de cotizante, podrá optar por permanecer en la o las Instituciones respectivas celebrando los correspondientes contratos de salud de acuerdo a lo establecido en esta ley. La Institución estará obligada a ofrecer al beneficiario el Plan Garantizado de Salud, la cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral y los Beneficios Complementarios convenidos, según corresponda, debiendo pagar aquél los valores en que se estén comercializando tales beneficios en ese momento”.


22) Modifícase el artículo 203 de la siguiente forma:


a) Reemplázanse los incisos segundo y tercero, por los siguientes:


“Cuando corresponda, las Instituciones de Salud Previsional tendrán derecho a percibir las cotizaciones para salud provenientes de las pensiones o remuneraciones devengadas por los beneficiarios señalados en el inciso primero, durante el período en que rija el beneficio dispuesto en este artículo.


Terminada la vigencia del beneficio, la Institución estará obligada a ofrecer al beneficiario el Plan Garantizado en Salud, la cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral y los Beneficios Complementarios convenidos, debiendo éste pagar el valor al que aquellos se comercialicen en ese momento.”.


b) Derógase el inciso cuarto.


23) Derógase el artículo 204.


24) Sustitúyese el epígrafe del actual párrafo 5° del Título II del Libro III por el siguiente: “De la determinación del Plan Garantizado de Salud”.


25) Sustitúyese el artículo 205 por el siguiente:


“Artículo 205.- Por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Salud se revisarán los montos de protección financiera y las prestaciones del arancel del Plan Garantizado de Salud junto a la prima comunitaria. Para tal efecto, se incorporará el contenido de las Garantías en Salud que se definan conforme a lo dispuesto en la ley N° 19.966 y efectuará las evaluaciones de tecnologías sanitarias con criterio de costo efectividad y de priorización sanitaria.


El Consejo Consultivo deberá proponer el modelo de ajuste de riesgos, con las variables que se utilizarán para efectuar las compensaciones que se regula en el párrafo 6° de este decreto con fuerza de ley.


Para efectos de la revisión señalada en el inciso primero, la variación en el valor de la prima comunitaria que se defina anualmente, no podrá superar la variación promedio de los cuatro años anteriores del índice general real de remuneraciones por hora, calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o el que lo reemplace. Un reglamento determinará la forma en que se deberán calcular las referidas variaciones.


Con todo, en la revisión regulada en este artículo, cada una de las prestaciones del Plan Garantizado de Salud deberá contemplar una protección financiera no inferior a la que otorga el Fondo Nacional de Salud en la Modalidad de Libre Elección.


El Ministro de Salud podrá convocar al Consejo cada vez que lo estime necesario, sin perjuicio que éste deba reunirse, a lo menos, una vez al año.”.

 
26) Sustitúyese el artículo 206, por el siguiente:


“Artículo 206.- El Consejo estará compuesto por seis miembros:


1.- Un representante de las instituciones de salud previsional, elegido por éstas, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo;


2.- Un representante de los prestadores privados institucionales, elegido por éstos, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo;


3.- Un representante del Ministerio de Salud, quien lo presidirá; 


4.- Un representante de la Dirección de Presupuestos;


5.- Un representante de las sociedades científicas, elegido por éstas, de conformidad al mecanismo establecido en el reglamento respectivo, y 


6.- Un representante del Director del Fondo Nacional de Salud.


Además, integrará el Consejo el Superintendente de Salud, sin derecho a voto, quien actuará como Secretario Ejecutivo del Consejo y como ministro de fe respecto de sus acuerdos.


Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Secretario Ejecutivo contará con la colaboración de un secretario asistente, designado por éste de entre los funcionarios de la Superintendencia.


Los consejeros no recibirán remuneración alguna por su desempeño.


Podrán asistir a sus sesiones, con derecho a voz, los Ministros y Subsecretarios de los Ministerios de Salud y de Hacienda, o quienes los representen.”.


27) Sustitúyese el artículo 207, por el siguiente:


“Artículo 207.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá la metodología que utilizará el Consejo Consultivo para garantizar que la protección financiera de cada una de las prestaciones contenidas en el Plan Garantizado de Salud, no sea inferior a la cobertura que establece el Fondo Nacional de Salud para la Modalidad de Libre Elección. Asimismo señalará la fecha en que se modificará la prima comunitaria del referido Plan, considerando la oportunidad en que se modifica el precio de las Garantías Explícitas en Salud, el monto del deducible máximo anual por beneficiario para la Cobertura para Gastos Catastróficos, y el arancel del Plan Garantizado de Salud, de acuerdo con los términos establecidos en la letra i) del artículo 170.


Además, el reglamento indicará las reglas de funcionamiento del referido Consejo, el quórum para que sesione y adopte acuerdos, las causales de inhabilidad o de cesación en el cargo de los consejeros, la forma en que deberá recoger las opiniones de las Instituciones de Salud Previsional, de los prestadores de salud públicos y privados y de otras entidades, con el objeto de recabar antecedentes que le permitan entregar una opinión fundada al Ministro de Salud, en el plazo que se definirá en el aludido reglamento.”.


28) Sustitúyese el artículo 208, por el siguiente:


“Artículo 208.- Para cumplir con lo dispuesto en el artículo 205, los consejeros deberán contar con los estudios y antecedentes técnicos proporcionados por el Ministerio. Sin perjuicio de lo anterior, para el cumplimiento de su función, el Consejo podrá encargar a la Superintendencia otros estudios o informes técnicos complementarios.


Junto con la evaluación técnica científica para la incorporación de nuevas tecnologías, procedimientos y medicamentos al Plan Garantizado de Salud, se deberá incorporar una instancia y mecanismos de participación ciudadana que permitan incorporar en el trabajo del Consejo, las valoraciones y preferencias de la sociedad.”.


29) Sustitúyese el artículo 209, por el siguiente:


“Artículo 209.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 197, el afiliado podrá desahuciar el contrato de salud que contiene el Plan Garantizado de Salud y, cuando corresponda, la cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral dentro de los sesenta días siguientes a la entrada en vigencia del nuevo Plan Garantizado de Salud o de sus posteriores modificaciones.”.


30) Reemplázase, en el epígrafe del párrafo 6° del Título II del Libro III, la palabra “Solidario” por la frase “del Plan Garantizado de Salud”.


31) Sustitúyese el inciso primero del artículo 210, por el siguiente:


“ Artículo 210.- Créase un Fondo de Compensación del Plan Garantizado de Salud entre Instituciones de Salud Previsional, cuya finalidad será solidarizar los riesgos en salud entre los beneficiarios de dichas Instituciones, en relación con las coberturas, prestaciones y condiciones de salud contenidas en el Plan Garantizado de Salud, en conformidad a lo establecido en este Párrafo.”.


32) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 211:


a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:


i. Reemplázase la palabra “Solidario”, por las palabras “del Plan Garantizado de Salud”.


ii. Reemplázase la expresión “las Garantías Explícitas en Salud”, por la frase “el Plan Garantizado de Salud”.


b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“Para el cálculo de la prima ajustada por riesgos, se considerarán las variables de sexo, edad, diagnóstico y cualquiera otra que permita mejorar el modelo de ajuste de riesgos en salud, en la forma y oportunidad que determine el Reglamento. Con todo, el Ministerio de Salud definirá la fecha a partir de la cual se incorporará la variable diagnóstico y las demás que correspondan al cálculo de la prima comunitaria.”.


33) Modifícase el artículo 219 del siguiente modo:


a) Reemplázase, en la oración final de su inciso primero, la frase “, cotización pactada o condición de cautividad” por la expresión “o cotización pactada”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Esta transferencia no podrá, en caso alguno, afectar los derechos y obligaciones que emanan de los contratos de salud y los contratos independientes cedidos, imponer a los afiliados y beneficiarios otras restricciones que las que ya se encontraren vigentes en virtud de Beneficios Complementarios convenidos, ni establecer la exigencia de una nueva declaración de salud.”.


34) Modifícase el artículo 221 del siguiente modo:


a) Suprímese, en el literal c) de su inciso octavo, la frase “y la condición de cautividad”.


b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Las Instituciones que hayan recibido el total o parte de los afiliados y beneficiarios de la Isapre a la que se le aplique el régimen especial de supervigilancia y control que se establece en el presente artículo, deberán adscribir a cada uno de los cotizantes al Plan Garantizado de Salud y si correspondiere, a la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, al precio vigente para el referido Plan Garantizado, y al precio vigente para la mencionada Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, a la fecha de la transferencia. Lo anterior, sin perjuicio de que las partes, de mutuo acuerdo, convengan Beneficios Complementarios adicionales a dicho plan. Las Instituciones deberán notificar a los cotizantes mediante carta certificada expedida dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la transferencia, informándoles, además, que pueden desafiliarse de la Institución y traspasarse, junto a sus cargas legales, al régimen a que se refiere el Libro II de este decreto con fuerza de ley o a otra Isapre con la que convengan. Si los afiliados nada dicen hasta el último día hábil del mes subsiguiente a la respectiva notificación, regirá a su respecto.”.


35) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 224, la palabra “Solidario” por la expresión “del Plan Garantizado de Salud.”.


36) Agrégase el siguiente artículo 228 bis:


“Artículo 228 bis.- Sin perjuicio de las notificaciones por escrito a que obliga esta ley, todas las actuaciones que deban desarrollarse con una Isapre, sea por parte de sus afiliados, del público general, de los prestadores de salud o de los empleadores u obligados al pago de las cotizaciones de salud, así como todas las informaciones, comunicaciones y notificaciones que las Isapre dirijan a sus afiliados, a los prestadores de salud o a los respectivos empleadores u obligados al pago de las cotización de salud, podrán realizarse por aquellos medios electrónicos que hayan sido aprobados por la Superintendencia.”

Artículo 2°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° del articulado permanente y de las disposiciones transitorias, las modificaciones establecidas en el artículo 1° de esta ley, entrarán en vigencia el 1 de julio de 2014.


Todos los contratos vigentes a la época en que empiece a regir el artículo 1° de esta ley y aquellos que se suscriban con posterioridad, deberán ajustarse a las normas de esta ley, contemplando el Plan Garantizado de Salud y la cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, cuando corresponda, más el contrato independiente que las Isapres pactaren con cada afiliado contemplando los Beneficios Complementarios, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo primero transitorio, cuando proceda.


Artículo 3°.- Los reglamentos a que alude esta ley, salvo disposición en contrario, deberán ser expedidos por el Ministerio de Salud y podrán ser dictados a partir de la publicación de esta ley.


El Panel de Expertos señalado en los artículos 198 bis y 198 ter del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley, deberá estar constituido antes de que finalice el mes de enero de 2013, de conformidad a lo dispuesto en los artículos tercero y cuarto transitorios.


Artículo 4°.- El Fondo de Compensación Solidario establecido en el artículo 210 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, vigente a la fecha de publicación de esta ley, funcionará hasta el último día del mes anterior a aquel en que entre en vigencia el Plan Garantizado de Salud de conformidad al artículo 3° de esta ley.


Junto con la entrada en vigencia del mencionado Plan, comenzará a operar el Fondo de Compensación a que alude el párrafo 6° del Título II del Libro III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- A más tardar el último día hábil del mes de marzo del año 2014, las Isapres deberán enviar a cada uno de sus afiliados una carta certificada, en la que comunicarán las modificaciones que sufrirá su contrato de salud vigente conforme a esta ley, de acuerdo con las instrucciones generales que imparta al efecto la Superintendencia de Salud.


En dicha carta, la Isapre deberá señalar, a lo menos, el contenido del Plan Garantizado de Salud y mencionar que sólo cobrará el valor de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral cuando ello proceda. Además, se deberá individualizar los establecimientos que conforman la red o redes de prestadores a través de las cuales se otorgarán las Garantías Explícitas en Salud y la Cobertura de Gastos Catastróficos, para prestaciones ambulatorias y hospitalarias. Adicionalmente, si fuere procedente, se deberán informar, en los mismos términos, la red o redes a través de los cuales se otorgarán el resto de las prestaciones comprendidas en el Plan Garantizado de Salud. Por último, se deberá informar a los cotizantes que pueden contratar los Beneficios Complementarios con esa o con otra Isapre distinta, aunque todos esos beneficios deberán ser convenidos con una sola institución de salud. 


La Isapre deberá proponer las siguientes alternativas de contratos ajustados a las disposiciones de la presente ley, a las que podrá optar el cotizante: 


1.- Un contrato que contenga el Plan Garantizado de Salud y, si correspondiere, la Cobertura para Subsidios por incapacidad Laboral, y otro contrato que contenga los demás beneficios del plan de salud vigente al momento del envío de la carta, los que pasarán a denominarse Beneficios Complementarios, informándose el precio total, con el siguiente desglose:


a. El precio que asigne la institución de salud al Plan Garantizado de Salud, el que será idéntico para todos sus cotizantes;


b. El precio que corresponda por la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, el que será, en términos de porcentaje de la remuneración imponible, idéntico para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio, en la forma y condiciones señaladas en el artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley, y


c. El precio que se asigne a los demás beneficios del plan que se está ajustando que no estén incluidos en las letras a) y b) anteriores, denominados Beneficios Complementarios, manteniendo respecto de éstos la cobertura que contempla el plan vigente. Para estos efectos, las Isapres no podrán requerir una nueva Declaración de Salud, ni establecer restricciones de cobertura.


Respecto de los Beneficios Complementarios, el valor asignado a éstos por la Isapre, deberá, en todo caso, respetar las normas establecidas en el artículo 192 y el inciso tercero del artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.


2.- Un contrato cuyo precio sea equivalente al valor total que esté pagando el cotizante al momento de enviársele la carta en referencia por el Plan Garantizado de Salud, más la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, si ésta corresponde, señalándose:


a. El precio asignado al Plan Garantizado de Salud, el que será idéntico para todos los cotizantes y demás beneficiarios;


b. El precio que le corresponda por la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, cuando corresponda, el que será idéntico para todos los cotizantes a quienes corresponda este beneficio, en los términos señalados en el artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.


Además, deberá proponerle otro contrato que contenga los Beneficios Complementarios que serán financiados con el monto de la cotización que exceda el valor del Plan garantizado de Salud y cuando correspondiere, de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, indicando el precio que se cobrará por ellos. Para estos efectos, las Isapres no podrán requerir una nueva Declaración de Salud, ni establecer restricciones de cobertura.


Respecto de los Beneficios Complementarios, el valor asignado a éstos por la Isapre, deberá, en todo caso, respetar las normas establecidas en el artículo 192 y el inciso tercero del artículo 197 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley.


3.- Un contrato que sólo comprenda el Plan Garantizado de Salud y, cuando proceda, la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral, en los casos que el cotizante tenga derecho a este último beneficio.


Los afiliados podrán requerir, en todo caso, otras alternativas de contratos o Beneficios Complementarios distintos de los propuestos por la Isapre, de entre aquéllos que la institución esté ofreciendo, quedando obligada aquélla a otorgarle los beneficios que los afiliados le soliciten hasta por un valor equivalente al monto de su cotización vigente. 


Si no les satisfacen las propuestas de su Isapre, los afiliados podrán cambiarse a otra institución de salud previsional.”.


Artículo segundo transitorio.- El cotizante deberá ejercer la opción a que se refiere el artículo precedente ante la Isapre, a más tardar, el último día hábil del mes de junio de 2014. 


En el evento que el cotizante nada diga, se entenderá que ha optado por permanecer en el contrato indicado en el número 1) del artículo precedente, con el precio comunicado por la institución de salud en dicha carta.


Artículo tercero transitorio.- Para efectos de la adecuación de los precios del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral de los contratos de salud vigentes el año 2013, la Superintendencia de Salud, por única vez, elaborará indicadores de la variación de los precios de las prestaciones de salud, de la variación experimentada en la frecuencia de uso de las mismas y de la variación del gasto en subsidios por incapacidad laboral.


A contar del proceso de adecuación de precios de los contratos del año 2014, el Instituto Nacional de Estadística elaborará los indicadores a que alude el inciso precedente.


Los indicadores elaborados conforme a los incisos precedentes, deberán ser informados por la Superintendencia de Salud y el Instituto Nacional de Estadísticas al Panel de Expertos, según corresponda, a más tardar el último día del mes de enero de cada año.


Respecto del proceso de adecuación de los referidos precios en los contratos de salud del año 2013, y en tanto no se dicte el reglamento a que aluden los artículos 198 y 198 ter del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, modificado por esta ley, la Superintendencia de Salud dictará las instrucciones que sean indispensables para el adecuado ejercicio de las funciones señaladas en el presente artículo.”.


Artículo cuarto transitorio.- Durante los periodos de adecuaciones de precios del Plan Garantizado de Salud y de la Cobertura para Subsidios por Incapacidad Laboral de los años 2013 y 2014, el Panel de Expertos señalado en el artículo anterior, deberá calcular un índice referencial de variación de los precios base de los planes complementarios de salud, basado en los indicadores elaborados por la Superintendencia de Salud y el Instituto Nacional de Estadísticas, de conformidad al citado artículo.


Al efecto, el Panel evaluará la varianza estadística de los datos utilizados por la Superintendencia de Salud y el Instituto Nacional de Estadística en el cálculo de los indicadores de referencia, las condiciones existentes en el mercado, las variaciones en la productividad y los cambios tecnológicos en el sector.


A más tardar el último día hábil de enero del año que corresponda, la Superintendencia de Salud y el Instituto Nacional de Estadísticas, en su caso, deberán proporcionar al Panel toda la información de que dispongan y que sea necesaria para que dicho Panel pueda cumplir adecuadamente con sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, el referido Panel podrá solicitar a la Superintendencia de Salud cualquier antecedente que le parezca pertinente y relevante para el cumplimiento de sus fines.


El índice referencial determinado de conformidad a este artículo, será informado a la Superintendencia de Salud, a más tardar, el último día hábil del mes de febrero del año respectivo. Una vez recibida la información por la referida Superintendencia, ésta la publicará en el Diario Oficial y en su página web.


Artículo quinto transitorio.- Durante el año 2012, el gasto que represente la aplicación de esta ley, será financiado con los presupuestos vigentes de las entidades públicas respectivas. Sin embargo, respecto de la Superintendencia de Salud, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a su presupuesto vigente y, en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”

Tratado y acordado en sesiones de fechas 10 de abril, 2 de mayo, 14 y 29 de agosto, 5 de septiembre, 30 de octubre y 6 de noviembre de 2012, con la asistencia de los Diputados señores Silva, don Ernesto (Presidente); Auth, don Pepe (Núñez, don Marco Antonio); Godoy, don Joaquín; Jaramillo, don Enrique (Núñez, don Marco Antonio); Lorenzini, don Pablo; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos (Castro, don Juan Luis); Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos (Van Rysselberghe, don Enrique; Robles, don 
Alberto; Santana, don Alejandro (Cardemil, don Alberto), y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectivas.


Sala de la Comisión, a 4 de diciembre de 2012.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, 
Abogado Secretario de la Comisión.”
15. Informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente recaído en el proyecto de ley destinado a evitar la contaminación por algas en cuencas hidrográficas. (boletín N° 7192 -12) (S).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en una moción de los senadores Carlos Bianchi Chelech; Antonio Horvath Kiss; Carlos Ignacio Kuschel Silva; y Hosaín Sabag Castillo, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) La idea matriz o fundamental del proyecto.


La idea matriz o fundamental del proyecto es introducir las normas necesarias para controlar la presencia de plagas en cuencas hidrográficas. 

2) Normas de carácter orgánico constitucional.


No hay

3) Normas que requieren trámite de Hacienda.


No hay.

4) Aprobación del proyecto.


El proyecto fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, León, Meza, Morales; Pérez, don Leopoldo; Sandoval y Vallespín.

5) Diputado informante.


Se designó como Diputado Informante al señor Alfonso De Urresti.

-o-


Durante el análisis de esta iniciativa legal, la Comisión contó con la colaboración de representantes del Servicio Nacional de Pesca, Sernapesca, señores Juan Luis Ansoleaga, Director; Felipe Palacios, Jefe de la División Jurídica; Leonardo Núñez, Jefe del Departamento de Administración Pesquera; Eugenio Zamorano, asesor, y Héctor Oyarzún, Jefe de Gabinete del Director.

II. ANTECEDENTES.

a) Fundamentos del proyecto.


El proyecto de ley fue iniciado en una moción de autoría de los senadores Carlos Bianchi Chelech; Antonio Horvath Kiss; Carlos Ignacio Kuschel Silva; y Hosaín Sabag Castillo, que recogió la preocupación surgida por la detección del alga unicelular didymosphenia geminata en afluentes del Río Futaleufú. Esta alga es una especie capaz de producir grandes floraciones que cubren, con un espesor a veces superior a 20 cm, hasta el 100% de los sustratos de los ambientes acuáticos, provocando severas alteraciones fisicoquímicas y biológicas en los mismos.


Los autores de la moción señalan, además, que esta especie amplía rápidamente su área de distribución geográfica, debido a la introducción accidental por el hombre, principalmente mediante equipos de pesca y embarcaciones deportivas.


Fruto de estas consideraciones, los mocionantes concluyen que esta alga presenta graves problemas para el turismo de intereses especiales en aguas de los ríos de Chile, como lo son la pesca deportiva, el kayaking, rafting y otros, así como para la captación de aguas para riego, agua potable y agua para la agricultura y ganadería y para las tomas de pequeñas y medianas Centrales Hidroeléctricas. Agregan además, que por el hecho de cubrir prácticamente la totalidad del fondo de los ríos, esta alga genera un deterioro considerable en el paisaje, afectando el turismo y la calidad de vida de las personas en el entorno.


Por último, indican que hasta la fecha no se ha encontrado ningún sistema que elimine el alga sin afectar los cursos de agua y ecosistemas. Por lo tanto, la única medida eficaz la constituye el establecer las reglas sanitarias y medidas de bioseguridad, para evitar la introducción tanto desde el extranjero como entre cuencas del país.

b) Objetivos fundamentales del proyecto de ley.


El objetivo de la iniciativa legal es adoptar medidas y procedimientos de bioseguridad, para proteger las cuencas y los cursos de aguas afectados o en riesgo de introducción del alga denominada “Didymosphenia Geminata” y otras similares.

c) Normas legales relacionadas con la iniciativa legal.


1) Artículo 19, N° 8, de la Constitución Política de la República, que asegura a todas las personas el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación.


2) Ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa.

III. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR EL SENADO.

La iniciativa legal en tramitación, propone modificar la ley N° 20.256, sobre pesca recreativa, en las siguientes materias:


1. Agrega el artículo 7° bis. Mediante la incorporación de este artículo se establecen medidas sanitarias y de bioseguridad para evitar la introducción y propagación de enfermedades y especies que puedan constituir plagas. El carácter de plagas estará dado por lo regulado en el Reglamento de la Ley General de Pesca y Acuicultura, y las medidas para atacarlas contemplan la desinfección de aparejos de pesca, vestimenta, calzado, equipamiento y embarcaciones. Asimismo, se contempla la posibilidad de establecer restricciones de uso, prohibiciones de ingreso y medidas de desinfección en zonas fronterizas del país.


2. Modifica el artículo 33. Se añade un inciso segundo, con el objeto de hacer aplicable las medidas antes señaladas a la pesca recreativa que se realice en cotos de pesca.


3. Agrega en el artículo 50 una letra g). Mediante su incorporación se establece que la contravención a estas medidas será considerada como una de las infracciones gravísimas contempladas por la ley de Pesca Recreativa.

IV. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y ACUERDOS ADOPTADOS.
a) Discusión en general y particular del proyecto de ley.


El señor Felipe Palacios, Jefe de la División Jurídica del Servicio Nacional de Pesca, explicó que el proyecto de ley en estudio tiene su origen en una moción presentada en el Senado que tenía por objeto establecer medidas que permitieran controlar los brotes del alga didymo y que contemplaba la introducción de medidas sanitarias y de bioseguridad con el objeto de controlar esta plaga.


El Poder Ejecutivo recogió esta preocupación y presentó una indicación sustitutiva para incorporar estas medidas de control en el ámbito de la Ley de Pesca Recreativa. En cuanto a la pesca comercial, el señor Palacios señaló que el actual artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura remite al Reglamento el control de plagas. Por lo tanto, en el ámbito comercial las necesidades de control ya se encuentran cubiertas. Sin embargo, resulta necesaria introducir una normativa que permita el control de plagas, como el alga didymo u otras similares, en la pesca recreativa.


El proyecto de ley en estudio, agrega el artículo 7° bis en la N° 20.256, sobre Pesca Recreativa, introduciendo herramientas para actuar ante las plagas como la del alga Didymo. En particular, establece medidas de control respecto a los vectores que transmiten la plaga y permite un mejor control de los mismos en las fronteras del país.


Adicionalmente, este proyecto contempla la extensión de estas medidas de control a la pesca que se realice en los cotos privados de pesca, artículo 33, inciso segundo. Por último, señala que la contravención a las medidas de control será considerada como una infracción gravísima a la ley y generará las sanciones correspondientes.


El señor Juan Luis Ansoleaga, Director del Servicio Nacional de Pesca, enfatizó que esta normativa entregará mayores facultades al Servicio Nacional de Pesca para llevar a cabo su labor. En cuanto a la actual plaga del alga Didymo, señaló que ya se ha detectado su presencia en zonas de la Región de la Araucanía y Región de los Ríos. Explicó que la actual normativa deja al ámbito voluntario el control de la pesca recreativa y este sistema no ha dado resultado en el control efectivo de las plagas. Con este nuevo marco legal será posible minimizar la propagación de algas y plagas, a través del efectivo control de los vectores que transportan estas especies.


Asimismo, destacó la colaboración del Servicio Nacional de Pesca con el Servicio Agrícola y Ganadero, alianza que les permitirá un mejor control sobre las fronteras del país, para evitar así el contagio de estas plagas proveniente del extranjero. También indicó que han estado en contacto con las respectivas autoridades argentinas para un mejor control de la frontera.


Ante las consultas de los señores diputados, las autoridades del Servicio Nacional de Pesca aclararon que la alianza con el Servicio Agrícola y Ganadero es fundamental, ya que ellos están en todos los pasos fronterizos y tienen experiencia en este tipo de controles. Igualmente, dieron a conocer las medidas que actualmente están en curso para controlar esta plaga a lo largo del país, detallaron en qué consisten las medidas de desinfección que se proponen en esta normativa y puntualizaron que son medidas simples, efectivas y que no tienen un impacto negativo en el medio ambiente.


Finalizaron enfatizando que esta normativa resulta fundamental para continuar con la labor de control del Servicio Nacional de Pesca, más aún en los meses venideros en que es necesario aumentar los esfuerzos para fiscalizar la pesca recreativa en época estival. Indicaron, que tal como lo confirma la experiencia internacional en este tema, las medidas más efectivas son aquellas barreras sanitarias y de bioseguridad que contribuyen a controlar la propagación de las plagas.

b) Votación del proyecto de ley.


Al término del debate, en el cual se valoró esta iniciativa legal en tanto se hace cargo de una grave plaga que está afectando a los lagos y ríos del país, con evidentes perjuicios para el turismo y la población aledaña, se procedió a la votación, en general y en particular, del proyecto de ley, aprobándose este por la unanimidad de los diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, León, Meza, Morales; Pérez, don Leopoldo; Sandoval y Vallespín.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS.

a) Artículos rechazados.


No existen artículos rechazados.

b) Indicaciones rechazadas.

No existen indicaciones rechazadas.

VI. MENCIÓN DE LAS ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.


De conformidad a lo establecido en el N° 7° del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace constar que el proyecto de ley fue aprobado en los mismos términos propuesto por el Senado:

VII. TEXTO DEL PROYECTO

Por los fundamentos tenidos en consideración y las razones que dará a conocer el Diputado Informante, la Comisión recomienda dar su aprobación, en los mismos términos que lo hizo Senado en el primer trámite constitucional, al siguiente:

“PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense en la ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, las siguientes modificaciones:


1.- Agrégase el siguiente artículo 7° bis:


“Artículo 7° bis.- Medidas sanitarias y de bioseguridad. Con el objeto de evitar la introducción y propagación, de aislar la presencia o de propender a la erradicación de enfermedades de alto riesgo y de especies hidrobiológicas que constituyan o puedan constituir plagas de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la Subsecretaría establecerá, cuando corresponda, la obligación de implementar una o más restricciones de uso o medidas de desinfección de aparejos de pesca recreativa, vestimenta, calzado, equipamiento y embarcaciones que se utilicen en dicha actividad o en otras actividades deportivas o recreacionales de carácter náutico que se realicen en los cuerpos y cursos de agua terrestre o en las áreas marítimas que determine mediante resolución fundada, de las previstas en el reglamento que al efecto dicte el Ministerio.


Asimismo, el reglamento a que se refiere el inciso primero podrá establecer, con el mismo objeto precedentemente señalado, restricciones de uso, prohibiciones de ingreso y medidas de desinfección que se aplicarán al ingreso al país, respecto de los aparejos de pesca recreativa, señuelos y carnadas, vestimenta, calzado, equipamiento y embarcaciones que señale el mismo reglamento y que se utilicen en la actividad de pesca recreativa o en otras actividades deportivas o recreacionales náuticas que se realicen en los cursos y cuerpos de agua terrestre o en aguas marítimas.


Las prohibiciones antes señaladas deberán fundarse en la circunstancia de que los implementos provengan de países afectados por enfermedades de alto riesgo o plagas.”.


2.- Incorpórase al artículo 33 el siguiente inciso segundo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, se aplicarán a la actividad de pesca recreativa que se realice en los cotos de pesca la medidas que se dicten de conformidad con el artículo 7° bis.”.


3.- Agrégase al artículo 50 la siguiente letra g):


“g) Realizar cualquier tipo de actividad que introduzca en una cuenca especies hidrobiológicas que constituyan plagas, contraviniendo lo dispuesto en el artículo 7° bis.”.”.

-o-


Se designó Diputado Informante al señor Alfonso De Urresti
-o-


Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a la sesión del día 28 de noviembre de 2012, con la asistencia de la diputada señora Andrea Molina Oliva (Presidenta); y de los diputados señores Enrique Accorsi Opazo; Alfonso De Urresti Longton; Javier Hernández Hernández; Roberto León Ramírez; Fernando Meza Moncada; Celso Morales Muñoz; Leopoldo Pérez Lahsen; David Sandoval Plaza; y Patricio Vallespín López.


Sala de la Comisión, a 28 de noviembre de 2012.

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de Comisiones.”
16. Informe de la Comisión Especial de Deportes, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, incorporando en el estatuto del futbolista la imposibilidad legal de programar encuentros deportivos en determinados horarios. (boletín N° 8681-29-1).

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión Especial de Deportes pasa a informar, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley del epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de la señora Molina, doña Andrea, y de los señores Álvarez-Salamanca, don Pedro; Baltolu, don Nino; Bobadilla, don Sergio; Espinoza, don Fidel; Hernández, don Javier; Morales, don Celso; Norambuena, don Iván; Salaberry, don Felipe, y Sandoval, don David, contenido en el Boletín N° 8681-29, sin urgencia.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- Origen y urgencia.

La iniciativa tuvo su origen en una Moción de la señora Molina, doña Andrea, y de los señores Álvarez-Salamanca, don Pedro; Baltolu, don Nino; Bobadilla, don Sergio; Espinoza, don Fidel; Hernández, don Javier; Morales, don Celso; Norambuena, don Iván; Salaberry, don Felipe, y Sandoval, don David, y se encuentra sin urgencia.

2.- Discusión general y particular.

El proyecto fue aprobado, en general y particular, por 7 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención.

(Votaron a favor los señores Accorsi, don Enrique; Browne, don Pedro; Carmona, don Lautaro; Espinoza, don Fidel; Jiménez, don Tucapel; Morales, don Celso, y Walker, don Matías.).

3.- Disposiciones calificadas como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión, no existen en el proyecto que se somete a consideración de la Sala, normas que revistan el carácter de orgánicas constitucionales ni que requieran ser aprobadas con quórum calificado.

4.- Diputado Informante.

La Comisión designó al señor Morales, don Celso, en tal calidad.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

1.- Consideraciones preliminares.-

Expresan los autores de la moción que el deporte, de conformidad a la ley 19.712, normativa conocida como Ley de Deporte, establece que es aquella forma de actividad física que utiliza la motricidad humana como medio de desarrollo integral de las personas, y cualquier manifestación educativo-física-, general o especial, realizada con la participación masiva, orientada a la integración social, al desarrollo comunitario, al cuidado y recuperación de la salud y a la recreación como asimismo, aquella práctica de las formas de actividad deportiva o recreacional que utilizan la competición o espectáculo como su medio fundamental de expresión social, y que se organiza bajo condiciones reglamentadas, buscando los máximos estándares de rendimiento.

Agregan que su desarrollo constituye una herramienta del todo necesaria para alcanzar ciertos efectos positivos dentro de la sociedad aspirando con ello por ejemplo a mejorar la salud de la población, o a prevenir la delincuencia, la drogadicción y otros flagelos que se encuentran enquistados dentro de la sociedad actual.

Por ello, señalan, el Estado es la entidad encargada de promover primeramente la práctica de deportes y en general el desarrollo de cualquier actividad física que impulse los valores surgidos de esta actividad como el compañerismo, la solidaridad, la sana competencia, entre otros.

Concluyen señalando que la práctica de éste en horarios incompatibles con la salud de los competidores evidentemente merma de un modo claro las posibilidades de un adecuado ejercicio deportivo, más aún, en el caso del deporte de alto rendimiento, cada vez más profesionalizado en nuestro país y en el mundo, siendo el fútbol la única actividad realmente profesional existente en nuestro país, razón por la cual la práctica adecuada de este deporte, constituye un requisito claro para asegurar un espectáculo deportivo óptimo desde el punto de vista de la seguridad de los jugadores.

2.- Objetivo del proyecto.

El proyecto de ley que la Comisión Especial de Deportes somete a vuestro conocimiento para su aprobación, tiene por objeto establecer una expresa prohibición de programar estos espectáculos deportivos en horarios que por su naturaleza son incompatibles con la salud de los futbolistas profesionales, principalmente horarios tales como el medio día, donde el sol afecta de manera directa el rendimiento y salud de los jugadores.

3.- Contenido del proyecto.

En atención a lo expuesto, la presente iniciativa tiene por objeto modificar el denominado Estatuto del Futbolista inmerso en el capítulo VI del Código del Trabajo, que establece una serie de normas pro trabajador ligada principalmente a resguardar ciertas garantías de dignidad hacia éste, y respeto por su salud y vida. 

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 69 y 73 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalar que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en incorporar en el estatuto del futbolista la imposibilidad legal de desarrollar su actividad en condiciones climáticas adversas.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión, no existen en el proyecto que se somete a consideración de la Sala, normas que revistan el carácter de orgánicas constitucionales, ni que requieran ser aprobadas con quórum calificado. 

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

A juicio de la Comisión, el proyecto no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda por no tener sus disposiciones incidencia en materia financiera o presupuestaria del Estado. 

VI. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR.-

El proyecto en informe fue aprobado, en general y particular, por vuestra Comisión, en su sesión ordinaria de fecha 28 de noviembre del año en curso, con el voto favorable (7) de los señores Accorsi, don Enrique; Browne, don Pedro; Carmona, don Lautaro; Espinoza, don Fidel; Jiménez, don Tucapel; Morales, don Celso, y Walker, don Matías. No hubo votos en contra ni abstenciones.

En el transcurso de su discusión, los señores Diputados integrantes de esta instancia legislativa concordaron con los fundamentos de la moción que le da origen, expresando su conformidad con los términos en ella propuestos, que responden a un planteamiento formulado por el Sindicato de Futbolistas Profesionales quienes, incluso, habrían amenazado con paralizar el fútbol nacional si la ANFP continuaba agendando partidos en horarios de intenso calor. No obstante, algunos de ellos, manifestaron dudas sobre su pertinencia, toda vez que quien programa los horarios de los partidos de fútbol no son los empleadores de los futbolistas sino la Asociación Nacional de Futbol Profesional, además de considerar necesario determinar lo que se entiende por “condiciones adversas”.

Por su parte, el señor Morales, don Celso, presentó una indicación para anteponer la palabra “En” al inicio de su parte dispositiva con el objeto de aclarar su contenido, la que fue aprobada con los mismos quórum indicados precedentemente.

VII. SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN EN GENERAL.

No se hicieron presente en vuestra Comisión opiniones en tal sentido.

VIII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISIÓN.

No existen disposiciones en tal situación.

-o-

Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión Especial de Deportes os recomienda la aprobación del siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórese el siguiente nuevo inciso final en el artículo 152 bis K del Código del Trabajo:

“En los partidos de fútbol profesional se debe priorizar por sobre todo la salud física de los jugadores y nunca pueden llevarse a efecto en condiciones climáticas adversas.”.

-o-

Se designo Diputado informante, a don Celso Morales Muñoz.

Sala de la Comisión, a 28 de noviembre de 2012.

Tratado y acordado en sesión de fecha 28 de noviembre del presente año, con asistencia de los Diputados señores Accorsi, don Enrique; Browne, don Pedro; Carmona, don Lautaro; Espinoza, don Fidel; Jiménez, don Tucapel; Morales, don Celso; Norambuena, don Iván; Sandoval, don David; Verdugo, don Germán; y, Walker, don Matías.

(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión.”
17. Informe sobre participación de Diputado señor Pablo Lorenzini en su calidad de Co-Presidente de la Comisión Mixta Parlamento Europeo-Parlamento Chileno acompañando al señor Presidente de la República en su visita a Bruselas a diferentes reuniones con representantes de dicha institución europea entre los días 13 al 15 de noviembre.

“Honorable Cámara.

En mi calidad de Co - Presidente de la Comisión Mixta Parlamento Europeo-Parlamento Chileno, he acompañado al Señor Presidente de la República en su visita a Bruselas a diversas reuniones con representantes de dicha Institución Europea.

En Anexo 1 se acompaña la comitiva oficial.

El martes 13 de Noviembre se sostuvo una cena de la Delegación con el Presidente de la República a efectos de coordinar el trabajo para los días siguientes, entre otros aspectos.

El miércoles 14 acompañé al Presidente a una reunión con el Presidente del Parlamento Europeo, señor Martin Schulz donde se repasó la relación Chile - Europa y también en detalle de ambos Parlamentos, así como la necesidad de estrechar dichas relaciones e intensificar los temas pendientes como son la “Clausura Evolutiva”. Posteriormente durante un almuerzo de trabajo hicieron uso de la palabra ambos Presidentes y luego participamos los Parlamentarios chilenos señor Enrique Accorsi y señor Felipe Salaberry con nuestras opiniones respecto a varios tópicos.

El jueves 15 de Noviembre, acudimos a una reunión con la Comisión de Asuntos Exteriores y Delegaciones para Chile y para EUROLAT del Parlamento Europeo. En dicha actividad que presidimos conjuntamente con el Co - Presidente Antonio Correia de Campos y las autoridades antes mencionadas y también el Presidente de EUROLAT señor José Ignacio Salafranca.

En un intenso debate con los Parlamentarios Europeos miembros de la Comisión Mixta Chile - Europa, se trataron varios temas como caso Clarín, demandas estudiantiles, tema mapuche, relaciones comerciales, sistema de Becas, y con mucho detalle la próxima cumbre Chile - EU.

Simultáneamente aproveché conjuntamente con el Co-Presidente Antonio Correia de Campos y Parlamentarios miembros de dicha Comisión, de avanzar en los detalles de la visita del Parlamento Europeo a Chile los próximos 21 y 22 de Enero en Santiago y Valparaíso, los posibles temas a tratar y otras actividades, como el compromiso del Señor Presidente Pinera de recibirnos en La Moneda.

Para finalizar se tuvo una reunión con el Presidente de la Comisión Europea señor José Manuel Barroso.

(Fdo.): PABLO LORENZINI BASO, Diputado Co-Presidente Comisión Parlamentaria Congreso Nacional de Chile Parlamento Europeo.”
18. Moción de los señores diputados García, don René Manuel; Becker, Browne, 
Cardemil, Delmastro, Edwards, Meza; Monckeberg, don Cristián, y Sauerbaum.


Otorga la posibilidad, a las comunidades indígenas, de arrendar sus tierras. (boletín 
N° 8717-01).

“Antecedentes

1) El 5 de octubre del año 1993 se publicó la Ley N° 19.253, que estableció normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y creó la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. Mediante esta Ley se le otorgó beneficios y protección a las personas provenientes de nuestros pueblos originarios, lo que significó un decisivo avance en el desarrollo social de estos pueblos, aunque estableció ciertas restricciones que han impedido dicho desarrollo a cabalidad.

2) En efecto, una limitación establecida en esta Ley aparece en el artículo 13. Esta norma, en su inciso segundo, señala expresamente que “las tierras cuyos titulares sean comunidades indígenas no podrán ser arrendadas,-dadas en comodato, ni cedidas a terceros en uso, goce o administración”.

3) En este escenario, llama mucho la atención que la ley impida a las comunidades precolombinas arrendar sus predios, considerando que las personas naturales de origen indígena sí pueden, de acuerdo con la normativa legal, arrendar las tierras que posean.

4) Es decir, estamos ante una limitación de la ley, que resulta arbitraria y perjudicial para los distintos pueblos originarios. Esto, desde nuestro punto de vista, coarta el desarrollo de las diversas etnias que habitan en nuestro país, tanto en lo económico como en lo laboral, pues las comunidades ven continuamente limitada la generación de una actividad comercial, a partir del arriendo de un predio, lo que les podría generar importantes recursos para desenvolverse en el día a día, por concepto de renta.

5) En los últimos 20 años la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, por intermedio del “Fondo de Tierras y Aguas indígenas” ha entregado miles de hectáreas, traspasándolas de las manos de grandes productores agrícolas, forestales o lecheros a personas naturales indígenas o Comunidades Indígenas. Lo preocupante de todo esto es que la producción de las tierras entregadas bajado considerablemente su producción, llegando incluso a ser nula en algunos sectores. Muchas veces, por desconocimiento o incapacidad de gestión las comunidades se han visto impedidas de cultivar un predio, pero bien podrían arrendarlo y conseguir dos beneficios: un beneficio pecuniario para los propietarios de la tierra, y un beneficio comercial para el arrendatario, que podrá llevar a cabo un negocio.

6) Otro punto a tomar en consideración es que hoy, en la Región de la Araucanía la reivindicación de las tierras indígenas sigue siendo un tema preocupante y alarmante, ya que las políticas gubernamentales no han sido suficientes, y para dar alguna solución parche han seguido aumentando el llamado “Fondo de Tierras y Aguas indígenas”, alcanzando en la actual Ley de presupuesto un monto aproximando de 44 mil millones de pesos.

7) Si queremos que nuestro país y los pueblos indígenas sigan creciendo y produciendo, no podemos seguir limitando sus actividades productivas, ya que es la única forma de poder hacer que las regiones se desarrollen y sus tierras se aprovechen al máximo.

8) Por esto, proponemos eliminar en el inciso segundo la palabra “arrendar”, en el artículo 13 de la Ley N° 19.253, con el fin de permitir que las Comunidades Indígenas puedan arrendar sus tierras por un plazo no superior a 5 años, para así llevar a cabo una actividad económica, lo que sería percibir los frutos civiles del arrendamiento de un bien inmueble.

En virtud de lo anterior, los Diputados que suscriben, venimos en presentar el siguiente

“PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Eliminase, en el inciso segundo del artículo 13 de la Ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la voz “arrendadas” .

19. Moción de los señores diputados Kort, Baltolu, Barros, Bauer, Calderón, Melero, Morales, Ulloa, y de las diputadas señoras Cristi, doña María Angélica y Zalaquett, doña Mónica.


Modifica la ley N° 19.620, sobre adopción de menores eliminando un requisito para la declaración de susceptibilidad de adopción en caso que indica. (boletín N° 8718-18).

“La adopción constituye una institución arraigada dentro de la conciencia jurídica y social de nuestro país, desde siempre ella se ha constituido como la alternativa idónea para suplir la imposibilidad de concebir hijos, otorgándoles a los adoptados el cariño y el establecimiento que ellos necesitan y al mismo tiempo erigiéndose dicha situación para los padres en una vía de felicidad y realización personal y familiar.

La adopción en nuestro país ha sufrido una evolución durante nuestra historia jurídica e institucional, así ésta nació como una forma de contrato que ligaba al adoptante y al adoptado jurídicamente surgiendo de tal lazo derechos y obligaciones para ambas partes, posteriormente se extendió esta institución consagrando derechos hereditarios al adoptado, aunque sólo como hijo natural. Finalmente con la dictación de la ley 19.620 se consagró lo que la doctrina civilista llama adopción plena asimilándose de un modo completo a la situación de un hijo plenamente establecido jurídicamente.

Pues bien de acuerdo a la propia normativa de la ley 19.620 sobre adopción de menores uno de los requisitos para ser considerado susceptible de adopción el hecho que el menor cuyos padres no se encuentran capacitados o en condiciones de hacerse cargo responsablemente de él y que expresen su voluntad de entregarlo en adopción ante el juez competente. Es así como para concurrir este requisito, y consecuencialmente, ser susceptible de adopción el menor, se requiere contar con la autorización de sus padres para proseguir con el procedimiento.

En este orden de cosas la presente moción establece la idea de eliminar esta autorización de aquel padre que haya sido condenado por delitos de abuso sexual contra su hijo y que se pretende adoptar.

El abuso sexual ha sido objeto de un repudio generalizado de la sociedad chilena a partir de lo cruento de sus características y de sus víctimas, principalmente menores de edad. Es por lo anterior que la presente iniciativa consagra, a partir de las implicaciones fundamentalmente psicológicas, no contar con esta autorización, es decir eliminar de la exigencia legislativa al padre o madre hechor de estos delitos, hecho que en este caso puede revestir innecesarias dilaciones en el proceso de adopción.

De tal manera lo que busca esta iniciativa no es otra cosa que eliminar la facultad de dar el consentimiento de parte de los padres biológicos en este caso y consecuencialmente también perdiendo la posibilidad de retracto a la que alude la misma ley, sencillamente porque perdieron su derecho de otorgar dicha aquiescencia.

“PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Incorpórese una nueva parte final en el numeral 1° del artículo 9° de la ley 19.620 sobre adopción de menores, luego de un punto seguido, norma que a continuación se reproduce:

“En caso que uno de los padres o ambos hayan sido condenados por delitos sexuales y cuya víctima fuere el menor que se pretende adoptar, no se requerirá el consentimiento de el o los condenados”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.


� El artículo 3º inciso segundo de la Ley Nº 18.700 sobre votaciones populares y escrutinios dispone: “Las declaraciones deberán efectuarse por el Presidente y el Secretario de la Directiva Central de cada partido político o de los partidos que hubieren acordado un pacto electoral o por, a lo menos, cinco de los ciudadanos que patrocinen una candidatura independiente, acompañando la nómina a que se refiere el artículo 11. En todo caso, serán acompañadas por una declaración jurada del candidato, o de un mandatario designado especialmente al efecto por escritura pública, en la cual señalará cumplir los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a inhabilidades. La declaración jurada deberá ser acompañada sólo por los antecedentes que acrediten los estudios del candidato, cuando corresponda, en los términos que disponga el Servicio Electoral. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante el oficial del Registro Civil correspondiente a la comuna donde resida el candidato.”.


De lo anterior se puede argumentar que pueden existir inhabilidades para Presidente, Diputado y Senador no sólo de rango constitucional sino que también legal, (la que se incorpora en el artículo 16 bis, sería una de ellas) dado que se habla de “requisitos constitucionales y legales”.


En esta línea, y a modo de ejemplo, se debe tener presente lo que dispone el artículo 4º inciso cuarto de la misma ley sobre votaciones populares: “ Para ser incluido como candidato de un partido político o de un pacto electoral, siempre que en este último caso no se trate de un independiente, se requerirá estar afiliado al correspondiente partido con a lo menos dos meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas y no haber sido afiliado de otro partido político dentro de los nueve meses anteriores al vencimiento de dicho plazo.”, donde claramente se trata de la existencia de una inhabilidad legal.(Revisado y sancionado, por lo demás, por el Tribunal Constitucional)


De manera que la que se incorpora respecto de la condena por delitos de violencia intrafamiliar, se podría entender, igualmente, como una inhabilidad de carácter legal para cargos de elección popular.


� Manual sobre Investigación para casos de violencia de pareja y femicidios en Chile, escrito por la Unidad Especializada en Responsabilidad Penal Adolescente y delitos de violencia intrafamiliar, de la Fiscalía Nacional de Chile, enero de 2012. En la biblioteca de la Comisión de Familia.


� Centros de atención Sernam. Manual sobre Investigación para casos de violencia de pareja y femicidios en Chile, escrito por la Unidad Especializada en Responsabilidad Penal Adolescente y delitos de violencia intrafamiliar, de la Fiscalía Nacional de Chile, enero de 2012. En la Biblioteca de la Comisión de Familia.


� Trabajo efectuado por Pedro Harris, Biblioteca del Congreso Nacional.


� Disponible en: http://www.bcn.cl/leyes/pdf/actualizado/242648.pdf (Septiembre, 2012).


� En otros casos, como ocurre en el Reino Unido, la violencia doméstica no constituye una tipificación especial. Por ello, se carece de definiciones que establezcan los elementos configuradores de clases de violencia, como la patrimonial y sexual. En general estas nociones se consagran en términos amplios. En este caso, ha sido definida como “any incident of threatening behaviour, violence or abuse (psychological, physical, sexual, financial or emotional) between adults who are or have been intimate partners or family members, regardless of gender or sexuality”. Domestic Violence, Forced Marriage and Honour-Based Violence House of Commons, 2008, vol I, Reino Unido, p. 11.


� Ley N° 7586 contra la Violencia Doméstica de Costa Rica, disponible en: http://bcn.cl/w1sb (Septiembre, 2012).


� Ley N° 38 de 2001 de Panamá, disponible en: http://bcn.cl/w1sl (Septiembre, 2012).


� Ley N° 17.514 sobre Violencia Doméstica de Uruguay, disponible en: http://bcn.cl/w1su (Septiembre, 2012).


� Disponible en: http://info4.juridicas.unam.mx/adprojus/leg/16/613/7.htm?s= (Septiembre, 2012).


� Disponible en: http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/an-l13-2007.tp.html#a1 (Septiembre, 2012).


� Disponible en: http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm (Septiembre, 2012).


� Mouradian, Vera. Abuse in Intimate Relationships: Defining the Multiple dimensions and Terms. Disponible en: http://www.musc.edu/vawprevention/research/defining.shtml (Septiembre, 2012).


� Sagot, Monserrat y otras. Ruta crítica de las mujeres afectadas por la violencia intrafamiliar en América latina (estudios de caso de diez países). OPS, OMS Programa, mujer, salud y desarrollo. Pág. 69. Disponible en: http://www.paho.org/Spanish/HDP/HDW/rutacritica.pdf (Septiembre, 2012).


� En el caso de México, la legislación se refiere a los “bienes comunes o propios de la violencia”.


� En este sentido, Morillas Cueva, Lorenzo. Valoración de la Violencia de Género desde la perspectiva del Derecho penal, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología (2002).


� * Destacó como hitos dentro de este cuadro que el año 2005 se publica la ley N°20.066, en el año 2007 se implementa el parte tipo VIF y en el año 2010 se incluye al adulto mayor como sujeto pasivo de violencia intrafamiliar.


� Ejemplo del uso de esta terminología es el artículo 70 de la ley N°19.968 (referido al inicio del procedimiento de protección de derechos de niños). “El procedimiento podrá iniciarse de oficio o a requerimiento del niño, niña o adolescente, de sus padres, de las personas que lo tengan bajo su cuidado, de los profesores o del director del establecimiento educacional al que asista, de los profesionales de la salud que trabajen en los servicios en que se atienda, del Servicio Nacional de Menores o de cualquier persona que tenga interés en ello.”.


� Nota de prensa publicada en la WEB institucional el 30.06.12


� Artículo 3º.- Prevención y Asistencia. El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial contra la mujer, los adultos mayores y los niños, y a prestar asistencia a las víctimas.


Entre otras medidas, implementará las siguientes:


a) Incorporar en los planes y programas de estudio contenidos dirigidos a modificar las conductas que favorecen, estimulan o perpetúan la violencia intrafamiliar;


b) Desarrollar planes de capacitación para los funcionarios públicos que intervengan en la aplicación de esta ley;


c) Desarrollar políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la violencia intrafamiliar;


d) Favorecer iniciativas de la sociedad civil para el logro de los objetivos de esta ley;


e) Adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales suscritos por el Estado de Chile, y 


f) Crear y mantener sistemas de información y registros estadísticos en relación con la violencia intrafamiliar.


� De los ex Diputados (as) señora Caraball y señores Sánchez y Palma.


� De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� Artículo 4º.- Corresponderá al Servicio Nacional de la Mujer proponer al Presidente de la República las políticas públicas para el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


En coordinación y colaboración con los organismos públicos y privados pertinentes formulará anualmente un plan nacional de acción.


Para los efectos de los incisos anteriores, el Servicio Nacional de la Mujer tendrá las siguientes funciones


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia intrafamiliar;


b) Recomendar la adopción de medidas legales, reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar;


c) Prestar asistencia técnica a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran, y


d) Promover la contribución de los medios de comunicación para erradicar la violencia contra la mujer y realzar el respeto a su dignidad.


� De los diputados (as) Barros, Estay, Kast, Molina, Recondo, Sandoval, Urrutia y Zalaquett y el ex diputado García-Huidobro.


� Artículo 5º.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad, adulto mayor o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


� De los ex diputados señores Errázuriz y Palma.


� De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� De iniciativa de la Diputada señora Karla Rubilar.


� De iniciativa de los diputados (as) Arenas, Barros, Cristi, Isasi, Nogueira, Turres y los ex diputados (as) Alvarado, Cubillos, Masferrer y Rojas).


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Proyecto de ley que Modifica el Código Penal y la ley de Violencia Intrafamiliar para sancionar el femicidio, aumenta las penas aplicables a este delito y modifica las normas sobre parricidio, boletín N°5308-18, actualmente Ley N°20.480.


� En cuanto a las dificultades prácticas de incorporar un concepto distinto a los ya reconocidos por la ley (ser actualmente o haber sido cónyuge o conviviente del ofensor), el Fiscal Nacional hizo presente un fallo del Tribunal Constitucional por requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, Rol N° 1.432-09 en donde se observan las dificultades prácticas que genera el reconocimiento de la convivencia dentro de la figura del parricidio. El texto íntegro de dicha sentencia se encuentra en la Secretaría de la Comisión.


� De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� Oficio N°125-2012, a disposición en la Secretaría de la Comisión de Familia.


� Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado.


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.


� Artículo 7°.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el solo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N°17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta. Asimismo, se presumirá que hay una situación de riesgo inminente, cuando el denunciado oponga, de manera violenta, su negativa a aceptar el término de una relación afectiva que ha mantenido recientemente con la víctima.


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable. Se considerará especialmente como situación de riesgo inminente el hecho de que un adulto mayor, dueño o poseedor, a cualquier título, de un inmueble que ocupa para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz, por algunos de los parientes señalados en el artículo 5º.


� Artículo 6º.- Los actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia y se sujetarán al procedimiento establecido en la ley Nº19.968.


� Artículo 7°.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el solo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N°17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta. Asimismo, se presumirá que hay una situación de riesgo inminente, cuando el denunciado oponga, de manera violenta, su negativa a aceptar el término de una relación afectiva que ha mantenido recientemente con la víctima.


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable. Se considerará especialmente como situación de riesgo inminente el hecho de que un adulto mayor, dueño o poseedor, a cualquier título, de un inmueble que ocupa para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz, por algunos de los parientes señalados en el artículo 5º.


� De iniciativa de las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado.


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Artículo 9º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez deberá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias:


a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima.


b) Prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias.


c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan.


d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.


e) Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez.


El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a dos años, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En el caso de la letra d), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere y cualquier otra cuestión de familia sometida a su conocimiento por las partes.


� De iniciativa de las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Mediante la aprobación del proyecto de ley iniciado en Mensaje (boletín N°5838-07) se modificó la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, (Ley �Nº 20.603 – Diario Oficial 27/06/2012).


� Penas privativas de libertad; penas restrictivas de libertad; reclusión nocturna; libertad vigilada; remisión condicional de la pena


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Artículo 10.- Sanciones. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias decretadas, con excepción de aquella prevista en la letra d) del artículo 9°,(la asistencia obligatoria a cursos de orientación familiar) el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil,( establece una sanción de reclusión menor en su grado medio a máximo (540 días a 5 años) sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


La policía deberá detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de las medidas mencionadas en el inciso precedente.


� De iniciativa de las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� De iniciativa de los diputados (as) señores (as) Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) señores (as) Alvarez, Cubillos, Forni y Uriarte)


� Artículo 12.- Registro de sanciones y medidas accesorias. El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá llevar un Registro Especial de las personas que hayan sido condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las demás resoluciones que la ley ordene inscribir.


El tribunal, ejecutoriada que sea la sentencia, deberá oficiar al Registro Civil, individualizando al condenado y la sanción principal y las accesorias aplicadas por el hecho de violencia intrafamiliar, con excepción de la prevista en la letra d) del artículo 9°, circunstancias que el mencionado Servicio hará constar, además, en el respectivo certificado de antecedentes. Este Registro Especial será puesto en conocimiento del tribunal a solicitud de éste, en los casos regulados en la ley.


� De iniciativa de los Diputados (as) señores (as) Araya, Goic, Ojeda, Pascal, Sabag, Sepúlveda y Venegas y los ex diputados señores Díaz Del Río, Olivares y Mulet.


� De iniciativa de los diputados (as) señores (as) De Urresti Longton, Díaz, Jiménez, Pacheco y Saa y los ex Diputados señores Chahuán, Enríquez- Ominami Gumucio y Escobar.


� Leyes que modifica y funcionarios a los cuales afecta: Ley N° 18.575 orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, respecto de Ministros de Estado (Art. 40); Subsecretario, Jefe Superior de Servicio ni Directivo Superior de un órgano u organismo de la Administración del Estado (Art. 55 bis); Ley N°19.175 orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional, respecto de los Intendentes y Gobernadores (art. 6°), Consejeros Regionales (art. 31°); Ley N°18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, respecto de Alcaldes y Concejales (Art. 73); Ley N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público respecto de los Fiscales; Ley N°18.840 Orgánica Constitucional del Banco Central, respecto de Presidente del Banco Central (art. 14 bis y 81 bis); Código Orgánico de Tribunales respecto de los Jueces.


� La iniciativa propone incorporar como inhabilidad el haber sido condenado por el delito contemplado en La Ley N° 20.066 VIF, en una modalidad similar a la seguida por la Ley N°20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, respecto de Ministros de Estado, Subsecretario, jefe superior de servicio, intendente o gobernador, consejero regional, alcalde o concejal, fiscales, consejero del Banco Central, entre otros.


� El delito de maltrato habitual (artículo 14) que se configura con el ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º. Su sanción consiste en la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.


� Absoluta, cuando supone incapacidad para todo cargo u oficio público y; Especial, cuando inhabilita para el ejercicio de un cargo u oficio público determinado


� Inhabilitación absoluta -perpetua y temporal- para cargos y oficios públicos Según el artículo 38 C.P., cuando una pena es absoluta perpetua, comprende la privación de los cargos, empleos y oficios públicos, entre otros, de que estuviere en posesión el condenado, y la incapacidad perpetua para obtenerlos o ejercerlos.


Si la pena es absoluta temporal, produce el mismo efecto, con la diferencia de que la incapacidad sólo dura el tiempo de la condena. Cumplido el tiempo de la condena, el penado recupera la capacidad para ejercer cargos públicos, pero no tiene el derecho a ser repuesto en los cargos, empleos u oficios de que fue privado (artículo 44 C.P.).


Inhabilitación especial -perpetua y temporal- para algún cargo u oficio público. La pena comprende la privación del cargo, empleo u oficio en forma perpetua o por el tiempo de la condena, la incapacidad para obtener dicho cargo, empleo u oficio, perpetuamente o por el tiempo de la condena (artículo 39 Código Pena)l


� La Comisión contó en esta parte con la colaboración de Paola Truffello García, abogada del Departamento Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional.


� Contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 del Ministerio de Hacienda de 2005, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


� Al respecto, en la esfera administrativa, la voz funcionario público admite dos acepciones: una de carácter funcional y otra de carácter orgánico, siendo esta última la más utilizada. Según ella, es funcionario público toda persona natural que ocupa un cargo público dentro de la Administración del Estado, entendiendo por cargo público, en los términos del artículo 3º letra a) del Estatuto Administrativo, “aquel que se contempla en las plantas o como empleos a contrata en las instituciones señaladas en el artículo 1º’: ‘Ministerios, Intendencias, Gobernaciones y servicios públicos centralizados y descentralizados’


De optarse por esta alternativa es preciso hacer la referencia respectiva al Estatuto Administrativo contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 29 del Ministerio de Hacienda de 2005, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


� El Código Penal contempla en su artículo 260, un concepto amplio, en virtud del cual “se reputa empleado todo el que desempeñe un cargo o función pública, sea en la administración central o en instituciones o empresas semifiscales, municipales, autónomas u organismos creados por el Estado o dependientes de él, aunque no sean del nombramiento del Jefe de la República ni reciban sueldo del Estado. No obstará a esta calificación el que el cargo sea de elección popular.”.


� Al respecto la Doctrina penal sostiene que “Se establece así un concepto funcional de empleado público, que abarca una infinidad de situaciones no cubiertas por la estricta regulación del Estatuto Administrativo”. Politoff L., Sergio, Matus A., Jean Pierre y Ramírez G., María Cecilia, Lecciones de Derecho Penal Chileno Parte Especial, (2ª edición Actualizada, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2006), p. 487.


� Quedando incluidos también, por ejemplo, los Notarios.


� De los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos; y de los crímenes y simples delitos que afectan los derechos garantizados por la Constitución


� De iniciativa de los diputados (as) señores (as) De Urresti Longton, Díaz, Jiménez, Pacheco y Saa y los ex Diputados señores Chahuán, Enríquez- Ominami Gumucio y Escobar.


� Delito de maltrato habitual. El ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.


� Contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del año 2001. Disponible en: http://bcn.cl/4udv (Octubre 2012).


� De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas


Artículo 54.- Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado:


a) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con el respectivo organismo de la Administración Pública.


Tampoco podrán hacerlo quienes tengan litigios pendientes con la institución de que se trata, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule.


b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.


c) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito.


� Artículo 64.- Las inhabilidades sobrevinientes deberán ser declaradas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes a la configuración de alguna de las causales señaladas en el Artículo 54. En el mismo acto deberá presentar la renuncia a su cargo o función, salvo que la inhabilidad derivare de la designación posterior de un directivo superior, caso en el cual el subalterno en funciones deberá ser destinado a una dependencia en que no exista entre ellos una relación jerárquica.


En el caso de la inhabilidad a que se refiere el artículo 55 bis, junto con admitirla ante el superior jerárquico, el funcionario se someterá a un programa de tratamiento y rehabilitación en alguna de las instituciones que autorice el reglamento. Si concluye ese programa satisfactoriamente, deberá aprobar un control de consumo toxicológico y clínico que se le aplicará, con los mecanismos de resguardo a que alude el artículo 61, inciso cuarto.


El incumplimiento de cualquiera de estas normas será sancionado con la medida disciplinaria de destitución del infractor. Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, si procedieren, tratándose de la situación a que alude el inciso segundo.


� Sobre el punto, la Comisión recibió en audiencia para mejor resolver al profesor de derecho penal de la Universidad de Valparaíso, Emanuel Corn Fillin, quien expuso que la decisión de sancionar pequeños actos de violencia intrafamiliar debe corresponder a una decisión política, y se puede optar por aplicar la sanción propuesta o no aplicarla, siendo ambas validas.


Hizo presente que la sanción propuesta es en sí muy dura, pensando en que para el funcionario público el puesto de trabajo es de suma importancia, considerando que posiblemente si la pena principal es pequeña pueda no cumplirla.


Señaló que el Código Penal impone penas leves a determinadas conductas y que la suspensión del cargo dura el tiempo de la condena. En el caso del funcionario del último escalafón, señaló este pierde una serie de beneficios con la suspensión, como remuneración y otros emolumentos, pero además, una sanción visible en el grupo social por la inasistencia al trabajo.


Sobre los cargos de designación, señaló que es una cuestión política designar a una persona para un cargo pese a haber sido condenado anteriormente por delitos. De lo inoportuno que ello sea a la prohibición de designación para un cargo hay una diferencia que depende de la fuerza política para legitimarse en el cargo. Por ello manifestó que aparece más oportuno establecer la renuncia al cargo.


� De iniciativa de los Diputados (as) señores (as) Araya, Goic, Ojeda, Pascal, Sabag, Sepúlveda y Venegas y los ex diputados señores Díaz Del Río, Olivares y Mulet.


� De iniciativa de los diputados (as) señores (as) De Urresti Longton, Díaz, Jiménez, Pacheco y Saa y los ex Diputados señores Chahuán, Enríquez- Ominami Gumucio y Escobar.


� Leyes que modifica y funcionarios a los cuales afecta: Ley N° 18.575 orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, respecto de Ministros de Estado (Art. 40); Subsecretario, Jefe Superior de Servicio ni Directivo Superior de un órgano u organismo de la Administración del Estado (Art. 55 bis); Ley N°19.175 orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional, respecto de los Intendentes y Gobernadores (art. 6°), Consejeros Regionales (art. 31°); Ley N°18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, respecto de Alcaldes y Concejales (Art. 73); Ley N° 19.640 Orgánica Constitucional del Ministerio Público respecto de los Fiscales; Ley N°18.840 Orgánica Constitucional del Banco Central, respecto de Presidente del Banco Central (art. 14 bis y 81 bis); Código Orgánico de Tribunales respecto de los Jueces.


� Artículo 14.- Delito de maltrato habitual. El ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.


Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.


El Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo Juzgado de Familia le ha remitido los antecedentes, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley N° 19.968.


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� De iniciativa de los diputados (as) señores (as) Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) señores (as) Alvarez, Cubillos, Forni y Uriarte.


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Las circunstancias 5°, 6° y 7° se refieren al arrebato u obcecación (“obrar por estímulos tan poderosos que naturalmente hayan producido arrebato y obcecación.”; la irreprochable conducta anterior (“si la conducta anterior del delincuente ha sido irreprochable”) y el reparo del mal causado (“Si ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias.”), respectivamente.


� Artículo 15.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento sobre delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, y aun antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que sean necesarias para proteger a la víctima de manera eficaz y oportuna, tales como las que establece el artículo 92 de la ley Nº 19.968 y las aludidas en el artículo 7° de esta ley.


� De iniciativa de los ex Diputados (as) señora Caraball y señores Palma y Sánchez.


� Artículo 17.- Condiciones para la suspensión del procedimiento. Para decretar la suspensión del procedimiento, el juez de garantía impondrá como condición una o más de las medidas accesorias establecidas en el artículo 9°, sin perjuicio de las demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal.


� De iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Art. 14.- Los juzgados de garantía estarán conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que actúan y resuelven unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento.


Corresponderá a los jueces de garantía:


a) Asegurar los derechos del imputado y demás intervinientes en el proceso penal, de acuerdo a la ley procesal penal;


b) Dirigir personalmente las audiencias que procedan, de conformidad a la ley procesal Penal;


c) Dictar sentencia, cuando corresponda, en el procedimiento abreviado que contemple la ley procesal penal;


d) Conocer y fallar las faltas penales de conformidad con el procedimiento contenido en la ley procesal penal, y


e) Conocer y fallar, conforme a los procedimientos regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal, las faltas e infracciones contempladas en la Ley de Alcoholes, cualquiera sea la pena que ella les asigne;


f) Hacer ejecutar las condenas criminales y las medidas de seguridad, y resolver las Solicitudes y reclamos relativos a dicha ejecución, de conformidad a la ley procesal penal;


g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y


h) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que este Código, la ley procesal penal y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar les encomienden.


� (De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina)


� Art. 968. Son indignos de suceder al difunto como herederos o legatarios:


1º El que ha cometido el crimen de homicidio en la persona del difunto, o ha intervenido en este crimen por obra o consejo, o la dejó perecer pudiendo salvarla;


2º El que cometió atentado grave contra la vida, el honor o los bienes de la persona de cuya sucesión se trata, o de su cónyuge, o de cualquiera de sus ascendientes o descendientes, con tal que dicho atentado se pruebe por sentencia ejecutoriada;


3º El consanguíneo dentro del sexto grado inclusive, que en el estado de demencia o destitución de la persona de cuya sucesión se trata, no la socorrió pudiendo;


4º El que por fuerza o dolo obtuvo alguna disposición testamentaria del difunto, o le impidió testar;


5º El que dolosamente ha detenido u ocultado un testamento del difunto, presumiéndose dolo por el mero hecho de la detención u ocultación.


� De los diputados (as) señores (as) Arenas, De Urresti, Díaz, Muñoz, Vallespín y Tarud y los ex diputados señores Quintana y Rossi.


� Art. 11. Son circunstancias atenuantes:


1a. Las expresadas en el artículo anterior, cuando no concurren todos los requisitos Necesarios para eximir de responsabilidad en sus respectivos casos.


2a. Derogada.


3a. La de haber precedido inmediatamente de parte del ofendido, provocación o amenaza proporcionada al delito.


4a. La de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su cónyuge, o su conviviente, a sus parientes legítimos por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos.


5a. La de obrar por estímulos tan poderosos que naturalmente hayan producido arrebato y obcecación.


6a. Si la conducta anterior del delincuente ha sido irreprochable.


7a. Si ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias.


8a. Si pudiendo eludir la acción de la justicia por medio de la fuga u ocultándose, se ha denunciado y confesado el delito.


9a. Si se ha colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos.


10a. El haber obrado por celo de la justicia.


� De los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� Se refiere al artículo 5° bis que propone el mismo proyecto referido a las medidas de protección en sede penal


� Potestad cautelar Tribunales de Familia


El artículo 22 de la Ley de tribunales de familia, al regular la potestad cautelar dispone que en cualquier etapa del procedimiento o antes de su inicio el juez, teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado y el peligro de la demora de la tramitación podrá decretar medidas cautelares conservativas o innovativas que estime procedentes. Las innovativas se decretarán solo en casos urgentes y cuando lo exija el interés superior del niño o lo aconseje la inminencia del daño que se trata de evitar. Todas ellas pueden llevarse a efecto aun antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, pero quedarán sin valor después de 5 días sin que la notificación se efectúe.


Competencia cautelar de cualquier Tribunal con jurisdicción en familia o Juez de Garantía


El artículo 81, inciso 2, LTF exige a cualquier tribunal que ejerza jurisdicción en asunto de familia, fiscal del Ministerio Público o Juez de Garantía, que tome conocimiento de una demanda o denuncia por actos VIF, que adopte de inmediato las medidas cautelares del caso, aún cuando no sea competente para conocer de ellas.


-Centro de Medidas Cautelares en Santiago y salas especiales 


Como señaló el Informe de la Corte Suprema sobre el proyecto de ley (Oficio 125-2012, de 24 de octubre de 2012), “las medidas cautelares en situaciones de VIF son decretadas en Santiago por el Centro de Medidas Cautelares y en el resto de los tribunales por jueces que se desempeñan en salas especializadas para esas materias. Este sistema funciona de manera expedita en todo el país y los jueces resuelven por lo general con audiencia inmediata.”


El Auto Acordado de la Corte Suprema, Acta N° 135-2010 fija como competencia del Centro de Control, Evaluación y Resolución de Medidas Cautelares (cuya competencia territorial corresponde a la de los Juzgados de Familia de Santiago), conocer, entre otras, las siguientes materias (art. 5):


-Las medidas cautelares de carácter urgente en VIF.


-Las audiencias preparatorias, de juicio y de revisión de medidas en VIF.


-El despacho de causas de VIF


� Artículo 90.- Remisión de antecedentes si el hecho denunciado reviste caracteres de delito. En caso que los hechos en que se fundamenta la denuncia o la demanda sean constitutivos de delito, el juez deberá enviar de inmediato los antecedentes al Ministerio Público.


Si de los antecedentes examinados en la audiencia preparatoria o en la del juicio aparece que el denunciado o demandado ha ejercido violencia en los términos establecidos en el artículo 14 de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, el tribunal los remitirá al Ministerio Público.


Previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas cautelares que correspondan, las que se mantendrán vigentes en tanto el fiscal no solicite su modificación o cese.


Si se plantea una contienda de competencia relacionada a un asunto de violencia intrafamiliar entre un juez de familia y el Ministerio Público o un juez de garantía, el juez de familia involucrado podrá adoptar las medidas cautelares que sean procedentes, las que se mantendrán vigentes hasta que la contienda de competencia sea resuelta.


� Por el juez de familia de Valparaíso, señor Germán Núñez.


� Artículo 92.- Medidas cautelares en protección de la víctima. El juez de familia deberá dar protección a la víctima y al grupo familiar. Cautelará, además, su subsistencia económica e integridad patrimonial. Para tal efecto, en el ejercicio de su potestad cautelar y sin perjuicio de otras medidas que estime pertinentes, podrá adoptar una o más de las siguientes:


1. Prohibir al ofensor acercarse a la víctima y prohibir o restringir la presencia de aquél en el hogar común y en el domicilio, lugar de estudios o de trabajo de ésta, así como en cualquier otro lugar en que la víctima permanezca, concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias. (…)


� Moción de las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� Moción de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Iniciativa de los diputados señores Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) Alvarez, Cubillos, Forni, y Uriarte)


� Las medidas cautelares podrán decretarse por un período que no exceda de los 180 días hábiles, renovables, por una sola vez, hasta por igual plazo y podrán, asimismo, ampliarse, limitarse, modificarse, sustituirse o dejarse sin efecto, de oficio o a petición de parte, en cualquier momento del juicio.


� Penas privativas de libertad; penas restrictivas de libertad; reclusión nocturna; libertad vigilada; remisión condicional de la pena.


� Artículo 94.- Incumplimiento de medidas cautelares. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, impondrá al infractor, como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


� De las diputadas señoras Muñoz, Pascal, Saa, Sepúlveda y Vidal y la ex diputada señora Valcarce y el ex diputado Encina.


� Iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Moción de los diputados señores Bauer, Hernández, Melero, Moreira y Ward y los ex diputados (as) Alvarez, Cubillos, Forni, y Uriarte


� Artículo 95.- Citación a audiencia preparatoria. Recibida la demanda o denuncia, el juez citará a las partes a la audiencia preparatoria, la que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes.


En todo caso, el denunciado o demandado deberá comparecer personalmente, debiendo para estos efectos citarlo el tribunal bajo apercibimiento de arresto


� Iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Artículo 98.- Efectos de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia. Si transcurrido un año desde que se hubiese suspendido condicionalmente la dictación de


la sentencia, el denunciado o demandado ha dado cumplimiento satisfactorio a las condiciones impuestas, el tribunal dictará una resolución declarando tal circunstancia, ordenará el archivo de los antecedentes y dispondrá la omisión en el certificado respectivo de la inscripción practicada, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 96.


En caso de incumplimiento del denunciado o demandado de las obligaciones acordadas en conformidad a la letra a) del inciso primero del artículo 96, el juez dictará sentencia y, atendida su naturaleza, decretará su ejecución.


Si el denunciado o demandado no cumpliere con alguna de las medidas impuestas en conformidad a la letra b) del mismo inciso, el tribunal establecerá tal hecho y dictará sentencia.


� Iniciativa de los diputados (as) Ceroni, Girardi, Goic, Muñoz, Rivas, Saa, Sabat y Saffirio.


� Artículo 99.- Revocación. Si la persona denunciada o demandada incurre en nuevos actos de violencia intrafamiliar en el período de condicionalidad, se acumularán los antecedentes al nuevo proceso, debiendo el tribunal dictar sentencia conjuntamente respecto de ambos.





